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El curso Interdisciplinario anual del Inst ituto Interarrerícaro de
cerechos Bumaros <x:>nst ituye una de las más irrq:ortantes expresiones de
las activida:les en materia de Educación q.le éste r&:il~za, tanto rnr
la cal idérl de la enseñanza h"-irrlada, corro p::>r la excelencia de sus
rarticip:lntes.

Estos Cursos p::>seen el valor de constituir un marco de diálc~o

e intercambio de experiencias que ge~ran vínculos duraderos ei1tre
los asistent.. ,s, unidos en la empresa canún de luchar p:>r la vigencia
real de lvs terechos hUIl'Bn::>s en América ..

La celebración, h..."lsta el presente, de cuatro O.1rSmi
Interdisciplinarios, ha permitido reunir un valioso material sobn!
los di '3tintos enfoques en derechos hwnaros. Por ello, el Instituto
ha pillsado en la utilidad y conveni.encia de esta recopilación.

El presente t'E"1ual IX) -:-eco:Je la total idéd de las conferencias
ql..'e han sido impartidas a lo largo de estos arbs, siro aque: las que,
por su tenática más general, constituyen ur. marco de referencla para
los estlrlioscs de esta disciplina.. Otras, ya ffin sido Qójeto de
diversas plblicaciones ror el Instituto. FinalJrente, las
res ....antes, se encuentran en calidcrl de archivo documental en la
nibL.oteca de la Corte Intera.-nericana y del Instituto para su
ccnsulta .
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Direct a ecutiva
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- Presentaci6n

- Las Naciones Unidas y los Derechos Humarx>s
Héctor Gros EvCPIEL, Vice Presidente de la Corte
Interamericana de Derec'l1os Humanos.

- IDs mecaniSIlDS para la protecci6n intemacional de los
Derechos Hlmlanos en el SieJtana de las Naciones Unidas.
carlos VIUPtN OORAN, Funcionario del centro de
Derechos Humarx:>s de la O.N.TJ.

- lDs Derechos Hum;nos en el Sistema de Protección
Regional.
'IhanélS ~u\IHAL, Juez de la Corte Intera.mericana de
Derechos Humanos.

- Ios Derec}x)s Humanos en el Sistema de Protección
Regional AmeriCéUD.
Pedro NIKKEI~, Juez de la COrte InteraIIericana de
Derechos Humaoos ..

- la Práctica de la Canifdoo Interamericana de Derecb:>s
Hlmlanos.
Edmurrlo VAR3AS CA.RRE1b, Secretario Ejecutiva de la
Canisión Interanericana de Derechos Humanos.

- lDs Derec}x)s Humanos en el Sistema de Protección
Nacional: Ultinos cambios en LatiIn1nérica.
Héctor FIX 7»1UDIO, JOO2~ de la Cort.e Interamericana de
Derechos Humanos.
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- Ine Derechas Humaoos en la Filosofía del Derecho en
América latina.
Sonia PlCAOO ~UI'E[A, Directora Ejecutiva del Instituto
Interamericaoo de Derech:>s Hl.JllalX)S.

- Algtltl?~ consider~ciones sci>re el RégiDm de
Situaciones de Excep::iál hajo la Chnvrenci6n Americana
sobre Derechas Hl.mIanoe.
Claudio GR:>SSo1AN, Director de Postgrado de Derecho
Internacional, Americéll"1 University.

- La Discriminaci6n en el Goce de los DerechJs HumarvJ8.
Elizabeth ODIO BENIID, Ex-Ministra de Justicia.

- La ü:!gislacién Irrlígena y los Derechas Hl.mIanoe de las
Poblaciores Indígenas en América latina.
Rcdolfo STA'lENOOEN, Investigador del Colegio de
México.

- Derec'OOe Hl.mIanoe y Sistenas Penales.
Eugenio Raul ZAFFAR:Jll, Jooz de la cá"~ra Federal de
Apelaciones en lo Penal de Argentina.

- El Rol de las organizaciones No GubernaJnentales.
Juan E. MENDEZ, Director de la Oficina en Washington
de Americas Watch.

- ProblEmaS en la Protección de los Refugiados en
América Latina.
Leonardo FAAN'X>, Representante del Alto Conisionado de
las Naciones Unidas para Refugiedos en centro América
y el Caribe.
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I.DS DEREnDS HlMANJS EN LA
FlLOs:>FIA DEL DEP~HO EN AMERIC.\ lATINA

El Dr. OJnstantioo Láscaris califica al cacique Nicarao COIIO uoo de los
~imeros filósofos de Américe y cita así a Pedro Martir de Anglería quien
cuep.ta que, cuando Gil González Dávila entró en las tierras que hoy son
Nicaragua, se enoontró <X>ll el Cacique Nicarao, el cual le recibió <XX1

simpatía. Entre amOOs se estableció entooces un diálocp, en el cual el
Cacique fue preguntado y el resp:>rrliemo. señala D:>n Constantioo "lb voy
a entrar a discutir qué sea el ser filósofo. Solo aludiré a Sócrates, ya
que rompe todos los rOOdulos. Si &r filósofo es preguntarse p:>r lo
descooocido-presente, 00 limitarse a mirar sin ver, sioo problema.tizar lo
dérlo, ¡xrlenos apreciar en el cacique Nicarao una actittrl "filosófica".

Las preguntas que dirigió a Gil González fueron~ Si coooce un diluvio
pa.3ado, si se repetirá, si vienen del cielo los espaibles, si bajaron en
línea recta o en arco, si la tierra se volcará, cuál será el fin del
linaje humaro, el fuego que caerá del cielo, cuán::l0 se apagará el sol, la
luna y los astros, los vientos, el calor y el frío, los días y las
rx:x:hes, etc. Y luego de::; de otra naturaleza: Puedo sin culpa. comer,
beber, etc.? Qué del:x:> hacer para agradar a ese Dios?, etc.

Las preguntas res¡:orrlen a tres preocupaciones: infonnación sobre los
es¡:::añoles, infonnacián sobre su Dios, y las &:>s últimas, que tenga
información sobre el status de Nicarao cuarrlo c1eperrla del Dios de los
1 3¡:añoles. O sea, 00 es simplemente un Cacique curioso o receloso. Es
un Cacique que primero, escucha el requeri.miento del conquistadoi:', pero
plantearrlo los temas de él miSII07 segurrlo, "una vez" requeri<b, acepta el
requerimiento.

Nicarao, p:>r cuanto era un hombre profurrlamente reflexivo, era filósofo
en el sentido griego de la prolepsis, la prudencia racional. (Historia
de las ideas en centro América, pág. 37-38)

Era irnp::>rtante iniciar esta charla s:eñalarrlo la actittrl f:ilosófica de uoo
de los arorígenes de nuestra América. Esto furrlamentalmente p:>rque
pienso que, en el ca.nq:o filosófico, los latiroamericarns helIOS sido
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parcos en el filosotar. ~estras ideas, nuestras leyes, han venido
fundamentaL~te de afuera y el pensamder.to original latinoamericano
realmente l'X) ha sido muy proftlI"rlo. EstIro ~e, cada día es ~
importante hacer un análisis crítico de nuestras actitlrles para p:rler
proyect.ar hacia el futuro una visi<Xt más realista sobre nuestras
verdader-as fuerzas o debilida:les. Esto es especialmente cierto en el
camp:> jurídico ya que la mayoría de nuestras legislaciones han sido
formuladas con base a c:kx:umentoe legales altamente valiosos pero extrafiJe
a nuestras realidooes. El divorcio entre la ley formal y la práct ica
real de los derechos es ]'x)y en díá, un:> de los temas fm::iamentales de los
fil6s0fos y estu:L. )8 en esta materia. Por esta razón, al analizar los
fun:iamentos filosóficos de los derechos humarx:>s en América Latina, es
ne~ario irn:>s al pensamiento original que oos sirvió de base. La
determinación del nonento en que surgen los deroolO6 human:>s en la
preocupación filosófica oos prt~enta actitlrles discrepmtes. Para un
sector de aPálisis en esta materia, la historia de los derechos humanos
se inicia con las declaraciones receptivas o mrmativas del Siglo XVIII.
Por el contrario, quienes sustentan una actit.lrl integradora más amplia
analizan los orígenes de la preocupaci6n ror los <lerechos httman:)S desde
el comienzo miSItD de la hi$toria de la oosqueda p:>r la dignidérl humana.
w p:>sici6n jusnaturalista tradicional que sustenta la idea de que
existen derechos inalienables, que el l'n'.J)re tiene p:>r su propia
naturaleza, implestos <XXlD fOr obligación ¡:ara el p:rler p:>lítico. El
order.amiento jurídico, así, "m crea" los dereclx>s humarns, sin:> que
simplemente los "recoIDCe". En tal sentido, los deredns hUl!Bl"nG
equivaldrían a valores anteriores o superiores a lasoormas legales" Por
el contrario, una p:>sición p:>sitivista, señala que 00 hay razón alguna
¡:ara tratar de descubrir "derechos humarvs" antes de su formulación en
leyes vigentes, en tanto rx> hay Derecho antes de su p:Jsitivización.

La anterior discusión rx>s impediría, sin tonar ¡:artido en ella,
desarrollar un esoow histórico de los derecOOs hunan::>s. Sin embargo,
aun si se asume la p::>sici6n p:>sitivista, ID es p:>sible neqar la
exi9tencia de "fuentes materiales" de las rx>nnas p::>sitivas, esto e:::, los
t"urlamentos filosóficos, ideológicos, ~iales y de otra írrlole que
ccnstituyen la base de la decisión de adoptar determinada n:>rmativa. De
n:odo que, cualquiera que se la fOSición que en cuanto a la esencia de los
dereChos hurnarx:>s asurranos, resulta necesario hacer \ID recorrido ror el
desarrollo del pensamiento sobre los valores furrlamentales del ser humano.

En la cultura occidental, la idea de que tcrlos sorros iguales IX'r
naturaleza encuentra tiUS raíces en el pensamiento greco-r<:::lllalX>
hebreo-cristiarn. Ya en "Los trabajos y los días" Hesiodo (Siglo VII
A.C.) señala la existencia de una ley divina que está :or encima de la
ley corrupta de los hembres. Antíg:>na desafió a Creonte ¡:ara obErlecer la
ley natural proveniente de zeus, ley natural que le ordenaba enterrar a
su herrnao::> a pesar de la prohibición del IlDnarca (Sofcx:Y'>les, Siglo V,
A.C.). Posteriormente, y en lo que podemos denowinar la culminación del
jusnaturaliSIOC> pagan:>, el pensamiento estoico hace énfasis en un "derecho
natural absoluto" basado en la igual raciona.lidad de tedas los hombres.
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Si se toma en cuenta el contexto histórico dentro del cual se hace esta
afirmación, cornprerrlerenos la iInp:)rtancia de la lucha que p::>r UID de los
derechos furrlamentales del hánbre inicia allí.

En el pensamiento hebreo, los diez marrlamientos encierran una forma de
protecci6n a los derechos actuales de la propiedad y la vida. L3
doctrina cristiana equiparó la virtud con el amor al prójimo y San Pablo
expresamente señaló la universalidad de la ley natural al mani festar: "En
efecto, cuan:1o los gentiles que 00 tienen ley <""Uffiplen naturalmente las
prescripciones de la ley, sin tener ley, ¡:ara sí mism:>S con la ley, COItD

que muestran entel~1~r la realidad de esa ley escrita en su ooraz6n
atestiguárx:101a a su oonclencia ll

• (Ronarvs 11, 12, 16)

En el pensamiento medieval, dominado por la patrística y la escolástica,
la figura de santo Tomás de Aquino refleja la expresi6n más prra del
jusnaturaliSIOC> cristian::>. En su obra jurídica, santo Tc>más sujeta a la
IIley humana ll a la IIley eterna" proveniente de Dios pero, ya que esto deja
un margen de libertad excesiva al monarca, rosca la protección del
irrlividuo ante el ¡:x:rler p::>r medio de su elab:>ración del IIbien común" COItD

destioo necesario de toda oonna.tiva pranulgada p::>r quien tiene a su cargo
el cuidado de la ~uunidad. (SUrnma '1heológica, 11 a, IV, 3)

Debe señalarse aquí la trascerrlencia que tuvo para el murrlo conJCido el
descubrimiento de América, p.1es si bien las implicaciones primarias
fueron de tifO científico (una ampliación geográfica del universo, nuevas
especies lx>tánicas y zool6Jicas y muchos otros desafíos de distinta
írrlole) , lo cierto es que lo más iInp)rtante para nuestro tema es el
aspecto human::>. IDs conquistadores entran en contacto con otros bEbres,
otras culturas y todo ello plantea problemas de tip::> social, p::>lítico,
religioso, etc. L3 conquista de América tiene una. influencia
predominantemente cristiana, ples se lleva a cah::> para propagar la fe.
Se plantea todo el cuestionamiento de las relaciones entre la cristiandad
y los infieles. El Dr. Silvio Zavala en su interesante análisis sobre
liLa Defensa de los Derechos del Hc>mbre en América Latina", ~2ñala que liNo
fue la cristiana, la única corriente ideológica que dejó huella
perceptible a la meditación de la conquista. AlguIDS escolásticos y
otros de formación renacentista acogieron la teoría clásica a(~rca de la
relación de los bEbres prudentes con bárba.ros llegarrlo a predicar la
servidumbre natural de los irrlios y el derecho de los esp3&:>les a
sujetarlos p::>r medio de la fuerza.

Frente a esta ideología surge la de procedencia estoica y cristiana que
afinna la libertad de los irrlígenas e interpreta la misión de los
cnlonizadores conforme é\ los principíos de una tutela civilizadora. Es
la que siempre domina en el ambiente ideológico y legislativo de España y
de Irrlias. (Universidad Autóooma de México, UNEOC'O, México 198L, ¡:ág. 13)

Marece citarse aquí el gran debate entre Fray Bartolané de las Casas y
Juan G6mez de sep11veda en Valladolid, años 1550-51 considerado COIOC> el
hecho más imp::>rtante de la historia de la Guerra Justa en las Imias.
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Para sepílveda, escolástico y c!"onista real, era legal y neces.:..r:io t"..:::..:::or
la guerra contra los naturales p::>r cuatro razores: Primero, p:>r la
graveda:.l de los peca<bs que los irrlios habían c.nnetioo, en especial sus
idolatrías y sus pecados contra la naturaleza. ~~, a causa de la
ruieza de su naturaleza, que los obligare a servIr a p:!rsonas que
tuvieran una naturaleza más refinada, tales COItO los espamles. Tercero,
a fin de ~ifundir la fe, cosa que se haría con más facilidad mediante la
previa sumisión de los naturales. Cuarto, ¡:ara proteger a los débiles
entre los mismos irrlígenas.

De estos razonamientos deducía sepílveda que las personas y bienes de los
que son conquistados en Justa Guerra pasan a los oonqJistadores.
sep.ílveda basó sus argumentos furrlamental.mente en las teorías
aristotélicas sobre la naturaleza ht.UDana y las causas de la Guerra Justa
analizadas p:>r Tcmás de Aquioo. Sin embargo, me interesa señalar la
utilización constante de la Biblia, en prrtieular los versículos del
DeuterOl'Dlllio que dice 't¡¡erirás a todo varón suyo a filo de es~a"

(20:13>: 'ty ccmerás del desp:>jo de tus enemi<ps, los cuales Jehová tu
Dios te entregó" (20:14): "Destruireis enteramente tOOos los lugares
dome las gentes que vosostros heredareis sirvierv:1 a su Dios, sobre los
nontes altos y sobre los collados y bajo to:1o ártol esp:!so. y
derribareis sus altares, y quebrareis sus imágenes y sus 1x>sques
consumireis con fuego. Y destruireis las esculturas de sus dioses, y
estirpareis el rx::mbre de ella de aquel lugar" (12:2, 3) i "Así harás a
todas las citrlades que estuvieron muy lejos de ti, que 00 fueren de las
citrlades de estas gentes, (enterrlido gente com::> fueren de religión
diferente)" (20:15).

Las Casas deferrlió valientemente la causa de los indios basárrlose tanto
en Aristóteles c:nnn en 5:mto 'I'anás y agregamo además su valiosísima
experiencia vivida en las Irrlias. Cito tan solo una de sus proclamas:
"El fin que en las Imias y de las Imias, Cristo y el Papl y los
Prelooos pretemen y deben preterrler y también los Reyes de castilla ccm:>
cristiafX)S, es la predicación de la fe para q..le aquellas gentes se
salven. Y los mErlios para efecto de esto 00 son robar, escarrlalizar,
cautivar, despedazar hanbres y desp:>blar reifX)S y hacer ceder y daninar
l~ fe y religión cristiana. entre los fieles pacíficos, que es propio de
fieles tiranos, enemig::>s de Dios y de su fe, conn ya muchas veces contra
la p:>rfía y ceguedérl del Dr. sepílVL=-da haberros probi:rlo y tratooo y
proseguido11 •

El verdadero resultooo y sentido de la displta de Valladolid es
cuestionable. Si bien sepilveda se convirtió en lUl héroe de los
oonquistérlores, su doctrina no solo no trilUlfó sino que sus libros y sus
diversas ap:>logías 00 p.rlieron p.1blicarse durante tcrla su vida. La.
doctrina de Las casas, fOr el contrario, permitió suavizar las leyes
aplicadas a los irrlígenas y tuvo influencia en el pr<X:eso de huma'1Ízacién
de la c:x::>nepista. Desde nuestro p..mto de vista resulta especialmente
imp:>rtante destacar que su mensaje fortaleció la idea de que tcrlos los
l'oobres son iguales irrlep:!rrlientemente de sus creencias, de su lugar de



-5-

nacimiento, raza, origen, etc. (La informaclón 50bre la p::>lémíca fue
tomada de Hanke, Lewis "La :.ueha p::>r la Just ieía en la COnquista de
América", p:ígs. 312 a 354.)

Merece destacarse en esta ép:x:a la lal:x:..r de Francis~ de 'litoria quien
desde su cátedra de Teología de la Universidad de S~amanca propicia el
respeto a los derechos de los american:::>s. A qt.l:'enes considera verdaderos
señores y dueños de sus tierras. se oonside~a a Vitoria como uno de los
precursores de toda la doctrina del Derecho Internacion.c=:l contemp:::>ráneo
sobre la paz y la seguridad y de la teoría de 108 derechos humarns como
teoría de la persona protegida p::>r el derecho de gentes.

En concordancia con los cambios socioecormicos ,que ocurren en los Siglos
XVII y XVIII, la creencia en el origen divino de los derechos naturales
se traslooa al hanbre misro, en su naturaleza racional. El ~io de
mantalidérl implica el desplazamiento de Dios cono centro del universo
p:lra convertir al hctnbre misno, en el eje del pensamiento filosófico.

Obviamente la vuelta hacia el hombre que caracteriza al Renacimiento,
prepara el camino para una preocupaciór. más pro:Eurrla p:Jr los valores del
ser humarx::>. Rugo Grocio señala que "El derecho natural existe aunque
Dios no existiera", marcarrlo así el iniciQ de la laicización del
pensamiento renacentista.

El humanisfOC> com:::> actitLrl sUfOne la defensa dp- la libertérl y p::>r ello su
ét iea se convierte en un instnurento para el blrgués que anhela y
necesi ta intensamente esa libertad. Ligada al htnna.nisroc> encontranos
también la exhaltación por lo natural. El método racional natemático
aplicado 2 la naturaleza humana dará así las pa.utas y normas ideales a
las que de.....e ajustarse el derecho ¡nsitivo. De estas fuer:tes se nutre la
Escuela Clásica del dereCho natural, la que planteara, por meóio de sus
múltiples autores y destacarrlo Hobbes, I.Dcke y Ralsseau, los tres temas
que forjaron el pensamiento IXJlítico de los Siglos XVII y XVIII: estérlo
de naturaleza, contrato social y dereclx:>s naturales. La raÚ>n o:m:>
instrumento de coI"DCirniento permitirá, según esta escl.'ela, domirar la
naturaleza y sus leyes. El derecho ideal deberá ser el derech::> racional
que pennitirá, con furrlamento en el contr:ato social, regular al p:x1er
estatal para que se convierta en el guardián y protector de esos
derechos 8 La racionalidCKi se exalta hasta convertirla en el furrlamento
misItO del Estado, tal COJlO seña.la I.Dcke: "Sien:io •.• los hanbres libres i

iguales e irrleperrlientes por naturaleza, r.in:jl.lI'X) de ellos p.tede ser
a=rancado de esa situación y sometido al poder político sin que medie su
propio consentimiento. Este se otorga mErliante convenio hecho con otros
hanbres, de juntarse e integrarse en una ccmunióad destinada a
pennitirles una vida cóm::rla, segura y pacífica... ". (Ensayo sobre el
Gobieroo civil)

El pensamiento -de la Escuela Clásica influye notablemente en las
reivindicaciones de dereChos que realizan ya las camunidades a partir del
Siglo XVII. Antes merecen señalarse <X>m:> antecedentes los lIfueros
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espa.OOles" de los Siglos XI y XII Y la carta t1agna irglesa de 1215.
Especial interés tiene la Declaraci6n de Derechos o "Bill of Rights"
exigida ¡:or el Parlamento a William y Mary, Princives de Qra.rge, en 1689,
para acceder al Trorx> de Irglaterra y que establece una serie tie
obligaciones para el soberarx> al afianzar la autoridirl del Parlamento
CCJOC) p:xler que respalda y protege las libertades. Esta declaración sirve
de base al "Bill of Rights" de Virginia del 12 de junio de 1776, en la
que se establece que "Tcx:k>s los l1anbres ¡:or naturaleza son igualmente
libres e imepemientes y tienen ciertos derechos furrlamentales que ID

p.1eden ser disminuidos ni cortaCbs para la p:>steridad ¡:or nirgún pacto, a
saber, el goce de la vida y de la libertirl, jtmto con los ma:1ios pll'a
ooquirir y ¡:oseer una propiedad y perseguir y obtener bienestar y
seguridad II •

La Declaraci6n de la Independencia de los Estcrl05 Unidos del 4 de julio
de 1776, los artículos de la Confederacioo del 15 de rx>viembre de 1877 Y
la Constituci6n FErleral del 17 de setiembre ele 1787 consclidan los
principios de la libertoo individual Y los dered10s fundamentales de la
persona humana en el nuevo murrlo.

La Revoluci6n Francesa en 1789 IDa1"'i'"'.a un p..mto culminante en el desarrollo
del pensamiento ;1\.LlBnista occidental. Dada la universa1idirl de la
a:>ncepcián francesa, su influencia fue mayor que la que tuvieron los
principios de las cartas irglesa o I'nJ:'teamericana. En especial merece
destacarse la importancia que para nuestros países tuvieron las obras del
Varón del M::mtesquieu, furrlb..ltentalmente "El hc:Jnbre ha nacido libre y, rx>
obstante, esta encadenado". Es esta la base de teda su justificación de
la necesidad de un pacto social y continúa: "La libertad canún es una
consecuencia de le. naturaleza del hombre". "La fuerza hiZD los primeros
esclavos, su cw:>'bare.ía los perpetuó". "El más fuerte mmca lo es bastante
para ser siempre el ano si no transfonna su fuerza en Derecho y la
oberliencia en deber". "Renunciar a la libartoo es renunciar a la
cualidad de ho.-nbre, a los derechos de humanidad y aun a los propios
deberes". se pro¡:one enton::es "hallar una foolla de asociac.ión que
defierrla y protega de toda fuerza común la persona y los bienes de cada
asociado y ¡:or la cual cada uno w1Íérrlose a todos, m obedezca sin
embargo máo que a sí miSIlO y queje así tan libre COIID antes". El pacto
social se reduce entonces a los siguientes ténnirx>a: "cada Urx> de
rnsotros ¡:one en común su persona y todo su p:x1er bajo la supr~"l\a.

direc-..:ión de la voluntad general y recibe coq::orativeuoonte a cooa miembro
<X>IID parte irrlivisible del todo".

Las teorías contractualistas de Rousseau ya habían sido ana.lizadas ¡:or
los filósofos ingleses mencionados, sin embarg:::>, su mérito radica en la
difusión y wúversalidoo que lograron alcanzar.

Tanto la Declaración Americana conn la Francesa, influyen en forma
decisiva en el pensamiento latiooamericarn que vivía 105 nomentos de su
irrlependencia. Respecto a la Declaración Francesa de 1789 señala Alfredo
vázquez carriwsa "De esta declaJ::-ación se tomaron las versiones
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aparecidas en América Latina, en la clan.:.iest iníd~l ímp..¡est.a p::>r la
rig::>rosa i..-'eIlSura de la Ep:x:a COlonial, y 121 rr03ram-J. p:>lít ieo de lLa
generación de la Irrleperrlencia de l810. B:>livar, san Martín, O"Higgios,
Artigas, M:::>relos e Hidalg::>, santarrler, SUerte, José cecil io del Va.lle,
Arrlrés Bello, se forma.:on con la lectura de las obras de 106 clásíoos y
de la literatura fra~sa de prirr:era o de segurrla ¡mn:>; qJererros docir
con los textos originales de los revolucionariOA de 1789 a 1795 o con 106
cementarios es¡:añoles de la corriente de los "afraoces~". AsimiSI!D en
Ellropa la influencia de las teorías revolucionarias se extierrle desde
Madrid hasta s:m Petersh.lrg, EBsarrlo p::>r Italia y los B:ilcafl(.s.
Francisco Mirarrla, el precursor de la Irrleperrlencia de A.rOOrica Latina,
too parte: en la Revolución Fraocesa y 11eg:S a ser gereral de los
ejércitos que entonaban el hirnro de "La Marselles"l". ( lJ i..D6 Derecho:; cem:>

Nonnas Universales", "Juris Gentiurn", "I:erechJ6 'HUIi\:lrDS en " s An'wár icas " I

"'Homenaje a la Menoría de Carlos A. D.1nshee de Abranches", "Canísién
Interamericana de ~lech::>s HUIIarns", lÉ9. 10)

~seo destacar tres figuras latiOOi~ricanas qJe contribuyeron a ~~fundi~

las ideas literales en nuestro medio. A s~r: Antonio Nari&, Marian::>
r-t:> t"en:> y Pedro r-bl i na .

Los IIOvimientos in::leperrlentistas que se general.lzan en tcrla nuestra
América a partir de 1810, se nutren de las ideas iluministas ya sea de
sus fuentes originales o a través de la influencia que también ejercieron
en Espma y en los nuevos intelectuales criollos. En res¡:aldo de lo que
aquí digo, me interesa citar al Dr. Allan Brewer-carías, distin.:JUido
<X>nstitucionalista verezolaoo, qt.lien señala: "El rrovimiento
revolucionario iniciado en caracas en 1810, ind~lablemente que siguió los
misrros moldes de la Revolución Francesa y tU\l'O además la inspiración de
la Re\l'Olución Norteamericana. En esta forma, así COIIO la Revolución
Francesa fue una revolución d'2 le. b..1rguesía, a:simisno la revolución de
Irrle~rrl.encia en Verezuela y en el resto de J\mérica Latina, fue una
revolución de la mbleza u oligarquía criolla, la cual, al igual que el
Tercer Esta::1o en Francia, oonstituía la única fuerza activa nacional.
Inicialmente entonc:es, la revolución de Inde¡:erdencia de Venezuela, fue
el instrumento de la aristocracia colonial, es decir, de los blancos o
mantuarns, para reaccionar oontra la autoridad esp:illola y asumir el
gobierrx:> de las tierras qt..e habían sido descubiertas, conquistadas,
oolonizadas y eultivadas fOr sus antefB'sados. tb se trató, fOr tanto,
inicialmente, cono revolución fOlítica, de una revolución fOflllar. (Las
COnstituciones de Ven?zuela, pig. 16)

El dominio de la filosofía de la ilustración fue en nuestra AnÉrica
privilegio de uros fXX'OS. En consecuencia, rD p..1ooe hablarse de
rrovimientos p::>p..11ares que realmente p.rlieran llevar a caro un gobiern::>
dem::x:rático "del p..¡eblo, p::>r el p..¡eblo y ¡:ara el p.Jeblo". El misnn Sim:5n
Bolivar, cuarrlo redacta p::rra Bolivia la Constitución de 1826, establece
lUla presidencia vitalicia y una vice-presidencia 00 vitalicia ronbra.1a
¡x>r el Presidente, er¡ un intento p::>r canbinar tormas m:::xillquicas y
dem::x:rát ieas. Esta act i too resp:nrle a la idea de que una mirnr ía
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"ilustrcXIa", deoo guiar al pleblo en el progreso p::>r la educaci6n.
Abelardo Villegas, soci6l0g0 mexicano analiza eslte feOCmen:> dicierrlo:
ti ••• Bolivar prop:me un presidente vi~:llicio, In pcop::>cY:! un dictador. ~;.s

decir, un preside.te vitalicio 'XXlStitueionaL En h]oetura prop:ne un
senado vitalicio y prop:me un cuarto p:rler roral, es decir, pt"op::xya un
funcionario jefe de est<do al margen de las elecciones, o un cuer¡x>
colegiado que esté al margen de las elecciones, fOrq.Je OC) confiata en la
tI\101unta::l p:>p.11ar" qJe siempre estaba al servicio de 1()IF demagogos
turb.11entos. N:> era la Ilvol untcXl iUPJl1ar" la que se expresaba, lo que se
expresaba era la volunta::l de los cau:1ill06. (Los Derech'J6 HuJtaro6 en la
Historia de la o.lltura de América Latina, CUr&.:'t Interdisciplinario en
~rechos Human:>s, 1984, pág. 9)

Algo semejante ocurre en la regioo centroamcricailia en dorrle el p..1eblo
tan'lo:Y.) fornó parte del m:>vimiento irrle~rrlentista. Es más, el 15 de
setiembre de 1821, la junta de ootables <pe, presidida p::>r el capitán
General declar6 la irrle~rrlencia del C}Jbierrc espúiol, dejaba pu-a un
o.x19reso el futuro de Guatemala. C\1edaba en la dl.Xia si se había
irrle~ndizado respecto a España tcdo centroamérica o solo la Cü.'dad de
Guatemala. Puntualiza Láscaris: "Entonces, San Salvcrlor t'e op..19O a
Guatenala: irrlepetrlie'1te de Es¡:aña y Guateuala. San MiguE;l se op.1so a
San Salva:lor y se sol':darizó con Guátemala. Tegucigalpa se irrleperrlizó
de canayaglla. I.eén decL:r6 esperar a que pasasen "los n.IDlac:bs del dí'?,",
es decir lo sucedido P~l Guatemala. Granada se op..1:SÓ a León, Ca.:tago se
solidarizó con Guatemala. san José se op1SO a cartag::>. Majuela se quedó
¡or su lado y así cada ciu:1a:1 preterrlió darse un gobierno
irrleperrlienteu

• (Op. Cit. ¡:ág. 364)

La lucha feroz entre conservadores y liberales se manti~ a través de
tojo el Siglo XIX furrlamentalmente entre una clase i 1.ustrada y dcmi nante
sobre una ¡:cl)lación irrliferente y nuy PJCO oonsciente de las luchas que
se libratan en su ronbre ..

El disti.n:Juido jurista perua.."'X) Marcial Rubio Correa, escribe: UEste
aislamiento de las élites criolla~ ha sido cuestionado p:>steriormente ,
más JX)r la discusión interna de FOlíticos, historicrlores y científicos
sociales que p::>r su significacifu intrínseca. Es evidente que la
e1itizaci6n ocurrió, pero lo es también q..Ie los gru¡:os de p:rler nacional
de ese ento~s, a su medida y con los límites impJestos p::>r la
estructura so:::ial y p:>lí tica de entonces, C\.lnplieron una tarea
furrlamental en la o::>nfiguracioo del EstadJ. (El Sistema Jurídico, pág_
31)

El Siglo XIX se caracteriza p::>r la prograsiva oonstitucicnalización de
los derech:>s hunal'XJS. Inspiracbs en la COnstitucián oorteamericana, los
países de reciente irrleperrlencia agregeU'l tcrlos tUl capítulo sobre derechos
hUIJBn:>5 a sus cartas magnas. Sin enbarg:>, e:stas cartas recogen
furrlamentalmente las garantías imividuales, o sea, 106 derech:Je de cada
irrlividuo frente a la autoridad plblica. Esto es lo q'Je se a:nn::erá
des¡:ués COIIO la primera generación de derechos humarDS. lo <pe se
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prou::>vi6 fueron 106 derechos a la litertCrd irrlividuaJ., a 1•.:.t lioortai de
trensa, de IIOvimiento, de con::i(;;ocia, el r~speto a la propie:la:'l priiva.:},a,
es decir, los dereclYJ6 civiles y polítí'":'')IS. ~ lititrera formal, afi.mqt¡e C'O

real, pasan a las o:nstitueiones latínoéHerioan¿UJ. Tres característllüaS
se señ-llan a estos derechos. En prlt!w:~r h ..."'j,ar Lmp.:'Xlerl: tll1 deter dli'.'!
al::6ten.,.'So a los Estados. El F...")tado fle limita a ~egpetar los 't a
garant .. ¡;, tr esos derechos. Lo1 títulare'3 de ~$tilJ6 derechos 8erál1:, e!'l el
caso de 106 civiles, el ser hunBlrr.> en genere,l, y en los p::>líticclEI el
ciu:i~ano enej'9rcicio. 5e:'¡urrlo, la regulajción de estoo derer..i1OS
p:>liti<X)S e'sta determi~a p::>r 106 decec.hc6 t-:.acionales. Qo1'.x> tercer
caracttristica se señala q.xe les derechos c..:iviles 'i r;ol~tiros :&n.

reclamables, salvo en circuastarJ=:ias de em~J'<J€:1cia, en tCÓJ Jtt:Il1e:-to y
l~ Y ro estan sujetos a variación d; factores s::.x=iales o p:>líti(X)S.

El Dr. Arrlrés "'.aria La.za:u'o y :-sazén haí:e. la siguiente clasificación de
l~ libertades píblicas establecidas u..--úfo~ent~ en los fS·íses del
continente. e;imero: igu3Mad de derecroa; ~l.~: libertad irrlividu.a.l
<pe se süb::iVlde e .... ~ A) inviolabilida:l de la vida, a) habeas coq:us, e)
acciones privadas, O} cároelesJ tel:C:.~ro: libertad de ~.nsalItientol <."Uarto:
liberta:} de cireulaci.óo; pir..to:-ritertoo de conciencia: sext2: libaY"tad
de culto; -:;é~in>: libertid de ensei\an7.a¡ oc'ta~): libertad de profesioo¡
mvero: sequI"l<lcrl (inviolabilidi1l de 'Y1mJ.cil i,")r: décimo: inviolabilidad
de oorr;esp:>rrlerx:ia, cartas, pa¡:el~;: y d~ <.kJc\JmentooJoncaaVú:: de!07ech:>,
de reunión y de a.scx:iaci6n y ó::x:eo:\vo: dered.o de petici&i': {Citado fOr
Snatos Cienfuentes, 11...(:5 Derecll:E Personllísill"05 I1

', Buems Aires,. píg. 66}

Desafortwroa....~te es de ~ittúJe,¡,~to de toJos; <p.e en nuest..ra América
Latina eses derechos q¡xrlan 0XCl1 Ui!1; marco tJ:!Órico Cl'.:le no eierce su
influencia real en la so::ie:lad.

Eh aJ.ropa, el i«:lttanticiso '1 la I~la ~.í.stó.t·ica se convJ.erten en la
fCil:Jera manifestación filO""~fica oontra el Peci~)l\3,lismo frarrcés,. y .bElsan"
en el w'espíritu po¡ular" la esencia aisra del DerechD. En 11:J:]a.r de
pcincipi06 im::~:c<,.hles y non::as ccdllf ic:rlas, ven lE'n la costllnbre la fue.T:za
vivificante del rerech::>. El i.3D:lSO jurista alemán savign.t. máximo
re¡:::resentant,e de estas terrleocias l• ü.eqa a calrp:lIar el Derech:J con el
lenguaje, o::::xro unSl'úb3iste~ lsocial, persilstente ~' relativamente
aut06uficiente, q..¡e p.w:de y dete amoldarse al cambio SlXial.. Así, Eas
institucicnes jurídicas ro deren h:;¡cer de la letra m~:rta de la ley, ~ino
qoo son e.manaciones ais:=as de 1 a vida en o:::mu.'·ddad. Ca:la p.;reblo, j,'\ .ntc
o:n sus costUlnbre.s, l.erquaj,e y tJrad.ici~s, gt1nera determinadas fO.tlIlaS
jurídicas.

Tad>ién en rea<:.'\':ibl a las ide.:u; raciooalistas q.te impreg~aron el
iltminisu> fran..."'és y la p:::teterilor con.so.l.idacién del imividlUalisJ:tf()
dcminarte fOlítieamente, aparece el enfolJ'e desarrollado p::>r ~!a.rx y
En:]els que analiza el ~re:::b:> ccm:> '*instnm::ento de !Di,el d~ h15 clas-es
ó::'Jclinantes<1.. El I::erecho, a partir de esta rers¡pe<:t.iva, formará parte de
la superestru:::tura ideol6gica de 1'\ sccie:lad, nutrid.a y determá n.t..:ia fO~

la infraestructura eL---aXmica en sus aspectos die a:.edi05 y rel,J.oCiocJJes diE!
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pr.oo'UC'Cioo. Carla socioooo, de 3C1ooro::> 0:>0 l.a.s oon:Hciooos eo:x1Ón.ii.caz en
las CUo;"lle.s se asiente, da.::-á :'Jg<ar <1 di f,,:!rentes oJocepcÍlooo:s y
fOn:Julaci~s de lo jurídico y a>ral: loo principia; irrftLl'Lables qtJe se
aup:re tie;X!' el l)(..l~J::'re fX)r Mtur:aleza, seo clcacioo die liLS propias
(.'Ord~ci~lJ, del ser h\.l!!"aoo y su V~:Siá:1 lnÍ t ír.a solo loo.rece ser o::>r1'J~deraf¡":i

rocLOr de retrccc&O: n .... recha.zatl:OS teda pcetensiáli de t(!'Jerer llT',pJcl€nXJ6
caro ley eterna, def.initiva y mI' lo tanto, o::;.n:) ley mora] irEfJtable,
'''calqJier Qo::p:.át ica ;roral bajo el pcelt.~xto de q;.¡.e también e 1 mllL~ moral
t~ene sus principios pe~ntes, que están p:;r erucin:a de la h.istoria y
de las diferencias de los p.leblos. f\:lr e\ amtrario. afil1m.!!."06 que hasta
h:Jy teda teoría trOtal ha sido, en iúlt ina inst,:;rllci"l, pro:lucto de Wid
Sit:U8C\OO ecori':tmica concreta de lía s...~ie:lad'· . (~13ELS, Federico,
"Ant iduhringpag ...... )

Así ~ de lma u otra forma, a lo la.r<]J tie la historia, las cl~as

detentadoras del p:rler €'COránico sublilt!"iL~ su d:::müJ.:llción ocmcretárrlola en
un su~to derecho ideal. Esta COin<.:epcioo Ir"dn:,ista l tuvo el erorme
mérito C~ ~~r rotar la prirordinl im¡:ortan::ia que en el desarrollo del
Dered"o ha jugedo e 1 factor ec:ooémico.. Const it trjE'. adarás, una rere1too
CXX1tra el irrlividualis:r:o yma denuIi.ciia social q..le h..::JCe corlCien<:ia sobre
la necesida1 de brirrlar al ser ntm"illD u.'la proteCición l!";á:1S allá de las
meras liberta1es formales I enfati:c:arrlo la tI'ascerxl:mcia de loo
recperimient06 bási<:os •

En 1832, Leén XXIII, precx:upcdo p:>r el problelt'il soc'íal, designS en ~,
¡:ara esttrliarlo a fclrlo.. un "ca;Aitéinti!'OC)" encargado de profurrlizar las
<''Uesticnes q-Je ínteresa.,,"l a 105 t.rab~ja:iores. 5UJrge así la Encíclica
uPer...ml ~bvat"\.Cln en la q.Je el Pap'l expresa su arq.Jstia ante lo que llama.
"la miseria imerecida" de loo .' rabaj<rlores. Es inregable la influencia
que en nuestros países ha temd::> la I~llesia Católica y, para el terra que
hc71 me ·0Ctlpa1 las di\'eL....as encíclicas que se prantll<;an a partir de la ya
citada. Así, en 1<)31 ap:!re...""'e la Encíclica QJajra;¡ésirro No del Papa pío
XII 0Jn soluc\~s teóricas 'l pcá-cticas al conflicto social. Ya en épxa
reciente I Jua"1 XXIII ro sido llarra.:io el Pontifice d~~ la socialización pJr
hUS encíclicas "l".a'ter e ~bgistra" y "Pacem in Terris". La dcctrina
social de la Iglesi:3 juega un papel I!1'l.Fl iro¡:ortante en la actualida:l 0Jrn0

doctrina orientadora de la clase tra.bajaiora crist íaIra.

Slrgeasí al au-paro de nuevas ideologías, la idea de los derech:>s
ecoo::'~:ÜcrJS y S;(Xia1es fOr medio de 1<:)5 cuales se preterrle dar eficacia
real a los derechos de salud, trabajo", e.:locacioo y uso racioL"ui de la
propieda:L Las constitu.cic::n::s q..1e primero ~J<jran est05 derechos son
la rrex ic:ana de 191""l I la de la Unión Soviét ica de ese misrro arlo", y la de
~iG'ar alern:uu de 1918.

Cccro -::aracterísticas de este seguIdo grup:> de den:!cOoo p:Jderros to.:h.car
que prescriben un deber p.a0?r al Es t a::b I es decir I el Estado se obliga a
proveer lClS e.€diClS nater~lle., para La realízac~ ~n de se ...... ielos públ tCt06.
PcrletiLOS señ'llar a1eres. que estos dler~"os ;:.:; que iooíviduales son
colect Í\1QIS, fOCCfile la prestacioo que 4el Esta::lo ,)cin::1e bereficia a tojos:
los su jetos ro solo a u¡¡"):)S de e 1100.
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Firn1Joente, es cbvio que estos derxhos ro 000 reclamabLe:a diH.-'CtameLf~te

al Esta:io sir=') que astan coo.:iiciooad{)5 a las p:)6iblida:les reales de cada
país.. ResIDmeo, furrlamenta1lt'ent.e a la idea de que el ser human:> del ~

tener igualdoo de op:>rtwlidades para dH total y atnpl ío de:&.:...rrol ::'0. Esto
es 10 <:pe alguros han llamerlo la '1lere~ia protegida", o sea, alimentos
a:lec:uak>s, "'llLPrgue y rop:l, ,educacíál qUt~ ¡:ermita un desarrollo
salulable, atenciénmédica y tala la ayuia inilisp:msahle ¡:ara capacítar y
orientar al citxlajan::>.

A pesar de lo dicho seríá ab6urdo creer que 'Cste nuevo ordEn de derechos
hW!'E.1'X)S suplanta al vle. '::>. se trat.:l esencialmente de un:l cont,rapJ6icién
ent.re aq.,Iellos <JL1e sostienen qJe la preservací'oo de los deredlos civiles
y políticos es furdamental, aUil p:l.Ca el establecimiento de 106 derechJ6
~iCX)S y so:=iales y lo que cr~Jl que a ro ser que los derechos
ecorxínicos sean aseguracbs pci.l!:era!rente, los ds'rech:J6 civiles y p:>líticos
solo serán vanas sin:ulaciones y falsedooes.

~í señala el Or. Héctor Gros Elspiell: IJ •••es neceeario canprerrler qJre
sin derechos p:>líticos y civiles In p.1€de hat:er litertcd sirrlical, que
sin la afirmacioo integral de los derechos <pe se derivan. p3Ia tcxbs los
imividuos del hecho de ser hembres, 00 tiene sentido hablar de derechJs
sociales o de a:nquistas laborales. En efecto, la lil'ertae formal, en el
recorncimiento del Derech.) a un nivel de vid.a ooble y dign::>, muy p:xx>
significa prácticalIente, ~ro, a la ir.versa~ la satisfacción de las
necesidédes materiales, sin e: !",:",,~imiento plen::> de la lH::ertérl, ro es
una solución capaz de satisfacer los req..¡erimientos canplejos y múltiples
de todo ser humano". (La OIT Y los DeredxJ6 llitI!!lan:>s en América Intina,
lNAM. r-~io:> 1978, pág. 245)

A rartir de la Constitución mexicana de 1917 ya citada! los distintos
¡::aíses latircameriCRfX)S se apresuran a il'k:.'Orp:)rar en sus cartas magnas
los ciistintos derechos ecorán.cos y so:::iales. Para citar tan solo U!'X)6

ejelrplos, el artículo 16 de la COrlstitución chilena garantiza la lib:!rtad
de trabajo y su proteccioo, el artículo 18, el derecho a la seguri.dad
social, el artículo 19. el derecho de sirrlicar~:! en los casos y forma que
señale la ley. La Constitución a,rgentina, artlculo 14, ph-rafo segun:io:
IIEl trabajo en sus diversas fomas <pZará de lel protección de las leyes,
las que aseguraran al trabaja1or: COldiciones dignas y e<pitativas de la
lah::>r; jornada limitada, descanso y vacaciones IB9adas¡ rel' ::-iOOción
justa, salario míniao vital nDvll¡ igual relt'uneración fOr igual tarea¡
part ici¡:acióo en las ga.rancias de las emprE~sas, con control de la
pro::luccióo y ooldhJraci6n en la direccioo, protección o:ntra el despido
arbitrario; estabilidad del eaplearl'J píblico, organizacioo sin::Ucal libre
y darocrática, re<::ot'rCida p::>r la simple inscri¡:ción t:n un registro
especial. La o:nstitucién de E.i S3.lvaó::>r dedica la 8eccioo Segu.Trla al
trabajo Y seguridcrl social. El artículo 37 señala: "El tramjo es tl.l1a

furcién social, g:na de la proteccioo del Estad::> y o::> se considera
artículo de cx::mercio". La CCnstitución rnlanbiam, en el Título 'Iercero
habla de los derechJs civiles y qarantía~ scci.ales. Así el artíCUlo 16
señala, cx:m:> las autoridajes de la fEP1;'lic~~ estan instituidas para
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proteger a todas las personas residentes en Colanbia, en sus vidas, honra
y bienes y ¡:ara asegurar el cumplimiento de los deberes· scx:iales del
Estado Y de los ¡:articulares. y el artículo 17, "El trabajo es una
obligad~ social y gozará de lUla especial proteccioo del Estatk>". La
OXlBtitucioo cubana señala en su artículo 9: lila Constitucién y las
leyes del EstOOo socialista son expr:esién jurídica· de las relaciones
scx:ialistas de producción y de los intereses y la 'voltmtcd del ¡neblo
trabajador. ToCb3 los 6rgaros del EstOOo, sus dirigentes, fwx:ionarios y
eupleadoe, actúan dentro de los límites de sus respectivas ccmpetencias y
tienen la obligaclén de observar estrictamente la legalidcd acx:ialista y
velar p:>r el respeto de la misma en teda la vida de la socie:lcd". El
artículo 13 señala: ''La Repíblica de CUba~ asilo a los perseguidos
en virtw de la lucha p:>r los derecboe denocrátia:>s de las mayorías, p:>r
la J ibaracioo nacional1 oontra el iuperialisno, el fasciSIID, el
colonialism.:> y el neocolOt'ri.alism.:>J ¡:or la supresión de la discriminacién
racialJ p:>r los dered10s y reivirrlicaciones de los trabajad:>res,
campesirx:>s y estwiantesJ ¡:or sus activida:1es p:>líticas, científicas,
artísticas y literarias progresistasJ kOr el socialisno y p:>r la p:1Z".
Artículo 14: !lEn la Repíblica de Q1ba. rige el sistema socialista de
ecx:>rx:mÍa basa&::> en la propiedad socialista de tcrlo el PJeblo sobre los
medios de p1.ooucción y en la supresión de la explotación del hanbre p:>r
el b::JDbre11 •

Es ilIp)rtante destacar a<J.1í la iDpO~t.ancia <J.1e denltro del pensamiento
latiooameria:ux> tiene el p:>sitiviSllD .,.1rídico que surge hacia fines del
Siglo XIX. Esta ¡osicién, elatorada inicialmente ¡:or Austin, llega a su
máxima expresi6n en el pensamiento de Hans Kelsen. Considera que el
Dereero es promulgado p:>r el Estado y tanto 106 aspectos R:JCiales am::>
los soci.ol6gicos resultan meta-jurídicos y 00 deb:m (X)nvertirse en
preocupación de <J.lien preten:1a hacer "ciencia jurídica". lJJs estu:1ios se
centran en el Dereclx> praiUlgado y sancionado ¡x>r el Estado
exclusivamente y así oonsidera <pe serán derechos humarns, únicamente
aquell06 que la legislaci6n ¡::ositivahaya élC03ido en su serv. Esta
terrlencia llevada a sus inplicaciones extrem3S, oonlleva la obediencia
irrestricta a la ley. Esta tésis, ya sustentcrla e.n Grecia ¡x>r sócrates
-<pien l:ebió la cicuta para acatar una .sentencia injusta pero respaldada
p::>r la ley de su citñad-, fllede llevar a aceptar COIlD Derecb:> aun
a<pe1las IDrmas que pranueven acciones injustas. El caso para citar es
evidentemente las leyes que se praIUlgaron durante el c;pbieroo del
Nacional-SocialiSllD en Alemania contra el p.leblo ju:lío y la obediencia
que alegaron quienes acataron las ordenes. I.Ds juicios de Nureml:Erg
resp:xrlen a la necesidad que sintió la humanidérl de regresar a los
preceptos generales y universales del d.erech::> natural, al ccmprerrler ~a

tragErlia que prooujo la creencia en que, lo iltp)rtante es la forma en que
la oorma se ha prawlgado, y ID su conbenido ético. El resurgir de las
teorías axiológicas en los últi.nDs afi:>sl y la exaltación de la tésis de
los derecb::>s hunaI'DS caID valores, resp:>rrle a un pense-uniento que preterrle
evitarle al mundo una tragedia similar a la que vivió.

SUrge así una épxa de progresivo auge en el prcceso de p:JSitivizacién de
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los derechos hunaoos: la Declaración Americana de DerecbJe y Deteres del
Hanbre, de abril 1948J la Declaraci6n Universal de Derechos HumanJS,
adoptada en el marco de las Naciones Unidas ellO de diciembre de 19481
los Paf:tos de Derechos Civiles y Políticns, y de De::echos Humams,
Sociales y Ullturales, aml:x:>s de 1966J la COnveoción Ellropea de Derechos
Humams (Convenci6n Europea para la Protección de los Derech)s HulM.ros y
Libertades Furrlamentales), de 1950, y la COnve~ión Americana de DerecbJs
Humams (Pacto de san José) de 1969, estas dos últimas representatiWU3 de
un nuevo proceso de internocionalizaci6n, pero regionalizada, de los
pactos sobre la materia.

El Dr. Gros Espiell, en su interesante análisifl sobre 106 derechos
ecorimicos, sociales y culturales, destaca la imp::>rta~ia de la carta
Internacional Americana de Garantías Sociales qJe fue adoptada en la
COnfere~ia de Bogotá también en 1948 y cuyos' 39 artículos constituyen 1D1

catálogo increíblemente DOierI'X) y progresista de los derechos sociales.
Analiza édemás, la anisián que la COnvención Americana sobre DereCtns
Humams tiene en relaci6n a estos derechos. Esto p::>r cuanto al
e1al:x:>rarse el texto de la COnve~ión se decidió evitar la eI1Ulleracíál de
estos derechos con t'l fin de evitar "oonflictos". Señala el Dr a Gros:
" •••el error <XXlSistió en 00 canprerrler que las oormas eo::>rrmicas,
sociales y culturales del Protocolo de Bueoos Aires, aunq.Je ern.nnerahan
derechos ecorñnicos, sociales y culturales, 00 tenían ccm:> objetivo
aclarar ni garantizar derechos hlDIlan::>s, sioo fijar pautas de con:lucta de
los Estados en materia ecorñnica, social y cultw.cü ll

• (Op. Cit. ¡:Bg. 114)

DelE señalarse que la aplicación de mrmas generales siempre esta
COI'rlicionada a un margen de apreciacién intelectual y hUIIal1a que se
apegue a los casos si1'X3Ulares. En América Lat ina me interesa destacar
que la teoría de los derectos hUIl1aIX)S ha esta:io anpliamente virx:ulada a
la idea de la derrocracia constitucional. En nuestros países en un hecho
que las <XIl1.stituciones y el derecho p:>sitivo trataron de garantizar los
derechos civiles y ¡x>líticos. La realidad ~;; sin embargo totalmente
otra. Las dictaduras, los golpes de Estado, la persecusión, y la
carencia de libertérl, han sido constantes en nuestra historia. En los
últinos aros hem::>s tenido que lamentar doctri.nas que justifi03.IXlo la
seguridcrl del Estado, han propiciérlo el ah.ls:> de tedas las lil:ertaies
irrlividuales. El peroso caso de Argentina, tan violent~nte proyecta<b
al ml.lIXio en los últim:Js meses con el regreso a la dE!!IDCracia, IX>S muestra
un ejemplo vivo de la neCesidad de complenentar las garantías enunciadas
en las declaraciones siuplemente formales. La vida dem::>crática ha sido
la excepción y 00 la regla en nuestros países.

En relación con los derechos ecorónicos y sociales es evidente que
nuestra regi6n ha sido afectada p)r el subiesarrollo, la explotaci6n de
sus ¡:ueblos fOr oligarquías criollas, deperrlencia externa, marginaci6n de
p..teb1os irrlígenas, etc., lo cual hace ilusoria la ¡:x:>sibi1idad de liI1a

vigencia efectiva y real a corto plazo de estos derechos. Fenémerx:>s caoo
el terrorisno la guerrilla, que oonllevan a la vez la reaci6n
¡nlíticn-militár irracional, agravan el cu.crlro de nuestra América.
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IJ:)s pensadores latirx>americams se han hecho presentes en los distintos
uanentos de progresivo aVéll'X:e de los derecbJs hunaoos. Cbnsidero, sin
embargo, que 00 p.1Elde hablarse de lUla filosofía latimamericana aut6nJma
de los deredlos hUllBID3. A pesar de ello es evidente que este tema
ocupa, en la actualida:! lugar iup:>rt~'1te entre 106 que analizan el tema
de la filosofía del J.)e,;.:ecb:>, los pri~ip:l1es iusfilósofos dedican un::> o
varios capítulos de sus textos a los derechos humanJs y,
furdamental.mente, en los últinos aros se muestra el interés ¡nr la
axiología jurídica y los valores que preteme llevar a cal:x:> el Derecho.
Así señala ];X)r ejemplo Miguel Reale: '~•••partiemo de la d:>servacioo
básica de que toda oorma jurídica mira un valor, se recc:n::x:e que la
pluralidad de valores es CXXlsubstancial a la experiencia p:>lítica.
Utilidcrl, tran::pilidad, !:¡alu:l, oonfott, intimidcrl e infinitos otros
valores furx:1amentan las rnrmas jurídicas. Estas rnrmas, a su vez,
presu¡:onen otros valores COllD el de la libertad, sin el cual 00 habría
p:>Sibilidad de optar entre los valores ni de efectuar una valoración en
o::mcretoll

, y los de igualdad, de orden y seguridad (sin los que la
libertad se oonvertiría en arbitrariedad).

Miguel Reale desarrolla toda una tEoría sobre la estructura
tridimensional del Derecb:> <pe tiene gran aco:Jida dentro de la filosofía
de nuestros países. Define el Derecho cxxro "una realización ordenada y
garantizérla del bien a:::mún en una estructura tridimensional bilateral
atriwtiva". "Dome quiere que haya un feránero jurídico hay siempre
necesari~nte un hecho ~acente (ecormico y geográfico, denográfico,
etc. ) , un valor qtJ'1 crmfiere determinada situación a ese hecho y
finalmente una regla o oorma que representa a la relación o me:lida que
integra un:> de aquellos elementos en el otro. Tales elementos o::> existen
separados uoos de otros sioo que coexisten en una unidad ooncreta. Así
la vida del Derecho resulta de la inberacción dinámica y dialéctica de
los tres elerrentos que la integran". (Introoucción al Derecho, pig. 69)

Al criticar Reale el fonnalisroc> jurídico tan arraigado en América Latina
señala: "Para un a:lepto del forne.lisno jurídico, la rnrma jurídica se
reduce a una 'prcfX)Sicián lógica', mientras que para n:JSOtros, com:> para
los que se alinean en una comprensián ooncreta del Derecho, la oonna
jurídica, 00 obstante su estructura lógica, señala el 'nane'"'1to de
integración de una clase de hechos según un orden de valores' y 00 plede
ser a:xnprerrlida sin referencia a esos dos factores que ella
dialéct icamente integra y supera".

"Desde su origen, esto es desde la ap:trici6n de la oonna jurídica -que es
síntesis integrante de hecb:>s ordena<bs según valores- hasta el ltOOOnto
final de su aplicación, el Derecho se caracteriza fOr una estn..'Ctura
tridimensiona.l en la cual hecho y valores se di.alectizan, esto es,
obedecen a un proceso dinámioo que henos de ir desvelarrlo. DeciltOS que
este proceso del Derecho obedece a una forma especial de dialéct ica que
llamam::>s "dialéctica de implicaci6n-¡:olaridérl11 , que no se confurrle con la
dialéctica hegeliana o marxista de los oplestos. según la dialktica de
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implicaci6n-polaridad aplica:1a a la experiencia jurídica, el hecho y el
valor de la misma se correlacionan de tal nndo que cada un::> de ellos se
mantiene irreductible al otro (polaridad), pero aml:x:>s son exigid1s
mutuamente (implicacioo), darrlo origen a la estructura oonnativa cx:m::>
nnnento de realizaci6n del Derecho". (¡:ág. 71)

ÜJis Recasens Siches, distil'XJUido iusfil6s0fo mexican::>, sustenta Wla

p:>Sici6n también con un enfoque tridilOOnsiona1. Concibe el Derecho a:JI'OC)

"vida humana objetivada". Nos dice: "sea cual fuere su origen cor:~reto

(consuetudinario, legislativo, reglamentario, judicial), una norma
jurídica encarna un tip:> de acci6n humana que, desplés de haber sido
vivida o pensada por el sujeto o los sujetos que la prooujeron, deja un
rastro o queda en el recnerdo cx:m::> un plan que se convierte en pauta
nonnativa ap:7jooa p:>r el p:xIer jurídico, es decir {X'r el Estado. Lo que
importa subrayar aquí es que la rx>nna jurídica es vida humana objetivada,
p:>rque siendo así resultará claro que prra comprerrlerla cal::BlIoonte,
debemos analizarla desde el punto de vista de la írrlole y de la
estr~tura de la vida humana. (Tratado General de Filosofía del Derec1n,
pág. 108)

Hace un extenso análisis de los derechos humaros tanto irrlividuales caID
ea:n'Ónicos y sociales. Aquí señala: lila presentación que voy a ofrecer
de los dere--:iliDs del hanbre 00 constit\Ij'e, 00 p,¡OOe constituir, axiol<XJía
prra, sino que, p:>r el contrario, representa axiol<XJía aplicada, aplicada
a la realidad contemporánea de la cultura occidental". (Ibid, píg. 558)
Para Recasens la Declaracion Universal de los Derecb;)s del fbnbre revela
un renacimiento muy vigoroso en el murrlo de las tesis de que hay
principios ideales, por encima del derecho p:>8itivo y a los que éste deoo
plegarse, que son la base de lo que se llama derechos fwrlamentales ¿¡el
hanbre. Es decir, que a la luz de la eEtimativa jurídica se debe
proclamar la exigencia de que tales derechos ideales sean convertidos en
derechus subjetivos dentro del orden jurídico ¡:ositivo. En relaci6n con
lél libertad señala: " •••en general, casi tcx10s 106 pensadores en materia
de filosofía del Derecho y de la política consideran también oom:> un
derecho absoluto conce:Udo p:>r los suprenos principios de la axiol<XJía
jurídica". (Ibid, pág. 563)

Al hablar de los derechos sociales, hace ver ccm::> "I.Ds liberales del
Siglo XIX iroJrrieron en un tremendo error:: en admitir que las
libertérles irrlividuales, y sobre tcxlo las libertérles derocráticas de los
derechos p::>líticos básicos, p:xHan ser ejercidos en cualquier sentido, en
cualquier di>: eccioo, al servicio de cualquier fin, sin limitaci6n de
nin:JUI1a especie, que p:>r lo tanto, el ejercicio de tales dereclx>s y
lioortérles debían de ser pennitidos y garantizados incluso a quienes
luchal:an p:>r la supresi6n de esos dereclx>s y libertaies ll

• ArBliza la
i.np.:>rtancia de los derechos sociales señalan:1o: IIEn justificacioo de
los llamados derechos sociales, ecorónicos y culturales del b:mbre, suele
decirse hoy en día que tooos los seres human:>s tienen derecho -se
entierñe, en térmirns axiol63'icos, en ténnirns de iure con:1errlo- a que el
orden jurídico de la sociErlérl le suministre a:n'liiciones y servicios de
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segurida:l, de edueaci6n, de igualdcd de orortunidcdes y de protecci6n al
trabajo en un nivel hUIlBIX) digrx> Y justo. Al fin y al cab::>., aunque la
sociedad sea un iD3rediente esencial de la vida humana, los entes e
instituciones sociales, incluyerño entre ellos la Naci6n y sobre todo el
Estado, deben ser oonsiderados cono instrumentos al servicio de los
b:mbres, cx:m::> medios para que estos p.1.00an cumplir sus propios fines. Es
decir, CDll:) tantas veces pl6e ya de manifiesto en el presente libro, las
instituciones sociales exi ten p:>r razál del loobre, para sevir al loobre,
y ID al revés, el hembre p:>r ra.z6n de las inst itucionas 11 • Más adelante
expresa: ''fby en día se entierñe más correctamente, que la seguridad
social es una obligaci6n de justicia que la sociaiad tiene para con los
irdividuos, y 00 solo de misericordia y se sostiene cxxro p:>r tanto que
dete ser oormada p:>r el orden jurídico, de IIVdo que otorguen derechos a
los iooividuos y se imp::>~ deberes legales al Fstado y sus órgamell.
Esta idea. el el furrlamento de los derechos ecorXxnicos, sociales y
cultu..rales o educativos del lrmbre. (Ibid, pág. 600 Y siguientes)

MáxillO Pad1eco, iusfil6s0fo chileoo, considera que: IIEl furrlamento de
los derechos de la persona hunana reside en q..te el b:mbre es lID ser
dota:lo de raz6n y libre VOluntcd, que ¡:osee lID fin propio. Estos
caracteres son los que le dan la dignidad que goza. La persona humana,
¡nr ser un todo dueOO de sí, de sus actos, 00 p.Iede ser tratérlo por el
ordenami.ento jurídioo cono un medio, sioo cono un fin, y fOr ello, dete
recorx:cérsele la facultcd de obrar confonne a las exigencias del últillO
fin y garantizársele, FOr parte de los demás integrantes del grup:>
social, el respeto al u~ lícito de su actividad. En oonsecuencia, la
verdadera f iloeofía de los derechos de la persona humana descansa en la
dignidad y en el fin trascerrlente de ella". Destaca fumamental.mente el
derecho a la vida, el derecho a la lirertad, el deredx> a la igualdad, el
de inviolabilidad de la vida privada, de la familia, del domicilio, de la
corresp:>rrlencia. (Op. Cit., pág. 153 Y siguientes) RecienteIOOnte se
p.1blicaron dos obras furrlamentales para el desarrollo de este tema:
"Etica y I):!rechos HunarDs" de C.S. Nino y el "Tratado Básico de Derechos
Humaros ll , Tcm:>s 1 Y 11 de Enrique Pedro Haba. Dada la amplitu::1 del
análisis, anerita qt.~ se haga lll1 estlrlio inleperrliente para su
oomprensi6n.

Deh::> mencionar los llamados "Lerechos de la Tercera Generación" o
IlLerechos de los Pueblos" según se han desarrollado en los últillOS
tienp::>s. Estos derechos se caracterizan FOr tres factores: En prialer
lugar, son reclamables frente al Estado, pero su titular también p..1€de
ser el Estérlo. En segurrlo lugar, estos derechos requieren de
prestaciones positivas y negativas .ie tala la cantmidérl internacional.
Finalmente, estos derechos se involucran en el concepto de paz en un
sentido amplio, 00 solamente cono ausencia de guerra sioo,
furrlamentalmente, a:m:> la p:>sibilida::l de una paz integral del ser
hunaoo. Entre estos derechos p:xienos citar el derecho al desarrollo, a
la libre detenninación de los p.¡eblos, al mErlio ambiente, a la
canunicación y al patrinonio o:rnún de la humanidad. En su interesante
libro liLa Tercera Generación de Lerechos Huma.ros y la Paz, el Dr. Dieg:>
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Uribe Vargas señala: liLa paz es hoy el tema que en una u otra fonna
ocupa la atención obsesiva del genero hwmoo. En la esfera de las
relaciones internacionales, la aparición de nuevas fonnas de violencia,
la convierten en anhelo del inlividuo en cualquier lugar dome se
encuentre, fOr encima de las idoologías, es la resp::msabilida.l prirordial
de goberrantes y plenifOtenciarios. • •. más allá de las consideraciones
particulares y de esquemas teóricos, hay que contrib..1ir a que la paz no
sea solo el compraniso de los rca.matarios, sioo que alcance la categoría
subjetiva de un derecho inalienable, que pertenezca sirnultéÍreamente a los
irrlividuos y a los p..1eblos. La toma de conciencia a favor de la nueva
generación de los derechos de la solidaridoo, 00 solo dere ser pmto de
referencia, sioo la insignia de una generosa cruzada a favor de la
dignidoo y la libertad del ser human:> a la cual oos consagaralIOS sin
reservas". (fág. 10)

De nuevo es illlp)rtante señalar que los distintos tip:l5 de derechos tienen
una interacción que implica la deperrlencia de uros en los otros. lb
p::xirán realizarse plenamente los derechos civiles y fOlí ticos en un murrlo
sin desarroll'::> y sin paz y en igual forma 00 p::rlrerros hablar de
desarrollo sin la existencia de las libertades políticas y civiles.

Deseo insistir en qué la declaración universal del 148 constituye un
ap:::>rte excepcional dE::ntro de la teoría del Derecho en el tanto en que
p:::>gitiviza un sistema de valores que ha sido aceptado fOr <XIDsenso en el
III..1rrlo. Por ello el problema furrlarnental actual es CXJIIO proteger los
derechos hurraoos y CQIOC) hacer viable su ejercicio real. Señala Norberto
Bobbio: "El problema quE: se IDS presenta, en efecto, 00 es filosófico,
sirx::> jurídico y en sentido más amplio, político. No se trata tanto de
sater cuales y cuantos son estos derechos, cual es su naturaleza y su
furrlamento, si son derechos naturales o hist6ricos, absolutos o
relativos, siro cuál es el m:rlo más seguro prra garantizarlos, para
impedi r que, a pesar de las declaraciones solemnes, sean continuamente
violcrlos". (presente y Porvenir de los Derechos Hurnan:>s, Armario de
Derechos Hurca.ros de 1981, fág. 10)

La ut ilidcrl de estas reflexiones es evidente: nuestros países viven en
este nonento un proceso de transición de.nocrát ica y de apertura a los
d-erechos hl.Jllla.IX)s que rx::> p.1€de ser desaprovechado.

Por ello es imp:>rtante citar el mensaje del cani té Permanente del
Episcopcrlo de Chile, dice: " •••mientras tcxios los hanbres que habitan un
rnisno país 00 sientan asegurado su derecho a nacer, a CCIt'.er y a que se
respete su integridad física y moral, mientras 00 se sientan invitados a
part icipar y a crear, esperar y amar, ro habrá 'Verdcrlera paz 11 • (cani té
Permanente del Episcopcrlo de Chile)
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ALGUNAS CONS IDERAC~ONES SOBRE E~

REGIMEN DE SITUACIONES DE EXCEPCION
BAJO LA CONVENCION AMERICANA

SOBRE DERECHOS HUMANOS

1 PLANT1='~MIENTO DEL TEMA

El proptsito de este art(culo es analizar el régimen de las

. " ....situaciones de excepclon aplicable bajo la Convencion Americana
1

sobre Derechos Humanos.
,

Las situaciones de excepcion o de emergencia y el papel que
.-

el derecho puede jugar en su regulacion, son de fundamental

importancia en el hemisferio, tanto por la frecuencia con que los

Estados han recurrido a ellas, como por los peligros de abuso de
..-

derechos humanos que encierran. En efecto, la mera declaracion

"de situaciones de excepcion ha llegado a ser una mala noticia

para todos aquellos que se preocupan del cumplimiento de los

derechos humanos. Normalmente las situaciones de emergencia van

"""acomparadas de desaparecimientos, ejecuciones sumarias,

detenciones sin debido proceso, torturas y otros tratamientos

crueles, degradantes e inhumanos. A menudo ta~bien las
,

sitl'aciones de excepcion suplantan la búsqueda de soluciones

pol{ticas de consenso y la existencia de posibilidades de
" ,

~isensión democrática por la aplic:acion de medidas militares
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dirigidas a "saldar cuentas" con uno o mas fJrupos de la

población, con resultados desastrososa Cultural y economícamente

se produce un empobrecimiento generalizado por la falta de

pluralismo educacional y cultural, por las restricciones en las

posibilidades de difundir y recibir informaciones, por los

límites a las libertades de organizaci~n pol{tica y sindical que

permiten participac~~' social y la articulaci¿n,
,

integracion y

defensa de reivindicaciones economicas, por la acumulacion de

poder, que al destruir los mecanismos de control en su ejercicio,

tiende a perpetuar pol{ticas fracasadas. l

Tampoco se sale facilmente de las emergencias. Como ocurre

normalmente con los impuestos extraordinarios, las situaciones de

emergencia se transforman tambien de transitorias en permanentes,
~

pero en este último caso grabando derechos esenciales.
/

Supuestamente la emergencia es la reSp~ejLa a una situacion

extraordinaria que requiere de restricciones de derechos humanos
/ ' ~por un perlado limitado para volver despues a la aplicacion plena

de todos los derechos humanos reconocidos universal y

regionalmente. En el conflicto de valores entre supervivencia

rnacional y vigenci~ estricta de los derechos humanos la teorla se

pronuncia por salvar a la nación. Sin embargo, la teoria no

responde siempre a la practica. La situación de excepcion puede

ser un medio que permite a minorías mantener su hegemonía

amenazada recurriendo a la institucionalizacion de un regimen

permanente de restricci6n a los derechos humanos. 2 En las

emergencias surgen tambien líderes atraídos por el ejercicio del

poder omnimodo y permanente, grupos que se desarrollan al alero



de dicho poder, poblaciones atemorizadas y resentidas. En ese

contexto la salvación de la nación y- la continuació~ de su

existencia como comunidad organizada pasan a ser paradojalmente
, . ",. . .su sa~vac~on de los salvadores origlnarlos.

~ /

Solo en el caso de un reducido numero de situaciones de

emergencia declaradas en el ~emisferio a partir de la vig~ncia de
,/

la Convencion Americana sobre Derechos Humanos, se ha desmentido

el cuadro anterior, en lo que se refiere al retorno a la

normalidad y al respeto pleno de los derechos humanos por quienes

recurrieron a ellas. En esta materia se perfila ademas la regla

en virtud de la cual es inversamente proporcional a la magnitu1

de las violaciones de dereéhos humanos la probabilidad de su
/

restauración plena por quienes recurrieron a la situacion de

emergencia original.)

Los grav(simos resultados producidos por las situaciones de

emergencia en el hemisferio y su tendencia natural a crear
;' r-

problemas cronicos, plantean grandes desafios. Que rol puede

jugar en esto el derecho y particularmente el derecho
/ / '

internacional? Como el problema no es solo jur~dico, su solucion

tampoco lo es. El derecho tiende a ser por lo demas mas exitoso
,,-

cuando declara que cuando es solo un instrumento de ingeniería

social. El derecho internacional tiene ademas el agravante de no

poder garantizar su efectividad. Con todo, existen posibilidades

reales de un rol para el derecho internacionai. Los riesgos y

altas probabilidades de fracaso involucrados cuando se recurre a
,

violaciones masivas y sistem~ticas de los derechos humanos como
/ ./

instrumento politico, en el caso de situaciones de excepcion,



debieran ser motivo de reflexion para los diversos actores en el

Hemisferio. A esto se agrega el hecho de que en materia de
,;

cumplimiento de derechos humanos, el derecho no es solo expresíon

de un df:ber ideal, sino tambien en gran medida, un reflejo de lo

que las poblaciones del hemisfer io crecientE~rtlente consideran
.
justo. Oe ahí tambien la creciente dificulltad que encuentra el

ejercicio del poder en general y en este caso en situaciones de
, /

excepcion, cuando va unido a violaciones masivas y sistematicas
,

de los der~chos humcnos. Estas son mas una confesion minoritaria
,-

de debilidad que una demostracion de fuerza~

El contexto anterior configura una base real en que el

derecho de los derechos humanos puede jugar un papel

. t t p 1'. d' dlmpc>r ao e. or una parte -- y como un mlnlmo -- pue e prlvñr ·e

la excusa de legalidad a los actos de las autoridades violatorios

de los derechos hUManos. Ademas el actuar de acuerdo con su~

"..-

postulados es crecientemente no solo un imp1erativo moral, sino en
,;

gran medida, una condicion de ejercicio de poder estable. En el

caso de las situaciones de emergencia en el Hemisferio, 10

anterior supone el cumplimiento de los criterios normativos
./

establecidos en la Convencion Americana para declararlas
./

validamente, el respeto de los efectos que la Convencion

establece en materia de derechos humanos y el ejercicio de las
,/

facultades de supervision de los organos regionales. Sobre estos

temas se hace referencia posteriormente.



11.

1.

CRITERIOS NECESARIOS PARA DECLARAR S!.:nIACIOHES DE EY.C'ilP~,I.9~

./
IntrcducClon-
El articulo 'J7 de la Convención Amer icana refer ido <P.l la

suspensión de garant(as establece en su pci"rraftl) pe imera que:

/. d"En caso de guerra, de peliglo publIco o e otra

emergencia que amenace la independencia o seguridad del
, ,

Estado P~.rte, este podra aldoptar dispiosiciones que, en

la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las
./

exigencias de la situacion, suspendan las obligaciones

contra(das en virtud de esta Convenci,on g. siempre que

tales disposiciones no sean incompatibles con las demas

obligaciones que les impone el derech¡o internacional y

no entrañen discriminacioo a19U.,a fundada en motivos de
...

raza, color, sexo, idioma, teligion u origen social."
/

La disposicion anterior fue el resultado de un rico proceso

de investi9acio~, discusi~n y focmulaci6n jurídica que tuvo lugar
. ../principalmente en el seno de la COJlHS10n Interarnericana de

Derechos Humanos. En efecto la Condsion inici,ó la consideración

del tema de las situaciones de emergencia templ..tnamente, a partir
.,

de la inclusion en su PLlgrama General de Trabajo adoptado el 9

de octubre de 1962 del r~nto IV con el prof ito de: -Examinar

la historia :.' la apllCaciorl gene .. al de la instituci~n del -estado
,/ ..-

de sitio· (Westado de emergencia·, ·suspension de garantlas",
J

etc.) a fin de conocer hasta donde su practica deroqa y que

manera el r.espeto a los derechos h\.lllllanOS, y determh:ar si la

insti tución del -estado de si tio· t puede y debe estar sujeta a la
,./ /

codific'lcion y definicion de los principios que podrlan



observarse en el Hemisferio, considerando, ademas, si la

i_pasieloo del llIestado de s~.tio· y las pnléticas observadas

dentro del aiBIIO podr (dn ser olbjeto de considerac ion -- y en que

to:ma -- en e :'. campo i nternac i~Dnal• • 4

En abr 11 de 1964 la Secretar (a de la Comislon adopto un

primer informe titulado "El Estudio Preliminar del Estado de

Sitio y la Proteccion de los Oer~chos Humanos en 10& Estados

Americanos."S
. /

Con posterioridad a dichb estudio la Comision nombro como

relator del ~ema del estado de sitio a uno de sus miembros, el

Dr. Daniel Hugo Martins, quien redacto do~) informes sobre "La
/

Protección de los Derechos Humanos frente a la Suspension de las

Garanti~s Constitucionales o Estado de Sitio.~ El primero, en

abril de 1964 6, tomando en cuenta el estudio preliminar de la
.,

Secretaria, y el segundo, redactado en octubre de 1966 t,

cons iderando ademas las Observaciones y C()mentar íos de la

Secretaría al primer informe y las opiniones surgidas en la
./

Con posterioridad al s~9undo informe la Comision

procedio a aprobar el 16 de mayo de 1968, una resolucio~ sobre la

Protección de los Derechos Humanos Frente a la Sospensioñ de las

Garantias :onstitucionales o Estado de Sitio9 , en la cual fij¿,
~ ~

despues de mas de cuatro ar s de trabajos, sus opiniones sobre el

estado de emergencia. Dlchas opiniones son de fundamental
.... .r

import~n=ia ya que, en funclon de la res,lucion del Consejo de la
. /

OEA del 12 de junio de 1968, se solicito a la Comision que

redactara un texto revisado i completo de Anteproyecto de

•. j' 10Convenclon .. Dicho anteproyecto1l fue adoptado poster io,rmente



por el Consejo el ¿ de octubre de 196812 como el documento de
/'

trabajo para la Conferencia Especializada en que se adopto la

Convencion Alaericana. l3 El art(cu:o 24 del Anteproyecto que se

refer íá al estado de emergencia, 'i que reflej,aba las opiniones de

la COllli~ión, se transformÓ despuéS; en el art~culo 27 de la

ConYenci~n Americana 14.
/

Ademas de los criterios interpretativos que surgen de la
.. .

historia de la adopcion del artículo 27, es tambien relevante
/ .

considerar la practica de los organos de supervision,

especialmente la Comision InteramE~ricana I en el caso de
...

situaciones de emergencia. Dicha practica surge principalmente

de los informes sobre paises adoptados por la Comision. 15 Es
"importante tambien tener en cuentét que no solo los informes que

afectan a Estados que han ratificado la Conve,ncion Americana son

relevantes para interpretar el regimen vigente de situaciones de

excepcion. Cuando la Comision de~>arrolla act.ividades hacia otros
".

Estados supervigila el cumplimien[o de la Declaracion Americana
,/

de Derechos y Deberes del Hombre 'l el artIculo 29 de la

""Convencion Americana establece en su letra d) especificamente que

-ninguna disposiciori de la Convencion puede ser interpretada en

el sentido de excluir o limitar el efecto que puede producir
..

dicha Declaracion. R

2) Requisitos para la Declaraclon y MantenciLo'n Vaiida de

Situaciones de Exceeeion.
;.. ,

En funcion del articulo 27 y tomando ~n cuenta los criterios

que surgen de su interpretacicin, deben distiogeirse los

siguientes requisitos de naturaleza concurrente para validar la



,
declaraciou y mantencion de situaciones de excepcion: a)sujeto,

b) obje~o, e) causa, d) formalidad e) conducta. En el analisis

de los diversos requisitos debe considerarse i.a. que a la luz
/

del objeto y proposito de la Convencion Americana la
,

proteccion de los individuos -- las normas relativas a

restricciones y derogaciones que se establecen deben ser

interpretadas restrictivamente. l6 Debe tornarse en cuenta adem~
,

que la Comision Interamericana ha ido desarrollando una
/

jurisprudencia sobre la posibilidad de efectuar un analisis

propio de la existencia de las condiciones necesarias para

declarar y mantener estados de emergencia. Esto ha ocurrido en

sus uítimos informes sobre paÍses. l7 Anteriormente la Comision

se centraba mas en los efectos de las declaraciones que en el

análisis jur[dico independiente de los méritos mismos que hac(an

las declaraciones de excepci~ posibles en un caso dado. 18

a) El sujeto es aquella person~ que tiene la capacidad

juridica de declarar el estado ce emergencia. El articulo 27 de

"la Convencion Americana se refiere, en este caso, al Estado
/ /

Parte. La Convencion no hace referencia directa a que organo

del Estado Parte le corresponde la competencia de declarar una

situación de emergencia. Desde el punto dc~ vista del derecho

internacional general se podría considerar que ti 'nen la

capacidad de representdr al Estado Parte quienes puedan generar

la responsabilidad internacional de dicho estado.

El poder ejecutivo, el poder legislativo, y el poder

judicial pueden dar origen a la generación de la resp~nsabilidad

internacional de un estado. Con todo, la tendencia en materia de



derocftoa humanos, eq lo que se refiere a declaraciones de
/ /

••e.pelon, es a consagrar un ,rol importante en la declaracion de

altuaci-On•• de emergencia al poder legislativo-. El poder

judic!.l .- sí bien le corresponden facultades fundamentales de
• • JI' '8uperv181on en la aplicacion de medidas de emergencia -- no es en

el Kemiaferío generalmente competentp para pronunciarse sobre la
/ , ,

validez de una declaracion de excepción ea funcion del principio
,-

de la aeparacion de poderes. Por otra parte, otorgar competencia

exclusiva al poder ejecutivo plantea problemas extremadamente
/

graves por cuanto posibilita la aCllmulacion de poder que tiene

eolIO conaecuencia generalizada violaciones masivas y sistem'ticas

de derechos humanos. De all ( que Em la Resolució'n sobre la
/ /

Proteccion de los Derechos Humanos frente a la Suspension de las

Garantía. Constitucionales o Estado de Sitio, la Comision

Interamericana de Derechos Humanos senalara i.a. que los estados

de ...rgencia no debían suponer de!»truccion de la vigencia del

Batado de Derecho ni de las norm~s constitucionales -ni la
."alteracion de las competencias de los Poderes del Estado o el

f~ncionaaiento de los medios de contralor.- 19 En esta materia
/'

tqbien l. Convencion establece en el articulo, 19, relativo a

noc••• de interpretacion, que ninguna de sus disposiciones debe

••e interpretada en el sentido de excluir otros derechos o

garantr;. que son inherentes al ser humano, 5L.9ue se derivan de
;-

la tor... dellOCratica representativa! de 90biern.Q.. En las -formas

deaocráticas representativas de gobierno· se confiere normalmente

al legislativo un rol de importanci.a en la declaraciÓn de
,

ewergencia, ya sea por la necesidad de autorizacion previa o de



confirmación de una declaración anterior del ejecutivo cuando no

ha sido posible que el parlamento se reúna para considerar tal
. /

declaraclon.
/

b) El objeto de la declarélción de excepcion es aquello que
I

se ve afectado por la declaracic>n misma. De acuerdo al art(culo
/

27 de la Convencion Americana, aquello que se ve afectado son las

obligaciones de vigencia plena de los derechos humanos, siempre y
/ ~

cuando la declaracion sea valida y las restricciones que la

Convencio~ hace posible se encuentren dentro de los l{mites que
: /

ella prescribe. Esto da un caracter doblemente condicional al

objeto. En efecto su legitimidad depende tanto del cumplimiento

de las disposiciones de la Convencion relativas a la declaracion

de situaciones de emergencia como de aquellas que permiten

suspender y restringir ciertos derechos. Sobre esto ultimo se

hara referencia posteriormente cuando se consideren los efectos
" /de una declaracion valida de situacion de emergencia.

c) La causa de la declaracion es la razon o motivo que debe

mover al sujetv para que la declaraci6n sea valida. El articulo

27 de la Convencion Americana se refiere a la existencia de

guerra, peligro p~blico u otra emergencia que amenace la

independencia o seguridad de un Estado Parte como motivo legitimo
/

para la declaración de la situacion de emergencia. De la

disposición anterior podemos derivar distintas características,

tambien de naturaleza concurrente, con las que debe cumplir el
~

motivo para ser legitimo.

i) El primero de ellos es que debe tratarse de un hecho

real o inminente. En efecto, en el artículo 27 se señala que



/

debe tratarse de un caso de guerra, peligro publico u otra

emergencia. Esto apunta a la existencia una situacion objetiva y

verificable por un observador imparcial frente a la cual debe

reaccionarse. Lo anterior excluye, por lo tanto, peligros

potenciales, latentes o de caracter especulativo que darían a la
."..-

instit~cion un significado preventivo del que carece. De ahi que

la Secretaría de la Comision en su "Estudio Preliminar del Estado

de Sitio y la Protección de los Derechos Humanos en los Estados

Americanos" haya considerado como estados de sitio ficticios

aquellos en que los hechos alegados para justificar el ~stado de
20 r / ~sitio no han ocurrido • La misma Secretaria reitero su opinion

al respecto en sus Observaciones y Comentarios al primer informe

preparado por el Dr. Daniel Hugo Martins2l • En dicho informe se

limitaba el concepto de estado de sitio ficticio sólo a casos de

conmoci~n interio~ o a la amenaza de conmoci¿n. 22

En lo que a la práética se refiere la Comision ha senalado

en numerosas oportunidades que el motivo para declarar una

situación de emergencia para ser valido debe ser real.

Examinando en su Informe Anual de 1980-1981 los casos de

Argentina, Bolivia, Colombia, Chile, Grenada, El Salvador, Haití,

Nicaragua, Paraguay y Uruguay, la Comisión expreso que:

wSin embargo, en la práctica, muchas veces, estos estados de

emergencia han sido dictados ~in que las circunstancias lo

justifiguen, como un simple medio de acrecentar la

discrecionalidad del ejercicio del poder público. Esta

contradicion queda en evidencia cuando las propias
/

autoridades publicas afirman, por una parte, que existe paz



social en el pa{s y, por otra, establecen estas medidas de
"'./ ~

excepcion, las que solo pueden encontrar justificacion frente
I

a amenazas reales al orden publico o a la seguridad del

Estado.,,23

En su ~ltimo informe sobre Nicaragua en 1983 la Comision

. "reitero que:
/

"la Comislon conSidera, al interpretarse la primera parte del

párrafo 1 del Artículo 27 de la Convenci6n Americana, que la
/

emergencia debe~evestir un caracter grav~, motivada por una
/

situacion excepcional que verdaderamente signifique una

amenaza a la vida organizada del Estado$24

ii) En segundo lugar, es necesario que la emergencia de

que se trate sea de extraordinaria gravedad. La Convención

"senala que la emergencia debe amenazar la independencia o

seguridad del Estado Parte. 25 Desde luego, la mera
~

existencia de guerra, o peligro publico, no constituye

necesariamente una amenaza a la independencia o seguridad del

Estado Parte. Una guerra puede tener lugar a gran distancia

del territorio y no afectar gravementp. el transcurso de la

vida del pais. Lo mismo puede ocurrir en el caso de meras

declaraciones de guerra no ~compañadas de actos bélicos. En
.-

el caso de guerra, como en el de otros peligros publicos o

emergencias, si éstos pueden ser enfrentados con los poderes

normales que un Estado tiene, no se justifica, en
'" /consecuencia, una situacion de excepciono En el "Estudio

Preliminar del Estado de Sitio y la Protección de los

Derechos Humanos en los Estados Americanos" preparado por la



Secretar(a de la Comisio~, se constato i.a. ~que en la mayo~la

de los casos se habían cometido abusos incalificables bajo

estado de sitio detrás de la fachada de velar por la

se9ur~dad del Estado. 26 Por otra parte, en el primer informe
~ ~

preparado por el doctor Daniel Hugo Martins, este senalo que
/

la seguridad del estado como causa de declaracion de estado

de sitio solo comprende "los casos graves en que se amenace

la integridad o existencia de los tres elementos
r

constitutivos del Estado: poblacion, territorio, orden

jurídico." 27 En este respecto hay que senalar también que
r /

el anteproyecto de Convencion preparado por l~ Cúmisio~

destacaba el carácter extraordinario y grave de las
~

situaciones de excepcion frente a anteproyectos de Chile,

Uruguay y del Consejo Interamericano de Jurisconsultos, en

que se dejaba en definitiva al derecho interno la definici~

de las circunstancias necesarias para declarar una situacio~

de emergencia. 28 La aceptaci~ de dichos proyectos habr{a

disminuido el valor del requisito de gravedad al hacerlo

dependiente del derecho interno y no fue aceptado en la
r / /

Conferencia de San Jase, qu~ reafirmo la posiclon de la

Comision. Por otra parte debe tomarse en cuenta tambien que

todos los Estados Americanos -- con excepción del Peru que se
/ /

encontraba ausente -- fueron parte de la aprobacion unanime

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

adoptado por la Asamblea General de las Naclones Unidas el 16
/

de diciembre de 1966. Dicho Pacto incluye una disposicion
/

que requiere de extrema gravedad para declarar una situación



/

de excepcion al senalar en el Alt(culo 4 que se precisa de

una amenaza a la vida de la nacion. 29 Sobre la base de

consulta a los Estados por parte del Consejo de la OEA y en
s;

I /

funcion de la opinion de la COJDision Interamericana de

Delechos Humanos, el Consejo se pronuncio por la

coexistencia, compatibilidad y coordinacion entre el Pacto y

la futura Convencion Americana. 30 De modo que no es posible

sostener que los criterios necesarios para declarar

situaciones de emergencia son menos estrictos en el caso de

la Convencion que en el instrumento universal. 31 Hay que
/

notar en esta materia ademas, que en el caso de n~merosas

J'1o'
libertades establecidas en la Convencion, se han senalado las

posibilidades de restricciones para proteger la seguridad, el

orden, la salud
I •o la moral publlca, o los derechos y

libertades de los demas. Tal es el caso de los artículos: 12

relativo a la libertad de conciencia y religi~n, 13 referido

a la libertad de pensamiento y expresión, 15 sobre derecho de

reunion, 16 sobre libertad asociacion, 22 sobre derecho de

circulacion y residencia. El hecho de que en estas normas se

mencione la seguridad del Estado Parte, como una de las
/

causas de restriccion, revela que en el caso de las

declaraciones de emergencia debe tratarse de un peligro a la

seguridad extraordinario, ya que de otra manera es a traves
/

del sistema de restricciones establecidas en la Convencian,

en cada art~ulo pertinente, como deben enfrentarse las

situaciones que se presentan. En funcion de lo anterior se

puede señalar que el requisito de gravedad extraordinario da



/
a la situacion de excepcion un caracter estrictamente

"subsidiario. Esto es el hecho de que solo es declarable una
,

situacion de emergencia cuando han fracasado los medios

norma~es a los que puede recurrir un Estado.
" ",/Tambien en esta materia la Comision expreso un~ clara

opinion en sus Observaciones y Comentarios al informe del doctor

Martins al sena lar que es en el caso de que no sea suficiente la
,/

legislacion ordinaria cuando i.a. se puede declarar una situacion

de emergencia. 32

En la práctica de la Comisión esta ha reiterado igualmente

la necesidad de gravedad extraordinaria como requisito necesario

para que el motivo de la situació~ de excepci~n sea legítimo.
/

En el informe sobre Colombia en 1981 la Comision señalo que

las normas constitucionales sobre estado de sitio deb{an

aplicarse únicamente en casos excepcionalmente graves. 33

/ ..... /
Igualmente en el informe sobre Bolivia de 1981 la Comision senalo

"que "no encuentra una relacion causal y directa entre los hechos

de oposici6n que se ocasionaron por el pronunciamiento militar y

los actos y decisiones unas veces legalmente y otras de hecho,

adoptados por las nuevas autoridades bolivianas, las que en
/ / i /

opinion de la Comision, desbordaron los limites de la accion del

Estado, desconociendo las restricciones que para el uso de tales
,

medidas señala la Convención Americana, no solo en cuanto a la

gravedad de la situacion, sino en cuanto a su permanencia en el

ti~ "34 Del mismo modo en su informe sobre Nicaragua en 1983,
/ ;

la Comision senalc que "En cuanto al primer reqüisito del parrafo

1 del Articulo 27, esto es, que E~xista una guerra, un peligro



/
publico u otra emergencia que amenace la independencia o

seguridad del Estado, la doctrina gene~almente acepta la
,/

procedencia de la suspension de las obligaciones en materia de

derechos huaanos solamente en los casos en que existan

acontecimientos de extrema gravedad.- 35

iii) En tercer lugar, la emergencia debe afectar la
/

continuacion de la cpmunidad organizada como un todo en los
/ /

terminos de la Convencion para que el motivo que se invoque sea

,/ o"""'"
legltimo. En esta materia el artlculo 27, parrafo 1, de la

/ ~

Convencion Americana se refiere al Estado Parte. Refiriendose a
,

esta 3isposicion, en el informe de 19!3 sobre Nicaragua la
~ / ~

Comision Interamericana senalo que" la Comision considera, al

interpretarse
./ ,/

27 dela primera parte del parrafo 1 del artlculo
/

la Convencian Americana, que la emergencia debe revestir un

"" /
caracter grave, motivada por una situacion excepcional que

verdaderamente signifique una amenaza a la vida organizada del

Estado." En esto es entonces posible hacer dos comentarios: en

primer lugar, que no basta que solo el gobierno del Estado Parte

este realmen:e am~nazado. El gobierno de un Estado puede estar

amenazado por circunstancias tan pacíficas como elecciones. Por

otra parte, el gobierno de un Estado puede ser el mismo una
./'

amenaza en contra de la continuacion de la vida organizada de un

/'pals. Por ejemplo, esta vez en el caso del informe sobre
./

Nicaragua de 1978, la Comision Interamericana llego a la

conclusi~ de que el gobierno de Somoza hab~ incurrido en

violaciones a derechos esenciales de manera grave, persistente y

generalizada, violaciones que " .•• han afectado a todos los



sectores de la P0blaci~ nicaraguense." 36

" 'Refiriendose al ordenamiento juridico y las normas sobre

'"situaciones de excepcion vigentes en Nicaragua, la Comision

señalo que •••• Crean en la realidad socio-política de este país

una estructura legal desde el punto de vista de la formalidad

normativa; pero desde el punto de vista material, ello se traduce

en situaciones de anormalidad juridica, individual y colectiva,
/

por cuanto se presta para una sistemática y generalizada
,-

violación de los Derechos Humanos establecidos en la Declaracion

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. u37

Un segundo problema dice referencia con el orden jur(dico

del Estado Parte. Si en un momento determinado de su historia un

Estado Parte tiene un ~rdenamiento jurídico en funcion del cual
/

se producen violaciones masivas y sistematicas de los derechos

h~manos, es posible que se invoque por las autoridades de dicho

Estado la existencia de una sltuaci~n de excepciÓn? /El artlculo

lo~ de la Convención establece una obligación de los estados de

respetar los derechos humanos reconocidos en ella y de garantizar

su libre y pleno ejercicio a toda persona que este sujeta a su
; /

jurisdiccion, sin descriminacion alguna con motivo de raza,

~olor, sexo, idioma, religió~, opiniones pol(ticas o de cualquier
/otra lndole, origen nacional o social, posicicn economica,

/

nacimiento o cualquier otra conJicion social.

El art{culo 2 de la Convencíon establece el deber de adoptar

disposiciones de derecho interno en los Estados Partes para

permicir el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en

el articulo lo., si estos no estuvieran ya garantizados por



,
disposiciones legislativas o de otro caracter.

El art{cuíado de la Convencion senala~ ademas, un conjunto

de derechos que deben respetarse siempre. Para los efectos del

problema que se esta examinando ahora es importante notar el
~

articulo 23 que se refiere a los derechos políticos y que incluye

el goce del derecho de participar en la direcclón de l~s asuntos

publicas, de votar y ser elegido, de tener acceso en condicion
/ /

generales de igualdad a las funciones publicas del pals.

El artículo 29 sobre normas de interpretacion establece por

·)tra parte que ninguna disposicion de la Convencion puede ser

interpretada en el sentido de permitir a alguno de los Estados

Parte, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de les

derechos y libertades reconocidos en ella o limitarlos en mayor

medida que la autorizada en ella o en las leyes de los Estados
./

Partes o de acuerdo con otra Convencion.
/

Come asimismo esta

prohibido d~sconocer los derechos y garantias que son inherentes
/ .

al ser humano o que se derivan de la forma democratlca

repres~ntativa de gobierno, o excluir o limitar el efecto que

puede producir la Declaración Americana de Derc~hos y Deberez del

hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.
, ~p "

Tambien @n la resolucion sobre la Proteccion de los Derechos

Humanos Frente a la Suspension de Garantías Constitucionales o
;'

Estado de Sitio, la Comision Interamericana de Derechos Humanos

reiter6 que en la Convencion a adoptarse lo que se permitirla

defender a trlves de las normas sobre situaciones de emergencia
,.~

eran reglmenes democraticos respetuosos de los derechos

humanos. 38 No es posible, por lo tanto, que tomando en cuenta



las consideraciones anteriores sea invocada la existencia de una

situaci~ de excepció'n en el caso de un ordf.~namientojlJr{dicoque

no responda con las caracter(sticas qu~ requiere la Convención

Americana-de cumplimiento de los derechos humanos y libertades
,

fundamentales. En efecto, el Estado Parte que la Convencion

Americana permite defender es aquel cuya subsistencia en cuanto

comunidad regulada por un sistem,a de respeto y desarrollo de l()s

derechos humanos se encuentra en grave peligro. De ahí que, po~

ejemplo, en el caso de Nicaragua en 197d, la Comisión señalara

que las violaciones de las cuales era responsable el gobierno de

Somoza habian aher.ho surgir en l,a poblaciÓn nicaraguense, de la

manera mas patente, un inte~so y general sentimiento favorable al

establecimiento de un sistema que garantizara la observancia de

los derechos humanos.- 39
-'

d) La declaracion de una situacion de excepcion y de las

medidas que se adoptan en funcion de ella, debe cmnplír con

ciertos requi~itos de caracter formal. 40 El articulo 27 de la

Convencion senala que los Estados Partes pueden adoptar

disposiciones que en la medida y por el tiempo requerido

suspendan las obligaciones contraidas en virtud de esta
. /

ConvenClon. '"Ahora bien, desde el punto de vista juridico, las

disposiciones para tener valor, entre otros requisitos, deben

tener la capacidad necesaria para constituirse en una gula de la

conducta de los habitantes de un pais. Para ello es necesario

que dichas disposiciones cumplan con requisitos de publicidad y

promulgacion adecuada. Esto hace, por ejemplo, que normas de
,/

car~cter secreto o la acci' n de las autoridades al margen de la



ley no sa ti s f agan los requ i s i tos que penl.'lJi !ten ,suspender gacant (as,

de derechos humanos. 41 Un segundo requisito de forma se refiere

a la necesit~ad de ¡nfarmacion inaediata .a los demas estados

Partes de, la Convencion por conducto del Secretar io General de la
,.

Organizacion de los ES~..l1os Amer icanos.. Esta com¡1\Jnicacion "'eb~

"
cumpli~ con ciertas condiciones establecidas en el parrdfo

.-
tercero del articulo 27 de la Convencian Americana para ser

valida. En primer lugar, debe hacer referenci4 a las

disposiciones cuya aplicaclon hayan sido suspenóidas: en segundo
/

termino, a los motivos que hayan suscitado la suspension, y por

ultimo, a la fecha en que se haya dado por termina~a tal

suspension. El alcance de este requisito debe verse a la luz de

su proposito, a sater, el permitir a los Estados Partes y a la

"Organizacion el ejercer sus funciones de supervigilar el

cumpl:~iento de las obli9acion~s establecidas en la ConYenci~n,

f

especialmente cuando se trata de una situacion como es esta de

las declaraciones de emergencia en que se encuentra comprometido
.;

el respeto de los derechos humanos fundamentales. En funcion de
, ~

este mismo proposíto es necesario que la informacion que se

entrega sea detallada, porque debe permitir a los Estados Partes
J ,

y a la Organizacion formarse una opiniln acabada sobre el

cumplimiento o incumplimiento, por parte del Estado Parte que
-'

haya declarado la situacion de excepr::ion, de sus obligaciones

internacionales. 42

e) El reqUisito de conducta del Estado Parte que declara la
/"

situacion de emergenci~ dice r€~lacion con ~l actuar concreto de

dichO Estado de acuerdo con todas las normas requeridas para el



; ,
caso de una situacion de excepclon, tanto en lo que se refiere a

acciones como omisiones. Las omi:siones pueden dar lugar al

surgimiento responsabilidad internacional del Estado por la
/ ,

violacion·de las disposiciones de la Convencion cuando las
,

autor idades no cumplen sus debere:s de represion de hechos
r

violatorios de la Convencion o de prevencion de díchos hechos.

El identificar conceptualmente el requisito de conducta como un
.-

elementJ necesario para verificar la validez de una declaracion

de excepcion es de fundamental importancia porque en efecto es la

conducta actual de las autoridades lo que permite verificar su

sujecion al derecho. Ahora bien, la conducta que se requiere de
...-

las autoridades en el caso de situaciones de excepcion es aquella

5e~alada, en primer té'"rmino, en el artíéulo Jlo. de la Convencion,

esto es de respetar los derechos y libertades reconocidos y de

garantizar su libre y pleno ejercicio, sin discriminaci6n
; / /

alguna. Además en funcion del Arit iculo 29 de la Convencion

ninguna disposicion en ella puede ser interpretada en el sentido

de permitir suprimir el goce y ejercicio de los derechos y

"libertades establee idos o limi tal' lDS mas allal de lo prev isto en

ella. Como mínimo, la conducta estatal no puede, por lo tanto,

ser abusiva. Como l~ declaraciones de situaciones de excepcion

encierran peligros de abuso de ciertos derechos, del deber de

respeto y garantia senalado en el articulo lo., surge el deber

correlativo de hacer todo lo necesario para impedir la comision

de abusos. Formas de materializar lo anterior son: requeri! que
/

cada medida que suspenda o limite ~19una disposicion de la

Convenc ion debe ir acompanada de <)tr a que impida lCJ abusos que



/
se puedan cometer por la suspen:aion de las normas perti nen.tes:. ~)

y ademas investigar y castigar ;a los responsables: de v,iolaciones

a los derechos humanos. 44

II EFECTOS DE LA SITUACION DEtgXCEPCION DEtSDE EL PUNTO DE VIS?A

DE SU IMPACTO EN LOS DERECHOS CONSAGRADOS EN LA CONiVENCION

En el sistema establecidn ~en la Convencian existen dos tipos

de derechos: a) aquellos que 11\0 pueden SE!r suspendidos ep caso
,

alguno o derechos de caraéter absoluto, y b) aqqellos que solo

pueden ser limitados siempre y cuando se cumpla con aquellas

condiciones establecidas en la Convencion.
" ...

a) Como derechos absoluto!> la Convencian senala en su
/'

artículo 27, parrafo s.egund,o, l()s siguientes articulas: 3

derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, 4 derecho
/

a la vida, 5 derecho a la integridad personal, 6 prohibicion de

13 esclavitud y servidullllbre" 9 principios de legalidad y de

retroactividad, 12 libertad de <:onciencia 'i de religion, 17
/

proteccion a la familia, 18 derE~cho al nombre, 19 derechos del

nino, 20 derecho a la nacionalidad, 23 derechos pol(ticos y las
/ /

garantlas judiciales indispensables para la proteccion de tales
.;'

derechos. A la enumeracion antE!r lar de derechos debemos agregar l'

/ ~

en primer termino, aquellos que surgen del artIculo lo. de la

Convenci&' taflhien de caracter éllbsoluto. De dicha disposicio'n se

deduce que hay un derecho a espE~rar del Estado el respeto y la

garant(a de los derechos y libet'tades re~~",ocidos y en segundo

luga! l' el derecho a no ser disc[' iminado en forma alguna.
./

Tambien

el artículo 27 en su párrafo pri.mero establ'ece la prohibicioñ de



discr iminació'n, Agregando ade.á's la posibilidad de ampliar el
/ . ./ r'numero de derechos de caracter abs()l uto al senalar que 1as

/
disposiciones que se adopten durante una situacion a,e emergencia

no deben ser incaapatibles con las demas obliglaciones qu~ impone
./

el derecho internacional. Un ejemplo de esto es la prohibicion

de la propaganda de guerra o de odio racial o religioso.

La lista de los derechos absolutos tiene caracterGticas que

1 ~ . /' l .a uestacan en relaclon a disposic: ones simllalres en los otros

tratados que establecen un sistema de proteccion de derechos

civiles y politic~s, particularmen!te el Protocolo Internacional
,;

sobre Derechos Civiles y Politicos y la Convel1lcion Europea de

Derechos Humanos .E1 conjunto de derechos que establece la
/

Convencion Americana es mas amplio que aquel recogido por las dos

" "'"otras Convenciones, ademas en la Convencion Americana se senala

explicitamente que no son derogabl1es las garant~s judiciales

indispensables para la protecciori de los derechos absolutos. 45

b) Un segundo tipo de derechos establecidos en la
/

Convencion son aquellos que pueden ser suspendidos siempre y

cuando se cumplan con los requisitos estrict~~ente requeridos en
/

la Convencion. La Convencion establece, para verificar la

'"legalidad de la limitación de los derechos, requisitos de al

necesidad, b) temporalidad, el proporcionalid¡ad, d)
./

compatibilidad con otras obligaciones, e) no descriminacion, f)
./

sujecion a derecho por parte de la.s autoridad'es. La Comision

Interamericana verifica independientemente la presencia de los

requisitos necesarios para limitar legalmente los derecho~

relati vos, del mismo modo que en Ell caso de la presencia de las



condiciones que permiten declarar estados dE~ excepcion. 46

i) La necesidad de una medida no surgE! como un producto
/ . /

automatico de la declaracion de una situaci<{n de excepcione Se

requiere que se encuentre excluida absolutamente otra posibilidad

d . / 1 d d ble aCC10n en e caso.concreto e que se trata en un o. e

sentido: tanto en lo que se ref i ~re al ter I~ i tor io afectado, como
/'

a las medidas mismas. 41 En esta materia la Comislon
,/

Interamericana ha senalado claramente en el caso de la suspension
/'

de un derecho relativo que esta ·so10 es justificable en ausencia

de otra alternativa para resolver una grave emergencia. n48 En

virtud de lo anterior, la necesidad es el resultado de analizar
/

la situacion general de un pais, como tambien de verificar tanto

si existen medidas alternativas, que no requieran suspensiones de

derechos, como si las medidas qU1e se adoptan se justifican en

cada caso particular que afecte ,a una o mas personas

especificamente.
,/

ii) La temporalidad se refiere a la dllracion de las
~,/ /

medidas. Como senala el articulo 27, en su parrafo lo., las
./

suspensiones de derechos son validas por el tiempo estrictamente
./

limitado a las exigencias de la situacio'l. En funcioíl' de este

/ -requisito constituye una violacion de la Convencian el prescribir

medidas de suspension por tiempo ilimitado () mantenerlas una vez

que han desaparecido las circunstancias que las motivaron. 49 En
/

un interesante desarrollo la Comision 1 ntercimericana ha senalado
,/

que el requisito de temporalidad no solo es de naturaleza

formal. En efecto, para que no se viole el requisito de

temporalidad no basta simplement!e que se de~ie sin efecto una



medida, sino es necesario tambien que el gobierno respectivo

restituya a las personas afectadas realmente en el goce de sus

derechos, incluyendo adecuada compensaci~n.50 La limitaci~

estricta excluye una interpretacion extensiva del requisito de

temporal idad.

i i i) La proporcionalidad surge igualmente en el art (culo

27, en cuanto dicha norma senala que se pueden adoptar

disposiciones que suspendan las c.bligaciones contra(das en la

medida y por el tiempo estrictamE~nte limitado. En virtud del

requisito de proporcionalidad las medidas no pueden constitairse

en una reacci~ excesi va de las éllutoridades frente a la

emergencia existente. Este puede ocurrir cuando se restringen
/'

innecesariamente derechos o se restringen mas alla de lo

requerido o se extiende innecesariamente el a~bito geogra'fico de
./ /'

la situacion de excepcione Como en el caso dE la necesidad, la

proporcionalidad es tambien estricta. 50

,/

iv) El requisito de la canpatibilidad con las demas

obligaciones que impone el derecho internacional, hace necesario

verificar si todas y cada una de las medidas no pueden ser
./

excluídas en funcion de obligaciones que surgen de otras fuentes

del derecho que la Convencion Am.~ricana/ validas para el Estado de

que se trate. 5l

,/ "v) La prohibicion de no-discriminacion tiene tal

importancia que se encuentra señc:llada en el artréulo 21 al mismo

tiempo que en los articulos lo. y 24. 52 Esta m~tiPle
,..,

referencia, que no es extrana en los textos relativos a la

proteccior; de los derechos human()s, tiene el prop~ito de



reforzar el valor de un principio fundamental de jus cogens, como

es el de no-discriminacio~.53 En funci~ de este principio,

suspensiones de derechos no absolutos pueden llegar a ser

invá'lidas, si violan la prohibicio~ de disc:riminacior;. En

efecto, se puede entender el principio de no-discriminacióri como

"un parrafo que se puede agregar a todas y cada una de las

di spos i c iones que consag r an de r c!chos en 1 a
./

vi) Por ultimo, las posibilidades de

.-"ConvenClon

./
suspenslon

Americana.

de derechos

presentes en la Convenci~Americana suponen un actuar de las

autoridades conforme a leyes que se declaren por razones de
. / -"lnteres general y con el proposito para el cual han sido

establecidas. 54

propia legalidad

./

La accion de las autoridades al margen de su

en cuanto esta legalidad recoja o aumente la

proteccion dada en la Convencion Americana -- ha sido
./

consistemente considerada por la Comision Interamericana como a)

vio1atoria del regimen de pcoteccioh de los. derechos humanos y b)

requiriendo de investigacion y de castigo, con todo el rigor de

la ley, a los responsables. 55

111. SUGERENCIAS SOBRE AC':.'IVID1\DES DE S UPE:RVIS ION •

-"'"
La organizacion, funciones, competencia y efectividad tanto

de la Canisioñ Interamericana de Derechos Humanos como de la
./

Corte Interamericana de Derechos Humanos, son objeto de analisis

en otros art{~ulos de esta publfLcaclon. De! a111 que esta
,.,-

contribucion se restJ: inja solo el postular algunas recomendaciones

referidas a la Canision y relatjlvas a las s,ituaciones de

emergencia, sobre todo en lo que se refiere a actividades de



/ /
promocion, para Au.entar la eficacia de la acetan

internacional. 56 La labor de prOClllocioo y prevenclor; es esencial

en esta .ateria, dado que los exitoll~ .as importantes de los

o[ganos de 8upervisi~ han sido detEmer en algunos casos la
,-

continuacion de violaciones masivas y sistenaaticAs de derechos

esenciales, habiendo existido, sin E!mbargo, menos condiciones

para evitarlas.
/

Una primera recomendacion se rE~fiere a la necesidad de

verificar la canpatibilidad que de~~ existir entre las
/

disposiciones de derecho interno y las normas de la Convencion

relativas a las situaciones de excel~io";. En funcio~ de las

amplias facultades del Artkulo 41 (le la Conveneion Americana, la

Comisi~ podr(a preparar estudios s()bre esta malteria y solle! tar

1.a. a los gobiernos de los Estados la entrega de las

informaciones que estime pertinente~ Con el proposito de lograr
/'

una mayor sistematizacion y riqueza de datos, las informaciones

que se solici ten deben adoptar la forma de un .s:uestionario unico

en que se requiera informacio'ri detallada de las normas internas

vigentes sobre las condiciones necesarias para declarar
./ /

situaciones de excepclon y sus efectos. Ademas de la publicaeion

final de los referidos estudios -- (que podrr;n incluir las

respuestas de los gobiernos -- la C,c:mision tambien podria

formular recomendaciones generales e:> particulares dirigidas a

compatibilizar en caso necesario lals normas int:ernacionales y

nacionales. Asimismo, la Comision ¡podri'á prepélrar un documento.-modelo de leg is1acion que incluyera exhausti vaIlllente las

condiciones váiidas y los efectos lleqrtimos qu.~ las situaciones



de excep~i~ pueden tener en la vigencia de los derechos

humanos. Dicho modelo podríá prestar funciones de 9u~ a los

Estados al constituirse en un .instrumento lde r'!ferencia y

"caaparacion.

La necesidad de sistematizar la jurisprudencia que surge de
,/

laH actividades internacionales de supervision, como asimismo, de

"establecer el conteni~o preciso de las normas de la Convencion

Americana sobre situaciones de excepcióri, justificar~n la

reali%aci~ de algunos estudios: adicionales. De especial

. . 1 ·/d 1 <'importancla en esta materia son: a enumeraClon e as garantlas

judiciales no derogables, la lista de derechos absolutos cuya
./

vigencia deriva de otras fuentes que la Convencion Americana, las

normas aplicables a los derechos colectivos y a los derechos

"'.economiCOS, sociales y culturales .

. / ..' /Frente a la declaraclon de una sltuaclon de excepcion en un

caso concreto la Comisi~ podrí~ desarrollar inmediatamente

actividades, por la alta probabilidad que existe de que en tal

tipo de situaciones se produzcan violaciones a los derechos

humanos. Desde lllego la Comisi.ón debe desempeñar, en primer

lugar, un rol activo en supervigilar que se de un cumplimiento

"adecuado al deber de notificacion de 105 Estados en caso de
/ .".

situaciones de excepcion que establece el ArtIculo 27 (3) de la

Convenciá"n. En esta materia lé~ Canisi~ padr(a adoptar tambieñ

un tipo de cuestionario modelo para ser enviado a los Estados

inmediatamente declarada una en,ergencia, con el prop~ito de
...- ,./

asistirlos en preparar la informacion requerida por el ArtIculo

d
. ./

27 (3) e la Convenclon. Con el objeto de tener acceso al nivel



de- \flfo'm~lci~ ma~ E;lpvado, \a C~Jmisió'n pt"Jrtr(a rambH!n dirigir !¡JO

cuestionario a organIzaciones de carácter noguc,ernarnental. Las

informaciones que se obtuvíeran dI'} orqani zacion,·' no

gubernamentales podr(an ser enviadas a los gobiernos invol ucrados

provistOs de la so] citud que autoriza el Art(culo 41. letra d,

de la Convencitn Americana, a sabe·[ que a la Comí sío~ le sean

proporcionados informes por los Estados sobre las medidas que

adopten en materia de derechos humanos. Por otra parte el

Informe Anual de la Canision a la Asamblea General de la OEA

debiera contener un capitulo permanent~ sobre situaciones de
. ./ ./

excepclon, dando al menos informacion sobre ~~e paises se
¡­

encuentran bajo estas situaciones, el tiempo de duracion, los

derechos afectados y las informaciones requeridas y recibidas .
."

Optimamente ademas"la discusion a te ..er lugar en la Asamblea
",'

General debiera tambien referirse a cada p~IS y no tener

simplemente un caracter general.

Considerando que frecuentemente violaciones masivas de

derechos humanos se producen i nmed i atamente die decl arada una

situacion de excepcion, la Comisio~ Interamericana debiera

comunicarse tambien de modo inmediato con las autoridades locales

pertinentes, una vez que hayan sido declaradas tal tipo de

situaciones.
~ /

Ademas del envio de un modelo de informacion

requerido al que se ha hecho alusion anteriorrnente, la Comision
./

debiera supervigilar estrechamente la situacion del pais. Como

la~ visitas en loco han sido uno de los instrumentos mas
./

efectivos utilizados por la Comision, negociaciones para realizar

tal tipo de visitas debieran iniciarse tan pronto como haya



indicios que lo requieran.

La rica experiencia de la Comision y Secretaria crean
/ /

condiciones favorables para desarrollar aun mas la accion

internacional. Como se se~alara al comienzo de este art(culo,

esa acc16n, por la debilidad del derecho internacional, no puede

garantizar su eficacia. Sin emt~r90, su fortaleza se encuentra
/

en cuanto refleja e impulsa, tanto la no aceptacion de las

poblaciones hemisf:ricas de la violación de sus derechos
/

esenciales, como sus aspiraciones de realizacion plena.

30



NOTAS

l. International Commission of !Jrists MStates of
Emergency. The ir impact O!! __~~.u~ar~¡ f{L9!it~~·. "-··-Tf93]) pp.
417-424 El presente art(culn no se refif;re a las
dec1Jraciones de situacion~s de excepcí(m ~~r
catastrofes naturales. Sobre los diferentes ~ausas o
moti vos para declarar si tuacione~ de excepc ión ver ~l.
Questiaux: "Study of the irnplication~ for human rights
of recent deve10pments concelrning Si'>l"ltions known as
states of siege or emergeney." do,:.
UNE/CN.4/Sub.2/1982/15, 27 July 1982, pp 8-·10.

2. Ibid pp. 415-416
.-

3. La mencion de los pa(ses ,que ~i:Hl :;id') ebjeto de informes
permite verificar la hipotesis qu~ se plantea. Desde la
entrada en vigor de la Conv€lnci(:(r) Americana sobre ..-'
Derechos Humanos el 18 de juli0 de 19]~. la Comision
Interamericana de Derechos Human']:? ha efe~tllado i.nformes
sobre los siguientes Estados Pa~~e:

a) Bolivia (OEA Ser. P AG doc. 1367/81, 27 octubre
1981) .
Colombia (OEA/Ser. L/V/TI.S} doc. ílZ, 30 iunio
1981).
Guatemala (2 ipformes) (OEAlSer. p, AG/CP/doc.
295/81, 14 octubre 1981 y OE-l\/Ser. L/V/II.61 Oo~.

47, 5 octubre 1983).
Haiti (OEA/Ser. L/V/II.46, dcc. 66 rev. 1,13
diciembre 1979).
Nicaragua (2 informes} (OEA, Ser. L/V/II.53, doc.
25, 30 de junio 1981 y iDEA/Ser. L/V/II.62, doc. 10,
rev. 3, 29 noviem,bre 19.83)

b) Ademas la Comision efectuo informes sobre Nicaragua
(OEA/Ser. L/V/II.45 doc. 16 rev.l, 17 noviembre
1978) y Panama' (OEA/Ser. L/V/II.44, doc. 38 rev.

-'
1, 22 junio 1978) poco antes que la Convencion
entrara en vigencia para dichos pai~es. Nicaragua
ratifi9ó la Convención ,el 25 de octubre de 1979 y
Panama el 22 de junio de 1975.
El informe sobre El Salvador, si bien fue publicado
después que la Convencian Americana entro en viq0r ~

no alcanzo/a hacer referencia especifica a esta
(OEA/Ser. 1/V/II.46, doc. 21, rev. 1,17 noviembre
de 1978).

f""

e} Desde 1962 la C<Xnision 1'13 ademas ejF~ctuado los
siguientes informes:

Cuba, (7 informes! (OEt\ '.:'Ir • ",' :r .. 4, '10('. 10.



1962; OEA/Ser. L/V/II.13, doc 14, rey. 1965;
OEA/Ser. L/V/II.11, doc 4 i1 1967; OEA/Ser.
L/V/II.23, doc. 6, rey. 1, 1970; OEA/Ser.
L/V/II.48, doc. 1, 1919 Y OEA/Ser. L/V/Il .. 61, doc.
29 rev. 1, 4 octubre 1983).

- República Dominicana, (2 informe!s) (OEA/Ser ..
L/V/II. 1 doc .. • , 19~¡3 Y OEA/Ser .. L/V/ll.15, doc .. 6
rey J' 1966) .. - Haltr, I{OEA/Ser. L/V/II.21, doc .. 6
rev., 1969). - Argentina, (OEA/Se!r.L/V/II .. 49, doc.
20, 11 abr il 1980). - eh! le (3 informes) (OBA/Ser"
L/V/II.34, doc. 21, :~5 octubre 1974; OBA/Ser.
L/V/II.37, doc.19( c()rr. 1, 28 jlunlo 1976 y
OEA/Ser. L/V/II.40, doc. 10, 11 febrero 1977)

-Uruguay (OEA/Ser. L/V/II.43, doc~. 19 corra 1, 31
enero 1978).

-Paraguay (OEA/Ser. ]:'/V/II.43, dloc. 13, 1978). El
- Salvador y Honduras, (OEA, Ser. L/V/II.23, doc. 9

rev., 1970).
-Surlname (OEA/Ser. L/II.61, Doc. 6 Rev. 1, Octubre

S, 1983.

4. InteraJler ican Commission .on Human Ri9tl ts. Report on the
Work Accomp1ished During its Fiftb Se~sion, September 24
to October 26, 1962, Washington, D.C." Pan kmer ican
Union, 1963 (OEA) /Ser.Lp~ 115: Dac, 40 pp 19-21.

5. OEA/Ser. L/V/Il 8 No. 6.

6. Doc. OEA/Ser. L/V /11.9, ¡Doc. 14, 13.4. 1964.

7. Doc. OEA/Ser. L/V/II.15 Doc. 12, 15 '~90sto 1961.

8. Doc. 7/0EA/Ser. L/V/II.10, 1 Octubre, 1964

9. OEA/Ser.L/V/II.19 Doc. 32, 16 de man~o de 1968.

10. OEA Ser. G/1V/C-i-837 Rev. 3

11. OEA/Ser L/V/11.19 Doc 53 (espano1), 10 de marzo de 1969.
pp. 7-57.

12. OEA/Ser.G/IV C-i-85a (espanol) Rev. :J.

13. OEA/Ser. K/XVI/l.l. Doc 13 (espanol) 1/22 septiembre
1969.

14. El artículo 24 se modificó solo en CIllanto: en el
párrafo 1 del articulo 27 se agregó la expresión peligro
pdb1icot en el parrafo 2 del articulo 27 se mencionaron
los artículos que establecieron derechos no deragables,
se expandio la lista de dichos derechos hasta incluir
los establecidos en los articulas 6, 9, 17, 18, 19 t 20 Y
23 Y se modificó la mención or igina.r ia del proceso,
regular y de proteccion en contra de detencion



arbitraria por la no deroqabilidad de :las 9aranlt~$
judiciales indispensables para la proteccio1J d,e lo~8
derechos ~bsolutos.

15. Ver supra nota 3.

16. F. Van Roof. "The Protection of Human Riqhts, and: the
Impact of Emergency Si tuatíons undee 1:nternational Law
with Special Reference to the Present Situation in
Chile" 10 Human Rights J. (1911) pp 2'211)-226, 233·-235.

11. Oe especial importancia en el desarrollo que se percibe
es el informe sobre Nicarag;ua.. Implicitamente Bolivia
(1981) y Colombia (1981). Ver también el tnfcrm;e Anual
de la ComisiOÍl Interamericalna de Derechos Humanos 198(¡):­
1981, Doc. OEA/See.L/V/II.54, doc.9 re'v 1,16 octlll'bre
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Artículo 4 del Pacto establece la eond:lcion de que las
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condicion no aparece pre'lista en el Artt(cJlo 19 del
Proyecto del CIJ, aun~ue ambos textos e:o.inciden en el
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Interamericana se ha manifestado dispuesta hasta el:.
fC-omento, a analizar si se encuentran o no presentes las
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propÓsitos del gobierno, habrla evitado la creacion de

. un clima de terror infundadc), provocadol por un
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discrecionalidad, la Comisilon debe exaI1l\inar la
justificacioó de las medidas. Esta referencia pareciera
indicar correctamente que l,a disposicioñ a otorjar un
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Nicaragua. doc. cit. nota 3,a.
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Cuadro 1

El a 1 de los 61" ano!.' 'ller' de 1::.0' ~;aclones

Unidas en la pro~ci n y protección de lo~ ¿erer.hos
humanos, seCÚn la Carta de ;~n Franci~eo.

!;ACIO~r::S tr.aDAS
159 E~t'ldo!.'

Cooperan en el d~!,p.rrollo

y e~tímul0 del respe~o a
los DP. (1.3).
Deber r.ooperación en la
prorntción re!'peto D~

(56, S5.e)

A3A!otBLEA GENERAL
159 E•

•Debate y formula reco
mendacionec a ~. y C:Segu
(10)
.Pro~~eve estudios para
desarrollo.ry codif. DI
y ayudar hacer efectivo!'
dchos.humanos (13.1)

l_ • Terri torios no au t6
nor.lOc (D.?)

COH3EJO
DE

~GiffiIDAD
15 E (s con
veto) (27.3)

.Arreglo controversias
entre E. sobre viola­
ciones DH que pudie­
ran amenazar paz y se
guridad internaciona=
les (24, 25, 34).

.Medios ar~g10 (33)

.Sanciones (41, 42, 94.2)

CON~O ECONOMICO
y SOCIAL. 54 E.

.Estudios e informes (62)

.Recomendaciones promover
respeto y efectividad ~H

(62.2)
•Proyectos Convención (62.3'
.Recomendaciones a es, AG,
Est. y Org.Especializados

TIUBUXAL
TIn'E~IACrm~AL

D2 JU2TICIA

1:; Juece~

.Contencio!'os entre ~ •

.Op.consultiv~!' (?t.1)
Jurisd.facult~tiv~.

Olganismos
Especializados

.Acuerdo,> con ECOSOC
• Recomendaciones
(62, 63, 64)

S:;Cfl.3TARIA
Füñcionartos
internacionales
independientes
bajo autor. S.ecr.
01"1. (loo, 101)



~l s;.gnificado de la protecci6n :le los derechoz hum ~no~; en el contexto de
la Carta de San Francisco.

Informes a la Comisi6n de Der~chos Humanos del Sr. Reynaldo
Galindo Pohl, Representante Especial de la Comisi6n sobre ­
la situaci6n de los derechos humanos en la P.eplública Islá­
mica del Irán:

18. El instrumento jurídlco internacional fUnd~~ntal del que se derlva toda
la promoción y la vigilancla de los derechc:>s humanos y l¿ls 1l.bertades
fundamentales es la Carta de las Naciones rJnidas. La Ca:rta declara en su
preámbulo que los pueblos de las Naciones IJnidas están rE~sueltos "a reafirmar
la fe en los derechos fundamentales del h~~~re, en la di9nidad y el valor de
la persona humana, en la igualdad de derechos de t~mbres y ~Jjeres y de las
naCiones grandes y pequeñas". E}) el párrafo 3 del Articulo 1, la carta
incluye entre sus propósltos y principios l~l desarrollo y estimulo del respeto
a los derechos humanos y a las libertades jEunéamentales de todos, sin hacer
distinción por ~oti~os de raza, sexo, ldi~aa o religión.

19. A nivel de la aplicación de este propósito y principio, el Consejo
Económico y Social promoverá "el respeto wliversal a los derechos humanos y a
las libertades fundamentales de todos, sin hacer distLoción por moti\~s de
ra~4, sexo, idioma o religión" (carta. Art. 551. Todos los Miembros de las
Naciones Unidas se comprometen a tomar medidas conjunta o separadamente para
la realización de la promoción del ~espeto universal a los derechos humanos y
a las libertades fundamentales (se agrega el subrayado) (Art. 56}.

I "..~
¡ ~J j r •... --

!

80. Tal vez convenga subrayar de nuevo qul~ la protecc~ón internacional de los
derechcs h~~anos tiene un carácter cooperativo que deriva del texto de la
carta de :as Naclones Unidas. Esa protección fomenta la cooperación prometida
entre los Mi~~brus je las Naciones Un~das. Su objetivo es asegurar el
cu.-jJlimle:1t:.> de las obligaclones u:ternacionales sobre la base de la
cOOpt~aClón entre los dlstlntos Estados y Goblernos. No se trata de ~
procedimiento judicial. Es una llacada a la buena voluntad. una invocación de
las r.~rrnas ~orales y politlcas y de las normas Jurídicas cuya aplicación por
el momento es imperfecta. No tiene por objeto condenar a algún gobierno sino
reparar una situación determinada.

L lli. doc. E/CN.4/l988/24, de 25 de ener() de 19<VJ, p. 1'9, par. 80 l·

l. El desarrollo institucio~al, ~ oartir de la. Cart"l,- de 12 Icooper:'lción de 10C'
Sstado$ en la promóci6r. de los derecho~ hl~nno~

La creaci6n, por p:lrte de los ';rgano~ principd.-:s. de ór0no:"" ~u1::$idi;:trioo
con importantes competenci;:~ en [I'.~ teria dIe derecr~o:; !lt1~;:>.no:::.

Vid. CU3dro~ 2 a ~ •



LOS ORGANOS SUBSI~I._A.!1.10S Di:: LA A.G. Rr-:LACIm.AOOS cmr LA PROTECeJIOU DE LOG

DERECHOS HUMANOS (Artículos 22 y 7.2 de la Carta).

1
Política y
de Seguridad

JI III IV V VI
Política Asuntos Asuntos AdminJstra Ad.m:.inist. Jurídica
Especial Econ6micos Sociales, 016n Fidu: y PreSU

J
-

y Financ1,!t rUllWÚ.ta- c1ar1a puesto
ros rl()s y

Culturales
l.-. ' 1.....----,,_'--"

--~~/~----·-

TlTr"'f"!'\O~·" ?
~l~~ .... ~J1. ••

•Mercenarios

•Trabajadores
migrantes

.Derecho a
no sar arbi
trarlam. de
tenido ni
preso

I
Orgc¡Lllos I
ad hoc
lnvestig.l
D Ha en- I
paíE~

"¡,,.

C.Esp.Territ
OCupados
por 1SIrae1,

MiS i6IJl
Vietnam
del Sur

A.C.
Plenario
159 "E

I

Fondos
Fiduciarios
(solid..,14a4;
internac. ) ;

Comités téc-
---1 nieos D Ha

bas.ldos en
tratados
(control
ap11caci6n)

CEDR

CEDCM

CDH

C. Tor
tura

mm

ORGbNOS
wPECIALrn

U9l'ITAH

UNR"RA
(socorro
catast.
naturales)



WS ORGA..'lOS SUBSIDIARIOS DEL OOffS&JO i):On1J9IlICO '( SOCIAL R.m..ACI(J~¡JJ)DS

CON LA PROTreCION DiTERNAClmfAL DE LOS D:.:REC"dOO H1n!ANOS (&rl!culo.a 68

1 1.2 de la C~).

Comité de
relaciones
con ONGa
(art. 11 Carta,
13 E.)

I C<Mú ~é8 de 1 ~"D,',ES,C 1
1

E%pelrtoe ---- -----..
, ..............~ . Prevención 7

";l control del
delito

Coordina.c116n del
programa e1coné­
cúco :1 800:1&1 NU
(art. 62-6,4)

OMS

FAO

GATT

OIT

mrESCO

ID!!. rro:

AOroR

mUCEF

cmrCED

omnn
PNlID'

PMA

Th"'UC

PNUMA

FmJAP

nroFUID

CM,..{

Agencias
• Espeoiali­
: 2ladas:

. OTEA

---+
&rt.
59

\
1

COfUSlmm3
ORGArHCAS

Grupo de Traba~l~
sobre la eond1cllón ,
de la )fujer

COndiCi6n, Jurídjl,j
y Social de la •
&..~jer (32 E)

COllIT~ ,~(--/ ms~~+-i
1"--_._-,

1

Comisi6n
Derechos
Humanos
(43 E)

Subco:rlaIón
(26 m.1ellbros
EXpertoa)

IFco~co I
~:)I

Programa
y Coor­
dinaci6n

111



Ar~ntina, Benin, Bolivia
Buraa,Chile,El Salva~ior,

IEtiopía, Filipinas,Guate­
mala,Guinea Ecuatorial,

1Haití, Ind.onesia, Irán,
j Jap6n, )(alasia, ~alawí,

)(>oz8!!bique, Paraguay,
Pakistán, Rep.Centroafri
cana, R.D.Alecana,Rep.­
de Corea. T\J.l'qUía, Ugan-

I
da,Uruguay, Venezuela y
Zaire. Albania, Brunei D.
Granada, Honduras , Iraq.

1

Subco=isi\6n de
Pre'fenc1Ólade
Dlecr.lJidn¡!l.Clon.eB

'S Prote-cc:l6n a
las Kinor:Caa
(26 ~rtoa)

T

. Organoa ad hoo l""i'f· dell&pa.- 1I
de i!Jl'Ieetigaci6nr~;rlcÍOD8:\
de ~n6m.ePOI d. .

, violaciones gre.-, G:rupo Ex. Gub..
, ves EH en e1-) sobre corri.en

lN:Cdo! tes refuBiadoil

Organo,s ad hoc de 1mres­
ti8aci6n Da en p!.ÍS81!,.:
-GtB~. Atric,. Merid1mJal¡
':G,'f, ad hao Chile/RelLator

1Bpeoial!Expertoa j

-Relatores EBpeolalea
(Gu1n&a Ecuatorial,
GuateuJa, Ugan1aUu);

-Repr, EaP. CDB (El Su.1
n.dor, Gua.temala, IrJ~n);

-Enviado ElIIpeo1al cpe:
{13oUrii);

-BeFa Seor. Grl.
(Polonia)

( -Grupo Cosía. (_~U_b_a_) -:

,.
j

J

G:rupo de
loe t:ree
(ApartheId)

\ ,F.el.1Ltorell Eape:­
~. c1&1•• 1

-EJecucIonee
stJll'lAr:fu

-Tortura
- IntoleJ:'8onCi&

: relirlOJS&

'~_.

OI'ganoa para
oOlntrolar la
ap~icac16n r~
tx'ataO.os

• Prooedi.R1ento ~
, t
,l2}5 .'
1 • __ ~

CQ]¡[lSIOH ][)g

DERECROS lrolfANOS

43 e:ata.d~)a. Pro
IlUB"D 1011 DH(,ij

\ .:,.._-----_. __ .

(

Proced1a1ento 1503.
GT sobre "situacio
ne's" (5) (perais-­
teñtea, de viola­
ciones manifiestas,
seg6n. lu oOlllUDi­
caoioDee 1.ndividua­
les).

G'1' para elabora.­
ción de nomas
•.D. desarrollo,
•Defensores DR,
.Da. del niño,
.Da. aJ.noríaa



GT elaboración
Ú.D9rpA8­

.. det.enc16n 00

reoonoolda de
veraonaa,

.. Da pobla.clon68
lM~n&8 (':¡')

G''/!' d~ "'C<DI11'IJ:!'ÚCM$OMlII'"
Lndhj¡do t,¡.a.:h es ' • . . •

«S.J' «Fra-c~,Lm~ 1503·)'

Su..'<:oaú.eI6n del
Prel'enolón die '

D18crim.1Melo.Dee

y Prot.e.celón, a

1&8 lUoor!u :

(26 li:<pert(¡e~

1
!iSlVDIOS ree~
udoe por lÚe&- .

broa: Sult;t1m,Í,lsié •

(Rel&to1.~8 E!.- ,
peo1a lea¡

~ --J

~~s D~ 7?~,AJC DEL
PERHJI)O D:S S2SIC~2S

•Fon.ento ~ceptaci6n un i 'ler~31
l!"Jst ....ll!:entos DH

.Sobr~ detenciÓn y prisión

.Personas recluidas ~~r ~ala

sa'ud I::!!ental
• no oficial, Atribuciones de
un Al to CO:Disionado p..ara D:t



',~ ~:~ '-,_ ! {!~ :'. n
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ti ':'Q!. La 'il'eclJjr,lllc~E;J'J iUl3H'·~n¡.í.\l~ ,(t~ [;-e:-~~:l'wJS IIhlIll.an.')\S. ,1f'C',ob•.1'dCl y s>'tO(cU-lUn<~ef:.ap'oe-
la Ji.s;&nib[ -e,,j¡ GoeT.~: <Ií 1 <:~ i¡,:", :''::;-0' n"Ji!: 1. 'Ól!'" ;¡ ~J p.. en JI O 1" '.... U(Q de ,t lo':; l.em,bll'of! d'i! II ')413 l'

e"p:' a-e -JI it~ ~ 's u.;:-'ia ~- II :-C~ ~ (l! -~~¡,. .,~ II !C,i! ":,,,:c ~ --1eQ': '(,:'0 ;nt~tC~-~ ;-'), irt'ri: It1 t,{~t''''! re hr~ '5, h-\J1Th-lrl i f)-.$. ~f

lll.:b/':'H·t.di:d!~s. f'lJ~jd\.L."te-:n.t,a.n-es. ·~'C'G".lt'N1;:,dlo; erh na Ci!i~~,,l. Ii:r\ ,::,,')tfí;;s.~<;;u~n<t ta" Url-

Decl~r,¡\caÓ'n 'Unl·"en.i,dI~ :n,Q¡ "':5; Il]:l'o lltva!tC'tJ.I1Ili,lC1;I\'.·Q' :S<leij)'}ll'ol'!i,'1 d,~ n." lC,lC'f. •.l y n<'.)· CC'lIe,!c

T;\~e""dI-".•oblll'9a1Clc<c,roeS*Si::1JO 't¡¡I!.l'€: ,r.''fr~~.e'il'''n't~\l,.''" ¡p'e).: <e'U '-::·'()r1'5.etilt ¡¡m,Len.to· d,e U<:l'!l .G:5tt.a<í1r ..;

f:i f1IM1tt.esde U,lC.ut a... ll~.,. 'iJ,1:'ll j¡"i,ac. U"H't'-l1!'b- ya .ad.,ct.l1' L C" td,il'/i I!ll'\ esta l! g;fe Ita.. La
:O'ec ~ ,.) rae ll(¡,n v;r¡ averll" n .d'f'.!H:ll' 1lt!-c' ~"~IP II [IC 1i lt·a.,;·M! l!'>lte 4'D13 ':111" vlett' :5lj-¡.j \f: 1elne I1;tO'3 1; l't.-¡;.ll ".td'·")'fi

en el cC>i1'Jcept:009lrnén,co> .d~ '·\i:t!'lI'i{l.d:.':l5. li'tillttt¡,l(".IQ:5 y t Llb"H"t,..vitfH.fl.Lnd.ll1\~n~alle~'· ,¡'!ií

ceO::''1iSlj ,c'o·ntenli,dlo "iS:ll'glruJitf li'Ca,(r~Q¡. ~s;lt'O' 'tUi,. nO$ ·j'e'C'If:'c}l-¡¡IlJS e:5p-ect! i.C'!h't <q1,lit están:

p:'lcte·9aoos por ~ ti dc,clL,ón iC'CL!'.l¡IUi¡!",It.,;!¡ ,1ft n,o'S!:slt,1,;f·.-v:s M.·j¡~illlb'ro5 d.te 1.<>\:5

Naciones iUnlL,dt!ls ((Call"t..& .. ÑIt.~í6'». ';\..1It. ll'!t tlha'r.:t"U'.U:l6L'\ Ul'ttLl/er:Jli!l. projllOrCLOrkl

una c·7C7lpIl":ensll,ó.r• .a,'-ct'olfli:,a1f.& ',. 'Jlln'!I uc->lt'!'lIllH"-et'"'CLtJ;"t d'C''JC'I'i'lfrt.l d'! los dere.r:hos
h-1JI!T.arJcs "1 las labe ~·taüe's lf ;u.,..~dt¡\'¡!"¡;Clílt.a;}¡e:ll'· 'l.l2t~ tC'Ol'L!l~tCUJif! Ive La., d~ la:;, obl t g.ac V:l ne5

adqull T !lda Si e11l ... ti rt(¡;,l! <de ]. .., íC.4 rt·'\> a ~u· Q'~llü''!!'C !te' ..

.H.. La lDeCa&¡¡",5Clién !lJ1'J.ll·..·~'lI·'S·o1l¡¡ 4l!~'C'ü~'t,~ Las Ln'e.~'1'lI'etr.atC j¡on,~s j¡ndLv1.d\,uloes 'f a'

meTl'U<~()ld¡',scr.ep!la'"t:es: ,d'en tC'Q>I!1;1t<e'l1t;U,d'iQ,W !'1l'gr~"~!i;'Cdd,o 'l .<lltC,tlirnctf tlcJ!! .ll<1:!1 Ob']¡Lg'lc.t.ones
cons,a<jll"'adas en n~ Ca,f't,:é1li. Iflu ,c,a:..ttJl>l¡'u·.. g:¡:-:o'f"o-r'c Jo'f)('Uít l;U'4 r,;om~lren.stón 'l un.a
ir~'t:-erpr:eit4'C~,'Ó'!'J l1llnll!.(Urn.es, ,de \~~! ,(te Ii,a.ll: ,eo'Ji ll'i.].l'Ct

'
OtW" ,e;stalb'llecid,l'J E'n virtud d~

la 'Cair'ti!. .. "i (f,acn!:lt.• " idllll'f¡<q!~ ~h tC'!1lUlj'l'Ut..n,t<enr¡,·:Q (~ l.:u resp.onsabl1idades deL
Conse]'O Ecofi'Ólm!i.<c..:l> '! :$'Q>C 11·" n oIIsi <c.amo· (d.~' t,!¡ !pr(Ot't'Ie'\S~ d.e 10 s f.:stado!S M:t<embro$ de

tom.ar med:J.<das en ='0<1". )U,)'1;lt.<O> 'l'S.eP'.tl,!,.!,¡j,!.:.lI<l!l'atc1t-: 11'" t",! p a"OlJlO,I(<e r e I¡ reslP~to un,j¡ ve ll'S,l I¡

de n·os de re·c!'.tOs \h¡U!t.a~Q>$.

22. Los ¿"erechos ¡' nll.b~¡r'\t&,des eslt~'h,TJ.El'cLd:i')s ·en ],a e'e1cll..;\ra,¡:tión Unlver:sal se han

can·,.lertido en. derecho, c'O'~'SUlelt;urd,hl!'.ca,il"L,'OllltVtli:!'rn,iH:UHU 1. plLltr c.nnducto d~ la
práctica estatadl)' de 1'& 0f.t~.u.'OJ ~'óJ;4"tS;. AIWMrJ.e's.e .adAo!?t~ eL crLter~o más
estrn.c'to para det:enll:llrtln: nos ell,tm.en.'i:O~,s ~.L'~ c,o,ns·ltl:dt i;.1',/"len el derec\'wj
cons'l:et:c.dir..ario lla1lten".AC'l'Or...a!L. estOt>15I, Ji,,,, r:!to.ce.r1n.·!; 'C.tás1;ca dIe 1:a c<vr-",vergen.ci,),

de la práctica o\JIPh.a, cQntht'\bal 'f C"ell!t¡f!~.;ldt '1 de .l!.q ~Dp'irtJ""''' ;'\:Jr:1s. ll,¡s

dliS'¡::.or.iclones que f!"r'..l!l'an en Do,:l l!J'e·clL'lIllr..!icllé'n fJr<1.liVl!it'JSilh :s.e cid'\.en .• la:s es'trictas
norma~ de esa doctrIna. P~rstJ'4l';¡e$It'Q<4s<e 'C J¡,ñ-el\ t.an1nltén ,A 1l.lIs rv¡;¡~'S m15
liberales de las doct,rlna-s: c!Q~teJDIH:i'tr'¡l'ltei1'5 s<obce los 'elleillli!ntos C'Or.t5tt~uti.vos

de:'. derecho consuetudinarlo lr".t~r1!t,a.cj¡,o,n'¡lJ¡.

23. La [:"l!·claración Uniyersal. C'Ol4lC, p~·\():t'!!!c.ci.6.~ uJ! la Carta d,e las
Naciones Unidas, 'i en es'pecial c<CCtO' ,,:te¡r;ed·..o c\ons~Jetu~d.t.n.4t'ltO intern.aci,lrH'l.Al.
obliga a toio$ los &stados. Dl·'ta af hl1'l.a.cJiéi!ll n,.~ se d,t:sc'ut.e en 1,a .~<:'ltuali

controversia \!~,:>br~ el car¡ct,~r obh,q,,stolt' lo d'el dere-clho con,suetud.ll.ncaH'·l'
internaclonall. C'.l resp-e'Cto a !:s1t-4d,os d,e j¡r".i1ep-enden.cLil r'f!ci:.ente. Se SoA,be 'l'J<e
alq'i!r~s circulos aca.d&ucos. p:>lht.<:o,s; 1!' diplaJSáticOl5 en ,tr....1s.e.s d,ell tercer
.-u.ooo. y en especial en Elst.ados de rect..·.mte inde¡pen.dler.tcf.a. :ü.eq,an el), c,au-ácter
obliqat.orio del dere-et'.o consuetu'Mrulrlo lnt.eoH\c1on,a:t en il$'t:.arJ...ns q:.a
estuvieron ,SQlIl:lletid,os al 9'Oblen-..o co!.on1;~1 en la éP'OCil' en q'.;.tle' SI\'! 'Clt"e5 lH!:

oos:tw.t.bre. &l conse-cueocla. prO'p.;.t·'1j'tk1;C'1I una UlpHa re'll'isJ¡ón de po&rtes
lsport.antes del derecho i.nternaclo.r",& t. qen.eral.



24. No esnecesarlo entrar en esta p:>léauca. porque eh cr.hnrecoo tnlte1l"na<eh<o(\;all

qeneral rel.atlvo a los derechos huaalWS y las Hoortt.ad.f.!s tundA4loen\t.Allp.s
pertenece a las d,isposlclones que no se han cuest lonado po.:ll" ~SItl\)5 .n1l':)U~5,

La docuaentación ju.rtdica en esta esfera no cueatíona la. va:hdez dell der~JCha·

consuecudllnario lnternacional con respect10 a los Jerech:¡s l'\:tlll'l'l.at'l.<OS "1 t.&$

lJi bertades fundamentales, def inldos YespecH ~cadoa en :la IDee laract<On.
Uni versa 1 y lueqo convertidos en ob: ,aCliCmea canto rae t.U.AI tes especl fteas en les
Pact.os lnternacionalf!'s de Oerecoos CiViles y politices " die lDerechlos
E:conÓlu.cos. Sociales y 011turales. La t.eI"MncIi.a es ll1'¡s bien' li.a inver.sat
extender los derecJ".os y libertades b.1jo protecclón i,OL..,;¡rnaclonall,

25. Al9unos eruditos y políticos de ',,",bies islámicos" expll]¡cando· lo que se
conslderab.J.n diferentt.s co~c~ptos filOSó,JiCOS y jur1(h':':1~S .. han ':.!"~tado, de.
deflnlr en selunarlOS acade:llcos los problear.as que surq'l!n de la chverq.et1CJ¡a
ent.re algunos principios islbj,cos t.rad.1.cionales y las d.l.spos1l.c1on·es de ]¡a
Oec!4raclón Universal. ~io han propuqnado la SW'dHicact~5o O' el rechazo' de las
dispos.lc1.ones de la Declaración Unj,·..ersal" sirH:> s':lDplem~!nte seña lado los
prol'lemas a que .alquflt:)s paises nacen frente respecto de cLertos 1nstr":l1llentos
Ü'~!t;er'n.acio~\ales. Por ot.ra pa.rte, otros: eruditos 'z' ¡::olilU.cOS musulma,nes han
10<}rado CuOC.lllar ambos conjuntos de nOl'mias }' sus pcaisej¡ han ratlficado· esos
u ..stru:rd!ntos,

26. Alqunos derecrlOs huaarJOs y libertades fu.nda:tental~l¡ han alcanzad/), el
nixie.o nh'ellen la )era.rquía de norutas, 1L,a condi..:ión de jus co:gens" ': por lo
tanto es jurídicamente iapo·sible deja.r en suspenso las 4Usposiciones
internacionales pertinentes, aun con el clonsentil!Úento de los Estados de que
Sé trate. Las dlSposicio,nes de j\1$ coogens constit.uyen .~l elemento j!ul'ldtco
estructural de la cOlZUnidad internacional" puesto que ef. uni __"'ersa.lL e
independiente de la expresión individuaJL de ,""Oluntad de cada EstadC

21. La tustorl.a del reconocuuento oficl.!ll de los deredlfos ntmanos y las
libertades fun-dazentales en el siglo XVIII reVl'.la q'..le el!iOS derechos y
libertades fueron oriqinalDente cor..cedldo5 para lim.itar el poder del E:stado,
Su evolución en los dos 51.91<:35 sicju.1entes y esp-ecialm...enlce en la. s'!!gu.'1da lltÍ.tad
del siqlo XX ha. probado que los CJ'Obiernos no son las únlcas fuent.es de
posH>les o.,iolaciones de la d.iqnidad y el -:alor emn-ente de la p-.:'csona humana.

2&. En los decenios rec;'~ntes se ha aceptado ilmplicH:a ? explí.cita.mente que
los grupos po] fticos orqa.r..izados o sauor'g.ínizad,os. esp'~ecldlmente los que
interViene:. en actos de insurqer.cia o üls'urrección" pue~ien ser responsables de
violaCiones de los derechos y libertades h~nos" prlnclLpaIlmente con respoecto
al derecho a la vida y a la libertad pers1onal. Así. el tel<to de la
Declaración Universal ir..dica <¡'..le 1'Á) sólo los gobiernos sino tam.biénl1os
particulares estin obHqa.oos a obs~n'a.r SIUS dlsposicion'.~s, El obJeto. d.e la
protección estableCida en el derechlQ¡ r..acilonal e in1terna(;ional. en reli.aclón clon
los derect..os hu="u:.-.oses la persona, así, la. persona." ya sea "insurg-ente""
-fu.r~iol"..ario tljUberr..us.ental- o "p-elrs-ona prÍl.vada corrient.·l!"" -es un ser humano,
que aerece protección en el plano interna1cional. La lI1ilsnta e"o"01i.T.lci6n h.~

ocurrido con respecto al dere·cho n'JJmarUta.rd.o" cuyas pril'l.cipalles expresiones
oficiales son los cuatro O:Jn""'enios de Ginlebra de 19~9 'z. Sll1S respe<eti ..."Os
Protocolos hite iona les. U

(,-7
J '11



(( 31. Es '.N! ,""ia,j '1',....:
111 üec la rae lón :Jn:. ve r .id 1 j!-? Dl: rec :--,.:i:-S :!U-.'"'!t-af'_'OS _1 s ','.1:,.-1 ::p<.:. U.;i ,.~rLr.(r.l ~JC t'j l 0:1 ~ ~ [$-~;i

1 ~ , .. L #

:a1F1..,.. .. C.::.... "~"'be ."n~c""~PTSt: "'O" d,'qu""'ilS :"CSer·/.lS o~r,:1 5~J:'.:alf ~a ¡,)~'::¡'•.1t:',<l,r; tOn
, .... A.~.~;:;J, .',.I.i. ~~ . ~,¡ .... ., .. "jo ....... "o' ~4 6-<k •• • - .. - ,

dentro de ~n rna~cú ~~e ccrresconda a ~a ~~$t0~¡a ~c Sü ?reparacLo~ f
• .. . f-

aprobación. Es secular e:, c: sen:::lj-::¡ 1E~ <¡"le no conr..:.~:¡"'·-' tU .. re: t<e Jd~ p",J! .. "J

oenos en fOr.".1a dlrect.a, oun~os de 'Jl,st.a rellglosOS. Esl:,~ (lCHSLOn hice

inter.Clonal y respor.dlÓ ~l obJetn'o de!llmdo de lO"1rdt" e:' ap'DYo <ie to<'h:s LH
creerle ias, f dosof ias 'l culturdS. r.Jr ~ne~pl.,), se eSHó deld. be ra;f·l:"Iler.te
fundar los derechos j' :ibt~rtade5 hu.~,ano~. en :a doctrlnkl del deret::ho n.alt:\j[',lL"

compat.i!:>le con la enseñanza crlst.lana. l'i.O obst.ante q\J~' algunos d-e tos <1'.lft'Jf'P.S
de la Declaración eran flJ~S pan:ld3n~)S de la teoda del tierecho nat'.HaL

......................
43. La Declaración Uní versal surgió COIl!lO el acuerdo ¿Lr¡¡torizado y la
interpretación con....-enida del si<Jnificad,o y el alcance de los derec1"..os hl.l."!tanns
y de las libertades fundamentales cuya 'protecclón S~ preveía en la CaC"t<l de
las Naciones Unidas. Desde entonces la protección in't:ernacional de los
derechos humanos frente a los exce5-0S o abJ50S de podEtr se incorporó en el
derecho internacional y coapleaenté, y f'ortaleció la pl:otecclón nacionaL La
Declaración Universal fue aclanada y ac,eptada por pa1~Les de todos los sistemas
culturales, reliqiosos, econ&aicos y sociales ........•••.••••.•.....
52. La Decl.aración U:u ....ersal ~.a adquu'ldo la :=at.egorla de derecho
internaCional consuetud;.~ar:o. t:::l consecuencia. coop:roCl1.e-ce a to¿o-'i :05

Estados, aun a aquéllos ,::uc no er!n eÜEtl"J>ros de las ~liaciones U~lda'S er'. el
momento de su aprobac.lón. l-deaás. los nuevos !'hem.bro!s aceptan lOp': íc 1 ta:ne."1~e

las decislones anterlores de 'os é,rga:".os cOClpetentes de las oegan: zar.: lones
internacion~les. La :-azé:-. canea "i el. uso sanciona q:1;le los nuevos ::'nel"1br'Js
acepten la.s t.ransacciones qll.e se t'03r:. realizado dentro de los términos de los
tratacos constitutlVOS.
82. • •••••••••••••••.

2) La !iupuesta inc<Xl!.patlbllidad entre algur..as di ~tposiciones del derecho
internacional sobre los derectílOs h\Z1anos y el derecho islánnco es un
problema interno que debería resolver el propjLo Gobierno interesado.
ya que de por sí no afecta ni ooditica las ohlligaciones
intE"rnacionales. Desde el punt10 de vista del derecho internacional.
las obligacior.es asu.·'~idas por 1,a República Isllá.mica del Irán como
Miembro de las Saciones Unidas :'1 coco parte en los dos Pactos
Internacionales tienen plena obliqatoriedad y no admiten excepciones
basadas en proble:as constltuciionales, en nor.3laS j' reqlam.entos ..le
derecho interno O en tradiclonels históricas y culturales, aunque
estén justiflcada$ desde el pun'to de vista. naclonal. t.)

Llli. doc. -:'/Qi.4/19HJ3/ 24, de 25, de erLer-o de 1'1°1), oS!.!.·, 'PP- A,lO, t? y 20_1.

Procl~ci6n de Teherán

...........
., L1 D«bDC'J:} L ni"it"! 5:.R de [kr«n.',H Httm,:l:1o~

~t}un(":-:; U11!í \C-7:((l";1(~~1n (tO::H!n ,,1¡ t~1QS !It3I-$. ptltb!¡¡]¡s d~

lo~ iI~t'rKENs D:;;~: -:Z~i t' ~:~..:r~tr:::_t~~~ de ttJ¿''J'S [(y~ r.nr~m.·

1110-5, de- tJ f:~~;.~t:;?:~; ~~:~~:;~_~t:.: y ~- d~xr.lr~ Q.?-,itgJ.tort;l [13t':l

~:il. <'C:j~7~:":~~~d.",¿ ~n~~"~~t{r;,f<1_1t



Comif'lÍ.6'- ~., ·',,"r..r'·o' 1"'''''''''10'' *1° ..."" .. :".;,,,.... .. - .. -.. ..•. -'.' '- -., ,:!". '-.~ ...,.... d' ....... t -~ ~ Ji .. '-'J _''-.j

cri t a pr{!~('~: ~ ,:,'1" !}(>r lO ')e ferH~orcr ,i... 10' [\,r> r;<:",;:r,(};~ HfJ:¡,C~no·::""'" or,":: l'1 t .• ~(~ t <ó~j; rj(':J
4\·u 1 ern. "'~I,p",,"" ~ ""'!"""'or ',' -l., ... "'...,.,... '~;, '';:'';' '''''''.,,.,," •.,, ,,~ "", f...· ~ -., ~"'..'~.""...... (-.. 't r"tJ b ,....... "' - .~ .,.. ·.. -v.~ '. lJ.. ~"'V"'.II'J' ,._ oo .. ".-..... ~ ~'~>#.... ~ ,'",.;.. \.:.;. '# '-., ','.~ ,~ ....,.-~".. t'J'" ~ -, II ,1"

(1 •••••, .
. "Un ra~-""-C" f'"rl- .,. !"", ··or don ... t>,..r>'~ r''>'"~''''''''''''' ...' t.., D,¡" ... 1,,.., ....,..,,..¡,L'" H.".,·,·"..·, n.',,,.• - - .... ~ .. ,- o,, ...,.... ..,. ~ •._ " .~ ~;_.,¡¡ '_" ...... _-:.~!.>MJ.:-¡,;c.."Jf., ~_;; .!..,.-.... ,'""._,¡-,~_",- ,;u('];"l. ·,¡,. .... -iJ-'~ ...... ..:. •

Derecho!: P.U-:',;:!'i07 y o~ro!:" in~tru!:~:mto? do: ]:t:r- ~hl'" tonlQ:::rJntd:".~ ',,;0:71.0 no'r:'1,"~ ,r,t~

orP"ent~ci6n "'.r;te:- ¿e promu,ciar fUE ,f!c::l,"'ion'3!~ n.1.ci.an';).]e'~·. ~ro :"6~o, en 10~ ~n

bunale~t<;i!')o 't"~~ién N~ lo~ 6rgano::: l~F:i,r,:htivo':' :¡ ad!rtj¡nt:;t1:r"l,~tva~' .Y er~ I-:~ ­
oficint\",d~ ~o:: cefensore:- de! pr¡Jerl·o, 10:- funcion'?:rfor cor;ltenzéL.'1 -¡, e i'.pr-: ".,. :"
una 9r'!!oc~.HY::,ci6n en el ~entido ¿~Tj<; l"'~ t~·...e~ ~'l.cion"le~ n:l;"tiv,':" ;'1 rl"':"'-'''''~IOC'

hUl:\ano~ no ~e·:,p.rí?!1 ní re.r3"'ct?r~e ';;n11!')Hc.1:r;-'e :ie?L,.tlp. :7f1.n·:;r" Gonttr."'rv ~ ~
10 dis?Ue:::.o "'!!: 12::- le,ye~ !nt~Ml:>:c!on:':]e-. .,

...............
::n fiU :-e:'oluci6n ~l/l')O de 4 d·;~Jici~r!'h!"e d"! l\l::lf,. 'n.,.. Aé''1r!1.t.le:'' 'jenenlry,t­

di6 a lo~ :::::-~ ~do:: :~ien1:T()S que otorr"71r::.n ttpriori~';!;d a 1:., ::>p1 i<':"''-:i<ón d¡:; 1" ....
noroas intern:.cion~le~ vigentes en ~..,~teri"c de derel':'r.c": hUrrl2't'lO$'f ~ p~{rr;:',"'Cí' 1 d",
la 9a rte diq>oé:itiva). Ji.. l;:'!rl~ plazo, no ~err"'. ~c~:"(} un"" form'1 ,1cl"ir-.lr-le rte
apliccción 1-: adopci6n de un !:i~~e:l;'7,; "l:e,,:H'tnt~ ~l eu"'.] 'todos ]o~ r~",t,;:;do~ ~,'tem­

bros hicier::>.n efect iv:.:~ e!;ta.r; nOn::l>~~ in itern:t,c ion~ le~ p(~r conduct0 de f'U", prlJ)­
oías in~tituciones nacion~les?ff.

. LCfr. doc. ?!C~:••:/19-o.1/WJOI¡~9, ¿e ?(» ,1(: f'ebrerc do:! 19''\.7.}' •

Conclusi6n

Hace 40 anos, algunos de los l~padres " de la Declar:aci6n Universal aposta­
ron por su valor Jurídico (René CASSn~, Charles MALIK, Hernán SANTA ~RU'Z ••• )
ante los )8 Estados que participaren, en ~.l adopci6n. Veinte años más tarde,
la Proclamaci&n de Teherán -refrendada I~r mAs de 120 Estados- la declar6
obligatoria para la commidad intemaci<mal. Hoy. la práctica consistente de
los 159 Estados "hembras de las !Uacione~. Unidas. la reiterada práctica de los
distintos órganos de h". las organizaciones especializadas y las organieacio­
nes regionales internacionales, el cons1litucionalísmo comparado, la legisla­
cidn comparada y las decisiones de r:;¡tllcbos trUa.m.ales nacionales, han venido
a dar la raz6n a aquellos "padres'" origilnales de la Declaraci6n.

En efecto, la Declaracidn Universal es parte del IDerecho interna.cional
posi tivo, a pesar de que haya sido adopltada por una resolución de la AG, y ­
con independencia de cuál haya sido la jlntenci6n de S'U;S autores en 1948. Lo
que importa es que la práctica int~nnacional la acepta como el cat~logo

universal y consensuado de derechos y libertades a qUie h.:ace referencia el
artículo 55 (e) de la Carta de S. Fral1ciisco.

Por tanto. la Decla.I6C i6n fol"1M p.a.rt.~ de los princi.pios generales de'1 de­
recho y de la!" horaas consuetudinarias :internacicnales~. siendo 0"'1 igatoria su
observancia para todos los Estados Kie1l11í>ros, con inde¡:lendencia de que sean o
no Partes en alg'ln tratado internacional de derechos human<os.
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'S~pe,ci·-~l ·C:e !:~ Cor.::--i.6:1 ::·o·l~·~;- ~- ~'O;r:\t~.tr,-1:

~37 • El párrafo 1 del artículo 1 de l<!l Convenci6n ex:cluye ff... los doJ¡o~e3 o'
sufrimientos que sean consecuencia tínlLca!:lente de sanciones leg{tim.as. o que
sean inherentes o incidentaies a ésta~¡11 (última orac'lónl'. Era ig\Lal la úLtfltl;a

oración del párrafo 1 del artículo 1 de la DeclaracL.ón pero aquéHa anadEa
"en la medida en que estén en consonancia con las Re¡~las Mínim,as para el
trataJl)lento de los recluscs··. A raíz efe eHo, las 11:!)anc!ones legítirnas'~ con
arreglo al derecho nacional (por eje~plo, la eme HaciLón tJ otros castigos
corpol'ales) pueden no ser legítirr"as con arreglo al dlH-¿..:ho l.r.~ernacional" con
inclusión de la Convenci.ón, '1 pueden s,er consideradaa tort!.Jra. .. ..... ?'

S'p. -

tt48. l.os castigos corporales, Que pue'ríen ser "sancil4mes legalles' l
' con arreglo

a la legislación interna. podrán ent,enderse. con .wregllo a la legislación
internacional, como actos por los. que se infligen '?do,lores Oc sufrimientos
gra'/es N

• Por consiguiente. debe exal!!Ínarse la impo:2rición de este tip~ de castigo
para evitar la tortura, especialClente cuan<ío se trata de amputaciones, apalea­
alientos o azotes. El Coc~ité de I!lereciltos Humanos sefia16 a este respecto" en el
párrafo 2 del comentario general 7( (16) I Que a su juicio, ,01a prohibición debe
abarcar el castigo corpol'al. ínclusl/le los castigos físicos excesivos, como
medida pedagógica o disciplinaria. Im:luso una med],da como la reclusión soli­
taria puede. según las circunstancias. '1 esoecialll'.ente cuando ;;,¿ mantiene a la
persona incomunicada ,5er contraria'" ¡it artículo 1 diel Pacto. Por consiguiente,
"las penas corporales, encierro en celda oscur;a:, as11: como toda sanc:ión cruel,
lnhtL.-r.ana o degradante. Quedarán c()~pl.etamente ;Jrohib:idas como sanciones
disciplinarias" ~/.

49. Por últi~o, debe prestarse a1l:enc:lón a las denol!ninadas "'prácticas. trad'iciona­
les" I cor:¡o la mutilación sexual que Si~ practica en c:iertas socíedades triba.lles ~

que podrían considerarse co·:1)o actos por los que se infligen "'dolores o sufr1­
cientos graves ll con arreglo al derechc) internaci.onal. El Est.ado establecer-á en
su legislación la protección adecuada cont.ra ese tipo de trato, incluso cuando los
autores sean "particulares" "i no r.tn.m~~ion,arios pÚb,Ucos;t. En este contexto'~

el Cooité de Derechos Hu::zanos señaló cm el párrafo 2' del mismo comentario'
general que I'les tanbién obligación de las autoridades públicas garal~lt:izal!" la
protección de la ley contra esta clas.! de tratos, aun cuando sean í.nf.1l.igidos
por p-ersonas que actúan fuera de los llítnites de SIU ('unción púbU.ca o que no,
ejercen función pública alguna "'. Cah~! recordar qt:!€ en la definición de tor-tura
que figura en la Con'¡enci6n se incluY'~m los dolores o sufrimientos "'.infligidos
p.er u.n funcionario públ ico. •• o con su consentimiento o aquiescencia ••• Ir

(párrafo 1 del art{c~.11o 1). \J
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1. :::1 de.é""rrollo procre:r:i\'o ;; c:Cdl~41-:-'~llÓn d.el Jerer:~l~) L!"t~rn1r:t0l'1,\:,t na; lo
derecho~ h\.Lrnanor- •.

SI def-'~rrc: lO proGre:,ivo ~, ::>o~l("ir.:tción ¿on.-l :i! J:~'C"l~r,:>r: L0:; 1:ra1<-:'T ,1,...
l~ Coni~ión de Derecro !nf-::':",-~:C~l::tt ;Jo: -:"!'}.

- L~ e~pecialid~d de 1" coriific",:üón ¿t:' 1~~ ('.o:-:-~r, d.::-r<t:G;lO;- r.fjr,.'L .... O:': a'

r~!id::¿ ce or.:.;ani~:::o:- .::Odl"::.:,,-k!'e" { :.o-::rtpr. tnd..-::::"¡";nr±ten+~,- y "'?:pr.:.c" 0

M'~'¡()"'''''''''''''t:>nt "'le") orp <, O" '! -,- •••• ...." ~¡ ;, -, reo.,. p,. ó" '." .,.,,~ - [J''''l' '" r: i-, p,~ T: ~ ," •• - ..f..¡l.-_l._.a ••. - j_ -,_ ~ -,' _ -,_ ~ N'V' • .Ii. .. ~._ •• 's_."- loo .. _""" }i ;&.-...¡,¡, ..

~idi -:riot:- del si::te:'ili:' ~~ ::-!}.
'lid. Cuadro E •-
Lo~ i n~tru..rnento:o y:'. adopt --:co:-:
Lo~ in!:: ! !"\.l!:-en tO!? en p~oc.e ~o ".1::
Vid. Cuadro 6 •
-;;' ...... Udl·O~ de ':'Vl'\Arto" ~r> ,~ ::""~'''''o''''''lo,,~L.., •• 10 0el"~'~"e~ ?"O""('l'·."lc"" ,h-. l'" ""'0,'--*,,,., ...... ""';J'\,Y'- .... ''A __. _ ~.~ .. - ,-,. ... .-UlIlt h.; ¡ __ .. '~- ·.. V.L " ..... ,. _ ..... :.... '-'-'."". ..... ~

!:li!'i6n que sugieren 1.?~¿opci6n, ".:'n el futuro, eh: nue'l¿v':- norm,:::.~:

::laboraci6n de UJ'::l"con·!t:!t,:i6r. intern-:~ion-:l ~-.obre 1=i eli1Lin:;r:ló:"l d,~

todas las f('lrraas de intoler?!tcn y df.~crir;Hrla~ión b:?"~ad?.~ en 1-- ;<':li
~;.ón o cr-e,e"'iCl· .. n (n"'o.·ue·:-i!:'> ";.r..'1\ o:;,l·j.j' ::'''''n.::·t'''l··~l A ~l .1'Al'm"';.,1.., ::~--
~..;,.. • "'. - p. lt' _ .. - ,-".Jj. .... ~ '. 4 " •• .1-" 1:''''''- '__ e·. U .'~ ~ ¡o ".J...-.. ...

""el"ro SO'"',,,, l~ Tnto1p r"",r"", ':J'p1 1"gl'Q"''' el!'"\!" ,,:,,'/.r.v 4/'1,q;01'/"1" ?'\~rr"'-
~o 96~. ".'- <JO.. .- ••~._-- :1. .. - . -'-, .......- -'"'.' , ,,),~, J ~J'~"

Un Proyecto de Decl::l:'éci6~¡¡ sol,n 1:=:. Desaparilci6n :'orzada. o' L'1.lJoh:,!'1­
taria O.l} las per::on:1." (,,}7 -:]P 1l~ C<Q"rr4'" ¡¡6n de Derechos H'umano~ ,or!'~

l2-~ Je~1.paricione<= !-'orz~¿:>:: o rnvol'1::;~-:c_:riJ.f.').

P"'o,·pcto de norr"'~<<: 1·nt ..·,....,,.,Cl·O'l,11pr ñ.""r-'¡J"~';-;d~l'" " "I"'"p':'"',.,..;"l .... mi'" "'p "1'<:>.. ,J'- . j. !:--;...&.... .1L ... _ .. j' . .. ... '_... "" ... 1-. \....' ....... ' _.I~, c~ ..... , ".- '~ .... ..,; ... f.:J\A.J,: '.Jw>.1: ~'a.' _ .. -_ _ ..:.

vtn a cabo irr..e:"'t.i~cione:~ 2C~~cu,1.da:'" p.or ¡¡l2.rte de las autorid:,de- ­
competentes en todo~ lo::: casc~; de ~uer'i",· '?o~~pecho:ra. con imc'lu::- i6!"c
de las debida!'? di!'oo~icio:1e" fo),'lra la r·l¿ .. ''ltz~lci6n de un~ auto!l-i~ ("'p.. ~ . -
lator Especi:::.l A. :';i-:o :--obre 1>~~ Sj€'c'..t::': 1 Cn€f' Sumaria::: o Arhi:. tr"'.~i:.:'" ~

coco S/C~l.4/19°71'2(), p. ~l, p~trr:1.fo"~f ti) ).
"Una cedida que puede tener Wi trnpClr';"~_"::'e efecto preventivo e::- 1"', 11'1­
troducci6n de un Sl~~eC1l¡a de vi~ 1",':-:-- :'·e:-i6dica:r de un comité de e::p,,;!"'­
to::: a los lugarec: de detencl6n o ;;:1" 1 e: lón~ ~1l E de marzo de l'}!JO, 01
Gobierno de Costa ::ic,?" pre:-en1tó a 1'-, Comi:? l(}n de D<::~c:hos EUITh-~no:- tL'l

proyecte .le Protocolo f::tcfJ¡l t."\1t ivo al p:'o,:re~1:o de COtwenci:6n r;on~!"'-'

l~ tortl......" y otros "r·Tto':" o p«)n:¡~ cru><:!e:-, llnhu:nmo? o de¿-r,:'o"n'n'~ c~~

el que se prevé e~e .:-i~te~~ d~~ vi~i t.?.:: peri6dica..,n (doc. ~18~!.,~!Ia'''7/

13. p~rrafo 83).
Pro:¡ecto de principio:,:-, orien1t.:tcio-nes :l ~r<mt!a::: partl 1.'3. pro,tecp i6'"l
de los enfermos !:l~nt:::le~ o de l'ls P'\?r!con,~::: que p.3.decen t-ran:::torno:'"
oentales (Propuesta de la Sra .. Sric?.-Irene A.. nae~. 2elc..1:o,r;; ~:;p.:Ct~:

de la Subcomisión, doc. E/C':r.4/~u~.?!19'ij/17!::;:tev.l, ~m. ~T. Yor": 1(1;"[ ~
pp. 36-40).
lli. infra, l. 3. (nL.?_ difusi<5n••• ).



LA CODIFICACIOH ACT'UAL DE ¡..AS BORItAS U'TutNACIONA.Lffi DE DERrefroS HUaWfl"J5

ORCANO
ESTABLECIMIENTO

Co.1POSrCIC-tt I
CDH Rea. 19 A (XXXV)
de 14.'.1919
G'!' CDB de compoe1c16n
abierta (repreeentant..
de loa Fatadoa)

GNpo de 'i'Kbajo
para 1& e1&bora­
c16n de un pro,-es.
to de Convenoi6n
• obre 108 dere­
chos del niño

l' .Asegurar la educa- f .Elaborar una CouYen-

"

ct6n y crecilúento ! ct6n sobre !oe de"­
del niño en colldl- I choa del niDo, eN-

,1 clone8 de paz. ,briendo una upl1&

¡'l,. .Evltar toda eXJl1lo- gua de dereoboe •

1

'..... taoi6n, abuso 01 .Proporclcmar &1 niño
• d18cr1ll1.nac16n un lIlIU'CO jurfd1co de

contra el niño protecel6n interna-
I clon&! reto1'Ud&

~------+._----------I------_._-+'---------I
Grupo de 'l"rabajo I AG (lII Coa1s16n) I G&ranUur el re8pe- Elaborar una ComeIlC16n
paro. elUorar I Res. }4/172 de 17.12.1979 f to DH '7 la d1«n1'dad en la _terta. íneí-
UDa CouveDC16n I G'f IU CoII1816n de cc.- , de todos 108 traba- -dtiendo en lcs Ds. esp!
80bre 1& pro- l' poalc16n abierta (re¡»re- ¡ jadores af8rante,. 7 -cfHcos de JO!! 'l'r.lh-
teccl6n de loe a.ntante. de EBtados) . 8US taa111u , gra."l.tes (cand. trabaJo,
derecboe 11. too- 1" ! f reunífieací6n famiHar,
doe loa \ra~j&- ; ~ no di sCrJUllínaci:6n••• 1.
c.,rea Iligrantea I ~
7 de 8U8 fud- I

1_
11

&8-+-------+-----+----II.~
ee.tt& -.d boc AG (VI Caaie16n) Infomes a AG (VI Proscribir a uttl1:a-
para 1& elabora- Res. 35/48 de 4.12.1980 Coale!6n) 80bre sus 1: c!6n de _rceMr1oa
cl6n de una con- n Eatados lfieabroa AG trabajos de coditl- 1 contra loe le. L. Vac. 1
=~1 ::: ~re~r::)nt&nte. de loe cac16n t: ~O:n~q~~n .
el reclutaaiento f: de les& b'laaZÚdad
1& utllizaci6n, I f
1& t'tnanclaoi6n ; ,
7 el entranaa1cm P

::n~loo -=I I
Gropo de 'i"rU&jo

sobre el dere- l'
CM al d~aarroll

EC'OSOC, decle16n 1982
de 8.5.1981 7 Re8. CDB
36(XXXVn) de 1l.l.1981 1

~

G'l' de 15 expertce guher- ¡
naaentale. procedentes ¡
de ot..""Oe tantos Fatadoe f
alesabroe de 1& cm I

~

(~.UU. no partidpa f
desde dieieabre 1~1) I

t
!

.J.dopt6 texto Ilecllara

clón -11

.studia el alcance
del D. al denrrollo •
.!n&ll~a los 8ed1oa .
para real1.zac!én r
DESe en todo el r:
IlUDIdo, 7 en parU- f,
cular en loa palees t.'

en desarrollo t

l ,

Proponer Md1daa coo­
cretaa p&ra. 1& proIIlO­
cl6n del D. al deearro- '
110. aeg6n 1& Declara.­
c!cSn adoptada por la
AG en BU resol\1Clén
41/128 de 4.12.1986



Cuadro 6 (cont.) CVD/17

ESTABLECIMIENTO
aRGAlIa 't COMPETENCIA OBJETIVOS

CCHPOSICIOH

Gzupo de '1'J:'ab&~ BX>SOC R... 1982/'4 de .EIItudl0 de teD6Mnoa .PX"OIIOOlcSn 7 proteooicSn
~ PoblaolODÍM 7.5.1982. a p~.ta' ele SUOOld1o d. 00- DB de pob1. 1D4lcenaa
~ Subooaid6n 7 CDH. 1IUn14adH 1Ddlpnu .EYo1uo16n no~ jure

GT d4t 5 111..1"011 de la 7 etnooldio d. oul-. .Det1n1016n ü "pobla-

6»booIIl.1cSn (apeno. tuna 1n4ípDU. OiODH~"

lDd.pu41.n*) .Pr07ecto Deolar.olcSn .EIItablec1a1eDto l'oDdo
eobre derecho. iD- de~ a poblao.
d!genu iDd!pnu

Grupo de ~jo AG (VI eom.l6D) .Trato Ji. loa d_teD1- .Retorzar prutí..
pan. elabozar ReI. 37/421 ~~ 16.12.1982 da. en ouartele. po- oontra dewno16n mi-
aDA Deolanol6D GT VI ec.ta16n de ooapo-

lioía . tn.ria
80bre el d.ereoho .DeteDOI6n &4-1018- "Sanpard.ar iDtegriclad
a DO H1" U'blua .1016n abierta (repre- tratha (.iD acua- tí.ioa 7 mral de loa1'1.-_ deten!': .entan_a 'de Elltadoa) 016n o juiolo) deteD1doa
do ni pruo .PT.ooecl1a1ento lote-

rro.Ptorio

Gzupo de '1'nb&jo Suboom..ieSn. Re.. 1983/23 .De••parioionea tor- Proyecto de Deo1&racicSn
.obre DeteDoi6D. GT ele Ezperioa 1ndepen- zadu o iDY01lUlt&- .obre 1& detuolcSn no
7 Pri.ld1u .. dientea (SlIboa.) riaa reoonoolda de penonaa
daoolcSD de UD .Ob1i8aoicSn E. 1.DYe!.
P1'eII"W de De- t1cV deaape.rioionel
olanolcSD .Rec1.tro p\iblloo

deteD1doa

Grupo de '1'r&b&jo CDH. Be.. 1984/62 de .JU.norí.. en el .eo- Jdopoi6n Deo1&rac16n
abierto paza 15.3.1984 (a propue.ta tido arte 27 PIDCP .obre dereoboe d. per-
la recIuol_ de 8abo0llieicSn) •P1"o7ecto declara- aoDU perteneciente•
UD& DeolanolcSn CoapoeloicSn abierta a oi6n de Y'Ug081&ria a ainorí..
eobre loe dem-
oboe de 1&a "1"- Elltadoa aie.bzoe CDH

(repreuntantea de loa
80DU pertenil- Eatadoe)oiente. a a1no-
ríu 'tn1oaa.
relJcioaa o
11DcUíatiou



e :lro 6 (cont.) cvn/18

.
ESTABLECIMIE~TO

ORGANO y COMPETENCIA OBJETIVOS
CaiPOSrCrON

..
Grupo de Trabajo CDH, deoisi6n 1985/112 .Proyeoto Daes (e8- .Preparar un proyecto
sobre el dereoho de 14.3.1985 t~io) de Declaración en la
y el deber de (Estudio Ds.e8, Suboom.) •Responsabilidad materia
los individuos, ET de 1& CDH de oompos1- de los Estados en • .El reoonoótmiento de
los ~pos y las la promooión DH individuos y entida-
inatituo1oDes, 016n ab1e~ ~prese~ •Interdependenoia des que se ded1can
de promover y tantes de 'los tados) DH a la defensa y promo-
prot~r l~s de- ~ 016n DHa.
reohos hUlll&n08
'7 1.... liberta-
d•• tundamenta-
lee

..



c'm/1 9

Distintos criterios para el e~ta1;lecimiento y aplicaci6n de hf' n('r~':':

mas internL'.ciona1es de derechos humanos.
---------~...;...;;~;;......;;;,.;;..~;;;.;;.....;.;.;,.;.;;;..~.-,;..;;....==-=.;;;.

(<:1) ComiGi6n de Derechos Hum.?noc, 430 período de "e:::ione:. :ger:}JT2ci6:; 0::'­

crito. presentada por el Consejo de los Cue.tro Viento", or¡::>n iz:)(':i6rl r!0

guberné'-P.lental reconocid<:. como entidA.d consul tiva de Ir' r,ntegorí,..· TI:

l. A ~a~z de la reciente crisis financiera, se debe insistir en mejorar la
prod~ctlvldad d~ los programas y actividades de las Naciones Unidas en lugar
de lunitarse a reducir su costo. El programa de los derechos humanos está en
grave peligro por tener que hacer frente a una combinación de obligaciones
cada vez mayores y de recursos cada vez más reducidos.

2. Desde 1970 el número de instrumentos de derechos humanos que tienen
sistemas de comunicaclón de informes a los que presta servicios el Centro de
Derechos Humanos h~ pasado de uno a cuatro, mientras que los recursos
disponibles no han aumentado al mismo ritmo. Además, durante el a~ pasado se
produjo una reducción del número de reuniones de los órganos de supervisión.
Al mismo tiempo, los nuev~ sistemas de comunicación de informes imponen una
carga cada vez mayor a lQs Estados Partes, sobre ,todo a los países en
desarrollo, con el resultado de que con cada nuevo instrumento es menor el
nÚMero de Estados que pueden cumplir sus obligaciones de comunicación de
informes y es menor también la atención que reciben '105 informes que se
presentan.

3. La mera redacción de nuevos instrumentos supone una sangría en los
recursos de las Naciones Unidas, así como de los Estados Miembros y de las
organizaciones no gubernamentales. Por ejemplo, cuando se haya terminado el
proyecto de convención sobre los derechos del nifio, se habrán necesitado como
mínimo diez períodos de sesiones (100 sesiones) y, por consiguiente, habrá
costado casi un millón de dólares sólo en tiempo de conferencias. Además del
costo que implica la redacción, está el peligro de que la reexposición parcial
de los principios existentes haga confuso su significado, o produzca
aplicaciones sin coherencia por diversos órganos de supervisión que empleen
sistemas de comunicación de informes que se superpongan. Cada vez que se
inicia la redacción de un nuevo instrumento hay tendencia a volver a exponer
gran parte de los pactos internacionales de derechos humanos, no sea (se.
aduce) que el hecho de no reafirmar un determinado principio se considere que
lo debilita. Por eso, el proyecto de convención sobre los derechos del nino
cita los dos pactos con gran extensión, cuando su objetivo original era
únicamente conferir una mayor prioridad a los ninos en la aplicación de los
pactos.

4. La mayoría de las declarac~ones y convenciones de las Naciones Unidas.
han consistido en volver a exponer o en ampliar principios ya contenidos
en los pactos internacionales de derechos humanos más que en establecer
nuevos principios o en corregir las lagunas concretas descubiertas al ir
a aplicar los principios ya existentes. La mayoría de las veces, bastaría
afiadir una enmienda a un artículo ya e~istente de los pact9s, limitada a
lo que hubiera que cambiar o afiadir, sin crear un nuevo instrumento y un
sistema de comunicación de informes. Muchos de los proyectos actuales,
y otros propuestos, de la Comisión se basan en artículos concretos del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por ejemplo, derechos
y obligaciones relativos al derecho de libertad de opinión y expresión
(art. 19), minorías (art. 27) e intolerancia religiosa (art. 18).

I



5. En nuestra opinión, se aumenta la eficacia de la aplicación concentrando
recursos en un númerO reducido de instrumentos claros y coherentes Y en un
reducido número de órganos de supervisión, dotados de servicios completos~,
que sean muy visibles y tengan amplios mandatos. Esa ha sido la orientaclon
adoptada por los sistemas de derechos humanos europeos e interam:ricanos Y
por la Organización Internacional del Trabajo, pero, por desgracia, las
Naciones Unidas parecen dirigirse en la dirección contraria.

6. Esos problemas se empezaron a reconocer en las resoluc~ones

Asamblea General 41/120, que pide que se ejerza la moderacion al
nuevos instrumentos y 41/121, que sugiere medidas para armonizar

de la
redactar
y consolidar

las directrices para la presentación de informes. A fin de apoyar esas
iniciativas, proponemos que se estudie la política que se indica a
continuación para la futura labor de fijación de n~rma~:

"La Comisión de Derechos Humanos,

Recordando las resoluciones 41/120 y 41/121 de la Asamblea General
de 4 de diciembre de 1986,

Reafirmando la preeminencia del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales en el marco jurídico internacional para la
realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales,

Reafirmando además la prioridad de aumentar el número de Estados
Partes en esos instrumentos básicos y obtener su plena aplicación,

Consciente de la carga cada vez mayor para los Estados Partes que
supone la coexistencia y a veces reiteración de sistemas con arreglo a
los instrumentos de derechos humanos,

Consciente también de que esta carga cada vez mayor puede no sólo
desalentar la ratificación de los instrumentos de derechos humanos sino
contribuir a aumentar el número de informes pendientes y a que el examen
de los informes por los órganos de las Naciones Unidas sea cada vez
más breve,

l. Invita a los Estados y a sus órganos subsidiarios a que tengan
en cuenta la posibilidad y conveniencia de elaborar nuevas normas
internacionales en la esfera de los derechos humanos mediante protocolos
facultativos de los dos pactos internacionales de derechos humanos, en
lugar de preparar convenins distintos e independientes;

2. Invita a los Estados y a sus órganos subsidiarios a que se
esfuercen en lo posible por combinar cualquier sistema de comunicación de
informes que exijan los nuevos instrumentos de derechos humanos con los
que ya están establecidos en el sistema de las Naciones Unidas."

L.2!!:. doc. (S/eN. 4/1981/NCO/54, de ?5 de febrero de 19'37 t pp. 1-3 J .



(b) Resoluci~n41/l20de la Asamblea General. de 4 de diciembre de 1986.
ESTABIECIMIEliTO DE NORMAS m'l'ERNAOIOIAIES EN r(ATERIA DE DERECHOS HUMANOS

La Asamblea General,

Recordando el vasto conjunto de normas internacionales en matcria de derechos
humanos que han establecido la Asa.blea General. y oteos órganos de las Naciones
Unidas, incluidos los or9anis~s especializados,

Subl'ayando la peiNc!a de la Declaración universal de Derechos Humanos .!I, del
Pacto Internacional de Derec:hos Civiles y JlOl{Ucos y y del Pacto Internacional de
Derechos Eoonó.loos, Sociales y Culturales y dentro de ese conjunto,

Reafirlllando la illpoctancla capital de que se apliquen efectivamente esas
normas internacionales,

Reconociendo la utilidad de que prosigan los esfuerzos encaminados a
individualizal' aspectos concretos donde se requierAn medidas internacionales
ulteriores para desarrollar el ..rco jurídico internacional vigente en materia de
derechos humanos, de confor.tdad oon el inciso a del párrafo 1 del Artículo 13 de
la Carta de las Naciones Unidas, -

Reconociendo además que el establecimiento de normas debe ejecutarse con una
preparación adecuada, .;

Poniendo de relieve que la actividad normativa de las Naciones Unidas debe ser
lo más efectiva y eficaz posible,

l. ExhÓrta a los Estados Mieabros y a los órganos de las Naciones Unidas a
que otorguen prioridad a la aplicación de las normas internacionales vigentes en
..teria de derechos humanos e insta a que se proceda de modo general a ratificar
los tratados vigentes en esa materia o a adherirse a ell06~

2. Insta a los Estados Miembros y a los órganos de las Naciones Unidas que
se ocupan de elaDOrar nuevas normas internacionales sobre derechos humanos a que,
al realizar su labor, presten la debida consideración al marco jurídico
internacional ya establecido;

3. Reafirma la importancia del papel de la Comisión de Derechos Humanos,
entre otros órganos competentes de las Naciones Unidas, en la elaboración de
instrumentos internacionales en materia de derechos humanos;

4. Invita a los Estados Miembros y a los órganos óe las Naciones Unidas a
que tengan presentes las siguientes directrices al elaborar instrumentos
internacionales en materia de derechos humanos; dichos instru~ntos, entre otras

. cosas, deben:

~) Ser congruentes con el conjunto de normas internacionales vigentes en
materia de derechoS hUmanos;

,E) Tener carár.ter fundamental y dimanar de la dignidad y el valor inherentes
a la persona numana;

~) Ser lo suficientemente precisos para engendrar derechos y obligaciones
identificables y observables;

~) Proporcionar, segú.n proceda, un mecC\nismo de aplicación realista y
efectivo que incluya sistemas de presentación de informes;

~) Suscitar amplio apoyo internacional;

s. ~ al secretacloGeneral que preste un apoyo especializado apropiado a
los órganos de las Naciones Unidas que se ocupan de establecer normas aplicables en
_teda de derechos humanos.



CVD/?2

2. Los Fondos Fiduciarios.

Constituyen la expresi6n más genuina de la solidaridad -internacional
en materia de derechos humanos.
Mediante lo~ Fondos se proporciona ayuda humani t"'!.ri~, materie.l, leg:ü
y médica ~ las víctima.a de determinadas violaciones gr2.ves de derechos
humano~, as! como a sus familiares.
Se observa una evoluci6n en 3 etapas:
- De 1965 a 1973: Preferencia a 1"16 áreas més sensibles par~. los EEtado~'

recientemente aacendido~ a la independencia, después de una dominación
colonial: Sudáfrica, Namibia, Apartheid.

- A partir de 1976, y haGta 1985, la atenci6n de la solidaridad se cen­
tra en estós temas. Chile, Tortura, Mujer y Poblc.cione~ Indrgenac.
En 1987 apunta una nueva etapa en la que el ~cento ya no ~e -
pone en la 1),·otecci6n de las víctimas de viol~ciones ~raves de DH •
En efecto~ el Fondo para Servioios de Asesoramiento y Asistencia ~c-

nioa en Materia de Derechos Humanos, se orienta hacia la prevenci6n
de tales violaciones, o bien a la reduooi6n de los factores que están
presentes en un cuadro grave de violaciones de dereohos humanos, rac.!.
1itRndo A. IOR ERtAdOfll Niecu3dofll --er,ritliop dp. RPeporamiento y a~igten­

oia tlonioa. Así, la resoluci6n 1988/53 (de 8 de marzo) de la Comisi6n
destaceS 00110 objetivo del Fondo el apoyo "para actividades prá:cticas
oentradas en la aplioaoi6n de las oonvenciones internacionales y otros
instrumentos internacionales sobre derechos humanos" (par.4); y recome,!!
d6 "la prestaoi6n de asistenoia de expertos a los gobiernos con el fin
de crear y desarrollar las infraestruoturas necesarias pa~a satisfacer
las normas internacionales en materia de derechos humanos" (par.5).
Las ayudas de tal Fondo s610 se podrán prestar ei el Gobierno interesa­

. do 10 solicita, lo que no ocurría con los Fondos constituidos en etapas
anteriores.

~. infra, Cuadro 7.



Cunero 7

RlNDOS FIDUCIARIOS DE NACIOlm> UNIDAS m MATERIA DE DERECHOS HUMANOS -

HOMBRE ESTABLEC:DlIE1fl'O ADlfiNISTBACION OBJETIVOS

JbDdo F1duoiar!o AG•• Res. 2054 B (XX) .Contribuciones vo1un_ .4uda letrada a per-
d. lu Baeionee de 15.12.65 tartas seguidos en Sudáfrica
Unida. para .secretario General, T Namibia T a sus
SulW.tr1oa uesorado por un familiares _

. Coait~ de Síndicos . .quda f1n&riciera y
educativa

.Asistir refUgiados
de S.A. T Namibia

lbDdo de 1.. Na- AG., Res. 2619(XXV) Secretario General .Financiar programas
oionea Unidas de 9.12.1910 T oon el Consejo Fi- educaci6n y capacita-
paza lfuibia Res. 2812(XXV1) de deloom1sario del ci6n para naadbios

20.12-.11 Thndo que hqan eufrldo
parsecuciones

.F1na.nolar Programa.
de la Naoi6n N&lll1bla

Jbndo Fiduciario AG., Ree. 3151 C (XXVIII) Secretario General. Iapresi6n de publica-
de laa Btaoiones de 14.12.1913 asesorado por el Co- ciones 7 lII&teria1 de
lJuiclu para 1& 1111U oontra el N.U. oontra el
Pub11oid&d oon- Apartheld apartheld
tra el Apariheld

PoDdo d. Contrl- ECOSOC. Res. 1850 (LVI) Socretar1o General T Financiar p%'07ectos
buoiones Volun- de 16.5.1914. Comitá Consultivo de de los Gobiernos lIobre
tar1u para el k-G, Jles. 31/133. 5 lÚembros. nombrados actiYidadfill lnnoYadoraa
De~o d. lae .'te 16.12.1976 por Prellidente AG. Y' exper1llentalell en
B.ti. p&ra 1& representantes de 1& lII&ter1&
lID~er astados (3 años)

~--

Fondo Fiduciario AG., a propuesta CDH, Secretario General, .Recibir contribuciones
de lu Baeiones Res. 13 (XXXIV) asesorado -por Junta voluntarias
Unic!u para de 6.3.1978 de Síndioos de 5 1II1em- .Distribuir~ huma-
Chile En 1981 8e fUnd16 oon el bros sometidos a cüs- nita.r1&, legal. T fina!!

JbDdo de N.U. para las tribuoi6n seográfioa oiera

TíotiJlaa de la Tortura 7 nombrados por Seore- .DetenIdos, presos

(AG, Res. 36/151. de ~10 General cada 3 o exiliados de Chile

16.12.1981) &noS T SU8 familiares

... / ....



Cuadro 7 (cont.)
CVD/24

-
I<IIBBB mTABI.a)IMmm) ADOJlISE.4CION OBJETIVOS

~
JlbDdo di) Contri- AG., Re•• '6/151 .!aiatencia hUl&nit&-Secretario General,
\nao!... Vo1UDo- ele 16.12.1981 ....orado por Junta rla, lepl '7 t1naDole..
tari.. para·lu

~ofti6 el Fondo P1du- de'Síndloos (5) de- ra a v!ott-. tortura
Y{cU- 4", la

diario d. B.U. paza Chile 81gnadoe por Seor. y 8\18 tuúl.f&ree
'ltortuft Gr1. oonfO%'M a orl- 2.700.000 S han ou-terioe de dUtribu- bierto 50 proyectos

016n pogri1'loa, en en }O paí...
ooneulta con .\18 Ce-
biemoe

Fondo de Contr~- AG., Re.. 40/1'1 Secretario GeDeJ':'a1, AsistIr a representaD-
bucioae. 1'olUD- de 1'.1,2.1985 ..esorado por un a tea cOlllUll1dades '7 or-
t&r1u de I.U. {a solioitud Subcom1a16n, Junta de S!Mlooe ganiza.ciones 1nd1genaa
para lu Pob1&- CIII '7 ECOSOC1. (5) oon experiencu para que participen
oicmu In41pnu Coap.Junta'S ndicos: en poblacIones in- en 108 debate. del

A.WilhtJleen Diaz (Guateaa d!pnas, que actuarán G. T. 80bre Poblacionet
la) (Presidente); L. Dunf a título pereoDal; Indígenas de 1& Subco-
ie1d (Womega); A. Sene designado. por Seo. aiai6n-esa'¡; R. Tauroa 1'" Gr1. por } años, pX'!.
Zelandia ; y D. Turk T~ Tia conaulta al Pre-
goalavia • s1dente SubcOll1816n.

Uno debem represen-
tar organizaei6n in-
dígena

FoDdo d. oontri- ODH, Re.. 1987/'8 Secretario GeDl!lral. F1naDciar actividades
buoiOlWS 'Y01tm- d. 10.'.1987 Intoru a CDH '7 práctieas que ...guren
tan.. para .er- ad.'ni 11 tra confoJ:We la apl1cacl6.n no:mu
TlolO11 de .... al Regluento J'1nan- internaolcmales ele
sona1ento'7 oiero de las B.U. DH (asistenola t40niea
..l.tencia·t40- a Gobiernos que lo
nioa en _teria .011eiten, beoas,
de dereoho. hu- Oura08 de formaoi6n)
8DOS



3. Ln difusi6n de loe derecho~ hum~no~.

(a) PolíticQ informativa y nublicided.. " ~ ~~

Publicaci6n y difun i6n de lo!":" ir;trumentos YH '?c.optF.do::: ~oh:'e -iere­
cho:3 humanos.
Publicidad de l~s reunione2 defo~ 6rganos de derecho~ humryno~.

- Puc1icidad de 1a8 decir.ioneG, resoluciones y dec1~r~cione~ :-do,t~­

d~3 por los diferenteG 6rz~no~.

Publicidad de ID.s viol::'.cio~es tie lOE derechos hU!!l~no~ (nlt: roe ~~n

conf.'te.t2.do (Decü;ionc:: de los 6rzrmos competentes, Inf~rme:: d~ lo~
dü:tintos Re12.tor-e::; o ~epre~ent~ntes Especiales de' 1.-:: Comü;ió!: de
Derechos Hum?.11or-;, Grupo[' c.e 'I'racajo, etc ••).
~funtenimiento de public~cioneE peri6dicas eSgecia1izad?~ en derech~~

humanos: Anuario de Derechos ?umanos, Boletín de DerechoE Hum?~o~.

(b) Enseñanza de los derechos hu.:nc:.nos.

- mSSCQ: Snoeñanzé'.. de la Decl~r8ci6n Univers~l.1 de lOE Der~c'-:o,- P.um9.­
no~ en todos los niveles de la enseñanza. Elaborp.ci6n de un ~~teri~l

apropiado para la misma. Pl~nes de estudio. Formación profef:or~do.

Des~rrollo de inctituciones nacionales, regionale~ e intern~cion~lef"

p~ra la enseñanzn y la investigación en materia de DR.
- Coordinación internaciont.'.l de la documentación y difusi6n de l~ infor

mación sobre DR.
Celebración de Aniversarios de los DH.

(c) Estudios sobre DH. Art. 62 Cart2. (ECOSOC).
Org~nos encargados de la realización de estudioE: Secretario Gener~l,

Comit~s, Grupos de Trabajo, RelatoreG Especiales, etc.
Fuentes de inform~ción en la realizaci6n de Estudios:
- LOB Gobiernos de lo~ 3~tados Miembros;
- El Secretario General;

Los organismos especia1iz?-dos;
Las ONOs. reconocidas como entidades consultiva~;

Las obras de los ettUdito~ y hombres de ciencia de autoridad recono­
cida.

Estudios elaborados por mienbros de la Subcomisi6n (Rclctore$ ~~pe­

ciale:) y su inter~cci6n en el proceso inicial dp. l? ~ "~bor~ci6n de
futuras norma~ de codific~ci6n y/o desarrollo progre~ivo del n~ inte~
nacional de los DR.
A este prop6sito, se ha dicho que n ••• l a Subcomisión tan s6lo puede re
sultar creativa en la medida en que sus miembros sean verdaderamente
expertos en sus respectivas especialidades. Cuando los Estados inten­
tan protegerse de la Subcomisi6n mediante la elecci6n de personas que
políticamente consideran dignas de su confianza, ••• la labor de la ­
SubcoD".si6n se convierte en una política rutinaria•••" (Cfr. doc.
E/aN. ,t/1988/0NO/38, de 9 de ferero de 1988, p.2, par.2). En esta lí­
nea, tul numeroso ~po de ONOs deplor6 u ••• l a politizaci6n cada vez
~or de" los problemas relativos a los derechos humanos y la tendencia
creciente que se manifiesta en la Subcomisi6n a utilizar esta tribuna
con fines pol'micos y para celebrar debates que son extraños a la cau
sa de los derechos humanos ••• " (Cfr. doc. E/CN.4/l988/0NO/4l, de 9 de
febrero de 1988, p. 2, par. 3). -
La Comisi6n fu~ sensible a estas críticas, pues en su resoluci6n
1988/43, de 8 de marzo, exhort6 a los Estados a que designen" •••per­
sonas que satisfagan los criterios de expertos independientes, que de­
ben desempeñar sus funciones en calidad de tales como miembros de la
Subcomisi6ntf (par. 16).



(1)

. Los estudios de base realizados por los distintos Relatores Especiales
de la Subcomisi6n han tenido y tienen una importancia fundamental como ­
punto de arranque de un proceso de codificaci6n que, de tener éxito, cul­
minará en la adopci6n de nuevas nDrmas de derechos humanos, ya sea bajo
la forma de declaraciones o resoluciones, ya bajo la forma de tratados
internacionales que, en su proceso final de elaboraci6n, son sometidos
a la consideraci6n de los Estados para su adopcieSn en el seno de un eS,!
gano internacional intergubernamental o en una conferencia de plenipo­
tenciarios convocada al efecto.

La simple enumeraci6n de los estudios más representativos ya realiza­
dos o de los que están en curso, es ilustrativa de la importancia de los
mismos:

de los nítlos. N. York,
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t 53 p.

a human ri ht.

(ii) Estudios e informes en preparaci6n por los distintos miembros de la Sub­
Comisi6n. ~. infra, Cuadro 8.



Cuadro .'3 CVD /28

ES'lUDIOS E INFORMES EN ELABORACION POR MIEMBROS DE LA SUBCOMISION

~tul0 del e.tudlo

!r.!O[~• • ~bre l. vlAbili~ad

de ~~ estudio de 14
de.i.··/erB~6:1 en S~dStrlc.

y .:1 ,..r.l1b1a

Er.CCXNnd.&c!o a 011[iO& ~C'lon.& pert lnen~••

~~s~tvct6~ 1~a7/5 ¿e :.
S\.ibcocns16n

.i c.¡.·~~.r¡o p<lra IU ;>reacntlc16n

El ~n!o\~~ ~e~~ lec pr~.ent.do

.. ~A Scbccols:¿n en I~

40' p~r{odo de ••• lonel

~5t~~10 aobr. l. ~ete~e16n

.-1."t.inlstra.tlvA .in &C'\uu~l6n

o ju1cl0

Anill.ll del plln q.~er.l de
~ e5~~dlo .o~:. loa tr&ta4oe
'.:.1.~brAdo. entre 1,('1. pueo10.
~ndtge~&. y 101 Estado. on
toda. : •• ~rt•• del D~do en
rel.~l6n con 1& 1~po=t4~cl&

.c~u&l 4e esos tratAdcl p8ra
todas l •• pAt't41'1 1nte:'e8~d•• ,

y de lal tue~tel e~ que debe
~o.r•••••••t.udlo

Sr. Leul. Jolnet

Mie:uel
Sr. AltMI" H4rtinn

ñescluclón 1987/24 4t :.
S~":o'a181én

Relcluc16n 1967/17 d. la
s~';",,1.16n

~o' p~r{odo de •• s10n•• d. l.
Sulx:0<4.l.16n

U doeu....nto debe IOr

pre.ent4o!o • la sub~1.1~n en
su 40' período ~e 10.10ne.

Into~. relltlvo al proyecto
de declarAcl6n .obr. la
lndc~n4encl. 4. la jUltlcla

Sr. L. M. Slnqhvl ~'sol"cléo 1967/23 do la
Sl.&!xot\1.16n

El lnCor... debe lO: ;>re.entldo
no ajo tardo del 30 d. r4Yo
de 1988

~.~~to 4e er.b4,o relat1vo
.1 proyecto de declar.c16n d.
prIncipIo. eo~r. 101 derecho.
do la. poblacloneo lndIqona.

Pesol'Jc16n 1987/16 eSe l.
s~~::.J..16n

oeb••er presenta40 ¿l C-"""'JJ)O c!e
T:'a~jo .obre poblac1ones
lnd!qen.. en 1\1 ..,,~o período
d~ I.,ionos, In 1988

Eotudlo oobre 10. I09ro. Sr. Aab,_rn El4a
~lc.r.~.do. r lo. obo~'culo.

ourgldo. dur.nte el prlaer
Orc4:tl0 do la Lucha contra
el ItAcl ..... y la
DllcrLaln.cl6n Raclel

ilesoluc16n 1983/10 Y
1997/6 de la SubeOlal.16n

:El lnfor:ae doflnltlvo debe lec
pre.entado a la Subcocl.16n en
.\1 40· periodo de '''J.lon••

Anill.l. d. lo. tendencll' y Sr. C. L. C. Mubenqa-Chlpoya
.cont.c~l.n~o. actual••
r..pecto del darecho I uUr
de cualquIer poSe. lncluoo
del propio, y el derecho &
reqre.lr al propio poS.

Re.olucl6n 198~/29 Y
dacle¡bn 1987/10S do la
SUl>caai.16n

El 10to.-- defiri1tlvo debe .Ir
pre••nt4do a la lubcODl.16n en
.u 40' perIodo dI •••10n••

E.tu~10 .Obr••1 e.totuto Sro. trlce-Irone A. Ole.
reeonocldo al 1ndlY14~o en
el derecho InternacIonal
cante.perlneo

Relolllc16o 198~/)1 V
decl.¡bn 19971112 do l.
Sulx:OBÚo16n

El lnto...... definitiVO debe .ar
pr..entldo a 1.. 6w.e-ld6n an
.u 40' período d••ellon••

Loa derecho. hua.n~ y 1. Sr. OUa!tru n..l1u
1uvontud

Re.oluc16n 1985/U y
c!.clo1bn 19671112 do le
Sulx:oaJ d6n

El 1ntot'W'e dobe a.E"
pr...ntado a la S\Ú>CO&1aillft en
'u 40' periodo de ... lon..

EetudIo .Obre loo dorechol Sr. Lean4ro oe.pouy
h~nol y lo lnc.pocldad

Ruoluelbn 198~/10 de la
Subc:oa1e16n

El lnto"", .obr. la un:ha de
loa trabejoa dabe .n
pr-•••ntado A lt SubcoaJ..l~ en
ou 40' perSodo de .e.lon••

Eetudl0 .Obre la utlll.oc16n Sr. toull ~l~t
de U"horc. COOlpuUdorludol
d. data. ~r-an.l••

Reaoluclbn 1985/14 de le
Sulx:....1el6n

El lnto... deUnitivo debo oer
pr..entado • lo SUbeoIU.l6n eln
.U 40· perlDdo do ••s1on••

I
I "'~tu611~.c16n anual d« 1. Sr. A.''\~od JOlallta

"

lt.~4 ~. ~nco., .~pro.4.
:r.r.8n~c1on41~. y o:r.s
o~j4~lt4ct~no. que pr •• tan
.,~.t.r.ela al r'~J~n racista

I
y col<>r.lal1lto de S\lditrlc.

I E"tudlf') d. loa tr.ta~o. Sr. Alfor..o Kartl'n.z
c.1ebrado••ntre lo. pu~b~~.

ln_~{ger.A. y 101 !:.atado. en
toda. la. porte. del ~¿ndo

R.BQ~U~~"n ~987/7 ~~ la
S\I!>c""'1116r.

Ro'O:\lC16~ 19871l' Y
~(oy.cto de r ••oluC16n IX
de :a S~on¡116n

LA revl.16n .~U4\ debe ler
pr.~entad. a 1. Subc~.16n en
au ~O· pnr{odo d. eOlion••

!~ intorae pr.ll~ln.r d.~ .er
pre.entado • la Subeoel.l6n In
.u 41' pGrIodo d••e.lon••

I~fo~ anual y lllta ~e lo.
?lr.el que proclaman,
prorroqon o levanton el
e~tado de e.cepcl6n

Sr: Lelndro oeopouy Reoo:uc.6n 1987/2~ de la
subcoeú Jl6~

El .equn~o lnto~. anual debe
oer p~e••ntado a la Subeo~I.16n

.n su 40' periodo d••••1one.

~t\ld!o .obr. la ellalnac16n
~e tod•• l•• torPOo de
lntolerancl•••11910••

E.tudl0 d. lo. proble~.,

politlca. y ••d1da.
proqre.lv•• relativos a una
r.&11&ac16n aA••lect1va de
108 dorecho••co~6mlco.,
,ociol•• y cultural••

oe~ ~OIIlbrara. un R.latoor R.ooluc:6n 1987/33 do la
EotpecU! S'-Ibc"",1I:6n

Debe nOlllbraro. u'l R.lator ~e.o'\lclbn .987/29 de la
E.peclal Su.."<:<'1I1116n

El 1ntorso debo ,"r pre.entado
1 la SubcOGls16n en ou
41' período d••e.lone.

El lntorm••obre la aarcha d.
lo. trabo jo. debo ••r
pra ••ntedo a la SubcoaIe16n en
IU 41' perIodo de •••lone.
el lntorBe dotlnitlvo debe 15r
pre.entado a l. S\Ú>Coai'16n en
IU 42- perIodo 4••••ione.

la Subcomi
su 38d'"'

¡Cfre doo. E/CN.4/1988/37 , E/CN.4/Sub.2/l987/42, pp. 148-9 (Informe de
si6n de Prevenoi6n de Disoriminaciones y Protecoi6n a las Minorías sobre

período de sl!!ml.ones. Ginebra, 10 dEl agosto a 4 de septiembre de 1987) J.
.>
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4. Servicios de asesoramiento y asistencia t~cnica.

- Se conceden a solicitud de los Estados interesados. En el pasado, se
han prestado a Uganda (198l), República Centroafricana (1981) y Bolivia
(1983). En el presente, se prestan tales servicios a Guinea Icuatorial ­
(desde 1980), Guatelama (a partir de 1981) y Haití (desde 1981). En todos
los casos se trata de paises que tenían anteriormente importantes antece­
dentes de viol~ciones masivas de derechos humanos fundamentales, por lo ­
que habían sido objeto de la atenci6n de la Comisi6n de Derechos Humanos
en debates conliJenciales (bajo el procedimiento 1503) o públicos (proce­
dimiento 1235) (~. infra, 11.4 y 5).

- La modalidad de servicios de asesoramiento empleada en todos los ca­
sos ha sido a través de un Experto nombrado por el Secretario General con
el encargo de ayudar al correspondiente gobierno a restablecer la plena vi­
gencia de los derechos humanos, despu~s de una etapa hist6rica de ese pe.ís
caracterizada por violaciones masivas.

- En el caso de Guatemala, la resoluc~6n 1988/50 de la Comisi6n de Dere
chos Humanos, de 8 de marzo, prorrogó por un MO el mandato del Experto ­
(H. GROS ESPIELL) y valor6 que "El Gor-ierno constitucional de Guatemala ha
hecho grandes esfuerzos para garantizar la vigencia plena de los derechos
humanos y las libertades fundamentales y para impulsar el proceso de conso
lidación de la democracia•••". El Experto recomend6 a la Comisi6n poner e~
marcha un amplio programa de asistencia consistente en la organización de
cursos y seminarios para la formaci6n de jueces, funcionarios de policía y
miembros de las Fuerzas Armadas.

- En el caso de Guinea Ecuatorial, el Experto (F.VOLIO J~~Z) prepar6
un "plan de acci6n" con recomendaciones para el restablecimiento de los de
rechos humanos en ese pais. La Comisi6n (res. 1988/52) pidi6 al Gobierno­
"que preste la debida consideraci6n a la aplicaci6n del plan de acci6n".

. . .

- Otras modalidades de servicios de asesoramiento pueden surgir en el
futuro inmediato debido a las recomendaciones que los distintos Relatores
o Representantes Especiales de la Comisi6n, o sus distintos Grupos de Tra­
bajo, est!n formulando en favor de la extensi6n de tales servicios a los
paises que son objeto ·de su estudio particular por existir en ellos situa­
ciones de violaciones masivas de los derechos humanos. Igualmente, el Gru­
po de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, así como los
Relatores Especiales sobre Ejecuciones Sumarias o Arbitaarias, sobre la Tor
tura o sobre la Intolerancia Religiosa, reconiendan la adopci6n de distintas
formas de asesoramiento a ios países que lo soliciten por encontrarse en di­
ficultades para cumplir con sus obligaciones internacionales en materia de
derechos humanos.

- Por otra parte, tambi~n se han prestado recientemente servicios de ase­
soramiento para organizar cursos de capacitaci6n de funcionarios gubernamen­
tales en materia de derechos humanos (Asia, Am~rica Latina, Africa). Estos
cursos tuvieron por objeto prestar asistencia práctica a los Estados en la
aplicación de los instrumentos internacionales de derechos humanos, la ense
ñanza de los derechos humanos, o bien la preparaci6n y presentaci6n de los-i~
formes nacionales en cumplimiento de las convenciones de las Naciones Unidas
sobre los derechos humanos. En este sentido, la Comisi6n de Derechos Humanos
inst6 a los Gobiernos a aprovechar tales servicios "._.sobre la aplicaci6n
de las normas internacionales de derechos humanos y la experiencia de los
6rganos internacionales competentes" (resoluci6n 1988/54, de f3 de marzo, p~
rrafo 10).



Seminarios celebrados bajo los auspicios de las Naciones Unidas

- Seminar on Judicial and Other Remedies Against the i11ega1 exercise or
abuse of Administrative Authority. Cey10n (Sri Lanka), 1959. Doc. ST/TAO/HR/4.

-Seminar on Judicial and Other Remedies ••• (idem). Buenos Aires, 1959.
Doc. ST/TAO/HR/6.

- Seminar on the Protection of Human Rights in the Administration of
Crininal Justice. N. Zealand, 1961. Doc. sT7TAO/HR/IO. .

- Seminar on iR~ro, habeas corpus and other similar remedies. Mexico,
1961. Doc. ST/TAO R/12.

- Seminar on Judicial and other Remedies against the abuse of AÜMinistra­
tive Authority, with apecial emphasis on the role of parliamentary institu­
tions. Sweden, 1962. Doc. ST/TAO/HR/15.

- Seminar on Human Rights in Developing Countries. Datar, 1966. Doc.
ST/TAO/HR/25.

- Seminar on Apartheid. Brasilia, 1966. Doc. ST/TAO/HR/27.

- Seminar on the effective realization of civil and political rights at
the national level. Kingston, 1967. Doc. ST/TAO/HR/29.

- Seminar on the Elimination of all forms of racial discrimination. New
Delhi, 1968. Doc. ST/TAO/HR/34.

- Seminar on the effects of Scientific and Technological Develompents
on the Status of Women. Iasi (Romania), 1969. Doc. ST/TAOtdR/37.

- Seminar on the establishment of regional commissions on human rights
wtih special reference to Africa. Cairo, 1969, oc. ST/TAO/HR/38

- Seminar on the dangers of a reCnldescence of intolerance in all inte
forms and the search for ways of preV4!nting and combating i t. Hice, 191].
Doc. ST/TAO/HR/44.

- Tab1e Ronde avec la participation de Professeurs d lJniversi té et de Di
recteurs d'institutions s'occuPant des relations entre les races, consacrée­
a l'enseignement relatif aux problemes de discrimination raciale. Geneve,
1979. D~o. ST/HR/SER.A/5.

- Seminario sobre los efectos que el injusto orden econ6mico internacional
actual tiene sobre las economías de los países en desarrollo y el obstáculo
que e1io representa para la aplicaci6n de los derechos humanos y las liberta
des fundamentales. Ginebra, 1980. Doc. ST/HR/SER.A/8. -

- Seminario sobre las relaciones que existen entre los derechos humanos,
la paz y el desarrollo. N. York, 1981. Doc. ST/HR/SER.A/IO.

- Seminario sobre los recursos y otras formas de proteccieon de que disPQ
nen las víctimas de la discriminaci6n racial y actividades que han de empren=
derse a nivel nacional y regional. Managua, 1981. Doc. ST/HR/SER.A/ll.

- Séminaire sur lés procédures de recours et autres formes de ps-otection
dont disposent les victimea de la discrimination raciale et sur les activités
a entreprendre aux niveaus national et réglonal, en particu1ier en Asie et
dans le Pacifique. Bangkok, 1982. Doc. ST7HR/SER.A/13. .

- Seminario sobre violaciones de los derechos humanos en los territorios
palestinos 1 en otros territorios 'rabes ocupados por Israel. Ginebra, 1982.
Doc. ST/HR/SER.. A/14.
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- Seminario sobre las experiencias de diferentes paises en la aplicacicSn
de normas internacionales en materia de derechos humanos. Ginebra, 1983.
Doc. ~)T/HR/SER.A/15. .

. - Seainario sobre lo~ medios de lograr la eliminacicSn de la explotacicSn
'del trabajo de loa niflos' en todas las partes del mundo. Ginebra, 1985.
Doc •. ST/HR/SER.A/18.

- Seminario sobre la asi~tencia y el apoyo' internacionales a los pueblos
y los movimientos que luohan contra el colonial~smo, el racismo, la discri­
.ins~icSn racial y el apartheid. Yaoundé (Camerún), 1986. Doc. ST/HR/SER.A/19.

!!sas de Estudios

Se destinan a fancionarios gubernamentales que trabajan en relaci6n con
teraas de derechos ·huaanos, a fin de que puedan ampliar sus estudios y eXJ»!
riencias profesionales. Son los propios Gobiernos quienes proponen los ca.!!
didatos, y se conceden las becas en funci6n de los recursos disponibles y
&! un reparto seogr4fico equitativo. De este modo, ya se han concedido 800
becas, siendo la media actual de 30 becas al año.



'11. LOS M~"j~C_~.]TIS;.:oS DE P~O~CCIO}T DE LOS n:::fBCHOS Hm·WWS

l. !!ecani~oos no contenciosos: Inforn?-ci6n y conciliLci6n.

A) Los informes peri6dicos.

(a) Ant~ccden'te:

- Comíté Sf-mecíal de Informes Peri6dicoE de b. Gomi~i6n de Derechos H~

m::l.nOE (compuesto por representantes de los S~:·tp.dos).
:::stab1ecido por el ~COSOC, Res. 624 B (XXII), de 1 de élgO~tO de 19~,E;
su mundnto fue ~ctualizado por Eeo. 1074 C (~XY.IX), de ?B de julio de
1965.
Competencia: Recibir info~mes de lo~ Sstadoc y oreanismos especializ~

dos, ac! como de arras. Tales informes se proyectaron en ciclos de 3
años: (i) derechos civiles y político~; (ii) derechos econ6micos, ~o­

ciales y culturnle~; (iii) Libertad de información.
Objetivoz: Evaluar las medidas adoptadas por lo~ Estados en relaci6n
con el re~peto de los DH tal y como f~"'-ran en In. Declarélci6n Unive,r
séll de DR, así como el derecho de libre determinaci6n de los pueblos.
La Rec. 35/209 AG, de 17.12.1980, así como la Decisi6n 10 (XXXVII) de
la CDP., de l3.3.l9Rl, pusieron término a este mecanismo de informe~,

por conoiderarlo obsoleto e ineficaz.

AdeMs, por esas fechas ya habían entrado en vigor 4 de los tratados.
internacionales de derechos humanos que prevfn la obligaci6n para-los
Estados partes de presentar informes peri6dicos sobre la aplicaci6n
de las normas en ellos contenidas en sus respectivos 4mbitos internos
Lvg. infra, apartado {d}.J.

(b) m~sco. Lo::: arte IV y' VIII de su Consti tuci6n e!:tablecen que los 3f-'té'­
dO$ pertes someterán informes peri6dicos en lo!: que consten antecedentes
sobre las leyes, reglamentos y estadísticas relativo~ a las institu~io­
nes y actividades educativas, científicas y culturales del 3stado, h~­

ya o no éste ratificado l~ Convenci6n de que se tr~te.

A p~rtir de 1965 103 Informes peri6dicos ne presentan ~obre la ba~e ce
un Cuestionario y a intervalos regulares. Son examinados 'por el "Corni­
"té de Conv~ncione3 y ~ecomendn.ciones" , compuesto de 25 miembros.

(e) 2.!!:. - Sumisi6n de convenios y racomendacioneF; n. la!': autoridDdec nacio­
nales competentes (arte 19 Constituci6n).

- Convani05 ratificados: Cuestion2rios t~cnicos que son respondido~

por los ~stados 2. través de sus Informer: (!.temorias).
- Convenios no ratificados y recomendaciones: Se pueden solicitar in

formes sobre el estado general de su aplicaci6n. -
- Orearlo de control: Comisi6n de Expertos en Aplicn.ci6n de Conve­

nios y R«comendaciones (20 ~xpertos, sometido~ a distribuci6n ceo
er~fica, independientes). Infoma anualmente a la CIT jr formule. -=
"observaciones" de carácter técnico a los "E~tados..

- Comisi6n de Aplicaci6n de Convenios y Recomendaciones de la Confe
rencia (composici6n tripartita). Sobre la ba~e del Informe de la~
Comisi6n de Expertos, invita a los Gobiernor. a exponer ~u parecer.
Por su car~cter tri:oartito, representa.ntes de empleadores y de trn
bajadores pueden expresar también!':u opini6n. Informe C' In CIT.



""'."'{JJ

(d) O.N.U.
La obligaci6n de presentar informes peri6dicos en el actual sistema

de las NU tiene las siguientes características:

- Base convencional: Previsto en 6 instrumentos convencionales hoy en vi­
gor: Convencian Internacional sobre la Eliminaci6n de todas las Formas de
Discriminací6n RaciaÍ, Pacto internacional de Derechos Econ6micos, Sociales
y Culturales, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Conven-­
ci6n Internacional sobre la Represi6n y el Castigo del Crimen de A~rtheid,

Convenci6n sobre la eliminaci6n de todas las Formas de Discriminac~n contra
la Mujer, y Convenci6n contra la Tortura y Otros tratos o Penas Crueles, I~

humanos o Degradantes. Vid. infra, Cuadro 10.
Esta base convenci~l se continua ampliando por la vía dé la adopci6n

de nuevas Convenciones internacionales de derechos humanos. La última de ellas
en entrar en vigor el 3 de abril de 1988 ~ la Convenci6n Contra el Apartheid
en los Deportes. Adoptada por la AG ellO de·diciembre de 1985, entr6 en vi­
gor en la fecha antes indicada al alcanzar el dep6sito de 27 instrumentos de
ratificaci6n. Esta Convenci6n pre~ la creaci6n de una Comisi6n Contra el
Apartheid en los Deportes, que deberá ,constituirse en los pr6ximos meses. E~

tarl compuesta de 15 miembros y podrá recibir informes de los Estados Partes
sobre los cuales formulará recomendaciones a trav~s de su informe anual a la
Asamblea General •

. Igualmente, el proyecto de convenci6n sobre los derechos del niño (texto
en elaboraci6n, pero ya en segunda lectura) pre~ en su proyecto de artículo
2? el establecimiento de un Comit~ de los Derechos del Niño que tambi~n po­
drá recibir informes peri6dicos de los Estados Partes sobre las medidas ado~

tadas en aplicaci6n de la convenci6n.
- ~~tione materiae l~ obligaci6n de inforn~r S~ circ~~~cribe ~ lo~ derr.­

chos commgrados en c<:'dG. uno de 10G trat'1dof'.
- LOG 6rganos de control se componen de eÁ-perto!': independiente~ (f'::lvo en

el c~co de la Conv. contra el Ap~rte~id).

- L02 distintos Comit6s exp.minan los infor~e~ escritos de lo~ E~t~do~ ~o

bre lG base de criterios orientadores previo0. ~l examen se hqc~ en ~e­

:::i6n pública, en cooper~ci6n con represent;-n~e2 del ~stcdo intere:""~.do,

quiene::: est~n pre3en~e:: y pueden re:::ponder ~ pr~::'Unt~¡. de rni~mhro~ 0.,:1
Co~ité respectivo, ~ornular acl~raciones, c:c.

- ::;1 e:~':'.~en del inforrnc provoc2. un diilogo Co;ni té-Gobierno ~obre lnf' di 'f'i
cult~des de é8te en lq plena ~plicaci6n de 1~ convenci6n.

Las discusiones con Bos representantes de los Gobiernos se realizan sobre la
base del informe que ha presentado el respectivo Estado. No obstante, otras
organizaciones. internacionales pueden someter informaciones y comentarios pr~

pios, en cuyo caso tambi~n podrán ser tenidos en cuenta por el correspondien­
t~ Comité. Se trata de organizaciones tales como la OIT, la UNESCO y la OMS.
Los Comités autorizados a recibir este tipo de informaciones adicionales son
el CDESC, el CDH y el CEDCM. Por su parte, el CDESC es el ~ico Comit~ ofi­
cialmente autorizado (por el ECOSC) a recibir informes procedentes de organi
zaciones no gubernamentales.

La fUnci6n de estos Comités al estudiar los informes de los Estados no es
la de condenar o acusar a loe mismos, sino expresar opiniones, observaciones
o recumendaciones a tales Estados sobre las medidas a adoptar para mejorar la
aplicaci6n interna de las normas contenidas en las convenciones. No obstante,
la publicaci6n de tales opiniones de los Comités en sus informes anuales, al
ser éstos difundidos, producen cierta presi6n moral sobre los Estados.

El Cuadro 10 (infra) ilustra todos estos extremos.
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CUlldro 11
CVD/35

CONVENCION CONTRA LA TORTURA: LA OBLIGACIO~ DE INFOID1AR DE

LOS ESTADOS (artículos 19-20).

Comité contra
'la Tortura
(10 Expertos)

CQpsent.

E
coopera S
ción - '" T

- A
D
O

'" (20.3)

Visita/

In!" _:.:¡¡I~c ión
sobre úrác- E
tlca slste- S
mática de coopera T

ción -tortura en ) A
un Estado D
Parte (20.1) O

(20.1)

'obserVa----~--~
clones-

RESUMEN
RESULTADOS
INV;ESTIGACION
(20.5)

CONCLUSIONES
G.T. al Co- ) Estado
mité Confld.I----~IParte

(20.4) /

1"Observac.
y sugeren
cias confi
denciales. -

Grupo de Tra
bajo -inves=
tigaclón con­
fidencial­
(20.2)

"

CO~1ENTARIOS

GENERALES
al Estado
interesado
(19.3)

INFORHES
ESTADOS
perlod. :
1 al0 (12)
4- a10s
(19.1)

Informe anual
a A.G. y Esta
dos Partes ­
(24 y 19.4)

observo
Estado
interesa
do (19.;)

* lIotal Conforme al arto 28 de la Convencidn, han formulado reservas al arto 20 los
;¡;ientes Estados Partesl Ughanistlbl, Bulgaria, Hungría, R.D.Alemana, R.S.S. de
Bielorusia, R.S.S. de Ucrania y Unidn Sovi~tica.



lantean en la ráctica del sistema de "informefl
dicos" ,en el de . las· Naciones Unidas.

El Cuadro 10 muestra un significativo número de informes pendi~ntes de
pre~ntaci6n ante los respectivos Comit&s, alcanzando ~n algunos casos
proporciones alarmantes. En este sentido, el Presidente del Comit~de De­
rechos Humanos· dirigi6 el 7 de abril de 1987 una carta a los Ministros de
RelaoionesExteriores de los países cuyos informes iniciales a't1n no ha;:,ían
sido recibidos, recorMndo1es que

:n ••• La presentaci6n de esos informes no s610 constituye una ob1i
gaci6n jurídica solemnecontralda por los Estados Partes al rati
ficar el Pacto, sino que es indispensable para que el Comíté pue
dadeee~ñar su tunci6p básica de establecer un diálogo positi­
vo ~on los Estados Partes en la esfera de los d.erechos humanos".
(.Qlli Informe del Comit'de Derechos Humanos, doc. A/42/40, p.
l~ .. .

Otro problema que se ha presentado en los dltimos afios se refiere a la
finaa-¡ciaci&l de las actividades de estos Comit~s. Tradicionalmente, tal fi
D8I'lciaci6n _bacía'con cargo al presupuesto regular de las HU, y as! con=
timt& ocurriendo en relaci6n con el CDESC, el CDH, el Grupo de 3 y el
CEDCII. En cwmto al CERD, solo parcialmente, pues los gastos de los Miem­
bros de ese Coait'<es decir, viajes y dietas) son pagados por los Estados
Partes. "3l"9,' debido a la actual situaci6n de crisis financiera de la Ore
nizaci6n, 'sta no puede 88gutr "adelantando" el dinero necesario que los
Estados partes ~n y que, por sus propias difioultades financieras, no
papa. La situaci6n se ha degradado basta tal punto que el e:'tado Comíté
'no ha .podido celebrar un período de sesiones y otro con una considerable
reducci6n de tie~, lo que ha justificado la adopci6n por e 1 Comít~ de la
decisi6n 1 (~QXV), de 6 de agosto de 1987 0 en la-que expresa:

"Conveneido de q~e la Aeamblea General no permitirá que el instrumento
y lIeC.nl.~ contea 1':1 racl&1IO y la discriminacl6n racial más ampliamente
aceptado se vea Merwacabado a consecuencia de la insignificante suma que se
requiere para financiar los CJilstO$ de aslstencia de los miembros del Comité
a sus dós períodca de a.aiones an~al.s,

Reca-ienda a la Asaablea General que en espera de que se encuentre una
solución plen...nte satisfactoria a la. actuales dificultades, considere la
posibilidad de autorizar al Secretario General a que siga sufraC}ando los
9a.toa de los .ie~ros del Coaité, como se ha hecho en el pasado, para que
el COIfti.té pueda continuar su illportant~ labor.'·

i Cfr. Into~ del Comít' para la elimins.ci6n de la disorimiJ!U!.Ci6n ra-
- ~, .doc. A1421l8, p. l7SJ. . .

La EFICACIA del sistema de "informes peri6dicos" en las NU ha sido t8!!
bi'n objeto de amplios debate", sobre todo en sus aspectos procesales. En
este sentido, una organizací6n no gubernamental ha formulado recientemente
las siguientes propuestas'



1) Limitar la elaboración de futurqs instrumentos a la pt"epar~clon de
protocolos adicionales a los dos Pactos Internacionales sobr.~

Derechos Humanos, siguiendo el monelo del Convenio Europeo de
Derechos Humanos,

2) Consolidar todas las obligaciones vigentes en materia de
presentación de informes de conformidad con los instrunentos sobre
derechos humanos ya c)dstentes, de tal manera que los Estarlos Partes
tengaij que presentar solamente U~ informe cada cuatro 2ñoSl

3) Centralizar todas las actividades de vi~ilancia en un s6lo 6rgano
de supervisión, conforme "l la práGtica seguida por la Organización
Internacional del Trabajol

4) Autorizar a este 6rgano de supervlslon el asumir una función
principill en la coordinación de la asistencia técnica de l"is
Naciones Unidas en materia de derechos humanos.')

i~ doc. E/GN.4/l988/ONG/36, de 9 de febrero: de 1988, p. 2J.
Por su parte, la Asamblea General (resoluci6n 42/105, de 1 de diciembre de
1981) reconoci6 la creciente acumulacieSn de informas atrasados, así como
la importancia de "proporcionar recursos suficientes para todos los eSrga­
nos que supervisen la aplicacieSn de los intrumentos". En consecuencia, la
AG pidi6 al secretario General que .~vise "el proyecto de compilacieSn de
direc"trices generales elaborado por los diversos cSrganos de supervisi&1",
consultando a los distintos cSrganos implicados y c~nvocando una ReunicSn
de los diferentes Presidentes de los Comít's, que se celebrará en Ginebra
del 10 al 14 de octubre de 1988, con los siguientes objetivos:

'ti) Otorgar prioridad al examen de medidas correctivas, incluida, cuando
proceda, la acción coordinada, para resolver los problemas destacados
en los informes del Secretario General ;

ii) Proseguir el examen de la iniciativa de armonizar y consolidar las
directrices para la presentación de informes sobre la base de las
sugerencias contenidas en los informes antes mencionados, con miras a
impartir directrices más claras y más amplias para la presentación de
informes más concisos por los Estados partes;

iii) Determina~ y elaborar posibles proyectos de servicios de asesoramiento
técnico con objeto de ayudar a los Estados partes que lo soliciten a
cumplir sus obligaciones en materia de presentación de informes;

iv) Estudiar form~s de agilizar el examen de los informes periódicos, tales
como considerar la posibilidad de fijar un limite de tiempo a las
intervenciones orales, evitar la duplicación de preguntas, solicitar
materi,~ escrito complementario, y alentar a los Estados partes a
presentar ~nformes tan sucintos como sea posible; tI

.
En la misma resoluci6n, adem!s, la AG. pidi6 al ECOSC que estudie la posibi_
lidad de "modificar la periodicidad de los informes" a presentar al CDESC
(el propio Comité había sugerido que los informes iniciales ~leran globales
y se presenta~an dentro de los 2 primeros años, y en lo su~esivo cada 5 años).
El ECOSOC a.cepteS finalmente en 1988 la propuesta del Comít~ de DEse.
Por ttltimo, la AG tambí'n pidicS al Secret.General que organioe tlCursos de ca
pa.citaci6n para los países que experimenten dificultades más serias en cuan=
to al cumplimiento de las obligaciones de presentar informes". (res. 42/105).



(e) ComentariOD y recomend~cio~ec genernle~.
A 1$1 vista del oxamen de LOS Informe a de J o:t ~:-t"'do!': I lo~ 6r~!lo!' de cY!Y.!'T­

tos pueden realizar di3+'into~ tipos de coment~rior:

- 31 Comí t& de Derechos Hunanos (PIDCP), :-uccrenc:<'f:~' comentario!' genar.!.
les que contribuyen a l~ interpretación del ~lc~nce artículo~ P~cto. T2~

bi&n el Comit& ~~rn l~ :limin. Di~cr. contr~ 1'" !fujer y el Comité c.Tortur~•
.. El Comit& D!?;S'.:, recol4onc.?ciones y ol-zcrw~.cione~::;cnerale~ ál -::~O!.:OC.

- 31 CERD ha pedido in!omP.cicSn adicion? 1 f?obre J:' a)Ucaci6n de ciert.o~ ­
art!cu1ott, y ha realiz!'.do ~studios ~oi;J"P, <'.rtr. -1 :: 7.

Co.lt' do Dereohos Humanos (Pacto Internacional~de ~erecho6 Civiles y Polític~6)_.
OOIEIrlRI05 GEBERALE5i formulados con Arreglo al artículo 40.4 del Pacto.

" .
CGMftta~lo !!!!~al 1'.J!!) _" (ar;,;{culo 6)

1. .. 8U ee:-entarlo general 6 (16), adoptado E!l su 378a. s••l6n, celebrada el
27 4Ie 'u110 de 1'12, el COIIit4 de Derechotl RU_nos hac" ob.ervar que el der-.eho a
la ylda enuncllldo e~ el prt...r p6rrafo del articulo 6 "del Pacto Internacional Ge
Derecboe Cl.ile. y POlitico- e. el derechQ .upre-o re.pec~ del cual no se per.ite
Her-nel6n .19una, ni siquiera en .ituaelo.•••xc'!pclonales. Ese .i.-o derecho a
la Ylda e.U t.aIIblfn COft~89racJo .n el articulo J de la Declaracl6n tJniver.al de
De~ecMe 11.....,., aprobada t'Or la AaaIlblea General de l.s Nacione. Unidas ellO de
dlcl"~. de 1941. Be fundaaental para tocloe loe derec~ h\!MnoS.

2. 8ft.U COMft~~lo general ant.rior, el Cc.lt' NU..... tallbi~n ob..ervar que e. la.QZ_ obll.-cl6n ~ loe B.t~ 4. evitar la. guerras. Le querra y otros actos
de ytolencl. ...1.. _1tuen siendo un fla,elo ae la hu..ntdad que arrebeta cada ano
la ..ida de alUar.. de .ercs h.....,. ¡nocente••

3. Aunque Gigue bon4...nte preocupado por el n~ero de vida. huaanas que ellalnan
1•• ~1lC•• COftftnclooel•• en loe conflictoe arNdOc, el Cenit' t0D6 nota de que
duraftt. cuceelwoe per{~. d....ione. de la A.&~le4 General, re~re.entantes ae
todaa 1~. regl~ geG9r'f1c*. eape••aron JU preocupación creciente ante el
c!...noU.o y proUferll1Cl6n d. ar•• cada na ú •••pantous d. destrucción en uu,
que no e6lo ponen eft peligro 1. ylda bUllana, .ino que abeorben rec.. ...reos ~. podrían
utll1aar•• .s. otro~ pera finea ~1ca. y socialee vitales, en particular en
beneficio de lo. P'l!... en desarrollo; y por: lo tanto para prOllOver y garantizar el
di.frute ~. l~ derechcH> huaanoe pa.ra .tocSoe. .

4. BIo-U:I .. aeocia • e.U pt~i6n. h evidente que el diseno, ~n..yo,
fab:lcacl6n,pooe.iÓft y ~~.pliegu.·de ar... nucl~.re. constituyen una de las
..yore. ~n.". al derecho a la ylda con que .. enfrenta .ctua~nte la
tu.anlad. _1:& se agrava por el peligro de que llesue~ a utilizarse
..f.mly~t' tale. ar , no s&.o en caBO de guerra, sino a eauh de un error o
fallo buMno o MC4nico.

5. Ad.-6., la propia exl.t~~ia y 9r.~edad ¿e e~ta t ••naza crean un cliaa de
aoepectta y tMlOr .ntre 108 Z.t!l4oa,. que se opone en .i a ~a prc.oci6n d.l re.peto y
la ott.eryanci. unlnrNl•• de loa dereebos hU&:l~. y lss libertade. fund&~tal.s

de OOftfora1~ con la carta de la. *clon.. Unid.. y lo. Pactos Internacionales de
DerecbOe lb»- . ~s.

6."" Debed. prohibir.. la producción, aneayo, pos.Gl6n, de.pliegue y utilbacl6n
d. al... nucleare. y reconocer.. que se tra~ de deUtos de le.. h\!unldad.

7. 81 COIIit6, ~r conelguiente, en el in~er'. de la hUllanldad, piele a todoe loe
lIetadoe, ~. o no PAr~. en el" PllCto, que ..'dopten aecUi.iae u~gente. unllatera1Jleftte
y M41an" acuetdo, sa-ra elia1nar e.u ...nal'a del _ndo.
L Into~ elel ColIJ:t' de Derechos HUNDOB a la AuableaGeneral. Doc. A/40/40 ,

Anexo n, pie. 171.J



COMITf.: DE D3FECHOS BCmrOrUcos, SOCL~IES y (jULTU!U\LES

Formulaci6n de sugerencias y recomendacic,nes de caráctel general, basadas en el
examen de los informes presentados por los Estados Partes en el Pacto y 9Qr los
Organismos especializados.

A. Observaciones cenerales
•••••••••••••••

Cuestiones generales

299. El Coaité consideró que el fomento y el ejercicio continuos de los
derech~ humanos y las libertades fundamentales estaban estr~chamente

vinculados con el 109ro de la paz internacional. Por consiguien~e, era de
capital importancia que todos los Estados Mieabros fomentasen y respetasen
plenallente los derechos humanos y las libertades fundaaentales de todos, de
c~nfoc.idad con el artículo 1 de la Carta de las Naciones Unidas. El Co.ité
reafiraó que todos los pueblos y todos los individuos tienen un derecho
inherente a la vida y que la salvaguardia de ese derecho fundamental es una
cohd,;,ción indispensable para el goce de toda la gaaA de derechos ecooo.icos,
sociales y cultural~" asi ce-o de derechoe civiles y políticos••••••

302. En vista de esas dificultades eSgeCiales, ~l Coaité reiteró que la
aplicación progresiva del Pacto estaba estrecha-ente vinculada con el proceso
de desarrollo de cada pais ~. por tanto exigia un contexto internacional
favorable. A ese respecto, unifestó su grave pr~upación por la brecha cada
vez ..yor que separaba a 10. patses desarrolladoa y Los paises en desarrollo,

así c~ por la grave carga de la deuda externa qUe padecían 105 pueblos de
_rica l'..atina, Asia y Africa;- En eH cortexto, el ee.ité reiteró su gra.e
preocupación por las repercusiones negativas de la vigente situ&ción ec~ca
internacional, en particular par,. Lo. paises en ~.~rrol1o, e hizo hincapié en
la i.portancia de reforzar aún .ás la cooperación internacional para el
desarrollo y para lograr un orden ec:on6llic:o justo y eqult~tlvo. . . .

303. ElCo~té consideró que, al·exa~ln~r .la. inf~r-e. presentado. por lo.
Est~s Partes en el Pacto, debería te~rse 'ptesente .... contexto econÓllico
neqativo, así COlDO el nive.l de desarrollO de' cada' pai.. El Coll1té insistió en
que la pr~sentación de un infoCl~ deblaconaiderar.. e:a-o una oportunidad para
el- diálogo entre el CoIalté y los ~obiernoe de lo. ~.tados Partes, cuya
finalidad era lograr una _jor ee:-prenslon de su. e.fuerzos y logros, asi ee-o
de los obstáculos y probleaas que .ucbos Bstado. Partes encontraban en la
aplicación progresiva del Pacto, con .iras .. ayudarles a superar e.as
obstáculos, si así lodeaeaban.

304. El Coaité prestó particular atención al hecho de que -1987 babIa sldo
Procl...do Afta InterRacio.\&! de la Vivienda pa~a la. Pera0n&8 sin Bogar y
.atia6 que el objetivo era "jorar para fines de 1987 la vivian4a y la.
barriadas de parte de 10. pobre. y desfa90recidoa, de confo~lIi4.s con la.
ptior:lc1a4es nacionalea, e indicar lle4ioa d. _jocac paca el afio 2000 la
vlvi~nda y las barriadas de Loe pobr~. yde.fayocecido•• Expcee6 su grav.
p~eoc:upaci6n por el hecho d. qlie alllonea d. pec..... no 90Sarandel derecho a
la vivienda y reiteró el d.cecho " toda peraona a un nivela 9i44 adecuado
p~~~si y au fallilia, inclui44 una vivienda adecuada.

L crr. Inro~ del Co.it& de Derechos EeoncSaicolI, Sociales y Culturales sobre
- su pri-.r período de se8iOl'.8 (Pacto Internacional de Derechos EcomS_!

cos, Sociales y Cultu~le8). Doc. E/1987/L.15. de 23 de abril de 1987.
pp. 50-1, p4rrafos 299-304 J.



B) Los buenos oficios y los contactos directos

(i) Buenos oficios.

Por el arte 99 de la ~rta, el Secretario General podrá llamar la aten­
ci6n del Consejo de Seguridad "hacia cualquie~ asunto que en su opini~ ­
pueda poner en pelig~'o el mantenimiaento de la paz y la seguridad internaci,2
nales". Partiendo de esta disposici~n" el Consejo ha ido ús al14 en Su pr'~

tica, solicitando del Secretario General que ejerza sus "buenos oficios" ~n

materias .relativas a los derechos humanos que puedan () no comproll8ter direc
tamente la paz y seguridad internacionales. Así lo hen hecho los distintos­
Secretarios Generales, consolidando una pr4ctica ampliamente aceptada.

Al igual que el SecnJt.Grl. de las NO, otros organismos internacionales
practican los "buenos oficios", tales como el ACl'IUR, la OIT, la URESCO, el
CICR, el Consejo de Europa, o la CEA.

La finalidad de los "buenos oficios" es realizar una gesti6n por razO­
nes estrictamente humanitarias, y de car4cter di8cre~0 y confidencial, ante
las altas autor.idades de tJObiemo de un país, en favor de una o varias per­
sonas en grave peligro (ref'.lfÍ ?.dos, inminencia de ejecuci6n de penas de -

maerte, perseguidos políticos). Tambi~n mediante la utilizaci6n de esta ­
t~cnica se puede aconsejar la prorOéi6n y ratificaci6n de los tratados de
derechos huma.~os.

En la práctica más reciente se observa que, en lo que se refiere al
marco de Naciones Unidas, existe una cierta ampliaci6n de las personas que
de una ~ otra manera ejercen sus "buenos oficios" ante los gobiernos.cEn -
efecto, además del Secretario General, Grupos de Trabajo y
Relatores/Representantes Especiales de la Co.aill!6n de Derechos Humanos, t&!!
to temáticos como dedicados a ietenninados pa!S~b, en~ran en contacto'direc
to con los GobiernoG para solicitarles explicaciones en caso de info~ciO:
nes fidedignas de graves violaciones de derechos hUll&nos, y en la esfera de
su respectiva eompetencia. Ef'lta actividad es ~a.que 88 hI'. denollinado de
"acciones urgentes", inspirada en actividades similares de organizaciones
no g"'llbernaaentales. Por otro lado, la Comisi6n DH ha recurrido a no.brar E,!
pertos para ayudar a los Estados a restablecer el disfrute de los derechos
humanos en sus paises (Guinea Ecuatorial, Guatenal., Haití••• ). Por 4ltilBO,
el Secretario Genral tambi&n ha desplegado sus "buenos oficios" en favor de
funcionarios internacionales detenidos, desaparecidos o .uertos en circuns­
tancias no esclarecidas.

(ii) Contactos directos.

- Secret~rio Gener~l/ miembros Secretaría.
- Alto Comisionado de las NO para los RefU~iados
~~~ o

- OIT: A partir de 1968 se ha desarrollado un proc~dimiento según el
cua.l un repre~entante del Director General, a invitación de un Es­
tado interesado, procede a visitar el-país. Motivos Analizar en con
junto· con representantes del Estado, las dificultades que el Gobicr
no encuentra en la ap1icaci6n de una convenci6n determinad~ que h~ ­
ratificado. T?~bién se puede tratar de asesorar al Gobierno ~obre el
modo de realiz~r lOG informes a someter a l~ Comisi6n de Sxperto~ _­
(uUemoria.su de los Estados).



2. :'Yecc.nizmon cunsicontencionoC'.

A) L..'?~"comunici:'.ci()ne~". o cruej::l.n entre r.:eté'.c1.o~.

Sobrebace convencional y facultativa.
Cr'.r~ctcr eGtrict:u;):~ntc confidenci~l

Si::tema-OlTIJ: Tree tr~b.dos prev~n e~tl'l hip6t~~if::

- C1D~, ('.rt~. 11-1; (ob1igatorillo)
- PIDCP, al't. 41 (aceptado por 21 Estados partes)
- Gon',.contra b. Tortur:'!., c..rt. 21 (aceptado por 10 E. )
Este mecanismo nunca se ha utilizado en la práctica de
NO. De funcionar, está previsto que el Comité competente
pondrá sus buenos oficios a d:.sposici6n de los Estados
Partes en la diferencia, con Ell objeto de llegar a una
soluci6n amistosa bilateral d(ll asuntQ, en un plazo de
6 meses. Sino se consigue tal arreglo, el Comit~ de ­
turno podrá designar una Comisi6n ESDecialde Concilia­
cicSn de 5 miembrc'b.Esta Comisi6r. deberl constatar que
'i(;'S"recursos inte:rnos han sido debidamente agotados pa­
ra, posteriormente, ofrecer sus "buenos oficios" a las
Partes en conflicto durante 12 meses. Transcurrido este
plazo la Comisi6n presentará al Presidente del Comit~
un informe sobre el resultado de sus gestiones ante las
Partes. Es de resitar que, de alcanzarse una s<.'luci6n
amistosa,&sta deber'est~r "basada en el respeto a los
derechos humanos" recnocidos en la convencicSn respecti­
va. Todos estos aspectos procesales se desarrollarán en
rigurosa confidencialidad. Para más detalle, ~. infra,
Cuadros 12 y 13.

- OIT: El mecanismo ~e encue~tra institucioncli7.ado en 8U Conztituci6n
(art. 26) y es obli!ptorio. Conforme al arto ~6, un Entado puede pre­
sentar una QUEJA contra otro E~tado por incumplimie~to de un ~onvenio
'que haya sido r~tificado por ambos. El Con~ejo de Adminiztr~ci6n OIT
nombr~ u~a Comi~icSn de Encuesta, que é~tudi~ l~ quej~ y e~t~blece un
informe. Los ~ntados interesado~ disponen de 3 ne~e~ p~rn aceptar
loz términos del informe emitido por la Comi~i6n de Encue~t~. ~n c~~o
contrario, podr~n nometer su diferencia.~. IJ, cuy:) deci~ión ~crá in~
!)ela.ble. -

U!13SCO: Mediante el Protocolo de 10.1281962 (en vigor dc~de el ?4.l0.
1969r; se ·instituye una ComisicSn de Conciliaci~n y Buenos Oficior, con
competencia par;". re:':olver las controverciC'.s que puedan surgir entre lor­
33tadOS Partes en laConvenci6n relativa a la Luch~ contra las Discri­
minaciones en la Esfera de la Enseñanza, de 1960.
Previo a la actuaci6n de la citadaComisi6n, se ofrece un mecanismo de
arreglo bilateral amistoso de la controversia, dentro de un plazo de 6
meses.
Fracasado el a~fflo amistoso, la ComisicSn ofrecer~ sus buenoe oficior,
a los Estados interesados, pudiendo elaborar, si e~ necesariQ, Wl infor
me que contenga recomendaciones. La competencia de 13 Comisi6n se li­
mitar!, en todo caso, a las controversias entre ~3tados sobre ap1ica--
ci6n o interpretaci~n de la Convenci6n. .

TOdos los mecanismos prevén un procedimiento de conciliaci6n entre los
Estados, que continua siendo estrictamente confidencial.

- El alcance pr4ctico de estos mecanismos es limitado, el.haberF.e heoho
un IIIUY escaso uso de los mismos por los Estados.
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Pacto Intenlacicn-~lde.Derechos Civiles y Políticos
(

"ComUnicaciones" (qUejas) de unEstadofarte contra otro
Estado Parte (Art. 41 y ss. del PIDCP).

rPIDCP I ·

COMITE-DE.
DERECHOS
HUlaNOS

(Comptencia facul­
tativa, arte 41)

,~ '.

';

Arreglo amistoso (bilateral)
Buenos Oficios Comité

Seis meses
I

Admisibilidad
(agota"miento recursos

-internos)
1M

Informe (12' meses) .
a los Estados Partes

J,

Fraca~o intento
arre~10 amistoso: A. 4'-

~ .
t

Comisi6n de Conciliaci6n ad hoc
(se requiere el consentimiento
del ~~ta.clo interesado)

J. - - - -¡.- ~



90NVENCION CONTRA LA TORTURA: "COl\lill{ICACIOKES" (QUEJAS) DE

UN ESTADO CONTRA OTRO ESTADO (artículo 21).

Convención contra
la Tortura

,
I

"Comunicación E-E.
Facultativa (21.1)
(5 declaraciones,
21.2)

!
Arreglo bilateral:
6 meses (21.1.a y b)

1
COMITE CONTRA LA
TORTURA (21.1.b)
Proced. confinen
cial (21.1.d) -

1
Agotamiento rec~

sos internos
(21.1.c)

\

Buenos oficios del
Comité (solución
amistosa, 21.1.é)

1
Comisión especial
de conciliación
(buenos oficios,
21.1.e);;.. ¡....;;;;.;:;.;..;::..;..;:;....L- -.&

. !
INFORl1E DEL aOMITE
a los Estados Par
tes (21.1.h) -12 ~ntS

..
Informe Comit~ a AG (art.24)
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B) Las "comunicacioner." o quejar-- de 6rganof' de . ~;U.

Dos Convenio::: regu1~n e¡:tD. posibi1ided:

- ~, ~rt. 15: ~l Comit~ recibe petiüione~ 6rg~nos tru y peticionp.~ dp.
loe habi t21ltes de tl3rri torios bD.jO ndminist:r'<,.ci6n fiñucü:ri:" o :10 :.u:6­
nomos. ~:::.nbi~n podrá recibir el Comi t~' informe::: de 6r~no::: de :11 -:ol~re

le.s medida" -legis12.tiv·;'R, judiciales, administr[ttivn.~ o de otr~ í~dole­

~plic~dD.~ por 1~8 Potenci~~ ~d~ini~tr~dorns en lo~ territorio~ ~~t~~ non
cion~do~. ~1 Comité podr~ emitir opiniones y recomendacion~;, ~ i~:orn~=
r:! ? la :_samhle<:> Gener'".1.

Convenci6n Internacion~l robre la Renreslun ;r el Ca~tif¡o del Crinen de
Apé' rtheid , arte ~(. Sn :;u virtud, la Comisi6n de DI: podr5 pedir ~~ lo~ 61"
genOG InJ copiQ de las peticiones enviada~ al CEDR (art. 15), y preparer
una li3t~ de p~rticulare3, org~iz?-cione8, in8titucione~ y reprerent~n­

tes de Estados que f:C pre:::umarl re¡:;ponsüble.::, de "crimen n~ :l."o::!r~ heid'~

TaQbi~n podrá re~ibir de los 6rg~nof: lTU informaci6n sobre le~ n0did~~
~dopt<?de3 por :'otenci':"f: administrador,,::: de territorio:,: cn fid~ir.omi;o

:/ no' ~ut6nomoc, ref:pecto de particul.3.res pre2'unt~nJente re"oonr:-:"hle;. de
"crímenes de aparthp.i~' y que se encuentren bajo su juri~di~r.i6n.

C) LG:.8 "cornunicacione::;" o cruej~::: de un l:k!rticu1ar contra un B~t:!.¿o.

- :3istema de 1TIJ: •

- ::'J.rco convrncional, confidencial :r facultativo.
- Tres hip6tesi0:

- 8ZDR, ~rt. 14 (en vigor desde dicianñre de 193?). Ac~p:~do po~
1" ~rt2.do;.:.

- Protocolo :;'::>.ou1tc.tivo del PIDCP (9.cept~.do !,or4l F.<""t:>'0.0~).

- ~on·'. con:r;"!. 1~ Tortura (art. ??). Aceptado por~ '"::d",no:-.
- Procedimiento: ~i;;uros:-:2 cp..u:::-<~~ de inéld¡,":li['H.ilid~di d~:eq'.lÍ 1i1Tio p!'o

ceG~l en f~vor del ~~t<?do. Lentitud y eSC2~~ utilizaci6n. -
Decizi6n ~in;}l: Adquiere 1:;. forme. cu~si-judicL'..l, pero no con:~ itu;;'~

un':'. sentencÍrt. :::1 Comit~ puede decidir h2..cer ·l,Uhlir.;; :u decÜ"i6:1 f'in~l,

por 10 c¡ue 1:< hipotétic:>. "se.nci6n" será b publicid:::d de 1.... deci::-i6n.
- L::l ::-.dopci6n de deci:-;ione!7 de ef'te 'Upo per;;li te ::'. 10:: Com~t~; CO::lp~tcn­

te?; ·nh::'.liz"!' e int<:lrpret:>.r en pro~undid.",.r'l el :> 1ci"'.nce (l0 ~o: -~"7 ír;u] 0­
de lo~ tr~t~dos en cue!7ti6n.

_ ~n la pr~ctica, ~6lo el Comit~ de Derechos Humanos (PIDCP y Protocolo
Facultativo) ha desarrollado esta competencia, habiendo ~onsiderado en

" los l1ltimos 10 años un total de 236 "comunicaciones" individuales, re­
feridas a 23 Estados. El procedimiento del Comit~ se reconduce a 4 fases:
(i) Admisibilidad. La comunicaci6n se hará por escrito, no an6nima, y se
rA de un nR.rt.inul~r (o R11 rA"OrARentante) o un R'T'UOO 'ha,jo la jurisdiccióii
del Estado contra el que se reclama. Además, la comunicaci6n ha de ser
compatible con las normas del Pacto y no constituir un abuso del derecho
de petici6n. Tambi~n se aplican las reglas non bis in idem (prohibici6n
de recursos en otras instancias paralelas) y agotamiento de los recursos
internos. En esta fase, el Comit~ puede dictar medidas provisionales pa­
ra evitar perjuicios irreparables a las víctimas de la violaci6n denun­
ciada. Esta fase culmina con la adopci6n de una decisi6n sobre la admi­
sibilidad de la comunicaci6n. Tal decisi6n es inapelable, aunque cabe ­
su revisi6n por parte del Comité en un plazo de 6 meses.
Adoptada la decisi6n de admisibilidad, el Comité la transmite al Estado
interesado, el cual dispondrá de otros 6 meses para responder a las cue~

_tiones de fondo planteadas en la comunicaci6n ya declarada admisible.
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Según una reciente decisi6n d~l Comit~, este plazo de 6 meses
puede ser obviado con el acuerdo del Estado interesado (deci­
si6n sobre la comunicaci6n 198/1985 -R. StalIn. Costa v: Uru-
guay)J. .

(ii) Establecimiento de los hechos. En esta fase, el Comité de­
termina los hechos que se consideran probados, en funci6n de to
das las informaciones disponibles, tanto del particular como
de1 Estado interesado.
A continu~ci6n, el Comité realiza una calificaci6n jurídica de

los hechos declarados probados, er. relaci&n con las normas protec
toras de los derechos humanos contenidas en el Pacto y obligato=
rías para e1 'Estado parte.

(iii) Observaciones del Comité. El Comité llega a unas conclu­
siones por m.edio de las cuales emite una opini6n sobre si ha ha­
bido o no violaci6n de una o varias normas contenidas en el Pac­
to, enqu' consiste la violaci6n y por qué. Los miembros en mino
ría en la decisi6n del Comité pueden emitir votos separados, in=
dividuales o disidentes. La decisi6n es confidencial y s610 se ­
comunica a las partes (individuo objeto de la comunicaci6n y Es­
tado parte).
Como se observa, todo este procedimiento es "cuasicontencioso", en
la medida en que adopta la forma de un procedimiento judicial -con
las variantes obvias de la estera internacional- y la decisi6n fi­
nal adopta la forma de una "sentencia", aunque no tiene la fuerza
jurídica sancionadora de una sentencia en el ámbito del derecho i~

terno.

(iv) Finalmente, la Publicaci6n de la decisi6n final del 60mité.
En efecto, el Comit~ puede decidir publicar el texto de su deci­
si6n (todavía confidencial) en su informe anual a la AG. De he­
cho, el Comité se ha acogido siempre a esta posibilidad. La pu­
blicaci6n opera aquí, una vez más, como posibilidad de sanci6n tImo
ral" internacional frente al Estado contra el que se concluYe que~
ha incurrido en determinadas violaciones' de las normas del Pacto.



CONVENCION CONTRA LA TORTURA: "COt4UNICACIOiffiS il (QUEJAS) DE

UN PARTICULAR CO~TRA EL ESTADO A CUYA JURISDICCION ESTA

SO~mTlDO (artículo 22) *

Convenoi6n contra
la Tortura

1
1

'#1

Comunicación partí
cular-Estado. ­
Facultativa: 5 de­
claraciones (22.1)
Confidencial

!
Comité contra la Tortura
Causas inadm1sibilidad
•An6nlmas ]
.Abuso derecho 22.2
.Incompatible con Conv •
•Non bis in idem )
.A~otam. reCe internos 22.5

!
Estado Parte
.recibe comunicaci6n
.e~pone explicacio-
nes al Comité (22.3)

6 meses

1
cm:ITE CONTRA

LA TORTURA

1
OPINION

(confidencial)
22.7

e'ml 46

Estado
Parte IParticular

(comunicante)

*C01Ip8ter.cia del Comit' en vigor desde el 26 de junio de 1901 Y aceptada por 10 Estados
Partes' Argentina, Austria, Dinamarca, Espai\a, Francia, Luxemburgo, Noruega, Suecia,
Suiza '1 TolO,



Sistema. OIT:

!··!.o.rco convencionc,l o no convencional:
Art. ?4-?5 Constitución: ?3C;L.~~.!t~CIm8S d~ orr.;aniz;:>cione::- d.~ e:l!>le~do

re':: y de tr.::.bD.jlldorc8 contrE·. ll.Y1 :!:stlldo por incumplimiento d0 l.E1-:- co.!!
'Tención que h2.yr-. sido r.:-ttific?dp... L:~. "r~cl;:>!Il~.ci6n" ~er~ e:··~.=:lin:,<ln

por unu Comisión trin~rtit~ del Consejo de Admini~tr?ción OIT, qui~n

recibe' lc.l1 observc.cioncsdel Gol-JÍerno ~. podri :orr:m12.r un'? "o.ecl:-.r?­
ción". De no cer <.'.ceptf'd:-, 13. "declDrrtción" por el 7:r-te<lO inte rc:-';"'.c o ,
~l Consejo Adr:l6n. podre<' elecieUr "u public?ción.
Proc'edimiento especie.l en r:nt:Jria de libertad r-indical. A?licc-.blt::~ ­
t:mto {3. los Entado::- cue h?n t'0'.tific8do los con"eni07 oert ine~-':e~, co
no .<'>,. 10G no ratific::'l;t.IJ;;, el: virtud e.e le. aplic~ción ~el principio =.
con~ti tucional de reflneto de 12. 1 ibert?d cindicc 1 de l2.c or~~!1Í7":.cio- '-.-. -
-ner: de empJ.eadore8 y tr2.b~.j:-dore~. Le.8 "quejas" c.e la!'" or:,-:-niz.:"'.cio-
ne::: 8er~n estudic,de.s nor el Comité de Liber ad Sindic:ü del Con~ejo

de Administr~ci6n (tripartito • ~i medi<- el con~entimicnto 1e1 ~2t~­
f.o interes~.do, también ~e puede constituir un;> Comi!""ión de L'1ve,-:i::T­
ci6n y de Conci1ücción en materié'. de lil)ert~d '~indicél1, compuc:::-t:o d~
c:~rtos independienteG• Procedimiento no constitucional.

Sistema m~sco: !!o conva"cioné'.l. L~.8 "comunic~cioncl""" individu.·l,:,:- :-er?~

pre~ent~das ante el Comité de Convenciones y ?ecomendacione~. ~1 proce­
dir.üento, confidencie.l, hn. sido a!>robado por el Consejo Sjecutivo lf,"~f.CO

en su Decisi6n 3.3 de 1978. Se prevén rigurOf'~.E rezlc!:' de fldmi:-i1.:ilid:-rl.
de lé'. "comunicación". En cooperación con el Gobierno, el Comit~ intc~:~­

r~ el ~~reel0 de m~eru ami~t08~, de manera que ee favorezca l~ p~o~o­

ci6n dé los DR. =1 interesado será notificado de la decisión fin~l del
Cornit~, así corno de l~ re!:'puest~ del Gobierno. Ratione materiae, las qu~
jas de los particulares se podrán referir al derecho a la educación, la
libre participaci6n en el desarrollo científico y vida cultural; dere-­
chos de informaci6n, opini6n, expresión, reuni6n y asociación, respecto
de actividades relacionadas con la ciencia, cultura y educaci6n.



3. ~·tec.~niE::lO:; contencio!':or--: Arre¡;lo judici:>.l d~ cont.rover~·:'~';'.

,~ ). ~ Corte Internacionél.l de Ju2tici .....

- ~ar~cter facultetivo (juri~dicci6n).

- Aceptt>.ci6n CO!1vencionc.l de 1:::. jurir;dicci6!1 ¿el Tr:~' ~:- ~.

- In~t!"Ul"7lentoG de d.erecho:,: hu:n':'!1of' con sumi::: ión e.-c: co~: tro'/0r- i'" r· - la
jurisdicci6n de la Corte:
- Convenci6n p::!.ré' le. Pre've:'lci6n v l~ S~nci6n del 'J,: l:. J 0 ~le 'J"!~-:o"F,i:)

(~~t. IX) ~

- Conv. !>'"l.r.:1 l~. re'Ore~i6n de la tre.tp. de ner80!1~~ .. ~:'e ,... 8::;>loJ.. ~ció:;
de l~ 9ro~tituci~n njen~ (~rt. ??)' .

- Conv. :--011re el ~8t2.tuto de lor.' 2efueiado~ hrt. ~,.,)

- Conv. 20bre el ¿erecho ¿e rectificación (~rt. V)
- Conv. nobre lo~ derechoc políticos de l~ ~ujer (-:r~. IX)
- Conv. ['obre In ~scl~vitud (a.rt. 8)
- Con'!. :::obre el Lstatuto de los Ap:Hrid:::.s (Drt. 3-~)

- Conv. 3uplementn.ria 80r.re l.;: abolici6n de 1;>. r:;--c~-vi tud, 1<' ",r... t<' d,:,
e~cle.vo~ y lar: inr-:titucione~ y prácticaE' an~loG'" - l~ e~cl-'litud
(~rt. 10) •

- Conv. 80bre la n~cionalidad de 12. mujer c~~au2 ("'r~. 10)
- Conv. tnRSCO sobre la lucha contra la~ Discrimin-cione::: en 1... ~~~e-

rn de la 'SnGen2J17.2. (~.rt. :3).
- Conv. p2.ra reducir los nacos de epatridia (n.rt. 11.)

Conv. sobre el conr.:entiniento p?rn. el matrimonio, l~ ed~¿ :ní~;~!:l:" :¡pr~
contr~er matrimonio y el registro de lo~ m2.trino~io~ (~rt. 1)¡

- Conv. internaciona.l sobre 1[' ~l iEin2 c i6!1 df> tod-:o:-: 1;- r Foro"'; (:.e ~i;­
criminaci6n Raci~l (~rt. 2?) (1/5 ratific&¡Les se reservaron este art.)

- Conv. interm'_cion::.:.l sobre la Represi6n y el C::'..r-ti:o del Crimen del
~~~rtheid (art. XII) ~lo 1 Estado formu16 reserva.

- Conv. sobre la elimim:.ci6n de todü::> l~s :!'orm2.;' de ¿i::;crimin~ci6Yl co!:
~r~ l?- mujer (art. 29). 1/3 ratificantes se reservaron este artículo.

Convenci6n contra la TorturL y otros tratos o penas crueles, inhumanos
o degradantes (art. 30). Nueve Estados partes se han reservado la ap1:!,
caei6n de este artículo. Conforme al pfo. 1 del citado artículo,

"las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con
respecto a la intepretaci6n o aplicaci6n de la presente Con­
venci6n, ~e no puedan solucionarse mediante negociaciones, se
sGmeterán a arbitraje, a petici6n de un de ellos. Si en el
plazo de 6 meses••• las Partes no consiguen ponerse de acuerdo
sobre la forma del mismo, cualquiera de las Partes podrá som~

ter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, me­
diante una solicitud presentada de eonfonmidad con el Estatu-
to de la Corte".

Por tanto, se llegará al arreglo judicial 6610 en caso de fracaso de la
negociaci6n y del arbitraje.
N6tese que ninguno de los Pactos (PIDCP y PIDESC) prevén el arreglo j~
dicial de controversias, lo que es significativo por constituir los
dos textos internacionales más importantes en materia de derechos hum~

nos.
En la práctica, el acceso a la Corte ha sido, por tanto, muy limitadoz

- Casos sometidos a. CIJ con incidencia en los derechor: humnnof::
- Contenciosos: Derecho de acilo¡ derechos de los extranjeroR; derbchos

del nHio; cueGti6n de la persistencia del mand~to relativo ~l Ai'ric8
Sudoccidental; cuesti6n de la toma y retenci6n de personal diplomáti­
co y consular de los ~ntados Unidos como rehenes en el Irán; :r, Arrun­
to de las actividaden militares y paramilitares en Nicar~eua y contre
Nicaragua (Nicaraeu~ c. EE.UU.).
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_ Dict&menesl Opiniones conaultivas en el caso de ~amibia (1971) Y so?re
inter~retaci6n de los Ttoatados de I2!!. con Bu1garla, Hungría y c:Ruman1a
{1950 • En ambas opiniones la Corte afirma que de l~s arts. '1) Y 56 de
la Carta se derivan obligaciones jurídicas interneclonales de promo-­
ci6n universal y efectividad de los derechos humanos y libertades de
todos -sin discriminaci6n-, no perteneciendo estos aspectos, por tan­
to, a la esfera de la jurisdicci6n dom~stica de los Estados.

T~I9mIAL nr'I':SmTACIO~iAL D~ JUSTICIA. Scntencif'. de "1 de junio de 19~(.. A~un to dI':'
las activid~der militares y ~~r~~ilitarer en y contr~ Nicar~,~~ (:Tir.~r~~l~ r.. ~~

tados Unidoc da Am~rica):

267. LaCour re~vepar ailieursque!e Nicaragua est accu~ de violer les
droits de I'homme. selon l. conclusion tir6e par le Congr~'des Etats-Unis
en I98S. Ce point particulier doit ~tre approl'ondi, incUpendamment de
l'elÚstence d'\ln • enp¡ement juridique. pris par le Nicaragua envers
l'Organisation des Elata amáicains de respecter ces droill. L'inexislence
d'un lel enpgement ne sipifierait po que le Nicaragua puisse vio'er
impun&nent les droits de I'homme. Toutefois, quand les droits de l'hoI..me
sont protqá par da conventions internationales, cetle proteclion se
traduit par des dispositions prnues dans le texledes conventions elles­
memes el qui sont destin6es • váifier ou 1 usurer le respecl de ces droils.
La promessc poIitique avait 6t~ faite par le Nicaragua dans le adre de
l'Orpnisation des Etats amáicains, de sorte que les or¡anes de cetle
orpr.isation se trouvat comJ*tents pour en vmfier le respecto La Cour a
relevé (parqraphe 168) que. depuis 1979, le Oouvemement du Nicaragua
a ratir~ plusieurs instrumenta intunationaux relatifs aux droits de
l'homme, dont la convention ammcaine portanl sur ce sujet (pacte de
San JoR, Costa Rica). Ces m6canismes ont ronctionM. Ainsi, la commis­
sion interamáicaine des droits de l'homme a pris des mesures et ~Ia­

b<ri deux rapports (OEA/Ser.L/V/1I.S3 el 62) apUs s'fue rendue au
Nicarqua ll'inYitation de son gouvernement. L'Organisation des Etats
am&icains ~t.it done: 1 Meme, si elle le souhaitail, de statuer sur la
base de ces c:onslatalions.

268. De loule maniüe, si les Etats-Unis peuvent cerles porler leur
propre apprtciation sur la situation des droita de I'homme au Nicaragua,
I'emploi de la force ne saurait ttre la r'Mthode appropriée pour vérifier el
assurer le respect de ces droits. Quant a'IX mesures qui onl ~t~prises en fait,
l. protection des droits de I'homme, w son caractb'e strictement huma-

nitaire, n'est en aucune r~ compatible avec le minase de ports, la
destructíon d'installations pétrolim:s, ou encore I'entrataement, "arme­
rnent et I'~uipementdes COIflrtlf. La Cour con<:lut que le motü ti~ de la
práervation des droits de I'homme au Nicaragua ne peut justirier juridi­
quement la conduite des Elats-Unis el ne s'harmonise pIS. en lout ~tat de
cause, avec la Itratqiejudiciaire de rEtat cUfendeur rondée sur le droil de
lqitime dMense c:oIlective.

269. La Cour en vient 1 un aulre facteur tauchant lla fois la politique
intúieure el la poli!1que extmeute ; il s'qil de la militarisation du Nica­
ragua, jugée par les Elats-Unis excessive et propre 1 prouver ses visées
agressives.. et dans laquelle ils trouvent un autre ~Itmenljustificatifde leurs
aclivilés' son qard. 11 est sans pertinenccet inutile, de I'avis de la Caur, de
prendre position sur cette allqation des Etats-UIÚs, da lors qu'U n'existe
pIS en droit intemational de ....es. autra que celles que l'Etat intú~
peut accepter, par lrail~ ou autremenl., imposant la Iimitation du niveau
d'armement d'un Etat souverain, ce principe ~tant valable poor lous les
EtalS sans distinction.

LQ!!:. Sentencia de 27 de juni'o de 1986, párrafos 267 - 269 ..J ·

....... .1... ·····



Décide que les Etats-Unis d'Amérique. en entrainant, armant. équipant.
finan~ant et approvisionnant les forces contras, et en encourageant,
appuyant et assistant de toute autre maniere des activités mililaires el
paramilitaires au Nicaragua et contre celui-ci, ont, a l'encontre de la
République du Nicaragua. violé I'obligation que leur impose le droit inter­
nalional coutumier de ne pas intervenir <ñ'LS les affaires d'un autre Etat ;

POUk: M. Nagendra Singh, Président; M. de lacharriere, Vice·Présiden:;
MM. Lachs. Ruda, Elias. Ago, Sette·Camara, Mbaye, Bedjaoui, Ni el
Evensen,juges; M. Colliard,juge ad hoc ;

CONTRE : MM. Oda, Schwebel et ·sir Robert Jennings, juges.

4) Par douze voix contre trois,

Décide que les Etats-Unis d'Amérique, par certaines attaques effectuées
en territoire nicaraguayen en 1983-1984. contre Puerto Sandino les 13 sep­
tembreet 14octobre 1983. contreCorinto le 10octobre 1983. contre la base
navale de Potosi les 4-5 janYÍer 1984, contre San Juan del Sur le 7 mars
1984, contre des navires de patrouilJe a Puerto Sandino les 28 et 30 roars
1984 et contre San Juan del None l~ 9 avril 1984. ainsi que par les actes
d'intervention impliquant l'emploi de la force visés au sous-paragraphe 3
ci-dessus. ont, a l'encontre de la République du Nicaragua. violé l'obliga-

·tion que leur impose le droit international coutumier de ne pas recourir ala
force contre ún autre Etat ;

POUR": M. Nagendra S¡ngh~ Président ;. M. de lacharriere, Vice·Président;
MM. Lachs. Ruda. Elias. Ago. Seue·Camala. Mbaye,Bedjaoui. ~i et
Evensen. juges ; M. Colliard. juge ad hoc ;

CONTRE: MM. Oda. Schwebel et sir Robert Jennings.juges.

5) Par douze voix contre troís.

Décide que les Etats-Unis <fAmérique. en ordonnant ou en autorisant le
survol du territoire nicaraguayen. ainsi que par les actes qui 1eur sonl
imputables el qui sont visés au sous-paragraphe 4 ci-dessus, ont, a l'en­
contre de la République du Nicaragua. violé I'obligalion que leur impose le
droit inlernational coutumier de ne pas porter atteinte a la souverainelé
d'un autre Etat ;

POUR: M. Nagendra Singh. Président: M. de Lacharri~re. Vice-Présiden!;
MM. Lachs. Ruda." Elias. Ago. Sette-Camara, Mbaye. Bedjaoui. Ni el
Evensen. juges ; M. Colliard. juge ad hoc ;

CONTRE : MM. Oda. Schwebel el sir Rooert Jennings, juges.

6) Par douze voix contre trois.

Décide que. en posant des mines dans les eaux intérieures ou territoriales
de la République du Nicaragua au cours des premiers mois de 1984. les
Etats-Unis d'Amérique ont, al'encontre de la RépubLique du Nicaragua,
violé les obligations que leur impose le droit intemational coutumier de ne
pas recourir a la (orce contre un aulre Etat, de ne pas intervenir dans ses
affaires. de ne pas porter aneinte asa souveraineté et de ne pas interrompre
le commerce marilime pacifique;

L Ibidem, fallo -1



13) Tri1)unr.les Re?,ionales de Derechos Humano~.

- 'rribunnl 3uropeo de '9crecho~ p. TIl~OS (Conv. curopp,~. de DE). I!"2-~:-!1~í­

previ~: Comisi6n Buro~3~ de De' chos H~3nos.

- Corte Interamericano. d'=l i)ereGhos Humanv~ (Pacto ele S?n JOf'.é de Co~t­

'1il'}a). Inr::tancia preví:}.: Comí si6n Inte!'americ2.n? de 'Derecho, ···_'_:-:~:_10:-.

e) Proyecto de Tribu."1Ql Ir:ternc..cion<'tl de Derechos ~!umé'.nos.

A falta. de un 6rgano jurisdiccional semejante, lo~ tribunnle~ !"2~cio;,~­

le~ de justicia ~on cornpetente~ pera procesar a per~~n?E por 1- co~i­

si6n de determinados delito!': o crímenes internaciom:les, con L1de~e:1­

dencia de le. calific~i6n que de esa conduct?. h2e;a el derecDo int~r!':o.

3j., ce.so Barbie, c:-u::o ?il~rtig?..

Ampliaci6n progre2iva. de 1~s conductas que .ser?..n !)er~eguible;"- CO::lO d-:­
lito~ o crímenes interrl~cion~les:

- Crímenes contrn ~é: hu:n:,nidnd , crímenes 0.", guerra;
- Crímenes contra 1<J. p~z y la seguridad de la r.umanid"'d (P!'o::sc~o ~---;

Código de Delitoz contré'. 1?-. pa2 y la ~eGUrid<,d de 1;:>. human:'d:-'l. C::I,
::h1into Informe del Relator Espe ..... .:.al D.Thiam, doc. A/CH.t./!¡O! :. Cor!'. 1,
de 17 de marzo y 5,de rn~yo de 1987, respectivame~te)

El Sexto Informe del Relator Thiam se encuentra en el doc.
, A/CN~4/4ll, de 19 de febrero de 1988.
Delito de tortura, establecido en la Convenci6n contra la Tortura.
Los arts. 5 a 9 prev4Sn una "~'.lTisdicci6n penal universal" y obligato­
ri~, en virtud de la cual el Estado Parte en que se encuentre el pre
sunto torturador deberá procesarle, con independencia de la naciona1i
dad del inculpado o de la víctima, y del lugar en Mle se perpetro el­
delito, a no ser que el Estado Parte citado conceda la extradici6n a
otro Estado Parte que reclama al presunto torturador en virtud de :a~

conexiones ordinarias de competencia de jurisdicci6n. De esta manera,
se evitará todasituaci6n de impunidad dentro del "espacio judicial"
formado por el territorio de los diferentes Estados Partes en la Con­
vencÍ- .tin.
Crimen de genocidio (Convenci6n, arte VI y YII)

- Crimen de apartheid (Con~enci6n, art. V y IV). En estos dos últimos ­
textos se consagra el principio de la competencia territorial o de una

.rutura jurisdicci6n penal internacional que será competente respecto
a los Estados que hubieran reconocido su jurisdicci6n.

- Discriminaci6n racial.

- Lé'. institucionalizaci6n de un Trib- ~al permanente de D!~ ~ nivel :'ntnrn::-
cional supondría pes~r de una . sociedad internacion~l dar~cterizcd~ por
una estructura de cooperaci6n y coordinaci6n de soberaní~s ~zt2t~le~,

~ tr~v~s de l~ instituclon21izaci6n en el seno de l~~ OI, ~ ~:~ ~ociea,d
internacional de integraci6n de soberanías, con ór~~os supr~n~cio~~le~.

3~te'~o de.de5a~ro110 5610 se ha logrado, p~rcialmente, ~ ~iv~l rc­
glonnl lnternaClonal (europeo y americano).



4. )!P.(}:>JÜ2:JO~ revh Los n'" ..:-, 0'1 :'.1:'010»02 'Derf"1~tente2 dI? víol;,~cione~' :r::'.. /">1:;-1 ~ ..
de c.e!'echo::~ hw:lmos. I .-~.! "r'l:occdimiento 1":C1" •" . -, =' ..

-::1 t!':'~"!"'_l'Ji.ento de l?f' "co::mr:ic:'".('ione=," d'J D~rtiGul:!',;:' (peticior..¡;¿', C::·.:.':Y"',
rr.;cl:'.n.:'cione~ contr:-- ~~·t"do::, 90r r.upues~~; viob..ciol1'2: d.p. lo:'" :)rr) U O!·r-.-­

ni~-oione:-; d~ p2..r'ticu);:'!'t;?":

Yor:::l~ inici~l eb !'8, nU!lci:- <? l~~ competenci"'. p~r:' tr:':~r erte .. i90 dr; co­
wX'ic~cione:", tpl~to ?:: 1" ~:: cono ~n b Coni~~ ión ;:o1.-:'re 1;:>Co;1di~i&: ·:u:-r
:1.ic- :./ Socic.l ce l:o. ::uj'.?r: '~e!:'gec--:iv2.mente, ~'.?::-olucion('r <le1 ~~C3(X' -:- (~)
.~' 76(V), d.e S de 2-~o::~o ,.,.(. 19,n. (art. 2:7 Carta).

~:::~. ECOSOC 7?~ :~ (::?:'JIII) , Q'3 30 de julio d~ 19'":~ i~~i:"tp. en '1.~J.e '!..7 el'''
tI,·o c~t:<. L'~"'u'+:>..1;> "'-r-- ~·o"'~·r "'l'nM'Yl;" n"..1 1·..1" rp··T)r.(';~O :-: 1:,'" oCl,,---:·,..~r.,-,,--- ~ - _.. v _. ~ .. l';',- ;.J.. ... ~.J. l. l.>~."" ...... \..4 \.l... .., __ ...,. J l ". ._" _ ;.,_ \. .. _ ....',. ~

.,.l> 1 - ~;l..'r,,~ !"' lo" (l o """"C:"O- ;"u~",.,o... " ( ....ro ' j\- ..... - .• \:. ~..... -- - "'" .... _ __ e..' ~"~.I. _ _ -... V • _ •

?er? ;:0~icit6"1 S~cr~:::.:do Gen~r~l-proceder 'l cOffiílíl-r d.o:" li:-t: =- ~.s r-o-
::!\U:~C¡1Clo!"!e~: .1

TJ:1'" li~-t.~~. 1·0 Cmr?ID-:::"t!CI ~lí: de conu!1ic.::cioner- ;-·;~::::c~_~ en lo~ !,~i~l~iJio"'~ ~:-..
?~omoci6n "!)!:
Un:' li~tól Cm~D::':C!:\L (le cor.1Un-ic;,!.cionc!'" f'o'c:·re DE. ~!:'t<:: lí!"'t::, :-~r..t r:on:.l­
:1ic;;.c~:-- ~ l~~ CU~:, ~~i!1 d.c=:v'el~r 1:: identirJ.ad d·~ ]0: comu!1ic:omt(1~, ~ ·r:l.tlo
inform::.-:ivo, ::.-i~ 8l~ ~...,.~!>::! 1" eoopci6n de ""cci6n ulterior.

:::C~::. 123~ (:<1.11) dt:?l ~CC~OC, de é tie junio c.e 19f7. Autorizr!, por :r~":::1'-~r'"
vez, ::' le. CD!~ y :Juhco::li::i6:: '". excmin2.r cOl7lur:ic"'.cione~ :,obrc '!io12cio;:¡;~ ne
recr-oz h~~~~os en materias tales como : ?olític~ de ~Lrthei¿ ?r-~~í~~=
¿.":. en 1--: :-:. de ~ud~:!'ic- ~. ~n el T'3rritorio elel .!'..r'ric:- Sudo~cid8nt:-l, G.i~~

cri::tin:-:ci6n r~ci:-l pr-~c:ic,d<: en ?::10de~i<· fiel ~ur. ~r. er;t~~ cir~m:~~-~-·

ci:-.~, :.::1 :COSOC t::'l:lI:i6~: -'.ltoriz2. :': 1;: CD!-: :} re;li~::-r U.'1 edudio'" "'o::-:!o
"c.e 1:::.[; si tu:'.cione:: G""J.C re'.'/; len un cu~dro ocrsi;te~te de vio1;::!ciol:c: r'.~ r~~

....""~~.o~ }'un-no~ -un 1" iu~"'T'''n ' ~ no"lít;c- ~~. "0".,.... ·-" 1"n n (,,",s-O {\ n" -- ,..,'"",_. ~-:: :. ........ '. \..4 -;.... ~ ..... ,1oo." ,.:...-.... . Lo -::. i..l.~ ~.- ... _ (,,0 ... 4....,;. '_e.. ~1. _" J J :..A,-

diendo ~ :-:1.1 vez l"orrlU 1.-r reco:nend::ciones é!.l :-~COS0C. (yid. infr"', I!. ~).

L~ ~e~01u~i6n ~C0:.OC ljO} (~LVILI), de ~7 ¿e ~:::'~'o C~ 1970, c~t,~lcce ~or
pri::le~-:' vez ~"l procCc.ir.üe?1to oorr.!~nente:r E"o.'1"fid~nci;>l p"'ré' e:-:::~i:!"'~ 1-,
co:~n.u1Í~2c-¡on"~ ro'-"'i~r-~ ~ 1--~ vio 1 ?cioncC' Ú'" 10'" DH ~, lil't>rt-:>rlp~ r'U:1,1~"""1-.. • _ ~... ..... _ .. 'J .. ' • _ ~ '- • ~ __'" .. ". , ....... .. '." . ~.. _............. '. 0 •• _':""

mentales consagrado5 en la Declaraci6n Universal de DereGhos HumanoE, pr~

cedentes de los individuos.
81 PROCEDDHEUTO que Re sigue desde entonces consta de 5 fases:

(i) La Secretaría recibe tales comunicaciones, las resume y elabora Lis­
tas Mensuales de carácter. confidencial, que hace llegar a los distin~
miembros de la Subcomisi6n, así como n los miembros de la Comisi6n.

(ii) El Grupo de Trabajo de Comunicaciones (5 miembros) de la Subcomi­
si6n examina confidencialmente las comunicaciones contenidas en las Lis­
tas elaboradas por la Secretaría, junto con las respuestas -si las hubi~

re- recibidas de los Gobiernos. DI! manera previa, el Grupo habrá de deci
dir sobre la ADMISIBILIDAD de la comunicaci6n • correspondiente, en fun~
ci6n de los requisitos de admisibilidad que dispone la resoluci6n de la
Subcomisi6n 1 (XXIV), de 13 de agosto de 1971. Según esta resoluci6n, la
comunicaci6n:

deberá ser compatible con los principios de la Carta y DUDH;
las comunicaciones deberán revelar un cuadro persistente de viola­
ciones manifiestas y fehacientemente probadas de los DH;
Las comunicaciones deben proced~rde una persona, grupo u ONG;
La comunicaci6n no podrá ser an6nima y deberá contener una descri~

ci\Sn de los hechos;
No deben utilizarse t~rminos ofensivos en las comunicaciones ni es
tar ~stas basadas en motivos manifiestamente políticos, o en meras
informaciones de prensa;
La comunicaci6n será inadmisible si no se han agotado los repursos
internos o no se presenta a las NU en un plazo" I'Izonable, una vez
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agotados los citados recursos;
- No se admitirán comunicaciones que se refieran a materias de la

competencia de otros organismos especializados de NO {OIT, UNESCO, ••• ).

(iii) Una vez declaradas admisibles por el GT, las connmicaciones pasan al
PlENO DB LA SUBCOMISION para SU consideracicSn en cuanto al fondo. La Subco
misicSn, a la vista de tales comunicaciones y de las respuestas de los G~
biernos, así como de cualquier otra informnci6r. pertinente, decidir~ conft
dencial:aente si " ••• procede someter a la Comisi6n de Derechos Humanos dete.!
minadas situaciones que'parezcan revelar un cuadro persistente de violaci~

nes manifiestas y fehacientmente probadas de los derechos humanos que deban
ser examinadas por la Comisi6n" (par. 5 de la res. 1503). 5(1) en caso po­
sitivo las comunicaciones ~~arán a la fase siguiente.

(iv) El Grupo d~ Trabajo sobre Situacior~es de la ComisicSn de Derechos ­
Humanos recibe el informe del Pleno de la Subcomisi6n y lo estudia. Este
GT está actualmente compuesto por los siguientes miembros de la Comisí6n,
designados a título personal: A. Costa Lobo (Portugal); T. Dichev (Bulga­
ria); A. Polo (Togo); A. Villanueva del Campo (Perú); y un miembro a ser
designado por el Grupo Asiático. Este GT someterá un informe final al Pleno
de la ComisicSn.

(v) 1.& Comisi6n de Derechos Humanos en pleno analizará el informe de los
dos GT, en presencia de los representantes del Estado interesado y del Pre
sident-a/Relat,or del GT sobre COllUllicaciones de la Subco :Disi6n. Despu~s ­
del debate, que se celebra a pu.,rta cerrada y es estrictamente confiden­
cial~ la Comisi6n puede decidir:

- pedir al Secretario General que ejerza sus buenos oficios;
- estudiar a fondo la situaci6n, designando -con el consentimiento del

Estado interesado- un Comit4 especial de investigaci6n, compuesto de
personalidades independientes y que actuará confidencialmente. Este
Comit4 podri recibir comunicaciones, escuchar testigos y adoptar su
propio reglamento interno. En ~ooperaci6n con el Estad" interesado,
el Comité buscará soluciones amistosas. Finalmente, tal Comité infor
ma a la ComisicSn, confidencialmente, con sus observaciones y sugere~
ciass

Todas las actuaciones do la Subcomiai6n y de la Comisi6n serán confidenc~a­

les hasta que la Comisi6n decida hacer recomendaciones al ECOSOC (par. 8 re
soluci6n 1503).· -

A pesar dol carácter confidencial del procedimiento, el Presidente de la Comisi6n
~~cia desde 1918 en sesi6n pdblica la list~ de países que han sido objeto de la
atenci6n de la Comisi6n cada aRo bajo el "prOcedimiento 1503"; tambi'n anuncia la
lista de paílles sobre los cuales la Comisi6n b"'1 decidido poner fin a su estudio ­
bajo el citado procedimiento. De esta manera, se ha podido c~nstatar que 3~ paí­
ses han pasado bajo el escrutinio de la Comisi6n en este procedimiento, a sabe~:

Albania, Argentina, Benin, Bolivia, trunei Darussalam, Chile, El ~lvador, Etio­
pía, Filipinas, Granada, Guatemala, Guinea Ecuatorial, Haití, Honduras, Indone­
sia, IrM, Iraq, Jap6n, Malasia, Malawi, J(ozfilDbique. Paraguay, Pakist4n, Rep. Ce!!
troafricana, R.D.Alemana, Rep. de qorea, Turc(U!a, Uganda, Uruguay, Venezuela y
Zaire. De la declaraci6n del Presidente de la Comisi6n en 1988, se puede deducir
que continuará en 1989 el estudio de la sitUc'Lci6n en 4 países, a saber, Brunei
Darussalam, Honduras, Paraguay y Z,aire.
El desarrollo posterior de la práctica del "prcedimiento 1503" revela que la Co­
lIisi6n ha recurrido a otros mepanismos no prE~vistos en la citada resoluci6n, aun­
que siempre.confidencialmente. As!, en ciertos casos (Haití, Paragu~, Filipinas)
ha nombrado Relatores/Representates EspAciales, o en otrcs establecido contactos
direotos (Uruguay) para obtener de ellos una informaci6n más precisa sobre la eí­
tuaci6n de los derechos humanos en esos países.



COMISION DE DERECHOS HUMANOS. Debate general, 1 de marzo de 1985: CVD/5l1

)S.· E1~ KOOIJHANS (paísesBajo8)d1"c~"q;ue en·):,':n~~'i'78 y '1984, la Comia1eSn
· intentó .~.ol,ver··la discrepancla~neree~ pr?cedilDlent~....p~bl1co y el .procedimle~~
confidenoial de que dispone para 'exai'Din&r d~nunc1as·-devi61aoiqne~·de ..:.de~ch08 .
humanos. En 1954, 'varias delegaciones at;~rmaron··que·&e ab8~•.nd~f~rt··dC!!lj~l?robar .
·'r"~01úc~on.s p&l1cas sobre situaciones que' ya 'hubiesen .sido ·trat~C!á8·c;o'n:al"r-eglo ,
· i1 pl'OOMl~miento confidencial, pero la mayoría de las delegacione~ n(J'deron nir1&W1
·l.nconv.n1eri~e en.; hacerlo as!. . '. .... . "~;-"'.
•• _~ ,~.. , .... :" .... :..... • o', . '. _ • p ~:.'.

~ ~:;.: ;~En i9.7i:~~ plant!ó una cuesticSn análoga .resopecto .d~ U.pnda, aunqulf. en esa
'*il1.6rr., ..la· mayoría de las ·del.oion~us s.·..opuso ..a. que, se~~evas.e·a cabo.~ inves­
.tipd1&t p.úl?~.l~a porque la sltu8Ói-&i ya aa-estaba ·examl~~.o._.según el:'..r~ed11D~e~to
·bon'fWencl.l. ..·: :;On ejemplo adiclohü..~ la oomp~e.jl~ad.::~ts_~.~robl~10 "cOMti'tuye ~~

· tieábol cs.. q\M .~ delegacieSn que Sé:;ha~!a opuesta .ené~8ic!"lJIente·--a·lasllM'didas ptÍbl­
idu;'·t1ab!•.W?erado~'dos aftos aritea.;.-. J~ creaé1~!1- del. G~po dIJ ~ra()~~o +Especi~l
aobre la .1'tuao"ón de los derechos ~oa ~n .chile, aunque .·~,.:_situag!eSn.de ~lle,
al 1&úal que la de Uganda, se estab.¡. ex8IDi,nar1doc;on '8rreglo_.~a~. :ln"OClf41miento .confi­
denoial. La ComiaieSn no pudo resolver esa disparidad d~'~r~t~riOsy convino en

que el secretario General pidiese a loo. Estados Miembros que presentaran observacio­
nes' sobre el tema, con miras a determinar ccSmo podían evitarse esas dificultades de
procedt.1ento. Esas observaciones, incluidas las del Gobierno del orador, se'publi­
caron en 1978 en el documento E/CN.4/1273 y las ad~ciones al mismo.

'7. - SU Gobierno no ha cambiado de opinión desde 1918. En el mandato ·o.rig1,nal de la
CoIa1aicSn se dispone claramente que ñta debe presentar informes, recomendaciones y
propuutaa. aobre toda cuesti6n relativa a los derechos humanos. A mediados del d~co­

010 de 1960, su iabor se concentreS má. concretamente en las violaciones de los dera~

cboa h~noa que, en respuesta a peticiones del Consejo Económico Y Social y la
Aaaablea General, decidió examinar anualmente.

38. Cuando la Comisión de~empeña esas funciones, puede obtener información de todas
lu tusnte. d1spon1bles ,: 'incluidos loa eSrganos de las Naciones Unidas y los Estados­
Hie.bros.Un problema especial se plantea respeoto de la información procedente ~e

fuentu privad.. : en 1967, el.ConseJo autorlzó a la Comisión a que. examinase eea in~

ro....ciCSn y r.rom eea autorización en su resolución lS0, (XLVIII) de 1970. Esas
directrices tenían la lntencicSn de ampliar el ámbito de accieSn de la ComisieSn, y no
de l~itar su eafera de ~petencia para examinar l.u violaciones de los derechos
humanos en cualquier parte del mundo en que se p~odujeran. En el párrafo 8 de la
reaolucicSn 150' .e pide que lo~ miembros de la Comisión y de la Suboomisión que no
.. refieran pdblicamente a 1.. comunicaciones tratadao, opiniones expresadas -o deci­
aionea adoptadas de confo~dad con el procedimiento confidencial haata:que la
Cqalis1cSn haya 'decidido hacer una recomendacieSn al Conaejo. No ob~tante, esto no
lapide que los miembros .traten en sesiones públicas, oobre la base de informaclo-

··nea 'diatlntaa de laa cO'DlIQlca(\lones recibidaa de fuentea privadas, problemas -parti­
culare•. · -relativo. a los .derechos· humanoR en un país determinado. Cualquier otra
inter-pretación limitaría de mane~ inaceptable la eafera de competencia d~. la C0G1s16n
y 1M SUbcomlsieSn. A modo de ejemplo, recuerda que en au 400 período de 8e8iones
la ComiBieSn examineS un proyecto de resolucleSn sobre el estado de sitio en el
Paraguay. La existencia de ese estado de sitio era de·conocimiento pdblico y la
ComisieSn estuvo totalmente justificada en aprobar una resolucieSn sobre ese·aspecto
de la aituacieSn, a pesar del examen confidencial de comunicaciones privadas rea~

t1vas al lI1uo pa!;'.

'9. El procedimiento'o~nfidencialpermite a laOtomisidn utilizar la informaci6n
oontenida en miles de comunicaciones que recibe de fuentes privadas y discutir
a1SUno.'prcblemas de derechoe humanos con los gobiernos interesados en una a~ó8fe~a

de franqueza y seriedad, en seaionea privadaa. Su delegacieSn no puede aceptar-la
opinión de que, en cuanto se hayan tratado con arreglo al procedimiento confiden­
cial problemas que afecten a un determinado país, la Comisión no tenga facultades
para' tratar problemas relativos al mismo país sobre la base de otra informacleSn¡
esto~signiricar!a quej' en· vez d.: ampliar la esfera de aceieSn de la Comisión, el
procedimiento'confidencial servir.!a ~eSlo para resguardar del escrutinio pdblico
poéibles violaciones de los derechos humanos. ~:

L~. doc. E/mr.4/1985/SR.45, pp. 9-10, pros. 35-39 -1 .



5. !!canismos previstos p!ra situaciones persistentes de violaciones
manifiestas de los derechos humanos.

(II) El "2rocedimiento 1235".

La Res. 1235 (XLII) ECOSOC de 6 de junio de 1961 obedeció a la nec~~i­
dad de responder urgentemente, por parte de le. Comunidad internacion<>l "
travfs de la CDH, a comUnicaciones individuales que habían llegado 8. ID CDE
a trav's del sistema previsto de Lista no Qonfidencial en la Res. 1?8 F --.
ECOSOC (vid. su~a. II.4), SOb.re temas muy delimita~os: apartheid, dif'criml
n~ci~n racial Sudifrica y antigua Rhodesia del Sur).

Apartir de 1967. la pr4ctica de laCDH ha desarrollado en t~rminor, in­
sospechados la potencialidad de la Comlsi~n de realizar, conforme a l~ ~~~.

1235 le.concede, estudios a fondo "de las situaciones que revelen un cu~dro

persistente de violaciones de derechos humanos •••H. .La novedad es que t~­

les estudios se ~ emprendido con un' deseo de investigación y sobre m~terins

no cante.pladas inicialmente en la Res. 1?35:

- Ya sea JJ.investigación de la situación en varios paíl"es determine.d.o::',
en CU10 la CDH designa Expertos que le informan,tales como Rel~tore~

• Representantes Especiales (vid. infra, Cuadro 15),
- ya sea la investigación de fe~nos que producen graves violacioner

de los derechos humanos en todo el mundo (ill. infra, Cuadro 16).. .
~sto. do. tipas deprocedt.lentos especiales tienen características co­

IlUDes ce el "procedilliento 151)" que villOS en el apl,:rtado anterior:
- Son prooe4illiento. pO convencionales, pues su creaci6n depende de re­

aolllOiClles de los 6rpD08 cc.petentes de NU, en particular el ECOSOC y
.' SU CoIIi.8i&1 de Derechos Haanos. .

..; La Dat8raleza ü todoe estos procedimientos no es contenciosa ni acu­
Atorta. En efecto, la finalidad del ejercicio no es acusar a un Esta­
do de haber cOIIetido violaciones de derechos humanos, a pesar de que -

J en alluDoa casos la pr4ctica revela una cierta utilizaci6n de estos ­
p~lt.ientos con fines políticos (es decir, acusatorios). En todo ca
80, esta pr&ctica es errónea y no responde a la naturaleza de tales ::
proeecliaientos especiales. que es .genuinamente humani tarta, en el de­
seo de la coaunidad internacional: de ayudar a un pueblo que est! FU­

friendo graves violaciones de derechos humanos, a encontrar une solu­
~te a esa situaci6n de crisis.

- Estos procecli.ientos no se establecieron. en su inicio, para ayudar a
resolver situaciones individuales, sino para tratar problemas globales,
es declr, 8ituaciones de violaci6n grave y masiva de los derechos huma­
n08••0 obstante, la evoluci~n posterior muestra que el "procedimiento
1235" se va separando del "1503" en la medida en que trata de dar una
re8pllesta tanto a las situaciones globales como, de paso, a los casos
indivlc:htales con los que se encuentra (procedimiento de "acoiones ur­
¡entes"}:

Por el contrario. la diferencia esencial del "procedimiento 1235" respec­
to del "1503" es que aqu'l es ptbllco on su trámo final, es decir, cuando
presenta su informe a la CDH o a la 100. ldem4s difieren en cuanto a las ­
norIIU procesale8 aplicables. En efeoto, en el apartado anterior vimü:, c6mo
las reglas de adJIisibilidad de las "collW1icacicnes" establecidas en la Res,2
1uoi~n de la Subcomisión 1 (XXrT) 80n muy severas. En cambio, las "comunica
ciones" que se reciben bajo e 1 "procedimiento 1235" no estdn sometidas a ::
retlas 'tan estrictas ni, en particular, a la regla del agotamiento de los
recursos internos; en general. son los reglamentos internos de los propios
6rganos ad hoc los que deciden, con criterios de cierta flEXibilidad, sobre
las reglas de admisibilidad de las "comunicaciones", siendo de aplicaoi6n
general el Modelo de Normas de ..Procedimiento de los Organos de NO sobre vi,2
laciones de DH aprobado p'or el ECOSOC en su res. l810/LVI (~o 1914) y con­
tenido en el doo. E/Cll.411134, de 1 .de febrero de 1974.

El procede 1235 crea órganos temporales. ad hoc, con mandatos a renovar -. .~-. todos los ailos o cada dos anos. TUpoco necesita del consentimiento E. inter.



A) Or,')anos ad hoc de in'lentigaci6n sobre la ni tuaci6n de lo.;
derechos huma.nos en determinados países.

C'lD/56

Cuadro 1)

ORüANOS AD HOC DE INVESTIGACION SOBRE LA SITUACION

DE LOS DERECHOS HUMANOS EN DETERMINADOS PAISES

ORGANO
ESTABLE~IMIENTO

y
COMPOSICION

COM,PETENCIA OBJETIVOS

Misión de las Naciones
Unidas para investigar
la situación en Viet
Nam del Sur

AG, 1234' sesion (1963)
Representantes de 7
Estados, designados por
Presidente AG.
Misión presidida por
Presidente CDH

- Visitar el país
:Reunif'" información
sobre el terreno
-Recibir peticiones
-Audición testigos

l'
~ ..

Investigar ~r.UmIBci~

o persecuciones contra
la comunidad budista.
-La AG. decidió (13.12.63
no continuar el examen
del tema (caída Diem
el 1 Noviembre 1963)

Grupo Especial de
Expertos sobre el
Arrica Meridional

CDH:
-Res. 2(XXIII) de

de 6.3.1967
-Res. 5(XXXVII) de

23.2.1981
-Res. 1982/40 (ECOSOC)
-Mandato bianual
-Representantes de
6 Estados Miembros

pero actúan a título
personal: Balanda (Z.ure)
Jankovic(Yugoslav~dJ,

Ermacora(Austria),
Díaz Casanueva (Chile)
Reddy(India) y

Mtango (Tanzanie.)

-Visita paises del
área/informes
-Audiciones testigos

prensa
InfonDa a la AG y
CDH
-no recibe la coope­
ración de S.A., por
lo que no ha podido
entrar en el país

(F.'esidente)

nvestigar efectos
política apartheid
an Sudáfrica y Namiuia

-Investigar otras viola­
ciones: Bantustaaiza­
ción; tra~lados forzosor
población; dechos. sin­
dicales; educaci6n, sa­
lud

-Investigar y
actualizar situación
OH en los territorios
árabes ocupados por
Israel (Franja de Gaza,
Orilla Occidental Jor­
dán -incl. Jerusalen E­
y Altos del Golán en
Siria) •

-Gob. Israel no coop!.
ra.

Mandato anual

AG. Res. 2443(XXIII)
de 19.12.1968

-Informa a AG(Comisió~

política Especial)
-Visita países del
area (Jord.Sir.Egip.)

Representantes de -Audición testigos
3 Estados H1e~bros -Informes y prensa
(Sri-Lanlca-Presidente (Pe -era)
Yugoslavia y Senegal- (Yo ranic y Sene)

.nombrados por
Presidente AG)

Comité Especial
encargado de investigar
las prácticas israelíes
que afecten los
derechos humanos de la
población de los
territorios ocupados

Grupo de Trabajo
Ad Hoc encargado de
investigar la
situación de los
derechos humanos en
Otile

..

COH, Res.8(XXXI) de
27.2.1915

5 Representantes Estados
Miembros designados a
título personal por
Presidente COH: Allana
(Pak!stan)Presidente,
Benites (Ecuador),
Oieye (SenegaI) ,
Ermacora(AustriaJ
y Kamara(Sierra Lcon~)

-Informa a la AG y COH
-Visita in. loco (Julio

1918)
-Audición testigos
-Recibe informes y
peticiones

-Investigar situación
OH.

Concluyó sus
funciones en 1979:
Res.ll(XXXV) de la
Comisión OH.



(u~rlro 15 (cont.)

aRCANO

Relator Especial
sobre la situación
de loa derechos
humanos en Otile

EST/.3LECIMIENTO
'[

COHPOSICION

COK:
-Res. 11(XXXV) de 6.'.1979
-Res. 21(XXXVI) de
29.2.1980

1 Experto designado por
Presidente COH (sucesiva­
mente: A.Dieye, Senegal,
R. Lallah, Mauricio; y
F.Volio Jiménez, Costa
Rica i desde febr.1985

-Manda o I 1 año

COMPETENCIA

-Recibe ir. formes y
peticiones

-Audición testigos
-Acciones urgentes

humanitarias
-Visitas in loco:

1985 y 1987 (2)
Informa a AG y COH
conforme a Res.
8(XXXI) CDH.

i

OBJETIVOS

Investigar y actualizar
infor~aci6n OH en Chile
Aliviar situaciones
por razones humanitarias

Expertos designados
para estudiar la
cuestión de las
personas desapare­
cidas (en O111e)

Relator Especial
sobre la situación
de derechos humanos
e. Gui~ea Ecuatorial

CDH:
-Res. 11(XXXV) de 1979

[2 Expertos: Ermacora y
5adi, designados por
Presidente COH.. Sadi
renunci6 al nombramiento

COH, Res. l5(XXXV) de
13.3.1979

1 Experto, nombrado por
Presidente CDH (F.Volio
Jiménez, Costa Rica)

lnformé. a la Comisión
OH y, a través del
Relator Especial, a
la AG, sobre la suerte
personas desaparecidas

-Informa a la COH
-Realiza un estudio
a fondo de situa­
ción OH.

-Averiguar suerte
desaparecidos.

Concluyó sus
funciones en 1980.
La Res. 2leXXXVI)
de la Comisión
OH (1980) encarga al
Relator Especial el
tema de los desapa­
recidos en Chile.

-Conocer la realidad
situación OH.
(En 1980 y 1984 el
Secret. Gral.
designó un Experto,
a petición del ECOSOC
y CDH, para prestar
asistencia técnica.

--------If--------------+----------i---------
Representante
Especial de la
Comisión sobre la
situación de los
derechos humanos
en El salvador

Enviado Especial de
la Comisión sobre
la situación de los
derechos humanos en
Bolivia

CDH, Res. 32(XXXVII) de
11.' .1981

Mandato anual

1 Experto nombrado por
Presidente COH eJ.A.
Pastor Ridruejo,
España)

COH. Res. 34(XXXVII) de
11.3.1981, a petición
Gobierno.
1 Experto, designado por
Presidente COH (H. Gros
Espiell, Uruguay)

-Investiga viola-
ciones OH.

-Informa AG y COH
-Visitas in loco
-Audiciones testigos

-Informa a la eOH
-Realiza un estudio
a fondo situación
OH con discreción
y eouidad

-Vis: ta ln loco
-AudlJión testigos

-Formular conclu­
siones y recomen­
daciones "ara
asegurar disfrute
OH en el país.

-Conocer mejor la
situación OH.

La Res. 1983/33 COH
estableció servicios
de asesoramiento
técnico

... .. l .



ORGANO

Representante del
Secretario Genoral
sobre la situación
en Polonia

Relator Especial
sobrft situación
derechos humanos
en Guatemala

Representante
Especial de la
Comisión sobre
situación derechos
humanos en
Guatemala

Representante
Especial de Comisión
sobre situación
derechos humanos
en República Islámica
del Irán

Relator Especial
.obre situación
derechus humanos
en Afghan18tán

E::iTABLECIMIENTO
y

Ca1POSICION

eOH., Res. 1982/26, de
lO de Marzo de 1982

(1 Representante
desisnado por el Sec.
Gral: SUcesivamente,
H. Gobbi y P. Ruedas]

eOH. Res. 1982/31, de
11 de marzo de 1982

(1 Experto nombrado por
Presidente COH, tras
consultar Mesa-Colville.
Reino Unido)

COH. Res. 1986/62 de
13.3.1986

1 Experto designado
por Presidente COH
(Co1ville, Reino Unido)

eOH. Res. 1984/54, de
14·3.1984
Mandato anual

1 Experto nombrado
por Presidente eOH
previa consulta con
Mesa (sucesivamente,
A. Aguilar y R. Galindo
Pohl -El Salvador-, desde
9 julio 1986)

Eeosoc, Res. 1984/37.
de 24 mayo 1984. a
petición de eOH. Res.
1984/55, de 15.'.84

1 Experto de prestigio
internacional, designado
por Presidente COH:
F.Ermacora (Austria)

-Mandato anual

eOMPETENqA

-Informa a la Comisión
Derechos Humanos

-Realiza un estudio a
fondo sobre situación
OH en Polonia

-Informa a la A5ani>lea
General y a la COH

-Prepara un estudio
a fondo sobre DH

-Información perti­
nent,!

-vislea in loco
-audiencia testigos

-Informe a COH
-Sobre la información
del Gobierno acerca
aplicación nuevo
orden legal para la
protección DH

-Otras fuentes fiables
-Visita in loco

-Entabla contactos
con Gobierno

-Informa a la AG y
eOH

-Audición testigos
-Hacer un estudio

a fondo situación
DH con conclusiones
y sugerencias

-Informa a la AG y a
la eOH

-Estudia situaci6n OH
-Visitas en el área

(Pakistán) e in loco
(2)

OBJETIVOS

-Conocer situación OH.
La decisión 1984/110
de la Comisión OH
resolvió no renovar el
mandato(14.3.1984).

-Conocer en profundidaé
la situación OH

-Res. COH 1986/62
termina mandato
Rela~or Especial y
designa un Represen­
tante Especial

~Conocer grado de
implantaci6n real
de las mejoras l~es

Res. COH 1987/53
termina mandato
Representante ~uu
y pide secretario
General nombre un
Experto que a3ista
al Gobierno en
restauración OH, a
través contactos
directos

-Investigar y
actualizar informaci6r.
sobre DH en Irán.
incluída situación
de Baha 'is

-Formular propuestas
para protección OH
antes, durante y
después del retiro
de todas las fuerzas
extranjeras

- vís! tar Cuba
- informar CDHGrupo para

observar la
situación de los
derechos humanos
en Cu~.

CDH, d.eciBi6n 1988/106,
de 10 marzo 1988
Mandato I 1 año
Comp. s Presido .Comisi6n (~~negall Sene)¡ Bulgaria
(Dichev)¡ Colombia (Rivas ~06ada)¡ Irlanda (Li­
llis)¡ Nigeria (Attah)¡ y Filipinas (Ingl~s)

- "observar" Ei tuaci6r
DH en Cuba



CVD/59

en la promoción de los derechos
ara el esta.plecimiento de ór anof' ':ld

(a.) Informe a la Comisión de Derecho~ Humanos del Sr. H. ~?_lindo Pohl, P'3­
prenenta.nte Especial sobre la situación de lOF dere~hoF humanon en la
República Islámica del Irán.

~16. El marco jurídico internacional para el examen de las acusaciones de
violaciones de los derechos humanos y libertades fundamentales y de la
situaci6n de los derechos humanos en un pa1s determinado, en ~l presente caso
la República Islámica del Irán, está constituido básicamente por la Carta de
las Naciones Unidas, la Declaració~ Universal de Derechos Humanos, y los
Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos
EconÓMicos, Sociales y CUlturales. A ello debe agregarse el derecho
consuetudinario internacional y otros tratados pertinentes obligatorios para
la República Islámica del Irán. La Comisión de Derechos Humanos ha reiterado
en sus resoluciones re.lativas a esta cuestión que el Pucto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos obliga a la República Islámica del Irán (véanse
las resoluciones 1982/27, párr. 2, 1983/34, párr. 2, 1984/54, párr. 2,
1985/39, pirro 4 y 1986/41, pirro 4). A';í, la Comisión ha señalado la
importancia capital de este instrumento obligatorio cuyas disposiciones son
pertinentes a la mayor parte de las acusaciones de violaciones de los derechos
humanos pr~sentadas hasta el momento a los órganos i¡.ternacionales.

17. Debe también considerarse la incidencia del derecho islámico en las
obligaciones particulares de ese país, a la que se han referido los
representantes iranies en sus declaraciones generales, siempre y cuando se
presenten acusaciones específicas y concretas. Ademis de las posic'Jnes de
principio, siempre valiosas y esclarecedoras, pueden examinarse cuestiones
concretas relativas a la unificación y coherencia del derecho interno e
internacional.'l

L Cfr. Doc. S/CN.4/19'-37/23, de ?8 de enero de 19<31, p. ;" p;Írrafoc
- 16-17 J ·
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.r87 • Las anteriores conslderaciones de hecho y de derecho conducen a las
conclusiones siguientes:

a} La República Islámica del Irán, en su calidad de Miembro de las
Naciones Unidas y Parte en los dos Pactos y otros tratados, está
obligada legalmente a observar lo dispuesto en la Carta de las
Naciones Unidas en relación con los derechos humanos, la Declaración
Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, así cano otros instrumentos pertinentes tales
corno la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados. De
conformidad con sus obligaciones internacionales, la República
Islámica tiene que colaborar con los órganos competentes encargados
de promover los derechos humanos y las libertades fundamentales y
velar por su observancia.

b} La comunicaci6n al Gobierno del Irán de las denuncias de violaciones
de los derechos humanos y las libertades fundamentales forma parte
del mecanismo de esfuerzos conjuntos para promover la observancia de
los derechos humanos y las libertades fundamentales en todo el mundo
y tiene por objeto suministrar al Gobierno informaci6n que permita
investigarlas a fin de refutar o resarcir las presuntas
violaciones. No se trata de un procedimiento judicial. En la etapa
actual, los 6rganos internacionales que se ocupan de la protección
de los derechos humanos a nivel mundial bajo los auspicios de las
Naciones Unidas son la expresión organizada y funcional de una toma
general de conciencia de los pueblos y gobiernos y constituyen una
estructura de cooperación por medio de la cual la opinión pública
ilustrada manifiesta convicciones y críticas morales y políticas, a
la vez que presta diversos tipos de asistencia.

c} Las respuesta que el Gobierno del Irán podría dar a las peticiones
sometidas a su consideración serían de suma importancia para la
evaluación tanto de la situación general relativa a los derechos
humanos como de casos particulares de presuntas violaciones de los
derechos humanos. A falta de esas respuestas, hay que llegar a la
conclusión de que aun si en algunos casos pueden considerarse
exageradas las numerosas y graves denuncias de violaciones de los
derechos humanos en la República Islámica del Irán, la mayoría de
ellas tiene algo de cierto. El Representante Especial estima que en
la República Islámica del Irán siguen ocurriendo actos que no son
acordes con las disposiciones de los tratados y paCíaS a cuyo
cumpl~iento está obligado ~l Gobierno de ese país.

L f.!!. doc. E/CN. 4/1987/23 , ill·, p. 26 ..J •
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(b) In~orme a la Asamblea General lel Sr. R. LQllah, Relator Especial de
l~ Comisi6n de Derechos Humanos sobre la situación de lOE derechos
huumnos en Chile.

~ l~. El Relator Especial se siente obliqado a hacer constar su pesar por el hecho
de que el Gobielno de Chile sigue manteniendo en efecto una actitud de no
cooperación y sigue dando pie para la qrave preocupaci6n expresada en la
resolución 1983/38 de la Comisi6n de que ·ninguno de los repetidos llamamlenbOs
hechos por la Asamblea General y por la Cotnisión de Derecnos Humanos 9a1a que se
restablezcan los derechos y libertades fundamentales ha sido atendido por las
autoridades cnilenas, las cualespecsisten ~n negarse a cooperar con el Relator
Bspecia1" !l. Bn relación con las 'Objeciones presentadas por el Gobierno de ChUe
para justifioar su aotitud, el Rolatoe Especial na constatado que'un Duen número de

resoluciones de la CoIIisi6n de Derechos Humanos, en las que se han establecido
varios procediaieneos esPeCiales en relación con la situación de los derecnos
hu.anos en distintos ~stados, no han requerido el consentimiento expreso del Estado
interesado, pu••to que se nan establecido sobre la base de los POderes generalea e
i~licitos de la propia Coaisión y no sobre la base del procedi.iento previsto en
la resolución 1503 de1 Consejo Econólllico y ;:;oo1al lEI. Además, el arqumento basado
en la BOberani. o la igualdad soberana de los Estados, a juicio del Relator
Sspecial, no ee pertinente en realidad. Los Estados ejercen su SOberan!a tanto
cuando cumplen las noe... y Obligaciones internacionales que han asumido como
cuando deciden no baoerlo, tanto cuando CUMplen las obliqaciones de cooperar con
las Naciones Unidas que les impone la Carta como cuando deciden no prestar esa
cooperación. Bl argumento sólo es pertlnon~e en relación con la cuesti6n de saDer
si el ejercicio de su soberania está o no en consonancia con las normas y
principios in~err'cionales y no va más allá. Su acción no puede eximlr a los

ÓCq~no8 competentes de 1a8 Nacione. Unidas de su deoer de cumplir sus funciones y,
en ••ta aituacibn particular, la negativa del Gobierno de Chile a prestar su
cooperación t ••poco debe 11lpedir que la AlJallDlea üeneral o la Comisión de Derechos
Huaano8 cuaplan 8U8 funciones de eonfor.id~d con los procedí_íentos establecidos
con eJ. paau de 108 aftoso \,

L ffr. doc. A/38/3A5, de 17 de octubre de 19R3, pp. 9-10, párrafO-lO _/ •

(e) Pleno de la Comisi6n de Derechos Humanos. Presentaci6n oral del informe
sobre la situaci6n de los derechos humanos en l? Repu'blica Is1~mic<1 del
Ir!n, por el Sr. R. Galindo Pohl, Representante Especial de la Comici6n.

92. The absence of replies by Governments could not and must not become an
insurmountable obstacle to the examination of human-rights situations, because
it would paralyse the relevant activities of the United Nations and constitute
an implicit veto by the Governments in question on United Nations activities
in the area. In the absence of official eo-·operation, it was international
practice to make a study and evaluation of the information available. Such a
study and evaluation would obvlously be more complete and better balanced if it
could count on official co-aperatíon, whieh would help elear up doubtful
situations, counteract unfounded allegations and reduce exaggerated
allegations to their realdimensions. \,

L.2.!i:' doc. E/CN.4/1987/SR.40 , p. 17, par. 92 .l ·



Deber de cooperaci6n e intervención del Relator ~~pecial, oor razones hu­
nitari~s, en favor de situaciones individuales.

L ffr. doc. E/CN.4/1987/7, de 10 de febrero de 1937, p. 6, par. 17 -1 .

V~p..nse 10f: ~recedentes en las "acciones urgentes" que real izan alDJ..nos dp.
los 6rganos de E~rtos para la investigaci6n de fenómenos que producen
graves violaciones de los derechos humanos en todo el mundo. En pcrticu­
lar, las "acciones urgentes" del GT sobre desape.riciones forzadas o invo­
luntarias, el Re1. Especial sobre Ejecuciones Sumarias o Arbitrariap., y ­
el Relator Sspecial sobre la Tortura.
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Algunos problem~s que sU8cit~, en la práctica, lo~ 6rrrp.noG ad hoc de inves­
tiga.ción en oaises concret·os.

(Po) Pleno de la Comisión de Derechos Humano~. Intervención nel Represent&nte
de C~nadá, el 9 de marzo de 19R7.

42. M. FAIRWEATHER (Observateur du Dlnada) fait une d'claration sur le
póint 12 de l'ordre du jour, et plus particulierement sur la diffieulti de
porter un juqement dans le domaine des droits de l'hoaae, qui a inciti de
nombreux Etats a se retrancher derriere la doctrine commode mais reqrettable
de la -non-intervention-. SUr ce point, la position du Canada est diff'rente •
tout en reconnai$sant les difficult's, i1 n'iqnore pes les r'sultats que peut
produire a lonq terma le fait d'insister avec mesure et pers'v'rance sur la
diqnité de la personne humaine et le respect des normes internationales~

43. Le travail de la Commission porte essentiellement sur ce que l'on peut
appeler des droi~ ou themes ·qénériques·. La torture, les exécutions
sommaires, les disparltions et d'autres phénomanes y sont traités oomme des
formes de violation des droits de l'hoame, indépend.amment de la réq1.on ou
de l'Etat concern'. " ••
• • • • • • •

44. Mais lorsque l' on passe des quest.ions d' ordre Gqénérique· aux situatiOll8
concretes, de sérieuses difficultés·surqissent. Faut-il se concentrer sur de.
déclarations dans lesquelles aeroQt ~sées les violat~ion8 de. droits de
l'homme commises par tel ou tel gouvernement en espirant que les paroles
auront un effet bénéf ique ? Faut-il s' occuper de réfor1ll8r les proc~e8 de
la Commission de maniere ¡ servir la ca~e des victimas de-graves &bus des
drai ts de l' homme dans le monde ? Paut-il que chaque cUiléqation parle de
chaque situation, et le fait de pas8er sous silence un paya 40nné 4oit-il etre
interprété comme de l'indifférence ?

4S. Et que dire de la présentation dea t&aoiqnaqes. On ne peut rien ajouter,
par exemple, ¡ celui de Carmen Gloria Quintana, la jeun& Chilienne qui est
venue parler en termes bouleversants des supplices quien lui a fait subir.
Mail'3 de tela témoignaqes ne doivent pas silllpleaent- servir de base ¡ une
condamnation, ils doivent ~aire partie d'un proe•••us d'enseable, tant au aein
de la Commission que du eyetame des Natione Unies en gén'ral, pour rétablir
rapidement et véritablement les droits de l'hOGDe.

46. Les difficultis rencontrées sont li'es ¡ deux élémonts elefa •
l'objeetivité et l'action. En ce qu1 concerne l'objectivit', il faut aavoir
qu'¡ coté des violatlons qui sont dénonclles a la CommisBion, il'y en a
d'autres, tout aussi flaqrantes, dont la Commission n'est p4a saiaie pour une
foule de raisona évidentes. Qu'en est-il par exemple de la liberté de la
presse au Nicaragua apres la fermeture du.journal La Prensa? Que faire face
aux exécutions sommaires au Suriname '1 Des problelDes d'objectivité analogues
se posent lorsqu'on étudie les raisona profondes des difficultés rencontrées
dans le domaine des droits de l'hODlD8. 'cue faut-il fair~, par exemple,
lorsque les exiqences léqitimes de la sécurité de la P¡ninsule coréenne sont
trop souvent invoquées par les deux pays de la réqion pour justifier le déni
desdroits fondamentaux de l'homme ? Mals c'eat sans doute lorsque ces
difficultés sont causées par la querre, la conquete, l'1nsurrection civile ou
d'Autres situations similaires que le problame est le plus dur a comprendre et
¡ réqler. Que peut-on dire de l'annexion du Timar oriental par l'Indonésie, un
acte que l'on ne peut excuser mais qu'il faut bien accepter '1 Comment
s' occuper des violations périodiques des droits de l' hOlllIil6 qui .ont illlpUtablea
a 1es op4rations militAires ou de guerill., ou encore traiter ávec efficacité
les t'moiqna~s de plus en plWI nombreux concernant l' Iran ? Unsi, rn.&me
lorsque l'on 8st en pcs8esslon d"l&ments de preuve objectits, on se trouve
confronté au problame de l'action.



47. Depuis lO ans, la Commission utilise le ~canisme des -rapporteurs
spéciaux·, qui lui ont permis de recuei11ir des témoiqnaqes, des ~léments de
preuve objectifs, de contacter les qouvernements concern~s et de faire des
observations et des recommandations sur des aspects décisifs des droits ~e

l'hoDme. Ce fut le cas pour l'Afghanistan, le Cllili, l'Iran et le Guatemala,
El Salvador. Maia des raisons de convenance politique, et peut-etre des
rivalités réqionales au sein de l'orqanisation, limitent l'efficacit~ de ce
m&canisme. On peut se demander si la désiqnation d'un représentant spécial au
lieu d'un rapporteur, <:lans le cas du Guatemala, est cenaée indiquer un
véritable chanqement de la situation. Le canada pense qu'effectivement il Y a
eu d'importants chanqements. Mais la Commission doit sonqer aux procédurea a
maintenir en viqueur pendant cette phaae décisive de l"volution au Guatemala.
11 ne s'agit pas de choisir entre deux extremes, c'est-i-d1re continuer a
faire suivre la situation de pras par un représentant spécial ou cesser
completement de s'occuper de la question, mais. d'envisager d'autres solutions
plus diversifiées. A ce sujot, les déléqations devraient mieux com:~endre que
le renouvellement du mandat d'un rapporteur spécial n'est pas une punition et
que les contacta ainsi établis sont Gans l'intér¡t du qouvernement coñcerné
comme dans celui de la communauté internationale.

48. L'action de la communauté internationale n'est pa~ limitée aux procédures
de la Coumission. 11 est évident que les 90uvernements ont plusieurs moyens
d'action a :.eur dísposition, comme les contacte bilatéraux, les autres
instances ou ils peuvent exprimer leurlJ préoccupations et n~ier des mesures
a prendre pour redresser la situation, ou encore les institutions humanitaires
et les tiers désintéressés auxquels on demande d'intercéder. L'un des moyens
d'action les plus efficaces ~urrait ¡tre la mission de bons offices du
secrétairc qénéral. En cae d'allégatione sérieuses de v~olations des droite de
l'homme, le secrétaire qén~ral devrait utiliaer ses pouvoirs pour ouvrir des
filieres de communication discretea et informell... En cas d'oxécution
sommaire par exemple, 11 se pourra.1 t qu' une intervention par télex
du secrétaire qénéral ou meme du Préaident de la Commission incite a surseoir
a l'ex'cution.

49. De l'avis du canada, réformer les procédures de la Commission doit
permettre de favoriser ses objectifs, et de llÚ.eux pr4iciser tout ce qui
concenle les t~ignages, leur objectivité et moda de pr'sentation. Des
direct~ves ~labor~es ¡ l'intention des rapporteurs spéciaux permettraient de
mieux d~finir leur mandat et de renforcer leur role. 11 faudralt aU8ai
s' entendre sur •..es principea d' 'tablissement des rap¡portB, concernant leur
lonqueur, leur contenu, leur présentation, les conclusione et d'~utrea

questions. La Commission devrait envis~qer d'établir un lien entre le POUlt 12
et le point relatif aux services consultatlfs dAns 1'8 domaine dea droi te de
l'homme. tl serait prudent aussi de fixor des reqlea pour la ~siqnation des
rapporteurs spéciaux et 1 'abroqation 00 leur mandato En résuM, il
conviendrait d'&tudier l'ex~rience acquise- au cours des dix derni¡res ann'es
et d'en tirer des le~ons pour les annóes ¡ venir, atin de répondre aux espoira
de ceux qui n'ont aucun moyen d'aqir, ou qu'ila soient.

Commi8sion des aroits de l#homme, Quarante-troisieme session, Compte rendu
analytique de la 52eme séance (deuxieme partie), doc. E/CN.4/1937/Sn.52/
Add.1, pp. 11-13, párrafos 42-49 -1 .
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(b) Pleno de la Comisión de Derechos Humanos. Debate ~neral. Intervención
del Sr. l{olby, representante de Noruega. Ginebra, ! de marzo de 1993:

••••••••••••••••

70. La dele9aci6n de Noruega deplora que 8610 sea posible nombrar rela~ore~

especiales en los casos más graves, y que sea cada vez más dificil obtener la
realizaci6n de una encuesta sobre un nuevo país. La fórmula del relator
especial es si~ embargo particularmente apropiada para mejorar la sÁtuación de
los derechos humanos a largo plazo y para consolidar los progresos realizados
por un país comprometido en \lOA proceso de democratizaci6n.

71. La delegaci6n norue~a ya ha tenido ocasión de expresar sus reservas sobre
la tendencia de la Comisi6n a abandonar prematuramente el examen de tal o cual
situaci6n considera4a segÚn el procedimiento confidencial para ocuparse, por
el contrario, de est.a situaci6n en el marco de los servicios de
asesoramiento. Esta posición no significa, sin embargo, que se opo~ga a la
prestación de una asistencia concreta a los países que s,e esfuerzan por crear
la infraestruecura esencial para el respeto de sus obligaciones
internacional8s en materia de derachoiJ numanos. Pero quiere alertar contra
una precipitación excesiva porque mientras se produzcan violaciones graves Y
los gobiernos interesados no tomen las medidas deseadas ¡para ponerles fin o
para iniciar investigaciones y sancionar a los responsables, la mejor forma de
actuar sique siendo la prolongaci6n del ma.ndato de los rtelatores especiales.
La asi8ten~ia prActica en forma de servicios de asesoramiento debe agregarse
-y no sus .tuirse- a la vigilancia de las situaciones. A este respecto seria
quizis c'nven1ente revisar las modalidades de examen del tema del programa
dedicado a los servj ~ios de asesoramiento, se podría con\templar una

clasificación en tres grupos. los paises q'le rehúsa:l su cooP'9raci6n, los que
colaboran y los que, al salir '.:le una crisi.s grave, todav1a r.<!cesitan la ayuda
de las Naciones Unidas para cons0.1idar las condiciones que hac~ posible el
respeto de los derechos humanos.

LCfr. Comisi6n de Derechos Humanos, 440 período ..le sesiones, Actas Resumidas,
- doc. E/CN.4/l998/SR.50, pp. 20-1, p;ir" 7(' -1.../.



~X!cterrsticaE ~nera1es de los órganos ad hoc de in~~stígación en paí3e~.

Del aná~isis de la practica se ,ue(en decantar ~as siguientes caracteríFtl­
casI

- Son 6rganos no pe:rmt..nentes, pues E>'US mandatos se deben renovar cada año
o, todo lo mI~, cada 2 aWos en algunos casos.

- El fundamento jurídico de estos órganos arranca de la res. 1~35 del ­
SCOSOC y de los arts. 55 y 56 de la Carta (deber de cooperar en la prornc-­
ci~n de los de.~chos humanos). El fUnd8~nto más cercano se encuentra en la~

correspondie~te8 resoluciones que crean tales órganos. La aceptación ~enera­

lizada y progresiva por los Estados y el frecuente recurso a ellos, hace
de 106 órganos ad hoc de investigación en países concretos una realidad rien
asegn..r"U'la en la práctica de la OgganizacicSn.

- Los órganos que crean tales procedimiontos ad hoc fueron en su origen
la Asamblea General Ylen ~lgunos casos políticamente fidelicados~ el ECOSOC.
Pero lo normal es que sea la propia Comisión de Derechos Humanos quien los
crea, aunque necesitará el respaldo poster~or del ECOSOC, en particular si de
tal creacicSn se deriVEn implicaciones financieras.

- La composición de estos órganos ad hoc tambi~n ha variado con el tiem­
po. En W'l prir e ipio, se prefirieron ios "Grupos de Trabajos" compuestos por
5 ó 6 personas, representativas de l~~ diferentes áreas geográficas del ~
do. Posteriormente, se ha tendido a órganos .z.iteJ.·sona~ por cuanto S'~ co,!
proD6 una m&)'Or flexibilidad en su funcionamiento. El resultado ha sidL di ·,~e.!

so, segm¡ la personalidad del nombrado, aunque en gene¡'al se eligen persona~

cualificadas. No obstante, en 1988 la Comisión volvió al sistema del "Grupo"
de composici6n geográfica (6) ante el caso de Cuba, de enorme transcendencia
política.

- La. gran variedad de órganos ad boc unipersonales ha sembrado una cierta
conf'usi6n en la. práctica. En todo caSO; la elección de uno u otro parece ir
en consonancia con la gravedad de la situación en el país que se desea inves­
tigar I aunque talllbifn intervienen, ad caaum, criterio!; de oportunidad políti­
ca. La ~ct'~l de procedimientos ad hoc unipersonales se podría graduar de es­
ta manera:

- Secretario General
- Exper~o para servicios de asistencia técnica
- Rep¡-esentante del Secretario General
- Enviado Especial
- Representante Especial
- Relator Especial

- La evoluci6n, dentro de una misma situación, en funci6n del grado de coa
peracicSn del Estado y su voluntad de meJorar sustancialmente la situaci6n de
dere}hos humanos, puede producir cambios en la "escala" arriba se~alada, to­
do e1.0 combinado con criterios de oportunidad política.

- En cualquiera de los casos arriba descritos, la investig ~ión se hace
in situ en función de las normas internacionales en tmateria de derechos hu­
manos (Declaración Univarsal, Pact~s y demás tratados ratificados por el Esta
do en cuestión). No obstante, el objetivo de la investigación no es de carlc=
ter judicial, sino llegar a una conclusión ajustada a la realidad sobre la
situaci6n de los derechos humanos en un país para, a partir de ese dato, ofre
cer alternativas, sugerencias y recomerldaci ')nes que ccmduzcan al restableci-­
miento de los derechos humaT'os, nrevenir la c')misión <le nuevas violaciones y,
seg\1n los casos, facilitar el retorno SI. un rigimen democrático en cuyo Uiarco
sea posible el ejercioio y la protecci6n de los derechos hummlos y liberta­
des fundamentales.

- A traws de estos procedimientos la comunidad internacional se acerca me­
jor a las situaciones ir.ternas y puede ofrecer al Estado una cooperación y a~1!.

da en el restablecimiento de los derechcs humanos. En los casos extremos en
qt..9 el Estado rechaza toda cooperación, ejerce una decisi6n soberana que es
contraria a. los arts. 55 y 56 de la Carta NU y que enlldnglÚl caEO puede vetar
las decir:iones de la AG, ECOSC y Comis:1.6n DR.
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- La creación de estos órganos aJ hoc no se supedita, pue~, al acuerdo
del Estado cobre el que se va a dirigir la investigación. De ahí el éxito
del proce¿imiento 1235 sobre el 1503, al que se anade sel carácter pu1olico
de sus informes •

- Sn ~lgunos casos se observa que, a la par que trata una situaci6n
global de violaciones masivas de derechos humanos, el órgano ad hoc atien­
de también a peticiones individuales en favor de víctimas directas. En e~

tos casos recurre al bien establecido sistema de "buenos oficioF" o de
"contactos directos lt ante las autoridades ~bernamentales a fin de lograr
un alivio en la situación de esa/s persona7s. La frecuencia con que se re­
curre a estas acciones (algo similar a las "acciones urgentes", pero no ­
institucionalizadas en este caso) dependerá del grado de sensibilidad del
órgano ad hoc y de la situación objetiva. En todo caso, este tipo de actua
ciones se cubren con el manto de ]:;¡, discreción y de la confidencialidad. En
cuanto al éxitoobienido, dependerá esencialment(' del grado de coope-ra.ci6n
del Gobierno interoelado.

B) Organos de eXpertos ad. hoc para la investigación de fen6mel'tOS que
producen graves violaciones de los derechos humanos en todo el mundo

Vid. infra, Cuadro 16



Cundro lE

ORGANQS DE EXPERTOS PARA LA INVESTIGACION DE FENOMENOS QUE

PROPUCEN GRAVES VIOLACIONES DE LOS DERECHOS HUMANOS EN TODO

EL MUNDO

NOMBRE

Grupo de Trabajo
sobre 1a 9 Fofsnps
Contemporáneas dela
Esclavitud

Grupo de Trabajo
obre desapariciones
orzadas o involun­
arias

te 1a t o r Es f<' e i a 1
lbre la cuestión
~ los derechos
UDanos y los
~Odos mas i vos

ESTABLECInIENTO
y

COMPOSICION

Subcomisión. Res.
1l<XXXVII> de 21.-8.74
<bajo autorización
ECOSOC de 17.5.74)

5 Expertos indepen­
dientes (Miembros de
la Subcomisión)

Mandato: 1 año

CDH. Res. 20<XXXVI)
de 29.2.80

5 Expertos (Tosevskb're
<Yu>. van Dongen <Ne).
Foli <Gh>. Hilaly (pak.
y verela <C. Rica»

~fandato Manual
Representates de 5 Estados
miembros que actúan a títu-
,~ i_~i-•• .i•• _,

CDH. Res. 29(XXXVII)
de 11.3.81

1 ~~perto designado
por el Presidente
de la Comisión
<Sadruddin Aga Khan>

COMPETENCIA

• 1n forma. a 1a
• Subcomisión,

• Estudia el fenó­
meno de la ese la­
vi tud. trata de
esclavos. venta
de ntrlos. explo­
tación trabajo
ni1'\os. servidum­
bre por de"das.
tráfico de per­
sonas. explota­
ción prostitu­
ción ajena.
prácticas escla.
del apartheid y
el colonialismo

lnfor~e a la CDHtanualJ
-Comunico indiv.

o -ACC. urgetntes.
-visitas a paises
-Procedimiento
conf. y humani­
tario.

-3 reuniones al
ano <conf.)

Informe a CDH.

La CDH (res.
1982/32) suspen­
dió el procedo
La Res. 36/148
de AG <16.12.81>
estableció Grupo
de 24 Expertos
~Q~rnamentales

~'.~

OBJETIVOS

Eliminación
de la escla
vitud y prác­
ticas análo­
gas en todo
el mundo

Eli:ninar pro!O­
titu'ci6n in­
fanti 1.

Ayudar a las
familias a lo
cal izar perso
nas desapare­
cidas en el
m'_lOdo <15- 000
C&'OS transmi
t ido~ "\ 45 Go­
-bierno, .

Evitar nueva~

corrientes de
refugiados en
el mundo me­
diante lde:l­
tificación y
remedio a sus
causas

.,..------;;¡;¡¡¡;;..........¡¡¡¡¡¡¡;¡¡¡¡;¡;== ..¡, .L. ----J

.... /....



NOMB RE

Cu~rlro 16 \cont. )

ESTABLECIMIENTO
Y

CQMPOSIC ION
COMPE'mNC IA

C'!D/r 9

OBJETIVOS

Crupo de Expertos Gu­
bernamentales sobre la
cooperaci6n intemaci,2,
nal para evitar nuevas
corrientes de refugia­
dos

AG, ~es. 36/148, de
16.12.81

24 Estados Miembros AC

:ifandato anual

Informe a AC.
(Antecedente: Rela­
tor Especial CDH s,2,
bre éxodos masivos).

Evitar nuevas
corrientes IDa

sivc.,s de rer;
giados; respOn
sabilidades de
los Estados.

-------+--------4--------4------.
Relator Especial

;obre ejecuciones
;umarias o arbi­
~rarias

ECOSOC. Res.
1982/35. a petición
CDH. Res. 1982/29
de 11.3.82

1 ~x¿erto designado
por el Presidente
de la ,'omisión
(Amos \" lko, Kenia)

Informe a la CDH

-Comuni c. i ndi v.
-Acc. urg entes
-Visitas a paises
-Procedimiento
conf. y humanI­
tario

- Visit6 Uganda y

Surinam~ (2)

•

- 1nvest 1gac i 6n;
de muertes en.
c i rcuns. sos-·
pechosas:
autopsias'

-evitar eJecu­
ciones inml­
nlrntes, in - é

cluso de sen-tI
tencIas de
muerte pro- .
l\unclo,J... sin. _. =
las debidas !
garantías
proces .• en
todo el mundo I

-formaci6n func~l·
narios aplico ley



Cuadro 16 (cont. y fin) C1JTJ/10

NOMBRE

Relator Especial
sobre la tortura

Relator Especial
sobre la intole­
rancia religiosa

I Relator Especial
Isobre los merce­
¡nariOS

I
I

ESTABLECIMIENTO
Y

COMPOSICION

COH. Res. 1985/33
de 13.3.85

1 Expertv designado
por el Presidente.
de la Comisión
(P. Koo i jmans, P.Bajos

:.tar1dato bianua1

COH. Res. 1986/20
de 10.3.1986

1 Experto designado
por el Presidente
de la Comisióo
(Angelo V. d'Almei­
da R i be i ro'portuga 1)

Mandato bianual

COH. Res. 1987/16
de 9.3.87

1 Experto
• des i gnado por el

Presidente de la
Comisión

(E. Berna1as Balleste­
ros, Perú)

Mandatos 2 años.

COMPETENCIA

¡arma1
Informe/a la COH

-Comun i e _ i nd iv .
-ACC. urgentes
-visitas in 10CQ
Colomb.Arg~Urug.Pcrú

-Procedimiento
conf. y huma­
nitario

é!,!1Ual
Informe¡a la COH

-Evalúa la apli­
cación de la
Declaración so­
bre la el imina­
ción de todas
las formas de
intolerancia
y discrimina-
c ión fUl~dadas

en la rel igión
o las conviccio­
nes

-Procedimiento
confidencial

• visitas in loco~
Bulgaria

anual a AG y
Informeja la COH

-Est";'~,a la uti­
llzación de mer­
cenarios como
violación DH y
1 i bre determi­
nación

- procedim. confidenc.
- visitas in loco

OBJETIVOS

Prevenir o sanci~

nar los actos de
tortura y otros
tratos o penas
crueles. inhuma­
nos o degradantes
en el mundo

-Proyecto de Con­
vención

-Crear ombudsmen
nacionales sobre
cuestiones reli­
giosas

-examinar inci­
dentes y activi­
dades de gobier­
nos contrarias
a la Oeclara~ión

-recomendar medi­
das nacionales co­
rrectivas de las
pr!cticas diEcrimi­
natorial" •

-Aplicación del
derecho de libre

determinación a
los pueblos so­
metidos a domi­
nación colonial
u ocupación ex­
tranjera
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Caracteríeticas de lo's ~rganos ad hoc de inves-¡,igaci~n de fen~menos de viola­
ci~n de derechos humanos en cualquier parte de 1 mundo:

- Como los ~rganos ad hoc por países, no tienen carácter permanente, sino ­
temporal, aunque la tendencia es ir consolidándose. Sn efecto, de mandatos
anuales han pasado a mandatos bianuales en virtud de la re Boluó, 1.988/30 de la
Comisi6n de Derechos Humanos, de 8 de marzo de 1988.

- El campo de acci6n es universal.
- Son 6rganos establecidos, en su comienzo, por la Subcomisi6n¡ luego, por

la Comisi6n y/o el ECOSOC. 8610 ~a un caso (Exp. Gub. sobre corrientes de re­
fugiados) por la AG. La práctica más Gorriente concede la iniciativa a la Comí
si6n.

- Se trata de 6rganos con mandatos estrictamente h~litarios tanto en su
actuaci6n como en sus objetivos. Este carácter tambi~n inclina más la actividad
individual (acciones urgentes, o .rec1amaciones a los Gobíemos en favor de per­
sonas que, segdn se informa, están desapareci~s, .0 en riesgo inminente de eje­
cuci6n, o siendo objeto de malos tratos o torturas), auqEJUe no se descuida el
análisis de la situaci6n global de ese fen6meno en todo el mundo, con el obje­
to de identificar mejor 1t) edidas correctoras, preventivas y protectoras, qu~

los 3stados deberían adoptar para eliminar o prevenir la ocurrencia de fen6me­
nos tan trlgicos.

- El carácter humanitario de estos procedimientos también implica la falta
de fl..nalidad acusatoria en los mismos. El procedimiento es, por tanto, riguro­
samente confidencial, y s6lo se hace pdblico el resultado final de las activi­
dades del ~rliano (informes a la AG o CDH).

- Tales 6rganos tienen la misma base ,jurídica que los 6rganos ad hoc por pa!
ses: Res. 1235 ECOSOC y deber de cooperaci6n de los Estados en materia de DE, d~

rivado de los arts. 55 y 56 de la Carta.
- El resultado de estos 6rganos es esperanzador, pues pro'Oorcionan los prime

ros rudimentos (sin necesidad del cOfl.sentimiento del Estado ni de agotar los r¡'
cursos internos) de lo que pudiera constituir un "recurso de amparo internacio­
nal", a tra~s del bien conocido sistema de "acciones urgentes". VistOE en su
conjunto, los distintos informes anuales de estos 6rganos pueden constitu-ir el
precedente de un "Informe Anual sobre la si tuaci ~n de los Derechos Humanos en
el Mundo", que, tambi'n en el futuro, podría estar a cargo de un Alto Comisiona­
do para los Derechos Humanos.

- Por ser de reciente creaci6n, todavía han desarrollado. poco sus normas
procesales internas. Existe, sin embargo, 18. excepci6n del Grupo de Trabajo so­
bre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, que ha elaborado unos "métodos de
trabajo" que, por su importancia, transcribimos:

" D. Métodos de trabajo

. 16. Los métodos de trabajo del Grupo de Trabajo se basan en su mandato
estipulado en la ::-esolución 20 (XXXVI) de leL Comisión de Derechos Humanos y
están específicamente adaptados a su objetivo principal. Ese objetivo
consiste en ayudar a las familias a determil~r el destino y el paradero de sus
familiares" desaparecidos' quienes, habiendodE\saparecido, <están fuera del
ámbito protector de la ley.' Con este objeto, el Grupo de 'rrabajo se esfuerza
por establecer un canal de comun~caclónenty.e·lasfamilias y los qobiernos de
que se trate, con miras a asequrar que se investiquen los casos documentados y
claramente;; identificados'. qUe 'las fami lías, 'directa o indirectamente" .han
señalado a la atención'dél ~Grupo, y:.que se'''',!lclareelparadero''.de la 'persona
desaparecida~' El papel 'del G:i:upo termina cuando el destino y el páradero del
desaparecido se han establecido claramente como resultado de las
investigaciones realizadas por el Gobierno o oe la búsqueda efectuada por la

../.,
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familia, independientemente de si la persona está viva o muerta. El enfoque
del Grupo es estrictamente no acusatorio. No se interesa en la cuestión de
determinar la responsabilidad de casos concretos de desapariciones o de otras
violaciones de los derechos humanos que pudier8n haber ocurrido en el curso de
las desapariciones. En resumen, la actividad del Grupo es de carácter
humanitario.

17. Un ejemplo típico de desaparición forzada ° involuntaria puede
describirse en términos generales de la manera siguiente. una persona
claramente identificada es detenida contra su voluntad por funcionarios de
cualquier ramo ° nivel de gobierno o por grupos organizados o particula~es que
afirman actuar en nombre del Gobierno o con el apoyo, permiso o aquiescencia
de éste. Luego, estas fuerzas ocultan el paradero de esa persona ° se niegan
a revelar su destino o a reconocer que la persona fue detenida.

18. El Grupo de Trabajo no se ocupa de situaciones de conflicto armado
internacional, en vista de la competencia del Comité Internacional de la
Cruz Roja (CICR) en tales situaciones, tal como lo estClblecen los Convenios de
Ginebra de 12 de agosto de 1949 y los Protocolos Adicionales correspondientes.

19. Al transmitir los ca'" de desapariciones, el Grupo de Trabajo trata
exclusivamente con los g~lernos, basándose en el principio de que los
goblernos deben asumir la responsabilidad de toda violación de los derechos
humanos en su territorio. Sin embargo, si las desapariciones se atribuyen a
movimientos terroristas o insurgentes que luchan contra el Gobierno en su
propio territorio, el Grupo de Trabajo se ha abstenido ~e tramitarlas.
El Grupo considera que, como cuestión de principio, no debe establecer
contactos con tales qrupos con miras a investigar o aclarar las desapariciones
por las que se les supone responsables.

20. El Grupo de Trabajo considera admisibles los informes sobre
desapariciones cuando proceden de la familia o amigos de la persona
desaparecida. Sin embarqo, tales informes pueden ser transmitidos al Grupo de
Trabajo por conducto de representantes de la familia, de los gobiernos, de
organizaciones intergubernamentales, organizaciones h~nanitaria8 y otras
fuentes confiables. Deben ser presentados por escrito con una clara
indicación de la identidad del remitente.

21. A fin de que los qobiernos puedan realizar investigaciones
siqnificativas, el Grupo de Trabajo les p~oporciona informaciÓn que contiene
por lo menos un mínimo de datos básicos. Además, el Grupo de Trabajo insta
constantemente a los denunciantes a que proporcionel~ el mayor nÚDlero posible
de detalles sobre la identidad de la persona desaparecida (de ser posible,
nGmero de tarjeta de identidad) y las circunstancias de la desaparici6n.
El Grupo exiqe los siguientes elementos m!nimos.

l'

a) Nombre completo de la persona desaparecida,

b) Fecha de la desaparición, 8S decir, dril, mes y afta de 'la detención o
secuestro o cUa, mes y año del, 14 '(iltima ~z que 80"' vio a la persona
desapareci.da. cuando la persona desaparecida fue vista por ú.l.tima
vez en un centro de detenci6n, basta una indicaci6n aproximada (por
ejemplo, marzo o la pr~vera de 1980),
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c) Lugar de la detención o secuestro o lugar ~onde fue vista la persona
desaparecida por última vez (por lo menOB indicación del pueblo o
aldea) I

d) Las partes que se presume han ejecutado la detención o el secuestro
o que retienen a la persona desaparecida en detención no reconocida,

e) Las medidas adoptadas para determinar el destino o el paradero de la
persona desaparecida o por lo menos una indicación de que los
esfuerzos por hacer uso de los recursos internos se han visto
frustrados o que de alguna otra manera no han sido concluyentes.

22. Los casos comunicados de desapaticion~s se presentan al Grupo de Trabajo
para que los examine detalladamente en sus períodos de sesiones. Los que
llenan los requisitos descritos más arriba se transmiten, con la autorización
concreta del Grupo, a los gobiernos de que se trate pidiéndoles que realicen
investigaciones e informen al Grupo acerca de sus resultados. Los casos
comunicados se hacen llegar en una carta del Presidente. de: Grupo al Gobierno
de que se trate por conducto del Representante Permanente de las
Naciones Unidas.

23. Los casos qUe han ocurrido en los tres meses anteriores a la recepción
del informe por el Grupo se transmiten directamente a los Ministerios de
R~:aci~nes Exteriore6 mediante un telegrama. Su ttansmisión puede ser
autorizada po~ el Presidente sobre la base de una delegación concreta de
poderes que le confiere el Grupo. Los casos que han ocurrido antes del plazo
de tres meses pero no después de un año antes de la fecha de su recepción por
la Secretaria, siempre que hayan tenido alguna relación con un caso que
ocurrió en el periodo de tres meses, pueden transmitirse entre períodos de
sesiones por carta autorizada por el Presidente.

24. Por lo menos una vez al año el Grupo de Trabajo recuerda a todos los
Gobiernos interesados los casos que no han sido aclarados. Además, en
cualquier época del año, todo Gobierno puede solicitar los resúmenes de los
casos pendientes y/o aclarados que el Grupo de Trabajo le ha transmitido.

25. Todas las respuestas recibidas de los gobiernos sobre informes de
desapariciones son examinadas por el Grupo de Trabajo y resumidas en el
informe anual del Grupo a la Comisi6n de Derechos Humanos. El número de casos
sobre los cuales un Gobierno ha suministrado una o varias respuestas concretas
., enumeran en el resumen estadlstico relativo a cada país en el informe
anual. Toda intormaci6n sobre casos concretos se presenta a los denunciantes
de esos informes a quienes se invita a formular observaciones al respecto o a
suministrar detalles adicionales sobre los casos.

26. Si la respuesta indica claramente d6nde 'se e ncuentrcl la persona
desaparecida (esté viva o muerta) y si esa información en suficientemente
definitiva como para que la familia pueda razonablemente aceptarla, el Grupo
de Trabajo considera el caso aclarado en el periodo de sesiones siguiente a la
recepci6n de eeta informaci6n. En consecuencia, el caso se clasifica bajo el
eplqrafe "Casoe aclarados por las respuest<ls del Gobierno" en el resumen
estadístico del informe anual.

...1 ti •
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27. Si la l~spuesta proporciona información definitiva sobre el destino de la
persona desaparecida después de la fecha comunicada de la desaparición, pero
no concreta claramente el paradero actual de la persona (por ejemplo, que la
persona fUe 1".1esta en libertad de l'a prisión hace algún tiempo o que se
encuentra en libertad sin especificar dónde), se debe esperar una respuesta
del denunciante. Si el denunciante no responde en un plazo de seis meses a
partir de la fecha en que se comunicó la respuesta del Gobierno, el caso se
considera acl·rado. Si el denunciante pone en duda la información del
Gobierno por.otivos razonables, se informa al Gobierno y se le invita a que
haga observaciones.

28. Si los denunciantes suministran información bien documentada a efectos de
que un caso ha sido erróneamente considerado aclarado ya sea porque la
respuesta del Gobierno se refería a una persona diferente, no corresponde a la
situación comunicada o no ha llegado al denunciante en 131 plazo de seis meses
descrito más &rriba, el Grupo de Trabajo transmite el caso nuevamente al
Gc~ierno solicitándole que haga observaciones al respecto. En talRs casos, el
- 30 respectivo figura nuevamente en la lista de casos pendientes y en el
¡nforme del Grupo a la Comisión de Derechos Humanos se ofrece una explicación
específica, en la que se describen los errores o W.screpancias mencionados.

29. Toda información adicional sustantiva que los denl'n...~iantes presentan
sobre un caso pendiente se comunica al Grupo de Trabajo y, tras su aprobación,
se transmite al Gobierno de que se trate. Si la información adicional
recibida equivale a una aclaración del cas , se informa inmediatamente al
Gobierno sin esperar al próximo período de ~esiones del Grupo. Las
aclaraciones proporcionadas por el denunciante se resumen en el informe anual
del Grupo y figuran en la lista del resumen estadístico bajo el epígrafe
"Casos aclarados por fuentes no gubernamentales".

30. El Grupo de Trabajo mantiene los casos en sus archivos hasta que se
determine el paradero exacto de las personas desaparecidas, de conformidad con
los criterios establecidos en los párrafos 16, 26 Y 27. Este principio no es
afectado por cambios de Gobierno en un determinado pals. Sin embargo, el
Grupo de Trabajo acepta el cierre de un caso en sus archivos cuando la
autoridad competente especificada en el derecho nacional pertinente pronuncia,
con la concurrencia de los familiares y otras partes interesadas, la
presunción de muerte de una persona desaparecida.')

L de Trabajo sobre Deia arlClones Forzadas
31 de diciembre de 19 7, pp. 4-1, par. 1



6. nec~miGmos para unE' inr.ti tucionoliz.qci6n no convenc";'onal

de In. orotecci6n de 10:::- clerechof.' humanos

A) Lon 6rganos inter~bernamentales~8 in27itucion2lizan un~

protección permanente.

No son convencionales, ~ino esta~lecid02 sobre la }~se de re­
solucione~ de la AG.

- Par~ materias muy concretes, en 1~~ que el conGenSUE de l~ Co­
munidad intern~cion11 se ha alcanz:ldo.

- Se trata de 6rGano;. de compo~ici6n interVl~~rnpment31 y, por lo
tanto, con un? perspcctiv"'l. predornin-?n-l: e:n€n te "po 1ít ic[!..

vid. infra, Cuadro 17

·./



ORGANOS INTERGUBERNAJ4rnTALE:3 QUE INSTITUCIONALIZAN UNA PROTECCION

PERMANENTE DE LOS DERECHOS ~~OS.

C\ro / 76

ESTABLECIMIENTO
ORGANO y COMPETENCIA OBJETIVOS

COHPOSICIC~

Comité Especial AG, res. 1654 (XVI) Informa a AG La aplicación de 1:::

sobre la apl1- de 27 .11.1961 -Invita a SWAPO y
Declaraci6n a los

caoi6n de la

I
territorios aún

Deolaraoi6n 25 Estados Miembros, M~L.N., incluidos sometidos a domina-
B'Jbre la conoe- designados por Presidente de Namibia, a parti- oi6n colonial
8i6n de la 10- AG cipar como observa-

dependencia a ·Reunionesl Varias veoeB dores en SUB reu-
nioneslos países y al año, entre febrero y - Audiencias peticio-pueblos oolonia- agosto narlosles

•Suboomit6 (permanente
de Petioiones, In-
formaci6n ~ Asisten-
oia

-Subcom.Pequeños Terri orios

Comité Especial Res. AG 1761 (XVII) Informa a AG y Conse- Anteoedentel 1952-55:
contra el de 6.11.1962 jo de Seguridad Comiai6n para el e~tQQl

Apartheid 18 Estados J.U.embros, .Subco~1é de Peticio- de la discriminaci6n
racial en U. Sud.nombrados por Presidente nes e InfOX'lDt;;.. (per- O Est.)AG. manente)

.Programa de Acoi6n Denuncia la poUtioa
segregación racial
(apartbeid) + disor.
rae. en S. Ah. + sus
repercusiones interna.-
cionales

Consejo de las AG, Res. 2248 (S-V) Informa a AG -Admin1strar y repre-
Naoionel Unidas de 19.5.1967 -Consulta oon S~t~do~

eentar a Namibia en
para Nam1bia .}l Estados Miembros AG. y SWAPO para aplicar 01 y Cont. Intern.
(Atrioa Sudoool- -~ materialmente
dental) A su frente, el Comisio- resoluciones sobre a 108 Hamibiosnado de las H.U. para Namibia (asamblea

Arrica Sudocoidental consti tu;rente ) -La independencia de

(ejecutivo) -Administra Fondo HU Namibia

para Hamibia
-Adopta medidas eje-
outivas

-Programa de Aoo!ón
-Suscribir tratados

(CERD, Aparthoid)

Comi té para el AG, Res. 3376(XXX) I Informa a AG El ejercioio del D. de
ejercicio de de 10.11.1975 -Propone programas libre determinao!6n
los derechos .23 Estados Miembros. que faciliten el del pueblo palestino
inalienables Reuniones _a lo l-argo de regreso palestinos y del D. a su sobera-
del pueblo nía e independencia
paleB~1no

todo el ano a BU8 tierrafl y
naoionalpropiedades

!



B) Los Altos Comisionados.

Tienen una b~8e78onvencional.
Sus objetivo~ son estrict~mente hum".:1Ít~rios.

- ~st~n reGidop por (on~ejoE ~jecu:ivop intergur'ern~m8nt~l~~.

Tipo~. :'
- ~~ICSF: Reeido ,por un Consejo ~je~utivo de ~l ~~t~do~, elccido,

por el ~COSOC. Inform~ de ,us qcti~id~de8 a 12 AC ~ tr~­

vé~ del ECOSOC. Con~tituci6n: ~esaluci6n 57 (r) ~~, ~p.

1946. Objetivo: .\yud:1r ,1 de:"'3rrollo de los ser'lir-io" de
:?lud y biene8tar de lo; niño~, en ~~rticul:r en 1o~ ry~í

~e8 en des~rroll0•.
- O~icin-!1. del Alto Comisionado ce 1-3:"' ~m U<1r2 lo:: Refuri-do~. ~:",t.:"'­

blecide conforme a 18 ~es. 319 ~ IV), de 1949, c1e l~ 1\--:.--11­
blea General. EEtá reGida por un Comité Ejecutivo r-o~pue~

to de representante!'" de 40 ~:t~dos. Inform~ ? 1:-- :~'} ;" tI''''
vés del ¿COSOC. Objetivo:.:: Proveer un~ asi~ter.ci·- :--,u~:"nit-=
ria y social a 10~ refusi1do: en todo el munno, cO~Tor~~ ~

1:1 Convenci6n -sobre el ~f'tatuto de los Refu¿,:ü:.do:- -, :-o-u Pro
tocolo de Nueva York. Al frente de l~ Oficin~ ,e en~u0r.:r~­
el Alto Comisionado, eleeido po~ el Conité ~jecutivo.

- SI Comisionado de las Nacione::-: Unid:].f:' p<::!r3 A:ric2_ 2'Jdoccident~'.

3stablecido por Res. ??~p (S-V), de 19 de ~2YO ~e 1967. ~~
encuentra p..l :rente del Con~ejo de ~lJ !>~r'" ~!r:~i1'i"-, SO:TIT)'.l°':'

to por represent~nt~~ ne 31 ~~t~do~ nombr~do,- Dor 1- AG. ~~

ocupa de ejercer lé!!' ftL"1ciones .::¿mi?1i~tr<>tiv~;, ,',' ej~C'u~ iv~:~

de 12_s r-;U en relaci6n con ~;;}_mibi~, territorio '::'-:-jo tutel'"
jurrdic3. de las 1m en tanto Su¿~fricr: no perni t,... "'_1 puc~lo

de Namibia ejercer ~u cerecho 2 l~ litre dcter~ir.~ci6~.

C) El proyecto de Alto Comisionndo ce la~ :~~cione:: Unid~~ TI'r"- lo~­
Derechos Rum~08.

Su e~tablecimiento supondríé! l~ in~titucion"liz~ci6n d~ l~ ~~tio

nooulari:; de la Comunidad internac ion1'.l en c~r-o!'" de "riolacione, n.".!'" i v.!:" de
derecho~ humano~, con independenci~ del lue~r donde 7e produ7c"~.

Permitirr~ a la Comunid~d intern~cion~l inr-~rument?-li7~r tL"1 ~e¿io

de re2puesta urgente e id6ne:.:l a cualquier eventu? lid~<1 '1Ue se pu~d:- produ­
cir, en cu~lquier momento en que los distin~os 6rG?~o~ de DH no :-e ~ncu~n­

tren en períodos de sesiones.

~l Alto Com~sionado debiera ser un -::xperto independinnte, nom"="r:>do
por e 1 Secretario General y bajo la autorid8.d de IR CUP. y/o AG. T-:st~blecido
en Ginebra sobre una base permanente, donde tendría su Oficin~, dirigirí~

3U actividad r'ajo criterios estrictamente -humanitarios y técnicor-.

Sn su 358 período de sesiones (19~?), la Subcomisi6n eXAmin6 l~
funci6n positiva que podría tener un tal Comisionado en la promoci6n del
pleno disfrute de los DH y las libertades fundament2les. Present6 a la Co­
misi6n propuestas detalladas sobre las atrihuciones que podría comprender
el mandato del Alto Comisionado. En 198?, la AG (neso 37/?00) pidi6 p 12
cDH proseguir en sus e~fuerzos para mejor~r la capacidad del 8iEtem~ I:D
para adoptar medidas urgentes en los casos de viQlacionas graves de los DR,
teniendo en cuenta las propuestas pre~enté:!.da.s por la SubcomiEión.



e o 1~ e L u S I o rr "S c::

l. El 8izte!Il::l de protecci6n de lo~ !>R dic·eñ"'..io '3n :'é_C:>rt~ de <::~n F!'-·r­
ci~co corresponde al de un~ sociedad intern~cior.él de coop~r~~16n

en 12. promoci6n de l~ e-r'ect i vhi::> ¿ de lof' derec!",o,," hum'" no;-.

~. La evoluci6n de lfl práct.ic? d~ ~rrJ der;de 19L; h,~tB 1;:, t'f'C~F ir:.di~-:

amplios avance¡, en el deso.rrollo progresivo y codific:'Jci6n rk l-·~ ­
nOrrJafl del DI de lOl: derecho:= hun~no~, p.f'í como en 1;; in~titw~ion-­

lizé'.ci6n progreciv<:. de mecani;;mof- de promoci6n ;;' prote~ci6n, ::1 ,el
por l~ vía convencion?.l o' no convencional, pero f;ie:npre :-·?jo ~"!. ",2
paro de l~s Organizacione3 Internacion~leR involucr~d~s, en ,-rtiru­
lar el flictema de N~ciones Unid~~, 6r~nos y ~genci~~ e~peci~li7~G~~1

y l~~ OreanizacioneG ~eeionale~ co~petentes.

3. El p<~rticula.r -o las orcaniz;i.ciones de particul-:lres-, en principio
e)~r~~o en un sistema 1e promoci6n ideado por y p~ra lo~ S~t~do~, ~~

ido conquistando import~ntes esp?cios de le~itim~ci6n en le e~tr~ctu

ra de mI:
Sistem<l de peticionez/recl:¡macione~en el mece.nismo no con··T'C':lr'ion:->1 ,
confidencial y público.

- Sistern~~ de "cornunicacione~tt o quejas b-?jo el r~cimen ~onveY'lcioyí"l

(tratados) •
- 3iztema de consultas con laf; Oreani zacione~ ::0 Gubern;>men t~ le~.

4. L~ perfectibil~dzd del siEtema de protección actual:

:m l=t coordinzci6n de lo~ difere!1tes 6rg::'~0~ con'!encio~'"l·~'" ¿e con
trole
En el est~blecimiento de nUeVrtE norm~~.

3n la inst i tucionalizaci6n de un mec:}.ni::~o ::>ern311ent~ de r~:--~lle-.I-'"
efic~z y urgente ~te violaciones graves de-D~ (Alto Co~i~io;-~o).

- En el acercamiento del si~tema de t~ (conplejo, :ecni~ic~do••• )
~l ciudad~~o medio. Política informativ:}. y de difusión.

). ~l diseño de lrys prioridsdes de acci6n en el futuro.
~e::-oluci6n 41/131 de la ASé'.mble~ ~eneral, ce ~ de dicier:ir!'e .k l?'"'(,
titulada "Distintof: criterios y rncdio~ ?O='"i1'ler: dentro de~ ,i:~~~":1~

de lac ~2.ciones Unidu!2 par" mejorar el goce e~eci:.ivo de lo~ d0r"'~::0~

humnnos y hu; libert:'ldef; fund:lmentales":

La Asamblea reiter6 la interjependencia de los diferentes derechos hu
manos entre sí (derechos civiles y políticos, derechos econ6micos so­
ciales y culturales), de ahí la importancia de un nuevo orden econ6mi­
co internacional; reitera ero- el derecho al desarrollo es un derecho
humano inalienable, y que la ,az y seguridad internacionales son ele­
mentosesenciales para el logro de la realizaci6n plena de tal dere-­
oho al desarrollo; expres6 preocupaci6n por la disparidad existente
entre las normas y la situaci6n rea.1 de todos los derechos humanos en
el mundo, por 10 que inst6 a todol:; los Estados a .que ttcooperen con la
Comisi6n de Derechos Humanos en In. promoci6n y protecci6n de los dere­
ohos humanos y las libertades funclamentales". Y estableci6 como medi
das prioritarv,s "promover los dEtrechos a la educaoi6n, al trabajo,
a la salud y a una alimentaci6n ~lecuada mediante la adopci6n de medi
das a nivel nacional ••• e internacional, incluido el establecimiento de
un nuevo orden econ6mico internacional~
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LOS DERECHOS HUMANOS EN BL SIS'fBMA DE PROTECCION REGIOtiAL

l. IliTROOUCCION

Ayer y esta maftana, han escuchado ustedes Ufla introdueci6n al sistema
universal para la protección de los derechos humanos. A mí me toca
hablar les de los sistemas r~9ionales. Para que lleguen a entender
estos sistemas reqionale~ sería conveniente decirles unas cuantas
palabras sobre lQS organismos internacionales regionales en general.

Los organismos internacionales regionales --y me refiero aquí a or­
ganismos establecidos por gobiernos, ~)r lo que también se les cono­
ce COlDO organismos intergubernamentaleu-- son, en realidad, un fenó­
.eno de les anos que siquieron a la Segunda Guerra Hundía!. Claro
está que el Concierto de Europa, que Sft remonta al afta 1814 y la era
plsaapoleónica, fue una asociación de estados, al :Lqual que lo fue
la Unión de Repúblicas Americanas, ~~ predecesora de l. OEA que que­
dó establecida a fines del siglo die~inueve. Pero ambas entidaaes
carecían de una o más de~ las tres características fundamentales de
todo organismo internacional regional moaerno, a saber, una secreta-
ría permanente, una junta directiva permanente y una personalidad
jurídica internacional.

Al finalizar la Segunda Guerra Mundial, se establecieron una serie
de organizaciones internacionales regionales que reunían todas estas
características. I.a prlmera fue la Organización de los Estados Ame­
ricanos, que se constituyó en 1948. Un a1'o más tarde, se creó el
Consejo de Europa. Lo.siguió, en 1963, la Organización para la Uni­
dad Africana. Hay, ~r supuesto, otras organizaciones regionales y
Bubreqionales de diversos tiPOS, entre ellas la Liga Atabe, la OTAN.
el Pacto de Varsovia, las Comun\dades Europeas, el Mercado Común
Centroamericano, el Pacto Andino, etc. Pero las tICes que les men­
cioné (. . imero --la OEA, el Consejo de Europa y la OUA-- son consi­
deradas las principales por una serie de motivos, incluyenao su am­
plia competen~ia.

La OEA tiene 31 estados miembros, incluyendo todos los principales
estados americanos con excepción de Canadá. Además de contar entre
sus miembros a las repÚblicas latinoamericanas, también la integran
las principales naciones ang'.oparlantes del Cortinente, con excep­
ci6n de Belice y Cuyana. El CCinsejo de Europa, por su parte, cuenta
con 21 países de Europa Occidental como miembros. Esta membresia
está restringida a las naciones democráticas, razón por la cual Es-
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p3na y Portugal recién puaieron ingresar al ter~ínar las olctacuras
de Franco y Salazar. La OUA es la organización regional más grande,
con una memoresía de más de SO estados africanos. COmo es de eape­
car, esta Organización excluye a todo estado que practique el apact­
heid, aunque, al igual que la OEA, no está liattada a las naciones
~ráticas.

De las tres orqanizaciones regionales, dos ·-l~ orA y el OOnaejo de
Europa-- cuentan con sistemas para 1& protección de lo~ derechos hu­
unos que llevan bastantes afllos en existencia. La OUA ho reoactark>
una Carta Afe icana sobre Derechos de los Hombres y de loa Pueblos,
aunque e"te instrumento todavía no ha entrado en vigencia. Por lo

. tanto, nos limitarelDOs a hablar sobre el sistema que se estableció
bajo el tratado sobre derechos humanos del Consejo de EÜropa, cono­
cido COID la Convención EuroPEta de Derechos Humanos, y sobre aquél
que se creó dentro del marco institucional d4t la OEA.

El sistema de la Convenci6n Eur.opea es considerado el más avanzado y
eficaz actualmente en existencia en materia de derechos humanos.
Quiz!s se pregunten ustedes por qué es así. La respuesta que salta
a la mente es, naturalmente, que son muy pocos los problemas graves
en derechos humanos que se presentan en Europa OCeidental, aunque sí
los hay, y que la gran mayoría de los países que integran al Consejo
de Europa son auténticas democracias. (En este momento, Turquía es
la única excepción que sirve para confirmar la regla.) Por·otro la­
do, cabe senalar que los sistemas regionales tienden por lo general
a aer más eficaces que los universales. Esto se deDe a que la mem­
br••ía en los sistemas regionales como el Consejo de Europa o la OEA,
es relativamente homogénea, es decir, los miemDros de esos sistemas
por lo general comparten una experiencia y tradición histórica y po­
lítica común, sistemas jurídicos parecidos y sistemas económicos muy
similares.

Es así que en la OEA, por eje~llplo, los países lacinoamericanos com­
parlen una misma tradición legal, política 1t histórica y --eon ex­
cepci6n de Brasil y Haiti-- hablan un sólo idioma. El ocro grupo de
paises que conforma a la OEA también tiene un lenguaje común --el
inglés-- así COIlO sistemas hJ.st6rico y jurídico iguales. Europa,
por otro lado, se encuentra más unida por una tradición política co­
mún y, hasta cierto punto, una historia común. En Europa OCcidental
existen, básicamente, dos sistemas jurídicos. Uno se deriva de la
tradicion romana y napoleónica y el otro es el que se conoce como el
·Oommon Law· anglosajón.

Bueno, si se compara la homogeneiaad relativa de Europa OCcidental y
las Amér icas con la membresía de las Naciones Unidas, resulta ev i­
dente que sería más fácil establecer un sist;eaa eficaz oe protección
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de 1.)s Gerec!lo5 hU.:.lnos en estas reg iones que entre los más de 160
pa íS~5 !'Iie:"':"lros oe la ONU. ESol misma un iver sa 1idad Due caracter iza
a la O:;V, cli.icult.J cnonr.emente el logro del tl¡X> de coincloencia ce
intereses qu~ ed ingrediente indispensable ae todo sistema eficaz de
derech0s h~';"dr.')5. LO cUi.ll no G'tiere decir que el slsterna de la m.u
no sea valio5o o importante, sino simplemente ~ue tiene una función
diferente o m.í5 limi taoa que los slstemas req ionales. Qu lzás vol­
veremos a tocar este punto en el período de preguntas y respuestas.

11. EL SISTEMA EUROPEO

En vista de que fue el sistema europeo el que se creó primero y sir­
vió de ~Ddelo para el americano, pasemos a estudiarlo prlmero.

La Convención Europea de Derechos Humanos entró en vigencia en 1953.
Hasta la fecha, ti .. sido rati f icaaa por la tot:al iaad de los 21 esta­
dos miembros del Consejo de Europa. La Convención es un tratado que
garantlza todo un catálogo de derechos civiles y polítlcos f~noamen­

tales. Con excepción de cos derechos --a la propiedad y a la educa­
ción-- no garanti"la ningún d'?recho económlco, .social ni cultural.
La COnvencion original contenía una lista de 12 derechos, la cual ha
crecidv con el tiempo gracias a los llamaoos Protocolos Adicionales
que ampliaron los alcances de la COnvención. La Convenclón proclama
el derecho a la viGa, el derecho a no ser sometico a torturas ni a
la esclavitud o servidumbre, ~l derecho a la libertad personal, a un
juicio imparcial, ~l derecho a no ser sometlco a leyes pe!1ales con
carácter retroactivo, el derecho al respeto de la vida privada, a la
libertad de pensamlento, religión, expresión y asociación, el dere­
cho a casarse y establecer una familia, el derecho a la propiedad, a
la educación, a votar, el derecho a la residencia y a la ll~ertad de
movimiento, el derecho de los extranjeros a protección contra expul­
siones colectivas del país de su resldencia, y el derecho a no ser
sometido a discriminación en el ejercicio de estos derechos. Aunque
la Convenc iÓ!1 or ig inal no proh ibía la pena de m1Jerte, este paso ya
se ha tomado por meaio de un Protocolo Adicional.

La COnvención Europea establece dos instituclones encargadas de su­
pervisar el cu~plimiento de los derechos que qara:,~iza la Convención.
Se trata de la Comisión Europea y la Corte Europea de Dere~hos Huma­
nos. Hay, además, un órgano del Cons¿Jo de Europa --el Comité de
Ministr'os-- que también desempe!'ia Clertas funciones baJO la Conven­
ción E\lropea. La Comisión y la Corte están integracas por personas
que ocu?an sus <':drgos a título t:ersonal. El Comité de ~lnlstros,

por otro lado, por tratarse de la junta directiva del ConseJo de Eu­
ropa, se com?Qne de los Mlnistros ae Relaclor\,?s l:.xt:er iores ce los
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Esta~os Miembros del Consejo de Europa o sus delegaoos. Como pueaen
ver, el Comité de Ministros es un órgano político CUlOS miembros son
los r~~rC5e:1t.l:1tes de sus respectivos gooiernos, mlentras que los
jueces de la Corte y los miembros de la COmisión son expertos parti­
culares. A este respecto, q~isiera sena lar que los jueces son ele­
gidos por períodos de nueve a~os por la Asamolea Consultiva del COn­
sejo de Europa, que está integrada por representante$ de los parla­
mentos de los pa íses miembros del Consejo de Europa. Los miembros
de la Comisión, por su parte, son elegidos por el Comité de Ministros
y duran en sus cargos seis años.

La Corte cuenta con i'3ual número de jueces que países m1embros en el
Consejo de Europa, mientras que el tama~o de la Comisión guarda re­
lación exacta con el número de países que han ratificaao la Conven­
ción. En la actualidad, cada uno de estos órganos consta de 21
miembros, puesto qae tooos los miemoros del Consejo oe Europa han
ratificado la Convención. Esto no ha sido siempre así, ya que en el
pasado hubo una ser ie de paises miemoros del Consejo de Europa que
no habían ratificado la Convención. Este planteamiento es distinto
al del sistema interamericano, como veremos más aaelante.

Veamos ahora la forma en que el sistema e:lropeo
frente a carqos de que un estado está vlolanao
garantiza la ~onvención.

actúa para hacer
los derechos que

Es importante recordar aquí que la Convención contempla dos tipos de
peticiones: interestatales e individuales. En una cornunicació~ 1n­
terestatal, '.Jn estado parte en la Convenclón acusa a ot.ro estado
parte de haber violado la Convención. En una petición individual,
Jn particular acusa a un estaao part.e de hacer violaao IJno ae los
derechos garantizados por la Convención. Bajo el sistema europeo,
al ratificar la Convención, los estados aceptan la competencia de la
Comisión para conocer demandas en su contra entablada~ por otro es­
tado parte. En otras palabras, la competencia de la Comislón es aquí
automática. Po: otro lado, antes de que un particular pueda acusar
a un estado parte de violar la Convención Europea, ese estaco no s6­
lo tiene que haber ratificado la Convención, sino que también debe
haber aceptado formalmente la com~etencia de la Comisión para ocu­
parse de peticiones individuales. Dec irnos aqu í que el derecho de
petición individual es facultativo bajo la Convención Europea. (Co­
nv.J veremos más adelante, este sistema se invierte en la Convención
Amer1cana, donoe se reconoce el derecho de petic1ón individual auto­
máticamente al ratificarla, siendo facultativo el derecho de comuni­
cación interestatal). Bien puoaaen preguntarse ustedes el mot1vo de
esta diferencia, o qué te:nores impulsaron a los estados europeos a
adoptar este enfoq'.Je. En todo C..1S0, ~n la actual icaa sól3 tres de
los veintiún estados europeos qu~ han ratificado la Convenclón toda-
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vía no han aceptado el derecho de petición individual:
Turquía, Chipre y Malta.

ellos son

Ha llegado el momento de analizar un caso hipotético que nos ayudará
a comprender la forma en que funciona el sistema europeo:

Un latinoamer lcano --un costarr lcense, digamos-- se encuentra via­
jando por Europa. Al llegar a Italia, se le acusa de haber cometido
un crimen. Durante la etapa de investigacion, lo golpean malamence
y lo mantienen incomunicado 5in informarle de los cargos que han si­
do formulados en su contra. Por último, es juzgaoo y conoenado en
un juicio en el cual no le permiten abogado y no entiende el idioma.
Dado que Italia h~ ratificado la Convención, ¿cómo se manejaría es­
te caso bajo la Convenc ión Europea de Oere, hos Humanos?

Pri~ero que naoa, deberían saber que el hecho de que la persona sea
costarricense no le impide invocar la Convención Europea. Los tra­
tados de derecnos humanos protegen a los seres humanos y no s610 a
los nacionales de un país u otro. El único requisito es que los ac­
tos que violaron la Convención hayan sieJo cometidos por un país que
es parte en la Convención.

Ahora b1en, antes de que nuestro costarricense pueda apelar su caso
ante la Comisión Europea, tendra que tratar cie agotar los recursos
i~ternos disponloles bajo las leyes de Italia. Casi tooos los 515­
temas intecnacionales para la protección de los derechos humanos,
exigen que s¿ haga io posible por resolver el caso en el plano in­
terno antes de que éste se pueda llevar al plano internacior.al. Es
ésta la famosa norma uel agotamlento previo de los recursos inter~os.

Tanto la Convención Europea como la Americana incluyen esta conói­
ción. La norma no eXlge el agotamiento de rec~rsos intern0s cuanOo
éstos no existen, pero sí exige que se haga el intento, de manera que
el estado tenga la oportunidad de remediar una violaCIón antes de que
se le llaree a justificar su conducta en el plano internacional. En
nuestro caso hlpotético, el costarr lcense deberá intentar apelar su
caeo ante los tribunales superiores de Italia. Solamente cuand~ sea
iroposible hacer ta~ apel~ción, o cuando ésta fracase, ?Ddrá apelarse
el caso a la Comisión Europea, siempre que Italia haya aceptado el
derecho de petición inaivicual, cosa que ha hecho.

La Comisión se ocupa de los casos en tres etapas distintas. Pri~ero,

tiene que decioir si la oemanoa es admlsible --es asüí qJe determina
si se han agotado los recursos internos, si la alegada violación In­
volucra derechos proteq idos por la Convenc 16:1, Y 5 i se O,} curaplldc
con los demás requisitos previos. Si la demanda sobreVlve a esa
primera etapa, la Comisión investlga los hechos y trata de ver si el
gobier:'1o y el particular pueden tlesar a un arreglo .::mlstoso de 51.1
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disputa. (En el sistema europeo, se han producido una serie de
a~reglos amistosos de este tipo, en los que el gobierno acuerda pa­
gar una indemnización y procede a cambiar ciertas leyes). Se pasa a
la tercera etapa cuando no se llega a un arreglo amistoso. Es aquí
que la Comisión prepara un informe oficial sobre los hechos del caso
y enuncia su opinión en cuanto a la ley. Este informe es transmitido
al Comité de Ministros del, Consejo de Europa. Dentro de los tres
meses siguientes, el caso podrá ser elevado a la COrte Europea de
Derechos Humanos. Si no se eleva el caso a la Corte, lo decidirá el
Comité de Ministros.

Cabe aquí recordar 10 que ya se ha dicho sobre el Comité de Minis­
tros, es decir, qu~ se trata de un órgano político. No ob tante, es
interesante notar que en casi todos los casos que no lles _lro.1 a la
Corte, el Comité de Ministros hizo suyas las decisiones de la Comi­
sión, a pesar de no estar ob"_igado a ello. (A propósito, podrían
ustedes preguntarse por qué la Convención Europea dotó al Comité de
Ministros de estos poderes. La respuesta t:~ne q~e ver con el hecho
de que a la hora de redactarse la Convención Europea, se pensó que
serían pocos los países que aceptarían la competencia de la Corte y
que pode ía pasar mucho tiempo antes de que quedara establecida la
Corte) •

Bueno , volvamos a nuestro caso. Este puede s~r elevado a la Cor te
por la Comisión o por Italia, siempre qlJe Italia hc'Ia aceptado la
comptencia de la Corte. Es importante reccrdar que ¡ -,jo la Conven­
ción Europea --al igual que bajo 1,3 Convención Arnr r lcana-- un caso
sólo se puede elevar a la COrte cuando el estado haya aceptado :. '1

competencia de la Corte. En Europ.l, sólo quedan dos países que no
han ace;;>tado la competencia de la COrte, siendo Italia uno de los
que sí la han aceptado.

Cabe destacar que los particulares no están legitimados para presen­
tar casos ante la Corte. Esta misma situación se da bajo la COnven­
ción Americana; sól·.:> la COmisión y los estacas involucrados lo po­
drán hacer. Bajo el sistema europeo y debido a recientes ca~bios

que se han introducido en el reglamento de la Corte, los particulares
y sus abogados podrán ser escuchados por la Corte. Lo que es inte­
resante saber es que bajo el sistema europeo ~uestro costarricense,
si fuera indigente, podría solicitar y recibir asistencia fina~ciera

tanto de la Comisión como de la Corte.

La Corte en pleno puede conocer la causa, o bien la puede ver una
sala de siete jueces. Sstc dependerá de la impo~tancia del caso.

Ahora bien, ¿cómo decidiría la Ccrte nuestro caso, y qué sucedería?
Bajo la Convención Europea, gclpear a un prisionero, detenerlo sin
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informarle debidamente de los cargos que se le han hecho, negarle un
abogado o intérprete, etc., etc., constituyen violaciones de la Con­
vención. Suponi~ndo que la COrte falle en este sentido y deciaa que
Itália ha violado la Convención, puede ordenar que Italia pague una
indemnización y tome las medidas que sean necesar ias para corregir
la violación cometidd. Es importante tomar nota de que los fallos
de la Corte E~ropea son definitivos y obligatorios. Además, bajo la
Convenci6n Europea, al Comité de Ministros se le encomienda la res­
ponsabilidad especial de supervisar el cumplimiento de los fallos de
la Corte por parte de los estados. Hasta la fecha, se ha cumplido
con todos los fallos de la COrte. Por cierto, la Corte tiene ac­
tualmente alrededor de 40 casos pendientes. Durante los pr imeros
anos de su existencia, casi no tuvo casos, y es interesante ver que
ahora tiene tal exceso de trabajo que la sit'-lación ha llegado al
punto que el Consejo de Europa está pensando en transformar' la Corte
en un tribunal permanente a tiempo completo. En la actualidad, los
jueces se reunen durante una semana cada mes.

Debo anadir que la Corte Europea tiene'también una muy limitada com­
petencia consultiva. Esa competencia nunca ha sido invocada y es
poco probable que llegue a desempenar un papel importante en el sis­
tema au ro,peo.

111. EL SISTEMA AMERICANO

Al abordar la discusión sobre el sistema interamericano para la pro­
tección de los derechos humanos, es importante senalar que el sistema
tiene dos fuentes jurídicas distintas. En primer lugar está el sis­
tema de la carta de la OEA y, en segundo lugar f el sistema de la
COnvención Amer icana. Es decir, un sistema tiene su fuente concep­
tual en la Carta de la OEA, el otro en la Convención Amer icana.
Después de entrar im vigencia la Convención, estos dos sistemas se
fusionaron: sin embargo, las facultades de las instituciones creadas
por la CQnvención --es decir, la COmisión y la OOrte-- pueden variar
enormemente según el instrumento bajo el cual estén ejerciendo sus
funciones en un caso determinad~.

Hablemos pr imero del sistema de la Carta. La Carta de la OEA, tal
como fuera adoptada en 1948, contenía tan s6lo una referencia impor­
tante a los derechos humanos. Se trata del artículo S.j, ahora 3.j,
que dice asís

Los Estados Americanos proclaman los derechos funaamentales
de la persona humana, sin hacer distinción de caza, nacio­
nalidad, credo o sexo.•
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No obstante, la Carta de 1948 no definía esos derechos, ni tampoco
. establecia un mecanismo para su ejecución. La misma conferencia que

redactó la Carta de la OEA fue también la que adoptó la Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del HOmbre, pero lo hizo en for­
ma de una simple resolución que no era de carácter obligatorio.

Esta situación cambió en 1959, cuando la OEA decidió crear la COmi­
sión Interamericana de Derechos Humanos. El Estatuto de la Comisión,
adoptado un ano después por el Consejo de la OEA, encargó a la Comi­
sión la tarea de promover los derechos humanos y declaró que, para
fines del cumplimiento de sus funciones, los derechos humanos a ser
promovidos eran los contenidos en la Declaración Amer icana. Así,
pues, los principios proclamados en la Declaración Americana se con­
virtieron pn loa estándares aplicables por la Comisión. en el ejerci­
cio de sus funciones.

cabe mencionar aquí que la base constitucional de la Comisión en
aquel entonces era sumamente débil --se le denominaba entidad autó­
noma de la CEA, sin definir lo que se queria decir con esol y ~ le
dotó de poderes muy limitados. Esto cambió a los pocos atlos cU;.ndo,
en 1965, a la COmisión se le dió la facultad de oir peticiones indi­
viduales alegando la violación de ciertos derechos humanos importan­
tes. Por oteo lado, a fines de los Sesenta y principios de los Se­
tenta, ocure ieron dos eventos importantes: el pr imero tuvo que ver
con el hecho de que en 1~69 se reaactó la COnvenclón Americana sobre
Derechos Humanos en San José, Costa Rica, y el otro, que la Carta
Reformada de la OEA --el Protocolo de Buenos Aires-~ entró en v1gen­
cia en 1970.

La nueva Carta transfor~D a la Comisión en un órgano principal de la
OEA (art. 51) y declaró que su estructura, competencia y procedi­
mientos se regirían por una convención amer ican~ sobre derechos hu­
manos (art. 112). El artículo 150 de la carta declaró, por otro la­
do, que -mientras- no entre en viqor la Convención Amer icana... la
&ctual Comisión ••• velará por la observancia de tales derechos.-

En UJ,". artículo publicado en 1975 en el Amer ican Journal of Inter­
national Law, yo sostuve que al analizar los artículos 51, 112 Y 150
de la carta Reformada de la OEA, se llegaba forzosamente a la con­
clusión de que la carta producía la incorporación por referencia del
Estatuto de la Comisión dentro de la carta, lo cual a su vez dotaDa
a la Declaración Amer icana de cierto rango normativo. Ese ranqo
normativo es parecido al que adquirió la Declaración Universal de
Derechos Humanos bajo los artículos ss y 56 de la Carta de la ONU,
aunque fuera por motivos legales e institucionale,,; muy diferentes.
Unos anos más tarde, la Comisión sostuvo la misma tésis en una de
sus resoluciones. Hoy en día esta conclusión ha llegado a ser ge­
neralmente aceptada.
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Dado que la COnvención Americana sobre Derechos Humano. ae redact6
en 1969 mientras que el Protocolo de Buenos Airea lo fue en 1967,
quienes redactaron la COnvención ya estaban al tanto de lo que con­
tendría el texto final de la carta Reformada de la OEA. Eato explica
por qué el artículo 41 de la Convención, al describir laa func~es

de la Comisi6n, hace una distinci6n entre laa aplicables a todos los
Estados Miembros de la OEA y aquellas que IOn aplicables únicamente
• loa Estados Partes en la Convenci6n, cosa no muy usual en el dere­
chos internacional --redactar un tratado que se aplica a estados qu~

no son partes de ese tratado. La explicación naturalmente se en­
cuentra en las disposiciones de la carta Reformada de la OEA que he
..ncio~4do anteriormente.

Ea esencial, pues, tomar en cuenta estos antecedent~3 para poder ex­
plicar por qué el actual Estatuto de la Comisión, que fue adoptado
por la Asamblea General de la OEA en la Paz, Bolivia, en el afto 1979
y entr6 en vigor en 1980, contiene tres artículos .xtensos (arts. 18,
19 Y 20) que tienen que ver con las 3Punciones y Atribuciones· de la
eomisi6n. Pol arto. 18 se aplica a todos los Estados Miembros de la
OEA, el arte 19 a los Estados Partes en la COnvención, y el arte 20
a 108 Estados Miembros de la Organizaci6n que no son Estados Partes
en la COnvención. Por otro lado, el artículo 1.2 del Estatuto de 1~

Comisión describe el marco normativo de la C'oJnisión en los siguientes
término••

2. Para los fines del presente Estatuto, por derechos
humanos se entiende:

a. los derechos definidos en la Convención Americana so­
bre Derechos Humanos en relaci6n con los Estados Par­
tes de la misma,

b. los derechos consagrados en la Declaración Amer icana
de Derechos y Deberes del tombre, en relación con los
demás Estados Miembros.

De lo anterior se desprende que todo Estado Miembro de la OEA, aun­
que no haya ratificado la Convención, siempre estará sujeto a la
competencia de la' COmisi6n y, en virtud de la carta de la OEA, suje­
to también a los estándares normativos que proclama la Declaración
Americana. Esta conclusión tiene una importancia primordial.

La autoridad que tiene la COmsisi6n para hacer frente a violacion~s

masívas de derechos humanos, como lo hizo, por ejemplo, en el caso
de Argentina en los atlas Setenta y como lo está tratando de hacer
hoy en día con Chile, se deriva de su competencia como órqano de la
CArta y no como órgano de la Convenci6n. puesto que esos países en
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ese momento no habían ratificado la COnvención. También debe sena­
larse que la autocidad de la COmisión para abordar violaciones masi­
vas de derechos humanos, y ó'e preparar los informes correspondientes
para su presentación ante ta Asamblea General de la OEA, se deriva
de la Carta de la OCA como tal y no de la COnvención, aun en lo que
respecta a los Estados q~e si han ratificado la Convención. Esto se
debe a que, por lo general, la COnvención establece para los Estados
Partes un sistema de peticiones dirigido más bien a la persona indi­
vidual que a los casos de violación masiva.

La COnvención Americana tomeS de t~delo a la Europea. Además de es­
tablecer una COrte y una COmisión, garantiza casi los mismos dere­
chos civiles y políticos que ésta. Estos incluyen, entee otros, el
derecho a la personalidad jurídica, a la vida, a la libertad perso­
nal, a la integridad personal, a la propiedad, a la nacionalidad, a
la igualdad ante la ley y a la participación en el gobiernol se pro­
clama además la prOhibición de la esclavitud, así como la prohibición
de aplicar leyes y penas con carácter retroactivo.

Además de estas garantías, la mayoría de las cuales están redactadas
con la debida precisión jurídica, lo que permite a los tribunales Sil

aplicación interna, la COnvención Americana contiene varias disposi­
ciones que autorizan en determinadas circuntancias, restricciones o
limitaciones en su disfrute. De esta manera, el artículo 27 de la
Convención establece ·una claúsula derogator ia-, la cual per:nl te a
los gobiernos -en tiempos de guerra, de peligro público y otro tipo
de emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado
Parte-, suspender ciertas obligaciones asumidas por ellos. Sin em­
bargo, el artículo 27 indica que el poder de suspensión es aplicable
únicamente a ciertos derechosJ la guspensión de derechos f~ndamenta­

les como el derecho a la vida, al trato humano y la prohibición de
aplicar leyes retroactivamente no es permitida. Es importante hacer
notar que la determinación para suspender derechos no le corresponde
en forma exc.:l.usiva °al Estado afectado, sino que tal decisión trae
como consecu~ncia problemas legales y de hecho sobre los cuales la
Comisión V la Corte tienen competencia en última instancia.

Para poner en perspectiva lo que se ha dicho sobre la Comisión como
órgano de la Carta de la OEA, d"ebe reconocerse que la COmis ión que
vió la l...lZ al entrar en vigor la Convención conserva todas las fa­
cultades que tenía su predecesora como órgano de la Carta de la OEA,
además de los nuevos poaeres que le otorqa su conulción de órgano de
la Convención. Como órgano de la Convención, la Comisión se asemeja
a 1d Comisión Europea de Derechos Humanos, con oos excepciones im­
portantes. En primer lugar, la Convención Americana es el primer
instrumento internacional sobre derechos h;.¡manos que da al part.icu­
lar el derecho de presentar reclamos dende el momento mismo de la
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ratificaci6n áe la Convenci6n por parte del Estaco involucrado,
mientras que la competencia de la COmisión para recibir peticiones
de. un Estado contra otro es facultativa y requiere de una declara­
ción adicional por parte de los Estados. En segundo lugar, la Comi­
si6n Europea prepara un informe para cada caso , sin embargo, no lo
puede adjudicar, ya que, en el sistema Buropeo, esa facultad le está
reservada al Comité de Ministros o a la Cotte. Bajo el sistema ame­
ricano, si un caso no puede pasar a la Corte, la Comisión lo puede
decidir.

Debo recalcar que la Comisión se compone de siete miembros, elegidos
a título personal por un período de cuatro atlos. Sólo podrán ser
reelegidos una vez. Todos los Estados Miembros de la OLA participan
en la elección de los miembros de la Comisión ya que, como órgano de
la Carta, desempefta funciones que les conciernen a toáos ellos. Los
siete jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por el
contrario, son nombrados y electos únicamente por los 19 Estaoos
Partes en la Convención. Duran en sus carqos seis atlos y sólo pueden
ser reelegidos una vez. Como ustedes saben, la seoe de la OOmlsión
es la ciudad de washington y la de la Corte aquí en la ciudad de San
José, Costa Rica, donde se redactó la Convención.

La Corte tiene dos tipos de competencia. Tiene competencia conten­
ciosa, es decir, la competencia para decidir casos en que un Estaao
Parte en la Convención ha sido acusado de violar uno o más de los
derechos que consagra ese tratado. Y tamoién tiene competencia con­
sultiva, que le confiere el poder de interpretar la Convención y va­
rios otros tratados en materia de derechos humanos. J?or una serie
de motivos que veremos más adelante, el trabajo de la Corte hasta
ahora se ha limitado, con una sola excepción, a emitir opiniones
consultivas. Esta situación está empezando a cambiar.

A) Competencia ~nsultiva de la Corte

Les hablaré primero de la competencia consultiva de la COrte porque
ya ha desarrollado una jur isprudencia muy importante e interesante.
Cabe destacar en este sentido que la competencia consultiva de la
Corte Interamericana es más amplia que la de cualquier otro tribUnal
internacional. Dicha competencia consultiva está reglamentada por
el artículo 64 de la Convención Americana, que dis~)ne que tocos los
Estados Miembros' de la OEA, hayan o no ratificado la Convención,
tienen derecho a solicitar una opinión consultiva. Por otro lado,
todos los órganos de la OBA, es decir, la Asamblea General, el OOn­
sejo Permanente, la Comisi6n Interamertcana de Derechos Humanos,
etc., también están legitimados para consultar a la COrte. El obje­
to de estas consultas, es decir, los temas que podrán someterse al
te ibunal, es también muy. ampl io. Lo anter ioe deriva del hecho de
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que el artículo 61 dispone que se poará consultar a la Corte acerca
. de ,la interpretación no sólo de la Convención, sir.o también de ·otros

tratados concernientes a la protección de los '.ierechos humanos en
los Estados Americanos-. En la primera solicitud de opinión consul­
tiva que V10 l~ Corte, el tribunal concluyó que los ·otros tratados·
mencionados en el artículo 64 se referían, en principio, a cualquier
tratado sobre derechos humanos del cual fuera parte u~ Estaao Míem­
bro de la OEA, sin importar si éste se hubiera o no adoptado dentro
del marco jud::Hco del sistema interamer icano. Es así que la Corte
podría, en determinadas circunstancias, tener competencia para emi­
tir una opinión consul~iva que interpretara las Convenciones de Gi­
nebra sobre Derecho Humani tar io o incluso tratados de la ONU sobrti
derechos humanos, especialmente si la ínterpre~ación se solicita con
miras a ayúdar al Estado Amerlcano a aplicar esos instrumentos en su
derecho interno.

Vale mencionar, aSlmlsmo, que el articulo 64 de la COnvención con­
fiere a la COrte otra función consultiva de SUlDa importancia: auto­
riza a la Corte, a solicitud de un Estado Miembro de la OEA, a exa­
minar la compgtibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y la
COnvención o entre dichas leyes y los otros tratados SODre derechos
humanos a'los que hace referencia el artículo 64.

En el ejercicio de su fUt:\ción consultiva, la Corte ha emi.tido una
serie de opiniones importantes atendiendo solicitudes presentadas
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por el Perú,
Costa Rica y Uruguay. Dos de esas opiniones recibieron atención
mundial. La pril""~ra de ellas trataba sODre si la aplicación de la
pena de muerte por tribunales de fuero especial bajo el régimen de
Rios Montt en Guatemala, violaba la Convención. Lo fascinant.e de
esta controversia fue el hecho de que aun antes de rendir la Corte
su opinión, Guatemala suspendió la aplicación C~ la pena de muerte
en aquellos casos en que violaba la Convención, para tratar de evi­
tar una decisión desfavorable. L,a otra opinión consul~iva que reci­
bió amplia difusión se refería a si la colegiación obligater ia de
periodistas viola el artículo 13 de la Convención, que garantiza la
libertad de expresión. La Cortt! contestó esta pregunta afirmativa­
mente y por unanimiaao. Una consulta relacionada con la anterior se
encuentra actualmente ante la Oorte. Se busca aquí la interpretación
de los alcances del derecho a la rectificación o respuesta amparado
por el artículo 14 de la Convención.

La COrte ha emitido una serie de pronunciamientos importantes en sus
opiniones consultivas que por razones de tielnpo son imposibles de
tratar aquí. Vale mencionar, sin embargo, que en una de sus opinio­
nes consultivas la Corte hizo una distinción IDUY clara entre conve­
nios internacionales en general y tratados sobre derechos humanos en
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particular, al sena lar que estos últimos están sujetos a una función
interpretativa esptlcial. Este principio, que recibió una ampJ.ia
acogida, se ve reflejado en el plano del derecho interno en el ar­
ticulo lOS de la Olnstituclón del Perú que dispone, inter Ali.,
que los ·preceptos contenidos en 108 tratados relativos a derechos
humanos, tienen jerarquía constitucional-. La nueva Constitución de
Guatemala (1985) contiene una referencia parecida que dispone:

Se establece el principio general de que en materia de de­
rechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y
ratificados por Guatemala tienen preeminencia sobre el de­
recho interno.

B) CC»tPBTENCIA CONTENCIOSA DE LA CORrE

Volvamos ahora a la competencia contenciosa de la Corte, que se rige
por las disposiciones del artículo 62 de la COnvención Americana.

El sistema funciona de la siguiente manera: supongamos que una per­
sona en Costa Rica considera que se le ha negado un derecho humano
garantizado por la COnvención. Puesto que Costa Rica es parte de la"
Convención, esa pe/sana --no importa su nacionalloaci-- tiene derecho
de llevar su reclamo a la COmisión alegando la violación del tratado,
siempre que haya agotado todos los recursos internos a su dis?Qsición
en Costa Rica. Si la Comisión decide que el caso IltS admisible --hay
una serie de requisitos de admisibilidad muy parecidos a aquellos
que ya hemos mencionado en el contexto de la Convención Europea-­
procederá a investigar el reclamo, dará al gODierno la oportuniaad
de refutar los cargos, y se pondrá a disposición de las partes para
ver si se puede llegar a una solución amistosa del as~nto~ Si no se
puede llegar a una solución amistosa, la Oomi~ión prepará un informe
exponiendo los hechos y sus conclusiones, así como cualquier reco­
mendación que considere apropiada.

Una vez comunicado el informe a las partes, el caso ha llegado al
punto donde podr ía elevarse a la Corte. Es importante acotar aquí
la ser ie de restz;icciones y obstáculos contenidos en el sistema de
la Convención, que evitan que un caso llegue a la (~rte en forma au­
tomática. Por ejemplo, la ODrte sólo puede ver un caso si los Esta­
dos Partes involucrados han aceptado la competencia de la Corte.
Bajo el artículo 62 de la Convención~ un Estado Parte poará recono­
cer la competencia de la Corte de antemano para todos los casos fu­
turos, o bien 1'-0 forma ad hoc para un caso es~ecifico~ Lo que es
importante recordar, es que la aceptación de la competencia de la
Corte es facultativa, con el consiguiente resultado que todo estaco
está en libertad de ratificar la Convención sin ~ceptar la competen­
cia de la Corte. Hasta la fecha, s610 8 de los 19 Estaaos Partes en
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la COnvenci6n han aceptado 14 coepetencia de la Onte, a ..ber, Ar­
,entina, Co10.o1a, COsta Rica, Ecuador, Bondura., Perú, Venezuela y
Uruguay.

Al haber COsta Rica aceptado la COIlP4ttencia de la COrte, e6:." caso
puede en teoría ser SOIDetido a la Corte, siempre que .e hayan agota­
do loa procedimientos ante la 0;).i816n. Sin eabacgo, al í<Jual que
en el siatema europeo, un particular no está legitiaado paca someter
o apelar un caso ante la Corte. 8ajo la Convención Aa.ricana, s6lo
la Comlsi6n o el Estado Pacte lo p.tede hacer. IOr tanto, collpetería
a COsta Rica ° a la COmisión referir el caso & la Corte. Es impor­
tante seftalar aquí, que la Convención no exige que la COmisión some­
ta caS08 a la COrte y que un Estado no tiene alicie~te alguno para
pr••entara. ante la Corte, a mellOS que haya perdido el caso ante la
eomisión y considere que tiene 'buenas posibllidades de <Jan.rla ante
la Corte.

Basta abril de este afta, la Collisi6n no había refer ido ni un solo
caso contencioso a la Corte, a pe.al de que el sistema de la COnv~n­

ci6n llevaba ya más de seis aftas en funcionalniento. Esta situación
sufri6 un cambio radical cuando, en su reunión de abril, la aDmisión
sometió tres casos contenciosos a la Corte. Toco parece inaicar que
.sta tendencia va a continuar. Este cambio tan alentador se debe a
un cambio en la composición de la OOmisi6n y a la convicción de que
no p.tede esperarse que el sistema lnteramer ic:ano para la protección
de los derechos humanos desempene una función útil a menos que se dé
• la Corte, como órgano judicial del sisteMa, la oportunidad de
ejercer las funciones que la Convención le ancarqa.

Una vez que se somete un caso a la Corte, se pedirá al gobierno y a
la Comisión preparar presentaciones escritas y orales en torno al
caso. La Corte también podr.á examinar· a testigos, incluyendo el
demandante original o su aboqaao, y tomar cualesquier otras declaca­
cione. que considere necesarias. En este sentido, debe subrayarse
que cualquier gobierno que no cuente oon un juez de su nacionalióad
en la Corte, tendrá derecho bajo la Convención a nombrar a un juez
ad hoc a la COrte para el caso en el cual ese Estado sea parte.

Bajo la COnvención, los f&llos de la Corte en casos contenciosos son
definitivos, inapelables y de c,arácter obligcltor 10 para los estaoos
partes. La Corte podrá, 1nter alía, decret,ar el pago de una in­
demnización a la parte lesionada por danos sufridOS como resultado
de la violación de la Convención y ordenac ql.le cesen todas las vio­
laciones futuras.. El artículo 6H.2 de la Convenclón dispone. por
otro lado, que -la parte del fallo que disponqa indemnización compen­
sator ia se FOdrá ejec,.1 tar en el respectivo país por el procedímle:lto
interno vigente para eJ~ución de sentencias c~ntra el Estado·.



.-15-

IV• ootICLOSIOHU

Con frecuencia se me pide comparar los sistemas europeo y americano
de derechos humanos y decir cuál de los dos es el mejor o el ;nás
eficaz. El problema con este tipo de pregunta es que no se puede
contestar en lo abstracto. El sist,ema europeo bien puede ser el
mejor sistema o el más eficaz para Europa, pero posiblemente no fun­
cionaría con la misma eficacia en nu·estra parte del amelo, y vice­
versa.

El sistema europeo es un sistema jurídico muy formal que, podría de­
cirse, ha llegado a ser el sistema constitucional para Europa OCci­
dental. Esta transformación ha sido posi::>le pOr.:¡ue la COnvencIón
Europea se aplica en una región del mundo mayormente democrática que
durante los últimos 40 atlas o na visto graves violaclones de dere­
chos humanos del tipo que han caracterizado al col1Ltinente americano
desde fines de la Segunda Guerr~ Mundial.

America encara problemas políticos, económicos, saciales y cultura­
les muy distintos a los de Europa OCcidental y, ui bien es cierto
que nuestro continente goza en la actualidad de UI1L renacimiento de­
mocrático, todavía se siguen violanao gravemente los derechos huma­
nos y IllUchos regímenes democráticos siguen siendo bastante débiles.
Es por esto que ha resultado en extremo útil que el sistema america­
no de derechos humanos haya permitido a la ~1tisión Interamericana
investigar y reportar sobre violaciones masivas de derechos hum~nos

.in tener que seguir los procedimientos jurídicos formales que esti­
pula la Convención Americana para reclamaclones individuales, y sin
tener que tomar en cuenta el hecho ~~ que el país en cuestión no ha
ratificaao la Convllnción. La valioscL latlOr que ha realizaao la Co­
miaiOO Interamericana de Derechos BImanos durantE! sus .ás de dos
décadas y media de existencia, no hubiera sido posible de haberse
visto obligada a esperar la entcada en vigor de la Convención para
aquellos gobiernos que incurrieron en graves violaciones de los dece­
chos humanos. No es sorprendente que el sist~ma europeo no haya lo­
grado iqual éxito en hacer frente a violaciones masivas de derechos
humanos, como por ejempl.o, las que cK:urrieron en Grecia y Turquía,
debido, en parte, a que carecía de lo~ mecanlSmos de la carta de la
OEA que el sistema americano tiene pal:a abordar casIos similares.

Por otro lado, en América nos falta todavía refina1: el sistema de la
Convención para que pueda ocuparse de peticiones i1'1divicuales de una
manera eficaz, recién ahora se está empezando a hacer algo al res­
pecto. Resulta claro, entonces, quel la Comisión tiene que enviar
.ás casos contenciosos a la Corte IRlra "yuaarnos a crear un clima
jurídico y político en nuestro hemisf4!rio que obligue a los gobiernos
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a cumplir con sus obligaciones internacionales en materia de protec­
ción de los derechos humanos. La tarea no es fácil, petO hoy en día
se· ¡:.uede hacer muchísimo más de lo que se ha hecho hasta la fecha,
precisamente porque el continente americano se encuent,ra en pleno
renacimiento democrático.

Para mantenerse en el poder, los gobiernos democráticos necesitan el
decidido apoyo da un sistema interamericano de derechos humanos que
goze de legitimidad hemisfér tea. Eso &610 se puede 109r.... · a través
de la mayor despolitización posible del sistema, a190 que se
alcanzará únicamente por medio del fortalecimiento de las actividades
.strictamente jurídicas de la COmisión y de la COrt~. Esto quiere
decir que habrá que desarrollar plenamente el asecanisno de peticiones
individuales, de la manera que lo han hecho 108 europeos. En ABer l­
ea, nos queda aún mucho por hacer en este campo.
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PEDRO NIKKEN

IN'l'RODUCCION

El ideal de. crear procedimientos internacionales orientados hacia la

promoci6n y protecci6n de los derechos humanos dentro del sistema

interamericano precede a la estructuración jurídica actual de dicho

sistema, la cual se desprende de la Carta de la Organización de los

Estados Americanos, suscrita en Bogotá en mayo de 1948 y de su re­

forma por el Protocolo de Buenos Aires de febrero de 1967. A decir

verdad, como se tratará de destacar en la presente exposición, las

nor~s y principios que orientan la salvaguarda internacional de los
"

derechos del hombre en América ha sido producto de una evolución

constante, la cual ha conducido ·a un sistema de fuentes diversas y

de una cierta complej idad. Esa evolución, que no puede,

desvincularse de las peripecias de la Organización de los Estados

Americanos ni del acontecer polític~ de sus miembros, ha ido

expandiendo progresivamente el alcance del sistema.

En una perspectiva de conjunto, es bien ilustrativo observar cómo se

han ido adoptando los instrumentos generales que contienen

disposiciones relativas a los derechos humanos en América,

.particularmente la Declaración Amer icana de los Derechos y Deberes

del Hombre, la carta de la Organizaci6n de los Estados Americanos y

la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Esta exposición se

centrará en el examen de ésas instituciones, en primer lugar, porque

ellas son las que recogen los aspectC?s generales del sistema y
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definen sus características propias, y, por otro lado, porque su

implantación sucesiva ha servido para definir el marco general del

sistema (1) •

En verdad la protección internacional de los derechos humanos en

América, más que como un sistema establecido se presenta como un

proceso de persistente profundizaci6n. Sus características más

distintivas no son frecuentemente consecuencia de concepciones

teóricas preconcebidas sino de actuaciones prácticas. Por eso, a la

hora de singularizar las notas propias del sistema interamericano de

protecci6n, conviene insistir sobre el papel de los órganos que 10

administran y sobre los procedimientos aplicables, que son sus

. características más peculiares. En el mismo sentido, para estudiar

las líneas generales del sistema americano, se requiere un examen de

su evolución, caracterizada fundamentalmente por soluciones

interinas las cuales, en su operación práctica, han ido

estableciendo definiciones más o menos características.

Por eso estas consideraciones introductorias estarán centradas en la

descripción general de los aspectos normativos y organizativos de

los mecanismos de protección y promoción, en el entendido que el

análisis del estado actual del sistema (B) no es enteramente

comprensible si no se estudia su desarrollo histórico progresivo (A).

A. El desarrollo pragresivo

El or igen del panamer icanisRlO se remonta al tiempo de la

independencia de las repúblicas latinoamericanas, como una de las

piezas claves del ideal bolivariano, cuya primera expresión fue el

Congreso de Panamá de 1826. Otros congresos latinoamericanos

tuvieron lugar en el siglo XIX, y en l8~O, con objetivos bien

diferentes a los de Panamá, se reunió en Washington la Primera
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Conferencia Interamericana. Sin -embargo, no fue sino hasta la

ejacutor!a del nazismo y el fascismo en Europa que apareci6 la idea

de vincular los ideales democráticos y la c;lignidad humana con los

esfuerzos comunes de los Estados Americanos para la defensa

continental(2). En la Conferencia de Chapultepec (1945) se

proclam6 la adhesión de las repúblicas amel'icanas a los principios

democráticos y se reconoció la posibilidad de establecer un sistema

de protecci6n internacional de los dere\;nos humanos. Se aprobó la

preparación de un proyecto de "Declaración de los Derechos y Deberes

Internacionales del Hombre" (3), lo cual se encargó al Comité

Jurídico Interemericano. Se recomend6 igualmente que, al término de

un proceso de consultas, esa Declaración fuera sometida a una

conferencia internacional de juristas americanos, para que pudiera

ser adoptada como convención regional (4).

La Carta de Bogotá, que cre6 la Organizaci6n d~ los Estados

Amer icanos, incluyó el respeto y garantía de los derechos humanos

entre los principios básicos de la nueva entidad regional, cuyos

miembros declararon que la solidaridad humana sólo es concebible

dentro de las instituciones democráticas y "un régimen de libertad

individual y justicia social, fundado en el respeto de los derechos

fundamentales del hombre" (5) • Entre los principios que cimentan

la Organización se incluyó expresamente la proclamación de "los

derechos fundamentales de la persona humana, sin ninguna distinción

de raza, de nacionalidad, de religión o de sexo" (6) • La misma

Conferencia de Bogotá aprobó, en su Resolución XXX, la Declaraci6n

Amer icana de los Derechos y Deberes del Hombre. Ella proclama que

los derechos humanos "no nacen del hecho de ser nacionales de un

determinado Estado sino que tienen como fundamento los atributos de

la persona humana" y que "la protección

derechos humanos debe ser guía principalísima

1 "ó" (7) too 1 1 1en evo UCl n , o o cua expresa e

internacional de los

del derecho Americano

reconocimiento de la



LOS DERECHOS HOhANOS EN EL SISTEMA REGIONAL AMERICANO 4

internacionalizaci6n de los derechos humanos. Su contenido se

refiere predominantemente a los derechos civiles y políticos (8) •

Sin embargo, la Declaración fue aprobada fuera del marco de la Carta

de la Organización de los Estados Amer icanos y se le reconoció

expresamente el rango de "recomendaci6n", de moGo que carecía, en su

inicio, de fuerza obligatoria formal. Tampoco se creó ningun

órgano, fuera o dentro de la Carta, con la misi6n específica de

promover o proteger los derechos humanos. Por circunstancias

distintas no se ~í1contró oportuno adoptar de inmediato un régimen.
internacional de control, pero se encargó al Comité Jurídico

Interamericano la preparaci6n de un proyecto de estatuto de una

Corte Inter amer icana de Salvagua rda de los Derechos Humanos, para

someter10 a la siguiente Conferencia Interamericana, lo cual no

ocurr ió !9) •.

La década de los cincuenta fue dominada en América por la guerra

fría y proliferaron gobiernos militares que, bajo el pretexto del

anticomunismo, desconocieron los der~chos humanos y postergaron todo

intento para organizar su protección internacional. Simultáneamente

la OEA entró en una prolongada crisis que, después de la X

Conferencü, (Caracas 1954), no le permitió reunir nunca más una

Conferencia Internacional Americana, sino que tuvo que recurrir a

reuniones extraordinarias o de consulta antes de reformar su

estructura en 1967. Fue en la V Reuni6n de Consulta (Santiago de

Chile, 1959), convocada en un ambiente de tensión entre varios

gobiernos americanos, donde el proceso adquirió nuevo vigor. Varias

de las resoluciones de la Conferencia se refieren a los derechos

humanos (10) , entre ellas la trascendental Resoluci6n VIII, que

encargó al Consejo Interamer icano de .1ur isconsultos la preparación

dE. '..lo proyecto de convención sobre derechos humanos y decidió la

cr~aci6n de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
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En la 11 Conferencia Interamericana Extraordinaria (Río de Janeiro,

1965) se ampliaron las facultades iniciales de Comisión. La

Resolución XXII de esa Conferencia autorizó expresamente a la

Comisión para recibir comunicaciones individuales, con 10 cual se

formalizó una práctica precedente, y le encomendó prestar especial

atención sobre el respeto de ciertos derechos entre los proclamados

en la Declaración Americana, a saber: Derecho a ia vida (art. 1);

Derecho de igualdad ante la Ley (art. 11), Derecho de libertad

religiosa y de culto (art. 111) 1 Derecho de libertad de

investiga~ión, opinión, expresión y difusión (art:. IV), Derecho de

justicia (art. XVIII) 1 Derecho de protección contra la detención

arbitraria (art. XXV), y Derecho a un proceso regular (art. XXVI).

La 111 Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos .Aires,

1967) aprobó el Protocolo de Reformas a la Carta de la Organización,

el cual incluyó a la Comisión entre los órganos permanentes de la

OEA. A partir de entonces la Comisión es el fruto de un tratado que

vincula a todos los miembros de la Organizaci6n de los Estados

Americanos.

Paralelamente marchaba la preparaci6n del proyecto de convención

amer icana sobre derechos humanos. En la ConferencIa de Río de

Janeiro se consideró el proyecto encomendado en Santiago al Comité

Interamericano de Jurisconsultos así como. sendas propuestas

adicionales de los gobiernos de Chile y Uruguay. Se remitió la

cuestión al Consejo de la Organi.zación que debía pronunciarse

después de un período de consultas y de obtener la opinión de la

Comisión. El Consejo convoc6 Conferencia Interamericana

Especializada en San José, Costa Rica, entre el 7 y el 22 de

noviembre de 1969, en la que se adoptó el texto de~ la Convención

Americana sobre Derechos Humanos, o "Pacto de 5em José- • Once

ratificaciones eran necesarias para que el tratado e:ntrara en vigor,
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lo cual no ocurrió hasta el 18 de julio de 1978(11). La

Resolución número 11 de la Conferencia de San José, donde se adoptó

la Convenci6n, solicitó al órgano supremo de la OEA la aprobación de

un régimen destinado a definir la situaci6n de los Estados miembros

de la Organización que no fueran partes en la Convención, una vez

entrada ésta en vigor. Sustancialmente se tomaba que, para esos

Estados se continuara aplicando el mecanismo entonces vigente,

fundado sobre la Resoluci6n XXII de la Conferencia de Río en 1965.

Ese es el régimen contenid~ en el artículo 20 del actual Estatuto de

la Comisi6n, aprobado por la Asamblea General de la OEA en La Paz,

Bolivia, en 1979.

B. El estado actual

En la forma descrita se estableci6 un sistema doble o si se quiere

superpuesto. De una parte, un sistema general, aplicable a todos

los miembros de la Organizaci6n de los Estados Americanos, contenido

en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de

la Carta, y del Estatuto de la Comisión Interamer ieana de Derechos

Humanos, cuyo 6rgano de salvaguarda es ésta última. Por otro lado,

está el sistema más exigente, que tiene su fuente en la Convenci6n

Americana sobre Derechos Humanos, que obliga ~nicamente a las partes

en ese tratado(ll), cuyos órganos de protección son la propia

Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte

Interamericana de Derechos Humanos.

El sistema de vínculos superpuestos que ha resultado de esta

evolución pone de manifiesto una característica que, si bien es

común a todo régimen internacional de protección a los derechos

humanos, ha cobrado particular relieve en América, como es el

desarrollo progresivo del vigor de la tutela internacional. En
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efecto, ha sido América Latina, en todo el hemisferio occidental, la

región que ha padecido las más pesadas dictaduras y los casos más

notorios de violación de los derechos humanos desde la 11 Guerra

Mundial. En impulso inicial de la Conferencia de Bogotá encontró

poderosos obstáculoR que impidieron el desarrollo de la protección

internacional. Hubo que esperar diez aftas para que se creara una

Comisióni veinte para que se suscribiera una Convención, y treinta

para que ella entrara en vigor. - El prQ9reso del s istema ha sido

posible gracias, por una parte, al aprovechamiento de momentos en

que los gobief'nos han sido más sensibles, () más vulnerables a la

opini6n pública, en materia de derechos humanosJ y por otra parte, a

la actuaci6n práctica de los órganos de protección cuyo trabajo ha

servido para ampliar considerablemente el ámbito de la tutela

internacionaL

Como resultado de la evoluci6n que se acaba de describir el sistema

general de protección- de los derechos humanos dentro del marco de la

OEA presenta cierta complejidad normativa y organizativa.

En el plano normativo puede constatarse la existencia de una

diversidad de fuentes cuyo alcance y destinatarios son variables.

La Carta de la OEA, define en sus artículos 112 y 150 el marco

general, refiriéndol.o a tres elementos. El primero, que constituye

el trasfondo de los otros, es la proclamación del respeto a los

derechos humanos entre los objetivos y el ámbito de actuación de la

Organización. El segundo es la determinación de preparar, a través

de una Conveh~~6n Americana sobre Derechos Humanos, un régimen de

promoción y protección de esos derechos. El tercero, la adopción de

un mecanismo t~ansitorio, a cargo de la Comisión Interamericana de

Derechos Humanos, a fin de velar por el respeto de los mismos

mientras la Convenci6n no entrara en vigor, o, incluso después,

respecto de los Estados miembros de la CEA que n~ fueron partes en
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ella. Dentro de ese marco general, se pueden encontrar. dos fuentes'

que definen, en el plano sustantivo, el enunciado y contenido de los

derechos protegidos. Por una parte está l~ Declaración Americana de

los Derechos y Deberes del Hombre y por la otra la Parte I de la

Convención Americana sobre Derechos Human03. La primera es

aplicable respecto de todos los miembros de la O~, mientras que la

segunda únicamente vincula a los Estados partes en el tratado.

En el aspecto procesal también se pone de manifiesto la complejidad

del sistema, puesto que, respecto de los miembros de la OEA que no

son partes en la Convención Americana, los procedimientos aplicables

son los dispuestos para ese fin por el Estatuto y el Reglamento de

la Comisión. En cambio las partes en la Convención están somecidas

al propio tratado, al Estatuto y el Reglamento de la Convenci6n y al

Estatuto y Reglamento de la Corte.

También es compleja la organizaci6n del sistema nuevamente a causa

de su evolución. El órgano más antiguo de promoci6n y protección es

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Su -competencia se

extiende a todos los miembros de la OEA y está llamada a ejercerse

en dos niveles diferentes de intensidad según se esté o no frente a

Estados que sean partes en la Convención. La Corte, en cambio, es

un 6rgano de la Convención, cuya funci6n principal, que es la

jurisdicción contenciosa, sólo está llamada a ejercerse frente a los

Estados partes que hayan aceptado someterse a ella de modo

obligatorio, sin embargo, puede también servir como órgano del

sistema general, porque es competente para responder las consultas

que le sean sometidas por cualquier miembro de la Organización,

aunque no sea parte en la Convención.

Puede considerarse que esta complejidad normativa y orgánica es

tran.sitoria, puesto que está ll¡:imada a desaparecer el día en que



todos los miembros de la OEA sean partes en la Convenci6n. El curso

de la evoluci6n ha impedido que los gobiernos menos decididos a

comprometerse en un régimen internacional de protecci6n puedan

frenar un desarrollo más progresista impulsado por los gobiernos

mejor identificados con ios principios democráticos. En ese aspecto

el sistema actual es un tí~ico producto de la progresividad que ha

caracterizado el desarrollo del régimen internacional de protecci6n

a los derechos humanos. Pero al mismo tiempo, la coexistencia entre.
una regu1aci6n menos avanzada con otra más completa pone d~ relieve

el atraso relativo del sistema en su conjunto y frena las

posibilidades de florecimiento de las instituciones de la

Convención, al obligarlas a convivir con un mecanismo llamado a

superarse. Eso quizás explique, en parte, la poca actividad inicial

de la Co~te, que se evocará cuando examinemos los órganos del

sistema. Dentro de ese contexto, se pasará de inmediato al estudio

del sistema re9ional.

ta primera parte del análisis versará sobre el contenido sustantivo

del régimen de protecci6n, en 10 que se refiere a las fuentes del

derecho y al contenido de los derechos protegidos. Después, con

ocasión del estudio de los órganos de protección, se considerará la

competencia de éstos y los procedimientos aplicables.
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a cumplir con sus obligaciones internacional~s en materi& de protec-
.ci6n de los derechos humano~. La tarea no es fácil, pero hoy en día
se· puede hacer muchísimo más de lo ~e se ha hecho hasta la fecha,
precisamente porque el continente americano s'e encuentra en pleno
renacimiento democrático.

Para mantenerse en el poder, los gobiernos democráticos necesitan el
decidido apoyo de un sistema interamer ieano de derechos humanos que
goze de legitimidad hemisférica. Eso s6lo se puede lograr a través
de la mayor despolitizaci6n posible del sistema, algo que se
alcanzará únicamente-por medio del fortalecimiento de las actividades
estrictamente jurídicas de la Comisión y de la Corte. Esto quiere
decir que habrá que desarrollar plenamente el mecanismo de peticiones
individuales, de la manera que lo han hecho' los europeos. En Ameri­
ca, nos queda aúnplUcho por hacer en este campo o
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PRIMERA PARTE: EL CONTENIDO SUSTANTIVO

Aun cuando no son los únicos instrumentos internacionales americanos

que proclaman los derechos de la persona humana sometidos al régimen

de promoción y protección regional, la Declaración Americana y el

Pacto de San José de Costa Rica son las fuentes generales

características del sistema. Por ello son las que retendremos,

dentro del propósito de esta presentación que es, como se ha

anunciado, igualmente general.

Existe, aunque no sin divergencias, una apreciable cnincidencia en

el contenido entre la Declaración y la ConvencióD. En algunos

casos, como se verá, la Declaración es más amplia en su alcance,

mientras que la Convención desarrolla y precisa con mayor exactitud

el contenido de los derechos. La diferencia más importante entre

ellas es, con todo, de tipo formal, puesto que una es, como su

nombre lo indica, una declaración, mientras que la otra es un

tratado internacional. Esta diferencia se vincula con un tema

general que, con diferente sentido y matices, se plantea a propósito

de cada uno de los instrumentos sef'ialados, como es el de

exigibilidad jurídica de sus disposiciones. En consecuencia, nos

detendremos a estudiar el tema general de las fuentes del derecho

(1), antes de entrar a enunciar los derechos protegidos (11).

l. LAS FUENTES DEL DERECHO

La diferente naturaleza de la Convención y la Declaración se

evidencia prima facie en que mientras aquélla es, fuera de toda

duda, una fuente de derecho internacional, ésta no fue adoptada como

un cuerpo normativo vinculante. Sin embargo en el curso de las

cuatro décadas que han transcurrido desde que se firmó la

Declaración, se han cumplido hechos y se han operado
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transformaciones que permiten sostener que ella es en el presente,

al menos en parte, jurídicamente obligatoria. Ese será el tema que

se abordará de inmediato. Después se analizará cuál es la

naturaleza y el alcance de los deberes asumidos por los Estados

partes en la Convención Americana.

A. La fuerza obligatoria de la Declaración Am,ericana

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre fue

adoptada en mayo de 1948 en Bogotá dentro de la IX Conferencia

Internacional Americana, con el rango de "recomendación", lo cual

subrayaba que dicho instrumento no constituía una fuente de vínculos

jurídicos por la cual los Estados signatarios asumieran obligaciones

precisas. Las declaraciones son instrumentos a través de los cuales

los Estados proclaman principios juz~aoos corno de gran valor y

permanencia, pero que no comprometen jurídicamente a sus signatarios

y carecen de fuerza ejecutoria.

Tienen un valor predominantemente pol(tico y moral. Su eficacia es

variable y depende en gran medida del respeto que en la práctica

hayan merecido. No puede dudarse que la Declaración Americana, al

igual que la Universal, ha gozado de un gran respeto. Casi cuarenta

afios después de su proclamación, a la luz de la evolución de las

distintas disposiciones de la OEA concernientes a los derechos

humanos y de la práctica de la Comisión Interarnericana, se ha

planteado la cuestión de su valor jurídico actual.

La consideración de la Declaración Amer icana como un instrumento no

vinculante se sostiene sobre su naturaleza original. Se trata de un

texto que fue aprobado sin sujetarse al procedimiento de formación

de los tratados y con la intención expresamente declarada de que no

fuera una fuente de verdaderas obligaciones, de modo que esa
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naturaleza no puede ser modificada sino por su transformación en una

convención internacional. A ello podría agregarse que en América se

negoció por largo tiempo una convención de derechos humanos, hasta

concluirla y ponerla en vigor, lo cual no habría sido necesario si

se hubieq: Juerido ver la Declaración como contentiva de una

regu1aci6c oL1igatoria.

No puede desconocerse ente¡Oamente el valor de esos argumentos en el

orden histórico, pero tampoco puede dejarse de lado la importante

evolución cumplida por el sistema interamericano dentro del cual se

han operado transformaciones dificilmente eJlCplicables si la

Declaraci6n conservase el valor de una recomendación.

Antes de analizar esos hechos me detenñré brevenlente para comentar

el argumento según el cual la negociación y adopción de la

COnvención Americana comprobaría que la Declaración no era concebida

como un instrumento vinculante. Abstracci6n hecha de cuál .era el

valor que los Estados americanos atribuían a la Declaración en el

tiempo en que se neqoció y adoptó lél Convención, debe subrayarse la

irrelevancia del argumento, pues nada impide que un tratado recoja

lo que ya eran normas jurídicas provenientes de otra fuente,

particularmente de la costumbre internacional, o que, por obra de la

adopción de un tratado "cristalicen" como derecho consuetudinario

algunas de sus disposiciones o se inicie una práctica que finalmente

conduzca a la conformación de la costumbre. La coincidencia parcial

entre el contenido de la Declaración y el de la Convención en modo

alguno prueba que la primera no haya podido adquirir fuerza

obligator ia or ig inada en una fuente distinta al Pacto de San José,

como podrían ser otra convención internacional o el derecho

d
. . (12)

consuetu 10ar10 •

Es cierto

ejflcutoria

que la Declaración, en su origen, no tuvo fuerza

ni mecanismos para velar por su cumplimiento. Sin
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embargo, en 1959 se creó la Comisión Interamer icana de Derechos

Humanos con el encargo de promover el respeto y defensa de esos

derechos. Desde su instalación la Comisión ha recibido y tramitado

comunicaciones individuales. Ha solicitido información y ha abierto

investigaciones, facultada para ello por su Estatuto. Ha practicado

numerosas observaciones in loco. Ha adoptado resoluciones donde

verifica violaciones a los derechos consagrados en la Declaración y

ha formulado recomendaciones precisas a los gobiernos involucrados.

Esas resoluciones, finalmente, han sido publicadas y remitidas a la

Asamblea General de la ORA, la cual varias veces se ha pronunciado

sobre la situación concreta de determinados países, cuyos gobiernos

han sido setlalados como infLactores de derechos recogidos en la

Declaración. ¿Puede decirse que ella está, en la hora actual, tan

desprovista de fuerza ejecutoria como cuando fue suscrita?

El valor obligatorio de la Declaración Arner icanél puede sustentarse ¡l

en el presente, sobre dos líneas de argumentación distintas, que no

son contradictorias entre sí. Por una parte se ha sostenido que la

Declaración se ha incorporado al derecho convencional; y, por otro

lado, se puede, alegar que su aplicación ha dado origen a una

práctica que reune los requisitos de la costumbre internacional.

En el plano del derecho convencional, el análisis debe cent=arse en

la reforma de la carta de la OEA aprobada por el Protocolo de Buenos

Aires en 1967. Como ya se ha dicho, a través de este tratado la

Comisión quedó incorporada a la Carta y se previó la adopción de una

convención especial sobre derechos humano,:-. Al mismo tiempo, según

el artículo 150 de la Carta Reformada, se encomendó a "la actual

Comisión Intelamericana de Derechos Humanos" que velara por la

observancia de tales derechos, mientras que no rntrara pn vigor esa

convención.



LOS DERECHOS HUMANOS EN EL SISTEMA REGIONAL AMERICANO 14

La referencia a "la actual Comisión" no puede ser entendida sino

como una incorporación global de ella a la Carta, con todos los

elementos y bases jurídicas que regían su funcionamiento

insti tucional. Esa expresión tiene un alcance jurídico

necesar iamente comprensivo del Estatuto de esa "actual Comisión",

cuyo artículo 2 disponía expresamente que, a los efectos de los

trabajos de la insti~ución, por derechos humanos debía entenderse a

los proclamados como tales por la Declaración Americana. De este

modo, al incorporar implícitamente el Estatuto de la Comisión a la

Carta de la OEA, el Protocolo de Buenos Aires integró también la

Declaración Americana al derecho convencional.

Esta posición ha sido sostenida por prestigiosa doctrina (13) ,

1 . C" , I t . (14) T b' oT hcomo por a misma omislon n-erarnerlcana • am len a

explícitamente aprobada por algunos Jefes de Estado(15).

así

sido

Sin perjucio de lo anterior., también puede 30stenerse que la

Declaración ha quedado incorporada, al menos parcialmente, al

derecho consuetudinario, como consecuencia de la práctica de la

Comisión aprobada por los Estados.

Si se examinan los trabajos de la Comisión anteriores a su

incorporación a la Carta de la OEA" especialmente después. de la

reforma a su Estatuto dispuesta en la Resolución XXII d~ la

Conferencia de Río de 1965, se puede"comprobar que las denuncias de

violación a la Declaración que le fueron sometidas fueron tramitadas

y decididas con los mismos procedimientos que se aplicaban, en esa

época, a las violaciones al derecho internacional de los derechos

humanos, por ~arte de instituciones de naturaleza análoga a la

Comisión. Los criterios que oJdentaban el tratamiento de tales

violaciones del derecho internac:ional podemos encontrarlos en las

atribuciones conferidas a instituciones creadas por tratados, con la
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misión de recibir y tramitar denuncias relativas a la inobservancia

de sus disposiciones, es decir, a infracciones al derecho

internacional convencional.

El primer caso es el de la Comisión Europea de Derechos Humanos la

cual, en relación con las denuncias sobre violaciones a la

Convención Europea, fue facultada para requerir información del

Estado afectado, realizar una investigación, buscar una solución y,

de no hallarla, adoptar una decisión respecto del caso, contentiva

de sus observaciones y recomendaciones (16) • El mismo criterio

privó en 1966, al adoptarse el Pacto Internacional de Derechos

Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo, según los cuales el

Comité de Derechos Humanos creado por dicho Pacto, al recibir

comunicaciones individuales relativas a la violación de éste, debe

igualmente requerir información al Estado involucrado, analizar

todos los elementos de juicio a su alcance y adoptar una resolución

con sus observaciones y recomendaciones (17) •

Si se examinan las atribuciones y facultades de la Comisión antes de

que fuera incorporada la Carta de la OEA, es decir, cuando su

actuación no tenía base en el derecho convencional, puede

comprobarse que el procedimiento que empleaba para tramitar las

denuncias relativas a violaciones a la Declaración Americana era

sustancialmente análogo a los previstos para ser aplicados por las

mencionadas instituciones en casos que eran, fuera de toda duda,

violaciones al derecho internacional.

Esas actuaciones, por otra parte, fueron aprobadas por los Estados,

no sólo por no oponerse a ellas, sino incluso explícitamente, pues

en varias ocasiones se respaldó a la Comisión en sus trabajos y se

la exhortó a que continuara cumpliéndolos. Cabe destacar que en la

11 Conferencia Interamericana Extraordinaria (Río, 1965), se aprobó
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facultar a la Comisión para recibir denuncias individuales, lo que

formalizó una práctica anter.ior de dudosa base legal. Por su lado,

como se dijo antes, el Protocolo de Buenos Aires encargó a "la

actual Comisión" de velar por los derechos humanos mientras no

entrara en vigor un tratado sobre la mate~ia, circunstancia 'sta que

mueve a varias preguntas: ¿A qué derechos si no a los proclamados

por la Declaraci6n podía referirse la misi6n encomendada a la

Comisión? ¿Podría una convención internacional, como el Protocolo

de Buenos Aires, encargar a un órgano de la OEA de "velar por la

observancia" de ciertos derechos si las partes en el mismo no

consideraran que ellos deben ser obligatoriamente respetados? La

respuesta a esas preguntas nos lleva a concluir que el artículo 150

de la Carta reformada en Buenos Aires prueba la opinio juris

requerida para considerar que la actuación de la Comisión

Interamericana se tradujo en una práctica que ha sido reconocida

como derecho por los Estados americanos.

Por lo demás, en la hora actual, la Comisión tiene a su cargo el

trámite de las denuncias relativas a la violación de la Convención,

así como las relacionadas con la inobservancia de la Declaración,

según se trate de Estados que sean o no sean partes en aquel

tratado (18). S' 1 d" t l' bl robo1 comparamos os proce l.m1.en os ap lca es a a s

supuestos, en los términos dispuestos por el Reglamento de la

son

diligencias que deben practicarse

Comisión, podemos comprobar

condiciones de admisibilidad
, . l" (20) 1tram1.te pre 1.mlnar y as

una sustancial coincidencia. Las
'd' . (19) 1 .1. ent1.cas , o rn1.smo que el

para la investigación de los hechos denunciados, entre las cuales

destaca la solicitud de información al gobierno afectado, cuya

renuencia a responder, en uno y en otro ca!;o, acarrea la misma

consecuencia, como es la presunción de veracidad de los hechos

denunciados (2l) •
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Las diferencias surgen en la fase de decisión. En el caso de la

Convención está previsto un procedimiento complejo que comprende

varios pasos sucesivos, pero que, en el fondo conducen a ciertas

medidas que no difieren en lo esencial de las que anteriormente
(22) . (23)

cumplía la Comisión , como son preparar un lnforme ,

formular proposlclones y recomendaciones, y

informe (24) • Frente a las denuncias relativas a

publicar el

la Declaración,

la. Comisión debe aprobar una resolución final que ha de contener,

además de los hechos y las conclusiones de la n\isma Comisión, las

recomendaciones que ella considere pertinentes y un plazo para su

cumplimiento, vencido el cual, si sus recomendaciones no han sido

adoptadas, le corresponde decidir sobre la publicación de la misma.

Puede verse, pues, que en lo esencial no hay diferencias entre el

trámite y las providencias que está llamada a éldoptar la Comisión

respecto de las peticiones relati.vas a la Convención y las que se

refieren a la Declaración. Todo ello no hace sino confirmar la

conclusil'n anter ior: la Comisión, con la aprobación de los Estados

americanos, trata las violaciones a la Declaración del mismo modo en

que lo hace con las infracciones al derecho internacional recogido

en la Convención Americana.

La práctica de la Comisión, es cierto, no es idéntica para la

totalidad de la Declaración, pues sus actuaciones se han limitado

generalmente a los derechos cuya protección !;e enfatiz6 en la

Resolución XXII de la Confer~ncia de Río de 1965(25). Sin

embargo, aún en esa limitada medida, puede afirmarse que la

violación de esos derechos, imputable a un Estado americano,

constituye la infracción a una regla de derecho internacional

consu~tudinario, en virtud de la cual los mismos deben ser

obligatoriamente respetados y están sometidos a un régimen de

protección internacion.l.
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B. La fuerza obligatoria del Pacto de San José

La Convención Americana sobre Derechos Humanos es un tratado y como

tal constituye una fuente de obligaciones internacionales para los

Estados partes. No se plantea en este caso, por consiguiente, el

problema formal que acaba de examinarse a propósito de la

Declaración, puesto que, por su naturaleza misma, la Convención

Amer icana impone deberes que vinculan jur ídicamente él quienes la

hayan ratificado o hayan adherido a ella.

La cuestión a examinar en relación con la Convención es diferente, y

se refiere a la naturaleza de las obligaciones que las partes han

asumido: ¿Cuál es el alcance del compromiso de los Estados partes en

la Convención Americana frente a los derechos humanos que ella

recoge? Se trata de establecer si la obligación de los Estados de

asegurar el pleno goce de los derechos dentro de su jurisdicción es

inmediatamente exigible, de modo que la inobservancia de los mismos,

por causa imputable al Estado, es ipso jure una violación a la

ConvenciónJ o si, por el contrario, el tratado establece una suerte

de programa que los Estados deben realizar progresivamente, en la

medida en que las condiciones internas lo vayan permitiendo. En el

primer caso las obligaciones serían de resultado, en el sentido de

que la no obtención de éste ---es decir, el pleno respeto a los

derechos ,humanos-- significaría el quebrantamiento de la
. .

Convención. En el segundo, serían de medio o comportamiento, de

manera que la violación de los derechos protegi~os no sería

automáticamente una infracción a la Convención, puesto que habría

que establecer, además, que la conducta del Estado se apartó de

ciertos patrones o standards y que, dentro de las condiciones

internas y los recursos disponibles, no suministró ciertos medios,

que estaba objetivamente en posibilidad de proveer, para garantizar

el derecho lesionado.
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La respuesta que se dé a la cuestión así planteada es determinante

para establecer el valor y la utilidad del sistema de protección

dispuesto en la Convención. Si ést.a fuera puramente programática,

los gobiernos dispondrían de los
,

mas variados argumentos para

justificar situaciones contrarias a los derechos protegidos, por lo

que la acción internacional
,

verla sensiblemente disminuida su

eficacia y se traduciría, a menudt:>, en una gesti6n vana. Por el

contrario si las obligaciones contraídas son inmediatamente

exigibles, la violación de los derechos protegidos, cometida directa

o indirectamente por los poderes públicos, constituir ía per se una

infracci6n al derecho internacional.

La dificultad se plantea por la or ientación distinta que,

aparentemente, tienen los artículos 1.1 y 2 de la Convención

Americana, cuyo texto es el siguiente:

Artículo l. Obligación de Respetar los Derechos

1. Los Estados Partes €m esta Convención se comprometen
a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y
a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna
por motivos de raza, color, sexo, idiorild, religión,
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen
nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social.

Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho
Interno

S i el ejercicio de los derechos y libertades mencionados
en el artículo 1 no estuviere ya galrantizado por
disposiciones legislativas o de otro carácter, lo Estados
Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de
esta Convención, las medidas legislativas o de otro
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales
derechos y libe:.tades.
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Una lectura aislada del artículo 2 podría llevar a pensar que los

Estados partes no se han obligado más que a adoptar, de conformidad

con su derecho interno, "las medidas legislativas o de otro

carácter" para hacer efectivos los derechos y libertades previstos

en la Convención, lo que introduciría una or ientaci6n programática

para el compromiso contrario.

Tal interpretaci6n es inaceptable, desde luego que se aparta de la

regla fundamental contenida en la Convenci6n de Viena sobre el

Derecho de los Tratados, según la cual éstos deben "interpretarse de

buena fe, conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a

los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en

cuenta su objeto y fin" (art. 31) (énfasis del ,autor).

En efecto, si dentro de los propósitos de la Convención Americana

está el de establecer un régimen de ·protección internacional, de

naturaleza convencional, coadyuvante o complementaria de la que

ofrece el derecho interno de los Estados Americanos" (Preámbulo),

sería inconcebible que la exibilidad de las obligaciones contraídas

en función de esa protección tuviera que postergarse en espera de

disposiciones de derecho interno, puesto que es, precisamente, la

insuficiencia de los recursos domésticos lo que explica y justifica

la salvaguarda internacional.

Por otra parte, la interpretaci6n que criticamos se aparta

enteramente del contexto de la Convención, cuyo articulado, en su

mayoría, proclama los derechos protegidos como inherentes a la

persona y que le corresponden COL'I\O tal. Los términos en que está

redactada la Convenci6n revelan que ella rceconoce derechos cuyo

contenido es definido corno atributo actual de ·toda persona", o

prohíbe ciertas situaciones a las que "nadie" puede verse sometido.

¿Cómo podría explicarse que el irrespeto a esas disposiciones
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pudiera quedar justificado por falta de mecanismos apropiados en el

derecho interno? Si tal fuera el caso, la Convención misma perdería

la mayor parte de su sentido.

Además, la interpretación fuera de contexto del artículo 2 conduce a

un resultado absurdo, como es el de dar por no escrito,

prácticamente, el artículo 1 de la Convención, que es, acaso, la

piedra angular de la Convención Americana. Este artículo, como lo

ha subrayado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, "establece

el compromiso de los propios Estados Partes de 'respetar los

derechos y libertades' reconocidos en la Convención y de 'garantizar

su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su

jurisdicción••• ' En consecuencia, si por cualquier

circunstancia, ••• (un derecho protegido) no pudiera ser ejercido por

'toda persona' sujeta a la jur isdicci6n de un Estado Parte, ello

constituiría una violación de la Convención, susceptible de ser

denunciada ante los órganos de protección por ella previstos" (26).

Si el artículo 2 es leído a la luz de 10 dispuesto por el artículo

1, se concluye, como lo ha hecho la misma Corte Interamericana, que

dicha disposición no hace más que "recoge (r) una regla básica del

derecho internacional, según la cual todo Estado Parte en un tratado

tiene el deber jurídico de adoptar las medidas necesarias para

cumplir con sus obligaciones conforme al tratado, sean dichas

medidas legislativas o de otra índole" (27). Se trata, pues, de un

tema que tiene que ver con la inserción del derecho internacional en

el derecho interno o, in~luso, con la eventual autoejecutoriedad de

l~ Convención Americana en algunos Estados, cuyo sistema jurídico

permita a los tribunales adoptar decisiones ("medidas de otro

carácter"), para garantizar los, derechos internacionalmente

protegidos, aun en ausencia de ley interna que los reglamente.
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Esa conclusión no excluye que, en la Convenci6n Amer icana, ciertos

derechos aparezcan concebidos para ser realizados progresivamente y

que, en cierta forma, no sean exigibles de modo inmediato, como

ocurre, por ejemplo, con los derechos económicos, sociales y

culturales, cuyo efectividad ha de lograrse a través de

"providencias" que debe[~n adoptarse "en la medida de los recursos

disponibles" (art. 26) 1 o con el dere~ho de todo nifio "a las medidas

de protección q'.le su condición d~ menor requieren por parte de su

familia, de la sociedad y del Esta~O" (art. 19).

Con todo, aun en esos casos, el carácter programático de la

disposición, si bien posterga en cierta medida la exigibilidad plena

del derecho, no autor iza al poder pÚblico para actuar en contra de

su realización, pues ninguna disposición de la Convención puede ser

interpretada en el sentióo de "permitic a alguno de los Estados

Partes, grupo o persona, euprimir el goce y ejercicio de los

derechos y libertades reconocidos en la Convención, o limitarlos en
., (28)

mayor medlda que la prevIsta en ella" (art. 29.a) •

Concluimos así el análisis del valor obligatori~ de la Convención y

la Declaración por lo cual se pasa a examinar el contenido

sustantivo del sistema regional de protección.

1l. LOS DERECHOS PROTEGIDOS

A. Introducci6n

El sistema americano de protecci.6n a los derecho;!) humanos tiene

ciertas características particulares, en cuant·c al sent.ido general

de su contenido, que lo dotan de cierta fisonomía '~ropia. En primer

término está el valor que se reconoce ~ la democracia
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representativa. En segundo lugar, exist~ una marcada orientaci6n a

favorecer la protección de los derechos civiles y políticos. Se

hará un breve comentario sobre cada una de estas notas antes de

pasar a enunciar los derechos protegidos.

1) La democracia representativa

El sistema interamericano, tanto en su organización general como en

lo que se refiere a la protección de los derechos humanos, contiene

una adhesión expresa hacia el sistema democrático y representativo

de gobierno, el cual constituye el presupuesto necesario para el

cabal cumplimiento de las disposiciones de la Convención Americana.

"La democracia representativa es determinante en todo el sistema del

que la Convención forma parte';, como 10 ha reconocido la Corte

Interamericana de Derechos Humanos (29) •

La Carta de la OEA dispone que los Estados americanos "requieren la

organización política de los mismos sobre la bz.se del ejercicio

efectivo de la democracia representativa" (art. 3 .d) • En

consonancia con ello, los Estados partes en la Convención Americana

reafirmaron expresamente "su propósito de consolidar en este

Continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un

régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el

regpeto de los derechos esenciales del hombre" (Preámbulo). Dentro

de la misma orientación, la Convenci6n prohíbe toda interpretaci6n

de sus disposiciones en el sentido de "excluir otros derechos y

garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la

forma democrática representativa de gobierno" (art. 29.c).

Este presupuesto está llamado a influir de manera determinante en la

int~rpretaci6n y aplicación de la Convención, en especial en 10 que

toca a las limitaciones que ella misma autoriza para los derechos
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protegidos, limitaciones cuya legitimidad está en cuestión fuera del

apego a los valores democráticos. Es así que tales restricciones no

pueden emanar sino de leyes dictadas por tilos órganos legislativos
, (30)

constitucionalmente previstos y democráticamente elegldos" 10

que implica que "el principio de legalidad; las instituciones
, (31)

democráticas y el Estado de Derecho son lnseparables" • En el

mismo sentido, conceptos como "orden público" o "bien común", cuando

son invocados como fundamento de limitaciones a los derechos

humanos, "deben ser objeto de una interpretación estrictamente

ce~ida a las 'justas

d 't" .. (32)emocra lca ••• • La

exigencias'
, ,

sllspenslon de

de una

garantías,

'sociedad

en fin,

autorizada por la Convención en situaciones de emergencia (art. 27),

"carece de toda legitimidad cuando se utiliza para atentar contra el

sistema democrático, que dispone límites infranqueables en cuanto a

la vigencia constante de cie:tos derechos esenciales de la
(33)

persona" •

La democracia se presenta así como la piedra angular del sistema

interamericano de protección a los derechos humanos y es, por

ce-siguiente, desde esa perspectiva que debe examinarse el contenido

y alcance de los derechos reconocidos por dicho sistema.

2. Derechos civiles y políticos y derechos económicos, sociales y

culturales

La or ientación predominante del sistema ha sielo hacia la tutela de

los derechos civiles y políticos más que hacia los económicos,

sociales y culturales. Este hecho representa una de sus

deficiencias más notorias, no caremte, por cierto, de connotaciones

ideolÓgicas.

En el ámbi to de los derechos económicos, sociales y culturales, la

ConvenciÓr, ~~9ricana se limita a establecer un compromiso general de
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las partes, en el sentido de adoptar providencias dirigidas, a

asegurar progresivamente su disfrute, dentro de los límites de los

recursos disponibles (art. 26). Fuera de esa cUsposición general,

pueden encontrarse, dentro del enunciado de los derechos civiles y

políticos, algunos que también pudieran clasificarse entre los

económicos, sociales y culturales, como el derecho de libre

asociación con fines sindicales (art. 16.1) y el derecho a la

propiedad privada (art. 21).

La Declaración, en verdad, es más amplia en su texto, que comprende

un buen número de derechos econ6micos, sociales y culturales, como

el derecho a la preservación de la salud y el bienestar (art. XI) I

el derecho a la educaci6n (art. XII); el derecho a los beneficios de

la cultuI'a (art. XIII) I el derecho al trabajo y él una justa

remuneración (art. XIV) ; el derecho al descanso y a su

aprovechamiento (art. XV); y el derecho a la s~guridad social (art.

XVI) • Ninguno de esos derechos, sin embargo, fue encomendado con

espE:cial énfasis a la atención de la Comisión por la Resolución XXII

de la Conferencia de Río de 1965.

Los derechos económicos, sociales y culturales: también han sido

proclamados por la Carta Internacional Americana de C~rantías

Sociales de 1948, que se refiere sobre todo al derecho al trabajo y

a los derechos del trabajador, y por la Carta ~? la Organización de

los Estados Americanos, en su reforma de 1967.

Esas han sido, sin embargo, las dispo.::dciones más ausentes de la

atención del sistema regional de protección. Como la propia

Comisión lo ha reconocido, su trabajo fundamental "se ha centrado,

desde el comienzo de sus actividadE~s, en los derechos políticos y

civiles", Em la esperanza de que "un orden político de democracia

representativa, por su propia naturaleza, debía traducirse en
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mejords sustantivas p.n la calidad de vLda de la grdn mayoría, si nc

la tot31 Ldad, de la población". La expeL i~'1cia ha demostrado, sin
. (34)

embargo, "que no existe esa relaci6n autom'tica y necesaria" •

Eil la esperanz"l de restaura.:: mecanh,mos eficaces para la tutela de

los derechos económicos, sociales y culturales, la Asamblea General

de la OEA, como consecuencia de una iniciativa del Gob~erno de Costa

Rica en i982, ~ncom ¡dó a la Secretaria General la preparación de un

Anteproyect..:> de Protocolo Adicional al Pacto de San José. Dicho

Anteproyecto ha sido sometido a consulta de los Estado- partes y al

estudio de l~ Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos

Humanos.

Se examinarán a continuación los principales derechos civiles y

políticos comprendidos en el sistema americano.

B. ºere~ilos relativos a la intp.gridad de la persona

El artíct;lo T de la Declaración Amer icana contiene el princi.pio

ge:leral que domin.:- la cuestión, al sef'íalar que "todo ser humaLo

tiene derecho a la vida, a la segur idad y a la integridad de la

persona". Ese enunciado ha servido como fundamento de numerosas

reso 1 aciones de l? Comisién, sobre distintas situaciones e~ que ~an

~st¡do afectados los valores mencionados.

La Cor.vención Amer icana, por su parte, ha ¿;> sar rollado ese principio

gener.al y var ias de sus disposiciones están or ientadas hacia la

protección de la integridad de la persona, ~ntendida en el más

amplio sentido. La propia Declaración, de alguna forma, contiene

otras preVltilOneS que son, lato sensu protectoras de esa

integridad. Quedan comprendidos:
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1) El derecho a la vida

Como en el sistema universal y en el europeo, el derecho P. la vida

es primario entre los derechos humanos. Según el artículo 4 de la

Convención, toda persona tiene derecho a que se respete su vida, dE

la cual nadie puede ser pr ivado arbitrar iamente. Ese enunciado

general presenta, dentro de la Convención Americana, ciertas

particularidades que lo distinguen de otros sistemas de protección,

y que resulta interesante destacar.

En primer lugar, en cuanto a la pena de muerte, ~unque no la excluye

por completo, se regula de una mñnera más restrictiva que la

prevista en otros instrumentos internacionales. Su imposición está

restringida a los delitos más graves y no puede deci0irse si no se

han respetado ciertas normas rrocesales (art. 4.2). Su aplicación

está prohibida respecto de delitos políticos o comunes conexos con

éstos (art. 4.4). Los menores de 18 afios, los mayores de 70 y las

mujere~ encintas están excluidos de su á~bito de aplicación (art.

4.5) •

Es, sin embargo, más allá de esas disposiciones donde se encuentr~n

las más serias restricciones a la pena de muerte en el Fucto de San

José. Según el artículo 4.3, dicha pena no será restablecida en los

Estados que 13 han a~olido, y según el artículo 4.2, tampoco se

extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique

actualmente. A propósito de estas disposiciones la Corte ha

destacado que "en esta mater ia la Convención expresa una clara nota

de progresividaü, consistente en que, sin llegar a decidir la

abolición de la pena de muerte, adopta las previsiones requeridas

para limitar definitivament'~ su aplicación y su ámbito, de modo que

, d . d h ... ., f . 1" (35)este se vaya re UClen o aSea su supreslon lna •
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La otra particularidad que ofrece la Convención Americana en

relación con el derecho a la vida, se refiere a la interrupción de

la gestación, pues dispone que le" protección a la vida se debe "en

general, a partir del momento de la concepción" (art. 4.l). Hasta

el momento no ha habido un pronunciamiento concreto, por parte de

los órganos de protección, sobre el alcance preciso de ese ambiguo
. d (36)enunCla o •

2. El derecho a la integridad personal (art. 5 de la Convención)

Comprende la prohibición de la tortura y de los tratamientos

crueles, inhumanos o degradantes así como la obligació~ de

establecer condiciones de deten~ión respetuosas de la dignidac

humana. En Cartagena de Indias, la Asamblea General de la OEA

adoptó, el 9 de diciembre de 1985, la Convención Interamericana para

Preven:r y Sancionar la Tortura, que aún no está en vigor.

3. La prohibición de esclavituc y servidumbre (art. 6 de la

Convención)

La mencionada norma está concebida en términos análogos a los del

Pacto de los Derechos Civiles y Políticos (art. 8) y de la

Convención Europea de Derech03 Humanos (art. 4).

4. El derecho a la libertad y a la seguridad personales (art. 7 de

la Convención y XXV de la Declaración)

La detención arbitraria está prohibida y nadie puede ser privado de

su libertad sino de acuerdo con las causas y segl'in los

procedimientos legales.

El artículo 7.5 de la Convención recoge la institución del hábeas

corpus que, en su sentido clásico, tutela la libertad personal de
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quien haya sido arbitrariamente detenido, pero implica también la

protección de la vida e integridad del preso, toda vez que supone su

presentación ante un juez o tribunal, bajo cuya disposición
. (37)

queda •

Cabe dest '\car, también en relación con los medios de garantía de

este derecho, una nueva nota de progresividad en la Convención

Americana, pues el artículo 7.6, aún cuando no llega .1 establecer de

modo obligatorio y general un recurso contra la amenaza de

privac~ón de libertad, sí dispone que los Estados cuyo derecho

interno lo consagre no podrán restringirlo ni abolirlo.

5. El derecho a la protección de la intimidad, que comprende:

a) la protección a la honra y a la dignidad (art. 11.1 de la

Convención y arto V de la Declarac~ón). El artículo 14 c= la

Convención establece, además, el derecho d0 rectificación y de

respuesta contra informaciones inexactas o agraviantes emitidas por

d · , bl . d d· f ., (3 8 )me lOS pu lCOS e 1 uS10n •

b) la inviolabilidad del domicilio y la correspondencia (art. 11.2

de la Convención y arts. IX y X de la Declaración).

C. Derechos inherentes a la integración de Id persona en el c~Qr~

social

l. Igualdad y no discriminación

El principio de no discriminación es proclamado por el artículo 1 de

la Convención corno una materia domÍl'lante del tratado, en términos

análogos al artículo 2 (común) de los dos Pactos de la~ Naciones
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Unidas. El artículo 24 proclama la igualdad ante la ley. Ambas

cuestiones constituyen el contenido del artículo 11 de la

Declaración.

La Convención (arts. 17.4 y 17.5) dispone también la igualdad entre

los cónyuges así co~ entre los hijos habidos fuera del matrimonio y

los nacidos dentro del mismo.

2. El q~recho al reconocimiento de la personalidad jurídica (art.

3 de la Convención y art. XVII de la Declaración)

3. El dE:recho a la nacionalidad (art. 20 de la Convención y art.

XIX de la Declaración)

4. Los derechos políticos (art. 23 de la Convenci~n y arto XX de

la Declaración)

El texto del Pacto de San José es análogo al del artículo 25 del

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

5. El derecho de petición, frente a cualquier autoridad competente

(art. XXIV de la Declaración)

D. Derechos Judiciales

l. El derecho al debido proceso legal o a un juicio justo (art.

a.l de la Convención y arto XXVI de la Declaración)

Este derecho abarca las condiciones mínimas que deben cumplirse para

asegurar la defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están

bajo consideración judicial. El "ebido proceso, aunque
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necesar iamente comprende la defensa de los derechos proteg idos por

la Convención, tiene una connotación más amplia, pues se trata de un

principio general que debe ser respetado en cualquier juicio, sea

penal, sea "civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter"

(Convención, arto 8.1).

2. Las garantías al acusado (arts. 8.2 v 8.3 Y 8.4 de la Convención

Y.. art. XXVI de la Declaración), que son la expresión, en el campo

penal, del derecho al debido proceso.

3. El derecho a un recurso (art. 25 de la Convención y XVIII de la

Declaración)

Tanto la Convención como la Declaración contienen una disposición

general que recoge la institución procesal del amparo, como recurso

sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de los derechos

fundamentales. En los términos de la Convención, a defecto de

amparo debe existir, en todo caso, "cualquier otro recurso

efectivo". Lo decisivo es, pues, la efectividad del recurso, la

cual no depende únicamente de que esté previso por la ley o de que

un juez pueda admitirlo ?ara iniciar su trámite, sino que es

necesario que sea realmente idóneo, en la práctica, para establecer

si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer

lo necesario para remediarla. Los recursos teóricos o ilusorios no

cLunplen con la condición de efectividad dispuesta por la Convención.

Cabe destacar que el derecho a un recurso efectivo no se limita a

los derechos protegidos por la Converlción, sino que también debe

estar garantizado como medio para hacer valer otros derechos

reconocidos en el derecho interno (la Constitución o la ley).

4. ~rrincipio de legalidad y retroactividad, según el cual todo

delito debe estar previsto por la ley y, en caso de modificación
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legal de la pena, se impondrá la más favorable al reo (art. 9 de la

Convención).

5. El derecho a indemnizaci6n por error

Convención)

judicial (art. 10 de la

E. Las libertades

l. Libertad de conciencia y religión (arte 12 de la Convención y

arte 111 de la Declarac1ón), que comprende el derecho de los padres

de escoger la educación religiosa de sus hijos.

2. Libertad de pensamiento y expresión (arte 13 de la Convención y

arte IV de la Declaración)

Los términos en que la Comrenci6n Americana define la libertad de

expresión son más amplios que en cualquier otro instrumento

internacional, no sólo porque reconoce más facultades a la persona,

sino también porque autoriza menos limitaciones. Ella comprende el

derecho de toda persona de buscar, recibir y difundir información e

ideas por cualquier medio de su elección así como el derecho de la

colectividad "a recibir cualquier información y a conocer la
. , dI' ." ~39) , h . dexpreslon e pensamlento aJeno • Segun a oplna o la Corte,

la colegiación obligatoria de los periodistas es violatoria de este

derecho(40). La :Omisión ha sostenido un parecer contrario(4l).

3. Libertad de asociación, incluida la libertad sindical (arte 16

de la Convención y arte XXII de la Declaración)

4. Libertad de circulación y residencia (art. 22 de la Convención

y arte VIII de la Declaració~)
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Se reconoce expresamente el derecho a vivir en el Estadc del (ua1 se

es nacional. Se proclama igualmente el derecho de asilo (Convención

arto 22.7, Declaración arto XXVII) así cerno a no ser expulsado o

devuelto con riesgo de la vida o libertad (Convención arto 22.8).

F. Los derechos de la familia y el nUlo (arts. 17 y 19 de la

Convención y arta. VI y VII de la Declaraci6n)

G. Derechos fundamentales y suspensión de garantías

El artículo 27 de la Convención contempla la posibilidad de

suspender las garantías en caso de peligro público o amenaza a la

independencia o seguridad del Estado, por el tiempo estrictamente

necesario y con información inmediata a los demás Estados partes.

A propósito de la suspensión ce las garantías, la Corte

Interamericana de Derechos Humanos ha enfatizado que, dentro del

sistema de la Convención, se trata de una medida enteramente

excepcional, que. se justifica porque "puede ser en algunas

hipótesis, el 6nico medio para atender a situaciones de emergencia

frente a los abusos a que ha dado

pública y preservar los valores
,. ,,(42) . bdemoc r at lca • S ln em argo,

superiores de la sociedad

origen en nuestro hemisferio, reafirmó que "la suspensión de

garantías no puede desvincularse 'del ejercicio efectivo de la

democracia representativa' a que alude el artículo 3 de la Carta de

la OEA"(43\ y que ella no "comport(a) la suspensión temporal del

Estado de Derecho (ni) autor i (za) a los gobernantes a apartar su

conducta de

cet'iirse" (44),

la legalidad a

pues el efecto

la

de

que

la

en todo
.,

suspensl0n

momento deben

se contrae a

modificar, pero no a supr imir "algunos de los límites legales de la

" d 1 d 'b1' 11 (45)actuaclon e po er pu lCO •
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La Convención contempla un cie=to n6mero de derechos que no pueden

ser suspendidos bajo ninguna circunstancia: el derecho a la vida,

el derecho a la integridad personal, la prohibición de esclavitud y

servidumbre; el principio de no discriminación; el derecho a la

personalidad jurídica, el derecho a la nacionalidad; los derechos

políticos; el principio de legalidad y retroactividad; la libertad

de conciencia y religión; la protección a la familia y los derechos

del nif'io; así como "las garantías judiciales indispensables para la

protección de tales derechos".

En relación con la última expresión citada, la Corte ha precisado

que tales garantías son "aquellos procedimientos judiciales que

ordinariamente son idóneos para garantizar la plenitud del ejercicio

de los derechos y libertades... (que está prohibido suspender)... y

cuya supresión o limitación pondr ía en peligro esa plenitud" (46) •

La Corte concluyó que está vedado suspender el amparo, como

institución general aplicable a todos los derechos no susceptibles

de suspensión(47); y el hábeas corpus, como "medio para controlar

, , 'd d d 1 " (48)el respeto a la vlda e lntegrl a e a persona .

Como la Convención prohibe la suspensión de las "garantías

judiciales" indispensables para la defensa de los derechos no

susceptibles de suspensión, debe concluirse que tampoco autoriza la

suspensión de las reglas del debido proceso legal (art. 8.l~, sin

cuya observancia no cabe hablar de "garantías judiciales" dentro del

sistema estipulado en la Convención.

Se concluye así la presentación del contenido sustantivo del sistema

regional de protección y se pasa, de conformidad con el plan

anunciado, a estudiar los 6rganos de protecci6n.
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SEGUNDA PARTE: LOS ORGANOS DEL SISTEMA

El sistema interamericano de protección a los derechos humanos tiene

dos órganos principales, que S0n la Comisión Interamericana de

Derechos Humanos y la Corte InteLamericana de Derechos Humanos. La

primera puede e 4 ercer sus funciones respecto de cualquier Estado

miembro de la Organización de los Estados Americanos, mientras que

la segunda está llamada a actuar, en principio, dentro del ámbito

más restringido de la Convención.

Existen otros órganos con funciones más específicas y que también

ataf'len los derechos humanos, como la Comisión lnteramericana de

Mujeres, los cuales no serán examinados dentro del contexto general

de esta presentación. Tampoco se abordará el papel limitado que

tiene la Asamblea General de la OEA, que es la destinataria de los

informes de la Comisión, cuya discusión pone de manifiesto aspectos

políticos vinculados con el control internacional de los derechos

humanos. Se trata, no obstante de una función indirecta cuyos

contornos no están aún bien determinados. Serán examinada?

sucesivamente la Comisión y la Corte lnteramericana de Derechos

Humanos.

1. LA COMISION INTERAMERlCANA DE DERECHOS HUMANOS

La Comisión es la más antiguo entre los órganos de protección.

El inicio de las actividades de la Comisión fue, en cierta forma,

precario, pero su actividad sirvió para abrir camino al ejercicio de

funciones que le dan hoy día una fisonomía particular entre órganos

de la misma especie.

La Comisión fue creada por la Resolución VIII de la Reunión dtS

Consulta de Ministros de Relaciones Exter iores (Santiago de Chile,
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1959) • Su instauración fue objetada, puesto
. , deque una reuJ'\!.~n ese

,
parecía tener competencia la

,
degenere, no para crear, por Vla una

simple resolución, una entidad llamada a curnplir funciones de tal

trascendencia,
, ,

cuando la misma resolución, al almas aun encargar

proyecto de tratado sobre derechos humanos,
,

parecla reconocer

Consejo Interamericano de Jurisconsultos la

internacionales de protección

un

la

medios

de

establecer

. ,
preparaclon

paraconvencional
(49 )

, .
reglmennecesidad de un

El Consejo de la Organización de los Estados Americanos fue

encargado de preparar el Estatuto de la Comisión, el cual fue

aprobado en sus sesiones del 25 de Mayo y el 8 de junio de 1960. El

proyecto considerado comprendía el reconocimiento de la competencia

de la Comü;ión para examinar peticiones o comunicaciones, sea de

Estados, de individuos o de organizaciones no gubernamentales

(alternativa 1), sea solamente de individuos o de organizaciones no

gubernamentales (alternativa 2). Si embargo, el Consejo no aprobó

ninguna de esas propuestas y limitó el texto del Estatuto a

funciones estrictamente de promoción.

La Comisión, sin embargo, aun reconociendc su falta de competencia

para pronunciarse sobre las comunicaciones que pudiera recibir,

consideró que sí podía tomar conocimiento de las mismas, a título

informativo, para el mejor ejercicio de sus funciones.

Por otro lado, como el artículo 9-b de su Estatuto le atribuía

competencia para hacer, de estimarlo oportuno, recomendaciones

generales a los Estados, la Comisión interpretó que esas

recomendaciones podían dirigirse a un Estado en particular y partir

de situaciones concretas de ~iolación de derechos humanos. La

Comisión abrió así, en la práctica, el camino para la instauración

de un sistema de protección abierto a las denuncias y comunicaciones

individuales.
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Dent~o de la idea de adecuar su Estatuto a esa práctica, la Comisión

solicitó insistentemente una enmienda del mismo para definir más

claramente la cuestión. Esa modificación fue adoptada el 29 d~

noviembre de 1965, PO' la Resolución XXII de la 11 Conferencia

Interamer icana Extraordinar ia (Río de Janeiro) , que autorizó

expresamente a la Comisión para examinar comunicaciones, a solicit~r

información respecto de ellas y a formular recomendaciones a los

gobiernos sobre temas concernientes a las mismas.

El proceso de institucionalización de la Comisión culminó con el

Protocolo de Buenos Aires de 1967, que reformó la Carta de la üEA y

la incluyó entre sus órganos permanentes, desppjando así toda duda

sobre la base legal de sus actuaciones. M':'s tarde, dentro del

proceso que ya hemos descrito, la Comisión iba a ser uno de los

órganos encargados de velar por el respeto a la Convención Americana

sobre Derechos Humanos.

La composición y organización de la comisión, en su estado actual

son objeto de un régimen unitario, contenido en el Estatuto aprobado

en La Paz en 1979 y el Reglamento dictado por. la misma Comisión,

cuya última versión fue aprobada en su 840a • sesión, el 7 de marzo

de 1985.

Está integrada por siete miembros que deben ser personas de alta

autoridad moral y reconocida competencia en materia de derechos

humanos. Ellos son electos a título personal y no representan a

ningún Estado o gobierno sino a la totalidad de los miembros que

integran la OEA. La Comisión no puede estar integrada por más de un

nacional de un mismo Estado.

Son electos por cuatro afios, y son reelegibles una sola vez. Se

renuevan parcialmente cada dos atlas. Las candidaturas son
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presentadas por los Esta10s Miembros, cada uno de los cuales puede

porponer ha~ta tres nombres, pero en ese caso, por lo menos uno de

los propuestos debe ser de nacional de otro Estado americano.

Elige de su seno un Presidente y dos Vicepresidentes, que duran un

ano en ejercicio de su mandato y pueden ser ree1igidos por una sola

vez. El secretariado está. a cargo de un Secretario Ejecutivo,

nombrado por el Secretario General de la OEA, en consulta con la

Comisión.

Tiene su sede en Washington, O.C., pero puede reunirEe en cualquier

otro Estado amed.cano, con el acuerdo o por invitación <iel gobierno

de dicho Estad0. El número de sus sesiones ordinarias anuales es

fijado por ella misma, pero su duración total n"j deb( exceder de

ocho semanas, en el entendido de que, por decisión del Presidente o

de la mayoría de sus ~iembros, puede ser convocada a sesiones

extraordinarias.

La unidad de organización fue dispuesta a pesar de la duplicidad de

la base legal de la Comisión, pues ella debe actuar frente a los

Estados partes en el Pacto de San José con un procedimiento jurídico

distinto al que la orienta ante los Estados que aun no han

ratificado ese tratado o se han adherido a él. Se pone así de

manifiesto, por una parte, su condición de órgano unitario, aunque

esté encargado de aplicar reglas y procedimientos que emanan de.

fuentes distintas; e, igualmente, la vocación del sistema hacia la

unificación, una vez superada la etapa transitoria actual.

La sefialada tendencia hacia la unidad en la actuación de la

Comisi6n, está presente, en general, en el Estatuto y en el

Reglamento. Se manifiesta también,
,

limitadamente,aunque mas a

propósito de la competencia y funciones de la Comisión y del
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procedimiento para tramitar las peticiones que le sean dirigidas.

Estas serán las dos cuesthnes que se abordarán de inmedlé4tc.

A. Compet~ncia y funciones de la Comisión

Como se ha dicho l"'l Comisión, en su Esta;o.:uto inicial, sólo tUV0

lo mismo que en la Convención

progresivamente hacia la protección.

está presente de su Estatuto actual,

Americana sobre Derechos Humanos.

atribuidas funciones de promoción, que

Esta

se fueron

dualidad de

ampliando

funciones

l. Funciones de promoción

La mayor parte de ellas tiene su origen en el Estatuto de 19GO, cuyo

esquema general en este ámbito ha sil'1o mantenido por la Convención y

por el Estatuto vigente. Son ellas:

a. Estimular le conciencia d~ los derechos humanos en los pueblos

de América (Estatuto, arto lS.a)

b. Formular recomendaciones a los gobierno de los Estados para que

adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos, dentro

del marco de sus legislaciones, de sus preceptos constitucion~les y

de sus compromisos internacionales, y también disposiciones

apropiadas para fomentar el respetv a esos derechos l Estatuto art •

. 3.b). Aun cuando fue sobre una interpretución amplia de este texto

del Estatuto del 60 que la Comisión cecidió recibir, a título

~~formativo, comunicaciones individuales, la cir~unstancia de que

esta última competencia le haya sido expresamente acribuida con

posterioridad, devuelve al actual texto del arto l8.h) del Estatuto

su naturaleza orientada hacia la promoción de los derechos numanos.
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c. Preparar los estudios o informes que considere convenientes

para el cumplimiento de sus funciones.

d. Atender las consultas que, poi.' medio de la Secretaría General

de la Organización, le formule cualquier .Estado miembro sohre

cuestiones relacionadas con los derechos humarlos en ese Estado

miembro y, dentro de sus posibilid'ldes, prestar el asesoramiento

solicitado.

e. Someter a la Asamblea General de la Org3nización de Estados

Amer icanos proyectos de protocolos adicionales o re enmiendas a la

Convención Americana sobre Derechos Humanos.

f. Rendir un informe anual a la Asamblea General de la OBA sobre

sus actividades como órgano de la Carta y como órgano de la

Convención. Este informe cumple, en parte, una función de

promociór., en cuanto contiene apreciaciones y recomendaciones sobre

diversos aspectos conectados con el ejercicio de las tareas antes

enumeradas. Pero también cumple una misión en el ámbito de la

Frotección, puesto que es en la oportt:.nidad de rendirlo que se

publica la mayoría de las resoluciones de la Comisión sobre

denuncias de violación a los derechos humanos. La discusión de

estos informes de la Comisión y la fijación ele la posición de la

Asamblea han sido a menudo objeto de largos debates. En verdad el

rol decisivo de la Comisión se cumple en materia de protección.

2. Funciones de protección

a. Examen de casos o situaci.ones de violación de los derechos

humanos

Sobre la base de las disposiciones de la Convención (art. 44) y del

Esté'tuto (art. 19. a) y 20. b) el R~glamento de la Comisiór. (art.
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26.1) coneagra su competencía general para recibir y tramitar las

peticiones que le sean dirigidas por cualquier persona o grupo de

personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en algún

Estado americano, referente a presuntas violaciones de los derechos

humanos reconocidos en la Convención o en la Declaración. Se trata,

pues, de una función que la Comisión está llamada a ejercer respecto

de todos los miembros de la OEA, sean o no partes de la Convención.

Es esta, justamente, una particularidad del sistema americano, donde

la regla general es la competencia de la Comisión para recibir

comunicaciones y denunci.as individuales. En ese aspectc se

diferencia 10 dispuesto POL la Convención Europea, que requiere una

declaración por la cual el Estado reconozca la competencia de la

Comisión El1ropea de Derechos Humanos para tramitar comunicaciones

individuales. Mayor aúr. es la diferencia respecto del sistema del

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, pues es sólo a

través de la adhesión al Protocolo Facultativo a dicho Pacto que los

Estados pueden reconocer la competencia d~l comité de Derechos

Humanos para la consideración de comunicaciones de ese género. Esta

es una par t icular idad que se or ig in,a, por una par te, de la mayor

desconfianza de los gobiernos amer icanos respecto a las denuncias

contra ellos emanadas de otros gobiernos, debida al temor tanto de

los abusos como de las confrontaciones políticas que pueden

entranar; y, por otro lade, de las mismas circunstancias históricas

que lle~aron a la Comisión, de hecho, a cow:nzar su actividad

protectora a través del examen de comunicaciones particulares.

Sin embargo, la competencia de la Comisión pard eJ<aminar Eituaciones

o casos de violación de los derechos humanos no se agota en las

comunicaciones individuales.

También en general, es decir ·:especto a todos los miembros de la

OEA, puede iniciar motu propr\o la tramitación de un caso cuando,
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a partir de cualquier información disponible que le parezca idónea,

ella aprecie que se han reunido las condiciones requeridas para ese

fin (Reglamento arto 26.2).

El artículo 26.2 del Reglamento contiene, sin duda, el principio de

la competencia de la Comisión para iniciar ex-officio, la

instrucción de una causa.· En verdad, ni la Convención ni el

Estatuto disponen nada al respecto, 10 que quizás explique la

redacción un tanto confusa de dicho artículo, el cual, por 10 demás,

no ha sido invocado expresamente por la Comisión en ninguna de las

resoluciones contenidas en los informes que ha sometido a la

Asamblea General, desde que entró en vigencia el Reglamento (50)

De cualquier modo, de nuevo se pone de manifiesto la tendencia de la

Comisión a ir ampliando progresivamente el ámbito de sus funciones.

Por otro lado, ~os Estados partes en la Convención, pueden reconocer

la competencia de la Comisión para recibir y examinar comunicaciones

de un Estado contra otro, en que se alegue la viclación de los

der.echos humanos reconocidos por el tratado. Para que la

comunciación sea admisible tanto el EstaJo denunciante como el

denunciado deberán haber formulado previamente úna declaración, por

la cual se acepta la competencia de la Comisión para tal fin (art.

45 de la Convención).

El sistema americano es, pues, en esta materia enteramente opuesto

al europeo, donde no se requiere de ninguna declaración para que la

Comisión (Europea) examine comunicaciones de Bstado y, sin embargo,

sí se precisa la aceptación de su ccmpetencia para el trámite de

comunicaciones individuales.

Más tarde se verá el procedimiento aplicable al examen de los

casos. Antes se completará la lista de las funciones de la Comisión

en materia de protección a los derechos humanos.
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b. Efectuar observaciones in loco

El artículo 18.9) del Estatuto faculta a la Comisión para practicar

observaciones in loco en un Estado con la anuencia o a invitación

del gobierno respectivo. Estas observaciones no se vinculan

forzosamente con el examen de un caso determinado, puesto que no

están concebidas como una dilige~lcia necesaria dentro del

procedimiento ordinario de la Comisión en el examen de casos, y

porque se originaron y están previstas aun fuera de tal

procedimiento, de tal manera que, en la práctica se han orientado,

más que hacia la investigación de denuncias particularizadas, hacia

la ev,lluación de una situación general. Hay que reconocer, sin

embargo, que la presencia de la Comisión en un país determinado

puede servir para verificar hechos denunciados previamente o para
'b' ,,(51)reCl lr nuevas comunlcaClones

Desde su instalación la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

ha cumplido una intensa actividad en este ámbito. Hasta el presente

ha practicado las siguientes visitas: República Dominicana (1961,

1963 Y 1965-66) J Paraguay (1965) J Honduras y El Salvador (1969);

Panamá (1969); Chile (1974); Panamá (1977); El Salvador (1978);

Haití (1978) J Argentina (1979) J Colombia (1980); Nicaragua (1980);

Guatemala (1982); Suriname (1983); Suriname (1985); Guatemala

(1985)J El Salvador (1986) y Haití (1987). Durante la vigencia del

anterior Estatuto la Comisión fundamentó su competencia en una norma

que la autorizaba a sesionar fuera de su sede con la anuencia del

qobierno del Estado afectado (art. 11, in fine). Sobre esa base

se comenzó una práctica que terminó siendo formalizada en el

Estatuto vigente y en la Convención.

En el caso de la Convención conviene destacar que, cuando la

observación in loco es requer ida para el examen de una denuncia
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individual, el Estado afectado está obligado a prestar a la Comisión

todas las facilidades necesar ias (art. 48.1. d) de la Convención).

En todos los demás casos no existe un deber jurídico de asentir a la
.. dI'" (52)Vlslta e a Comlslon .

La Comisión ha cumplido en este ámbito una función más vasta que la

de otros órganos similares en la comunidad internacional. Las

observaciones in loco han tenido a la vez gran trascendencia en la

vida de la Comisión y una apreciable utilidad en la protección de

los derechos humanos. Tal ha sido el caso de las visitas

practicadas a la República Dominicana (1965-06), a Chile (1974) y a

Argentina (1979), caso éste especialmente importante, por el impacto

que tuvo el informe que siguió a la visita y por ser la primera vez

que la Comisión enfrentó la violación masiva de los derechos humar.os

en uno de los Estados de alto peso relativo en la OEA.

c. PreparaL y publicar informes

Los informes publicados por la Comisión han constituido un medio

adicional de protección y control.

Cada ano la Comisión presenta un informe a la Asamblea General de la

OEA, que incluye sus resoluciones sobre las peticiones recibidas.

Tiene también competencia para elaborar informes sobre los derechos

humanos en un Estado, los cuales pueden ser el producto de una

observación in loco, o estar completamente desvinculados de ellas.

d. Actuar en los procedimientos ante la Corte Interamericana de

Derechos Humanos

La actividad de la Corte está estrechamente vinculada con la de la

Comisión, cuyas funciones principales frente a la Corte son:
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Introducir ante la Corte los casos contenciosos sobre la

interpretación o aplicación de la Convención, (art. 61.1 de la

Convención). Es esta una función de particular trascendencia, pues

la Comisión representa, así, la única vía de la que dispone, en la

práctica, la persona individual para que una denuncia suya pueda ser

elevada al Tribunal.

- Comparecer en todas las audiencias a que den lugar los asuntos

debatidos ante la Corte (Convención arto 57), incluso si no han sido

introducidos por ella. La Comisión está llamada a cumplir una

función como parte de buena fe, o de minister io público, en los

casos sometidos a la Corte.

Solicitar a la Corte medidas provisorias en casos de extrema

gravedad para evitar ciafíos irreparables a las personas, cuando se

trata de asuntos aún no sometidos al conocimiento de la Corte

(Convención, arto 63.2).

- Consultar a la Corte sobre la interpretación de la Convención

Amer icana o de otros tratados concernientes a la protección de los

derechos humanos en los Estados americanos (Convención, arto 64).

Se pasará ahora a estudiar el procedimiento aplicable al examen de

los casos de presunta violación de los derechos humanos, sometidos a

la Comisión.

B. Procedimiento aplicable a las peticiones y comunicaciones

dirigidas a la Comisión.

El Reglamento de la Comisión ha buscado unificar en todo lo posible

el procedimiento. Así, se someten a las mismas reglas las

comunicaciones individuales y las emanadas de un Estado (art. 49),

en los casos en que la Comisión está facultada para recibirlas.
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Igualmente se ha dado unidad a las reglas aplicables en las fases de

admisión e investigación, sin importar que la
. . ,

comunlcaClon se

refiera a un Estado parte en la Convención o a uno que no lo sea.

Se examinarán primero estas fases comunes y luego las propias de la

situación de cada grupo de Estados.

l. Admisibilidad

a. Condiciones de forma

Las peticiones deben presentarse por escrito

Reglamento). En ellas se debe expresar:

l· La identidad completa del peticionario.

(art. 27 del

2· Una relación del hecho que se denuncia, que comprenda lugar y

fecha, y de ser posible, la identidad de las víctimas y de las

autoridades que han tomado conocimiento del hecho denunciado.

3· La i nd icac ión del Estado que, en opinión del denunc iante, es

responsable de la violación de alguno de los derechos reconocidos

por la Convención o la Declaración.

4- Información precisando si los recursos de la jurisdicción

interna han sido utilizados o si ha sido imposible hacerlo.

Si la petición está incompleta la Comisión puede solicitar al

peticionario que subsane las omisiones.

normalmente cumple este papel_

b. Condiciones de fondo

Es la Sec retar ía la que

l' D~b(:> tratarse de una materia que, por su naturaleza pueda ser

sometida al exampn y decisión de la Comisión. La petición será



LOS DERECHOS HUMANOS EN EL SISTEMA REGIONAL AMERICANO 47

declarada inadmi3ible si no se exponen hechos característicos de una

violación de los derechos reconocidos por la Convención o la

Declaración, o cuando sea evidentemente infundada o improcedente.

2- Deben haberse agotado los recursos de la jurisdicción interior

(art. 46 de la Convención y arte 20.c) del Estatuto de la Comisión) •

Es esta una regla característica de la protección internacional de

los derechos humanos que asume, en el sistema amer icano, ciertas

particularidades que se expliquen por las condiciones propias de la

reg ión. Esas part icular idades se manifiestan tanto en las

excepciones al requisito, como en las modalidades para apreciar

si se ha cumplido.

i) Excepciones (art. 37.2 del Reglamento y arte 46.2 de la

Convenció 1.

La mayor parte de los instrumentos internacionales que prevén la

regla del previo agotamiento de los recursos internos, dentro del

contexto de la protecc ión de los derechos humanos, señalan que tal

requisito debe exigirse de conformidad "con los principios del

derecho internacional qeneralemente reconocidos". Esa expresión ha

sido interpretada como la admisión, con base en esos principios, de

excepciones a la mencionada regla, especialmente cuando los recursos

internos no existen o son ilusorios. En el caso de la Convención

Americana, además de la remisión a los principios del derecho

internacional, se señalan expresamente tres excepciones que

autor izan a la Comis ión a t rami tar una denuncia s in que se hayan

agotado los recursos internos, las cuales han sido generalizadas por

el Reglamento de la Comisión, que las considera aplicables también a

las comunicaciones referentes a Estados que no son partes en la

Convención Americana. Esas excepciones pueden hacerse valer:
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- Cuando no exista, en el Estado de que se trate, el debido proceso

leqal ~ara proteger el derecho pretendidamente violado.

- Cuando no se haya permitido el acceso a los recursos internos a la

persona cuyos derechos hayan sido presuntamente 'lesionados.

- Cuando haya habido retardo injustificado en la decisión de esos

recursos.

En tal contexto, como lo ha sefialado reiteradamente la Corte

Interamericana de Derechos Humanos, y con prescind~ncia de si la

enumeración de esas excepciones es taxativa o ilustrativa, la

referencia a "los principios del derecho internacional generalmente

reconocidos" debe entenderse no s6lo en funci6n de la determinaci6n

de las excepciones a la regla del previo agotamiento, sino como un

elemento para definir el alcance de dicha regla en el sistema de la

Convención.

La Comisi6n, por otra parte, ha considerado que la regla del previo

agotamiento no es aplicable en casos generales de violación de

derechos humanos (53) •

ii) Modalidades de aplicación

En cuanto a la iniciativa para poderla aplicar; se la ha

reconocido como una regla renunciable: el Estado que tiene derecho

a hacerla valer puede renunciar a invocarla. La primera puede ser

expresa o tácita, lo que implica que el no agotamiento debe ser

aleqado e~ las primera etapas del procedimiento, a faita de lo cual
, • " (54)

podrla presumirse una renuncla taCita •

- En cuanto a la carga de la prueba, se adm! te un cierto grado de

distribución pue~ si el demandante alega haber agotado los recursos
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internos, deberá demostrar que los intentó y que el resultado fue

vano; pero si el gobierno quien aduce la falta de agotamiento tendrá

a su cargo el senalamiento de

f
.. d(55)

agotarse y de e ectlvlda .

los recursos

Cabe destacar

internos que deben

a este respecto la

denominación del artículo 37.3 del Reglamento, según el cual, en

caso de que el peticionario afirme la imposibilidad de comprobar el

cumplimiento de dicho requisito, corresponderá al gobierno contra el

cual se diriqe la petición, demostrar que los recursos internos no

han s ido agotados. Se trata de una modalidad muy particular del

sistema americano de protección, que se explica por la situación que

prevalece en el sistema judicial de numerosos países, donde no hay

recursos eficaces para proteger a los ciudadanos. Una aplicación

rígida y tradicional de esta regla implicaría considerar inadmisible

. d d d .. (56)una gran cantl a e petlclones •

- En cuanto a la oportunidad de decidir sobre el cumplimiento del

comentado requisito se observa una tendencia a no hacerlo objeto de

una incidencia procesal preliminar, especialmente si se trata de

rechazar una comunicación en una fase previa que impida conocer el

fondo. Si no hay razones evidentes para negar el trámite a una

denuncia por falta de agotamiento de los recursos inte~nos, la

Comisión

suspende

normalmente solicia

d
" (57)

el proce lmlento •

información

Además, en

complementaria y

los casos en que

no

se

alega los recursot internos no existen o son ilusor ios, no sólo se

está invocando una excepción a la regla del previo agotamiento, sino

que se está imputando al Estado en cuestión una nueva violación a un

deber jurídico, como es el de suministrar recursos idóneos para

garantizar el respeto a los derechos humanos y se está, asimismo,

poniendo de relieve la urqencia de una acción internacional en

auxilio de la víctima indefensa. 'rodo ello aproxima sensiblemente

la apreciación sobre el agotamiento o la existencia de recursos

internos eficaces a las cuestiones de fondo envueltas en una
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denuncia relativa
(58)

humanos •

3
0

Plazos

a presuntas violaciones a los derechos

En princi!,io la petición debe presentarse dentro de los seis meses

siguientes a la fecha que se ha notificado a la persona

presuntamente lesionada sobre la decisión definitiva que ha agotado

los recur30S internos (art. 38.1 del Reglamento) o Pero, en los

casos en que no sea aplicable la exigencia del previo agotamiento de

esos recursos, la petición podrá presentarse dentro de un plazo,

razonable, a juicio de la Comisión (art. 38.2 ejusdem).

4
0

Prohibición de duplicidad de procedimientos (arto 39 del

Reqlamento

La petición no es admisible si está pendiente de decisión por otra

organización internacional o si reproduce una petición ya resuelta.

c. Decisión sobre admisibilidad

El Reglamento de la Comisión no prevé una decisión expresa sobre

admisibilidad, pues se limita a contemplar un trámite inicial a

cargo de la Secretaría la cual, si no encuentra objeciones evidentes

y "reconoce en principio la admisibilidad de la r~tición" (art.

34.1. c) debe pedir de inmediato información al gobierno afectado e

iniciar de la instrucción de la causa. La incidencia sobre

admisibilidad sólo tendría lugar si el asunto es planteado por la

misma Comisión, sea como consecuencia de una consulta de la

Secretar ía (Reglamento, art. 30.3) sea por inic iativa propia

(Reglamento, arto 33): o si el gobierno objeta formalmente la
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admisibilidad de la petición o denuncia. Esta regulación fue

impugnada ante la Corte com!") contraria al texto de la Convención,

pero el alegato no fue acogido. La Corte consideró que es la

inadmisibilidad de una denuncia, y no su admisión, lo que requiere

un acto expreso y formal, por lo cual una decisión particular sobre

el asunto no será necesaria mientras no se haya suscitado la

cuestión de la admisibilidad (59) •

La interpretación comentada tiene una destacada importancia

práctica, puesto que el procedimiento así comentado permite a la

Comisión, actuafJdo a través de la Secretaría, iniciar gestiones para

atender las denuncias que reciba sin la demora que resultar ía de

tener que esperar una reunión en la que se decida formalmente sobre

la admisión.

Por otra parte, sin prejuzgar sobre la admisibilidad, la Comisión,

puede decidir medidas provisionales de protección para prevenir

perjuicios irreparables a las personas (art. 29 del Reglamento).

Puede igualmente solicitar a la Corte que decida dichas medidas, que

tendrán en ese caso fuerza obliqator ia para los Estados que hayan

aceptado su competencia (art. 63.2 de la Convención).

2. Investigación

a. Solicitud de información

El primer medio que utiliza la Comisión una vez que ha dado entrada,

en principio, a la petición, de la solicitud de información al

gobierno. El gobierno tiene 90 días para responder que pueden

prorrogarse hasta 180. La respuesta del gobierno es comunicada al

peticionario, quien tendrá 30 días para formular sus puntos de
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vista, los cuales a su vez son remitidos al gobierno para que, en 30

días, presente sus observaciones finales.

b. Pruebas

En general la Comisión puede aceptar todos los medios de prueba para

el establecimiento de los hechos en discusión. Entre ellas cabe

destacar el set'ialado por el artículo 32 del Reglamento, según el

cual se presumen ciertos los hechos expuestos en la petición si el

gobierno no suministra la información requerida en los plazos

reglamentar ios. La presunción obedece a que si el Es cado aludido,

por negligencia o por contumacia, no cumple cap. un deber jurídico

que tiene a su Cé' rgo, como es el de suministrar información, la

Comisión no tiene por qué resolver sino con los elementos de

convicción a su alcance, aun si le han sido suministrados por una
(60 )

sola de las partes •

Según el artículo 43 del heglamento de la Comisión, ella puede

resolver la realización de una audiencia con el fin de coropr()bar lo.~

hechos. Puede igualmente realizar investigaciones in l'JCo (art.

44) en las condiciones antes set'ialadas. La Comisión está facultada

. , bl' d l' 1 (61)para tales actuacIones pero no esta o Iga a a cump Ir as •

3. Continuación del procedimiento respecto de los Estados que no

son partes en la Convención {arts. 51 - 54 del Reglamento}

En estos casos, concluida la il1vestigación, está previsto que la

Comisión adopte una resolución final, contentiva de los hechos, las

conclus iones y las recomenrlac iones pert inentes, así como un plazo

para cumplirlas, la cual debe ser transmitida a las partes. Si no

se cumplen las recomendaciones dentro del plazo set'ialado, la

Comisión podrá publicar su resolución.
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4. Continuación del procedimiento respecto de los Estados partes

en la Convención Americana sobre Derechos Human03

Los artículos 48 a 51 de la Convenci.ón y 45 a 48 del Reglamento de

la Comisión disponen la aplicación sucesiva de técnicas propias de

los medios de solución de controversias internacionales para la

decl.sión 6e los casos que le son sometidos. Es un procedimiento que

parece bastante complejo y difícil de poner en práctica. El sentido

general de las primera etapas de ese procedimiento es el de ejercer

un apremio progresivo sobre el Estado involucrado, a fin de que

encuentr~ un remedio aceptable y satisfactorio para la situación

planteada, en el doble propósito de lograr una solución fundada

sobre el respeto a los derechos humanos y de br indar al Estado la

oportunidad de cumplir voluntariamente con sus obligaciones

internacionales, antes r1e verse expuesto a ser demandado ante la

Corte, o a una resolución pública de la Comisión que lo sindique por

haber violado los derechos humanos{6~).

Se pasará revista, a continuación, a los distintos técnicas que debe

aplicar suscesivamente la Comi~lón.

a. T~cnica de los buenos oficios

E.l una primera fase, la Co .tisión, por iniciativa propia o a petición

de las partes, estará a su di sposición para llegar a una solución

amistosa. De lograrse ésta, se redactará un informe dirigido a las

partes y al Secretario General de la CEA, cuya publicación no está

prevista (Convención, arte 50).

La solución amistosa debe asegurar el respeto a los derechos

protegidos por la Convención, lo que implica, lógicamente, que no

sea una etapa obligatoria sino que esté condicionada a las
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circunstancias del caso, ~n especial por lo que toca a la naturaleza

de la situación pla~~eada y a la disposición del gooierno afec~ado a

cooperar par~ ~olventar1a. El Realamento de la Comisión se orienta

en el sentido señalado, pu~s prevé que ella está dotada de poderes

discrecionales para juzgar si el asunto es suceptib1e de arreglo

amistoso y para hacer o no, según las circunstancias, las gestiones

pertinentes (art. 45.2). La Corte ha decidido que esa disposición
. ., (63)

reg1amentarla no viola le Convenclon •

b. Técnica de la medi3ción - conciliación

De no llegarse a una solución amistosa, la Comisión preparará un

informe ~onde expondrá los hechos y sus propias conclusiones sobre

el caso y que t~á:smitirá a las partes con las recomendaciones que

juzque apropiadas (Convención, arto 50). Si en los tres meses

siguientes a la remisión del informe el asunto no ha quedado

resuelto ni ha sido elevado a la Corte, la Comisión debe emitir su

opinión final y sus conclusiones, así como sus re:comendaciones,

para cuyo cumprimiento fijará un plazo. Vencido ese plazo, ella

podrá resolver la publicación de su informe, S? el Estado no ha

adoptado las medidab adecuadas (Convención, art. 51).

c. Técnica del arreglo judicial (oometimiento del caso a la Corte).

La Comisión está legitimada para demandar ante la Corte a los

Estados par es, por casos relativos a la interpretación o aplicación

de la Convención, siempre que se cumplan los requisitos para el

ejercicio de la jurisdicción de ese Tribunal.

11 LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

La Corte Intermericana de Derechos Humanos fue creada por la

Convención Americana. Tiene su sede en San José (Costa Rica) y está



integrada por siete jueces, que deben seL' ;1acionales de los Estados

miembros de la OEA, elegidos a título personal por los Estados

partes en el Pacto de San José en la o~asión de la Asamblea General

de la Organización de los Estados Americanos, por un procedimiento,

en general, similar al de la elección de los miembros de la

Comisión. Puede haber jueces ad-hoc, pero nunca dos de la misma

nacionalidad. Los jueces duran seis df'iOS en el ejercicio de sus

funciones y pueden ser reel~gidos una vez.n procedimiento, en

general, similar al de la elección de los miembros de la Comisión.

Puede haber jueces ad-hoc, pero nunca dos de la misma

nacionalidad. Los jueces duran seis afias en el ejercicio de sus

funciones y pueden ser reelegidos una vez.

parcialmente cada tres a~os.

La Corte se renueva

La Corte, a pesar de no estar expresamente incluida en la Carta,

como uno de los órganos de la OEA, es una institución judicial del
. . . (64) . 1 .s1stema lnterAmerlcano • En prlmer ugar, porque ha sldo

creada por una Convención prevista en la Carta y concebida dentro

del sistema de tal modo que sólo pueden ser partes en ella los

miembros de la OEA; y, en segundo lugar, por'"!ue tiene competencia

para ejercer sus funciones, en cierta medida, aun respecto de los

Estados miembros que no sean partes en la Convención. En efecto,

según la Convención (arts. 61, 62, 63 Y 64) Y según el Estatuto de

la Corte, ella está llamada a ejercer dos tipos de funciones. La

primera es la contenciosa, cuyo alcance no puede exceder de los

Estados partes en la Convención. La segunda es la co~sultiva, a la

cual pueden acu~ir también los Estados miembros de la aEA que no son

partes E'n el Pacto de San José y los órgancs enumerados en el

artículo X de la Carta.

inmediato.

A. Competencia Contenciosa

Ambas funciones serán consideradas de

La Corte tiene competencia para conocer de todo asunto relativo a la

interpretación o aplicación da las disposiciones del Pacto de San
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José (art. 12 de la Convención). Su competencia rationae mater iae

en lo contenc.i.JSO está así limitada, en general, a la Convención

Americana, que es el derecho que, en principio, la Corte está

llamada a aplicar. Sin embargo, como algunas disposiciones de la

Convención reenvían a otras fuentes, la Corte puede, en ciertas

ocasiones, verse frente a un ámbito más amplio en lo que se refiere

al derecho aplicable. Tal es el caso del artículo 75, según el cual

las reservas deben ajustarse a la Convención de Viena sobre Derechos

de los Tratados(65) o del articulo 46.l.a, que requiere del previo

agotamiento de los recursos internos, "según los principios de

derecho internacional generalmente reconocidos"¡ o del artículo 29,

según el cual la interpretación de la Convención no puede conducir a

restrinqir derechos reconocidos por otros tratados o a limitar los

efectos de la Declaración Americana o de otros actos internacionales

de la misma naturaleza.

El ejercicio de la jurisdicción co, '-enciosa está sometido a ciertas

conr'l ic iones y debe aj ustarse a un proce<.. .:.:nien to. Ambas cuestiones

se verán en seguida. Luego se examinará el efecto de los fallos.

l. Condicione~ para el ejercicio de la jurisdicción contenciosa

Las condiciones son complejas y difíciles de reunir. Esto quizás

explique, en parte, que durante los seis primeros afios de su

instalación la Corte no decidiera ningún caso contencioso, puesto

que ~l único que le fue sometido (Asunto Viviana Gallardo y otras),

fue considerado inadmisible y remitido a la Comisión, la cual

finalmente tampoco lo admitió. En 1986 la Comisión introdujo las

primeras demandas (Casos Velásquez Rodríquez¡ Godínez Cruz; y Fairén

Garbi y Solís Corrales) lo cual indica que el sistema previsto en la

Convención pueda estar iniciando su funcionamiento integral. Es

obvio que sin la actuación de la Corte como órgano de protección el

sistema de la Convención no se aplica a cabalidan.
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Para que la Corte pueda entrar a conocer un caso, deben reunirse las

siguientes condiciones:

a. Como se dijo, el caso sometido a la Ccrte debe referirse,

ratione materiae,

Convención Americana.

a la interpretación o aplicación de la

b. En lo que respecta a los sujetos:

1· En cuanto al demandante, sólo los Estados partes en la

Convención o la Comisión pueden introducir un caso ante la Corte.

Al contrario de lo que ocurre en el procedimiento ante la Comisión,

el ser humano individual no ha visto reconocida su iniciativa p&ra

acudir a la instancia judicial internacional. Sin embargo, tanto el

Reglamento de la Corte (art. 21) como el de la Comisión (art. 64.4),

prevén que los delegados de la Comisión en los asuntos que se

litiguen ante la Corte, podrán estar asistidos por cualquier persona

lo que ya ha sido en la práctica, una vía para la participación

. d' d ~ 1 ' . 1 (66)ln lrecta el rec amante orlglna •

2" En cuanto al demandado debe haber reconocido, por una

declaración, la competencia de la Corte. La declaración puede ser

pura y simple bajo condición de reciprocidad. Puede ser general o

para casos específicos, y hacerse temporalmente o por tiempo

. d f' 'd (67)ln e lnl o •

3· Es necesar io que se haya agotado prev iamente el proced imiento

ante la Comisión (art. 61.1 de la Ccnvención).

Dada la complej idad del procedimiento ante la Comisión, la

existencia de este requisito no deja de plantear problemas que
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i ns inúan la neces idad de una interp retac ión f lex ible. En el plano

práctico global, la necesidad de salvar una etapa larga y compleja

como esa supone un obstáculo para el funcionamiento pleno del

sistema, puesto que dificulta y demora exageradamente el acceso a la

Corte. Además, plantea la cuestj~n de saber cuándo se ha agotado el

procedimiento ante la Comisión, lo que no resulta completamente

claro habida cuenta de las múltiples alternativas que se abren a la

Comisión, según sus reglas de procedimiento. Algunos aspectos del

problema se han planteado recientemente y han sido resueltos con

criterios de flexibilidad(68). Cuestiones más complejas pueden

llegar a estar en juego el día en que sea un Estado el que acuda a

la Corte por considerar que el procedimiento ante la Comisión ya se

ha agotado, sin que ésta haya interpuesto una demanda.

La Corte ha decidido que este requisito no está establecido en

provecho exclusivo del Estado, sino también de los seres humanos

individuales, pues es ante la Comisión que pueden acudir

directamente para hacer valer sus derechos por sí mismos. Por eso,

al contrario de lo que ocurre con la regla del previo agotamiento de

los recursos· de la jurisdicción interna, un gobierno no puede

unilateralmente renunciar al procedimiento ante la Comisión para
. (xx)

acudir directamente a la Corte •

2. Procedimiento

Las reglas sobre procedimiento están contenidas en la Convenc;.ón y

el Reqlamento de la Corte del 9-8-80.

instancia debe hacerse por escrito.

La introducción de la

Las excepciones preliminares, si se plantean, pueden ser resueltas

previamente o unirse al fondo, por decisión de la Corte.
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Se prevé una etapa escrita y otra oral. La escrita comprende la

presentación de memoria y contra memoria, y eventualmente de réplica

y dúplica. La etapa oral debe cumplirse en audiencias de la Corte

en pleno, bajo la dirección del Presidente. Las sentencias de la

Corte deben ser mot i vadas. Está previsto que se comuniquen a las

partes, al Presidente del Consejo Permanenete y al Secretario

General de la OEA y a toda persona directament~ interesada.

3. Las sentencias

Según el artículo 68.1 de la Convención, las partes se comprometen a

cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que intervengan. La

única previsión existente para e~ caso en que esta obligación no sea

honrada por el Estado afectado, es el deber de la Corte de informar

sobre ese hecho a la Asamblea General, "(d) e manera especial y con

las recomendaciones que estime pertinentes" (Convención, arto 65).

Si la Corte decide que hubo violación de la Convención, ordenará que

sea garantizada a la parte lesionada el goce del derecho o de la

libertad conculcados (art. 63.1). La Corte podrá ordenar iqualmente

la reparación y el pago de una justa indemnización a la víctima,

caso éste en el cual su decisión tendrá, en el país afectado, la

misma fuerza ejecutoria que las sentencias de los tribunales

internos contra el Estado (art. 68) (70) •

La Corte puede igualmente adoptar medidas provisionales en casos

graves y urgentes, para impedir perjuicios irreparables a las

personas. S i se trata de un asunto que ya le está somet ido, puede

actuar a petición de parte o ex-officio (Reglamento de la Corte,

arto 23.5). En caso contrario puede tomar tales medidas únicamente

a instancia de la Comisión.
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B. Competencia consultiva

La Convención Amer icana conf iere a la Corte una c()rnrt::t~·nr.:ia

consultiva en términos bastante más amplios, a los de otros

tribunales internacionales. Esa amplitud se manifiesta tanto en las

entidades que puedan consultar a la Corte como en las normas

jurídicas sobre cuya interpretación se puede pedir opinión. Ambas

cuestiones se examinarán de inmediato, para después abordar los

efectos de las opiniones consultivas.

l. Competencia para solicitar una opinión consultiva

En general, todos los Estados miembros de la OEA, aunque no sean

partes en la Convención, pueden consultar a la Corte. Pueden

iqualmente consultarla todos los órganos enumerados en el Capítulo X
(71) , .

de la Carta , a proposlto de los asuntos propios de su

competencia particular. En el caso de la Comisión, la Corte ha

considerado que ella tiene derecho absoluto a pedir opiniones

consultivas (72)

Se pone de manifiesto así que la competencia de la Corte desborda el

marco de la Convención y que cumple una función general dentro del

sistema interamericano en su conjunto.

2. El objeto de la interpretación

La consul ta puede refer irse a la Convención Amer icana o a otros

tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en

los Estados Americanos. Esta última expresión ha sido interpretada

por la Corte en el sentido más amplio pues ha considerado que su

competencia pueo~ e~tenderse en principio a litada disposición,

concerniente a la protección de los derechos humanos, de cualquier
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tratado internacional, con independencia de que sea bilateral o

multilateral, de cuál sea su objeto principal o de que sean o puedan

ser partes en el
• • 11 (73)
InteramerIcano •

mismo Estados ajenos al sistema

Sin embargo, la Corte ha considerado que su competencia consultiva

es permisiva y que puede negarse a responder una consulta si se

violan los límites dentro de los cuales está llamada a pronunciarse,

de modo que si una consulté. solicitada sobr¿ tratados distintos de

la Convención concierne a asuntos planteados fuera del sistema

interamericano, ella se abstendrá de responderla por decisión
. (74)

motIvada •

La Corte ha interpretado igualmente que la consulta puede referirse
. 1 . d d (75)al tratado mlsmo o a contenl o e una reserva .

La amplitud con que la Corte ha entendido el ejercicio de su función

consultiva se corresponde con la tendencia general del sistema

americano en su evolución. Vinculado con todo ello está el criterio

de la Corte sobre la orientación que debe presidir la interpretación

de las convenciones sobre derechos humanos en aplicación de los

principios de la Convención de Viena sobre el Derecho de los

Tratados. En varias ocasiones la Corte ha sefíalado que, en vista

del objeto y fin de los tratados sobre derechos humanos, éstos deben

ser interpretados en el sentido más favorable 21 individuo, que es
. 1 ". . 1 (76)el sUJeto de a protecclon lnternaClona .

La Corte puede también ser consultada, pero sólo por los Estados

miembros de la OEA, sobre la compatibilidad entre una cualquiera de

sus leyes internas y la Convención u otros tratados concernientes a

la protección de los derechos humanos. La Corte ha interpretado que

la consulta puede
. . (77)

legislatiVOS •

versar igualmente sobre proyectos
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Por lo demás, la Cor te ha dec id ido que, en los té rm i nos ampl i os de

la Convención, no es obstáculo para el ejercicio de su función

consul ti va que la mater ia sobre la que se pide su opi n ión esté

referida a un caso concreto, ni siquiera si el mismo es objeto de un

conflicto de interpretación entre la Comisión y el gobierno de un

E d h d ,. d' " bl' . (78) Esta o que no a acepta o su Jurls lCClon o 19atorla • ste

punto de vista se fundamenta en los efectos particulares que tienen

las opiniones consultivas de la Corte.

3. Efect0 de las opiniones consultivas

La Corte ha subrayado que sus opiniones consultivas carecen del

"efecto obligatorio que se reconoce para sus sentencias en materia
. (79)

contenclosa" • Ellas no están orientadas a resolver un litigio

sino a "coadyuvar al cumplimiento de las obligaciones

internaciona'es de los Estados Americanos en lo que concierne a la

protección de los derechos humanos, así como el cumplimiento de las

funciones que, dentro de ese ámbito, tienen atribuidos los órganos

de la OEA" (80). S in embargo, no cabe duda de que, en la práct ica

las opiniones de la Corte pueden gozar de gran autoridad y cumplir

un importante papel como medios de protección a los derechos

humanos, especialmente si se tiene en cuenta la complejidad del

acceso a la jurisdicción contenciosa. La misma Corte ha oestacado

esta circunstancia al considerar que la amplitud de términos en que

está concebida su 'competencia consultiva "crea un sistema paralelo

al del artículo 62 y ofrece un rr~todo judicial alterno de carácter

consultivo, destinado a ayudar a los Estados y órganos a cumplir y a

aplicar tratados en mater ia de derechos humanos sin someter los al

formalismo y al sistema de sanciones que caracteriza el proceso
. \1(81)

contenclOSO

Ha sido en el ámbito de las opiniones consultivas que la Corte ha

cumplido su mayor actividad hasta ahora. Se trata de una función
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limitada, aunque útil tanto en lo que toca a la protección

propiamente dicha como en la creación de un cuerpo de doctr ina

judicial sobre el sistema americano. No cabe duda, sin embargo, de

que el sistema no se hétbrá desarrollado por completo mientras la

Corte no cumpla plenamente el papel que tiene asignado por la

Convención.

Ello dependerá, en parte, de que más Estados reconozcan su

juri~dicción obligatoria, y en parte no menor, de que la Comisión

inspire
,

claramente actuación hacia la Corte lamas su como

desembocadura normal de las causas que se proponen ante ella. La

circunstancia de que el sistema americano haya sido producto de una

evolución permanente y progresiva es una buena base para el

optimismo, en la hora en que la Corte ha sido llamada a conocer y

decidir las primeras demandas introducidas por la Comisión.
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entrabada por dificultades nurmativas y prácticas y es apenas

recientemente cuando ha comenzado su actuación en este ámbi too Su

función consultiva, en cambio, esta concebida en los términos más

amplios y ha cumplido un importante aunque limitado rol en la

interpretación del derecho internacional de los derechos humanos.



LOS DERECHOS HUMANOS EN EL SISTEMA REGIONAL AMERICANO 64

CONCLUSIONES

l. El sistema interamericano de promoción y protección de los

derechos humanos ha sido producto de una evolución que ha ido

ampliando progresivamente su alcance y la eficacia de sus medios.

Buena parte de esa ampliación se ha afincado en la práctica de los

órganos de protección, la cual ha venido acrecentando su valor

jur ídico al incorporarse al derecho convencional o .::11 servir de

punto de partida para la formación del derecho consuetudinario.

2. Dentro de esa evolución se ha acudido a mecanismos transitorios

que han dado cierta complejidad al sistema.

3. Hasta el presente tanto el c0ntenido de los instrumentos sobre

derechos humanos como la actividad de los órganos1e protección se

han or ientado en forma predominante hacia los derechos civiles y

políticos, antes que hacia los econ6nicos, sociales y culturales.

4. Una característica verdaderamente singular del sistema

amer icano es el derecho que se reconoce al ser humano individual

para acudir directamente ante un órgano internacional de protección

como es '_3 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Sin duda es

el m~todo que ofrece las mayores seguridades a las víctimas de

violación de los derechos humanos.

s. La Comisión Interamer icana de Derechos I-h...nanos ha sido hasta el

presente el órgano clave del sistema amer icano. La interpr~tación

amplia de sus facultades y de sus procedimientos a permitido mejorar

progresivamente la posición de la víctima ce violaciones a los

derechos humanos.

6. La Corte Interamericana de Derechos del Hombre es el más

novedoso de esos órganos. Su competencia contenciosa se ha visto
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entrabada por dificultades normativas y prácticas y es apenas

recientemente cuando ha· comenzado su actuación en este ámbito. Su

función consultiva, en cambio, esta concebida en los términos más

amplios y ha cumplido un importante aunque limitado rol en la

interpretación del derecho internacional de los derechos humanos •

.. t:-



NOTAS

(1) Existen otras instituciones americanas que, de una forma u
otra, concurren también a la protección de los derechos Lumanos,
como la Comisión Interamer icana de Mujeres o el Instituto
Interamericano de la Infancia. Sin embargo, dada la orientación
general de esta exposición, no se entrará a su análisis.

(2) Así ocur r ió en la Conferencia de Buenos Air ~s de 1936 para el
Mantenimiento de la Paz y PI la 111 Reunión de Consulta de Río de
Janeiro de 1942.

(3) Resolución IX (13).

(4) Resolución XL (14). La resolución fue denominada "Protección
Internacional de los Derechos Escenciales del Hombre".

(5) Préambulo.

(6) Art. 5. j •

(7) Préambulo.

(8) La resolución XXIX de
Internacional Americana de
práctica ha sido mucho mejor.

la misma Conferencia
Garal:tías Sociales,

aprobó la Carta
cuya resonancia

(9) Una dificultad que ofrecía la creación de la Corte era la
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A V 1 S O

(06 pa~t~c¡pante~ alguno~ de (o~ documento~ ~nclu~do~ como tec­

tu~a~ ~ecomendada~ en el t~abajo pkepakado flOk el Pko6e~o~ td­

mundo Vakga~ Ca~~eño.

E~to~ documento~, que pueden ~e~ objeto de lectu~a en el Talle~,

1. - "La~ Ob~eJlvac~one~ In Loco P~act"¿cada~ po~ la Com~~¡6n

1ntekame~~cana de Ve~echo ~ Humano ~ . "

2. - "S~tuac"¿6n de to~ Ve~echo~ Humano~ en VaJt."¿o~ E~tado~."

3.- "La~ Ejecuc"¿one~ dec~etada~ pOk lo~ T~"¿bunaleb de Fue~o

t~pec~a!."

4.- "Ca~o 2271 ¡A~gent"¿na)."

S. - "Re~otuc"¿6n N°. 53/81 - Ca~o 4573 (Clúle) - 16 de octup~e

de. 1981."

6.- "Re~oluc"¿6n N°, 01184 - Ca~o N°. 8078-(Gua.temalal- 16 ~e
mayo de 1984."

7.- "Re~oluc¡6n N°. 17/84 - Ca~o - 9178 ICo~ta R"¿ca)."

8. - "eam po ~ en io ~ cual e.~ han de to maJt.b e me.d..¿dab paJt.a da~

mayo~ v"¿ge.nc"¿a a io~ Ve.~e.cho~ Humanob, de con6o~m"¿dad

con ia VeclaJt.ac..¿6n AmeA"¿cana de io~ Ve~echo~ y Vebe.~e~

del Homb~e y la Convenc.¿6n Am~"¿can(l óO b~e Ve~echo~ l1u­
mano~."

9.- "Campo~ en lo~ cuale~ han de tomaJt.~e med"¿da~ pa~a daJl
mayo~ v"¿genc"¿a a lo~ Ve~echo~ Humano~, de con6o~m"¿dad

con la Vecla~ac"¿6n Ame.Jt.'¿cana de io~ VeJt.echo~ ~ Vebe~e~

del Homb~e y la Convenc.¿6n Ame~¡can~ ~obJt.e VeJt.echo~ NU­
mano~."

10.- "Campo~ en lo~ cuale~ han de tomak6e medida~ paka dak
mayo~ v"¿genc,,¿a a io~ Ve~echo~ Huma~o~, de con6o~m"¿dad

con ia VeclaJt.ac..¿6n Ame~icana de io~ Vekecho~ y VebeJt.e~

del Homb~e tj ia. ConvencJt6n Am~'¿ca.na 60 bJt.e. Ve.Jt.e.cho~ hu­
manob."
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En la práctlca la ComlSl6n lnt~ramerlcana de Derechos Humanos ha
protegido los derechos humanos en el Continente Americano princlpaLmente a
través de tres medios:

l. LA ELABORACION DE INFORMES SOBRE LA SITUACION DE LOS DERECHOS
HUMANOS EN DETERMINADOS PAISES;

I l. LA TRAMITACION DE DENUNCIAS CONTRA ESTADOS POR ALEGADAS
VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS DE INDIVIDUOS;

111. LA PROPOSICION DE MEDIDAS ESPECIFICAS A GOBIERNOS Y A LOS
ORGANOS POLITICOS DE LA OEA.

Tamb ién la Comis i6n tiene otr as func iones relacionadas con
pro tecc i6n y promoc i6n de los derechos humanos. (Ver art fcul os 18,
20 del Estatuto de la CIDH).

la
19 Y



l. LA BLABORACION DE INFOllMES SOBliE LA SITUACIOM DE LOS DERECHOS
HUMANOS EN DETERMINADOS PAISES

- Eaque..

- Lecturas

a) Bd-.ndo Vargas Carrefto. "Las observaciones in loco practicadas
por la Coaiai6n lntera-ericana de Derechos Huaanoo" eo Derechos Huaanos en
las ~ricaa. Washington, D.C., 1985.

b) Rafael de la C" ... ina, "El Debate sobre Derechoa Hwunos en loa
Organoa Políticos de la OEA" en Derechos HUlUnos en las "ricas.
Wa~hington, D.C., 1985.

c) Texto de la R.esolución 80bre Nícaragua adoptadas por la XVII
Reuni6n de Coosulta de Ministros de Relaciones Exteriores.

d) Situaci6n de 108 Derechos Humanos en varios Eatados. Info~

Anual de la CIDH 1983-1984. Págs. 75-132.

e) Texto de un Informe elaborado por la CIDH (será distribuido por
el Instituto o la Secretaría de la CIDH a requeri.~en~Q d~Lintere.adol.



ESQUEMA O L./~ ELABORACIUN DE INFORMES SOBRE LA S ITUACrON DE, LOS
ut:RECHOS HUMANOS EN DETERMINADOS PAISES

l. La ini.ciati.va de emprender la elaboración de un Informe

1.1. Por mandato de un órgano político de la OEA.

1.2. Por espontánea invitación del proplo gobierno.

1.3. Por decisión de la Comisión.

2. Informes que son precedidos de una observación ln loco

L.l. La iesignación de la Comisi6n Especial.

2.2. La vreparación de la visita.

L.1. Garantías y facilidades durante la observación.

2.4. Actividades de la Comisión durante la observación.

3. Informes en que no ha sido posible lograr la anuencia para una
observación in loco.

J. l. Países que se han negado a autorizar una observación ln
lor,. Razones esgr imi.das.

-+. f'uentes y metodoL-,-'gía en la elaboración de los Informes

4 ..• La preparación del Informe.

La5 fuentes empleadas.

4." Los derechos analizados en el Informe.

~.4. La temporalidad del Informe.

S. La adopción del Informe

5.1. La adopción provisional del Informe.

~.2. Su envío al gobierno.

5.3. La adopción final del Informe.

5.4. Su envío a la Asamblea General de la üEA u otro órgano de
la OEA.



6. Efectividad e importancia de los Informes de la CIDH

6.1. Los infor..s como ~todo de inveltigación de hechos.

6.2. Las recomendaciones contenidal en 108 Informes. Su impacto.

6.3. La función político-pedagóaica de 108 Info~s.

6.4. La disculión de los Informes en 101 órganos políticos.
Evolución de la8 actividades alumidas por 101 Eltados.

6.4. La importancia interna e internacional de loe Infor.el.



RESOLlTION 11
DE LA XVlI REUNION DE CONSULTA

DE MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES

(Aprobada en la séptima sesIón plenarIa celebrada el 23 de junio de 1979)

LA DECIMOSEPTIMA REUNION DE CONSULTA DE MINISTROS DE
RELACIONES EXTERIORES.

CONSIDERANDO;

Que el pueblo de Nicaragua sufre actualmente los horrores de una cruenta lucha
armada que está causando inmensos sufrimientos y pérdidas de vidas y ha llevado al
país a una grave convulsión política. social y económica;

Que la conducta inhumana del régimen dictatorial imperante en ese país, puesta
en evidencia por el informe de 1a eomisión Interamericana de Derechos Human08, es
la causa fundame'1t.. de la dramática situación que atraviesa el pueblo nicaragUen­
se;

Que el espíritu de solidaridad que inspira las relaciones hemisféricas toma
ineludible la obligación de los países americanos de realizar todos los esfuerzos a su
alcance para que se ponga fin al derramamiento de sangre y se evite que la
prolongación de este conflicto continúe perturbando la paz del continente.

DECLARA:

Que la solución al grave problema corresponde exclusivamente al pueblo
nicarf giiense.

QUf desde el punto de vista dt' la Decimoséptimj Reunión de Consulta de Ministros
de R :1aciones Exteriore~ esa solución debería ;nspirarse en las siguienta bases:

l. Reemplazo inmediato y definitiv() cid régimen somol'ista.

~. Instalación en el territono de Nicaragua de un gobierno democrático cuya
composición mcluya los principales grupos representativos opositores al
:- -nmen de SOl""oza y que refleje la libre voluntad del pueblo de Nicaragua

3. Garantia~ de respeto de los derechos humanos de todos los nicaragüenses sin
excepclOn.

4. Realización de libres elecciones a la brevedad posible qucc' conduzcan al
establecimienoo de un gobierno auténticamente democrático qUt> garantice la
paz, la libertad y la justicia.

RESUELVE:

1. Instar a los Estados miembros a realizar las gestiones que estén a su alcance
para facilitar una solución duradera y pacifica al problema nicaragüense sobre las
b8~ eeñaladas, respetando escrupulosamente el principio de no intervención y
absteniéndose de cualquier acción que fuere contraria a esas bases, o incompatible
con la solución pacifica y duradera del probleDla.

2. Comprometer sus esfuerzos para promover la asistencia humanitaria a la
población y para contribuir a la recuperación oocial y económica del país.

3. Mantener abierta la XVII Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones
Exterioree mientras subsista la presente situación.



11. LA TRAKITACION DE DENUNCIAS CONTRA ESTADOS POR ALEGADAS
VIOLACIONES DE DERECKOS KUMANOS

- Esque..

- Lecturas

.) Carta de María Consuelo Castafto Blanco de 16 de ..yo de 1984.

b) La. Ejecuciones decretadas por los Tribunales de Fuero Especial
de Guate_la. (Informe de la CIDH lobre la Situaci6n de 108 Derechos
~~umano8 en Guatemala. P4gl. 47-66).

c) R.esoluci6n sobre Caso 2271 (Argentina) relativa a desaparici6n
de Nélida A&ucena de Forti.

d) Resoluci6n sobre Caso 4573 (Chile) relativa a muerte por
torturas de Federico Renato Alvarez Santibaftez.

e) Resoluci6n sobre Caso 8078 (Guate..la) relativa a secuestro y
detenci6n del seftor Carla. Padilla G41vez.

f) Resolución sobre CalO 9178 (Colta Rica) relativa al ejercicio de
la libertad de expresi6n del periodista Stephen Sch~dt.



ESQUEMA DE LA PRACTICA SEGUIDA POR LA CIDH EN
LA TRAHITACION DE DENUNCIAS

1. Formas de iniciar la tramitaci6n de una denuncia

En la práctica una denuncia suele iniciarse mediante alguna de estas

formas~

1.1 Por escrito

1.2 Por teléfono

1.3 Motu proprio

1.4 Durante una visita "in loco"

1.1 La presentación por escrito de una denuncia es el medio IÚS

usual de lnlClar un caso. Sus requisitos de forma constan en el artículo

46.1 de la Convenci6n y en los artículos 26 y 27 del nuevo Reglamento.

1.2 Es frecuente que. en ciertos :8S0S urgentes. los denunciantes

utillcen el tel~fono para poner en conocimiento de la Comisi6n la

vlulaci6n de un derecho humano. En tal situaci6n. en la práctica se ha

r ·,¡uerido que la denuncia se confirme por escrito y s610 cuando se ha

recibido la comunicación escrita se ha abierto el caso e iniciado la

tramitación. Excepción: Cuando la situación ha sido verdaderamente

urgente v se ha conocido la idoneidad moral de la persona que ha

presentado la denuncia. se ha iniciado inmediatamente la tramitaci6n de la

denuncia stn esperar la comunicación escrita aunque ~ulicitándole al

denunciante que se comprometa a presentarlos a la brevedaa posible.



1.3 Motu proprlo (artículo 26 No. 2 del Reglamento). En casos

excepcionales. la Secretaría, tomando una información que ha estimado

idónea ha iniciado la tramitación de un caso, sin mediar una denuncia

formal. Algunos ejemplos;

a) Cuando la información se contiene en una publicación de

alguna entidad de derechos humanos que merezca credibilidad

a la Comis i6n. Ejemplos; Informaciones de boletines de la

C.P.D.H de Nicaragua; del CELS en Argentina; de la Comisi6n

Chilena de Derechos Humanos;

b) Cuando la información ha sido publicada profusamente en la

prensa in ternac iona 1 por afectar a un per sonaje conocido.

Ejemplos: Detenciones en Chile de Gabriel Vald4s y Rodolfo

Seguel; detenciones en Paraguay de Domingo Laino o

expulsión de Luis Alfonso Resk;

e) Cuando la información es proporcionada por una persona que

por su investidura merece credibilidad. Ejemplo: Cuando un

diputad'- peruano visitó la Secretaría de la Comisión

inform6 sobre la muerte de tres personas en un hospital de

Ayacucho por agentes del Gobierno J lo que motiv6 que lá

Secret&ría abriese un caso al respecto;

d) Cuando, el peticiona~io, qUlen merece credibilidad, se

niega a que su nombre aparezca aduciendo la posibilidad de

ser descubierto y de que se-puedan tomar represalias conrra

61. Ejemplo: En denuncias presentadas por funci~n.rios

internacionales.



1.4 También durante una observaci6n "in loco" puede iniciarse la

tramltaci6n de un caso. Ejemplos: Casos fami 1 ia Gonzá lez Cas tafto y

Schilman en Argentina.

2. Actitudes de la Secretaría Ejecut~va de la CID" frente a una denuncla

Cuando se recibe una denuncia, la Secretaría Ejecutiva de la CIDH

adopta una de eatas cinco posibles actitudes:

2. 1 Procede a abrir un caso, acusando recibo al

peticionario y solicitando información al gobierno.

Esta es la regla general.

2.2 Sin abrir un caso, ~fectúa gestiones informales con el

correpondiente gobierno.

2.3 Solicita al peticionarlO 4ue complete la informaci6n.

2.~ Rechaza de plano la petición.

2.5 No ado pta n lnguna ac t i. tud has ca es perar ins trucc iones

de la Comisión.

2.1 Normalmente, cuando se r~cibe una denuncia, la Secretaría, de

..:onformidad con el artículo 34 del Reglamento, procede de la slguiente

lUanera~

a) Registra el documento que contiene la denuncia a fin de

hacer constar la fecha de su reclbo;

r¡) Anota la denuncia recibida en un 1 ihro especlal que lleva

la recepcionista en el que se contiene lél techa de

recepci6n de la denuncia, el nombre del reclamante, el país

a 1 que se re f iere la denunc ia y e 1 nombre de 1 abogado él

cargo de ese país;



c) La correspondencia es entregada al Secretario Ejecutivo, el

cual la distrihuye al abogado a cargo del país objeto de la

denuncia. Si el caso merece una especial consideración el

Secretario Ejecutivo discute con el abogado la actitud que

deba tomarse;

d) Ya en poder del abogado éste verifica en la computadora Sl

el caso ha sido abierto y en el caso que no 10 estuviese

procede a enumerar el caso siguiendo un orden correlativo.

Hay un libro especial para ese efecto;

e) Se acusa recibo al peticionario;

f) Se transmiten las partes pertinentes de la denuncia al

correpondiente gobierno, solicitándole que proporcione la

información que considere oportuna dentro del plazo que ~~e

indica en esa comunicaci6n. En ésta también se seftala que

esa solicitud de información no entrafta prejuzgar la

admisibilidad de la denuncia;

g) En casos de gravedad o urg~ncia la denuncia se transmite

cablegráficamente con las firmas del Presidente v del

Secretario Ejecutivo.

2.2 En algunas situaciones muy especiales la Secretaría, antes de

abr ir un caso. ha optado por hacer ges tiones informales con el

correspondiente gob ierno, generalmente a través de 1 Embajador ante ia DEA

y adn~ en ciertos casos» con el Hinistro de Relaciones Exteriores. Estas

situaciones se refieren esp~cialmente a;



a) Cuando 101 hechos denunc iados no Bon claroo o no parecen

ser vérdaderos. En ese caso la pri("tica l.1e la Secretaría

ha sido requerir verbalmente una mayor informacíón.

b) Cuando le ha racibido una denuncia durante un fin de semann

o un día feriado y, de. acuerdo a e.a denuncia habría un

peligro para la vida, la integridad perlonal o la libertad

de una pereona, el Secretario Ejecutivo ha hecho geldon••

con el Embajador y aún con e'l Ministro de Relaciones

Exteriores tendientes a solucionar o a elclarecer eaa

situaci6n. Hay varios ejemplos exitolOs a elE! reapecto.

c) Cuando hay in":ic ios para creer que una ge:lltión infor.. l

puede dar JDejor resultado que la pre.entticióon de una

denuncia.

Dependiendo de los resul tados de es tas ges tiones se ha ab ierto o no

un caso.

2.3 Cuando falta alguno de los requisito. del artículo 32 del

Reglamento. la Secretada ha ped ido al. peticionar io que comple te lo.

requisitos omitidos en la petición. Esta es una prictica bastante

frecuente.

2.4 Sólo en casos muy es peeia les la Secretar fa ha rechazado de plano

una petición. Estos casal especiales. de acuerdo a la práctica que se ha

seguido, son:

a) Cuando 108 hechol denunciadoll no constituyen una violación

de derechos humanos reconocida en la Declar,ación o en la

Convención.

trabajo.

Ejellplo~ El despido de un CMestro de su

13



b) Cuando 1a v iolac ión se impu ta a una persona o grupo de

personas que no son un órgano o agente del Estado, al cual

tampoco se le imputa violación por omisión. Ejemplo:

Denuncí.as recibidas contra terroristéls y subversivos en

Nicaragua (durante la época de Somoza) J El Salvador y en

Guatemala;

c) Cuando la denuncia es anónima o extremadamente vaga y

"Protestamos contra los abusos del gobiE'" .... no

general,

Ejemplo:

sin referirse a violaciones específicas.

fascista .•.••• "~

d) Cuando el caso ya ha sido resuelto por la Comisi6n;

e) Cuando la violaci6n se atribuye a un Estado que no es

Miembro de la OEA. Ejemplo: Denuncias contra Guyana;

f) En caso de falta de agotamiento de recursos internos la

práctica seguida por la Comisi6n ha sido muy cautelosa y

s6~0 en ciertos casos muy calificados ha rechazado de plano

la denunc ia por- ese mot i vo. La Secretaría, de acuerdo a

criterios impartidos por la Comisión no ha abierto un caso

cuando de la denuncia surge cla.ramente: i) que exí3ten

recur sos aún pend ien tes; i. i) que los hechos denunc iados no

afectan en forma inmediata a la vid,a, la 1 ibertad o la

seguridad personal; iii) Exista en el Estado objeto de la

denuncia un sistema judiCial independiente en condiciones

d~ poder pronunciarse ~obre los hechos denunciaaos.

2.5 Si el caso, legal o políticamente, no ha sido claro, la práctica

ha sido consultar al Presidente o esperar instrucciones preclsas de la



Comisi6n.

caso

En tal situaci6n la Secretaría no ha abierto ni rechazado el

3. Actividades de las Partes

3.1 Como se sena16 anteriormente, la Secretaría) de conformidad con

el artículo 34 del Reglamento, acusa recibo de la petici6n al peticionarlo

y envía las partes pertinentes de la denunci.a al Gobierno objeto de la

denuncia.

Debe observarse que en el envío de esas partes pertinentes al

gobierno:

a) Por regla general, se omite el nombre del denunciante;

b) Se senala que el pedido de informaci6n no prejuzga sobre la

admisibilidad de la denuncia; y

c) Se le requiere al gobierno que suministre la informaci6n

"lo más pronto pos ible", aunque generalmente la Secretaría

confiere un plazo de 90 días, el cual puede posteriormente

prorrogar se.

3.2 ¿Cuáles pueden ser las actitudes del gobierno?

a) El gobierno puede no contestar. En ese caso la Secretaría

ulla vez transcurrido 90 días del envío de la solicitud

insi'ite en el pedido de informaci6n senalando la

posi~ilidad de aplicar el artículo 42 del Reglamento.

Posteriormente, la Secretaría vuelve a insistir,

generalmen te a 1 cabo de 180 días. La consecuenc ia de 1a

falta de respuesta del gobierno es la presuncL6n de que los

hechos denunciados son verdaderos.



b) El gobierno contesta. Generalmente la respuesta del

gobierno es en una de estas tres;

i) El gobierno se exceptúa aduciendo que el asunto no es

admisible por faltar alguno de los requsitos exigidos por

la Convención, el Estatuto o el Reglamento. Cuando se

invoca este tipo de excepci6n, en la gr-n mayoría de los

casos los gobiernos aducen la fal ta de agotamiento de los

recursos internos;

i i) El gobierno niega los hechos. No es muy frecuente y

la mayoría de los ejemplos se refiren al derecho a la vida.

iii) El gobierno, aceptando los hechos denunciados, los

justifica jurídicamente. Así, en casi todas las respuestas

que el Gobierno de Paraguay suele dar a la Comisi6n por

denuncias de detenciones arbitrarias, éste ha invocado sus

disposiciones constitucionales (artículo 79 de la

Constituci6n) para arrestar durante el estado de sitio.

3.3 ¿Qué hace la Com;si6n con la respuesta del gobierno?

La envía al peticionario, a qU1en se le invita a presentar sus

observaciones y las pruebas en contrario que disponga, en el plazo de 30

días.

3.4 El peticionario puede;

a) Presentar observaciones a la respuesta del gobierno. En

ese caso, es tas observac iones son pues tas en conoc imien to

del gobierno al que se le solicita presentar sus

observaciones finales en el plazo de 30 días;



b) El peticionario no presenta observaciones. En ese caso se

le vuelve a solicitar que presente observaciones. Si no

vuelve a contestar, esa nueva falta de respuesta puede

llegar a constituir una manifestación de abandono a la

instancia, la que unida a otros elementos de convicci6n que

pudiera disponer la Comisi6n, podrían significar

posteriormente el archivo administrativo del caso.

4. Actividades de la Secretaría durante la tramitaci6n

La Secretaría con la respuesta del gobierno y las observaciones del

reclamante (o con la falta de ellas) adopta una actitud activa tendiente a

~sclarecer los hechos y los aspectos de orden jurídico que pudiesen ser

controvertidos, así como para buscar una soluci6n amistosa del asunto

basada en el respeto de los derechos humanos, de ser ésta factible.

tal fin la Secretaría puede:

Para

a) Solicitar al gobierno y a los peticionarios que

complementen sus informaciones~

b) Intentar esr.larecer las contradicciones que surglesen.

c) Procurar elementos de prueba por otros medios;

d) Tratar de lograr una solución amistosa mediante gestiones

informales;

,~ ) i'roponer, en apli.cación de 1 artículo 48.1 f de la

Convención, formalmente una solución amistosa a las partes.

En caso de dudas sobre cualquiera de estas gestiones se suele

consultar con el Presidente.



s. Presentación del caso a la Comisión

Un caso es sometido a la consideración de la Comisión por el Relator

Especial o por la Secretaría cuando se logran reunlr los siguientes

requisitos:

5.1 No ha sido --o no es-- posible una solución amistosa.

5.2 Los hechos parecen estar suficientemente demostrados en virtud

de las pruebas suministradas por el gobierno o por el peticionario así

como por las obtenidas por la Comisión.

5.3 Es oportuno para la Comisi6n tomar una decisión. La CrOH no es

un tribunal que está obligado a fallar todos los asuntos sometidos a su

conocimiento. Por ello hay ciertos casos que la Comisi6n ha considerado

que no resulta oportuna tomar una decisión sobre ellos. Es tos casos, de

acuerdo con la decisión que la Comisi6n tomó en su 550. período de

seSiones celebrado en marzo de 1982, comprenden los siguientes asuntos que

podrían archivarse administrativamente Sln que la Comisión estuviese

obligada a adoptar una resolución:

a) Casos en los que exclusivamente se ha alegado una detención

arbitraria, pero en los cuales se ha recibido una respuesta

adecuada del gobierno, informando sobre las causas que

motivaron la detenci6n, o la liberaci6n posterior de la

persona sln que los rec 1aman tes hayan presentado

observaciones a la respuesta del gobierno;

b) Casos en los que se alegaron presuntas desapariciones, que

posteriormente fueron aclaradas por las supuestas víctimas

o sus familiares;

c) Casos de personas procesadas que, al cumplir su condena,

fueron puestas en libertad;



d) Casos que hayan permanecído inact~~os por un prolongado

tiempo, en todo caso más de un afio, debido a la falta de

contestaci6n de los reclamantes, o en los que resulta una

manifiesta falta de interés o abandono de la acci6n por

parte de los mismos, para prosegu1r con su tramitaci6n~

e) Casos en los que no se puede obtener del gobierno, ni de

los reclamantes, los su ficientes elementos de juicio para

dictar una resoluci6n;

f) Casos en que las alegadas violacíones se hayan producido en

un país donde haya habido un cambio de gobierno que afecte

profundamente la estructura política y la situaci6n general

de los derechos humanos en el m1smo, en forma ta 1 que sea

inconsecuente imputar le al nuevo gobierno dichas

violaciones, que son claramente de la responsabilidad

exclusiva del gobierno anterior;

~) Casos en los que por circunstancias especiales la Comisi6n

no se ha pronunciado oportunamente y hacerlo ahora sería

manifiestamente extemporáneo;

h) Casos en que el peticionario ha solicitado el retiro del

asunto sometido a la consideraci6n de la Comisi6n.

6. La resoluci6n o informe

6. 1 ¿Quién lo prepara?

El proyecto de resoluci6n puede ser preparado por:

a) Un relator especial.

b) La Secretaría.



El proyecto es posteriormente estudiado cuidadosamente por

la Comisión.

6.2 Forma y contenido de las resoluciones;

La Comisión ha adoptado la forma tradicional de una

resolución judicial, es decir una resolución que consta de

tres partes;

a) La Parte Expositiva, donde se narran los antecedentes

y las alegadaciones hechas por las partes;

b) La Parte Considerativa, en la cual se expresan los

fundamentos de hecho y de derecho en que se basa la

Comisión para dicta su resolución, y;

c) La Parte Resolutivam eb donde la Comisión expresa sus

conclusiones y formula las recomendaciones que estima

necesarlas, si hubiere lugar a ellas, dando al gobierno, en

su caso, un plazo para el cumplimiento de las

recomendaciones formuladas.

6.3 Proposiciones y recomendaciones.

a) El procedimiento para dar a conocer las recomendaciones es

distinto para los Estados Partes (artículos 48 y 51 de la

Convención) que para los Estados no Partes (&,tículo 53 del

Reglamento), aunque la práctica de la CIOH hasta hace poco

era segu1r un m1smo procedimiento.

b) En gener al, en ambas si tuac iones Sl se cumplen las

solucionado. tratanEstados

prOpOS1Cl.OneS

considerarse

y recomendaciones

Algunos

el asunto puede

de

cumpl ir 1as recomendac iones y as í ev i tar una resoluci6n.



Ejemplo, Gobierno militar argentino de Bignone post

Malvinas en materia de detenciones arbitrarias.

c) Pedidos de reconsideración.

d) Si no se cumplen las recomendaciones (y no es posible una

soluci6n amistosa) éstas se publican. Es ta es la máxima

Has ta ahora,

sanción posible, a menos que el asunto se lleve a la Corte

Interamericana de Derechos Humanos, lo que has ta ahora, no

ha sucedido.

7. ¿Hay diferencias en la práctica en cuanto a la tramitación

denuncias relativas a Estados que son Partes de la Convención respecto_

aquellos que no lo son?

7.1 En la práctica ha habido muy poca diferencia.

procedimento aplicado ha sido relativamente uniforme. Por lo demAs

Reglamento en su artículo 53, hace aplicable buena parte de 1

disposiciones relativas a Estados Partes a aquellos que no lo son.

7.2 Sin embargo debe tenerse presente que hay algunas distincion

indispensables;

a) El procedimiento de solución amistosa, en estricto sentido.

de un modo formal, sólo se aplica a Estados Partes;

b) El contenido de las resoluciones es diferente, lo mismo el

estasdepublicidadlaarelativoprocedimiento

resoluciones.

8. Elementos humanos y materiales _que intervienen en la tramitación

un caso

8.1 Abogado.

Su función es clave en la tramitación del caso. La determinación

los paises que se aSlgnan a un abogado se realiza peri6dicament



generalmente una vez al afto, tomando en consideración distintos factores y

circunstan_1.as.

8.2 Secretario Ejecutivo.

a) Inicialmente toma la decisión que corresponde sobre el

curso que debe seguir la denuncia;

b) Los abogados consul tan con él las dudas que lJur jan durante

1& tramitaci6n del caso;

c) Reemplaza al abogado en caso de ausencias temporales;

d) Realiza gestiones con los gobiernos tendientes a solucionar

situaciones que afectan la observancia de los derechos

humanos;

8.3 Presidente.

a) Es el 3{Qbolo y el representante de la Comisión durante sus

fPcesos. Los cables 8 los gobiernos se envían con su firma.

b) En caco de dudas o si se trata de msuntos urgentes e

importantes es él quien toma las decisiones que corresponda;

e) Interviene directamente ante los gobiernos en casos

importantes

Guatemala;

y urgentes. Ejemplo: Fus ila.ien tos en

d) Realiza gestiones ante loa gobiernos tendientes a

solucionar situaciones que afectan la observancia de los

der~:kos humanos.

8.4 El Relator Especial.

8.5 La Comisión.

La Comisión puede actuar: i) En pleno, ii> en subcomisiones de dos

o 1114s miembroa. iii) asignando la revisión de proyectos preparados por la

Secretaría a un miembro.

22



La CIDH tiene oportunidad de conocer un asunto;

a) De manera general a 1 comienzo de cada período de ses iones

cuando el Secretario Ejecutivo rinde su informe o cuando

los abogados de la Secretaría explican los ca80~ más

importantes que se han presentado con antelaci6n al período

de sesiones;

b) Cuando la Secretaría somete a su consideraci6n casos

difíciles o controverti.dos t:on el fin de esclarecer las

dudas que pudiesen existir;

c) Cuando el relator, la secretaría o la subcomisi6n le

presentan un proyecto de r~soluci6n.

8.6 Elementos materiales. Importancia de la procesadora de

palabras y de las computadoras. Las cartas modelos.

9. Apreciaci6n General

La evaluación de la práctica de la Comisi6n puede hacerse desde

varlOS puntos de vista o perspectivas; pero, en todo caso, tal

evaluaci6n necesariamente debe considerar las otras funciones que

desempefta la Comisión y el contexto en que le ha correspondido actuar.

9.1 La tramitaci6n de denuncias no ha sido la actividad más

impor tan te de 1a Comís i6n en los ú l t irnos afios. No hay duda que lo

han sido los informes de la CIDH, así como las visitas que han

precedido tales informes, los que incluso pueden haber sido más

efectivos desde el punto de vista de las situaciones individuales

examinadas.

9.2 Tampoco la Comisión ha creado una doctrina a través de sus

casos individuales. Tal doctrina ha surgido mucho más de sus



informes por países o de los lnformes qlJt' tla presentddu1 Id Asamblea

General.

9.3 ¿Qué dicen las estadístlcas de Los últin~8 anos?

9.4 ¿Qué demuestran esas estad{stl~as?

Evoluci6n de las denunclas reclbidas por la CIDH
1978-198iy

Afto Número de DenunClas
Rec ib l das

Númer0 de Kesoluciones
Adoptadas

Número de Reso1ucione
Publicadas

1978 bOb S... 37
1979 LJ ):> 7b
1980 3402 -J .. lL l1979-80>
1981 56... bU 29 ( 1980-8l>
1982 170 71 29 ( 1981-82)
1983 20b -.0 30 (1982-83>
198.:. 230 i 7 17 ( 1983-84)
1985 (en¿ro- 127 2 1 21 (a publicar)

julio)

TOTAL bobo ~Z2 174

a) Que pocos casos han concluldo en resoluciones y menos aún

en resoluciones que se publican en el i.nforme anual;

b) Las razones por las cuales la mayoría de los casos no

terminan en una resoluclón se deben a que, en algunos

casos, estos logran solucionarse antes de la adopción de la

resolución y, en otros, a que resulta imposible determinar

con precisi6n la responsabllldad del gobierno.

9.5 ¿Cuál es el efecto de una resolución? ¿Cuál es su importanCia?



La resoluci6n --contrariamente a una sentencia de la Corte

1n teramer icana de Derechos Hllmanos-- por regla genera 1 es tá des prov is ta de

efectos jurídicos vinculatorios. Tiene, pues, una importanc i.a meramente

política o moral (salvo el caso, aún inexistente, en la práctica de la

CIDH de que el asunto se someta a la Corte).

La importancia política de la resoluci6n radica en consideraclones de

hecho, generalmente cambi.antes, como son su publi.cidad, la difusión que

pueda tener en el país objeto de la resoluci6n, la receptibilí.dad en el

debate del i.nforme anual de la ClüH ante la Asamblea General.

La experienCia ha demostrado que 1as resoluciones tienen

especialmente efecto respecto de aquellos países que han tomado la

decisión de modificar anteriores conductas violatorias de derechos humanos.

Y.u No obstante lo di.cho, el gran mérito que ha tenido la

trami.taclón pur ia Comisión de denuncias ha sido haber contrib...~j-do a

soluci.onar iltuac10nes concretas que afectan a la libertad, a la seguridad

e inl'luso d la Vida de personas. Estas gestiones caSi Siempre fueron

r¿alu,adas pvr la ,~omisi6n informalmente, al margen de los procedimientos

Aunquerespecto.

Lonvencionales,

e.'atosos al

e-;t.-ltLltariOS o reglamentarios.

la Comisi6n en

Hay muchos ejemplos

el futuro rdrá que

lnevita::>lernente guardar un mayor apego en la tramitac16n de casos respecto

d las normas estableCidas, es evidente que ese inevltable mayor apego a la

letra je la Convenci6n o el Reglamento no debería hacerse nunca en

desmedrv de la posibilidad de solucionar eXltosamente un as~nto de

derechos humanos mediante la utili.zación de procedimientos o gestiones

informales.

9.7 En síntesis, la práctica seguida por la Comisi6n para la

tramitaci6n de denuncias ha sido el resultado de la tXperiencla acumulada



en los ~ltimos aftos, en la que especialmente se ha tomado en ~onsideraci6n

la cantidad de denuncias recibidas, los elementos humanos y materíales

exis tentea y sobre todo la neces idad de que la Comia i6n, api icando los

correspondientes instrumentos legales, pueda de un r~do efectívo

contribuir a proteger los derechos humanos que han sido amenazados o

conculcados por la acción u omisión de un gobierno.
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un tribunal con.titucional permanent.e pOr el eo-
-.. - '.... '
1"10 de Aboqado. de Guatemala. x. Bl inulitci

4. inU'o4uair -.al uibunal conatit.ucional tm el

orden••lanto pola~.

l. Introducai6n.

l. Tanto la doctrina como la lfaqialaci6r. y la juriaprud8nc~.

relativa. a loa tribunal•• conat.ituclc)nal•• han uperiment.ado una

~luo16D exaepclor.1meDte 41nf------··----------------------------
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Idea que pre~eDdr.o. de.ucar en fOJ:8& panor6úoa, t:OlMnclo en

OOIIi4eracidn 4e que .. Uau. d. una de 1.0 CNe.~ione. qu4a han

.1do objeto de UBa coutant. y crecionte preooupaoidn tan1:o por

parte 4. lo. jviaU. 00.0 de OUO. ciendtico. .ooialo. en la

dl~t.a dka4a, inaluyen40 81 prob1_ do la 189i~iaidad 4. la

ju.~ici. aon.~itueional (1).-
425. Bn efeato, •• iDlpreaionaDte la 1..ntluencia 4e la. ju­

ria4iooione. cona~i~ucioDal••••pecial1.a~~. en el equilibrio

de lo. drcJano. 4& poder en lo. ht:ado. ooDte1Ipordneo., por lo que

ha vuel~ a renacer I coao ha ocurri40 en fonaa cfcllca W,., la

diacu81dn aobre la nec.sidad y la lecJltlml4ad de los &"9ano, 4.

ju.~ici. cons~itucioDa1 y que •• preaentd 4e manera ostensible

en la el"lca polfaica enue Cul Soha1~t y Ban. Jeeleen en 10.

ai\oa ueintaa .obre la juatieia polttica o la pol1ti••eidn de

la política <22' controversia que no puede oonaiderar.. COft-

cluia aino que ha continuado on e.u HCJ1.U'da poaquerra W.

y s. prolonCJa h.su 1. a~tualidadI COIIO lo deau••tra el COloquio

orCJania.do por la A80ciacidn Internaoional de Ciencia. Jurídica.

en la ciudad d. Upsala, suecia, en junio d. 1984, preci••_nte

sobre 81 teaa ·~l control judicial de la .~lvi4q4 1eqis1t11:iva

y su 1eqitimidad•. oeaarro11o reciente-.

e26. COIftO un ejemplo pod8laoa ..i\alar 1.. conc1u.ion.a con­

trariu a laa cual•• llegan lo•• an'li.la de aocioloqta pol!tlca

. de loa tratadiata. Belúno Safta 12..).: ~ y Donale! P. !ca era (6 J,'-
pu.. en unto que el pri..ro cc-n8idera que el Tribunal Peder.l

Constitucional Al-"n real!.a ,una labor opuesta, en lineas qe-
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Der.l•• , al .ieuz

, 4~r.~ico p&rl...nurio, el .~o ••~iaa

que el propio '1'ribunal ha .f~ua4o UDa aotivl4ad equil1bradora

CJ'l. 1. ha pera1~140 \ID Gou.nao polf~ioo lMlyor1urio ('1.),;

427. Ro ob.~an~•••ta. inqul.~uc:1.s, aontinda .van••neSo, 1n­

clua!" en r.tiDOa8flrioa, en la oual ha pl'a408l1na40 el aist•••

anqloanerioano (ver supra parrafo 328), la 1.fifluenaia del peD••­

aiento ke1..Diano sobre la necesidad 4e ••t.ableeer jurisdicoio­

D.. nODatltucional.. .spealali••dos, 1u que operan u-bib oa.o

1na~~s d. 189itillaciCSn en los req'-.D•• autoritarios, 00- -
"

BO ha ocurrido GOft el r ••~lec1aiellt.o 4.1 Tribunal Constit.ucio-

nal en la cart:a chilena 4. 1,aO, y 81 intent.o 4. introducir un

orCJui81DO de ••t.a nat.ural••• en .1 ordenamiento oonatituoional

. polaco duranh la t.rUlsi~ri. apertura polft.ica en el... 4e 1Iar­

.0 4. 1982, (00-0 lo ••Ilalareaos con mayor det.alle .a. adelante

(ver infra, pkrafoa

11. Bl C01OSU10 internacional de Aix-en Provena., 8feat.uadl'L

ea febrero 4. 1981.

428 ••sU evento acadfm1.co allWl18 una .iqnificaci~n extraor­

dinaria para la materia de .ate trabajo, Ri .e toma en conaidera­

cidn que reunitS en .aa ciudad franc... a los .a. desucados espe­

cialietas europeoa, durante loa dt.a 19 a 21 d. febrero 4. 1981,

para discutir bajo la certera d1recc16n del profesor Lou18 ravoreau,

108 problema_ r.la~ivo. al tema -La proteacitSn de los derecho.

funda..n~l•• por la& juriadiccion•• oanatitucionalea en EurOpa

(·~roteation de. droit. fondamentau8 par le8 juridictiona cona-
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~tutionnelle8 en Europa·)~

429. Los importantes y documentados trabajos preeentadosen

esa reuni~n acadamica de tan alto nivel, fueron publicados en la

-Revue Internationale 4. droit campar'- (.!!) , y posteriormente

en un volumen intitulado Coura oonatitutionnellea _uroe'ano•• et

droita fondamentau., que incluy6 comunicac:Lonea orales de los pro­

fe.ores Leopoldo Elia y Mauro Cappelletti, así como 108 debates

corre.pendiente. (~). Baata pasar reviata a l •• 1n.titucionea

que intervinieron en la orqanisa.ci6n del JNaDcionado Coloquio, pa­

ra que se advierta la trascendencia de la reuniOp.·-Facultad de

Derecho y Ciencia Política de la Univeraidad de A!x-Marseille,

Pacultad de Der@oho de la Universidad de Tdbinqen y el In8tituto

Univer.itarlo Europeo, Departamento Jurfdico con aede en Ploren­

oia, Italia, con .1 apoyo del Con••jo Constituoional, del COn.e­

jo Nacional de la Inveetiqaci6n Científica y del Secretario de

Gobierno de Prancia, .a! como de la Comi.i~n de la. Comunidadea

Europea. y del Con•• jo de Europa.

430. Aun cuando resulta difícil elaborar 'una vi.16n panor.­

mica de 108 div.reo. trabajo. pre.entad.os en e•• evento, hacemos

el intento de destaoar de manera sint'~ic4 .atas aportacionea que

80n de con8ulta neoesaria para todo. 108 preocupados por la jus­

ticia constitucional conteaporfnea y su funci6n ••encial de tute­

la de los derechos humanos, en ~,irtud d. que en poco tiempo a4­

quiririn la cateqor!a de .atudic)& 014.1c08 sobre el tema.

431. 8ft el excelente pr~l~Jo del volwlen recientemente publi­

cado, el prof••or An4r' Tune, d~••pu'. de ~la&r reviata a loa nu-
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..ro.oa y .o~u.le. probl.... de la ju.~ioi. cona~i~uoional euro­

pea en loa dlt1mo. afto., considera que la cu••tidD •••ncial .0­
bre la qu. ver.d el citado coloquio, .e refiere -nada ..no. que

inVtn1tiqar sobre la 118414. en que el jue. puCl4. reconocer, d.

all& 4e ~. la. jerarqufa••oclal•• , la igual 4iqnidad 4. to­

do. lo. hombre., y la frat:.midad que trae aon8ivo lt.2f.
432. La oomunicaoi~n qeneral de oar.ct:er introductorio fue

redaotada por 81 prinoipal promotor del ."11m, profe.or Louia

Pavor••u, quien ••lUll~ la aiCjDificacidn 481 .studio d. la jus­

tioia coutltuoional, ouyo modelo europao .e apoya e.enGialatente

en el conoepto 4e la úorte o el tribunal conotituoional, ooD.i­

4.1~a40 00il0 UDa elevada juriediocidn orcJtm1.a4a e8l*'ffioaaenu

para conocer 4e 108 11~iqioa o oontraverai•• con.tl~ucional•••

433. 81 conocido tr.ta4i.~ frano•• ae.taoa loa 11n.amien~o.

carac~erf.tio08 de 10. tribunales o corte. oon8titucional.. eu­

ropeo., coDoenual'do BU atenaidD can 8U oOlllpOlJicidn, orqaniuoiCSn

y funoionamiento, sobre loa que elabora cuadro. y 4aqu_. de

CJraft utilidad, pero ~aab1~ 1:J:a•• un pánoraJUL 4e l •• principa-

l.. cuestione. que •• abor4an en cal Coloquio, entre laa cual••

aabr••ale la aefinicidn 4. las nOlt'ma8 4. referenoia, eeqdn l ••

OOftcepcion•• poaitiviata. o natural!.". d. la. di.posiaion•• COll8­

tJ.tucional•• , laa t~ica. 4e aDulaol&1 parcial y (118 la inarpre­

taoidn 4. la oonfona14ad aonatltucionalp lu ventaja•• 1nCOZl~­

Diente. 4. loa diverso. prooedt-1Gnt.oa a ua~. 48 10& cual•• pue­

tita HZ' realiuda la pk1)tecoidn 4e lo. derechos lun4_nul•• , el

ooacep~ y ol••ifioaoida 4•••toa dltimoa, y fiDalmente, 1•• n-

laaione8 4el 4erscho prooe..l juA.pru4~i.l aon l.. r••t&Iltea
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di.ciplinas jurfdioa8. UJJ

434. Bl prt.8ro d. los ~...s abordados en el citado ooloquio

•• ret1ritS a los Proce4iaiento. t~n1cos 4e pr:oteocidn de lo.

dereohos fundamehtal•• , a uavds de l •• cOIIUnioaoion.. elabora­

das por 108 conoeidos traudietaa PranooJ.s Luchaire, en relaai&1

con el Con.ejo Con8titucional tranc'8' Klau. SOhlaich, re.pecto

del Tribunal Constituoional Pederal alemfn, Ale.sandro Piazoru••o,

sobre la Corte Const.ituoional italiana, y P4Ilix BrBIicora, aoerca

d. la COrte Con.titucional austríaca (1~) • Esto. excel.n~.. tra--
bajos trazan una panorfmioa qeneral y completa de los diversos

instrumentos procesales que pueden utilizars8 en loa ordenamien­

tos estudiados para impuqnar laa violacionea d" 108 derecho. fun­

damentales, as! como las tdcnioaa que han estableoidos 108 tri­

bunales y laa cortes constitucionales para realiaar la protecci~n

de 108 citado. derechos, que tambi'n 80n objeto de preoiaian por

loa participantes de 1& reuni~n. Este dltimo sector ea ,particu­

larmente delicado en el ordenamiento constitucional frana4s, en

virtud de que la Carta de 1958 no conti~~e una declaraoldn espe­

cífica de 108 derechos humanos, y por este motivo el profesor

Luohaire etectda un ensayo de enumeraci~n de 108 derechoa y li­

bertades constitucionalmente qnrantizados, consiqnando la8 fecha.

de las decisiones del Consejo constitucional sobre algunos de es-

tos derechos y libertades (1'&).

435. El 8equndo tema del Coloquio analiza el ~.to y alcan­

~&8 de la protecci~n de 108 derechos fundamentales, abordado por

Franco1a Goquel por lo que se x~efiere al C1onsejo Constitucional

franc'., Hans G. Rupp en cuanto al Tribunal Constitucional Pede-
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ral Al~n, Gustavo Zagrebelsky e8tudia estoa aspectos en la

Corte Conatitucional italiana, y Theo Ohlinqer, en la Corte Cons­

tituoional austriaca (14J' • Bete sector ea de qran valor para el

conocimiento de la actividad de 1aa jurisdicciones constitucio­

nal•• mencionadas, en cuanto que cada uno de los distinguidos

autores realiza un profundo estudio de los derechos fundamenta-

l •• conaavrado8 en los textos constitucionales (yen el ordena­

miento frue'. por mec!io de interpretaciones juri8prudenoial••),

aa! como aquellos derechos que han sido tutelados de ~~a es­

pecIfica por 108 fallo8 de 108 or9ani~o8 judiciales de que .e

trau.

43&. Se di8cuti~ taabidn en el Coloquio ~a prObl8m«tica de

las Finalidades y lfaite. de la prQteoc1~n de 108 derechos fun­

damentales, referida concretamente a la funcidn de la Corte de

Justicia de las Comunidades Europeas en relacidn con la tu~el.

de 108 dereohos fundamentale., la que S8 analiaa d••4e el doble

aspectos de las t'cnicae y del objeto y alcance de la proteocidn,

por los profesorea JoIl Rideau y Louis CUbois, resp.otivam.n~e

(15), los que emprenden la difíoi1 tarea de aeAalar las seme­

janzas y las diferencias de la actividad de la citada Cor~ de

Justicia comunitaria en relac16n con las cortes y tribunal•• oon.­

titucionalea internos; deliJaital'). el concepto de 108 derechos fun­

cJamentalea nacionales y 108 de l:aract.er cOIflunitario, y mencionan

las dos oateqor!aa essnoi~lea .~ las que puede dlv!4irse dicha

aotividad, la que por unA parte vigoriza la proteeo!($n realiz.

por loa tribunales oonat1tuclorullem internos, aun cuando tambidn



- 8 -

puede entrar en contradiccidn con la tutela ae caraoter naoiona1,'.

pero toaando en conaideraoi"n que, en ~ndnoa genera1ea, loa ai.­

temas de control nacional y caaunitario aon en mayor qrado ca.ple­

1I8nur10. que concurrente., lo que descarta la poaibi1idad de con­

flictos entre .atos 40s 8ecteres jur!dicos.

437. Bl prol.eor Mauro Cappelletti e.tudia con la profundi­

dad y erudioidn exoepcionales que oaract.ri~.n su. inve8tiqacion••

comparativa., el tema eleneial relativo a la Necesidad y legiti­

~dad d. la justioia constitucional, en virtud de que r~ui.nt.­

mente ha renacido la tradicional poldmioa entre 108 defensor.. y

los opositores de la justicia constituoional, como se advirti6

anteriormente (ver supra p4rrafos 424-427) (.1!-':)j••

438. En cuanto a la primera cuesti6n, ea decir, r ••pecto al

debatido problema de la necesidad de laojuaticia constitucional
•

el profesor Cappelletti a. aPOYIL en d08 aspectos ea.ncial•• y

ostensibles I en primer luqar, en funoi"n de ~quilibrio en relaoi6n

COD el orecimiento considerable e inquietante de loa orqaniamoa

leqislativo8 y ejecutivos de nuestra .poca, y en segundo tCrmino,

en virtud de la consaqraci~n paulatina de las d~:laracion•• de

los derechos humanos y el desarrollo creativo de la justicia cons-

ti~ucional :'I~r.

439. En seCJUida, el notable comparatia·ta italiano examina

con gran penetraci6n el reiterado arqumento de 108 autorea con-

uarioa a la j~isdicci6ncon8tituci.on.l,expresado recientemente

por Lord Devlin, en el sentido de que la llamada legi8laci~n ju-
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dlola1 •• inaoeptable por c&recer de cardcter damocr'tico, contra

eate rason.miento S6 han expuesto razonamientos muy convincentes

que se apoyan en la leqitimidad de la funci~n creadora de los jue­

C•• , lea que no 8.t4n de.provietos de leqit1midad. En eete miBIIO

aentido, loa tribunales pueden acreoentar la representatividad

global del ei.tema jurldico político y de su car'cter democrftico

cuando ••tablecen la prot.eocltSn de qrupoa 80ciales que no pueden

enconuar aoc••o a trarie 4e las oua. ramas del poder, adam(.,

la funci4n judicial requiere ••r fiel y aen.ible a lo. requeri­

18iento8 de la 8ooiedad, en virtud de que conoce de loa probl..._

concretos y real•• 4. personas vivas. Final..nte, el concepto

4e democracia no puede ser reducido a una simple idea de mayo­

rtas, en virtud ds lo que aiqnifica participaoiOn, tolerancia y

libertad, y en ••ta direcci6n los t.ribunal•• pueden ser razona­

blemente independientes a loa caprioho. ea in'tolerancia de las

mayor!a., con lo que pueden contribuir de manera considerable a

(18) ..
~ ....

440. Ad.... , el profeaor cappellotti ••,tudia la probleJdti­

ca relativa al nacimiento de una~.tioia constituoional tranena­

cional, de acuerdo oon el principio de la supremacfa del derecho

coauniurio y el oontrol de las ley•• naclon,al•• , a.! como su 1'8­

laci&l oon la Convenoi~!l Europea de lo. Dere'ohoa del Hombre y la

.laborac1~n jurisprudencial de un derecho co:natituoional comuni­

tario para la proteoci6n d. 108 derecho. fundamental•• (19~.-
441. La publioao14n de loa tzabajos del Coloquio concluye

con una maqn!fica relaoi~n de 8!Dlt••i. elaborada por el notable
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juri8ta frane'_ Jena Rivero, quien se refiere al oonjun1:O d. pro­

bl.... coaunes a las jurisdicciones constitucionales europea. abor­

dad•• en -e.& importante reunl(5n acad'mioa, como son 108 relativos

a la noci6n y contenido de los derecho. fundamental•• , d1f!cil••

de precisar, aa! como la cueati6n re~iva a la8 normas 4. refe­

rencia que sirven de base a las decisiones da la. cortee y tri­

bunales conse!tucionales, que comprende las oomplicadas tdcnicaa

de interpretaci~n de dichas normas, y finalmente la problem«tica

que el distinquido tratadista considera -'8 qrave de todas por

su car'cter eminentemente polftico, y que radica en determinar

si, en definitiva, el control que ejercen la8 jurisdiocione. cons­

titucionales sobre los ordenamientos leqislativo8 posee o CAreca

da car'cter democr~tico, o .ea la cU8sti6n relativa a su legiti­

midad, que como se ha señalado" ha surqido nuevamente (Xl J' ••-
442. En 88<]undo luqar, el profeeor Rivero examina de manera

panorfmica las reflexiones plarlteadas en el Coloquio sobre cues­

tiones especfficas de los diversos cortes o tribunales conatitu-

cionales europeos. y que se refieren a las distintas cla••• de

control, a priori y a P28teriori, abstracto o concretol oontrol

directo o prejudic1al, etc'tera, así como las d~ferente8 v!as a

trav's de las.ouales •••puede iniciar el proceso constitucional,

la8 atribuciones y competencian de los organismos de justioia

constitucional y sus relaoionel5 con las diversas jurisdiociones

de cada ordenamiento, y en eop4aolal la cueat16n relativa a la au­

toridad de laa decisiones judic::illles constitucionales (21)).-
443. Finalmente, el prole.sor Rivero elestaoa una paradoja en
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loa estudios de derechos oonstitucional de nuestra ~poca, en cuan-

te la ciencia polítioa posee la tendencia oontempor.nea 4 reali­

zar un an'lis10 no jurídico de la vida pdblica, en tanto que el

dereoho constituoional se judioializa, de manera oreciente y vi­

qoroa., como anteriormente había ocurrido oon otras ramas jurídi­

cas, •• deoir 108 derechos civil y administrativo, estableciendo

una autfntlca jurisprudenoia y &8\Uúendo el oar~oter de un verda­

dero derecho que va m«. 411« de la. eatisfaociones de los juris­

ta., pueato que esta diriqido a 1.1 mejor protecoiCSn de la diqni­

dad humana tw. o

III. El desarrollo de la dootrina y la jurisprudencia del

Tribunal Constitucional e82!ñol.

444. El Tribunal Conatitucional español tiene poco tiempo

d. funeionami.nto, tomando en conoideracidn que inici~ aU8 acti­

vidades ~l 15 de julio de 1980 (2~), presidido por el notable

conatitucionalitlu profesor Manuel Gara!a Pelayo, quien e. adem4.

autor de un profundo estudio sobro el propio Tribunal (24). ~ No-
obstante est~ circunstancia, dicho Tribunal ha realizado una in­

tenaa y din4miaa aot1v1~.d. justicia constitucional en los di­

versos aeotorem de au competenoia iP pero partioularmente en el oaa­

po de 108 recursos de amparo y de inconetitucionalidad, en loa

cual.. ha pr'()nunoiado falloa de g]~an trascendencia (f.;?J·

445" r.,.bJ.do lit la qran siqniflcacl6n que ha asumido el refe­

rido orq~~úamo de justicia oon8titucional en el desarrollo del

r4qimen d.'!lMocr!t!co español r89Ul~ldo por Cart.a Fur.ldament&l de di-
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ciembre de 1978, existe una amplfaima producci6n doctrinal, en su

mayor parte de el~vada calidad cienttfir~ tl2!,.

446. Como .eL'fa imposible pasar revieta a 108 e8tudios ela­

borados sobre la creaci~n, estructura y funciones del Tribunal

Constitucional español, haremos referencia a alqunoa de 108 tra­

bajos que consideramos significativos. En pt'imer t'rmino cita­

mos los an'lisis de car4cter general, es decir aquellos que exa-
•

minan en su conjunto los problemas relativos al citado Tribunal

Constitucional. Entre ellos destacarnos corno los mis completos a

los libros de 108 conocidos procesalistaa Jes~8 Gonzilez pdrez,

Derecho procesal constitucional.(l~drid,1980), y José Almagro

Nosete, Justicia constitucional (fomentarios a la Ley Orq'nica
.

del Tribunal Constitucional (Madrid, 1980), as! como los comenta-

rios del tambidn~ procesalista Domingo Gonz«lez Deleito, Tribuna-

les constitucionales, Orqanizaci611 y funcionamiento, (Madrid, 1980),

publicad~s con anterioridad al inicio de las funciones del cita-

do organismo de justicia constitucional. El primero es un pro­

fundo estudio sistem&tico y muy oompleto de los problemas que plan­

tea la regulaci6n constitucional y laga1 de la instituci6n, el

segundo un comentario de cada uno de los articulos de la Ley Or-

g4nica respectiva, y el tercero sobre los aspeatos generales de

;.08 6rganos jurisdiccionales especializados de justicia consti­

tuoional con especial refer~ncia al ~ribunal español.

447. Dentro de las obras da car~cter general merece parti­

cular atenci6n el excelente libro del destacado tratadista Eduar-

do Garc!a da Enterr!a, intitulado la Constitucidn como norma y
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to de los recursos de incon.titucionali~:f~puestoque 8e han cue.-

tionado di.posiciones leqislativaa por considerar que afectan los

citado. derechos fundamentales. Para el interes.do en conocer loa

'fallos del Tribunal, puede consultar en primer t(irmino, los cuatro

voldmenes de sentencias publicado. por el oitado orqaniamo entre
~

1982 Y 1984, Y que contienen desde la primera pronunciada el 26 de

enero de 1981, precisamente en un recurso de ~uparo (~ol, hasta-
el fallo ndmero 86/82, dictado el 23 de diciembn de 1982 (31r~-

4S2. Existen comentarios sisteIdti,cos de la jurisprudencia

del Tribunal ~onstitucional español, y entre ellos podemos citar

los de Antonio Cano Mata, Sentencias del Tribuna~ ccr.dtitucional,- --- -- .- .---------...................
,istematizadas y comentada,,! :( 32) ., ade1M8 la ouidadosa revisi6n

realizada por el Deph=tamento Administrati.\"o de la Universidad Na-

oional de Educ~ci6n a Distancia con la denominaci6n de jurispru­

dencia constitucional, pub1icada en la Revista de Derecho Pol!tico
,

por la eitada Universidad <.JJ.), y tambi~n debe r.lencio.larse al pe­

netrante an&lisis del profesor Pedro Cruz Villal~n sobre los dos

primeros años de funcionamiento del Tribunal Constitucional (34) •.-
453. Como 10 ha puesto de relieve el citado tratadista Cruz

Villa16n en su documentado estudio, un ndmero considerable de los

fallos del Tribunal han recaido sobra recursos de amparo en los

ouales se impugnan actos o resoluciones que afectan directamente

a los derechos hmnanos consagrados constitucionalmente, con la po­

sibilidad, establecida por las resoluciones del citado organismo

de justicia constitucional, de combatir también la inconstitucio-

nalidad de las disposiciones legislativa~ en las cuales se apoyen
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dicho. acto. o re801ucioAQ_que afectan directAmente " loa cJereoJ'r.o.

hus.Doa oon.aCJX'a40. aonaUtuoionalpant.e, con la po.ibilidad, .8­
tablec14a por l.. re.olucione. elel ci~40 or9aDi..o de justioia

coneUt.uoional, 4. ocubatir tallblb la iDaonatit.ucionalida4 de l ••

üepo.ioiOlle. l~i.l.t.lva. en las oual•••e apoyen 4iahoa acto.

o AlIOluaiOJle. (35) ......
IV. La ref~ c99atitucional pOrtu~•• 4•••pti.-bro 4 ¡'82.

454. B1 alat.en' de juat.1cia cOD8t.l~uo!onal ••tablecido por

la C&rU poftllpea., que uuG CID "¡90X' en abril 4e 1976, fue el

"nlu,40 4e \IDa uaneacaiCSn polftica enu4Ia 1•• fuer... aX'Mlaa

que 4.rroo~rcm .1 25 d. abril 4e1 1974 al pr01ODCJ&40 r~1Den .\lm­
r1url0 instaurado por sal••ar, y 108 41v._o. ~i4oa polfUooa,

y ~ ello ••••tablecid UD peculiar .i.~ ~. juat.icia OOftaci-­

woioul (ver .\lpra ~n.fo. 257 • 263), erlCabea.do por .1 COIl-

..jo de la Bevoluoidll, ..,oi.., 4. ac.poiioidn e.suena., y UD

drgaDo •••aoz, la CO-l.i6ft C01l.1ti~uoioDQ1, que proponf. la. 4.­

ci.io.w8 aobre l.. owast.ion.. del ocm.Utuoionali4a4 t..!if .
• 55. Ro ob~Junt.. ..u alb1aoidD en 1.l C'Wll un orCJania.o

a1l1t.ar tAlA!. la deoia~ds1 final aobre 1.. citada. cueatlon•• la

lJrfm aayorla '\te la. pJ."0PU8taa 41. la c.,8idn con.U~uoional faG­

:con aprobada. pozt .1 cee_jo 4. 1. ReYoluoi&, por lo c¡u. la ~-
•

pia ce-t .1dD ana1d el papel de \Ul ftibm1al COn.ti~ucloul .u
cnaaDdo de juJ,841ooidD 4.1.,.4., pero baetulbt .fectiva, cc.o 10

'.

yipllCia del tato ori9iDal c1e :La ••llOiouéla con.tJ.tualdD 4. 1.7.

~37J •
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el ~i~unal Constitucional (Madr!á, 1981), que contiene dOd estu­

dios importantaa, el primero se refiere al concepto de la Consti­

tuci6n I')n au carcfcter dti norma jurídica; y el eeqund<.., que ei bien

centra su examen en el Tribun~.l ~on.;t.1tucional español, aborda con

gran penetraci~~ un conjunto de 9roblema~ f~ndamentale8 de la jus-

t!cia ~onatitucional je nuestra epOCrh

448. Compartimos la certera opini~n del prot~8or c.arc!a de
.

EnterrIa en cuanto considera que el tema del Tribunal Conatitu-

cion~l (yen qenerdl de l~ justicia con8tituc1on~1), es el tema

~entral de lA Con9tituci~n española (y de toda constituci6n de­

mocrftic& ~ontemporlnea), por ser aqu~l en el que dicha Constitu­

ci~n B8 jU89il literalmehte BUS posih1\idades y su futUTO.

449. Bl ndmero de artículos publicados sobre diveraos a~pec­

toe de la orqani~aci6n y funcionamiento del iTibunal Conetitueio.

nal español erJ en verdad impresionante, lo que nos indica la tra&-

cendencia qua l~ ctorgan les mgs di9tinguidos tratadistas españo­

lea, ya .ean cultivadores del derecho constitucional, del t'ter~·

aho procesal o de la clen~ia polítioa. Como sería imposible dar

una idea "sr sea "proximada de estos traba jo. ~.).' podemo1J men··

clonar los que fueron r.eltnjdoll erA el ndmero especial dedicad.o a

la ju&t:lo1& c~n.t:itucional en la !,resti9iada .Revista 4. Derecho

Político, je la Univercldad de Edueaci~n a D~stancia, Ndmero l€,

Madrid, invierno de 1982-1983,f31r t y p&rtioule~nte loa publi--
~~do. ~~ loa tres voldaenes edltad,os por la D1recei~n General de

10 ,,"!ontaenoioso del Estado, Inetitu'to de ElJtudloa Piscale8, con

el t!tulo Ge!\8r".:.o de E: :T1bunal Iconetltuc1ollal, (MaC:.rid, 1981)

y .1 bien vario. de lo•••~dio. que Ale inoluyen tienen oarCeter_'
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comparativo o analizan 41 derecho extranjero; el propdsito funda­

mental de esta oompllaci~n es resa~tarl "La primera significaci6n

que el Tribunal Constituoiona1 tiene en el ordenamiento jurídico

español", como lo señala en su pr88entaoidn Josd LuiD Gd~es- 08­

gano, Director General de lo Contenci080 del Estado ~~.

450. El aspecto mis impo~tante y espec!fico para la tutela

de los e3rechos fundamentales es relativo al reourso de amparo

(ver Buera p«rrafos 231-243), el oual ha s1do analizado a travds

de estudios monoqr~ficos por distinguidos tratadistas españoles

y ~'ntre estas obras podemos citar las elunoradas por Antonio Moya

Ga~rido, Bl recurso de amparo aeg4n la dootrina del Tribu4lal,Cona­

titucional, Barcelona, 1983, Antonio Cano Mata, El recurso de~­

paro, Madrid, 1983, Tom&s OU~lra Salcedo, El recurso a. amparo y

108 derechos fundamentales en las rel~cione8 ent~. E!rticu1ares,

(Madrid, 1981); Y particularmente el libro de los profesores Jo­

s, Luis Cascajo Castro y Vicente Gimeno Sendra, El recurso de am­

paro, quienes adem4s del an'lisis específico de l~ instituci6n

en el d~recho español, realizan un pro~undo estudio doctrinal so­

bre las relaciones entre la justioia constitucional y los der9­

chos fundamentales.

451. Por 10 que se refiere a la jurispl~udencia del Tribunal

Constituciona~, la misma es bastante amplia, no obstante el es­

caso tiempo de funcionan.lento, como se ha sE.Halado anterionRente,

y son numerosos los fallos que han recaido sobre problemas de tu­

tela de lú8 derechos fundamentales consagrados constitucionalmen­

te, tanto al decidir los recursos de amparo, pero tambi'n resoec-
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456. La jurisprudencia qua •• deriva d. laa dacision•• del

cona.jo 4. la Revoluaidn ft propue.ta d. la Comi.18n Cons~i~uGional.

e. auy aaplia, oa-o lo 4-.uestran los quinoe .ol~e. 4. 4ia~­

_Il•• ~ubl10.do. entre 1977 y 1'83, de cuyo ualten n. pue4e ob••~'"

var que numerosos fallo. tuv1.r~ r.laoi~n oon la prot.ooi6D de

los derechos fun4_nul•• oonaaC)ra4os en la cit~ada carta funda­

aent.al ~, .1 bien •• advierte la ausenoia en 81 ordeD.-.4IDto

portu~s 4. una in8tituoi6n ••peclfica para la tutela 4e ••~.

derechos, .imila al recurso de amparo de la ltKjislaci6n ••pa(&01.

(ver .upra pirrafos 231 a 243), o a los reouzuoa oon.titu~ional••

d. los or4.naaientoa de la Reptlblica l'.aderal de Al.-n!a, Austria

y SUi•• (ver supra p(rxafoa 89-931 108-1331 Y 170-17'), p~o en

cambio la tmpu,naoidn de inoonatituciona1idad de l •• di.posicio­

n•• 1.9i.~~v•• oontr.r1a~ a la Constitucidn puede aer .olic1ta­

4a ta.oi4bl por el Promotor 4. la JusUcia, .stablecido d. acuer­

do oon el modelo del OIbud_n .soandinavo (ver supra p!rrafo

2'0) (39~" quien tiene a 8U oarqo la tutela de loa derecho. de
'.-

108 administrado. y en varias oc••ion.. ha locJrado declaracion••

d. i~oon.titucionaliaadde dl.po.ietone. leqiolativam ~1. afec­

taban diohos derechos (tO~l.-
457. COn motivo de la reforma constituoional promulqada el

24 d. s.ptieabre de 1982, que con8oltdd el r'91men oivil al au­

pri8ir al COnsejo de la Revolucidn, •• hicieron importante. ~­

dllicacion•••n el .~.t... de justicia c01"8t.it.ucional portuqu••• ,

al orear.. el Tr;;;.;:;;¡1b;;;;;",;;;;;u_na;,;o;o;;;;l~~-....!t!!:~ucio:nal en 108 artfcul08 284 y 285

del nuevo texto f,Uld...ntal, regulados por la Ley sobre orqani-
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••0164, fm\olon.. y prooediaien1:O 401 propio Tribunal, promulgoada

.1 3 de noviembre del mi.., afto de 198Z.

458. B1 nuevo Tribunal ConatJ.tuo!onal .aUlle 1•• divera.a aU"i-

bucione. que anteriormente correepondlan ,tanto al Cone.jo de la

Ravoluoldn oosao a la COIliei6n Constitucional, a.! oomo a1CJU1l8.s

ouas .,. caracter .lectoral que •• oonfi,:iuon inlcia1.mente al su­

pr" l Tribunal d. Ju.~ici••

459. De aouer40 con loa preoeptos OODII'tituclonal.. y 1e,al•• ,

el ftibWlal Constituoional ••i:' int.eg'ra40 por ueoe _~18tr,,40.,

4. loe cual•• , dl.. 80n 4eeiC)N\4os por la AsaJlbloa 4. la Repdbl i:;a

Y tr•• por (Jooptac16n. De loa 01Ud08 -91&".40., u.a 4. loa

4••ivnadoa por la AaaRbl.. y los tr.s cooptados, ~eben aer ••1.c­

alonadoa entre los juec.. 4. loa r ••tantea uibunal•• , y 108 4.­

... entre jurisu. (artlcu10s 284 y JIS el. la Carta Fun4a_nUl

y 12. a 21 4. 1. Ley or9~io.).

4&0. De las aa.plej•• atribuolone. que •• le ooafleren al

Tribunal, el cu:al puede funcionar en plao, o en doa eal.. que DO

tienen car'ater ••pecJiallaado, int;e~1:'.da. por el ~.i441Di:. 4~1

ftibunal y ••i. _91aUa4os Cart.!auloe 40, 41 Y 50 4~ la Ley) I

d••tacamos .~lo aquollas que eo~ relacionada. ~Qn la fimcal1­

saoidn 4. la CDn.titn~ionali4a44. 1.. di_posiaion.. leqlal.t.l­

vas, y para 81 aonocilaiento 4. las r ••tantea nos realtiaoa a 1.

r ••ella 1891a1at19& que iftaluiaoe cc.o apdD410e en ••te trabajo.

461. La cita4a ley orqbiea 41vi48 108 pr~dia1en~. 4e in­

OOIlat.lt:uoiona114a4 en 40. CJX'aD4•• aoct:oreaa. A) fieoali.ac1dft aba-.­
L

uaata, •• decir: aquellos en 10. cual.. exist.e \l¡¡U !llpuepaaGldn
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directa en oontra 4. normas 18qlalatlvaa, tanto nacionales como

la. expedidaa por laa regiones aut~noma8 (I81a. Asorea y Made!ra),

las a~.l•• decide 81 Tribunal Conotitucional oon .feo~os qen.ra­

lea, B) ~iscaliaaoi~n de inoonatitucionalida( por om1.1~nl y o)

fi.call.acl~n concreta.

462. Loa procedimientos de f18c.lil.oi6~ab.tracta, •• subdi­

viden en 4108 aeatore. a) de fl.callaacit5n Rreventiva, y b) de tia­

cali.áoi~n 'Sucesiva. Loe primeros implican 1m 1.IIpuqnac16n de una

ley o aprObaoi1n de tratado internacional .n~i&4a. para su promul­

qacldn al ejecutivo por 1. Asamblea Nacional, aal c~ de un 4.­

cr.to-l.y I o acuerdo internaoional ramitJ..d08 para su finsa I y que

puede .er pronovi4a por el Pre.idonte de 1. l.pdbl1ca c bien por

alquno de 108 Ministro. del Gobierno r ••peoto de laa di.posicio-

n•• le9i.la~ivas expedidas por las regiones aut~noma. o de 108 re­

i1&J.ri8Dtoe 4. ley•• 9enerale. que requieran d. .u refrendo. Cuan-

do el Trit,unal Constituoional oonsidera que son inconstituoiona-

l •• , la diapo.lcidn o el ord.naR1anto impuqDadoa. la dec1a1dn ~

plioa el ejercicio obli9.~rio del veto auaP!ftstvo por parte de~

propio pr••1dente d. la Repdblica o por el M.1Ln1st:.ro reclamant..,

quienes deben remitir el d~~o OC*bat1do al t.b:9ano del oual

..-na a fin 4. que 10 depure d. sus vicios do incon.titucionali­

c:lad, o en ilU 0&80, insiata en .1 texto original con 81 vot.o de 40.

terclt:. 4. 108 dipu1:a408 pr.aentes. (artículos 278 y 279 de la con.­

t1i:uc1dn, 60 y 61 4. la Ley or9fnlca).

463. b) 81 proc~imieJl~ 4. fiacal..laaoi6n .\lee.iva ~lio.

tambi'n la tmpuqnao16n directa 4. la iDaon.t1tuclona114ad de 418-
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po.101Oft.. 1..1.1.~lvaD por loa Pr.~!aeote. 4. la Repdblioa y 4e

1& b&llble., el Primer Mini.toro, el PrCDO~r 4. la Ju.~ici., .1

Procurador General 4e la Repdbllo., \ID 4act.o 4. 108 41put.&ClO.

de la propia Aaa.bl•• , y cuan40 .e reclama la vlo1acl4n 4e loa 4.­

reehoa 4e laa re9lon•• autdD08A., la 4eaan4a puad•••r interpue.­

ta por l •• napeotivae .auabl.a. o por loa pr••l4enu. 4. loa 90 ­

b1eraoa re4)ional... lfUabib conoce 81 Tribunal COn.Utucional de

la. OOUroftr8ia. que •• interpon,.n por la 1189.11da4 de la. dle-
.

poslolon.. regional.. cuando ••an contrarias s una ley nacional

o al ••t.atu~o re9ional, o a la lnveraa, cuando Sie invoque la in­

fracoldD 4. las disposioiones looa1.. por UD ordenamiento nacional

(.~fculo 211 oonstituoional), pero que dD eotrioto ••ntido ~-

bi~ 80n controversias sobre la oon.tituaiolUllidad de 1.. reepec­

~iv•• coapetenoiaa.

464. En eate tipo de controversia., la r.••oluoidn de incone­

~itucioDalida4 tiene .fecto8 qeneral•• y normalmente, tambi'n r.­

~oact.1vo., en cuanto operan a part.ir de la entrada en vigor del

ordenam1.n~ impuqnado, lo que implica el r ••tableatmiento de la.

disposiaionee que el miPlO ordenamiento hubiese deroqado, y .~lo

cuando .e trata de inconetituolonalidad o de ilegalidad (conflioto

de disposicion•• nacional.s o local•• ) por infraooidn de disposi­

cion•• fundamental•• po.~rior•• (reforma o~~8tituaiop~1), la de-
I

claraci~n produce .taotoa d••4. la entrada en viqor de laa dlti­

"B. A pesar 4. dicha reqla 4e retroaotivi4ad, la declaraci6n

no ~ ~ra laa deoisione. judioial•• oon autoridad de cosa juaqada,

salvo que 81 Tribunal COn.tituolc~al oonsidere que debe aplicarae
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d. manera positiva en materia penal, ~i8oipl1nar1a u otro tipo

d. 11fcito•

• 65. No Obatante lo anterior, 81 Tribunal Constitucional ••­

ti facultado para fijar loe efectos de la inoon8titucionalidad o

la 1189a11da4 con alcance m«. r ••triot!vo, ouando .atilla que ex1.­

~ ...,,, motivo de .equridad jur!dica, de equidad o de inter's pdblico

de relieve excepcional, que aa! lo requieran •

•"0 B) p~ooe4im1eAto. de fiacalizac16n de inconatitucionali­

dad por a-i.i~n. Debe considerarse como un s.pee~o peculiar de

la carta ~damental portuguesa inclusive en su texto oriqinal d.
'-

1976, que entone•• encomendaba di.cha faoul tad al COnaejo de la 1\8­

voluci~n, previo 4ictamen de la Comiai6n Constitucional, y ahora

al Tribunal Constitucional, de acuerdo con las reformas de .epti..-

bre de 1982 e,w:":
467. seqdn lo dispuesto por loa art!culos 283 de la citada

Con.titucl~n y 67 de la Ley Orqlnlca, la instancia respectiva pue­

de pr••entara. ante el Tribunal Conetitucional por. el Presidente

de la Repdb11ca o el Promotor de la JUBticla, y cuando se apoye

en la intracai~n de derechos d. laa reqionG. aut"n011lll8, por loa

presidente. de las asambleas reqionalsa, cuando 108 promoventes

consideren que existe una omi8i~n en la expe4ici6n de las medidas

nace.arias para hacer efectiva la aplicacidn de determinadas nor­

mas aODstituc1onaleso

468. El procedimiento ea el mismo qua la Ley Orq'nica requla

para loa conflictos de 1nconst.ittlcionalidad abstracta, pero con

la diferencia de que loa efectos de la declaraci6n de inconstitu-
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cionalidad, en 108 t.rmin08 del mencionado preoepto tunda~~ntal y

el artículo 68 de la Ley orqdnica, se limitan a comunicar diohm

r ••oluci6n al drqano legislativo competente.

469. C) ProoedtmisntoB de fisaalizaci~n ooncreta. Recur80

constituoional. Comprenden loa recursos que .e haoen valer aate

el Tribunal Constitucional oontra la8 resolucion•• de 108 tribu-

nal.a ordinario. cuando en ell.. Be decida sobre una oue8ti~n ~e.
lnconatituc1onalidad o de contradicc16n entre disposiciones leqa-

l •• nacional•• o reqional.~. Beta cateqor!a de controversias se

encuentra requlada minuciosamente tanto en el artículo 280 de la

Constitucidn en BU texto vigente, como en 108 artículos 65 a 85

de la Ley orq.niaa respectiva.

470. De manera Bu.cinta podemos .efielar que procede dioho re-

curso ante el Tribunal Constituoional 81 en 1&8 deois10ne8 judioia­

l.. ordinaria. ae aplica o por el oontrario 8.a niega la aplioaci4n

d. una di.po.ioi~n legislativa o de un tratado internaoional ~an-

do .e oon.id.re que .ato. 80n oontrarios a l... normas o principio.

de la COnstituoldn, de una ley naoional o de un •• tatuto ~eqional,

••f como en aquello. oasos en 108 cual.. diohas r ••olucion.. ju­

dioial.. •• apoyen en precepto. oonsiderados inoonstituoionale.

por la Ccmi816n Constitucional anterior o por el miemo Tribunal

Con.tituoional (artIculo. 280 oonstituoional y 70 de la Ley Orqa­

nioa).

471. In el .1amo artículo 70 de e.tablee. el prinoipio de la

4.flnitivtdad, e8 decir, que previamente a la interpo.tcidn del

recurso ante el Tribunal Constitucional .a preoiso a9QtAr la8 ta-
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pugnaoionea o mQdlo8 ordinarioe d. defensa 8.~1.cido. por las

ley.. proc...l •• , 4. lIImer. que d'\.oho8 1Md1oe int:4arZ'WllP"»D el pia­

so para interponer la instanoia de tonatii:ualonalldad, la que,

adfJllda, de acuerdo oon el art!oulo 71 de la Ley, debe lirAitarae

a la oue.tidn de lnooDstituolonalidad o de contradiooi6n de nor-

.s.
472. Uadn legiti.mado. para interponer el aitado reourao de

1nconatit.uoionalidad tanto la. per.onas que de aouerdo c')n la ley

que regula el proo••o en el cual a. pronano1~ la deoiai6n impug­

nada tengan dioha leq.i.t1midad, o bien aquellall que hubie.en plan­

teado la ou••tidn oonstituoional, a»! como el Ministerio pdbll­

00, el oua~debe promover en forma,obliqatoria en 108 supuesto.

en que S8 hubiesen desaplicado normas de un tratado internaoio­

nal, un aoto leqislativo o un deoreto reqlamentario, as! como en

108 caS08 de interpretaoi6n oontraria a la su.tentada por la Co­

~.idn anterior o por el Tribunal Constituoional (art!culo 72 de

la Ley).

473. La admisi6n del recurso oorresponde al juez o tribunal

qua pronunci~ la resoluci6n combat:ida, el que pU6de ser reohazado

cuando dicha decisi6n no lo admitaL' sea interpuesto fuera de pla­

zo, el promovente oarezca de le;1t;imaci6n, y trat4ndos8 de desa­

plioaoi6n de la8 disposiciones lS9islativas .e oonsidere queJa

instannia es manifiestamente infuru!ada. La dec1ai6n de adm.isl<5n

no vinoula al Tribunal Constitucional y las parte. pueden impuq­

narla en SU8 aleqato8, pero cuand() s~ deseche el reourso, prooe­

de la reclamacidn ante el prapio Tribunal Constitucional, el oual
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debe resolver esta dltima a trav's do alquna de sus Salas dentro

del breve plazo de ci~co días para el relator, y otros do. para

el Ministerio P4blicQ y para los otrae magistrados (artículos 76

y 77 de..1a Ley) ..

474. La decial(5n d~tl recurso de oonstitucionalidad a"1quiere

autoridad de oosa juzgada 8~lo en el oaso conoreto y por 10 que

se refiere a la cuestidn de inconstitucionalida4 o de contradio-

oi~n le~.l planteadaa, ya .oa qlle se aprecie en forma total o par

ela1, enviando.ti 108 autor.al tribunal de la cauaa para que me.­

difique la re.oluc1~n impugnada de acuerdo oon el fallo del Tri­

bunal Constituoional o la !nterpretaoidn que hubiese servido de

fundamento al mlamo (artfculo S(»).

475. Cuando la misma d1ap9oicidn legal 8e hubiese estimado

inoonstitucional o ilegal en tres callO. concretos, el Tribunal

Constitucional e.ti facultado para que, a petlci~n de cualquie­

ra de BUS maqistradoa o del Ministerio Pdblioo, inicie un pro­

oedimiento de fi.caliB~cidn abstraota 8uce.1va, cuya deoiai6n

adquiere efectoa de oar.cter general. de acuGrdo con 108 princi­

pio. que 88fialamo. anter1ormonto al examinar ••ta forma de tra­

m1tac1~n (artículo 8~) (ver 8U2F~ pCrrato8 463-465).

v. La ,ituaoi"n en LatinO&llMlrioa¡ A) !.a reforma constit.uoio­

nal oolombiana de diciembre de 1979.
~ '~

476. Con anterioridad e. d4.Mued la tendencia de la doctrina

• lnaluaive d. varias reforma. oonstitucionales, haoia el estable-

etmiento de una verdadera oorte oonatitucional en el ordenamiento
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colombiano, con el objeto de decidir sobre las declaraciones ge-

nerales de inconstitucionalidad que actualmente conoce de la Su-

prema Corte de Justicia (ver supra, p~rrafos 382-289).

477. El proyecto de reforma constitucional que se mencion6

en el p4rrafo 389 y que proponía el establecimiento de dicho tri­

bunal especializado con autonomía respecto de la Suprema Corte

de Justicia, fue aprobado el 4 de diciembre de 1979, pero lleg~n-

dOS8 a una 8oluci6n intermedia, al otorgarse autonomía a la Sa-

la Constitucional establecida en 1968 como dictaminadora, para

decidir sobre la inconstitucionalidad de las disposiciones le­

qislativ&s en la mayor parte de los supuestos de la competen­

cia de la Corte Suprema de Jus~1cia, con exclusi6n ~nicamente

de la inconstitucionalidad de las reforma~ constitucionales por

vicios de forma, as! como de los decretos expedidos por el go­

bierno oon motivo de la dec1arac:i6n del estado de sitio o de

emergencia econ6mica (artículo 214, modificado por la citada re-

forma constitucional) ,( 4,2,) l.-
478. Fuera de lOG dos supuestos de excepci6n antes mencio­

nados, de acuerdo con la citada reforma constitucional, la Sala

constitucional decidía las cuestiones de constitucionalidad de

manera definitiva, y por ello dE~!a considerarse como un orga­

nismo equivalente a un tribunal constitucional especializado,

aun cuando formara parte de la Corte Suprema de Justicia; pero

en las cuestiones reservadas a la Sala Plena de la Corte Supre­

ma, dicha Sala funcionata como base en dictfmenes que turnaba

para su deoisi6n final al propic. pleno (parte final del eitado
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art.lculo 214 de la Ley Supr... ) (40).-
479. Sin embarqo, ••te paao hacia adelante en el camino ha­

ci. la juriadicoi~n constitucional ••peo1ali.ada, qued~ aplacade

en virtud de la extensa y fundamental sentenoia pronunciada por

la oitada Sala Pl_na de la Corte Suprema de JU8tlcla d. colombia,

(aprobada por quinoe votos por la lnoonst1tuc1onali4ad total,

once voto. por la incon.tituciot~114a4paroial, un VOt0 de inhibi­

cl6D y uno pendiente) par la cual 4eclar6- ln.x.quibl. (inconsti­

~uclon.l) la oitada retoraa de diciembre ae 1919 por vioios de

carCcter proae.al, fallo que provoo~ un grave conflioto político

con el Ejecutivo, ouyo titular Aoept6 finalmen~e cumplir oon la

referida deciaidn, la cual fue objeto, adema. de varioa ealva-
•

BeDtOM de voto (votos de di.id~\ai. o partioularee), lo que nos

indica el car'oter aoni:rovert-J.do de e8tA rel801uoi6n (iiL ..

480. COn IDOtivo de la aentf,noia .anoionada de la Corte 8u-

pr88a de 3 de noviembre de 1981, 8e volvid al 8i.~ema anterior

estableoido de.de 1918, de acuardo con al oual, la Sala Coneti-

~uoional to~~l& el proyecto de r8801ucl~n en ouestiones de in-

conat.ituoionalidad, que re8ueln la Sala P18M de la Corte Supre­

.. (ver auprc p«rrafo 386), co~ 10 cual, oomo hemos dicho, se

det.iGfte la evoluei~n que se hab.ta ob.erv~do en el ordenamiento

oolombiano, aun cuando tenemos la convioci6n de que se volver' a

insistir en la croaci~n de una verdadera jurisdlooidn oonstitu¡

cional especializada (45) ..~

VI. 8) La Ley Orq4nica del Tribunal de Garantías Constitu-
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cionales peruano de mayo de 1982.

481. Segdn se QXpres~ con anterioridad (ver supra p4rrafo8

396-401), la Constituci~n peruana que entr6 en vigor en julio d p

1980, estableci~ un organismo especializado con el nombre de Tri­

bunal de Garantías Constitucionales (artículos 296-304), con fa-

cultades esenciales para conocer en d1tima instancia de las accio-

nes de habeas corpus y de amparo, as! como ~:tn forma directa. de

la accidn de inconstituciona1idad, cuya decisi6n en este 01timo

supuesto, asume efectos generales.

482. Las citadas disposiciones constitucionales fueron rag1a-

mentadas por la Ley Orq~nica del Tribunal do Garantías Constitu­

cionales promulgada el 19 de mayo de 1982, ouyo complemento radi~

ca en la Ley 23,506, Ley de habeas corpus y da amparo,promu1ga­

da el 7 de diciembre del propio afio de 19820 Segdn lo estableci­

do por los artículos 296 y 297 C~ la Constituci6n y 10 a 18 de

la citada Ley Org~nica, el Tribunal de Garant!as Constitucionales

de la Repdblica del Perd, es el ~rqano de control de la Ley Fun-

damenta1, y por lo mismo, independiente de los demás ~rgano8

constitucionales y se encuentra sometido 8610 a la propia Cons-

tituci6n y su Ley Org&nicao Tiene su sede en la ciudad de Arequi-

pa, pero excepcionalmente y con acuerdo de la mayoría de sus miem-

bros, ruede seslonar en cualquier otro lugar da la Rep~lica (46) .

483. En los t~rminos de los artículos 296 de la Constitucién

y 10· de la propia Ley Org&nica, el Tribunal se compone de nueve

miembros; tres designados por el Congreso; tres por el Ejecutivo;

Y los restantes por la Corte Suprema de Justicia, por un período
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de seis años y pueden ser reeleotos. Los magist~ados deben reno-

varsa por tercios cada dos años. Aü~~ de les requi~itos de edad

y nacionalidad, para ser. magistrado del tribunal constitucional

se requiere ser o haber sido llú.ewro de la Corte S'J.prema o de n~"la

Co~te SUperior por lo menos duran~e diez añoe, o haber ojercido

la abogaoía o desempeñado o<tadra universitarin en disciplina ju­

r!dica por un período no menor da veinte ,años, as! ~omo tener apro­

b~da ejecutoria democr'tic& y en defensa de los derecho8 humanos

(artículo 12 de la Ley Orq~n!ca}.

A84. De acuerdo con lo estableoido por 108 artículos 298

de la Constitucidn y los art!culoa 298 de l!l C.1rta Fundamental y

24 a 47 de la Ley Org.!!nica del T'ribunal Constitucional, el mismo

conoce de d08 ••atores de impuqnac!6n, el pr~ero represe~tado

por la aoci~n de inaonstitucionalidad, y el soqunQO por las diver­

8as accion... de habeas COl."'pus y de ~.2.. El primer aspecto im­

plica el examen, para quantizar la s'l~remac:!a de la Con8tituci~n,

de laa leY~J' los decreto. leqislativo8' 1am normas regionales

de oar'cter qeneral, y los ordenamientos muriicipales, ya sea·en

8U to'talidAd o parte de sus disp4:>sic!.ones cuando inf:t'injan la

ConaUtuci6n, cuando no han sido !lprobadae, ~romulqada.s o publi­

-,ada. en la forma pre&~rita por la Ley SuprElIlV& (artículos 19 y

20 de la Ley orq4nica). Por lo clt!e se refiere a las acciones de

amparo y de habea. corpu!., el Tr~Lbunal de Garantías Constitucio­

nal•• conoce dnicdmente d~ su dltimo grado a trav'. del recurso

4. caaaci6n cuando exista resoluc::i& daneqat.oria de 1ft Corte Su­

prema. En ~u procedencia y tramitaci6n ante 108 trihunales or-
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~inarios, dichAs acciones est~n reguladas por la diversa Ley de

B~ea8 corpus y amparo antes mencionada, de 7 de dici~re de 1982.

485. A) La accidn de inaonstit~cionalidadpuede ser interpues-.........
ta p~~ el Presidente d~ la Rap4blic&, veinte senadores, sesenta

diputados, la Certe Suprema de Justicia, el Piscal de la Naci6n

o por cincuenta mil ciudadanos con firmas comprobadas por el Ju­

rado Nacional de Elec~ione8 (art~culos 299 de la Const!tuci6n y

24 de la Ley orggnic4). La demanda re$pectiva debe interponerse

dentro' del plazo de seis años contados a partir de la publicaci~n

d_l ordenamiento leqal ~ugnado, Lin perjuicio de lo dispuesto

por el art!cu19 87 de la Carta F~ndamental, segdn el cual, la pro­

pia Constitucidn prevalece sobre toda otra norma legal (artículo

2~ de la Ley Orq4nica).

486. Interpuesta la demanda el Tribunal debe decidir sobre

su admisidn en un plazo máximo de diez d!ag, y de&echarla si no

interpuso dentro del plazo preclusivo; cuando contenga alqdn de­

fecto de forma o no S~ 4compañen loa documentos necesarios, o
•

ouando el mismo Tribunal hubisQ8 desestimado una cuestidn de in-

constitucionalidad sustancialmente igual en cuanto al fondo (ar­

ticulo )0 da la Ley) & Cuando el Tribunal d.~clara la inconstitu­

~ionalidad de leyes e de~rato8 l&qislativos comunica su fallo al

conqreao a fin de que apruebe un nuevo ordenamiento que derogue

la norma contraria a la Ley Fundamental, pero si en un plazo de

cuarenta y cin~o días el oitado Conqreso no expide la disposic­

ci6n derogatoria, el propio Tribunal ordena la publicacidn de la

aentencia en el diario oficial, c.on lo cual se entiende, aun cuan-
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~o no •• .etabl••oa .xpre8amen~e en loa ar1:lculo8 301 4e la car-

t:lL\ I'und_nul y 35 4e la Ley orCJ4nica, que queda ..1n efecto la

ftO'nYl oontraria a la Con.t.itucl~n. Si •• uau 4. la inoo1\fí~i­

~uol~ali4a4 4. normas regional•• o munioipale., 81 fallo •• pu­

blioado c!Q ..nera imaed1ata pOk' .1 Tribunal 4& CJaran1;.r.. COft.~i­

ualoni"',l•• Cart.fculo 36 de la Ley).

4.7. El citado Tribunal no puede pronunoiarse sobre el fondo

4.1 .sunt.o, al la norma impugnada ya no •• enCUeDtra en viqor,

y por otra para, .li& .entenoia que declara en t.odo, o en parte

la inoonaUt.uoionalidad 4e una nCl1rma, no tiene efectos ret~oacti­

ve& (art!CDlloa 37 y 3. d. la Ley). Adem4. dlab8 tOJlii'rS. en cuenu.

que, eeqdn el ~ltjmo pirrafo del ar~1cul0 295 4. la Const.ltuo!dn,

••••tableoe una ac~1~n ~pul~r para reol~r ante el poder ju­

dicial, 1•• infraooiones de la Conatit.uci6n o la ley, oontra 108

reglamento. y normas adminiatrat1vaa y contra laa reeolucion••

y 4ecreto8 de aar'o~r general qua expidan el poder ejecutivo, 10.

gobiernos reqionale8 y 100al.8 y dama. per~on.. d8 dereabo p~~

bIlao, y por .ate 18Ot:ivo el ar~tCJulo 39 de la mencionada ley or­

qSnica, dispone que 108 jU8ce8 no pueden dejar de aplicar una

norma cuya inconstituoionalldad hubi••• sido desest.imada por el

Tribunal de Garant!1r8 COnetituo1ona.l•• , y adem's, deben suspen­

der l~ t!' uduci~n de 108 proa••c). iniciado. por aooi<5n popular,

ouando •• funden en normas cuya inooft8tit.uoionalidad •• hubie.e

planteado ante el a.1.t4\do Tribunal, hasta que 41ste dicte 8U re­

aolucidn def1nit.i~a.

488. 11 art!aulo 40 dQ la ley, apoy4ndose en el principio
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iura novit curia, dispone que cuando la sentencia decida la in-

con8~ituoionalidadde una dispo8ici~n del ordenamiento tmpuqnado,

declara iqualmente la 4e aquellos otros preoeptos a los que debe

extenderse la conexi8n o consecuencia con aqudl que hubiese sido

materia de la causa y que el Tribunal puede fundar la declaraci~n

de inconstitucionalidad en la violaci6n de cualquier nLrm& cons­

titucional, aun cuando no hubiese sido invocada en el curso del

proceso. seqdn el prinoipio ~e ~o retroactividad, el artfoulo 41

dispone que las 8entencias declar~tor1a8 de inconstitucionalidad

DO pueden servir de apoyo para revivir prOCeSOI! con~luidos en los

cuales se hubiesen aplicado las normas inoonstituoionales, salvo

en las materias previstas por el art!culo 187, segundo pfrrafo,

de la Carta Fundamental, el cual dispone que ninguna ley tiene

fuerza ni efectos retroactivo. salvo en ma~erias penal, laboral

o tributaria, ouando dichos efectos sean favorables 41 acusado,

al trabajador o al contribuyente.

489. B) De la casaQl~n de las resoluciones denegatorias de

las acciones ~e habeas corpus y amparo. El citado recurso puede

ser interpuesto por el Ministerio Pdblico o por la parte afectada,

contra las resoluciones den&gatori~lS pronunciadas por la Corte

Suprema, segdn 8e·8eñal~ con anterj.oridad ~ver supra p'rrafo 484),

dentro de loa quince d!as siguientes a la notificaci~n del citado

fallo (artículo 42 de la Ley). El Tribunal de Garanttaa ~ebe

resolver dentro del plazo m§xlmo de diez días trat!ndose de habeas

corpus o de veinte, en el caso del ~paro, contados a oartir del

día siguiente de la recepci~n de los autOR. E:n esta dltima ins-
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tancia no 8e pueden ofrecer ni desahogar nuevos elementos de con-

viocidn ni aleqarse hechos diversos de los señalados en la vía

judioialordinaria (art!culo 44).

490. El objeto de la cas4ci~n ea el examen de la8 resolucio.

nes de la Corte Suprema., para determinar si en la8 mismaa se vio....

l~ o se apllo~ talsa o err~neam~nte la ley, o bien sl se cumplie­

ron las formalidades del procedimiento. Cuando el Tribunal de

Garantfaa considera que se han cometido diohas violaciones leqa-

le8, declara las mismas y determina la ley aplicable al ca80 o

indfca la violaci6n procedal respectiva. En el supuesto de que

S8 caBe la sentencia, el Tribunal remite los autos a la Corte

Sup.-ma que oonoo16 del asunto, para que se pronuncie de acuerdo

a lo r ••u.Ito por el citado Tribunal de Garant!as (artículo8 .&3

~ 46 de la Ley Orq{nica). Tanto en el supuesto de la nueva re­

80luaidn de la Corte Suprema, como en el de la d.·~ailli(5n del ~i-

bunal de Garantías qua deolare intundada la oas&ci6n, se consi-

dera aqotada la jurisdiocidn int~ (art!cul0 47), Gsto dltimo

para 108 efectoe de 108 art!culoe J05 de la Constituc16n y 39 a

41 de la Ley 23,506 sobre habeaL8 oorpus y amparo, que establecen

la facultad del que .. consid81·e lesionado en los d3recho8 que

la IlÚsma Ley Fundamental reconoce, para que, una vez aqotada la

juriadicoi6n interna pueda acudir a loe tribunales u or~ani.mo8

internaoionales constituidos 8E~ los tratados de los que es

parte el Perd.

VII. C) El re8tablecimient~odel Tribunal Constituoional

chileno.
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491. Como señalamos anteriormente, el Tribunal Constitucional chi­

leno fue suprimido por el qobierno militar que asumid el poder en el

qo1pe de 11 de septiembre de 1973, a travd. del decreto-ley de lO de

noviembre siguiente, y predeoíamos su restableoimiento oon el orden

oonstitucional (ver supra pirrafos 379-380). Sin embargo no ha sido

necesario esperar a la restaurac16n plena del rfqtmen democratioo,

puesto que el mismo qobierno militar, como un instrumento de legiti­

maci6n propicid la reinstalaci~n del propio Tribunal en 108 artículos

81 a 83 de la Constituci6n política aprobada por el referGndum de 11

de septiembre de 1980, elaborado por la Junta de Gobierno en uso de

la potestad oonstituyen~e, y con facultades similares a las que se

le atribuyeron en la reforma oonstitucional de 1970 a la anterior

carta Fundamental de 1925.

492. A pesar de que seq4n laa disposiciones transitorias d'­

cimo cuarta y siguientes de la referida Carta de 1980 se restable­

cer4n las dos Cfmaras del Congreso haata la tarminaoi6n del actual

per!odo presidencial del General Pinochet, es decir en 1988 ~,.

la mencionada Junta de Gobierno en uso de facu¡tadea leqlslativa8,

expidi6 la Ley ndmero 17,997, con el título de Ley orqtDica Consti­

tucional, promulgada el 12 de mayo de 1981, que ha servido de fun­

damento para el inicio de actividadEls de dicho organismo espeoia­

lizado para resolver controversias de car4cter oonstitucional.

493. seqdn 108 artículos 81 de la Constituci6n y 1- a 25 de

au Ley Orq4nica, el Tribunal Con8tit~ucional chileno e.t' consi­

derado oomo un 6rqano del Estado, aut6nomo 8 independiente de

toda otra autoridad o poder, y se inteqra por .iete miembros, ~e
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108 cual.. UCl8 son BiD!euoa 4e la COrtQ SUpr_, 40.i9ft&4oa por

CilJU, UD abo9aao nOlabra40 por el Pr••i4entAIJ 40 la ReptSb11ca, 40.

abo9a408 01891408 por 81 Con••jo 40 8efJUX'J.4a4 "cional, y 01 «1-

.t:JAo d••1C)Da40 por 81 senado, por _yorfa abeoluta 4e loa aena­

dore. on .jerolcl0. Debe advertir.. que al no r ••tableo.ra. 41­

cha a'·era 1891alativa, el ~rUl1.Dto d. 108 dltilloa ..q1."a­

408 ocrre.p0a4•• la Junta 4e Gobierno, en loa dm1noa del art.!­

oulo 88CJ'1DdO ~ranaitorio 4. la citada Ley Or,4Inica .W.}.'~

494. con excepo!6n 4. loa _V1.U.dos 40 la corU Supr... ,

loa r ••tante. miembroa 481 Tribunal Con.ti~uclonal d8ber«n tenor

por lo lUDO. quince aftoa 4etftulo pror••iemal, h~ra. de.taoa­

do en BU 80Uvidad prof••ional, univera!t.ar!a o pdblica, y .4e-•
... DO podrdD tener 1IIpe4iaento alquno que 108 inhabilit.e para

.
4ee.-peftar el e.rejO d. ju... Lo. int.egrante. del ait.ado Tribu-

nal durant,8 ocho aAo. en aus carqoa, •• renuevan por parcialida­

d.. oada cuatro y Bon iDlUIOvibl... Al Uraino de su periodo, loa

miembros del Tribunal po4r4n ser real_qido•• o nU~ll88Jlt. d••19fta­

dos, .eqdn corresponda. Bl qu6rua para funcionar .era de oinoo

in~egrant•••

49S. De Acuerdo oon el artículo s- de la Ley Orq&n1oa, lo.

a16Sbroe del Tribunal deberh eleq1r de entre ell08, un Pre.iden­

te por 1f1Dlple JlAyor!a de votos, que durara ct08 MOs en 8US fun­

ciones y .(S10 podrd .er r.eleqido para el perfdo eiquiente. Ade-,

da, .eqtln el articulo 11 4. la citada Ley, loa, -9ia"_408 d.-l
I

Tribunal no aon responsable. por los decreto. e informe. que ex-

pidan en 108 .suntos de au competencia. Por otra parte, oada
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tr.a año. y en el mee de enero que corresponda, el citado Tribu­

nal, por mayoría absoluta de eua miembro., de.1qna cinco aboqa­

dos para que suplan a 108 maqietrado8 del propio Tribunal, abo­

qados que deberfn poseer loa mismos r.qu1.i~o8 exiqidoa a loe ~l­

timos (artículo 15).

496. La competencia que .& atribuye al Tribunal Con.ti~uoio­

na1 chileno e. amplia, pero no incluye, como tampoco en el r.qtm.n

anterior de 1970, la proteco16n directa de 108 derechos fundamen­

tales consaqradoa en la Carta Fundamental, en virtud de que ••a

tutela se confiere a 108 tribunales ordinarios a travds del 11a-

_do recureo de proteooi6n de garantías constituci.onalee (que no

•• otra ooa. sino el derecho de amparo), introducido por el ar~!­

oulo 2 0 del Acta Institucional Ndmero 3 de 13 de septiembre de 1976,

incorporado al artículo 20 de la Conetituoi6n de 1980 y reqlamen­

tado por el Auto Aoordado de la Suprema Corte <!e JU8ticia de 29

de marzo de 1977, con independencia de la violacl~n a la liber-

tad personal que •• atribuye al h!2e•• CO~, que sin eata de­

nominaci6n expreaa S8 requla por el diverso artículo 21 conati-

tucional (48).-
497. a) En relacidn con la ~8titucionalidadde la. ley••

estimadas en sentido material, el referido tribunal debe conocer

de oficio y previamente a su promulgaci6n, de la8 ley.s org4ni­

ca. constituoionales o re.pecto de aquellas qu.a in~.rpr.tan a1­

c¡dD precepto de la Carta Fundamental, tambi.n le corre.ponde, pe­

ro a petic!tSn de la entidad intereaada, el oontrol preventivo de

lae ouestiones que .8 susciten durante la tramltaci~n de 108 pro-
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yeCt08 de l~y o de reforma oonstitucional, as! como de 108 erata-

dos sometidos & la aprobaci6n del Conqr••o. Adem4., dicho Tribu­

nal debe resolver las cuestiones que •• susciten 80bre la consti­

tuoionalidad de un decreto con fuerza de ley, de las reolamaoio­

nes oontra el Presidente de la Repdblioa si no promulqa una ley

cuando debiera haoerlol cuando promulgue un texto'diverso o dic­

te decreto8 incanstitucionales. Decide tamb1'n sobre un deoreto

o re.olucidn del propio Presidente do la Repdblioa ouyo req18tro

hubi.se negado la Contralor!a General de la Repdbliea (ver 8upra

pfrrafos 373-377) por oonsiderarlo inconstitucional. E8t~ facul-

tado para resolver sobre la constitucionalidad de lo. decretos su­

premos dictados en ejeroicio de +& potestad reglamentaria por el

Presidente de la Repdblica, ouando ell08 88 refieran a materias

que pudieran estar reservadas a la ley.

498. b) El Tribunal Constitucional resuelve respecto de la

constitucionalidad de l~ convocatoria a un pJLebiseito, sin perjui­

cio de la. atribunaoiones que corresponden BLl Tribunal Califica­

dor de Elecciones (4~) ........
499. c). Tambi'n posee facultad para conocer ne inhabilidad••

constitucionales o legales que afecten a una persona para ser de­

siqnado Ministro de Estado, permanezca en el carqo o para d••em­

peñar simult&neamente otras funciones, as! como en relaci6n CDn

las inhabilidades, incompatibilidades y cauoas de ceeacidn en el

cargo de los parlamentarios. En esta materia tambi4n interviene

para formular opini6n ante 81 Senado, cuando ••te dltimo, en loa

tCrminos del artIculo 49, inci80 7), de la Constltucidn, 4eolar.



- 37 -

la inha.bi11dad del Pre.ident.e de la Repdblioa o del Pr••id.n~e elec­

to, por un iJBPed:1aento flsico o men~al que lo inhabilite para el

.j~rc1oio de su. funcione., o bien, cuando admite o de.eohe la re­

nunaia d.l Pr••idente de la Repdblioa, si con.id~ra que loe mo~i-

wa 80n o no fundado••

500., 4) como at.ribuoion•• que no se oonelc¡naban en la refor­

.. 4. 1970, pero que •• introdujeron en la Con8ti1:uo16n de 1980,

pod.mo•••&alar 1. competenoia 4el or9ani.-o sobre 1. inoonstit~­

atonalidad de l.. organiaacion.. y de 108 mcv~aiento. o partidos

P9lft.loo., ••1 00lD0 reapect.o a la ! ••pon8ab111dad de l.. p!rsona.

que a~.n~.n o baYaD at:entado contra el ordenUliento oon.t.it.uoional

4. 1. aepdblioa, pero s1 en ••te ••qundo aupu••to .1 afecu40 fue­

r. el Pr••id~nt. 4. 1. ~pdblioa o 81 Presidente eleoto, 4iaha

4eolaraaidn requerir', 44.... , el aouerdo del Senado adopudo por

1...yorfa de au. Mi.-b~o. en .j~roicio.

501.como puede ob.ervar.. el. la 4••cr1poi6n anterior, el Tri­

bunal COnet1tuc1ona1 r ••tab1eoido en la COn.tituo1~n de 19aO y

requlado por la .detonada Ley orq4nica ae ..yo 4. 1911, po•••.

oaraoter!.t.ioae s~ilar.. a laa del orqania.o introduoido en 1.

rofon- OOD.ti~uoional 4. 1970, pu••to que ~rman.o. 81 pre4oai­

Dio del oontrol pr.V8Dti~ 4. la incon8tituciQBali4a4 de la. 1.­

Y'DO y la 801uoi6n de loe conflictos entre los orq.nilllDO. del Se­

U40, •• decir 4el Bjeout,1vo r ••peoto 4e la CoDtralor!a General

y 81 OODgr••o, 4ebi40 al modelo del Con••jo OOnatituoioaal fran-

(MI. (ver .upr~ p&rratoe 5~-6' y 370) (50). a.

502. La eficaoia pr'ct.1ca 4el 01tad.o Tribunal en 1•• aC'tual•• 01r-

A'
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aun.tanelas polftiaaa ele Chil. aon .uy r ••uiJ)CJlda., pu••to que

•• reducen al ..amen 4e laa oontroveraia. del Bjecutivo con la

Contralorfa, la que conserva una rel.~lva independenoia (~i.

pero no' oon el Conqre80, que fueron las Mol. importete. durant..

el funcionamiento del Tribunal anterior (v.r .uera p'rrafo 380),..
puesto que ••t4n en rec••o laa oimar•• leqls1ativ•• , y r.sulte

pooo probable que en un rd~lsaen aut.or1tario, l •• discrepanoias

del Presidente de la Repdblica con la Junta de Gobierno Militar,

.e sometan a elicho Tribunal f521 ;"

VIII. D) El reforsuüento d~L Tribunal de Garant.ta. COll8~1­

tucionale. 4e Ecuador •. -

503. 8abfamoa sei\alado con anterioridad que no obstante 8U

nombre, el Tribunal de Garant!aa Con8tituoior~1•• no resuelve oon­

troversiaa constitucionales con oar&oter 18pcra~lvo sino que dQ­

be considerarse como un or9anismo auxiliar 4••1 ~~.rpo legislati­

vo en su funcidn de oontrol constitucional (ver supra p&rrafo

393).

504. Sin embarqo, ae advierte la tendenoia a reforzar la au­

toridad de la mencionada in8titucidn, sin lleqar todav!a a trans­

formarlo en un verdadero 6rqano jurisdiccional, puea en las re­

formas con~ticuoionale. publicada. el primero de .eptiembre de

1983, que adem«. de otra. disposJ.cione., adicionaron el art!ou..

10 141 de la Constituci6n de enero de 1978, .e fortalecieron laa

funciones del citado Tribunal de Garantr•• Constituoionalea, al

establecer oomo punible el deaacllto a sus observaciones sobre la
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incon.t1tuo10nalidad d. 1.. ley.. y 1.. violaaione. de loa dere-

chos humano.. Beta. reformas const.itucionalell entraron en viqor

el lO ee aqoato de 1984 (S}}.

IX. B) La proP2Bic1tJn de un tribunal oonstituoional p!raan.n­

~ E,9r el Colegio de N?ogadoa de G.!!a~••al~.

50~. &eftalamo. con anterioridad, que la Constituoi6n de Gua­

teaala pra.ulqada el 15 4•••pt1.mre d8 1965, Y rQ91amentad.a en

e.~ a8~ por la Ley de aaparo, habeas corpus y d~ oonatltuoio­

nal1dad cc:.o un t5rqano que 8e inteqraba en cada ooa.i~n en el cual

•• plant.eaba el llamade recurso de const.ituolonalidf\d, que .8 de­

oid!a con efectos qeneralea (ver Bupra ~rraf~. 331-349).

506. Tambi'n indicamos que eute orCJanismo tuvo una actividad

amy limluda, debido a la .1tuacl(~n polltica que afeota dicho peta

4••de haoe varioe aftoa {ver 8upra p4rrato 349), pero adem&e, la

citada Constituoi6n fu& deroqada en 1981 por el qolpe militar del

Gen"~al Moa Montt, que suprimid la citada Corte Constitucional

.{íil .

507. eOlIO el actual gobierno militar quateaalteco ha formu­

lado declaraciones en la. cuales manifiesta BU prop6dito de ree­

tableoer el orden conatitucional y convocar n un nuevo oonqreao

conatituyente, Be ha despertado la inquietuf por rest&urer el sis­

tema de juriediaoit5n constitucional especializada, pero oon una

..yor aproxiJllael6n al sistema austr!aco. En efecto, durante lo.

d!a. 10 a 12, de mayo de 1984 ~e realizaron las Jornadas Constitu­

cionale. del coleqio de Aboqadoa de Guatemala, en las ouale•••
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aprobaron varias proposiciones sobre esta materia, qua podemos

considerar significativas, si se toma en cuenta la influencia que

tuvo el anteproyecto de Ley de Control de la Constitucionalidad

aprobado en el Tercer Congreso Jurídico-Guatemalteco celebrado en

la ciudad de Guatemala en el mes de septiembre de 1964, aobre la

creac16n de la anterior Corte de Constitucionalidad (ver supra

p4rrafo 332).

508. En las recomendaoiones aprobadas en las citadas Jorna­

das de mayo de 1984 y dirigidas al futuro constituyente, S8 pro­

puso la oreaci~n de un Tribunal Constituoional de car'cter per­

manente, aut6nomo en sus funciones y no supeditado a ninquna otra

autoridad u 6rgano del Estado, 0011 la facultad de oonocer de to­

das las cuestiones de índole jurídioo-constitucional y de proteo­

ci6n de 108 dereohos fundamentales, inolusive Jos consagrados en

los tratados y convenciones internacionales.

509. El fu~~ro Tribunal constitucional deberi integrarae oon

doce magistrados designados, die. por la Corte Suprema de Justi­

cia entre veinte oandidato. propuestos por una Comia16n de P08­

tulacidn, y los restantes por el Coleqio d~ Aboqadoa en Asamble.

General. La citada ao~isi~n de Postulaci6n deber4 formar•• por

el Reator de la Universidad de S~n Carlos, por un representante

de los Presidentes de los Colegios Profesionales 1 y por los De­

canos de las Facultades de Ciencias Jur!dicao o de Dereoho que

funoionen en ese pafa. El cargo de los maqiatrado8 oonstituoio­

nales durar!a nueve años, c1ebiend,o renovarse el tribW1al por ter­

cerae p"tes cada. tr... PinalJlante, •• r.oomend~ una mayor flexi-
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bilidad en la interposici~n de los recurS03 de ~ncon3titucionali­

dad con efectos generales ante el citado tribunal, con el prop6­

sito de hacorlo3 ncccnibles a todos los gobern"dos.

x. El intento de introducir un tribunal constitucional en el

ord~namiento polaco.

510. Señalamos con anterioridad la influE~ncia del sistema aus­

tríaco de tribunal~s ~on8titu~ionales e~pccializudos en varios

países socialJ.~t;.as, t.::s"c'a.iJl~cid.u efuctivamt:nte en las Constitucio­

nes de la República ~o~ial~3~a fuJu~utivd J~ ~iuyoe~~dvla de 1963

y 1974 (ver BUp'ra párrafos 272-29(i), :' con el proyecto de intro­

ducir el mismo sistema taI1tl.>ién en ....hb~oe~luvaquiü pUi. conducto de

la reforma constituuiona1 da 1968, cf~ct'..lauu con T.lotivo de la

transitoria liberalizaci6n pol!tica calific~da Gomo "la Primavera

de praqa", pero que no lleg6 a consolidarse por la raacci6n au­

toritaria de esa misma ~poca, que evit6 la promulgac~6n de la ley

org&nica respectiva (ver ~upra p~rrafos 302-327).

511. Una experiencia similar a la checoeslovaca Se pL~~UjO

en Polonia en marzo de 19d2, también con motivo de una 1iberali­

zaci6n temporal de carácter políti.co, debido al surgimiento del

grupo opositor al gobierno socialista a través d~l Sindicato So­

lidaridad, pero que fue reprimido interiormente con retorno al

~i6teroa anterior. Debemos recordalr qua en los regímenes socia­

listas que ~iguen el modelo soviét:ico, corresponde al 6rqano le­

gislativo (soviet supremo, dieta, asamblea popular) la facultad

de decidir sobre la constitucionalidad de las dispos1ciones leJis-
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lativas y de los actos de ~tit~~idad, ~~e se efectda ~orma1.mcnte

a trav's de ou comisi6n permanente (Presidium, Conoejo de Estado)

(ver supra p4rrafo 269) ~2J.

~12. En el caso especial de Polonia, su Constituci6n de 22

de julio de 1952, reformaua sustancialmante ,el lO de febrero de

1~76, (5~), confiri6 al Consejo de Estado, es decir la comis16n

permanente de la Dieta, ° parlamento, (57) , al control de la con-
~

formldad de las leyes a la Constituci6n, seg~n su art!culo 30,

fracci6n 1, p~rr.afo 3°, el cual fue reglamentado por el Decreto

del mismo Consejo de Estado de 14 ~e julio de 1979, en cuyo ar-

t!cu10 2.1. se dis?one que, al realizar las funciones t~ra- fisca-

1izar la conformidad rle las leyes a la Canstituci6n y esLablecer

la interpretaci~n oblicratoria de las pro~ias leyes, el citado Con-

sejo de Estado tiene el prop6sito de vigorizar la legalidad 90cia-

lista e increme~t~r l~ clariñad del ~~re~ho y su eonformidao a la

conciencia jur!dic~ de la sociedad (58).

5l3~ Se hizo el intento de modificar el sistema anterior con

la citada reforma de marzo de 1982, en la ~le se introdujo Un nue-

'/0 precepto, el ar~~culo 33 R, ~e acuerdo con el cual, se crea un

Tribunal ConstiturionaJ con 1~ ~unci6n na resolver de manera obli-

gatoria sobre la co~~atitilirlad de las Jey~s y otras disposicio-

nes normativ~~ ~e los ~rqa~o~ ~nperinreB y de car~cter centrñl

del Estado. La? 0ecis~ones 00' cit~do 0r~~nismo debep. cornunicar-

se al Parlamentr (Dieta), ~ero el pro~io tribunal est~ facultarlo

para tomar las medidas necesaricls para dejar sin efecto las con-

~radicciones que advierta entre la ley iMpugnada y IR Carta run-

damental. Los integrantes del (,it~ño tribunal son designados por
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la Dieta entre juristab distinguidos y una vez nombrados, loa ma-

gistrados, son ~adependientes y 8st«n subordinados dnicamante a

la Constitnci(Sn. ,Sin ernb9rqo, hast:a la fecha y en forma similar

a lo ocurrido en Checoeslovaqu!a con una reforma semejante, no

se ha cre~do efectivamente dicho tribunal por la ausencia de la

ley org4nica prevista en el nuevo precepto constitucional.
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N O T A S

(1).- Cfr. Cappelletti, Mauro, RNecesit' et 1eqitimitb 6e la jus­

tice conatitutionnella", en la obra oolectiva Coura c~n.t~­

tutionnellea europdennes et droita fondamentaux, Paria, 1982.

pp. 461-493.

(2).- Al reapecto puede consultarse el reciente y crítico libro en

el c..ual 8e adopta un oriterio opuesto a la labor política d,e

la Corte Suprema Federal de los Eatados Unidos, de Berqer,

Raoul, Government by Judicia!Z, Cambri4qe, "s.achusett8, 1977.

(3).- Cfr. schmitt, Carl, La defe~aa de la eon8tituci~n (Dar Hdater

der Ver~assunq), trad. de Manuel S4nchez sarto, Barcelona, 1931,

esp. pp. 21-89; Y Kelsen, Hans, "eh! de.'essere il custode ~lla

Costituzione " (Wer so11 dar Hdtte~ dar Verfassunq aein?, publi­

cado inicialmente en 1931). trad. al italiano de Carmelo Geraci,

en el volumen que contiene varios trabajos del ilustre fundador

de la Escuela de Viena, La giustizia coatituzionale, Milano,

1981, pp. 231~291.

(4).- Sobre la situaci~n en la segunda posguerra, puede consultarse

entre otros el c1481co estudio de Bachof, otto, Jueces y cons­

tituci6n, trad. de Rodrigo B,ercovitz Ro<irtquez-C4no, Madrid,

1963.
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(5).- ~El tribunal constitucional alem~n (¿modelo p&ra España?)", en

Boletín Mexicano de Derecho Comparado, Ndm. 38, mayo-agosto de

1980, pp. 471-493.

(6).- ~dicial Politiqs in Weet Ge1~nx, cit. 8uEr~ nota 5, en espe­

cial pp. 299-303.

(7) Rl punto de "ista 1a1 nt'of!osor i{()m!j(rrs es conparticlo con alqu-

nos M~tices pryr los tratadistas alemanes ~age, Friodhelm y

Ruete, Mathiaa, "Constitutiona1 Court and Constitutional Ideoloqy

in West '"ienuanv", en Inter!lational journal of the socloloqx

of law, aqo!!lto de 1992, pp. 267-276.

(8) •

(9) •

:lO) •

;m el ndnoro corr(~spon\Jiente a los meses ~c ,li)ril-junio de 1981,

y agrup&ndose los trabajos ~resentadoE en dicha reunidn acad~-

mica bajo el título gen~rico do La protection des droits fun­

damentaux par les juridi~~ions constitutionnel1es en Europe,

pp. 252-611.

Este magnífico volumen editado por el distinguido jurista fran-

c~s r~Ui8 Favoreau, fue publicado en coedici~n ~or la conocida

editorial Econdmica y por la imprenta Universitaria d'Aix-

Marseille, y aparecid en Paris en mayo de 1982. Est4 precedi-

do por un penetrante prefacio redactado por el notable co~pa­

ratista Andrf Tunc.

Frefacio, op.u1t.cit., p. 11.

'11) .- "Rapport gén4ral introductif", op.ult.cit~ I pp. 25-51.

12) • nproc~duras et tachniques de proteetion des droits fondamentaux·,

op.ult.cit., P9. 55~104; 105-164; 165-186; 187-100, respecti-
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vamente. El debate sobre este terna aparece en las pp. 201-222.

(13).- Qp.u1t.cit. pp. 102-104.

1

(14).- "Objet et port~e de la protection des dro1te fondam~ntaux",

op.u1t.cit., pp. 225-239, 241-301; 303-334; Y 345-381, respec-
I

tivamente, con una comunicaci~n oral del profesor Iéopoldo Elia,

pp. 335-339, Y el debate en pp. 384-407.

(15) •
~

"Le role de la Cour de Justice des Cornmunautds Europdennes",
/

DTechniques de protection", y "Objet et portee de la protection W

op.ult.cit., pp. 411-427, 429-451, re8pec~ivamente, y los de­

bates, pp. 453-460.

(16) Cit. 8up~a nota 290, Comunicaci~n oral pp. 494-501, debates pp.

503-516.

(17)._

(18) ._

(19) ._

(20) tI-

(21) ._

(22) ._

(23) •

Op.ul~.cit., pp. 464-475.

Op.u1t~oit., pp. 475-483.

Op.ultc.cit., pp. 483-49+.

\"Rapport de sythese", op.ult.c!t., pp. 517-521.

Qp.ult.cit., pp. 521-528.

Op.ult.cit., p. 529.

Cfr. el folleto sobre la inauquraci6n de las funciones de este

organismo, El Tribunal Constitucional, Madrid, 1980.

(24).- "El "status n del Tribunal Constitucional u
, en Revista española

de derecho constitucional, Ndm. 1, Madrid, enero-abril de 1981,

pp. 11-34. Resefia de Jorge Carpizo, en Boletín Mexicano de de-
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.-25)

racho cOmparado, Ndm. 49, enero-abril d~ 1984, pp. 245-248.

Lo demuestran loa cuatro voldmenes publicados por el Tribunal

Constituoional español y que oontienen la8 8entencias y los au­

tos pronunoiados por dicho tribunal desde el inicio de sus fun­

ciones hasta diciembre da 1932. Jurisprudencia constitucional,

Nadric:1, tomos primero y segundo, dicienGro de 1932, torno tercero,

o~tubre de 1983; y tomo cuarto, febrero de 19r4.

(26) .,- Cfr. oomo una muestra, el inventario de loa "Materiales para el

estudio de la juri8dicci~n constitucional", elaborado ~or Muñiz,

Jaime Nico14s, y Blanco Canales, Ricardo, en Revista de Derecho

Político, Ndm. 16, Madrid, invierto 1982-1983, gue en lo rela­

tivo al sisten~ español se aborda ~n las pp. 339-352.

(27),.- Cfr. la biblioqraf!a mencionada en el trabajo citado en la nota

anterior, pp. 346-352.

(2 8).- Dicho ndmero monogr~fico de la mencionada Revista, contiene los

8i~iente8 trabajos, S4nchoz Agesta, Luis, -La justicia consti­

tucional-, pp. 7-26; Rubio Llorente, Francisco, MDe~ Tribunal

de Garantías al Tribunal Constitucional-, pp. 27-37; Mart!n­

Retortillo Baquer, Lorenzo, RAntitormalismo y onjuiciamiento

efectivo en al sistema de la justicia conBtituci~aal", primera

p~rte, pp. 3~-64, Y la segunda en el n(1moro 17 de la propia Re­

vista, ~rimavera de 1983, P? 177-201, Guaita, Aure110, "El re­

curso de amparo contra tribunales", pp. 65-91; Almagro NOBete,

Jos', WTutela procesal ordinaria y privilegiada (jurisdicci6n

constitucional) de los intereses difusos", pp. 93-107, Remiro
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Brotons, Antonio, "Controles nr~ventivog y reparadores de la

constitucionalidad intrínseca de los tratados internacionales",

pp. 109-141; Elizalde, Jos', "Observaciones sobre el papel del

Tribunal Constitucional en la delimitación de co~etencia8 en-

tra al Estado y lao Comunidades Aut~nomas", P? 143-166, Alba

navarro, Manuel, "El recuruo previo de lnoonst1tuc!onalidad oon-

tra proyectos de ley orq«nica", pp. 167-l82~ a los cuales de­

ben aqreq3rse varias notas sobre el terna redactadas por TomAs

y Valiente, Francisco, "La defensa de la Constituci6n", pp.

185-192; S~nchez Gonz~lez,Santiago, "La competencia del Tribu­

nal Constitucional en materia de conflictos; una breve nota 80-

bre una cuesti~n conflictiva", pp. 193-200; Y Garc!a Belatinde,

I~m!nqo. ALa lnfluoncia española en la Constituci~n peruana.

A ?~o~sito del Tribunal de Garantías Constitucionales·, pp. 201-

207.

(29). - No es posible mencionar los trabajo8 incluidoH 'tsn esta obre mo-

nun~ntal, pues llegan a set8n~, elaboxados por los mas desta-

cado8 especialistas españoles sobre el ~ema, y se incluyen tam-

b~'n 10G estudios de algunos italianos, como los conocidos tr&-

tadistas Giu8eppe Manzari y Alessandro Pizorusso. Los tree

voldmenes tiene una extensidn de 2813 pp.

3 O) • La primera sentencia del Tribunal Constitucional espafiol recay6

sobre el recurso de amparo interou8sto contra una dec1ai6n 1u­

dic!al y en el oual 88 plante(S la constitucionalidad de 108 efec-

toe de un fallo de loa tribunélles candnicos, Jurisprudencia

Constitucional, tomo primero, Madrid, 1982, pp. 1-13.
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l. - Este fallo reoay6 sobre el recurso de inconstitucionalidad pro-

movido por cuarenta senadores, contra la ley 11/82 de 13 de

abril de ese año, sobre supresi6n del organismo aut~nomo "Me-

dios de Comunicac1~n Social del Estado", recurso que fue de­

sestimado contra el voto particular el magistrado Manuel Diez

de Velasco Vallejo, quien ~ro~uso un~ reBoluci~n favorable a

la reclamaci6n. ~uri~2rudencla ~stit~cion31, tomo cuarto,

Madrid, 1934, pp. 381-590.

:2) • Tomo I, Madrie, 1981; tOl;¡O 11, ~adr1(1, 1982, tOI"'.O 111, Vol. l°,

Mad r id, 1 98 3 •

33).- Esta secci6n de jurisprudencia constit~cional S~ iaici6 con la

cr6nica de 1980, elaborada por el conocido tratadista Fern4n-

dez, To~&-Ram6n, en el n~mero 11 de la mencionada R~vist4, co-

rrespondiente a otoño de 1981, pp. 219-224; Y se transform6 en

colectiva de~artamental en el ndmero 12, invierno 1981-19~2,

pp. 309-351; nd~er~ 13, ?rimavera de 1982, pp. 265-281; ndmero

14, verano de 1992, pp. 171-196; ndmero 15, otoño de 1992, pn.

287-306; nttrnero 16, invierno 1992-1983, pn. 2~5-2761 n~ero 17,

primavera de 1983, pp. 257-280; n~meros 18-19, verano-otoño de

1983, pp. 277-298; Y ndrnero 20, invierltlo 1983-1994, np. 209'-'-42.

(34)._ "Dos años de jurisprudencia constitucional española ", en Revis-

ta de derecho político, ndrnero 17, ''!'-7l r lrid, oriHavera de 19J13,

~~ment~les, ~~. 3J-17.

3 5) . - eoPr o'" \l' 4-- C"'; r " \t) "_' 3.a '"'_o ".- •_ • . J. 1• .J._ ....... J.L._., .. " _
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analiza el autor, dos terceras ~rte8 ~e los fallos pronuncia-

dos por ~l Tribunal Constitucional espa~ol recayeron en recur-

sos de amparo.

Sobre el origen militar del r49imen revolucionario portugu's y

al car!cter tranuaccion.'ll de la Carta ~le lj76, inclusivo .3n

la regulaci~n de la jus;:icia constituciO!la1, cfr. vorgottini,

G!lJSe:->pe de, 1.0 or istini deJ.la secon.1a Repu!?lica port09:hese,

:·tilann, 1977, especialmente pp. 231-~3q.

37) •

38 ) •

cfr. antro oc.roo, GOí.'.es Callotilho, Jos~ JoaquL'1l, Direito cons-

titucional, 28. !d., Coimbra, 1960, ~p. ~33-469; Go~es Canotil-

ho, J. J., y ~toreir::l, Vi ta.l, f.gn8ti t..¡i",áo la. :~cp{t,)li~a Portuguesa

Anotada, CoiMbra, 19,r~O, ?? ·176-437, ~94-S08¡ ~1iranda, Jo~<;e,

A Cons~itui9a~ de 197G. Formagao, es~ructura, principios fun­

déLne!1t::lis, Lisboa, 1978, pp. 12R-1S4¡ Id., Direito constitucional

co~p.ra~o, Lisboa, 1977-1978, pp. 537-629; Ferreira, Fernando

Amancio, "Controlo da cnnstitucionalidade" , en Fronter~, abril

de 1978, ppe 67-94; Sousa, Marcelo Rebelo, de, Direito const!­

tuc1.onal la Introduyao a teoria da Con8titui9~O, Braga, 1979,
1\

pp. 382-397, Durao Barroso, J08~, uO recurso oara a Comi8sao

Conat,i tucional ~ Cancelto e el¡trutura", en EstudoB sobre a

constituiqao, Vol. 3, Lisboa, 1979, ~p. 707-722.

Cfr. Pareceres da Co~issao constitucional, el primer volumen se

pub1io6 en 1977, y el ~lti~o en 1983.

\9). - Cfr. sobre! esta instituci6n, :E'ix-Za~"1udio, Hdcto~, "Reflexiones
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clona1, 1979, M~xloo, 1980, pp. 139-140, Id. La proteccl~n pro­

cesal de los derechos humanos ante 1a8 juri8dloalonos naciona­

les, Madrid, 1982, ~p. 326-329.

O) . - Como un ejemplo, entre otros, podemos citar la deciaidn rronun-

ci~Qa nor el Consejo de la Revoluci~n el 19 de abril de 197n,

con a~oyo en el dictamen ~ormulado nor la Comieidn Con8~itucio-

nal el 11 del pronio qbril, debidü a la oetici6n formulada por

el Promotor de la Justicia para que se declarase la inconati­

tuc,lon~lidad de varias fracciones dal artículo 418 del cd4igo

Procesal Penal, en virtud de que las mismas infringían los de­

rechos del acusado, especialmente los relativos a su defensa

en el proceso panal, establecidos por los incisos 1 y 6 del ar-

t!culo 32 ne la Carta Fundamental. El fallo declar6 la incons-

titucionalidad de las mencionadas disposiciones leqis1ativas,

'"Cfr. Pareceres da Comissao ~on~tituciDnal, vol. 5°., Li8bo~,

1979, diotamen 12/78, y rosoluciÓn 62-781 pp. 79-05.

11) • - . TaI"\bi~n Be ha aCG~tarlo en la jurisprudenci~ del Tribunal Con!~··

titucional aleJ:T\!:n, este tino de lnconstltuclonalldl'1 negativa

o por omisi~n, ef. Frisch Phili~p, Walter, y Torres Eyras,

Sergio, "Inconstitucionalidad de las oMisic~!les legislativas en

Al~mania Occiaental y en Mé"ic~", cit., sunr"l not.-\ 115, ?p. 45-

53.

2) .- Cfr. S4chica, Luia Carlos, ~control d~ ~onstitucionalidad,

Bogot~, 1980, op. 141-152, quien califica dicha reforma consti­

tucional como transaccional.
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43) .- Cfr. S«chica, Luis Carlos, op.ult.cit., hace referencia al ~un­

cionamiento de la Sala Constitucional de aouerdo con la refor-

roa de 1979, pp. 57-71.

[44) .• - Cfr. S~chica, Luis Carlos , Constitucionalismo colombiano, 7a.

~ ., ~00("1t~, 198 3, o. 18.

adn en la aitun.ci6n .:lctULl'. 'll.lr. (~5 1,. 0'Uü 3f; :~~tableci6 en 196R,

la Corte: nas ~rhitro de los centros d~ decisi6n pol!tica y, en

consecuencia, comparte ese poder, reafirm&ndose el princi~io

de colaboraci~n orq!nica y la idea de qobierno de la ley, en

que se inscribe nuestro oonstitucionalismo-. Debido a la üe-

claraci6n de ~mconstitucionali~advuelve a tener v~lldez el sio-

tema establecido en las reforMas rle 19G3, y por al10 debe con-

sultarse el libro del mismo (tutor, El control rle constituciona­

lidad y sus mecanisnos, Doqot~, 1973, cuoecialrncnta pp. S1-110.

46). - Cfr. Garc!a Bela<1nde, Domingo, liLa tfHeva Conr;tit;\::'i6n peruana",

en Boletf~ l~exicfu¡O ne D¿recho Com~dr~do, n~ncro 40, enero-abril

de 1931, V0. 2~J-3~2; I~. La influ~ncia 2s~afio13 en la Consti-

t,-.ci.6n ;:(;:;'U,:Ll:i, cit., sunY"A nota 1'7, !J~). :-'01-?07.

7) .- cfr. silva HascunJ!n, Alej~ndro, "La rTcnora(:::i6n de 103 gabernila-

tes: el proyecto democráti.co para lJv rt ' , ~¡"i 01 nu.~,\~ro ..Jnúgr.:$'-

fico de la Rt3viG1;.8. da Derecho I'úblict.), ~~·tíru. 2"-3("), Santiii':'J,- -- .-. -
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De acuerdo co~ esta áis~osici6n tran3itoria, cuando se ~er~c1ona

al Congreso, en tanto no se establezca plenamente el or,len cons­

titucional, deoe entenderse que el ~rece?to se refiere a la Jun­

ta Militar de Gobi~rno.

En la parte relativa del citado artículo 20 de la citada Carta

Fundamental, se dispone: "El que por causa de actos u omisiones

arbitrarias o ilegales, sufra privaci6n, ~ürturbaci6n o amenaza

enrel legítimo ejercicio de los derechos y garantías estableci­

dos en los artículos ••• podrá ocurrir por sr o por cualquiera

a 8U nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que adop­

targ de i~~edla~o las providencias que ju~que necesarias para

restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protec­

Li6n del afectado, sin oerjuicio de lo~ dem's derechos que pue­

da hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondien­

tes.- Proc~derd, tambi~n, el recurso de protecci6n en el caso

del n4mero 8 0 del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un

medie ambiente libre ~e contaminaciÓn sea afectado por un acto

arbitr~rio O ilegal imputable a una autoridad o persona deter­

minada." Cfr.. el documentado libro de Soto Rloas, Eduardo/~l re=

curso de protecci6n. or!gen~, doct~ ~na_y jurisprudencia, San­

tiago, 1982.

(50).- De acuerdo con el artículo 84 constit~cional: RUn tribunal eApe­

cla1 que se denominarg Tribunal Calificador de Elecciones, cono­

cer' del escutrinio general Y' de la calificaci6n de las eleccio­

nes de Presidente de la Repdbllca, de diputados y senadores; re-
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solver' las reclamaciones a que dieren lu~ar y proclamar~ a 108

que resulten elegidos. Dicho Tribunal cot19cer4, as!m1smo, de loa

plebiscitos y tendr4 las demfs atribuciones que determine la e

ley••• "

1).- El art!culo 87 de la Constituci~n de 1930, califioa a la Contra­

lor!a General de la Repdblica como "organismo autdnorno". El

Contralor General ser~ designado por el Presidente de la Rep~­

blica con acuerdo del Senado (cuando se restablezoa) adoptado

por la mayoría de 9US miembros en ejercicio, ser! ~namoviblG

en su cargo y oesar' en ~l al cumplir 75 años de edad ~ Cfr.

Argandofia, Manuel Daniel, "Control jurisdi.ccional sobre las

deoisiones de la Contralorla General de lSl Repttblioa", en la

~vis~a de Derecho Pdblico, oit., supra nota 336, pp. 239-264.

52j.- Ver disposicidn de la Ley Org4nica mencionada en la nota 337

de este trabajo.

?3).- En la parte relativa del artíoulo 141 de la Const1tucidn ecua­

toriana en su re~ de 1983, S8 dispons8 •••• "8e deolara 88­

p!cialmente punible el desaoato 8 las observaciones del Tribu­

nal (de Garantías Const.itucionales) ¡ pudilllndo inclusive pedirse

la remooidn de quien o quienes inourran en el mismo, al res­

pectivo suporior jerdrquico, sin perjuialc) de la aceida penal

a que hubiere lugar. - CUando el acusado fuere uno de los tun­

cioDAtio8 comprendidos en el literal o) dGl art!oulo 59 de 88­

ta COnstit.uoit5n (altos funoionarios datos de inmunidad proce­

a.l), elevar. el expedienu oon 8tl respectivo diotamen al Con-.

qr••o, y ouando el d...cato fuere oometido por un orCJaDiaao co-
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l~ivo, .. d.~erMinarb las reaponaabl114a4•• indivi4ual•••

La ley Z'e91_Duzo. el ejU'oiol0 de ••ue atrihucionea y loa

lt.i~.. 4. la oa.petenoia d81 Tribunal r.speoto de los drqano.

jurisdiccionales ordinario•••• •

(54) .- Sobre la ••oaea ao~uaolan 4e la Corte 4. COft8~1~uoionali4adda

la COD8t.itucitSn, Guateaa1a, 1983, pp. 60-64, 72-78.
• d

"( 55).- SObre el aistema socialista de juaticia constitucional, Ofr.

Pix-ZlUlUd10, R'ct.or, La prC!.t.ec:c16n prext8sal de loa derechos hu­

-.nos ant.e la8 juria4iocionea naoionalos « cit. supra nota 328, .

pp. 233-279.

(56) - Sobre l,s reforma ' ~n8tituo1onal de 1976, ctr. Lopatka,' Adara,

aLea modifioatioDa appor~4e8 a la Con8ti~ion de la ~dpublic

Popu1aire d. Poloqne-, en ~o!t Polonais ~ontmro?Orain, Ndm. 3-4,

Varsovia, 1976, pp. 5-15.

457l- DQ acuerdo con 108 artículos 29 y 30 de la reformada Conatitu-

aitSn polaca, el Consejo de Estado se inteqk'A por ouatro vice­

presidentes, el presidente, el 8ecretal~io y o~ce vocales, todos

ellos electos por la Dieta en su primara aesi6n entre lo~ di­

putado., y dantro de sus faoul tades se encuentra..Tl la8 de velar

por la constitucionalidad d4j las leyes y establecer la inter­

preeac16n universalmente obliqatoria de la8 mismss.

·(~a~._ Cfr. Geber, Stan1.1aw, -Le controle de la conatitutionna1ie8

de. 10!8 danll la ~publlque populaire de Pologne w, en Oro!t
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eglonaia ecmt!!pOra1D, N&. ~5-46, Vareov!., 1'.0, pp. 5-16.

B1 texto del 4eer.u> de l~ c!~ julio 4e !Jj79, •• uuaarlbe

en l •• pp. 100-101 d. la ai_ publlaac1dn.



Los derechos humanos en los sistemas de protecci6n

nacional: 1íltimos cambios en Latinoamérica

~ ~

APENDICE DE ACTUALIZACION

Héctor FIX-ZAMUDIO

SuMARIO: l. Ava~,'ces en t.uanto a la iroplant~ci6n del dere-

cho de amparo. II. Los 1íltimos años en el desa-

rrollo del sistema europeo de los tribunales cons-

titucionales. 111. Su creciente influencia en La-

tinoamérica. IV. Aspectos recien~~s en el ámbito

socialista. V. Contin1ía la expansi6n d€l Ombuds­

roan y existe posibilidad de su introducci6n en los

ordenamientos latinoamericanos. VI. Bibliografía

básica reciente.

l. Avances en cuanto a la iroplantaci6n del derecho de amparo.

l. En los dltimos años se ha logrado una ampliaci6n del dere-

cho de amparo a trñvés de nuevos ordenamientos en los países que

ya lo consagraban o bien su introducci6n en la legislaci6n de Uru-

guay, que no lo consignaba, de manera que se a~vierte la tenden-

cia, acrecentada con la restauraci6n de la no~~alidad constitucio-

nal en varios palaes de Latinoamérica, hacia el establecimiento de

un derecho de amparo latinoamericano, de acuerdo con lo dispuesto

por el artículo 25 de la Convenci6n Americana de los derechos Hu-

manoa, suscrita en San José en noviembre de 1969, en cuya parte

conducente se dispone que: "Toda persona tione derecho a un re-
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curso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante

los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actoas

que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Consti­

tuci6n, la ley o la presente Convenci6n, aun cuando tal violación

seft cometida por personas que actGen en ejercicio de sus funciones

·oficiales ..• "

2.Se uan promulgado tres nuevas leyes de amparo: la nicaragüen­

se de 28 de mayo de 1980, la Ley Peruana de habeas corpus y de am­

paro promulgada ~l 7 de diciembre de 1982, así como la Ley de am­

paro, exhibici6n personal y de constitucionalidad, expedida por

la Asamblea Nacional Constituyente de Guatemala el 8 de enero de

1986.

3. Por otra parte, se han expedido nuevas Constituciones en Hon­

duras (11 de enero de 1982), que ahora regula el derecho de amparo

en su artículo 183; en El Salvador (15 de diciembre de 1983), la

que consagra el amparo en su artículo 247, y la de Guatemala (31

de mayo de 1985), que se refiere al propio instrumento titular

en su artículo 265. Con la excepción de la mencionada ley guate­

malteca de 8 de enero de 1986, los ordenamientos constitucionales

de Honduras y El Salvador no modifi~aron sustancialmente las leyes

reglamentarias de los derechos de amparo, habeas corpus y de cons­

titucionalidad, de 1933 y 1960, respectivamente.

4. Tampoco se introdujeron modificaciones esencialEs a la legis­

laci6n panameña con motivo de la importante reforma que se hizo a

la Constituci6n de 1972, por el Acto constitucional de 4 de mayo

de 1983, si bien actualmente el derecho de amparo se consigna en
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el artículo 50 de la citada Ley Fundamental.

5. El gobierno militar chileno introdujo un instrumento espe-

cífico de protecci6n'de los derechos fundamentales, con el nombre

de recurso de protecciÓn, para sustituir el anterior recurso de am­

paro (equivalente en realidad al habeas corpus) de la Constituci6n

de 1925.

6. Este recurso de protecciÓn fue consagrado por el Acta Insti-

tucional ndmero 3, publicada el 13 de septiembre de 1976 y fue re-

glamentado por el Auto Acordado de la Corte Suprema de 2 de abril

de 1977. Segan estos ordenamientos, el citado recurso tiene por

objeto proteger los derechos humanos consagrados constitucionalmen-

te, contra los actos violatorios de las autoridades pGblicas. El

propio instrumento fue incorporado al artículo 20 de la Constitu-

ci6n autoritaria aprobada por plebiscito de 11 de septiembre de

1990 Y promulgada el 21 de octubre siguiente.

7. Debe destacarse la decisión de la Corte ,Suprema de Justicia

lítico Administrativa, por la cual modific6 su anterior criterio

establecido en su fallo de 24 de abril de 1972, en el sentido de

-!!.Vque/se podía interponer ~l recurso de amparo constitucional:'en

tanto no se expidiera la ley reglament~ria respectiva. En su re-

soluciÓn más reciente, la Corte di~;puso que se puede ejercitar el

propio amparo no obstante lil ausen(~ia, de dicho ordena~iento, con

lo que di6 lugar a una crecie~te j~~risprudencia de los tribunales

venezolanos sobre este instrumento tutelar. Con este motivo ha

renacido el interés en regular dicho derecho de amparo, por lo que
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se han presentado varios proyectos ante el Congreso de la República.

8. Finalmente, en el artículo 6 0 inciso e) del Decreto constitu­

cional número 19 de 15 de agosto de 1984, expedido por el gobierno

militar uruguayo corno instrumento de tr~nsito hacia la restauraci6n

de la normalidad constitucional en el año de 1985, se introdujo la

acci6n de amparo que puede ser interpuesta por cualquier persona

contra todo acto u omisi6n de las autoridades o de particulares que

en forma actual o inminente lesionen, restrinjan o alteren, con

ilegitimidad manifiesta, cualesquiera de los derechos y libertades

reconocidos por la Constitu9i6n, con excepci6n de la libertad per­

sonal tutelada por el habeas corpus.

9. Si bien todavía no se ha expedido la ley reglamentaria corres­

pondiente, los tribunales uruguayos han conocido y resuelto los jui­

cios de amparo que se han promovido de acuerdo con esta disposi­

ci6n, al sostener la tesis de que la falta de dicho ordenamiento

no puede ser obst~culo para el cumplimiento del precepto de rango

constitucional invocado, debiendo llenarse las lagunas existentes

por integraci6n mediante el fundamento de leyes análogas, princi­

pios generales de derecho y doctrinas generalmente admitidas.

11. Los últimos años en el desarrollo del sistema europeo de los

tribunales constitucionales.

10. El Tribunal Constitucional español tiene poco tiempo de fun­

cionamiento, si se toma en consideraci6n a~e inici6 ~us activida­

des el 15 de julio de 1980, no obstante lo cual ha realizado una

intensa y dinámica actividad de justicia constitucional en los di-
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versos sectores de su competencia, pero particularmente en el campo

de los recursos de amparo y de inconstitucionalidad en los cuales

ha pronunciado fallos de gran trascendencia.

11. Como se ha puesto de relieve por la doctrina, un número con­

siderable de fallo8 del Tribunal han recaído sobre recursos de am­

paro en los cuales se impugnan actos o resoluciones que afectan di­

rectamente los derechos humanos consagrados constitucionalmente,

con la posibilidad, establecida por las resoluciones del citado 6r­

gano de justicia constitucional, de combatir tambi~n la inconstitu­

cionalidad de las disposiciones legislativas en las cuales se apo­

yen dichos actos o resoluciones que afectan directamente a los de­

rechos humanos consagrados constitucionalmente.

12. Con motivo de la reforma constitucional promulgada el 24 de

septiembre de 1982, que consolidó el r~gimen civil al suprimir al

Consejo de la Revoluci6n de integración militar, se hicieron im­

portantes modificaciones en el sistema de justicia constitucional

portuguesa, al crearse el Tribunal Constitucional en los artículos

284 y 285 del nuevo texto fundamental, regulados por la Ley sobre

organización, funciones y procedimiento del propio Tribunal, pro­

mulgada el 3 de noviembre del mismo año de 1982.

13. El nuevo Tribunal Constitucional asume las diversas atribu­

ciones que anteriormente correspondían tanto al Consejo de la Re­

volución como a la Comisión Constitucional, especialmente las re­

lativas al control de la constitucionalidad de las leyes, tanto

de car~cter preventivo como con posterioridad a su promulgación, ya

sea con efectos particulares o de carácter general, as! corno algu-



- 6 -

nas otras" atribuciones de carácter electoral que se confirieron

iricialmente al Supremo Tribunal de Justicia.

14. De acuerdo con los preceptos constitucionales y legales men­

cionados, el Tribunal Constitucional está integrado por trece ma­

gistrados, de los cuales, jiez son nombrados por la ~samblea de la

República y los tres restantes por cooptaci6n.

111. Su creciente influencia en Latinoam~rica

15. Ha continuado en nuestra Regi6n la tendencia reciente

hacia el establecimiento de tribunales constitucionales especiales,

de acuerdo con el modelo austríaco, que se insertan en la tradici6n

angloameric¿~a de la desaplicaci6n de las disposiciones legislati­

vas por los jueces ordinarios en los procesos concretos en los cua­

les se plantean las cuestiones de inconstitucionalidad.

16. A trav~s de estas jurisdicciones especializadas, que coe­

xisten con el sistema de los efectos particulares, se han intro~

ducido acciones o recursos de inconstitucionalidad que se tradu­

cen en la declaraci6n general de inconstitucionalidad de los or­

denamientos impugnados, estableciéndose, así una aproximaci6n

entre los dos grandes modelos, es decir, el americano y el aus­

tríaco de justicia constitucional.

17. En este sector, cabe recordar que el Tribunal Constitu­

cional creado por la reforma de 1970 a la Carta chilepa de 1925,

fue suprimido por el golpe militar de septiembre de 1973. Sin

embargo, el mismo régimen castrense restableci6 dicho Tribunal

con funciones muy similares a las que tenía con anterioridad, en
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los artículos 81 a 83 de la nueva Constituci6n aprobada en plebis­

cito de 11 de septiembre de 1980.

18. No obstante que el 6rgano legislativo se encuentra en

suspenso, debido a varias disposiciones transitorias de la cita­

da Carta Fundamental, la Junta de Gobierno expidi6 la Ley Orgá­

nica de dicho tribunal, con fecha 12 de mayo de 1981, la que en­

tr6 en vigor y se constituy6 dicho organismo judicial)el que tie­

ne un funcionamiento artificial, puesto que sus principales acti­

vidades se refieren a la resoluci6n de controversias entre los

6rganos de gobierno, especialmente entre el Congreso y el Ejecuti­

vo, pero como el primero todavía no se ha restablecido, sus atri­

buciones legislativas las ejercita la Junta Militar de Gobierno.

19. El Tribunal de Garantías Constitucionales creado por los

artículos 296 y 297 de la Constituci6n peruana de 1979, que entr6

en vigor en julio de 1980, fue regulado por su Ley Orgánica expe­

dida por el Congreso de la Reptíb1i.ca el 19 de mayo de 1982, de ma­

nera que dicho tribunal ya entr6 en funciones.

20. Tambi~n ha sufrido modificaciones el régimen del Tribunal

de Garantías Constitucionales regulado por la Constituci6n ecuato­

riana de enero de 1978, en virtud de la reforma al artículo 14f

de dicha Carta Fundamental, promulgada el primero de septiembre

de 1983, precepto que considera punible toda resistencia de las

autoridades para cumplir con las resoluciones de di.cho organismo,

sobre la inconstitucionalidad de las disposiciones legislativas

o de los actos violatorios de los derechos humanos. Esta reforma

entr6 en vigor el lO de agosto de 1985.
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21. Deben destacarse cambios significativos en el ordenamien-

to de Guatemala, en virtud de la reciente Constituci6n Política ex-

pedida el 31 de mayo de 1985, que entr6 en vigor en febrero de 1986,

al restaurarse la normalidad constitucional. Los artículos 268 a

272 de dicha Ley Fundamental establecen una Corte de Constituciona-

lidad, pero con lineamientos diversos del organismo del mismo nom-

bre de la Carta anterior de 1965, pues la actual tiene carácter

permanente. Su funci6n esencial, de acuerdo con lo dispuesto por

el citado artículo 268, es la defensa del orden constitucional.

La organizaci6n y competencia del mencionado tribunal constitucio-

nal están reglamentadas por el Título Cinco, artículos 149-177 de

la mencionada Ley de Amparo, exhibici6n personal y de constitu-

cionalidad, de 8 de enero de 1986.

22. Dicha Corte de Constitucionalidad guatemalteca se inte-

gra con cinco magistrados titulares con sus respectivos suplentes,
•

pero cuando deba conocer de asuntos de inconstitucionalidad en con-

tra de la Suprema Corte de Justicia, del Congreso o del Presiden-

te o del Vicepresidente, de la RepOblica, el nQmero de integran-

tes se elevará a siete, escogiéndose los otros dos magistrados

por sorteo entre los suplentes. Los magistrados duran en su en-

cargo cinco anos y son designados cada uno por el Pleno de la Su-

prema Corte de Justicia; el Pleno del Congreso; el Presidente de

la RepGblica en consejo de Ministros; el Consejo Superior de la

Universidad de San Carlos, y ~a Asamblea del Colegio de Abogados

(artículos 269 Y 270 de la Constituci6n, 150-151 de la Ley Regla-

mentaría).
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IV. Aspectos recientes en el ámbito socialista.

23. En los ordenamientos socialistas no se advierten cam­

bios sustanciales al sistema predominante de tutela de los dere­

chos humanos a través de la labor de la Procuratura, con la ten­

dencia que se ha reforzado en la Constituci6n Federal Soviética

de 1977 hacia la posibilidad de impugnaci6n de los actos viola­

torios de estos derechos ante los tribunales ordinarios, pero que

todavía se encuentra en un período inicial en la propia Uni6n So­

viética, y en período de mayorJgS4~dUC en aquellos países que,

si bien siguen el paradigma sovi~tico, han desarrollado un sis­

tema de impugnaciones ante las mismas autoridades administrati­

vas o los 6rganos judiciales.

24. Sin embargo, podemos señalar un avance hacia los princi­

pios occidentales de protecci6n de los propios derechos humanos y

el control judicial de constitucionalidad de las leyes, en el or­

denamiento constitucional polaco:

25. De acuerdo con los antecedentes de los tribunales cons­

titucionales establecidos en las Cartas federales de Yugoeslavia

de 1963 y 1974, que se encuentran en funcionamiento, y el intento

que se efectu6 en la reforma constitucional de 1968 a la Carta

checoeslovaca, pero que carece de la ley orgánica respectiva, se

introdujo en la Constituci6n polaca un Tribunal Constitucional en

los artículos 30 a 33, y 33 a,a 33 b, reformados el 26 de marzo

de 1982.

26. Las atribuciones esenciales de este Tribunal se contraen

a la decisi6n sobre la compatibilidad de las disposiciones legis-
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lativas y los preceptos constitucionales. Sin embargo, como ocu­

rre en Checoeslovaquia, por falta de ley orgánica, no se ha cons­

tituido dicho organismo.

27. No obstante haberse expedido una nueva Constituci6n de

la Repdblica Popular China el 4 de diciembre de 1982, no se ha

modificado el sistema del control de la legalidad socialista a

traves de la Procuratura, pues se conservan esencialmente las dis­

posiciones de la Carta Fundamental de 1978 en este aspecto, como

lo demuestra la lectura de los nuevos artículos 129 a 133.

v. ContinGa la expansi6n del Ombudsman y existe la posibili­

dad de su introducci~n en los ordenamientos latinoamericanos.

28 La instituci6n del Ombudsman como organismo téc~i~0 con

la funci6n esencial de recibir, tramitar y prvcurar la resoluci6n

de las reclamaciones de los gobernados contra la administraci6n

por la violaci6n de sus derechos e intereses legítimos, especial­

mente los de carácter constitucional, ha continuado su extraordi­

naria expansi6n en diversos sistemas o familias jurídicas, inclu­

yendo los países en vías de desarrollo.

29. En Europa se han introducido recientemente varias ofi­

cinas de esta naturaleza en el ámbito nacional, como ha ocurrido

en Holanda (1982), Y en la Rep~blica de Irlanda (1984), pero tam­

bi~n en la esfera local e inclusive municipal.

30. Un organismo importante con esas funciones protectoras

fue establecido en 1977 en la ci.udad de París, con el nombre de

M~diateur, como el creado en 1973 en el 4mbito nacional francés.
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También en la esfera local pueden mencionarse las instituciones

similares al Defensor del Pueblo español, que se han introduci-

do recientemente en las Regiones aut6nomas, tales como el Defen­

sor del Pueblo Andaluz (1983); Sindic de Greuges de Cataluña (1984)

el Diputado del Coman de Canarias (1985), as! como los proyectos

para introducir el Ararteko Vasco (1983) y el Justicia de Arag6n

(1985).

31. Si bien en América Latina la recepci6n del Ombudsman ha

sido tardía si la comparamos con el desarrollo que ha tenido en

numerosos ordenamientos contemporáneos, sin embargo ya se ad~rte

la tendencia que se difunde con rapidez, para introducir estos or­

ganismos tutelares de los derechos humanos frente a la administra­

ci6n pdblica cada vez más absorbente. Además de varios proyectos

que actualmente se discuten en los parlamentos de nuestra Regi6n".

especialmente en Argentina y Costa Rica, podemos señalar los pri­

meros pasos que se han dado en esta direcci6n.

32. En primer t~rmino, como 6rgano en actividad puede men­

cionarse a la Procuraduría de Derechos Humanos como dependencia

de la Procuraduría General de la Reodblica de Costa Rica, creada

por la ley orgánica de esta dltima instituci6n promulgada el 27

de septiembre de 1982. Dicha-Procuraduría de los Derechos Humanos

tiene la funci6n esencial de defender los derechos humanos de los

aabitantes de la Repdblica, a través de las investigaciones que

considere pertinentes. Para ello recibe las denuncias hechas por

cualquier persona contra funcionarios o autoridades administrati­

vas, así como de la policía. En el ejercicio de sus funciones di-
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dar de Vecinos creado por el Ayuntamiento de la ciudad de Colima,

M~xico, en su acuerdo de 21 de noviembre de 1983, y que después

se institucionaliz6 en la ,Ley Orgánica Municipal del Estado del

mismo nombre, publicada el 8 de diciembre de 1984, en sus artícu­

los 94 y 95. Con estas mismas características, el Conse¿o Delibe­

rante de la ciudad de Buenos Aires, Capital Federal de la Repúbli­

ca Argentina, introdujo un Ombudsman de naturaleza municipal, con

la denominaciÓn de Contraloría General Comunal, en la Ordenanza

número 40, 831, de 17 de octubre de 1985.

36. También merece mencionarse, por haberse introducido por

vez primera en América Latina (con antecedentes en varias Univer­

sidades de los Estados Unidos y de Canadá), el Defensor de los De­

rechos Universitarios creado en el Estatuto aprobado por el Consejo

Universitario de la Universidad Nacional Aut6noma de M~xico el 29

de mayo de 1985.

V. Bibliografía básica reciente

Como la producci6n jurídica de los últimos años en libros ge­

nerales y especializados, artículos de revista, co~entarios legis­

lativos y jurisprudenciales, es enorme, s610 citaremos los traba­

jos que consideramos fundamentales y accesibles, publicados a par­

tir de 1981 en adelante.

Bibliografía

BEGUIN, Jean Claude, Le contrale de la constitutionnalité des lois

en République Fédéra1e d'Al1emagne, Paris, Economica, 1982.
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1

l. Cuarenta años después de la adopción de la Carta de las Na­
ciones Unidas, no puede haber duda de que ha sido la materia relativa
a los derechos humanos uno de los campos en que la actividad de la
Organización ha sido más intensa, uno de los temas respecto de los que
la aplicación de las normas de la Carta ha tenido un desarrollo progre­
sivo más grande y atrevido, uno de los asuntos que ha provocado y pro­
voca más apasionadas controversias y uno de los sectores en que la in­
fluencia de la Carta y de los instrumentos elaborados posteriormente
en base a ella -como resultado, directo o indirecto, de la puesta en
práctica de la aplicación de sus propósitos y principios- sobre el dere­
cho interno y sobre las políticas nacionales ha sido más intensa y tras­
cendente.

Pero, además, la práctica de las Naciones Unidas en cuanto a los
derechos humanos ha provocado cambios sustanciales en el Derecho in­
ternacional, que ha evolucionado aceleradamente en muchos de sus más
importantes capítulos, como consecuencia de la proyección en todo el
Derecho de gentes de criterios e ideas sostenidos o afirmados con refe·
rencia al tema de los derechos humanos.

2. No es posible, en este breve estudio, realizar un análisis y un
balance de todo lo que las Naciones Unidas han significado en estos cua­
renta años en relaci6n con la materia relativa a los derechos humanos 1.

I Un buen resumen de esta actividad puede encontrarse en «United Nations
Action in the Fie1d of Human Rights~, en ST/HR/2/Rev.2, United Nations, Nue­
va York, 1983. La bibliograHa al respecto es enorme e imposible de resumir en un
trabajo de este tipo. Sólo cabe recordar que, pe$C a la antigüedad de la edición
francesa original, París, 1978 (1a edición ~lY.lñola es de 1984), siguen manteniendo
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Sólo cabe intentar hacer algunas reflexiones sobre puntos concretos que
puedan servir como elementos de referencia y de actualización.

Cuando la Carta de las Naciones Unidas cumplió veinte afios, en el
excelente libro que se editó en España para conmemorar ese aniversario,
Julio González Campos publicó un magnífico trabajo de presentación y
de síntesis sobre las Naciones Unidas y los derechos hUf!lanos. Poco
después apareci6 la primera edición de 'a utilísima obra de Antonio
Truyol y Serra Los derechos humanos, que estudiaba el régimen de la
Carta, la Declaraci6n Universal, los Pactos y el Protocolo Facultativo
al de Derechos Civiles y Po1fticos, que entonces acababan de ser apro­
bados pe-'" la Asamblea General, pero que no estaban nún en vigencia 2.

Esta con"libuci6n mía, escrita veinte años después, luego de la aparición
de otros valioslsimo~ aportes de la doctrina española al tema , única­
mente pretende mostrar la evolución cumplida desde entonces, así como
hacer algunas reflexiones sobre la Carta y otros textos anteriores a 1965
con la Perspectiva que dan los años transcurridos y el conocimiento de
la doctrina elaborada con posterioridad al vigésimo aniversario.

Es por ello que su lectura debe integrarse con la del trabajo que
escribi6 en 196.5 Julio González Campos, que, aunque encara la cues­
tión con un enfoque diferente, constituye el presupuesto de estas pági­
n?''' mías.

3. Puede pC't.:cer superfluo e i.nnecesario, pero no puedo personal­
mente dejar de seiíalar la circunstancia, tan qonrosa como satisfactoria
para mí, de haber tenido la oportunidad de participar, en este 40.0 ~ni-

un alto valor 101 trabajos de Egon Schwe1b y Philip Alston y KamIcahcoar Das,
incluidos para deIcribir el sistema de Naciones Unidas en el libro preparado y pu.
bliCldo por 11 UNESCO, bajo la direcciÓn de Karel Vasak, Las áimensiones inttr­
nacionAles de los derechos humanos. En In edición española (Serbal-UNESCO) estos
dos trabajos están en el tomo 11.

i Julio González Campos, «La protección de los derechos humanos en las Nacio­
nes Unidas», en ONU, año XX, 1946-1966, Ed. Tecnos, Madrid, 1966; A. Truyol
y Sena, Los d~echos humanos, 1.- ed. 1966, 2.- ed. 1977, 3.- ed. 1982, 1.- reimpre­
sión 1984, Ed. TecnQS, Madrid.

J Por ejemplo, Jc* Antonio Putor Ridruejo, Lecciones de Derecho ;nternaáonaJ
públi&o, 2.- ed., Madrid, 1983, p'p. 233-257; Curso de Derecho internacional pú­
bli&o, TecDOI, Madrid, 1986, píp. 184-206; Juan Antonio Carrillo Salcedo, Sobe­
ranEa del EstlUlo 1 D~tcho internacional, 2.- ed., cap. plimero, 1; Julio Gonz4lez
Camj)Ol, Luis I. S4nche2 Rodrlguez, M.- paz Andr~ Sáenz de Santa Marfa, Curso
de Derecho ;ntertl4C;onaJ públi&o, vol. 1, 3.- ed., Oviedo, 1983, cap. XXIII: «La
protección internacional de la persona humana»; Manuel Diez de Ve1asco, Institu­
ciones de Derecho internllCionaJ público, t. 1, '.' ed., cap. XXXII, Madrid, 1980;
Carmen MArtf de Veses, «Norma intem'iCionaIca relativa a los derechos económi­
001, eoda1el y culturales», en AIrU4rio de Dntchos Humanos, núm. 2, Instituto de
DerecboI HumlDOl, Univ. Comp , Madrid, 1983; Id., cEI proceso de protección de
101 c:ierec:Ia econ6micoI, lOCialt \J ., cultura1el en el Derecho internacional», en
AnINlrio de Derechos Humanos, 1JÚm. 3, 1Mt. de Derecho. HU1'JWlOI, Univ. Comp.,
Madrid, 198.5.
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versario de la Carta, en tres contribuciones doctrinarias, de análisis y
evaluación de la obra de Naciones Unidas, realizadas en Francia 4~ en
Uruguay 5 y en Espafiao

Vinculado durante tantos años a los estudios y trabajos que en el
campo del Derecho internacional se han realizado en España, es para mí
de muy alta significación que haya tenido la ocasión de aportar unas mo­
destas páginas a este libro que hoy se publica.

11

4. La Carta de las Naciones Unidas incl~y6 varias referencias a los
derechos humanos [Preámbulo, arts. 1.3; 13.1.b); 5'.c);~ '6; 6202; 68
y 76.c)] 6.

Pero, a pesar de lo que al respecto se dice en ~l Preámbulo y en las
disposiciones antes citadas --de las que resulta el interés y la importane

cia que la Organización debía aSignar a la cuestión de' la necesidad de
promover los derechos humanos de todos, sin discriminación de especie
alguna-, la Carta no incluyó una enumeración y definición de los dere­
chos humanos, no estableció un procedimiento o sistema para su protec­
ción internacional y no clarific6 la cuestión, de la jurisdicción interna o
doméstica en relación con la violación de estos derechos (art. 2, párro 7).

El progreso de la Carta en lo que se refiere a la cuestión de los dere­
chos humanos en comparación con el Pacto de la Sociedad de Naciones
y con el Proyecto de Dumbarton Oaks era claro y evidente 1. Sin' embar­
go, pese a algunas iniciativas expuestas durante la Conferencia de San

• Héctor Gros Epicl1, «Varticle 26., en CommenJaire arlicle ptn' 4rlicle de la
Charle des Nalions Unies, Publié soua la direction de Jean Piem: o,t et Alain
Pel1et, ~tions lkonomÍca, París, 1985.

s «Seminario sobre el 40.0 aniversario de la Carta de las Naciones Unidas», Mi·
nisterio de Relaciones Exteriores, Instituto Artigas, Montevideo, 1985.

• Jean Pierre Cot y AÍain Pellet, Pr~ambule/ Pau1 Marc-H~, «Article 1.3»;
Maurice Flory, «Article 13.1.b)>>; Jean Bernard Marle y Nicole Questiaux, «Arti·
ele 55.c)>>; Lazhar Bouony, «Artide '6»; Dominique Rosenbcrg, «Article 62.2»;
Raymond Goy, «Article 68»; Maurice Glete-Ahanhanzo, cArtiele 76», en 1.4 Charle
des Nalions Unies, cit., Economíca, París, 1985.

7 Además de los trabajos citados en la notl 6 y de la bibliografía a11f incluida,
entre la que no puede dejarse de destacar el clásico y siempre útil libro de Lauter­
pach 1nternationaJ 1.Aw and Human PJghts, véase J. A. Carrillo, Soberania del
Estado y Derecho internacional, Tecnos, Madrid, 1969, págs. 36-40. Georges Scelle,
en su siempre recordada obra Preds des DroilJ de Gens, Deuxieme partie, Sirey,
París, 1934, al estudiar la protecci6n de las minorías en la Sociedad de Naciones,
analiz6 el proceso hacia la «generalizaci6n de 111 garanda de los derechos humanOP,
que conducida a fórmulas que no se encontJ:'aban en el Pacto. Estas páginas de
Scelle (pqs. 2.52-256) constituyen. a mi juicio, el mejor análisis de la cuestión de
la protección internacional de íos derechos humanos antes de la Segunda Guerra
Mundial.
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Francisco 3, no se quiso, en 194.5, ir más allá de las enunciaciones gené­
ricas relativas al deber de «promover» el respeto de los dereroos huma­
.:!l)S y de las libertades fundamentales contenidas en el Preámbulo y en
los siete artículos ya recordados. Aunque estas normas, en especial los
artículos " y '6, podrían ser interpretadas en el sentido de que obliga­
ban a los Estados partes no 8ólo lA cooperar con la Organización en la
realización del «propósito» de prolnover el respeto universal de los de­
rechos humanos (art. "), sino también a adoptar medidas dirigidas a
esa finalidad en el plano interno 9, la verdad es que inicialmente muy
poco se logró de operativo y práctica al respecto en las Naciones Uni­
das. Los años iniciales estuvieron dedicados esencialmente a la enuncia­
ción te6rica de principios y a la elaboración de la Declaraci6n Universal
y de otros instrumentos en la materia.

Pero el proceso general de la vida internacional en los años sub­
siguientcslabría de hacer que estas normas de la Carta adquirieran re­
novada vida y pasaran de ser un fermento a constituir la base de un sis­
tema uormativo, con una tremenda fuerza de expansi6n, dirigido no
s610 a promover, sino a tratar y también a proteger, a nivel internacio­
nal, los derechos de la persona humana.

y as! --sirviendo de fundam~:nto para la elaboraci6n de un muy
extenso conjunto de instrumentos internacionales, en constante proceso
de renovación y crecimiento, y para el establedmieto y actuación de
órganos especialmente dedicados a la materia-, las disposiciones de la.
Carta referentes a los derechos humanos han generado un sistema inter­
nacional que puede decirse que resulta de sus principios (art. 1.3), pero
que ha ido mucho más allá de lo que surge de la simple lectura de su
te"'..(to.

Este excepcional desarrollo, cuyas vertientes jurídicas y políticas son
de indudable importancia, se ha proyectado no sólo en la esfera estricta.­
mente relativa é los derechos humanos, sino qu~ ha incidido decisiva­
mente en la interpretación del párrafo 7 del artículo 2 y de todas las
cuestiones vinculadas con la jurisdicci6n interna 10, en los problemas de
la subjetividad internacional ll

, del Derecho de los Tratados 12, de la res-

8 H. GI'OI Eapidl. «El Uruguay y !la protceción intm1aCÍona1 de loa derechos
huma....., en Hoy es HÚloru, núm. 16, MonteVideo, 1986.

• E.J~ de Aréchag., El Derecho internacional contempordneo, Tecnos, Ma­
drid, 1980, pág. 207.

10 H. Gros Espiell, «Derechos humanos, Derecho internacional y poUtica inter­
nacional., en Estudios de derechos humanos, vol. 1, CMacas, 198.5, págs. 18-19.
La bibliografía sobre el tema está indicada en la nota 24 de este trabajo.

11 G. Sperduti, «L'individu et le Droit internationa1», en Recueil des Cours,
Aauiémie de Droít InternationaJ, 90, 1956; Julio Barbel'ÍB, Los sujetos de Derecho
¡ntern4CÍOn4l actfluJ, Ternos, Madrid, 1984; Rent Cassin, «L'homme sujet de Droit
intemational et la protection des droits de l'hornrne dan!! la société universcIk., en
A1tlanges en l'bonneur de Georges 5ceUe, t. 1, París, 1950; Enria> Vescovi, eH
concetW de! diritto subbietivo e la realti contemporam.."8, l'individuo di fronte al
diritto ÍDternazionale», en Rivistfl inlernazionale di filos afia del diri/to, XXXVIII,
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" 1961; J. A. Pastol' Riciruejo, úcciones de Dertcho intunadonaJ público 2.~, edi­
ción, Madrid, 1983, pá-'s~' 223·231, Y Curso de Derecho internacional jnJblico, Ma­
drid, 1986, cap. IV: «El individuo en el Derecho intemacional~, Sobre el tema en
la doctrina actual y la posici6n de le mayoría de los autores comunlstu ''Contraria
• l. subjetividad internacional del individuo, H. Gros Espiel1, Estudios ,oh" ¿6ft·
chos humanos, vol. 1, pág. .lO. Despuél de escrito este trabajo le! un reciente
estudio de Ana Michalska en el que esta jurista polaca se proclama partidatía de la
tesis de que el individuo es sujeto de Derecho internacional, si~iendo la conocida
tesii de K. Skubiazews9 (<<Evolution of 'Codification of Internauonal Human RiShtl
and of the Doctrinal Foundations of thcse Codlficationu,' en Polisb Yea,book 01
InternationaJ 1.Aw, XI, Varsovia, 1981-1982, págs. 11-12, nota 6). La más ortodoxa
prescnt&ci6n actual de la posición negativa de, loa Estados comuniatas, en V. Kar­
tashkin, .La regulación internacional de 108 Derechos y I..ibcrtadesFundamentales
del hombre., en El socialismo)' los derechos del hombre, Academia de Ciencial de
la URSS, Moscú, 1980.

u E. Schwelb, «The Law of Treaties and Human Rightu, en Toward World
Order aná Human FJghts, 1976; H: Gros Espiell, Se¡j D~t~rmination aná fus
Cogens, UN Fundamental PJghls, edito por Antonio Cassese, Sijthof, Leiden, 1979;
H. Gross Espiell, «No discriminación y libre determinación como hormas unpera­
tivas de Derecho internacional., en AntlariO del Instituto Hisptino-Luso-Amn-icano
de Derecho 1nttrnacionaJ, vol. 6, Madrid, 1980. Sobr--~ los caractereS :distintivos e
individuBlizantea de lo. tratad08 multilateralt:t relativos a derechos humanos frente
a loa tratados del Derecho internacional tradicional o clúko, véase Corte' lnter­
ameriana de Derechos Humanos, Opinión Consultlvi (OC) 2/82, 24/IX/1982:
«El efecto de las reservas sobre la entrada en vigencia de la Converidón America­
na•• "'rrafo 29, p'B. 44, en donde se dice:

«La Corte debe enfatizar, sin embargo, que los tratados modernos sobre dere-­
chol humanos. ~n general y, en particular, la Convención Americana no son tratados
multilaterale& del tipo tradicional, concluidos en función de un:interCambio reciproco
de derechos para el beneficio mutuo -de los Estados contratantes. Su objeto y fin
son la protección de los derechos fundamentales ¿e los seres humanos, indepen·
dientemente de BU nscionalidad, tanto frente I su propio Estado como frente I los
Otrol Estados contratantet. Al Q'pro~ estos tratados sobre ,derechos humanos, los
Estados .Ié ~eten .' un orden lega;l dentro dcl, cual el1oa. por.el bien com~! asu­
men varuu obligaciones, no en relao6n con otros Estados,' smo hada los indlVIduos
bajo su jurisdicción. El cadeter especial de estos tratados ha sido reo:mccldo.'entre
otros, por la Comisión Europea de Derechos Humanos, cuando declaró

tique las obligaciones asumidas por las Altas Partes Contrátantes en la Con­
vención (Europ<>.a) son esencialmente de carácter objetivo, diseñadas para
proteger los derechos fundamentales de 101 ceres humanos de violadonet de
parte de las Alta Partes Contraunteli en vez de crellr derecbot aubj;tivoe
y rec{pro-.":Os entre las Alta! Parte¡ Contratantes" ("Aultria fll. Italy', Ap­
plicatior., núm, 788/60, Europtan Yu¡rbook 01 Huma" Right!, 1961, '101. 4,
pág. 140).

La Comisión Europea, basándose en el Preámbulo de la Convención Europe9.,
enfatizó, además,

"que el propósito de las Altas Partes Contratantes al aprobar la Convención
no fue concederse derechos y obligBciones recíprocas con el fin de satisfacer
sus intereses nacionales, sino realizaJ~ los fines e ideales del Cor~jo de
Europa... y establecer un orden público común de las democracias libres de
Europa con d objetivo de salvaguardar su herencia común de tradiciones
politicas, id~ y régimen de derecho" (ibíd., pág. 138).~

En igual sentido: Corte Inte~naciona1 d.e Justicia, 1951.' .«Reservas a la Conven­
ción sobre la Prohibición y CastIgo del Crunen de GenOCidIO., párrafo 1'.

. ·"{-t
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ponsabilldad internacional u, del colonialismo 1", del Nuevo Orden Eco­
nómico Internacional 15 y, en cierta forma, en todos los grandes capítu­
los del Derecho internacional contemporáneo.

Esta proyección de las normas de la Carta relativas a los derechos
humanos -nutrida! y vivificadas por el desarrollo normath:o, jurispru­
dencia! y doctrinario-, se ha acentuado en los últimos años. Comparar
este fenómeno, tal como se le veía en 196', al celebrarse los primeros
veinte años de la Carta, con la situación actual, es un ejercicio del que
pueden resultar interesantes reflexiones.

,. En 1970, cuando la Carta cumplió sus veinticinco afios, la Asam­
blea General aprobó la Declaración sobre los principios de Derecho in­
ternacional referentes a las relaciones de amistad y cooperación entre
los Estados [Res. 2.625 (XXV)].

Este texto -elaborado después de la adopción de la Declaraci6n
Universal (1948), de la Conferencia de Teherán sobre Derechos Huma­
nos (1968) y de la aprobación de los dos Pactos Internacionales de
Derechr-'S Humanos y del Protocolo Facultativo al de Derechos Civiles
y ~o1fticos por la Asamblea General (1966)- se refiere al principio
constituido por «la obligación de los Estados de coo~rar entre sí, de
conformidad con la Carta», y dentro de él incluye el deber «de cooperar
para promover el respeto universal a los derechos humanos '1 a las lt
bertadea fundamentales de todos y a la efectividad de tales derechos y
libertades y para eliminar todas las formas de discriminación racial y
todas las formas de intolerancia religiosa».

Los principios enumerados en la Declaración, entre los que se ene
cuentra, como hemos destacado, el de la cooperación para promover el
respeto de los derechos humanos y su efectividad, «constituyen princi­
pios ba1sicos de Derecho internacional ... », según proclama enfáticamente
el párrafo final de la Res. 2.625 (XXV), adoptado por consenso el 14
de diciembre de 1970.

De tal modo, la obligaci6n de respetar los derechos humanos y el
deber de cooperar con ei objeto de alcanzar ese fin adquiere el ca~ácter
de un principio básico de Derecho internacional.

u Roberto A&o, «v Informe IObrcresponsabilidad internacional de los Estados»,
en AnU41'io de la Comisión de Derecho Internacional, 1976, vol. n, 1 parte, pá-

gina... ~'. Gros Espiell, cEl derecho a la libr~ determinación. Aplicaci6n de la re­
soluciones en 181 Naciones Unidas., p~rrafos .58 y .59, Naciones Unidas, Nueva York,
1979; Id., «En tomo al derecho a la libre determinaci6n de loa pueblos», en
AnlUlrio J~ Der~cho internacional, vol. IlI, Universidad de Navarra, Pamplona,
1976.

as H. Gros Espíell, «El Nuevo Orden Económico Internacional, los derechos
humanos y el derecho al desarrollo,., en l.-IJ protección internacional de los derechos
humanos balance y perspectivas, UNAM, Mbico, 1983. En general, Id., «Los de­
rechot h~os y el Derecho internacional», en ]uridica) Universidad Iberoameri·
cana, núm. 10, 11, México, 1979.



LAS NACIONES UNIDAS Y LOS DERECHOS HUMANOS 81

6. Tres años después de la adopción de la Carta, la Asamblea ee..
neral proclam6 solemnemente, el 10 de diciembre de 1948,' la .Declarau

ci6n Universal de Derechos Humanos.
La Declaración Universal se redactó .sobre la. base del anteproyecto

preparado por René Cassin 16, pero teniendo en cuenta 'los ttabajos~pre·
paratorios elaborados .por la Secretaría 17 y contando. con .el}precedente
de la Declaración Americana de Derechos y: Deberes.'deLHombre;.:adog­
tada en la IX Conferencia Panamericana de Bogotá' eri ahril de 1948 '.~

Pretendió presentar una concepción' universal, Un' ideal común a. la
humanidad entera de los derechos humanos, elevándose. en un mundo
dividido, por sobre las distintas ideologías y los opuestos criterios sobre
su origen y naturaleza 19, dando como fundamento común de estos de'~

rechos y libertades la dignidad humana J).

La enumeraci6n y definici6n de los derechos que hace la Declaración
Universal incluyó los derechos civiles y políticos y los econ6micos, so~

dales y culturales, pudiendo decirse que dejó abierto el tema para des·
arrollas posteriores. Si bien no hizo referencia al derecho a' la libre de­
terminaci6n 21, nada de lo que ella proclama signific6 cerrar el canun ')
para que este derecho pudiera reconocerse y garantizarse intemacionalu
mente después.

La Declaración Universal fue adoptada por medio de' una resoluci6n

I~ René Cassin, «La déclaration universelle et la mise en Oc:uvre des droits de
l'homme»,.en Re(,'ueil des Cours, Académie de Droit lnternational, vol. 79, 1951, II;
Id., ele texte de la D&laration Univenelle», e nLumen vitae, vol. XXIII, núm. 4,
Bruselas, 1968; A. Verdoot, Naissanc~ et signification J~ la D~cl41'a¡lon Univ~r­

seUe, Bruselas, 1968.
17 John Humphrey, «Human Rights & the Uníted Nations~, en A GreaJ Ativen­

ture, Nueva York, 1984, págs. 23·29.
JI Hernán Santa Cruz, «Cooperar o perecer, ~941-1960», en Los alias de crea·

ción, t. J, Buenos Aires, 1984, págs. 18Q.209.
19 H. Gros Espiell, .La evolución del concepto de los derechos humanos. Cri­

terios occidentales, socialistas y del Tercer Mu..'1do», en Anuario del Instituto His·
pano-Luso-Americano de Derecho Internacional, vol. 5, Madrid, 1979. Con poste­
rioridad a las opiniones y referencias sobre el tema enumerados en este trabajo mío
puede verse la tesis coincidente de Anna Michalska «Evolution of codification.... t

cit., tn Polish Yearbook 01 International 1Aw, XI, Varsovia, 1981-82, p~gs. 23·24.
Comúltese además R. lean Dupuy, «L'univenalité des droiu de l'homme». en Studi
ÚZ onore di Giuseppe Sperduli, MilÁn, 1984; Id., «Les ciroiu de I'homme, valeur
curopéenne ou valeur uníverseIJe?»t en Estudios en bonor del Pral. D. Antonio
Truyol y Serra, Madrid, 1986; R. Panikkar, «La notion des droiti de l'homme esto
elle un Concept Occidental?», en Diogens, Conseil Internatio"al de la Philosophie
el des Sciences Humaines, núm. 120, 1982.

.2ID H. Gros Espiell, «Derechos humanos t Derecho internacional y poUúca inter·
nacional», en Estudios sobre derechos bumanos, vol. 1, Caracas, 1985, pág. 11,
nota '), en donde transcribo el agudísimo estudio de este tema hecho por Arturo
Ardao en El hombre en cuanto ob;elo axiológico.

21 H. Gros Espíell, «El derecho a la libre determinación de los pueblos y los
derechos humano~», en Estudios sobre derechos humanos, cit., vol. 1, pág. 193

6
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de la Asatnblea General [art. 13 .1.b) de la Carta]. No siendo un tra·
tado, no habría de poseer el carácter vinculante de este tipo de actos
internacionales. Pero concebida. para tener un valor fundamentalmente
moral y político, adquirió luego verdadero carácter obligatorio, ya sea
porque se le consideró como una expresión de la costumbre internacicr
na! en la materia, o como W1a interpretación de la Carta a la que la
comunidad internacional atribuyó reiteradamente fuerza vinculante, °
como expresión de unos principios generales ~ue, por su naturaleza fun·
damental, poseían en sí mismos ese carácter . Adoptada en 1948, sin
ningún voto en contra, pero con varias abstenciones, cuando los miem­
bros de las naciones apenas pasaban de cincuenta, antes del proceso de
descolonización, ya en 1968, en la Declaración de Teherán, más de ciento
veinte Estados proclamaron unánimemente la obligación jurídica de res·
petar sus disposiciones. Y este extremo se sostuvo luego, de manera
reiterada, por la Asamblea General como expresión de la aquiescencia
de la unanimidad de la comunidad internacional actual, en pronuncia­
mientos obtenidos por consenso o sin votos en contra de todos los Es·
tados miembros de las Naciones Unidas.

La Declaración se ha transformado así en un verdadero mito, univer·
sal e intocable, en un texto siempre elogiado y en todas las ocasiones
citado como demento de referencia, cuyo obligatorio respeto se invoca
y proclama constantemente. Ha influido de manera determinante eR
todo el desarrollo y la evolución posteríores de hl cuestión de los dere~

chos humanos en el campo internacional, tanto c~n el ámbito universal
como en el. regiona1 23

• Y asimismo ha incidido dI: manera capital en el
Dcrecbo ÍDtemo de los E8tados miembros, ya·Jea como fuente y modelo
de Iu nuevas Declaraciones constitucionales de derechos o como elemen­
to hermenéutico necesario para la interpretaci6n de las normas constitu-

u H. Gl'OI Eapiell, dA evolución del concepto de los derechos hUmAnos», cit.;
Mate Schreiber, cRéfiexiom a l'ocasion de la commémotation du XXV- anniver·
saire de la Déclaration Universelle», en &vue trimestrelle de Droit beige, t. XXXI,
1·2, 1974; Id., .La pratique rteentc des NaúollS Unies da.nJ le domaine de la
proteCtÍOO des droits de l'hotnnlo, en Recueil des Cours, Académie de Droit 1nter­
fUlliou, vol. n, 197'; J. A. Carrillo, «Human Rights. Universal Declaration
(1948)., en Encyclopedjt:z 01 Public Intel'nt:ztionm Law 8, 1985, pág. 303; J. Hum­
phrey, «The Universal Declaration of Human Rights, Its History, Impact and Juri.
clical CharacteD, en B. G. Ramcharam, Human "'Rights JO Years Alter the Univer­
s41 DeCÜJl'atÚJII¡ L. Sohn, eLa Declaraci6n Universal de Derechos Humanos, un
ideal c.omún.-, en Revista de 14 Comisión 1nternocionaJ de ]urislas, 1967, vol. XIII;
GiuIeppe Sperduti, cNd trenteuimo annivertario ddla didÚJll'UÍOne univenab, en
Ú»IlIJl'lÍalZÍOIIÍ e lttulí, vol. XV, Milm, Giufftt, 1978; ]. Castañeda, Valor juríJúo
tÚ úu ,esolt«ÍOnes tÚ 1m N4CÍOfU1 Uni4w, El Colegio de Mériro, 1%7.

D H. Gros EaVuell, «Universalismo y regionalismo en la protecci6n internacional
de 101 detechot humanos y los derechos humanos en las relaciones Este-Oeste: la
Declaración de He1Jinki,., en Estudios sobre derechos humt:z11os, vol. I, Caracas,
198', págs. '3·76 Y77·9'; Thomas Buergenthal (ed·L Derechos humanos, Derecho
int"ntlCionll1 y el Acuerdo de Helsinki, Edisar, 1977.
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cion~tles pertinentes 214. Su impacto indirecto hrl provocado asimismo que
algunas Constituciones recientes atribuyan a,los instrumento,s, internacio­
nales sobre derechos humanos una jerarquía ,notmativa especial. superior
a las leyes internas. equivalente a la Constituci6n, conslderindolos pre·
eminentes respecto de otrll normas ,ullternadonalel 29,

7. Durante el proceso de elaboraci6n de la' Declaración Universal
se decidi6 que este instrumento seda seguido por uno: o ... varios ~to~

K Por ejemplo, entre otros. muchOl otros casos del corustitucionalismuaetu.all
Co"stlluc;6" tlpaRolII d, 1978, arto '10.2: eLas notirw relauv'" .'101 'a.tediói·ron¡
damentaka y • las libertades que la Constitución recOnoce le ÚlterpretariD de con.
formidad con la Declaración Universal de Derechos. Humanos y los Tratados y
Acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por Espafia.. Véanse
al respecto Joaquín Ruiz Gim61ez, cDerechos fundamentales de la penonu, en
ConJliluci6n español" de 1978, t. 11, arta. 10 a 23, Ed. Revistll de Derecho Privado,
Madrid, 1984; D. Lifiin' Noguerss1 «La protección .intemadonal de 101. derechos
humanC4 en la Constitución espafiOla (Comentarios ~ arto 10.2)., en Bolttlit.lnlor
mativo de 1" International Law Association, núm.: 19; Madrid;· L. r:S4nchez Ro­
dríguez; «La eficada interpretativa de los Tratados internacionales sobre derechos
humanos en nuestro Derecho constitudonab, en El proceso de cekbrIld611: 48 los
Tr4JaJos internacionales 'Y su eficacia ¡ntnna en el sistem4 constitudcl'llll elpaRDl
(Teorú 'Y práctica), cap. III. núm. 4, Madrid, 1984.' En general, A. Be1enstein,
«L·influence du Droit internacional sur le Dl"Oít interne dansle; dorriaine des droiu
de rhomme». en Inlfoduclion al'~tudt des droits de l'hommt¡ Universidad de Gi·
nebra, Ginebra. 198'. . .

25 Conslituci6n de Guatemala de 198'1 art. 46: «Se estflblcce, el principio de
que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados ., ra-·
tificsdcl por. Guatemala tienen preeminétlciA dObre -él- Derecho interl1&,'CtJllllilll86l1
del- PII'Ú á( 1979, arte 10':. cl.oi· p~tol contenidos en 101 traudos~ relativos
• de!ecboa b!m!OO' ti~)eral'qu~:~~ No.~ &er:tDodifk:edot lÍJiQ
por J~lmJento que n¡e pua la fi!ionDi 4e·I1·Conitit,'\ldOO~ Ea~. tamb161
de mencionarse la disposición «genertÚ "/ transitoriá» 16.- de la Constituci6n perua.
na, que ratifica constitucionalmente el .Pacto de Detechoa :Civi1es ,. -PolItices. el
Protocolo Facultativo y la Convenci6n Amelicana de Detechos' Humanos..Sobre la
cuestión, H. Gros Espiel1, «lo¡ tratados ..obre derecbot humanoa y el~
intemo~, en 14 NllCi6n, San losé, 19 abril 1986. Sobre el ,criterio opuestO en el
Derecho constitucional etpafio , que acepta ]0 que constituye hoy la fórmula gene­
ralmente aeguida en el Derecho comparado y que no disnngue entre 101 uatados
relativos a dercch<n humanos 'J los restantes con respecto a su distinta eficacia juri·
dica, vé&lse L. l. Sánchez Rodríguez, cEl proceso de cc1ebl'8CÍ6n de los trttAdos
internacionales..... cit., pq. 87, nota 168. En cuanto al problema~ de los~
tados internacionales y su jerarquía normatIva. H. Gros EspíeU, U Co"stilud6"
'Y los tratados internac;on4lts, Montevideo, 1963, 'J A. Remiro Brotona, «La conJti·
tuclonalidad de 101 tratados internacionales y su control por el Tribunal Constitu­
cíonaI., en El T,ibunal Constitudonal, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid,
1982, ~. 2234-22}7: Sobre el arto 9'.1 de la Constitución ~pañoIa, <j\&~ establece
que eIa -celebración de un tratado intemaeiional que contenga estipulaciones coa.
traria a la Constin;;dÓD e::igiri la prma revisión c."OIlStitudonah.; en relad6n ron
esta cuestión, A. Remiro Brotan!, op. cit., pág. 2238; Id.,~Tratados internacionales.
Comentario intreJuetono al cap. III del útulo I, am. 93, 94 ''1 9'~, en COlUtituci6"
tsp"Rol, de 1978, t. VII, arta. 81 a 96, Ed. Reviata de Derecho Privado, Madrid.
198'.
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de tipo convencional que concretaran la obligación jurídica de r _-,peta:
los derechos humanos y estableciéran los procedimientos internacionales
~ -e promoción y protección.

Se inició así lo que llegada a ser una tradición prácticamente inva·
riable en la materia: la aprobaciéd inidal de una declaración adoptada
por la Asamblea General y luego la redacción, firma y ratificación o
adhesiÓn de un instrumento convencional.

Pero los Pactos no se limitaron -aunque ése fpe el objetivo esen·
cial- a consagrar convencionalmente la obligación de los Estados par·
tes de respetar y garantizar derechos humanos que se encontraban ya
proclamados en la Declaración Universal y a establecer mecanismos y
procedimientos de control.

El tiempo transcurrido entre 1948 y 1966 hizo que los Pactos hubie­
ran necesariamente de referirse a derechos no incluidos en la Declaración,
como el derecho ti la libre determinación de los pueblos (8rt. 1 de los
dos Pactos) -derecho de los pueblos, condición para la existencia de
los demás derechos humanos y del.echos humanos en sí mismos 26_, que
la conceptualizaci6n de determinados derechos se hiciera en forma dio­
tinta y que otros, que aparecen en la Declaración, como el derecho de
propiedad privada, no se encuentre en los Pactos.

Por eso mismo, si bien no puede decirse que haya incompatibilidad
entre la Declaración y los Pactos ni que respondan a criterios ideolóyJ.a
cos, es evidente que se encuentran diferencias que, aunque no cambian
el criterio o el fundamento del concepto de los derechos y.de su pro­
tecci6n internacional, muestran las consecuencias de las modificaciones
ocurridas en los casi veinte añOI que tard6 su elaboración 71, evidencia
del inBujo sobre la redacción de estos instrofilentos internacionales de
la ampliación de la sociedad internacivnal, del proceso al colonialismo,
cumplido en especial s partir de 1960, como consecuencia de la Decla­
ración 1514 (XV) Y del aum~nto esp¿\:t;.~u!~:- del número de miembros
de las Naciones Unidas con la incorporaci6n de los Estados del Tercer
Mundo, especialmente de Africa, Asia, del Pacífico y del Caribe.

Luego de hesitaciones diversas, se decidió que se procediera a la
redacciÓD de dos Pactos: uno, de Derechos Civiles y Políticos, y otro;
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Esta división se fundó
en razones meramente procesales, en cuanto al distinto régimen de apli.
cación que, sin perjuicio de algunas excepciones, se requiere para cada
uno de estos tipos de derechos humanos. Pero no implicó negar su esen-

JD H. Gros Espíell, cEl derecho II la libre determinación de los pueblos y los
derechoI humanos., en AnUIJrio de Derechos Humanos, vol. 1, Inst. de Derechos
Humanos, Univ. Comp., Madrid, 1980.

17 J. Bernard Marie, «Les pactes internationaux rdatifs aux droits de l'homme
confirment·ils l'inspiration de la Dédaration Universelle?», en Revue des droits
de l'homme, vol. III, núm. 3, 1970.
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cial unidad conceptual ni su interdependencia y condicionamiento re·
cíproca 21.

El respeto de los derechos económicos, socia1esy. culturalet aelogra
por los Estadoa partea en el Pacto, en general, mediante, la dedicación
de los recursos económicos de que disponen .• la. latisfacci6n -de esos
derechos y a la creación de -las condiciones que hacen posible la .exútencia
real y el goce de los miamos. Es decir. que exigen un hacer, eatatal.t=
política dirigida a lograr su progresiva efectividad, aunque 'esta · •
ción debe ser me.tizada y no puede considerarse absoluta, porque hay de·
rechos económicos, sc-ciales y cultuxales -como la libertad sindical, el
derecho de huelga, la libertad de. en.aeñanza" ·cte.-, .que. permiten un
control del tipo del que se aplica al ('.410 de ·lo.·derechoa civi1el ,y po¡f.
ricos 2'. .

Por lo deJIlÚ, no es polible dejar de indieat .que, ciena :-polfticas
económicas -y hoy no se puede onútir la referencia a las. exigencias
para asegurar el pago de la deuda externa, habiendo 'esto sido ;objeto.~

atención en reiteradas ocasiones por las ~Jacionel Unidas- pueden invo­
lucrar una violación de los derechos económicos, sociales y culturales de
la pem>naI 10metidaJ a la jurisdicci6n del Gobierno que Ju·:adoptA ~.

Ya en la última etapa de la redacci6nde 1os~Pactol,· en la ,111 Comi­
sión, en 1966, para salvar un. impasse que'pod1a haber hecho fracasar el
objetivo de lograr ese año la adopci6n de los Pactos, se resolvió que
hubiera un Protocolo Facultativo al Patto·de Derechoa .Civiles y:PoUti~
cos, que incluiría la posibilidad de ,las comunicaciones individuales por
violación &-., los derechos humaDOS.

El sÍltema de aplicación del Pacto de Derecho. Civiléa y PolltiCOS.Jl
reposa en la obligatoria remisi6n de informes al Comit~ de' Derechos
Humanos que se establece en el Pacto (arta. 28-4'). Por medio de una
declaración independiente de la ratiñceci6n o 1s adhesion; los Estados
pueden reconocer la competencia del Comité para actuar en un con-

• Véase, en especial, la Res. 32/130, de 16 diciembre 19"n, de la Asamblea Ge­
neta! de las Naciones Unidas, que hemos .:omentado· en H. Gros Espiell, cInte:·
dependencia e indivisibilidad del fC$peto de los derechos humanosJ'i, en Estudios
sobre dnechos humanos, cit., vol. J, págs. 16.18.

2t H. Gros Espiel1, Los dtrechos uonómicos, sodales y ",Ji/ura/es en ~l sistema
¡ntu4mericllno, San José, 1~86, págs. 47 Y 48. V~ al ~pecto la opinión de la
Corte Interamericana de !>erechoa Humanos, emitida durante IU XV perlodo de
aeaiones (1986) en respuesta al paiidD de la Asamblea General de 1& OEA, de
9 diciembre 1.)8' (AG/Res. 781), con referencia al Proyecto de Protocolo Adicional
&Obre Derechot EconómíCOl, Socialet y CultlLlt&1a.

)1 A. ~, «Estudio del impacto de l. ayuda y uiltcncia económica cxtran
jera en el respeto de Jos derechos hullWlOl 1m Qille (E/OVI/Sub.2/~12); H. Gros
Espiell, «Informe sobre la situación de los cle1'echol h\lilWlOl en Bolivia» (E/~.41

1983.22, pirr. 33).
JI Sobre el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, «l1¡¡e Internacional Bill of

Rights., en The Covenant on Civil Qmi PG~itic41 Righls, L. Heokins (cd.), Nueva
York, Colombia University Press, 1981.
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tencioso interestatal por denuncias relativas a la violaci6n del Pacto
(arta .. 41·42). El Comité ejerce asimismo, respecto de los Estados partes
en el Pacto que además 10 sea."l del Protocolo Facultativo, la competen­
cia de recibir, tramitar y decidir las comunicaciones individuales por
denuncias de violaciones (arts. 1-6 del Protocolo) ..La coexistencia de pro­
cedit:' ~entos internacionales, universales y regionales basa~os en estas
comunicaciones ha generado complejos problemas interpretativos J2, exi­
tosamente salvados por la práctica internacional de los últimos años. La
distinción entre el contencioso interest~.~al y el que resulta de- comunica·
ciones individuales constituye un elemento que se encuentra en casi
todos los instnunentos convencionales sobre derechos humanos, tanto a
nivel universal como regional.

El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales tiene un
sistema de aplicación basado exclusivalnente en la obligación de remitir
informes (arts. 16-17) 33. El Comité de Derechos l-tumanos no tiene com­
petencia para considerar estos informes, que se remiten al ECOSOC
(art. 16.1) y que eventualmente pueden ser analizados por la Comisi6n
de Derechos Humanos (art. 19). lJOs organismos especializados pueden
llegar, eventualmente, a intervenir en el proceso de aplicación del Pacto.
Este sistema elemental no fue reglamentado de mlUlera adet:Uada durante
largos años. No ha funcionado prácticamente, marcando una diferencia
muy negativa respecto a la forma de considerar los informes sobre
derechos económicos y sociales en la OIT o en el Sistema de la Cana
Social Europea. Esta situación comenzó a cambiar con la Res. 1985/17,
de 28 mayo 1985, del ECüSOC, que estableció un Comité de ExPertos
que, a partir de 1987, aupervíuará la aplicaci6n del Pacto de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales. La Res. 1986/17, de 10 marzo 1986,
de la Comisión de Derechos Humanos (párrafo 10), acogi6 con compla­
cencia esta resoluci6n del ECOSOC.

Adoptados en 1966, los Pactos y el Protocolo Facultativo entraron
en vigencia en 1976, al haberse alcanzado el número de ratificaciones
o adhesiones exigidas (arts. 27 y 49 del Pacto de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos; respec­
tivamente, y arto 9 del Protocolo Facultativo).

Al dfa de hoy (junio de 1986), ochenta y cinco Estados son partes

u M. Tardu, «The Protocol to the United Nations Covenant on Civil and
Political Righu and the Inter American System: A Study of co-existence Petition
Proc:cdures~, en American Journal 01 InternationaJ L:1w, vol. "0; Id., «Human
Rigbu., en Th~ IntunationaJ Petition 5ystem, 1979·1985, 3 vols., Ocean Publi·
ationJ.

D H. Groa EIpieIl, Los d"tChos ~'con6micos, socialts ., culturales, cit., P'gi-
nas ,8-60. P. Alston, «1be United N~LtiOns Specialized Agencies and the Imple·
mentation' of the Internacional Covenan-t of Economic, Social and Cultural Righu.,
en Columbia Journal 01 Transnationm Law, vol. 18, 1979; E. Schwelb, «Covenant
on Economic, Social and Cultural Right§», en Revue des droits de l'homme, vol!. l·
IU, París.
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en el Pacto de Derechos Econ6micos, Sociales, y'Culturales; ochenta y
uno 10 son en el de Derechos Civiles y··'Políticos; y treinta y.'seis, del
Protocolo Facultativo .1 Pacto de Derechos' CivUea y PoUticoa.M

Son partes en los Pactos Estados pertenecientes' a todas·l.s. regiones
geograUicas, a todos los sistemas polftiCOI, ideológicos .y económicos y de
todos los niveles de desarrollo. Una excepci6n· destacable 'es -'la de los
Estados. Unidos, que firm6 los dos Pactos en 1977, dur.:mte, la Adminis­
tración del presidente Carter, pero que no han'sido' ratificados" porfalta
del acuerdo y consentimiento del Senado.

Los dos Pactos y el Protocolo constituyen hoy textos de gran impor­
tancia en la acción de las Naciones Unidas. Pero· la ·verdad·es que 'el nú­
mero de. Estados pr rtes es aún bajo, alcanza apenas, en el c:8SO de los
Pactos, • la mitad de los Estados miembros' ae lps·NaClones Unidas '1
que, salvo para los Estados partes en el Protocolo Facultativo¡ el sistema
de aplicación y control no se ha demostrada ·eficaz.

El contencioso interestatal previsto en el Pacto de Derechos Civiles
y Políticos (art. 41) -sólo dieciséis Estados ·han hecho la declaraci6n
reconociendo la competencia del CoImté para actuar en estos casos­
no ba funcionado, como tampoco ha tenido aplicación en otros instru­
mentos universales y regionales, como' es el caso de la Convención Inter­
nacional sobre la Eliminación de Todas las Formals de Discriminación
Racial (art. 11) y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
(art. 4'); Constituyen una excepción algunos ejemplos Dotablea!'que han
existido como consecuencia de la aplicadón del sistema establecido por
la Convención Europea (art. 24).

Hoy los Pactos constituyen una realidad. que'ftlnd0nl1' vive, pero
su importancia política y su fuerza como elementos' de lucha en pro de
los derechos humanos continúan siendo muy inferiores a 10. de ,la Decla;
ración Universal. Por lo demats, se acepta en la primea 'actual de -18s
Naciones Unidas que la obligación de respetar y garantizar los derechos
humanos deriva de la Carta y de la Declaración Uruversal, y que existe,
efectiva y prácticamente, aunq,-~ el Estado no sea pane en los Pactos
internacionales o en otros instrumentos convencionales pertinentes 35.

S. La Convención Internacional sobre la Ellaunaci6n de Todás las
Formas de Discriminación Racial, adoptada el 21 de diciembre de 196'
por la Asamblea General, está en vigor desde el 4 de enero de 1969.
Ciento veintitrés Estados son partes len ella el día de hoy~ Nueve Esta­
dos han reconocido la competencia del Comité, creado'por el am\.'Ulo 8,

J4 Sobre la situaci6n de España como :Estado pane, J. A. Corriente' C6rdoba,
«España y las convencione! internacionales sobre derechos humanoD, en Anumo
de Derecho intern«iofUll, IlI, Universidad de Navarra, Pamplona, 1976. .

u Un amplio estudio de la prictica de las Naciones Unidas al letpecta, en
H. Gros Espie11, «Informe sobre la situacUln de los derechos humanos en Bolivia.
(E/O'l.4/198.3.22, párr. 14, nota 10).
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«para recibir y examinar comunicaciones de personas o grupos de per­
sonas comprendidas en su jurisdicción que alegaron ser víctimas de vio­
laciones por parte de S11 Estado, de cualquiera de los derechos estipula­
dos en la Convención~. El Comité posee también la posibilidad de ser
competente en el contencioso interestatal (arts. 11-13).

Sin perjuicio de estas dos competencias (arts. 8 y 11-13), el Comit~
debe examinar los informes de los Estados miembros sobre «las medidas
legislativas, judiciales, administrativas que hayan adoptado y que sirvan
para hacer efectivas las disposiciones» de la Convención (art. 9).

La importancia histórica de esta Convención radica en que «es el
primer acuerdo internacional jurídicamente vinculante, concertado con
los auspicios de las Naciones Unidas, que contiene medidas internacio­
nales de aplicación. Este mecanismo es el Comité para la Eliminación
de la Discriminación Racial» J6.

La Convención fue precedida de la Declaración sobre la Eliminación
de Todas las Formas de Discriminación Racial, adjudicada por la Asam­
blea General el 20 de noviembre de 1963.

9. La Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de
Genocidio se adoptó por la Asamblea General el 9 de diciembre de
1948. Noventa y siete Estados son actualmente partes en ella.

El Senado de Estados Unidos dio, el 19 de febrero de 1986, su CO~

sentimiento para la ratificación, treinta y siete años después de la solici­
tud del presidente Truman.

10. Otros muchos instrumentos convencionales en materia de dere­
chos humanos se han adoptado en el ámbito de las Naciones Unidas 17.

Siguiendo, en general, el proceso de iniciar la regulación del tema por
medio de una Declaraci6n para culminar años después con una Conven­
ci6n, estos instrumentos se han referido a los derechos de los refugia­
dos 38, de los apátridas 19, a la proscripci6n de la discriminaci6n en diver­
sos campos, especúLlmente a la discriminación racial y contra la mujer 40,

» CERO, Comi~ para la EI.ímínAción de la Discriminaci6n Racial. publicado
en oportuntdad de la Conferencia Mundinl para Combatir el Racismo y la Disen­
minad6n Racial, Ginebra. 14-25 agosto 1978. Nueva York, 1979, S. 79 (XIV);
Tbomas BuergenthaI, «Implementing the UN Racial Convention». en Texas 1nt~r-
nat;on41 ÚZW f):~12, 1977.

n V~ « humanos. Recopilad6n de instrumentos internacionales., Na-
ÓODeI Unidas, Nueva York, 1983.

.. Convención sobre el Estatuto de lou Refugiados (28 julio 1951) Y Protocolo
que entró en visor el 4 octubre 1967.

., Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (28 septiembre 1954).
40 Declaraci6n de las Naciones Unidas sobre la Eliminaci6n de Todas las Formas

de DiJcrim.inaci6n Racial (20 noviembre 1963); Convenci6n Internacional sobre
EHminación de Todas las Formas de la Di.scriminación Racial (21 diciembre 1965);
DcdaraciÓD sobre Ja Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (17 novien¡.
bre 1967); Convmci6n sobre la Eliminación de Todas las Formas de DiJcriminaciÓD
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en la esfer~ de la ensefianza 41, de l. religión o la. convicciones e, derecho
de rectüicaci6n 43, a los derechos del nifio 44 y • la represi6n , el castigo
del crimen del apartheid"', a la imprescriptibilidad de lca cr~enes;de
guerra 46 y a la prevención y sanción del delito de genocidio ~J a la liber­
tad de informaci6n, a la esclavitud"', etc. Otros muchos instrumentos
Podrían citarse, en este impresionante complejo. normativo, I nacido. no
s610 de la actividad de la Asamblea General, sino tambi61de la impor­
tantísima contribución de la Organizaci6n Internacional del.Trabajo y
de la UNESCO. Este proceso continúa abierto y son varios .19~ textos
cuya redacción se han encarado respondiendo a la impresionante'expan­
si6n del.concepto de 108 derechos humanos y a la necesidad~de;.atiaflcer
las necesidades cambiantes y crecientes de la humanidad y de los indi~

·viduos a este respecto. En muchos cssos no se ha' pasado aún de.la etapa
de existencia de una Declaración a la elaboraci6n de una Convención,
como en los ejemplos de los derechos del niño y.del asilo· territorial 49.

contra la Mujer (18 diciembre 1979)' Convenci6n sobre los Dem:hof. de la Mujer
adoptada por la Asamblea General el20 diciembre 19'2. V~anse Elizabeth Odio, «El
principio de no discriminaci6n. El caso de los derechos de la mujeD, en Revista
del Inslitllto Int~rllmer;cano de Derechos Humanos, núm. 1, San J~, 198', pági.
n81 "-77; Sonia Picado, «La muje~ J' los derechoi humlDos"~ en RftIist. ¿el Ins­
tituto Interamericano de Derechos Huma.os, núm. 2, San Jo~ 1986,p'ga. 66-79.
En especial hay que hacer referencia gJ áltimo texto Adoptado por..la Naciones
Unidas 11 respecto: la Declaraci6n aprobada por la Asamblea General el .3 de di·
ciembre de 1982 (37/63), sobre la Participación de la Mujer en la Promoci6n de
1. paz Y la Cooperaci6n Internacionales.

41 Convención relativa 1 la Lucha contra la•.Discriminaciones en la Esfera de
la Entefianza, Conferencia Genetal de la UNESCO,. 14 diciembre 1960•.V~
H. Gros Espiell, «La enseñanza y la educación en 101 instrumentot iniemadonaJes
sobre derechos humanos», en l.-r Seminario Interamericano de Educad6n y Dere­
chos Humanos (IIDH), Libro Libre, San José, 1986: Eliubeth Odio, «El prin.
cipio de la no discriminación de la educación., en 1.-r Seminario.••,- cit.; Carmen
Marú de Vcaes, «Regulaci6n internacional del derecho a la educac:i6n., en Home­
naje al Prol. Mia;4 de la Muela, cit., t. l.

a Declaración sobre la Elhninación de 'I'odaa las Forma de Intolerancia y Dis­
crimjnsci6n fundadas en la Reli¡i.ón o en las ConVicciones adOptada por lA Asamblea
General el 25 noviembre 1981. Dos reJatorea especiales de la Subcomisión han sido
~, con mand.toi díltintol, de estudiu este tipo de diJcriminadón.

G Convenci6n eobre el Derecho Intemadonal de Recrifiald6n edoptada por la
Awnblea General el 16 didembre 19'2. '

.... Declarsd6n sobre 101 Derechos del Nlflo adoptada por la Asamblea General
el 20 noviembre 19'9.

41 Convención Internacional sobre la Represi6n y el Castigo del. Crimen del
A~eid adoptada por la Alamblea General cIJO noviembre 1973.

.. ConvenCl6n sobre la ImpretCriptibillcbld de 101 Crfmenea de Guem '1 de los
Crlmenet de Lesa Humanidad adoptada por la Atamblea General el 26 noviembre
1968.

., Comisi6n para la Prevención y Sanci6n del Delito de Genocidio adoptada por
la Asamblea General el 9 diciembre 1968.

41 Convención sobre la Esclavitud (25 septiembre 1926) y Protocolo de Modi·
ficación (23 octubre 19'3).

., Declaraci6n sobre Asilo Territorial adoptada por la Asamblea General el 14
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11. No cabe analizar, en esta presentación panorámica, cada uno
de estos textos. Pero puede ser útil.referirse de manera individualizada
a la Convenci6n de las Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, adoptada por la Asamblea
General ellO de diciembre de 1984. Esta Convención no está aún en
vigencia, pero el hecho de que ya haya sido firmada por casi cincuenta
Estados y ratificada por cinco (en mayo de 1986) permite pensar que en
fccha no lejana se alcanzará el número de ratificaciones o adhesiones ne-
cesarias para su entrada en vigor. .

La Convenció~ define la tortura (atto 1), obliga a los Estados partes
a tomar medidas para impedirla (art. 2) y a tipificar la tortura como de·
lito (an. 4). Otros articulos se refieren a la jurisdicción competente, a la
extradici6n, a la invalidez de las declaraciones extraídas por medio de su
aplicación. MUJ1ÍSmo se excluye la posibilidad de invocar circunstancias
excepcionales o la orden de un funcionario superior o de una autoridad
pública para justificarla. Es interesante destacar que se crea un Comi­
té contra la Tortura, integrado por expertos independientes (arto 20),
encargado de recibir y considerar los informes de los Estados partes
(arts. 19 y 20). Pero además, los Estados partes pueden declarar que
reconocen la competencia del Comité para recibir y examinar comuni­
caciones de un Estado parte contra otro Estado parte (art. 21). Asimis·
mo, la Convención prevé la posibilidad de declaraciones de los Estados
partes dirigidas a reconocer la competencia del Comité para recibir y
examinar las comunicaciones enviadas por personas sometidas a la jutia.­
dicción de un Esta,do, o en su nombre, que aleguen ser víctimas de una
violación por un Estado parte de las disposiciones de la Convención
(art. 22).

Este tato -análogo, pero miís avanzado y progresista en cuanto al
sistema de control fundado en las c~mpetencias del Comité previstas en
los ardcu10s 21 y 22, que la Convención Interamericana para Prevenir
y Sancionar la Tortura, de diciembre de 1985 so, que tampoco están aún
en vigencia-- se encuentra llamado a tener una gran importancia, y el
Comité que se aearai para la aplicación de la Convención de Naciones
Unidas puede llegar 8 desempeñar una tarea esencial en la lucha contra
la tortura, innoble flagelo de nuestra época, utilizado no sólo por los
Gobiernos antidemocráticos y dictatoriales, sino también, muchas veces,
por autoridades policiales y milit~lres que actúan en Estados cuyos Go­
biernos proclaman su fe democrática y son el resultado de elecciones
libres. La eliminación de los casos de justificación basados en la exis·

diciembre 1967. La conferencia convocada para claborSU' esa convenci6n fraca16 y
no le pudo redactar un texto convencional. Es el cuo de la Convención IObre los
Derecboc del Niño; el proceso de recL1lCCión continúa en la Comisión de Derechos
Hum'OOI.

• Adoptada en Cartagena de Indias por la Asamblea General de la OBA en
diciembre de 198'.
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tencia de estados de emergencia o en la lucha contra el terrorismo y la
subversión, la exclusión de toda justificación fundada en la obediencia
debida y la posibilidad de la actuaci6n de un Comit~ de Expertos, que
puede llegar a recibir comunicaciones individuales denunciando actos de
tortura, son extremos que abren un promisorio camino 51.

12. No se dada un panorama completo de los instrumentos de las
Naciones Unidas en materia de derechos humanos sin hacer referef1cia
a los textos emanados de los organismos especializados (arts. "·60 de
la Carta), que forman parte de lo que ·se ha' dado .en llamar !la familia
de las Naciones Unidas.

Las Convenciones y Recomendaciones de:la 'Orginizaci6n. Internacio­
nal del Trabajo y de la UNESCO en especial, lin Perjuicio de otros
ejemplos posibles $2, no pueden olvidarse. Constituyen instrumentol con.,
vencionales dirigidos a definir y proteger internacionalmente' deréchos
de tipo económico, social o cultural sobre· los que los diferentes orga..
nismos especializados poseen competencias específicas, que' completan el
sistema de las Naciones Unidas, dentro de una unidad conceptual y~ de
la afirmación de principios comunes.

En algunos casos, como en el ejemplo de la OIT~ la aplicación. del
sistema de control es particularmente eficaz, serio y no c:hscriminatorio.

13. Los tratados sobre derechos humanos --y obviamente la ela·
boración normativa al respecto es esencialmente tributaria ,de la obra
de las Naciones Unidas-- han aportado un cambio fundaMental a la
concepción clásica de las obligaciones que constitu!a.n la materia propia
de los acuerdos internacionales. Como ha dicho la Ccrte Interamericana
de Derechos Humanos, estos tratados «no son tratados multilaterales del
tipo tradicional, concluidos en función de un intercambio reclproco de
derechos, para el beneficio mutuo de los Estados contratantes.' Su objeto
y fin son la protección de los derechos fundamentales de los seres hu­
manos, independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su propio
Estado como frente a los otros Estados contratantes» 53.

'1 H. Gros Espiell, «El Derecho internacional y la tortura., en 1..4 Naci6n, San
José, Costa Rica, 6 febrero 1986; Id., «I.m crÚDenes contra la humanidad: la tor·
turP, en 14 N«ión, San José, 9 man:o 1986.

a Por e;empJo, 10 que está en proa:IO de rW..izane en cuanto 11 derecho • la
salud en la OMS o el derecho a la alimentaci6n en la FAO. V~ H. Gros Espiel1,
Los J~ecbos econ6micos, socilÚes y culturtdes, cit., ~. '1-81.

D Véaae nota 12. Ademú, H. Gros Espie.1l, «Loa tratados labre derechoI hwna.
nOl y el Derecho interno., en 14 Naci6n, San Jo~, .3 mano 1986; Pierre Marie
Dupuy, «La Protection Internation&1e del Droit. de l'Hom.tno, en Owles Rou~
seau, Droit lnttrnationa1 Public, 10.- oo., Precia Dalloz, 1984.
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111

14. Reseñados, rápida y esquemáticamente, los instrumentos exis­
tentes en las Naciones Unidas, cuarenta años después de la entrada en
vigencia de la Carta, corresponde, en la misma forma, enumerar los
órganos de la Organización que han actuado y actúan en la materia.

1'. La Asamblea General ha desempeñado un gran papel. En ejerci­
cio de la competencia que le asigna el arúculo 13.1.h) I ha sido el órgano
que, como culminación de los procesos previos de elaboración, ha apro­
bado los textos de los instrumentos internacionales que he enumerado
precedentemente.

Pero ha sido también, en especial en el seno de su Tercera Comisión,
el foro en el que se han discutido y se discuten los grandes problemas de
los derechos humanos, en el que se analizan los informes del ECOSOC
y de la Comisión de Derechos Humanos y algunos de los imormes de
los relatores especiales, como en loscas08, por ejemplo, de Afganistán,
El Salvador, Irán, Guatemala y Chile; y el 6rgano en el que se han
adoptado resoluciones relativas a los casos más significativos de viola­
ciones graves y masivas.

Pero la Asamblea General, 6rgano esencialmente político -y su
Tercera ConJÍsi6n, integrada, naturalmente, por la totalidad de. los Esta·
dos miembros-, ha efectuado y efectúa una consideración esencialmen­
te polftica del tema de 10. derechos humanos. Con todas las ventajas y
los e1emen.tos positivos de constituir un importante foro de opini6n pú­
blica internacional, que presenta públicamente las cuestiones de derechos
humanos en todo el mundo, su acci6n ha pecado y peca de elementos

.selectivOf; y discriminatorios, del «doble standard» tan invocado hoy.
La politi2xi60 del tema de los derechos humanos es algo ineludi·

bIe y, sí se quíeae, necesario.. P¡a:nta elementos ciertamente negativos,
pero 11('; deja de poseer tambíéu algo de posítivo.

He dicho al respecto:

ePf.m, lÍO embargo, este fen6meno de la politizaci6n internacional de los dereM

chal bamaOOl y de su mnsidcraciÓD diltTiminatoria, que presenta aspectos tan criri·
ahJa¡, DO el absoluto y tot.lmente neptivo. Hay que tener en cu~ta que consti·
tuye TLIDa maoifeltaci6o de la intemacionalización del tema de los derechos huma­
aa., /con todo lo que ello~te implica. Y eslte fenómeno ha provocado
'!Da ,"'¡¡"'md6n aeuml ele la opini6n públia --impulMda mucha ve:1~
orpt~ iotemadoaWeI no gubenlamentales de gran importancia y l' . ca·
ci6n como, por ejemplo, Amncsty Intemational o la Comisión Internacional de Ju­
ristt~ y de los Estados q~ integran la Comunidad internacional ante las viola­
áouea de los derechos humanos. Estas violaciones han dejado hace ya tiempo de
ser un tema que únicamente interesaba en cuanto fen6meno interno y que sólo pro­
vocaba, fuera de las fronteras del Estado en donde se produdan, una moderada
atención de elites o minorías políticas o intelectuales.
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El int, .¿s general por el tema, su real y efectiva intel"rlacionalizaci6n, su acen­
tuada politizaci6n, con sus consiguientes elementos negativos, son mm.i.festaCiones
concretas, en el mundo en que vivimoa, de la importancia del asunto de .loa dere­
chos humanos.

La conciencia de las violaciones que se cometen, la sensibilidad frente a estas
situaciones y la crítica contra los regímenes que desconocen 101 derechos del hom­
bre, aunque haya quienes pretenden ignorar estos atremoll o justificar tales acti­
tudes en razones políticas, estratégicas o ideo168Í~8I han ,enerado actualmente una
situación muy diferente de la que existía ayer. Hoy las V1olncionea cometidas, peac
a la gravedad, intensidad y cadeter masivo que poseen en muclw ocaiionei IOn
menores, Cltadística y universalmente considendi:l6QUe 11.8 que le han dado en el
puado. Y IObre todo provocan .iempre en la 01' n púb11eA lntemldonal rel'Udlo
y reacción. La ignorancia, la incUferencia o pulvidad que en ouu 4poauJ le dieron
frente 8 violaciones terribles de los derecho. humanos, c:omo t j)Of ejemplo, la que
resultaron de la política nacionalsocialista en la Alemania de Hitler o de tu purgas
y exterminios masivos en la Rusia sovi~tica de Stalin, son hoy imposibles de con­
cebir. 54

•

16. El Consejo Económico y Social fue previsto en la Carta como
un órgano de singular importancie, en cuanto a la promoción de los de­
rechos humanos (arts. 62.2-.3 Y 68).

Pero la realidad fue que la atención polItica respecto de la cuestión
de los derechos humanos se desplazó a la Asamblea General y 8 la Co­
misión de Derechos Humanos y los aspectos técnicos y propiamente de
control a los órganos creados por las diversas convenciones que se han
ido adoptando o a la Subcomisión de Protección de Minorías y Preven·
ción de Discriminaciones.

El ECOSOC se ha limitado, en general, a ratificar las decisiones de
la Comisión de Derechos Humanos y Q elegir a los Estados Que integran
la Comisión.

Ha cumplido el papel que le asigna su Res 1.503 (XLVIII), que
constituyó un hito en la acción del ECOSOC en la materia. Pero 10
esencial del procedimiento para determinar las situaciones graves, maSI­
vas y persistentes de violación de los derechos humanos, determinados
en función de comunicaciones individuales, recae en la Subcomisi6o, en
su Grupo de Trabajo y en lo pertinente a la Comisión.

En cuanto al papel que, con respecto a los derechos económicos, so­
ciales y culturales, le asigna el Pacto de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales (arts. 16,17, 18, 19,20,21 Y 22), el ECOSOC práctica­
mente nada había hecho hasta 1985. Esta grave omisión está en vías de
ser salvada, mediante la creaci6n ya decidida (Res. 198'/17, de 28 mayo
198'), de un Comité del órgano quc~ examinará y diotaminar' sobre los
informes remitidos por los Estados~.

54 H. Gros Espiell, «Derechos humanos, Derecho internacional y Politica inter­
nacional,., en Estudios sobre derechos hu",anos, cit., p'ss. ~().~1.

" Véase párrafo 7.
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17. La Comisión de Derechos Humanos deriva su existencia direc­
tamente de la Carta de las Naciones Unidas (art. 68)~. La adopción de
este artículo fue el resultado de un duro enfrentamiento entre las gran­
des potencias que apoyaban el proyecto de Dumbarton Oaks, que nade
decla al respecto en relación con los derechos humanos, y un grupo de
países, entre los que se encontraban los latinoamericanos. El cambio in­
troducido en el proyecto de las grandes potencias tuvo una significativa
importancia para señalar la importancia que se .atribuía a la cuestión de
los derechos humanos y para hacer posible que la Comisión dedicada a
ellos, resultado de una previsión expresa de la Carta, pudiera comenzar
a ~~r.;tuar de inmediato, con características propias en cuanto al funda­
mento de su existencia.

La Comisión de Derechos Humanos es una Comisión que actúa en
la órbita del ECOSOC. Está integrada actualmente por cuarenta y tres
representantes de Estados miembros, elegidos por el Consejo Económico
y Social. Este número ha ido en constante aumento desde su creación,
y el número actual fue fijado en la Res. 1976/36 del ECOSOC. Esta
resolución establece la distribución geográfica que debe seguirse.

Las competencias de la Comisión fueron determinadas por las Res. 5
(1), 1946; 9 (11), 1966 Y 1979 del ECOSOC. Las Res. 1.235 (XLII),
1967, Y 1.503 (XLIII), 1970, de este mismo órgano le atribuyeron im­
portantes competencias en cuanto ~L la recepción y trámite de comuniC!­
ciones, relativas a violaciones de derechos humanos y a su competencia
respecto de situaciones graves, masivas y reiteradas de violación de estos
derechos. Muchos de los asuntos que son objeto de su consideración, en
especial los referentes al análisis de situaciones de violaciones de dere­
chos humanos que presenten o han presentado un interés especial o de­
terminante, desde d punto de vista político, como Chile, El Salvador,
Afganistán, Polonia, Guatemala, Bolivia e Irán, o a temas referentes a
una determinada categoría de derechos, han dado origen al nombra­
miento de relatores, enviados o representa:ltes especiales de la Comi­
sión ~.

56 Theo C. Van Boven, cLa Comisión de Derechos Humanou, en La proteccí6n
internacional de los dc:-::ho.r humanos. Balance y pl1rspectivas, México, 1983; ]. B.
Mane, La Commission des Droíts de I'Homme de l'ONU, París, 197.5; Id., La pra­
tique de la Commission des Droits de l'homme de l'ONU.. París, 1975; Id., «La
pratique de la Commission des DroitB de l'Homme., en R.evue beige de Droít ínter·
1UJJiofl4l, vol. X, 1980; J. A. Pastor Ridruejo, «La acción de 14 Comisi6n de Dere­
chos Humanos de w N8CÍones Unida.r. ante Lu ,.riolaciooes de los &rechos del
bom.br'eto, en AnUllrio de Derechos Humanos, núm. 2, Instituto de Derechos Huma­
nos, Univ. Comp., Madrid, 1983.

f7 ]. A. Putor Ridruejo, ~La función del relstor especia! de la Comisión de
Derechos Humanos de la ONU en el ~KJ de Ei Se,lvadou, en Revista del 1ns/itu/o
Inttramtr;cano de Derechos Humanos, núm. 2, San José, 1986, págs. '-16. Entre
los últimos informes de los relatores merecen destacarse los relaúvos a Chile, del
Prof. F. Volio (E/CN.4/1986/2); a Guatemala. del marqués de Colville (E/CNAI
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Todo ello integra su extenso orden del d1a. Lo mismo que se ha
dicho sobre la labor de le Asamblea General en la materia y de su Terce·
ra Comisión, en cuanto a politizaci6n y discriminación selectiva. pued~

decirse de la Comisión de Derechos Humanos.
Hoy, la Comisión es algo muy distinto de lo que fue inicialmente.

De Comisión, integrada por grandes figuras que dejaron su huella per­
sonal en los trabajos y en la preparación de proyectos, ha pasado a ser
una reunión multitudinaria, esencialmente política, en la que el tema de
los derechos humanos se usa como arma de confrontad6n y de ataque,
como «medio político» 58, en funci6n de los intereses de los Estados que
la integran. Pero, pese a ello, no puede dudarse de la importancia de sus
debates y de lo que sig~fica hoy para alimentar la opinl6n pública y
para impulsar la obra de las Naciones Unidas en el campo ie los dere­
chos humanos.

En la esfera de la Comisión forman diversos grupos de. trabajo, ,en­
tre ellos el tan importante en los últimos años sobre Desapariciones
Forzosas ".

Si el juicio global sobre la labor de: la Comisi6n ha da ser cdtico, no
puede ser necesariamente negativo. Lo que sí queda delDosttado es que
la obra de protección, para que pueda llegar Q ser eficaz, justa y crefble
-y sin perjuicio de la actuación en lo pertinente de órganos polfticos-,
ha de estar asignada a grupos de expertos independientes o a 6rganos o
tribunales jurisdiccionales. En estos 6rganos políticos integrados por re­
presentantes de los Estados juegan intereses y elementos en parte ajenos
a la protecci6n y defensa de los derechos humanos, con una fuerza que
es imposible desconocer que, e veces, desvirtúan su forma de .¡,::tuar.

18. La Subcomisión de Protección de Minadas y Prevenci6n de
Discriminaciones es una Subcomisi6n de la Comisi6n de Derechos Hu­
manos, que fue creada por la Res. 9 (II) del Consejo Econ6mico y So­
cial, en junio de 1946. A diferencia de la Comisi6n, se integra por ex­
pertos independientes propuestos por los Estados, pero elegidos por la

1986/23); 11 El Salvaldor. del Prof. J. A. Pastor Ridroejo (E/CN.4/1986/22); 8 Af­
ganistán, del Prof. Félix Ermacora (E/CN.4/1986/24); e Irán. del embajador doctor
Andrés Aguilar (E/CN.4/1986/2').

SI Karel Vasak, «René Cassin (l887·1976)~. en Revue des Droit! de llHomme,
París, diciembre 198'.

Jll Sobre este grupo de trebejo. su Mtun.1eza, competencias y actividades, vWe
IU informe correspondiente I 1986 (E/CN.4/1986/18 Y 18/Add.1). Sobre el tema de
las des.avariciones forzosas 'J el Derecho internacional, los estudios de Eduardo
Novoa Monrcal. DaImo DaIlari. Enrique Bacigalupo, Alejandro Artucio, Juan José
Bustos Ranúrez y Louis Joinet, en ú re/ru de lloublil la politiqut de disp41'ition
/orc~e de personnesl Berger·Levfau/t, París. i981; Victoria Abellán. «Aspectos jurí­
dicos internacionales de la desaparici6n de personllS como práctica polftica del Es­
tado., en Estudios ;urídicosl Hom. al PIOf. Octavio Pérez Victoria, t. l.
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Comisi6n. Inicialmente tuvo doce miembros. Hoy se compone de veinti·
séis -.

Cumplió y cumple un gran papel, sobre todo en la elaboración de
informes t~icos sobre los grandes problemas de la discriminación en
diversas úeas 61 en cuanto a las minorías Q y sobre otros grandes temas
incluidos en la cuestión de losdel'echos humanos 63. Su competencia es
hoy mucho más amplia que la que resulta de su denominación.

Tambi~n su actuación es importante en la aplicaci6n de l. Res. 1.'03
(XLVIII) del ECOSOC, en base a sus Res. 1 (XXIV) Y 2 (XXIV) y,
consiguientemente, en el análiais de las comunicaciones individuales por
violación de 101 derechos humanos y en la determinaci6n de las situacio­
nes ....Vc., malival y reiteradas de desconocimiento de estos derechol 64
en todollol Estados miembros de las Naciones Unidas, lean o no partes
en el 'Protocolo Facultativo al de Derechos Civilt:8 y Politicos.

En ~a esfera de la Subcomisi6n funcionan diversos grupos de tra·
bajo, romo el relativo a la Esclavitud, a las Poblaciones Incifgenas, etc.

19. El Comité de Derechos Humanos fue creado, como ya hemos
indicado, por el Pacto de Derechos Civiles y Politicos (art. 28). Tiene
las competencias que le atribuye el Pacto para recibir y examinar infor.
mes y, previa declaración de reconocimiento de la competencia por los
Estados, de examinar las comucicaciones de un Estado parte contra otro
Estado parte (aru. 41·43). Pero adelllás, respecto de los Estados partes
en el Protocolo Facultativo del Pacto de Derechos Civiles y Políticos,

• ~J~ODICa Y M. Quintero, <Ita, Naciones Unidns y los derechos humanos.
La Su . '60 sobre Prevención de Discriminación "i Protecci6n de las Minorías.,
en CfUldemos de Derechos Humanos, vol. 1, núm. 2, Ginebra, diciembre 1985; John
Humphrey, cTbe United Nations Sub-Commission of Protcetion of Minoritiea and
Prevention of Discriminationa., en American Journal o/ Inle,.naJ;onal 1Aw/ L. Gat·
ber y C. M. O'Connor, «The UN Sub-Commission on Prevention : Diacrimination
and Proteetion of Minoriti~,., en American Journal 01 lnlernational ÚlW, vol. 79,
198'; T. Gardemies, «The UN Sub-Commission on Prevention of Discrimination
lDd Protection al Minorities., en Human PJghts QU4rl~ly, vol. 4, 1982.

.. 1AI ÍDfollnes eobre d.íIcrimínaci6n rWl, respectO de la diJaiminaci6n en ..
A.dmini.maci6n de Justicia, frente I !.S minonas, a lu poblaciones indígenas, en
materia religiosa, etc., debidos a expertos que han sido o son miembros d~ la Sub­
comiJi6n, constituyen aporta esenciales .1 conocimiento actual de eltos temas.

62 Por ejemplo, el estudio de Francesco Capotorti sobrc Minod.. y cl dc José
R. Marúncz Cobo sobre Poblaciones ind(genas.

61 lAs eltudiol IObre el Derecho a la Libre Determinación de los Pueblos, de
Aurelio Criate:ICU y H. Gros Espíell; sobre Derechos de 101 Extranjeros, de la
baroDaa EI.Ia- sobre 101 Deberes del Hombre, de Irene E. Daes; cobre 101 Ocre·
cboI de Jo¡ Ddeoidos, de E. Nettd; lC~re Esbdos de Excepción, de Nico1c QuQ­
tiaux 'f landro Despouy, ete.

.. D. Shelton, «Individual Complaint Machinery Under the Unitcd Nations 1503
Proc:edure and the Optional ProtocolJ., en Guide lo Ihe lnternational Human Rights
Pract;ce edite por H. Hannum, Univer15íty of Pennsylvania Press, 1984; M. Tardu,
«United Nations Response 10 Gross Violations of Human Righu, The 1.503 Pro­
cedure., en San/a Clara Law Review, vol. 20, 1980.
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posee la comfetencia de recibir y considerar comunicaciones individua­
les (art. 1 de Protocolo).

LB obra del Comit~ ha sido relevante y de gran ímportancia. No s610
en la consideración de 10.s informes -de acuerdo con 10 establecido en
el Pacto- ha demostrado t&nica, independencia y competcr.lcia, aino
que en ·el ejercicio de las competencias fUndadas en el Protocolp Facul­
tativo ha elaborado ya una jurisprudencia de alto vaior, c:aracterizada
por su objetividad, independencia y ceráeter no discriminatorio 65.

Está integrado por dieciocho miembros, que deberán ler ,penaDas
de gran integridad moral, con reconocida. competendfJ. en materia 'de
derechos humanol (art. 28), elegidos en votaci6n secreta de una lleta de
personas propuestas por los Estados partes en el Pacto (art. 29).

20. Lo mismo puede decirse respe...'10 de la labor. desarrollada du­
fante largos años por el Comit~ contra la Discriminación Radal, creado
por la Convenci6n a la que nos hemos referido en el párrafo 8.

Ya hemos señalado lo' relativo a sus competencias e indicado el ca­
rácter pionero que tuvo este Comit~, p<?r las competencias que se le· atri·
buyen en la Convención, como modelo para futuros instrumentos en
materia de Derechos HumAnos, incluso con respecto al Pacto de Dere­
chos Civiles y Políticos.

Está integrado por dieciocho expertos «de gran prestigio moral y
reconocida imparcialidad, elegidos por los E$tados partes entre sus na­
cionales...» (art. 8).

21. La Comisión sobre la Condición Juddica y Social de la Mujer,
Comisión que depende del ECOSOC, ha servido como 6rgano técnico
para la elaboraci6n de los instrumentos dedicados a combatir la discri·
minación contra la mujer, para la promoci6n del ,proceso de aplicación
y cumplimiento de estos instrumentos .y como 6rgano de preparación de
las conferencias dedicadas al estudio de los problemas específicos de la
mujer en el mundo de hoy (Conferencia Mundial del Año Internacional
de la Mujer, México, junio-julio 1975; Conferencia de Copenhague, julio
1980; Conferencia de Nairobi, julio de 1985).

2"2. El Comité contra la Tortura, previsto en la Convenci6n de
1984, no se ha podido constituir aún, como consecuencia de que la
Convenci6n no ha entrado aún en vigencia.

6S «Human Rights Commiuee, Se1ected Decl.ions under Optional Ptotoeol (2nd lO
16th IeSsion).t United Nations, Nucva York, 198'; OuiItian TomuJ'dult, cEvolving
Procedural Rules: The UN Human Rights Cornmittees First T'tvo Vean of Dealing
with Individual Communications., en Human Righls Lzw R.etJitw, vol. 1 (1980),
págs. 249-2'7; D. D. Fischer, cReporting Undcr the Covenant af Civil and Political
Rights., en American Journal 01 Internatio~al Law, vol: 76, 1982; F. Yha~als,
«'n1e Praetice of the Covenants Human Rights Conumttee., en Human Rights
QUlIrlerly, vol. 6, 1984.

7



98 HECTOR GROS ESPIELL

23. El secretario general, cqmo «el más alto funcionario adminis­
trativo de la Organización» (art. 97 de la Carta), con facultades políti­
cas que se han desarrollado año tras año como consecuencia de la prác­
tica de las ~1aciones Unidas, puede cumplir, y a veces ha cumplido, un
importante papel para la promoción de los derechos humanos y también
ha llegado a prestar una significativa cooperación en la puesta en prác­
tica de los procedimientos de protección.

En cuanto a la promoción, por el interés que atribuya a .la materia,
por sus declaraciones al respecto y por el sustento administrativo que
dé la Secretada, en cuanto a personal, medios presupuestales (art. lO~.
1-2 de la Carta) para las tareas relativas a los derechos humanos.

En lo que se refiere a la protecci6n, por la labor que puede desem­
peñar en la determinación de los hechos relevantes en cuanto a las vio­
laciones de derechos humanos 66 por sus gestiones de buenos oficios al
respecto 67 y por la redacción de informes que directamente, o por medio
de un funcionario especial encargado de la cuestión, puede preparar so­
bre casos que están siendo objeto de análisis, bajo distintos procedi­
mientos, por la Comisión de Derechos Humanos. Tal fue lo que ocurrió,
entre otras situaciones, en los casos de Polonia y Uruguay en 1981, 1982
Y 1983.

La parte de la Secretaría dedicada a los derechos humanos, primero
División de Derechos Humanos y actualmente Centro de Derechos H~­

manos, G cargo hoy de un subsecretario general, ha cumplido una labor
general.mente no reseñada en los trabajos doctrinarios, pero de gran sig­
nifiaacíoo. No 1610 ha servido como estructura administrativa de la Co­
misión de Derechos, de la Subcomisión de Protección de Minorías y Pre­
venóón de Discriminaciones, de' todos los grupos de trabajos y de los
relatores y enviados especiales, así como del Comité de Derechos Huma­
nús y del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de la Discri·
minación Racial y de otras Comisiones, sino que ha preparado estudios
e informes que han servido de base para la elaboración de muchos de
)01 instrumentos hoy ''¡gentes y desarrollados, por medio de encuentros,
semi~arios, coloquios y publicaciones, una gran labor de promoción.

John Humphrey, Marc Schreiber, Theo Van Boven y Kurt Herndl,
todos ellos reconocidos juristas y autores de contribuciones doctrinarias
importantes al tema que nos ocupa, aunque con caracteres personales dis­
tintos, han hecho una contribucil5n estimable como directores de ~a divi­
sión o del Centro de Derechos Humanos al respeto de éstos en tc-do
el mundo.

.. B. C. Ramcharan, International Law and Faci·Fil'1ding in the Fitld 01 Human
Rjghts, La Hsya, 1982.

n B. C. R.amcharan, «The Good Offices of the United Nations Secretary·General
in the Field oí Human Rightu, en American ]ourna/ 01 1n/frnational Law, vol. 76,
1982, pág. 130.
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24. Aunque la Corte Internacional de Justicia, «el principal órga.
no judirial de las Naciones Unidas» (art. 92 de la Carta), no posee atri·
buciones directas en materia de derechos humanos y 1610 10. Eitados
pueden ser partes en los procedimientos ante ella (ort. 93 de la Carta
y arto 34.1 del Estatuto), en su jurisprudencia se han afirmado princi.
pios y criterios de muy grande importancia en cuestiones relativas a los
derechos humanos.

La competencia de la Corte en la materia puede derivar -yen el
pasado ha sido así en varias ocasiones- del ejercicio de su competencia
consultiva (art. 96 de la Carta y arts. 65·68 del Estatuto de la Corte).

Puede también. ser el resultado de su competencia contenciosa
(arts. 34 y sigs. del Estatuto).

Aunque en algunas sentencias la Corte ha afirmado criterios respecto
de la naturaleza y sentido jurídico internacional actual de los derechos
humano~, no ha habido hasta hoy casos contenciosos en que el objeto
de la controversia sea la interpretaci6n de un tratado relativo a dere­
chos humanos o la existencia de un hecho que si fuere establecido cons~
tituida la viOlación de una obligaci6n internacional derivada de un ins­
trumento relativo a derechos humanos [arto 36.2.a)·c) del Estatuto de
la Corte]. Esta posibilidad te6rica, que recientemente ha sido evocada 68,

no constituye actualmente una mera hipótesis de laboratorio.
Veamos ahora algunos de los aportes de la Corte al tema en estudio.
En el caso de la Barcelona Traction, la Corte expresó:

«;;... Une cfurinction eaenritlle doit m particulitr~ 4&sblie mtre les obli­
ptiona des' ~tatJ enven la communaut~ intemarionale dans ~n ensemble et celles
qui naissent viH-vis d'un autre l!tat dans le adre de la proteetion diplomatique.
Par leur nature méme, les preni~res concement toua les ~tats,. Vu l'importance des
droits en cause, tous les ~tats peuvent erre considérés comme ayant un intéret juri­
dique a ce que ces droits soient prot~~; les obligations dont i1 s'&git sont des
obligations erga orones.

34. Ces obligations découltnt par exemple, dans le droit inttmational rontem­
porain, de la mÍJe hora la loi des aetes d'agression et du génocide maiJ auui des
príncipes et des rqles conccmant les draita fondamentaux de la penonnc humaine,
y compris la protection conue 1ft pratique de l'esclllVage et la discriminatio., ra·
ciale. Certains droits de protection correspondants se sont intégres au droit inter­
nationa! général (Ré.ferves ti la convention pour la préventiol'J el la répression du
crime de génocide, avis consultatil, C. I. J., Recueil, 19'1, pág. 23); d'autrcs sont
conférés par des instruments internationaux de caract~re universtl ou quasí uní·
vcnel....

.. M. GiuJiano, en diritto dci cilcni a viViere ncn. loro palñ: e II Diritto ínter­
nnionale., en El/udiol en h. nor de D. Antonio Truyol y Sura, cit., vol. J, pág. '21.

" Arret du , février 1970: Adolfo Miaja de la Muda, «Aportaqón de la sen·
tencia del Tribunal de La Haya en el Caso Barcelona Traetion a la jurisprudencia
internacional», en Cuadernos de la Cá~edra J. Brown Scot/, Universidad de Valla·
dolid. 1971; ]. Juste Ruiz, «Las obligaciones ~rg' omnes en Derecho ÍnternAciOILt1
público», en Hom. al Pro/. Miaja á~ la Muel.r:z, t. I, Temos, Madrid, 1979.
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En la opini6n consultiva sobre Namibia, la Corte dijo~

«1.31. En verto de la Olarte des Narions Unies, l'ancien mandataire st~tait
~ aobserver et 1 respecter, dans un territoire ayant un statut international, les
droitl de l'homme et les libert~ fondamentales pour tous SLU distinetions, exclu­
siona, reatriet10ns et limitations qui sont uniquement fond~s sur la race, la couleur,
l'ascendana: ou I'origine nationale ou ethnique et qui constituent un d6li des
droits fondamentaux de la personne humaine, est une violation flagrante des buts
et principIes de la Charte. 711.

y en el caso de los rehenes americanos en Irán afirmó:

..91 ..• Le fait de priver abusivement de leur liberté des etres hümains et de
lea soumettre dans des conditions p6úbles 1 une contrainté physique est manifes­
tement incompatible avec les principes de la Charte des Nations Unies et avec les
droitl fond'mentaux 6loncés dans la d«Iaration universelle des droits de l'OOm-
mo'l.

No cabe ahora analizar las con.l5ecuencias de estos criterios enumera­
dos por la Corte, que han sido destacados por la doctrina 72, ni referirnos
expresamente a la invocaci6n que la Corte ha hecho de los «principios
fundamentales. de Derecho internacional enumerados en la Declaración
Universal de Derechos Humanos. Pero sr es preciso destacar la impor­
tancia trascendente de estas afirmacione~ de la Corte, que ahondan ideas
expuestas ya en 1951 y en 19'4 y adoptan criterios avanzados prelimi­
narmente en anteriores opiniones separadas o disidentes 73.

25. La cuestión de los refugiados, que afecta esenciales derech~
humanos"', fue encarada por las Naciones Unidas -sin perjuicio de
antecedentes que se remontan a la Sociedad de Naciones y de Otros pre­
cedentes propios- • partir de 19'0. Por la Res. 428 (V) de la Asamblea
General se adopt6 el Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Refugiados. Esta Oficina es un servicio particu­
larizado, con un Estatuto adoptado por la Asamblea General de las Na­
ciones Unidas, a cargo de un Alto Comisionado, elegido por la Asamblea
General a propuesta del Secretark; General (art. 13). Su mandato, refe-

,. CI], ~ctml, 1971, p¡írrafo 131, ~ia. 'J7.
n CI], Recum, 1980, pirnfo 91, ~I. 42.
n E. Schwelb, c'fhe Intemational Court of Juarice and the Human Righu

Clauses of the O1arteD, en Amtfican ]oufnaJ 01 fnternationaJ 1Aw, vol. 66, 1972;
Naaendra Singh, «Human Righu and the Future of Mankind~, en Vanity Books
DtThi, 1981, p4gs. 21-34; E. .Timénez de Aréchags, «El Derecho y la justicia. res·
guardo de la libertad., en &vista del Instituto Interamericano dt Derechos Huma-
nos'nnúm. 1, Sen losé, 1984.. 1

Naacndra s~. op. at., p4¡s. 21-53.
,. H. Gros Eapíell, El aTtlculo 22 dt la Co'!vtnci6n Ame~icana sobre Deruhos

Humtl1los , ti Derecho de los Relugi~ros, InstItuto Intemaetonal de Derecho Hu­
manitario San Remo 1985; E. Vitta) «Asilo territoriale e diritti del'uomo», en
Home1llJi~ al Pral. M;~ia de la Muela, :Madrid, 1974.
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rido en el Estatuto a todos los miembros de las Naciones Unidas, está
especUicamente determinado (arts.6, 7 y 8).

.~ a Convención sobre el Estatuto de los Refugiados fue aprobada por
la .Hsamblea General en 19.50 y entró en vigencia en 1954. Son partes
en t Ua hasta hoy 96 Estados. El Proto<:olo sobrc los Refugiados,' del que
pueden' ser parte Estados no partes en la Convención, se adoptó en
1966, entró en vigencia en 1967 y son partes actualmente: en él 95 Es­
tados. En los dos instrumentos son partes 93 Estados.

El aumento constante de las tareas de la ,Oficina, y la; importancia
siempre creciente del grave y doloroso problema de los refugiados; :que
se ha ido extendiendo prácticamente a todas..las regiones del ~undo,
he hecho que las funciones del Alto Comisionado' y la' estruCturá achni­
nistrativa, financiera y técnica de la Oficina hayan sufrido un desarrollo
espectacular. ..

Hoyes un servicio de importancia muy grande en la obra de las Na­
ciones Unidas, cuyas complejas actividades 'cn .los 'hc~chos -han, ido más
allá del marco fijado por el Estatuto,: la Convención y el Protocolo 75.

26. -Lamentablemente, hasta hoy no ha sido posible crear el cargo
de Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los derechos humanos.

Aunque esta iniciativa fue finalmente aprobada por la' Subcomisi6n
en años recientes, que adoptó un proyecto concreto, dificultades políticas
insalvables hasta hoy han impedido que la Asamble~L General .llegara _a
deddir la creación de este cargo mediante la adopci6n de ~u Estatuto;

La iniciativa se remonta a los años cincuenta, en' que Uruguay la
present6 a la Comisión de Derechos I-Iumanos con la idea de' que exis­
tiere un fiscal o procurador en la materia.' lJios después,: Costa Rica
ree1abor6 y' actualizó la idea. Después, varios países de Europa-Occiden­
tal se sumaron a la propuesta, encarando la instituci6n como ,una ins­
tancia -de asesoramiento, de mediación, de 'intermediación y dé consejo
más que de denunc!a o acusad6n strictu sensu.

De todos modos es triste que cuarenta años después de la entrada en
vigencia de la Carta no se haya podida. avanzar en este campo.

La cread6n de este Alto Comisionado sería muy u:oportante para pro.
mover el respeto de los derechos humanos en todo el mundo. Podría
desempeñar un gran papel y ejercer una fuerte influencia moral para pro­
mover el efectivo.

COmplementada la estructura actualmente existente. Y al lado de
los órganos políticos y de los órgan~i de tipo jurisdiccional o técnico
podría desempeñar una tarea difusa, pero eficaz, de impulso y de pro-

7S S. Asa Khan t «Legal Problems Relatin,8 to Refugees and Displaced Penons».
en Recueil des COUTS, kaJlmie de Droit Internatio1l4l, 11 1976; Atle GrahI Madsen.
eThe Status of RefugeeslI't en lnternational Law, Sijthofft Leident 1966; Roger
Oark «Human Rights and UN High Cornmissioner for Refugees», en lnternatio­
nal J~urnal 01 Legal Information¡ vol. 10, 1982.
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moción, con un alto contenido moral, con una independencia indiscutible
y con una fuerza de convicción que no podría desconocerse.

27. Ningún análisis de la obra de las Naciones Unidas en esta ma­
teria puede dejar de citar lo que para que esta tarea pueda cumplirse sig­
nifican las organizaciones no gubernamentales. En ma~eria de derechos
humanos, el impulso dado al tema por estas organizaciones, la labor de
información y de docencia que han realizado y realizan y ~o que signi­
fican sus informes, por países o por derechos presuntamente violados,
constituyen un elemento esencial.

Hoy no se puede concebir el funcionamiento del sistema de las Na­
ciones Unidas en materia de derechos humanos sin la ayuda y el soporte
de las organizaciones no gubernamentales, cuya contribución al desarrollo
del Derecho internacional actual es digno de recuerdo 75 bis. Citar sólo
algunas puede llevar a un pecado de omisión. Pero sin querer dar ejem­
plos y sin pretender asignar prioridades, creo que sería imperdonable
no recordar, a nivel de Naciones Unidas, a Amnisty International y a la
Comi3ión Internacional de Juristas.

28. La obra de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos
no se ha limitado a la acción desarrollada directamente por sus órganos
en el marco de sus competencias. Ha impulsado y sostenido también el
proceso que se cumple al respecto fuera del ámbito de las Naciones
Unidas. Un ejemplo concreto es el apoyo brindado a la elaboración y
progreso del Derecho internacional humanitario por medio de reitera­
das resoluciones de la Asamblea General, dirigidas a obtener la plena
universalización de las Convenciones de Ginebra de 1949 y el aumento
del número de ratificaciones de los Protocolos 1 y 11 de 1977. La es­
trecha e intrínseca relación del Derecho de los derechos humanos con
el Derecho internacional humanitario 76 justifica plenamente esta actitud.

29. Las Naciones Unidas se han transformado en la expresión de
la conciencia universal de que debe promoverse y garantizarse el respeto
de los derechos humanos. Y como lógica manifestación de esta concien­
cia y de esta convicción de toda la comunidad internacional, las Naciones
Unidas no se han limitado a determinar y regular la actuación de los
órganos al respecto o a coordinar la labor de las organizaciones espe­
cializadas en la materia, sino que han tomado sobre sí la lógica tarea
--que es la consecuencia natural del papel universal que la Organización

TJ Mt M..rio Bettsti y Pi~·~ríe Dupuy, UI ONG ~/ le D,oil in/un4JionaJ,
edíÚOOl EaJoomica, Pw, 1986.

• H. Grou FApiel1, cDcrechoi hurJUUlOl, Derecho internacional humanitario y
Derecho internacional de los refugiadosl., en I!tude et essais sur le Droit inttr­
nl1tionaJ humanitaire et sur les príncipes de la Croix Rouge ~n l'honneur de Jean
Picted, Nijhoff, La Haya, 1984.



LAS NACIONES UNIDAS Y LOS DERECHOS HUMANOS 103

juegn- de impulsar y alentar todas ias manifestaciones internacionales
dirigidas a estos fines, sean universales o regionales y fuere cual fuere
la naturaleza jurídica de las instituciones involucradas.

IV
30. Sin perjuicio de la conclusión expuesta en el párrafo precedente

sobre la naturaleza y amplitud de la influencia que ha tenido la acci6n
de las Naciones Unidas en el campo de los derechos humanos, cotres­
ponde intentar resumir en unos pocos puntos esenciales el efecto que
sobre el Derecho internacional en general; y sobte la cuestión de· los
derechos humanos resulta de estos cuarel1ta años de vigencia de la Carta
de las Naciones Unidas.

31. En el párrafo 4 ya hemos enumerado algunas de las más impor­
tantes incidencias que el tema de los derechos hUlnanos ha tenido en
cuanto al desarrollo del Derecho internacional en los últimos cuarenta
años. Señalamos así lo que el tratamiento del tema de los derechos hu­
manos y su realidad internacional viva ha significado para la evoluci6n
de las cuestiones vinculadas con la jurisdicción interna (art. 2.7 de la
Carta), de la subjetividad internacional, del colonialismo, del Derecho
de los Tratados y del Nuevo Orden Económico Internacional.

32. Cabe agregar que gracias a la· labor de las Naciones Unidas se
ha intentado una concepción universal de los derechos humanos, fun­
dada en la idea de la dignidad eminente del hombre, aplicable mundial­
mente en un planeta dividido política e ideológicamente y se ha impuesto
la idea de que el núcleo esencial de los derchos hUlnancs, aquellos que
no pueden jamás suspenderse, constituyen en la comunidad internacio­
nal de hoy un caso de ius cogens, cuya violación ap~reja la nulidad de
los actos jurídicos que los lesionan 77 y que genera un tipo especial y
agravado de responsabilidad internacional 78.

17 J. A. Pastor Ridroej..oJ «La detemúrulción del contenido del ;us coge,u»1 en
lHLADI

1
Madrid, 1972; M. Plrez Gonúlcz, «Los Gobiernos y el ¡In COI~flS: las

normas imperativas del Derecho internacional en la Sexta <::Omisión., en Estudios
d~ D~,~cho internacional público y privado, Hom. al Prof. Luis Se1a Sempil, t. 1,
Oviedo, 1970; H. Gros Espiell, Estudios sobre dtr~chos huma,;ol, cit., vol. 1, pi.
ginas 26 y sigs.; Edmond Jouve, «Le droit des peuples», en Presses UtJiv~,si/aires
de France

l
1986, pág. 92; J. A. Pastor Ri(iruejo, «La Convenci6n Europea de los

Derechos del Hombre y el ;Ul cog~ns intenl8CÍonaa, en EsttuJios de Dnecho int~r­
n",ional, Hom. al Prof. Miaja de la Mueb, vol. 1, Madrid, 1979. Con posteriori­
dad • estos estudios y • la bibliografia en dlot citada, la Convend.6o de Viena 10­
bre el Derecho de los Tratados entre Estados y OrganiucioDel Internacionales o
entre Organizaciones Internacionales (~) 1986) volvió 8l regular lo rehtivo al
ius cog~ns (arts. 63.64).

71 J. A. Carrillo ~a1c~do,«La ~stinci6n entf7 .cr(~enes y delitos intemaci.onales.
Una posible aportación lberoamencana a 1. codifIcaCión y desarrollo progresiVO del
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33. Hoy ya no se duda de que la efectiva defensa de los derechos
humanos requiere un sistema internacional de protecci6n --que se sume,
complemente y condicione a los sistemas nacionales resultantes del De­
recho interno de los Estados "-, sea universal o regional, o universal
y regional, habi~ndose superado el falaz criterio que pretendía obligar
a optar por el universalismo o el regionalismo 80. Pero no hay que olvi­
dar que todavfa el sistema internacional de protecci6n, aunque condido­
nante y complementario, es subsidiario de la protecci6n de .los derechos
humanos a cargo del Estado, al que incumbe la inicial responsabilidad
de su garantía y protecci6n. Es por ello que el instituto del agotamiento
de los recursos internos mantiene una singular importancia 11. De todos
modos es preciso recordar que ese deber primario del Estado de respe­
tar y proteger los derechos humanos constituye una obligación inter­
naciona!.

34. La obra de las Naciones Unidas ha perautido impulsar la ex­
pansi6n del concepto mismo de los derechos humanos de acuerdo con
las siempre cambiantes y nuevas necesidades de la vida, incluy~ndo nuc­
vos derechos, que se suman a los civiles y políticos y a los econ6micos,
sociales y culturales y que muchas veces presentan la característica atí­
pica de ser a la vez individuales y colectivos, de los que son titulares la
persona humana J entidades colectivas. El derecho del desarrollo 82, el
derecho a la paz y el derecho a la libre determinación M son ejemplos
de esta línea conceptual y política, en proceso abierto de evolución.

•

derEcho de la retponJabilidad intemscion'IJ de los Estados., en IHLADI, Madrid,
1979.

7t V. AbeIUn, ..La protección internacional de los derc.'Chos humanos: rMtodOI
internacionales y farandas intemas., en Estudios (n honor dd Pro/. D. Antonio
T,ul~ y Se"a, t. , Madrid, 1986.

H. Gros Espiell, cUnivenalismo y regionalismo en la protección de los derc­
chos humanos., en Estudios, cit., vol. I.

11 A. Augusto Caneado Trindade, O Es,lotamento de rec,ursos internos no Direito
intef1f4CioNJl, Brailit 1984.

JI l, A. c.riIIo~, ..FJ derecho al deMrroUo como un derecho de la per­
IGDI ....... CD REDI, xxv. 1972; H. Groa~ cEl dem:bo al dCNUolIo
como UD dauho de ..¡:woa hg'!Wft8A, CD ReviS/iI de Es/lidios Intnn«iofUlles,
núm. 1, M.drid, 1981. el momento ac:tual K encuentl'1l en procelO ~ eabora~
ción en la Naciones UnicW una Declaraci(m IObre d Derecho al Desarrollo, y existe
un grupo de trabAjo sobre este derecho, que se reunir' en enero de 1987 (véase
Res. 1986/16 de la Comisión de Derechml Humanos del 19 marzo 1986).

1.1 Res. 33/73 de la Aumblea General, de l' diciembre 1978
Á

que adopta !a
Declaración IObre la Preparación de las &xiedades para Vivir en Yaz¡ Res. 39/11
de la Asamblea General. de 12 noviembre~ 1984, que aprueba la Declaración sobre
el Derecho de los Pueblot a la Paz. Su análiais puede 'encontrL"'Ie en H. Gros
Eapiell, El derecho" /4 PIU, México, 198j¡. Véue uimilll1() A. Ruiz l~el. c¿Te­
nemos derecho a la ~?, en Anwuio dt Dtftchos Hum",sos, núm. 3, fllltituto de
Dmcbos Humaoos, Univ. Comp., Madrid, 198'.

... H. GroI Espíell, cEl derecho a la libre determinaci6n de los pueblos y los
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De igual modo, la cuestión de los derechos de los pueblos as, direc­
tamente vinculada con 10 precedentemente dicho, en sus relaciones con
los derechos humanos, constituye una materia nueva, a cuyo nacimiento
y desarrollo no han sido ajenas las Naciones Unidas, que es hoy objeto
de un complejo y polémico proceso de discusión y análisis.

v

35. El juicio global sobre lo realizado por: las Naciones Unidas en
materia de derechos humanos -pese a las salvedades, defectos, silen"
cios, discriminaciones y tratamientos basados exclusivamente en factores
políticos que a veces se han dado, y que hemos analizado en sus conse­
cuencias en el párrafo 14- no puede dejar de considerarse como po­
sitivo.

.Esta positividad resulta esencialmente del progreso logrado al res­
pecto por el Derecho internacional y de la concienciación de la huma·
nidad entera con relación al problema. La creación de una pujante y
activa opinión pública internacional en cuanto a la cuestión de los de­
rechos humanos y el hecho de (lue nirtgún Gobierno, ni siquiera aquellos
más crueles y represivos, se atrevan a hacer la apología pública de la
violación de los derechos numanos debe mucho a la acción de las Na­
ciones Unidas. Y éstos son extremos -que no existían universalmente
antes de la Segunda Guerra Mundial- de cuya importancia no puede
dudarse. En cambio, la eficacia real del sistema internacional de protec­
ción de los derechos humanos presenta aún elementos negativos y pone
de manifiesto carencias en muchas ocasiones esenciales.

Estas carencias provocan explicables aunque no justificados escep·
ticismos, especialmente en los jóvenes. Explicables pero no justificados,
porqut: lo que se ha logrado es mucho y el camino está abierto para lu­
char con el objeto de continuar en el avance y el progreso hacia el fin
de que se pUf:da vivir en un mundo en que esté asegurado el respeto
universal y ~{cctivo, sin discriminación de especie alguna, de los derechos
y libertadf.:s del hombre.

derechos humanos», en Anuario de Derechos Humanos, núm. 1, Instituto Je DCfL'­

chos Humanos, Univ. Comp., Madrid.
u EIoy RuiIoba, «Una nueva categoría en el panorama de 111 subjetividad inter­

nadonal: El concepto de pueblo», en Eliutlios d, D,recho internaciontU1 Hom. al
Prof. Miaja de la Muela, vol. I t Madrid, 1979; Annlll Micha!3ka, «Righu of Peoj'lc.¡
and Human Righu», en 1nltrnalional La lO, UNESCO, Reunión de Harare, Zim­
badwe, 2·' diciembre 1985 (SHS-8,/C..onf.61l3/8)¡ A. Casses.:, E. Jouvc, L. Buso,
Pour un droil des pcuplesl Berger.Levrauit, 1978; Edmond ]ouve, Le Jroil des
peuplcJJ Presses Universitaires de France, Pat'Ís, 198~.
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36. Hace años escribí unas palabras que siguen resumiendo lo que
pienso al respecto:

«Al contemplar el camino recorrido, aunque es posible tener un sentimiento
de tristeza por muchas lamentables situaciones que han existido y existen, no Clbe
caer en el escepticismo. Si se analiza la cuestión de los derechos humanos con una
amplia penpectiva histórica es necesario compartir las conclusiones a que René
Cassin arribar. en 1968: "Si bien los atentados efectivos contra las libertades fun­
damentales del hombre no han disminuido en forma significativa, el hecho mismo
de que la resignación sin esperanza, de que el muro de silencio y'la ausencia de
toda vfa posible de recurso están en clara regresión, si no en camino de desaparecer
completamente, abre a la humanidad perspectivas alentadoras, que 8 ningún precio
debe permitirse se oscurezcan".".

.. H. Gros Espíell, «La evolución del concepto de los derechos humanos. Cri­
terios occickn~les, IOcialÍJtas y del Tercer Mundo», en Estudios dt Dtrechos Hu­
manos l cit., pág. 327.
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La existenc1a de todo el sistema de los derechos humanos,

su estructura fundament~l, se asienta s0bre el principio univer­

salmente admitido de que todos los seres humanos nacen libres e

iguales en dignidad y der~chos. En la carta de San Francisco de

1945 en virtud de lo cual se constituyeron las Naciones Unidas,
.':'

el artículo l°, parágrafo 3, y el artículo 56, inciso c), consa-

gran el reconocimiento de la comunidad internacional de que el

respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fun­

damentales exige que ese respeto sea para todos, "sin hacer dis­

tinción por motivos de raza, sexo, idioma, o religión."

En la Declarac1ón Universal de Derechos Humaos del la de

diciembre de 1948 que es, como lo ha diCho la doctrina, la nor­

ma constitucional de todo el sistema del Derecho Internacional

de los Derechos Humanos, los principios cardinales de la liber­

tad y la igualdad quedaron establecidos del siguiente modo:
•

Artículo 1:

Artículo 2
Párrafo 1:

Todos los eres humanos nacen libres e iguales en

dignidad y derechos y, dotados como están de ra­

zón y conciencia, deben comport~rse fraternalmen­

te los unos con los otros.

Toda persona tiene todos los derechos y liberta­

des proclamadas en esta Declaración, sin distin­

ción alguna de raza, color, sexo, idioma, reli ­

gión, opinión política o de cualquier otra índo­

le, origen nacional o social, po~ición económica,

nacimiento o cualquier otra condición.

Dentro de esta misma línea, en nuestra Convención America­

na de Derechos Humanos, Pacto de San José de 1969, se lee:

Artículo 24: "Todas las personas son iguales ante la ley. En

consecuencia, tienen derecho, sin discriminación,

a igual protección de la ley."

I
•• I •••
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Al concebir y declarar que la igualdad en dignidad y derechos

entre todos los habitantes de la tierra const1tuye el presupues­

to necesario y fundamental ~e un r~gimen de derechos humanos,

los redactores de la Carta de las Naciones Unidas, de la Decla­

ración Universal de los Derechos Humanos, de la Convención Ame­

rican, y de los demás instrumentos jurídicos similares ponen en

evidencia por contraste el dato que se extrae tanto de un cuida­

dosa lectura de la historia como de una simple y descuidada ob­

servación de las noticias de todos lo~ días, esto es, la innega-
•

ble existencia de fenómenos de intolerancia y discriminación en-

tre grupos, entre pueblos y entre naciones. Estas manifestacio­

nes de intolerancia y d::scri'minación han ocurrido y ocurren, a

veces aisladas, a veces mezcladas unas con otras, básicamente,

por razones de raza, sexo, religión o convicción.

La intolerancia y la discriminación se constituyen, enton­

ces, en cualquier forma en que aparezcan, como los obstáculos

que impiden que exista igualdad real y no solamente formal o ju­

rídica, entre todos los seres humanos.

Si existe discriminación no habrá verdadera igualdad y s~n

igualdad, no podemos hablar seria y responsablemente sobre vlge~

cia de derechos humanos. Tal es la premisa de la que p~rte esta

exposición. Por eso, todo estudio que emprendamos sobre dere­

chos hwnanos debe incluir, necesari~mente, la reflexión, el aná­

lisis y la toma de conciencia sobre este delicado tema y sobre

sus distintas manifestaciones.

En estas sesiones de estudiü y discusión a las que nos ha

convocado la infatigable labor del IIDH, hablar sobre discrimi­

nación e intolerancia resulta obligado ejercicio. EJercicio cu­

yos objetivos persiguen, fundamentalmente, compartir preocupa­

ciones y provocar inquietudes. Con la amable colaboración de

y ¿tención de todos Ustedes, espero lograrlo.

De previo al referirnos a los concretos instrumentos jurí-

.. ! ...
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dicos que la comunidad internacional ha elaborado con el afán

de prevenir, combatir y eliminar los fenómenos de discriminación,

estimo importante hacer- una consideración de carácter general so­

bre el concepto y la naturaleza de los actos discriminatorios.

Por discriminar entendernos generalmente tratar distinto lo

que es igual. Pero también es discriminar tratar igual lo que

es distinto. Es absolutamente básico tener en cuenta que la i­

gualdad entre todos los seres humanos exige la ausencia de dis­

criminación. Pero igualdad no es uniformidad. Un régimen de

absoluto respeto por los derechos humanos de todos debe reconci­

liar unidad con diversidad, interdependencia con libertad. La

igual dignidad de todos eXlge el absoluto respeto por la identi­

dad de cada per~ona. Es en 21 abs~luLo respeto por el derecho

a ser distinto, a pensar distinto y a ser mUJer que podremos en­

contrar la auténtica igualdad y la única posibilidad de un ple­

no disfrute de los derechos humanos sin discriminaciones por ra­

zón de :aza, sexo o religión.

11. LOS INSTRUMENTOS JURIDICOS INTERNACIONALES

Los fenómenos de discriminaclón, cualquiera que sea su ti­

po, nacen de la idea de superioridad de un grupo -generalmente

el que detenta el poder-, sobre otro. Junto ~on las manifesta­

ciones de intolerancia, la discriminación ha sido una constante

histórica en el comportamiento de los hombres.

Plenamente consciente de ello, la comunidad internacional

organizada en las NaCiones Unidas manifestó desde el principio

de su existencia jurídica, su preocupación por la existencia co­

tidiana de tales problemas. En una de sus primeras resoluciones,

aprobada en 1948, al Asamblea General declaró "que es en el más

alto interés de la Humanidad el poner fin inmediatamente a la

persecución y discriminación religiosa y a la llamada racial" y

pidió a los Gobiernos y autoridades responsables, que se aJusta­

ran tanto a la letra como al espíritu de la Carta y tomaran

. ./ . . .
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las medidas más rápidas y enérgicas con tal fin.

En los 41 años da existencia de las Naciones Unidas, una

parte ~uy importante de los esfuerzos de sus distintos órganos

y organismos han tenido corno propósito, combatir los fenómenos

de discriminación.

En materia estrictamente normativa, encontrarnos una abun­

dante producción de Declaraciones, Convenios y Convenciones In­

ternacionales.

A manera de rápida información podemos citar la Declaración

y la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las

formas de discriminación racial; la Convención Internacional so­

bre l~ represión y el castigo del crimen de Apartheid; el Conve­

nio sobre la discriminación en materia de emp~eo y ocupaci6n; la

Conven~ión relativa a la lucha contra las discrim1naciones en la

esfera de la enseñanza; el Convenio sobre igualdad de remunera­

ción; la Decla~ación y la Convención sobre la eliminación de to­

das las formas de discriminación contra la mujer; la Declaración

sobre la elim1~ación de todas las formas de intolerancia y dis­

criminación funé.adas en la religi6n o las convicciones; y la De­

claración sobre la raza y los prejuicios raciales.

Por razones exclusivamente del tiempo del que disponemos,

me referiré únicamente ~ los instrumentos relativos a la discri­

minación por razones de raza, sexo y ~eligión. Mencionaré en a­

nálisis somero los conceptos que define, los sujetos que protege

y sus mecanismos de aplicación.

En la Convención Internacional sobre la Eliminación de to­

das las formas de Discriminación Racial, adoptada en 1965, la

expresión "discriminaciór racial" se define como "toda distin­

ción, exclusión, r¿stricción o preferencia basada en motivos de

raza, col&r, linaje u origen nacional o étnico que tenga por ob­

jeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce

. . / . . .
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o ejercicio, en con¿iciones de igualdad, de los derechos humanos

y libertades fundamentales en las esferas politica, económica,

social, cultural o en cualquier o~ra esfera de la vida pública."

Es una definición amplia del conceoto y, lógicamente, incluye a

todos los seres humanos como sujetos. Empero, la propia Conven­

ción admite peligrosas excepciones al principio general enuncia­

do, cuando sefiala que la Convenc1ón "no se aplicará a las distin

ciones, exclusiones, restricciones o preferencias que haga un.
Estado parte en la presente Convención entre ciudadanos y no C1U

dadanos. 1I (Artículo 1, inc. 2) Aunque aclara de seguido que ta­

les disposiciones no deben establecer "discriminación contr •.1n

guna nacionalidad en particular." (inc. 3)

En la Convención sobre la eliminación de todas las formas

de discriminación contra la mujer -adoptada en 1979 y puesta en

vigor en 1981-, en el artIculo 1 se lee: I'A los efectos de la

presénte Convención, la expresión 'discriminación contra la mu­

jer i denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en

el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular

el reconocimiento, goce o eJercicio por la mujer, independiente­

mente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hom­

bre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades funda­

mentales en las ~sferas política, económica, social, cultural y

civil o en cualquier otra esfera".

Los sujetos de este instrumento internacional somos, lógi­

camente, sélo las mujeres, esto es, únicamente la mitad de la

raza humana ... q~~ es la discriminada. La otra mitad son los

discriminadores ...

En la "Declaración sobre la eliminación de toeas las for­

mas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o

las conv1cciones" proclamada por la Asamblea General en noviem­

bre de 1981 (en materia de religión o convicciones no existe to­

davia una Convención internacional, ni siquiera un proyecto de

ella), en el artículo 2 so define que para los efectos de la

. . I . . .
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Oecl~ración "se entlende por 'intolerancia y dlscrlmlnaClón ba~a­

das en la religióri o las convicciones' toda dlstlnción, exclusión,

restrlcción o preferencia fu.ldada en :a relIgión o en ~as conv~c­

,-iones y cuyo fin o ef~cto sea l .. abolici'~i¡ o el menoscabo del

reconocimiento, el goc~ u el eiercicio en pIe de igualdad de los

d€r~chos hur,lanos y las libellade~; fU:1dam o ntales".

En esta Declaración se introduce el concepto de "intoleran­

cia" junto al de "discriminación" y ~e les equipara en la deiiIll­

ción transcrita. En mi opinión, no so~ exactamen~e equipa~ables,

au~que se Cundan en los mis~~s pr~JuicIOS Y producen las mismas

nefascas ccnsecuencias.

Jbviamente, los sujetos cuyos derechns pretE::.lde tutelar la

Declara~i6n somos todos los seres h~rnanGs } 21 fundamento mismo

e la Declaraclón se dir~ge a q~e se respete tanto el principi~

de igualdad y no d~scriminaci6n, como el derecho a la libertad

_e pensamiento, de conciencla, de religión o de ~onVlCClones,

proclamado tdl,lbién en la Declaración Universal de Derechos Jfuma­

nos y en los Pactos Internaclrnales sobre la materia.

Del contenido de los transcritos conceptos cabe extraer la

siguiente conclusión: la discriminaci6n la tiDifican actos que

distingan, excluyan, restri~Jan o prtfieran 3 una ?prSOnd o gru­

~~ y eue con tales acciones se anul~ o mencscabE, e~ condiciones,
ce- igual::aa., el reconocimiento, gcce o e]erCiClo de os derechos

humanos y las libertades fundamentales.

Esos actos de discriminaci6n, aislada~ente o en conJunto,

tienen principalmente motivaciones raciales, sexuales o religio-

En punto a mecanlsmos previsto~ para ~arantizar el goce

y eJerclcio de los derechos consagrados en los instrumentos JU­

rídicos lnternacionales a los que nos estamos refiriendo, cabe

\ace- l~: 3iguientes precisiones:

.. í . , .
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En la Convenci6n sobre la eliminaci6n de todas las formas

de discriminaci6n "racial se incluyeron distintas medidas para

su aplicaci6n. Entre tales medidas figura la creaci6n ~e un Co­

mité integra10 por 18 expertos independientes. Este Comité sobre

la Eliminación de Id DiEcriminar~ón Racial revisa los informes

presentados por los Estados Partes sobre la aplicación de Conven­

ción en los respectivos países, hace propuestas y recomendacio­

nes generales y desempeña funciones en los contenciosos entre

los Estados Partes sobre la aplicación de la Convención. El Co­

mité puede también recibir y considerar comunicaciones proceden­

tes de individuos o grupos de individuos dentro de la jurisdic­

ción de los Estados Partes que hayan conocido la compe~encia del

Comité en tal sentido y preparar propuestas y recomendaciones

en relaci6n contales comunicaciones. El Comité se reunió por

primera vez en 1970 y desde entonces ha venido cumpliendo una

labor muy destacada en la lucha contra el racismo.

Un comité similar en su composición y funciones es previs­

to en la Convenci6n sobr~ la elimiñacíón de todas las formas de

discrininaci6n contra la mujer.

Este Comité recibe informes sobre las medidas adoptadas

por los Estados Partes en cumplimiento de lo previsto en la

Convención y se reune anualmente para examinar tales informes.

Este Comité ~o recibe comunicaciones ni individuales ni de gru­

pos, pues en el caso de la discrimjnación contra la mujer, las

comunicaciones las recibe la Comisi6n sobre la situaci6n Jurídi­

ca y Social de la Mujer. La primera sesi6n del Comité creado

por la Convenci6n se celebró en 1982.

La Declarac16n sobre la eliminación de todas las formas

de intolerancia y dlscriminación fundadas en la religi6n o las

convicciones, careCR, por su naturaleza jurídica de Resolución,

de mecanismos para exam~nar los progresos realizados [or los

Estados en la aplicación de los principios y de las medidas a­

doptadas. Empero, estlmo que esta Declaración de 1981, al i­

gual que la Declaración Unlversal de 1948, no es un conjunto

. . / . . .
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de sim?les "recomendaciones" de conducta di-igidas a sus desti­

natarios. Quienes opinan en el sentido de que las declaracio­

nes proclamadas y adoptadas por la Asamblea General de la Nacio­

H~S Unidas carecen de efectos obligatorios, se remiten úniramen­

te a la buena fe de los Estados miembros, con lo que dejan a és­

tos en libertad de aplicar o no tal declaración en su ordenamien

to interno. Admitir tal interpretación implica negar a las per­

sonas la posibilidad de reclamar ante las autoridades judiciales

o administrativas ue su Estado ningún derechos o facultad d~ri­

vado de las declaraciones. En mi opinión, la def~nición je de­

derechos que contiene y los principios r valores que inspiran

la Declaración de 1981, constituyen una sólida base para un pro­

grama de medidas y acciones que deben necesariamente desarrol1~r

tanto los Estado~ miembros de Ja O.N.U. como ~os propios órganos

y organismos del sistema le las Naciones Unldas. Simul~áneamen­

te, también las Organizaciones No Gubernamentales y los grupos

de particulares vinculados con la materia, deberán desarrollar

actividades que contribuyan a erradicar la discriminación y la

intolerancia en materia de pensamiento, conciencia, religión o

convicciones.

111. PROGRAMAS DE ACTIVIDADES DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LU­

CHAR CONTRA EL RACISMO Y LA DISCRIMINACION POR MOTIVOS

DE RAZA, SEXO, RELIGION O CONVICCIONES

La clara conciencia de la comunidad internacional acerca

de la existencia de la intolerancia y la discriminación de indi­

viduos y grupos de individuos contra otros individuos y grupos,

dentro de de los Estados y entre los Estados, han determinado

la preparación y ejecución de verdaderos programas de acción y

lu:ha para erradicar, combatir y prevenir tales fenómenos.

En materia de racismo y discriminación racial, la activi­

dad ha sido intensa. La /-sar"lea General designó el año 1971

como Año Internacional de Acción para Combatir el Racismo y

la Discriminac1ón Racial. Y en noviembre de 1972 la Asa~~lea

des~gnó el periodo de 10 años que comenzó ellO de diciembre

.. / ...
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de 1973 como el Decenio de Acción para Combatir el Racismo y la

Discriminación Raclal.

La metas finales del programa para el Decenio eran: fomen­

tar los derechos humanos y las libertades fundamentales para to­

dos; detener cualquier ex?ansión de las políticas racistas, con­

trarrestar el nacimiento de alianzas basadas en la adhesión al

racismo y a la discriminación racial; oponer resistencia a cual­

quier política y pr§ctica que condujera al fortalecimiento de

los regímenes racistas y contribuyera ~l sostenimiento del raC1S­

mo y la discriminación racial; identif~car, aislar y disipar las

;reencias falaces y míticas, las políticas y prácticas que con­

tribuyan al racismo y a la discriminación racial; y poner fin

a los regímenes racistas. En 1978 se celebró la Primera C0n:e­

rencia Mundial para Combatir el Racismo y la Discriminación Ra­

cial. En 1~83, para culminar el Decenio, se celebró la Segunda

Conferencia Mundial. En esta Conferencia se ~doptó un Declara­

ción y un Programa de Acción. Y en ese mismo año de 1983, la

Asamblea General proclamó un nuevo Decenio -el segundo-, a par­

tir del 10 de diciembre de 1983, para combatir el racismo y la

discriminación racial.

El programa de ac~~ón de este Segundo Decenio contiene

una amplia variedad de actividades para ser ejecutadas por los

Estddos, y por los órganos y organismos especializados de Na­

ciones Unidas, así como ofrect t~mbién un variado campo de ac­

ción p8ra organizaciones no gubernawentales y grupos interesa­

dos. Ene 1 programa se proponen accionts'~~~a combatir el

apartheid; medidas en la educación y la enseñanza para crear

una atmósfera para erradicar el racismo, la discriminación ra­

cial y el apartheid; promover y proteger los derechos de per­

sonas pertenecientes a los grupos minoritarios, a las pobla­

ciones indígenas y a los trabajadores migrantes que son vícti­

mas de discriminación racial.

En lo que se refiere específicamente ¿l apartheid, cabe

señalar que desde 1952 las Naciones Unidas se ocupan pr§ctica-

. . / . . .
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mente en todos sus órganos y organismos de la situación en Sud­

áfrica en donde, como sabemos, eX1ste una política oficial de

la minoría blanca de dQminación y explotación sobre la mayoría

negra.

También muy importante, ha sido la actividad de las Nacio­

nes Unidas en cuanto a la discriminación sexual, esto es, la

discriminación contra la mujer por su condición de tal.

En 1967, la Asamblea General proclamó la Declaración para

la ¿liminaci6n de la discriminaci6n contra la mujer. La necesi­

dad de tal Declaración se consignó en consideraciones de su
preárr.)ulo que reflejaba la preocupación de la comunidad interna­

cional de que, "pese a la Carta de las Naciones Unidas, ala

Declaración Universal de los Derechos Humanos, a los Pactos In­

ternacionales sobre derechos humanos, a otros instrumentos de

las Naciones Unidas y los organismos especializados, y pese al

progreso hecho en materia de igualdad de derechos, continúa e­

xistiendo considerable discriminación contra la mujer". Este

preámbulo también señala que la discriminación contra la mu-

jer es incompatible con la dignidad humana y con el bienestar

de la familia y de la sociedad.

En 1975 se celebró en México la Conferencia M~ndia1 del

Año Internacional de la Mujer. Se adoptó una Declaración con

una serie de importantes principios acerca de la igualdad en·

tre hombres y mujeres en su dignidad y su valor como seres hu­

manos, lo mismo que en sus derechos, oportunidades y responsa­

bilidades.

En 1979 se adoptó la Convención Internacional a que ya

hemos hecho referencia, la cual contiene todo un programa

de medidas y acciones que los Estados deben tomar para preve­

nir y eliminar la discriminación contra la mujer en todos los

campos.

. . / ...



-11-

Dentro del si3tema de la~ Na~iones Unidas, un numerosos

grupo de sus órganos y organismos se han .venido ocupando perió­

dica y sistelnáticamente de desarrollar programas para acelerar

la ejecución del principio de igualdad entre hombres :. f"'lljeres.

Las actividades se han desarrollado en áreas tales como la edu­

caci6n y la capacitación, el empleo, la salud y la nutrición.

La labor de UNESCO y de la OIT en estos aspectos ha sido espe-
.. . \

cialmente destacada.

"
La d'cada de 1975-1985 fue declarada la D'cada de la Mu­

jer bajo el lema de "Igualdad, Desarrollo y Paz". Hubo otra
•Conferencia Mundial en Copenhagen, Dinamarca en julio de 1980

y la n'cada concluyó con la Conferencia Mundial celebrada en

Nairobi en julio de 1985.

En el Curso de Derechos Humanos celebrado el ano pasado,

nuestra Directora Adjunta, Lic. Sonia Picado, nos ofreció una

excelente conferencia que se encuentra publicada, acerca de los

aspectos más destacados de las actividades de esta Década dedi­

cada a promover la igualdad entre mujeres y hombres.

En el tiempo del que aquí disponemos, resulta imposible

reseñar toda la actividad internacional que ha desplegado el

sistema de las Naciones Unidas por más de treinta años en su

lucha contra la discriminación sexual. La creación en 1946 de

la Comisión sobre la condición jurídica y social de la mujer

determinó una abundantísima producción de normas internaciona­

les que luego los Estados irían incorporando en sus ordenamie~

tos jurídicos internos, acerca de los derechos de la mujer en

el derecho penal, en el derecho civil, en el derecho electoral,

en el derecho de familia, en el derecho internacio~dl, etc.

El aporte de la comunidad internacional ha sido verdaderamente

notable pues no sólo en materia jurídica se ha desplegado, si­

no también en el campo de las medidas concretas para promover

por todos los medios posibles la posición de la mUJer tanto en

los países desarrollados como en el Tercer Mundo.

. . / ...
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Muchísimo menos espectacular e intensa por razones que

yo estimo puramente políticas, ha sido la labor en materia de

disr.riminación por motivos de pensamiento, conciencia, religión

o convicci6n.

No obstante la presi6n ejercida por un considerable nú­

mer0 de organizaciones no gubernamentales y los aportes que han

realizado especialistas y expertos en la materia, las Naciones

Unidas sólo han podido adoptar una Declaración, la de 1981, y

el proceso para adoptar una Convención Internacional, ni siquie

ra se ha reiniciado, luego de haber sido interrumpido hace más

de veinte años.

No ha habido años internacionales, ni décadas, ni confe­

rencias mundiales dedicadas a la erradicación del prejuicio

religioso. La actividad internacional se limita actualmente,

a preparar estudios sobre las dimensiones actuales del proble­

ma.

IV. DIMENSIONES ACTUALES DE LOS PROBLEMAS DE INTOLERANCIA Y

DISCRIMINACION

No obstante lo necesariamente breve de la anterior resena,

pienso que permite fundamentar la conclusión de que, sin lugar a

dudas, no ha faltado preocupación internacional, interés y acti­

vidad de los organismos de Naciones Unidas; ni tampoco han fal­

tado reuniones, declaraciones, programas, décadas; ni tampoco

carecemos de leyes internacionales y nacionales, con el propósi­

to común de combatir, erradicar, prevenir y eliminar, toda for­

ma de intolerancia y discriminación entre los seres humanos por

razones de raza, sexo y religión.

Detengámonos ahora en lo que nos ofrece como realidad

nuestra experiencia cotidiana.

. . / ...
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a) Racismo y discriminación racial:

El racismo engloba las ideologías racistas i las actitudes

fundadas en los prejuic'ios raciales, los comportamientos discri­

minatorios, las prácticas institucionalizadas que provocan la

desigualdad racial, así como la idea falaz de que las relaciones

discriminatorias entre grupos son moral y científicamente justi­

ficables; se manifiesta por medio de disposiciones legislativas

o reglamentarias y prácticas discriminatorias, así corno por me­

dio de creencias y actos antisociales; obstaculiza el desenvol­

vimiento de sus víctimas, pervierte a quienes lo ponen en prác­

tica, divide a las naciones en su propio seno, constituye un

obstáculo para la cooperación internacional y.crea tensiones

políticas entre los ~ueblos; es contrario a los principios fun­

damentales del derecho internacional y, por consiguiente, per­

turba gravemente la paz y la seguridad internacionales.

No obstante coincidir en la teoría con los anteriores

conceptos extraidos de los textos internacionales, el comporta­

miento de ciertos gobiernos y grupos de poder revelan la prác­

tica descarada de racismo y la discriminación racial.

El apartheid, la politice of1cial de la minoría blanca de

Sudáfrica, ha sido definida corno una de las violaciones más gra­

ves con el principio de igualdad en dignidad y derechos de to­

dos los seres humanos y se ha afirmado que co~stituye un cri­

men contra la humanidad que perturba gravement,_~ la paz y la se­

guridad internacionales.

Este abominable apartheid qUE~ ha su~ido y sume diariamen­

te en la humillación y la muerte a millones de negros de Sudáfri­

ca y Namibia, por decisión los blancos cristianos, encuentra, én

mi opinión, un formidable respaldo para su existencii, en la

política sostenida por el bloque occidental de las naciones de­

sarrolladas que acatan las decisiones del gobierno de los Esta­

dos Unidos. Mientras no se duda en bloquear económicamente a

Nicaragua con lo qt¡e el pueblo sufre hambre y toda suerte de

.. / ...
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privaciones, los gobiernos actuales de las ~~aciones occidenta~

les, a despecho de los instrumentos jurídicos internacionales

suscritos por casi todós ellos y todas las recomendaciones de

Naciones Unidas, comercian libremente con Sudáfica con lo cual,

también en mi opinión, se convierten en cómplices del genocidio

que se comete todos los días contra el pueblo sudafricano.

Otros ejemplos de las dimensiones actuales del problema

son los siguientes:

En el continente asiático hay graves pLoblemas de lucha

armada en Sri Lanka desde hace cuatro años entre la minoría ét­

nica de los tamiles y la étnica mayoritaria de los cingaleses­

budistas.

En algunos países de Europa Occidental se dan graves pro­

blemas de discriminación contra los grupos de trabajadores mi­

grantes y sus farn~lias; en otros, contra los refugiados asiáti­

cos y latinoamericanos; en otros contra los árabes.

En América Latina la discriminación racial más grave la

han sufrido históricamente y la siguen sufriendo hoy, las pobla­

ciones indígenas. La marginación, la explotación y opresión que

sufren nuestros pueblos autóctonos en América del Norte, en Amé­

rica Central y en América del Sur constituye, junto con el

apartheid, el problema más grave y nunca resuelto, de la discri­

minación racial en el mundo.

El irrespeto a la autenticidad de su cultura y de sus va­

lores, la destrucción de sus tradiciones, la ausencia de políti­

cas que verdaderamente les signifiquen igualdad de oportunidades

en educación, salud, trabajo y v;vienda, la marginación Total de

los procesos políticos y de la toma de decisiones, incluso aque­

llas que les afectan directame~te, el despojo de sus tierras y

en algunos de nuestros países, la persecución, la tortura, la

.. / ...
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violaci6n, el exilio y la muerte, son irrefutables evidencias

de que en la América Latina que tiene sangre indígena como lo

cant6 Darío, hablalnos de derechos hümanos iguales para todos,

pero olvidamos COI frecuencia que "todos" incluye a nuestros

compatriotas indígenas.

b) Discriminaci6n re~igiosa y de convicciones:

La historia está llena de episodios d~ destrucción resul­

tante, ál menos parcialmente, de intolerancia religiosa entre,
las naciones: las "Cruzadas u contra judíos, cristianos ortodo-

xos y musulmanes, de los siglos XI a XV; la i'Guerra de los Trein

ta Años" del siglo XVII; las· guerras desde el siglo octavo hasta

el décimo noveno entre musulmanes y cristianos, etc. Desafortu­

n3damente, no estamos libres hoy en día de guerras que destruyen

millones de vidas humanas, resultantes, por lo menos en parte,

de la intolerancia y de las limitaciones a la libertad de pen­

samiento, de conciencia, de religión y de creencias.

En un documento de trabajo analizado en el Seminario que

sobre libertades religiosas se celebrara en Ginebra en diciembre

de 1984, la "Asociación para la Defensa de las Libertades Reli­

qiosas", una respetada organización no gubernamental, afirmó

que cerca ne 2,200 millones de personas en el mundo actual, su­

fren alguna restricción a su libertad de pensamiento, de concien­

cia, de religión y de creencias.

El propio Papa Juan Pablo 11, quien, por lo demás no es niI'"l­

gún modelo de tolerancia y ecumenismo, en un discurso en Lour­

des en agosto de 1983, dijo:

"En la persecución de los primeros siglos, las penas u­

suales eran la muerte, la deportación y el exilio. Hoy,

además de la prisión de los campos de concentración, de

los trabajos forzados y la expulsión del país, hay otros

castigos menos bien conocidos pero más sutiles: no la

muerte violenta sino una clase de muerte civil; no úni­

camente el aislamiento en prisión o en campos, sino la

discriminación social o la permanente rpstricción a

.. / ...
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la libertad personal."

~l problema de la intolerancia y la discriminación por

motivos de religión o creencia, sigue teniendo en la actualidad

grandes dimensiones. El problema involucra no sólo actos dedis­

criminación que niegan derechos y libertades a individuos o

grupos de distintas religiones o creencias, sino también acti­

tudes y manifestaciones de intolerancia entre religiones, den­

tro de las religiones, entre creencias, dentro de las creen­

cias y entre religiones y creencias, y también, entre las na­

ciones y dentro de las naciones. Tales manifestaciones de in­

tolerancia y discri~inaci6n ocurren, a veces aisladamente, a

veces mezcladas, con discriminaciones raciales y

con discriminaciones sexuales. Por lo ge­

neral, se encuentra estos fen6menos estrechamente ligados con

graves y masivas violaciones de derechos humanos o aún en los

crímenes contra la humanidad, como en el crimen de genocidio,

y así, se convierten en una amenaza contra la paz y la seguri­

dad internacionales.

En todo caso, estas violaciones a la libertad de pensa­

miento, de conciencia, de religi6n y de creencias, involucran

~iempre violaciones a muchos otros derechos humanos: por ejem­

plo, el derecho a la vida, a la libertad y la seguricad de la

persona; al derecho contra la tortura y los tratamientos crue­

les, inhumanos o degradantes; el derecho a la libertad de movi­

miento; el derecho a la libertad de opinión; el derecho de reu­

nión y de asociación; el derecho a la privacidad, etc.

Situaciones que envuelven intolerancia o discriminación

bas~das en la religión o las convicciones, han sido examinadas

y son examinadas anualmente en los distintos órganos de las Na­

ciones Unidas.

Por ejemplc, se ha examinado en la Comisión de Derechos

Humanos y se ha =onstatado, la existencia de graves violaciones

•• I •••
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de los derechos humanos de los miembros de la fe Bahai en Iran,

a quienes se perslgue, se les expulsa de los trabajos y de los

centros de estudio, se-les encarcela y se les asesina. También

los cristianos y los judíos son perseguidos.

Otros ejemplos de los que ocurre deiltro de las Naciones

serían los siyuientes:

en la República·Socialista de Albania est& expresamente prohi­

bido el ejercicio de la libertad de pensamiento, conciencia y

religión a todos los individuos dentro d~ su territorio;

en Pakist&n existen normas que eliminan los derechos a las mi­

norías religiosas;

en Afganistán existen severas restricciones de las libertades

religiosas y se ha eliminado el derecho de los padres de edu­

car a sus hijos conforme a los principios de sus propias con­

vicciones religiosas;

en la Unión Soviética existen severas restricciones sobre la

libertad de ensenanza y de prédica religiosas; .particularmen­

te para judíos y cristianos;

en Cuba, donde la libertad de conciencia y religi6n está

constitucionalmente garantizada, la enseñanza religiosa es

contraria a la política educativa oficial y los padres no

pueden educar religiosamente a sus hijos; los testigos de

Jehová, secta cristiana que no respeta los símbolos naciona­

les, han sido expulsados;

en los Estados Unidos de Norteamérica, existen problemas

con la libertad de conciencia y manifestaciones de intole­

rancia y discriminación en las políticas migratorias; tam­

bién en ciertas políticas fiscales; y las pr&cticas religio­

sas de las poblaciones indígenas han sido destruidas.

. . / . . .
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El elemento de intolerancia religiosa forma parte importan­

te de la guerra que libran desde hace casi seis años Irán e Irak;

de la atroz situación que vive el Líbano; y de los violentos y

sangrientos disturbios que ocurren en Irlanda, en la India y en

Sri Lanka.

Dentro de las religiones, como el cristianismo por ejemplo,

existe diversos grados de intolerancia de unos qrupos con respec­

to de otro. Pero tal vez el caso más grave de discriminación que

se encuentra dentro de las regiones mayoritarias en el. mundo, es­

to es, el cristianismo, el judaismo y el islamismo, es la que su­

fre la mujer por su condición de tal. La postergación y la mar­

ginación de que ha sido objeto la mujer en la práctica del culto,

en el acceso al ejercicio sacerdotal, en la participación en la

organización jerárquica de laS Iglesias, etc., etc. es reflejo e­

vidente del importante papel que ha jugado la religión en la si­

tuación de postergación y discriminación que sufre la mujer en

todos lo~ ámbitos.

En resumen, en distintas regiones del rr¡ndo contemporáneo,

ahmadis, bahais, bauti~tas, budistas, captas, hare krishnas, tes­

tigos de Jehová, judíos, luteranos, musulmanes, pentacostalistas,

catól~cos romanos y adventistas d~l séptimo día, han sido deteni­

dos, torturados o ejecutados a causa del ejercicio pacífico de

su derecho a la libertad de religión. Se han prohibido oficial­

mente actividad~s como predicar y evangeliza~, enseñar religión

a los niños, distribuir o copiar material religioso, atender
•

servicios religiosos durante días laborables y sonar las campa-

nas de las iglesias.

Muchas personas han sido detenidas por convertirse de un

religión a otra, o por portar símbolos religiosos como crucifi­

jos, o por llevar a cabo ciertos rituales como la circunclsión

de los niños o por lavar el cuerpo de los muertos antes de ente­

rrarlos. Las sanciones por cometer estos "delitos" llegan has­

ta la pena de muerte.

. . / . . .
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El derecho a la libertad de ?ensarnicnto, de co"~iencia

y de religién o creencias sigue siendo hoy día un derecho por

cuyo ejercicio se ~ersigue, se encarcela, se tJrtura y se mata

a los seres humanos.

c) Discriminación contre la mujer:

Con ser tan grav~ corno es la situación en materia a~ ra­

za I de reliyi6n o convicciones, es aú~ más grave lo que sigu~

ocurriendo con la situaci6n de la mujer.

La discriminación que padece la mujer comprende, con ca­

rácteres aún más dramáticos, la discriminación que sufren los

•. 1mbres por razones de raza o de religió'1.

Un mujer negra, pobre, musulmana o cristiana, de cualquier

país africano, es mucho menos ser humano que su compañero, ella

casi no existe como persona. Una indígena latinoamericana, una

campesina europea, una mujer profesional de (~ualquier región

del mundo, todas somos siempre, en cualquier s0ciedad del Este

o del Oeste, del Norte o del Sur, ciudadanas de última catego­

ría o, en el mejor de ~os casos, el sexo número dos. La estruc­

tura de la sociedad patriarcal, amplia y exhaustivamente estudia

da y explicada por psicólogos, antropólogoB y sociólogos, se a­

sienta sólidamente sobre la opresión y ~l sometimiento de la mu­

jer. Estructuras cultura:es transmir~das arquetípicamente de

generación en generación a través de la educaci6n formal e i~for­

mal, condenaron a la mujer al sacrificio to~al en pos de su rr.a­

ternidad y la declararon la única responsabl~ dt la salud mental

y física del niño.

Menciono siempre ~~ ocaS1ones como ést? la extraordinaria

importancia de Rousseau como el gran ideólogo de un sistema e­

ducativo que hoy sigue plenamente vi~ente y de conformidad con

el cual, la mujer aprende desde su más tierna infancia qu: su

papel en la vic~ es exclusivamente la dulzura, la resignación,

la ternura, la abnegaciór. y el sacrificio. Para de~irlo como

.. / . . .
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lo expresaba el libro de texto en el que aprendimos a leer en

Costa Rica por más de cinco generaciones, Il mamá amasa la masa"

mientras "papá lee en la sala". La historia se completaba con

que Paco, el niño, leía co~ papá, mientras Lola la niña, ama­

saba y cosía con mamá.

En una sociedad patriarcal, las ideas sobre el amor entre

hombres y mujere~, sobre el matrimonio y la maternidad, sobre

la familia y sobre nosotras mismas, son producidas por los nom­

bres. Los tipos de mujer que la sociedad ha producido en el

pasado y produce actualmente, los ~apeles que ha desempeñado o

que no ha logrado desempeñar, dimanan de los dictados y expec­

tativas de los hombres. Las mujeres .lemos sido, en buena medi­

da, conformadas por el hornLre, vivimos en un mundo hecho a la

medida del hombre.

Hemos vivido en un mundo donde los grandes descubridores,

los filósofos, los artistas y los hombres de ciencia han sido

en su mayorra varones. Legisladores varones, conquistadures

varones; incluso el Dios Padre de todas las religiones teístas

es varón. Por supuesto, también lo son el Dios Hijo y el Dios

Espíritu Santo de la Trinidad cristiana ... Y el código de nues­

tra moralldad fue formulado en su totalidad por hombres.

De esta suerte, no puede resultar extrafio el fenómeno de

la discriminación que encontramos en contra de la mujer en prác­

ticamente todos los ámbitos d.e la Olida social. Ni en la distri­

buci6n de las tareas en la or.ganización de la familia, ni en el

ejercicio de ofici~s y profesiones, ni en la efectiva partici­

pación en los procesos poJíticos, ni en las tareas de conduc­

ción de organizaciones nacionales o internacionales, en resumen,

en ninguna actividad o tarea que signifique estima social, las

mujeres nos escapa: ..vs de la discriminación. Ni siquiera en

la~ estructuras lingli!Bticas de los diferentes idiomas accede­

mos a la igualdad. En espafiol, por ejemplo, nos han convenci­

do desde siempre, que decir 11 hombre " significa también decir

I
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"mujer" y que cuando se habla de los derechos del hombre y del

ciudadano, se está hablando tarohi~n de los derechos de la mu­

jer y de la ciudadana. "Eso es falso. Total y absolutamente

falco. Y ya es hora de que hombres y mujeres, y sobre todo las

mujeres, comencemos a darnos cuenta cabal de eso para cambiar

lo que haya que cambiar.

El sexo que da y privilegia la vida se encuentra sometido,

oprimido y violentado, en todos los continentes, por el sexo que

declara las guerras y practica la violencia como forma de ejer­

cer el poder.

Podríamos pusarnos el resto del tiempo del que disponemos

señalando un ejemplo tras otro de la situación de la mujer en

el mundo. Pero hay un terna cuya importancia me obliga a dedi­

carle los últimos minutos de la descripci6n de las dimensiones

actuales del problema de la discriminaci6n contra la mujer. Me

refiero a la violencia y al agresi6n de que la mujer es vIctima

todos los días y d todas horas, en su hogar y fuera de ~l. Y

no me refiero a la violencia moral de las estructuras en sí,

sino concretamente a la violencia física, a las agresiones y

las violaciones.

Torno para llamar la atenci6n de Uds. sobre este gravísimo
problema, un par de ejemplos de los que aparecen en los cables

de la prensa internacional de países de Am€rica Latina:
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Pienso que la magnitud del ¿roblema de la discriminación

que en sus líneas más generales me he permitido exponer ante

Uds., nos obliga a ensáyar alguna ~xplicac~ón sobre las causas

del fenómeno para luego, proponer algunas ideas sobre la mejor

forma de combatirlo hasta llegar a erradicarlo.

V. POSIBLES CAUSAS DE LA INTOLERANCIA Y LA D~SCRIMINACION

EN LAS RELACIONES HUMANAS

El origen de las manifestaciones de intolerancia, discrimi­

nación y opresión en las relaciones humanas, y por ende, su posi­

ble solución, no podemos buscarlo exclusivaménte en el mundo ju­

rídico. Los ordenamientos jurídicos nacionales e internacionales

son impor~antes instrument03, pero ya hemos comprobado que al

cambiar el derecho no cambia el mundo. Las razones profundas de

tales ~ctitudes y comportamientos humanos tenernos que buscarlas

en las estructuras sociales y culturales que determinan y condi­

cionan las estructuras mentales.

Normas, juicios, prejuicios, supersticiones, mitos y arque­

tipos que determinan nuestro comportamiento en la sociedad y los

cuales son culturalmente transmitidos de generación en genera­

ción, así como anacrónicas e injustas estructuras económicas que

sumen a inmensas mayorías de seres hilmanos en la miseria y la

ignorancia, permiten que germinen el dogmatismo, la intolerancia

y la discriminación y con ellos, la persec~ción y la agresión

armada.

En su importante libro titulado "La Naturaleza del Prejui­

cio", Gordon Allport, un brillante psicólogo social .norteameri­

cano, se~ala que las causas profundas ¿~ cualquier forma de

discriminación son complejas, multifacéticas e inter-relaciona­

das. Hablando específicamente de las causas de la discrimina­

ción religiosa, Allport sugiere que la piedad es una "máscara"

de preju~cios que <intr:nsecamente no tiene nada que ver con la

religión.

. . / . . .
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Siempre en opinl0n de Allport, son factores históricos,

socioculturales o ffsicos los que provocan el disgusto y la nos­

tilidad. Así, la religión no es la piedra básica de la discri­

minación. Son las concepciones de la enseñanza de la religión

las que han sido torcidas y construidas para tolerar el prejui­

cio. Señala como ejemplo que en el problema en Sudáfrica, los

blancos reclaman que sus principios cristianos y su doctrina

justifican la cruel y brutal institución del apartheid.

Esta excusa es también empleada para sostener y perpetuar

la discriminación religiosa.

Las injustas relaciones de poder y control sobre las que

se asienta sólidamente la sociedad patriarcal y su producto di­

recto, a saber, estructuras politicas y sociales y relaciones y

actitudes caracterizadas por la injusticia y el desprecio de la

persona humana y que engendran la exclusión, la humillación y

la explotación, sólo podrán comenzar a cambiar si se produce un

cambio de actitud del ser humano el cual sólo podrá ser produc­

to de cambios sociales y de una transformación psíquica dt los

individuos.

y ello sólo será posible lograrlo a traves de la educación

como un proceso coherente que incluya a la familia y a la socie­

dad.

VI. RECOMENDACIONES

A través de la educación formal e informal es como se

perpetúa y transmite la sociedad patriarcal con sus sonsecuen­

cias ya señaladas. La organización patriarcal no ha sido pro­

ducto de una guerra armada ni fruto de revoluciones grandes o

pequeñas. Después de una gran guerra o de una gran revolución

para cambiar estructuras económicas, el poder y el control cam­

bian de manos masculinas pero la situación de la mujer y de las

minorías étnicas y religiosas sigue siendo la misma, sino peor

../ ...
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que antes del cambio. A través de las armas no se cambian las

mentes, sólo varían los titulares del poder.

Necesitamos, entonces, y muy urgentemente, comenzar a e­

ducar en la filosofía y los principios de los derechos humanos

si de verdad queremos contribuir a cambiar el mundo.

En un importante ensayo que figura en la publicación del

Instituto Interamericano de Derechos Hu~anos, denominada "Educa­

ción y Derechos Humanos", la Lic. Leticia Olguín, desarrolla con

gran precisión y claridad.lo que debe ser un correcto enfoque

metodológico de la enseñanza de los derechos humanos.

Llamo la atención sobre este aspecto muy en particular, to­

da vez que ~obre filosofía, ética y moral de los derechos huma­

nos, no hay discrepancia. Todos estamos de acuerdo en que se

trata de un ideal hacia el cual debemos hacer converger todos

nuestros esfuerzos.

Pero como ensenan verdaderamente los derechos humanos de

forma que alcance el objetivo de producir el cambio de actitudes

que proponemos, es lo verdaderamente difícil.

Enseñar al nlno, al adolescente, al joven adulto, en cual­

qUler centro de educación formal, a repetir en voz alta y con

gran entusiasmo que todos los seres humanos nacen libres e igua­

les en dignidad y derechos, es importante, pero en realidad ayu­

da poco para la formación y cambio de actitudes.

Los especialistas en materia de educación como la Lic. 01­

guín señalan que cuando se define un proceso educativo se está

hablando de un proceso de aprendizaje que se basa en actitLdes

para manejar conocimientos e información. Ahora, las estrate­

gias para lograr verdaderos cambios de tipo cultural a fin de

eliminar los preJuicios que nutren la intolerancia y la discri­

minación, no podemos limitarla a producir un mera "incorpora­

ción de contc:nidos".

. . / ...
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No podernos reducir los derechos humanos a un conjunto de

1nformaciones cuya formulación es suficiente para asegurar su

existencia real. La mara información nominalista de los dere­

chos humanos es en realidad poco significativa en el proceso

de enseñanza-aprendizaje en los niveles de la educación de ni­

ños y adolescentes. En ellos lo importante es la práctica, la

vivencia de los derechos humanos, más que su fund~mentación

filosófica, su concepción jurídica o su evolución histórica.

Lo que proponemos es un proceso de formación de actitudes que

requiere de ingredientes de conocimientos, de niveles efectivos

y de manifestaciones de conducta. La información requerida es

la relativa a los objetos o situaciones en los que los derechos

humanos se ponen en vigencia. No se propone entonces, cambios

dramáticos sino ~olamente una nueva forma de ver o hacer las

cosas.

El objetivo de todo el proceso educativo consistirá en

la formación de auténticas actitudes de respeto y tolerancia

frente a seres humanos de distintos sexo, raza, religión, cul­

tura y nacionalidad.

El logro de estos resultados requiere que en el contexto

dentro del cual se realiza ~l proceso de enseñanza-aprendizaje

estén presente, por lo menos, dos características:

i. una ensenanza que, en especial, esté alejada del

dogmatismo,

ii. una irrestricta libertad de expresión pública del

pensamiento.

Para alcanzar los objetivos propuestos, el Estado debe

formar adecuadamente a los docentes y éstos elaborar y preparar

el material pertinente, básicamente, los libros de texto.

tal.

Es por ello que la metodología de la ensenanza es fundamen­

Deben ser n~todologías que estimulen la participación de

. . / . . .
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los estudiantes, que brinden espacio a la discrepancia, que
abran las mentes,' que procuren sistemáticamente el desarr9110

del pensamiento, que formen en el niño, desde la más temprana

infancia, la conciencia clara de la libertad intrínseca a todo

ser humano y de la igualdad de valores y derechos de todos los

miembros de la raza humána.

El cambio a trav!s de la educaci6n es, lo sabemos, lento.

Las cosas cambian mucho más lentamente 'de lo que quisi~ramos.

Como antes señal6, ni guerras, ni reformas sociales ni revolu­

ciones implican cambios de actitudes patriarcales y la lucha

en defensa de la libertad y de la igualdad de los seres humanos

no podrá detenerse mientras no hayan sido erradicadas todas las

formas de discriminaci6n. Pero s610 a trav~s de la educaci6n,

el cambio y la lucha nos depararán siempre victorias aut~nticas

de la paz.
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Este trabaJo se propuso estudIar la situacion de la poblaclón

LQd{gena de Am~rtca Latina. en cuanto se refIere al 80ce y a las

violaciones de sus derechos humanos. a la luz de las leaislaciones

nacionales de los paises latinoamericanos, particularmente la le-

gislación indigenista. y de los instruaentos internacionales sobre

derechos humanos.

Aunque e~lsten muchas definiciones de ~población indígena o

india-, seneralaente se trata de aquellos grupos hu.anos que pue-

den considerar~ ~ como descendientes de los pobladores originales

de A.érica. antes de la invasión europea, que en la actualidad

manifiestan características culturales que los distinguen del

resto de la sociedad nacional, y que por lo general ocupan una po-

Slclón de Inferioridad y de marginación económiea y social frente

al resto de la poblacl6n. Segun diversas estimaciones. Ge tratarla

en la actualldad de más de cuatrocIentos grupos, cada uno con su

ldentldad propia. que en total sumarían alrededor de 35 millones

de habltantes. Los grupos iQdígenas acusan grandes diferencias in-

ternas, ya que reciben es~a denominación desde las poblaciones

silvlcolas del Amazonas hasta las comun~dades agrícolas campesinas

mayoritarias de algunos países del co~tlnente. La poblacldn indl-

sena co.prende desde pequeño~ 8rupo~ aIslados de la.socledad n8C10-

.
nal, con niveles de tecnolo818 y de vida ~uaa.ente baJOS. hasta

co.unlddde~ econóMlca.ente deJarrolladas e lntesradas a la



En _uchos países de A.érica Latina, los indios representan

una pequena .inorla nacional (por ejemplo, en Argentina, Brasil,

Chile y Oosta Rica). En otros paises, sin embacgo, constituyen

contingentes d~.oaráficos relativa.ente numerosos (C080 en

Colo.bis, Ecuador. México y Peru) o incluso la población franca­

mente mayoritaria del pa!s (Bolivia, Guate.aJa>. Si bien en todas

partes 'existen ¡"dlgenas dispersos entre la población total Ca tal

arado qu~ sus caractvr!sticas culturales, sobre todo lin,üístleas;
, .'

han practica.ente desaparecido, uno de los el ••entos funda.enteles

de la identidad india en A.~rica es su terrltorialidad~ Es decir.

pertenecer ~'u" grupo indígena significa tener la conciencia de

poseer un territorio y de mantener vivo un vínculo especial con la

tIerra. Este es uno de los pu~tos principales en los que insisten

las organizaciones indísenas.

Por razones históricas bien conocidas. los india.nas ocupan

los estratos sociales y econó.ieos .ás baJo~ de nuestros país'5.

La pobreza (a veces la miseria), la desnutrici~n (8 veces el

hambre), la insalubridad, la falta de servicios higiénicos, .édico-
,

asístenclales. educatIVos y culturales son caracterlstlcas secu-

'lares de los puebl~s indios di América. Mas aún, el probleBa tiene

su orígen, como lo han señalado múltiples especialistas. en la

deSIgual inserc16n de los indígenas, come trabajadores Y

productores, en la estructura económIca, especia~nte en la estruc­

tura agrarla. Desde la época colonial hasta la fecha, los indios

han sufrido el despOJO de sus tierras y han sido so.etidos a las

tor.as .á~ bru~ales' de explotaCIón econó.iea. Aunque estas últi.as

~an ~do d~~apareciende poco a poco como re~ultado de la~ lucha~

~eculare~ por la ju~tlcia, ~u~ ~fecto~ ~lsuen Vlsente~ en la vida

de la: co.unldade~ lndigena~.

. I 1 •
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El orígen de la dlscriBinación contra el indio y de la viola­

ción de sus derechos humanos se encuentra precisamente en el -desa­

rrollo d~ la estructura productiva a partir de la época colonial y

en las instituciones sociales y políticas (y también Jurídlcas)

qu¡ Jos estados latinoa.ericanos se fue.,n dando a partir de su in­

dependencia. En efecto, la ideología dominante rechazaba la especi­

ficidad, y aún la existencia -is.a, de los pueblos indiQs. El con­

cepto de nación que fue surgiendo en 4aéricd Latina después de la

Independencia. y sobre todo a partir de la segunda Mitad del siglo

diezynueve, excluía la participación de las etnias y culturas indí­

genas en el conjunto nacional. De allí sur8i~ron ideologías racis­

tas, nacionalistas y positivistas que pl.anteaban un modelo de es­

tado nacional en el cual los indígenas <mayoría deaográfica en al­

gunos países> no encontraban cabida. Resultado de todo ello fue

Que los indígenas llegaron al siglo veinte como _inortas numéricas

o "minorías sociológicas· discriminadas, subordinadas, explotadas

y rechazadas por los grupos dominantes y por la poblaci6n mestiza

y criolla.

Slempre hubo voces Que se alzaban en favor de los indios

'desde el interior de la socieaad dominante; y también ha habido la

resistencia pasiva y activa de los propios pU$blos indios contra

la opresión. En el siglo actual, y particularmente desde la

segunda guerra mundial, los gobiernos latinoaoericanos han 1do

3dqUlriendo una creciente conclenCla ~obre la ~ituación SOC131 v

econóBicJ tan la.entable en la que se encuentra la sran .ayoría de

la población indísena de nue~tro <:ontlnente. Pronto fueron ponién­

do~e en práctlca una ~erle de medida~ v deter~ln3cas polltlca~ ten­

dlente~ al mpJoram~ento de la~ condlc1one: de v1da de lo~ lndlo~.



Pero la Ideología dominante del 5i810 veinte no dIfIere de la tilo-

sofía nacIonal decimonónica más que en matices. Se sigue pensando

Que el estado nacional debe ser cultural.ente homogéneo y las po-

1 "l1tlca~ de MmeJoramiento" y desarrollo de las poblaCIones Indias...

otras palabras, de Mdesindigenlzaci6n·. La visión oficial del

futuro de nuestras sociedades es de naciones sin indios. Desde

luego. los museos serán mudos testimonios de la grandeza india del

pasado. v se conservarán o se recrearán para gozo de turistas las

"artesanIas y el tolclot". pero -lo Indio· y p;:;¡rticularaeflte los gru-

pos Indígenas concretos, con sus culturas, sus idlolllas, sus expre-

, . . .,
5.10neS artlstlcas. su COSllOV1510n, en fin, con su identidad y

personal.1dad propias, tendrán necesariamente que desaparecer,

víctImas del progreso, de la modernización, del desarrollo econó.i-

co y de la integraci6n naCIonal.

El problema con esta visión de las cosas, es que no correspon-

Jt a .3 realIdad. 51 bIen lo~ procesos de cambiO cultural o de

3culturaClón entre los lndígenas son acelerados, también es cierto

,Que la ~ersistencla y la sobreV!VenCIa ~e las culturas indígenas,
(fortúleclda en años reCIentes con una creClente concienCia de su

~l:uaCIón y la elaboraci6n de estrateg.1as polítlcas de resistencia

3 su prOPIa desaparICión) son fenómenos que forMan parte de la dl-

n~mlca ~oclal Y pol{tlca de nuestra~ naciones. y la llamada

"socIedad nac.1cnal- sólo se ha dado cuenta de ello desde hace rela-

t1v3mente poco tiempo.

~~ ~n e~te aesaJuJte. en esta falta de correspondencIa. entre

OfiC13i~~ v domln3nte~ ~obre ei carácter de 13 naCión. Que encon-

tramos las causas estructurales de las v1olac1ones 3 los derechos



Dente de los sectores sas débiles de la sociedad, los lndíaenas

son frecuente.ente las víct1.as de las violaclones .ás flaarantes

de sus derechos hUDanos individuales. Estas violaciones han 1ido

a_plia.ente docuaentadas. y un peQueno recuento de ellas aparece

en el cap{tulo VII de este estudlO.

Pero .ás allá de los derechos lndividuales. se trata de un

probleaa de derechos colectivos. Este es el aeollo de la cuestión

que adn no ha sido lo suficiente~ente analizado en la literatura

teórico-política ni ha encontrado todavía su trata.lento adecuado

en las le,islaciones nacionales o en la le81s1aci~n interM~cional.

Por lo general, las legislac10nes nacionales de los paIses

latlnoaaericanos no reconoeen les derechos colectivos de los ,ru­

pos ~tnicos, sean indiaenas o nO-indígenas. Las constituciones po­

1{t1ca::o y otras leyes adoptan el princ1p1o de la 19ualdad ante la ley

para todos. la no discr181nación por aotivo de raza, naclonalidad.

re11816n o ~exo. y se .arif1estan --cua~do aenos for •• laente-- por

el re:peto absoluto de lo~ derechos humanos indiv.duales. A1sunaa

le81slaclones son bastante avanzadas en cuanto a derechos ~ocia-

1-::,:. ~conóDlcos y culturales se rehere. Otras, ~'on bastante .ás

t 1mIda.:; a 1 r e s pe c t O. Pe ron i n 8 un a del a s con s t .\ t u CJ. .,;, ,1 e s ~.• a e'" t e s

analIzadas en el presente estudlo J-econoce siquiera la existencia

de las poolaclones lndígenas co.o tales en el territorlO nac1onal.

En el SIglo pasado, la constltucl~n argentina haCia referencia al

"trato oac{f1co con los ~ndlos· pero esta fra~e fue ell.lnada de

la ver~16n .~s ree1ente del texto constltuclonal argentino, Y en

todo ca::oo conSIderaba a lo~ lnd{8ena~ CODO entidades externas. Tal

parec~ eOlio SI la RO referenCia e:oecíflca a las poblaCiones in-

dí6ena~ pudlera sarantl:ar por ~l :013 la lsualdad de todo::o lo~

h3blta~tes v la no dl~crlmlnaclón por motivo: de raza o pertenen-

13



real1cad es otra. La 3us~nc~a de los lndígenas d~ 10G te~tOG cons-

tltucionales latinoaaericanos refleja si.ple.ente la fílosofla po­

lítica dO.lnante, a la que h~Cl.OS referenc~a ant~rlor~ente, y que

nlega el plurallsmo étniCO y cultural de nuestras poblaciones,,

cuand.O aenos COBO realidad políticc-Jur[dica.

En algunas constituciones se establece que el espa"o1 es la

lengua oflcial del país (Costa Rica, Chile). En Perú, la constitu­

ción de 1979 reconoce COBa lenguas oficiales el quechua y el ay.a­

ra ade~á5 del espan01, y menciona a las de.ás lenguas indígenas

co.o parte de' patrl_onl0 naclonal peruano. En E~uador, la constl-

tuclón de 1979 también reconoce el quechua como integrante de la

cultura f,acional, Junto con las de mas lensuas aborígenes. La cons-

tltución de P~na.á establece la necesidad de estudiar la:; lenguas

aoorí8en~s y promover la educación b~lin8üe. Pero aparte de e3tos

contados casos. las culturas Indígenas no se encuentran reflejadss

~n las ~0~stltucl0nes latinoa.ericanas. Y las r~ferencias Eeneiona-

03S son más blen InclUSiones recientes que expresan los cambiOS

que han tenido lugar en anos recientes en la percepción oficial d~

¡sta problemática.

Nuestro análisis comparativo de las le8islaciones en algunos.

países de América Latina demuestra que si bien el trataBiento cons-

tltuclonal de la proble~átlca Indígena es pra~tlcamente ¡nexisten-

te. no ~ucece lo mismo con otro~ nIveles de leglslaci6n. En

efecto. en ca~l ·odos los estados latin(3~erlCanos eXlste alguna

ley o éecret~, o lncluso un paquete legIslatiVO referido específl-

~~ de l3 ¡ndole ma~ v3r130a. Y seneralmente obl1sa 31 ~~t3do 3 pro-

porC1onar ~erVIC¡OS v tomar medlda~ e~peclales en favor del meJora-

Mlento econÓ~lco y ~ocial de la~ poblaCiones indísena~.



Por 10 8eneral, la lC¿lslación ¡ndi8enist~ coloca a los indios en

sltuaclón de tutel~dos frente al Estado, en algunos, CORO en Brasil.

se encuentran~ a~ift11ados al status de aenores de edad o de in~apaclta­

dos Jurídlcaaent4L. En otros casos, el Estado se reserva la capacidad

de dettrBinar, adDinis~rativa.ente, quienes son o no son indígenas y

establ~ee categor{as, tales C080 ·salvajes· o ·semi-civilizados· o ·ci-

viliz8uos· para reservar un trato distinto 8 cada una de estas cateso-

, p 'o J" el 1 1r¡as. areee unlCO en ,...•• rica Latína el caso de o oBbia. en ecua

. el Estado prescinde de su respor.sabilidad Jurídica y ontrega al Vatlca-

no, .ediante Coneordato. la facultad de restr los destinos de las po-

blaclones indísenas en e5e país.

Particular atención aerece la legls1aciórl asraria. ya que el pro-

ble.a de ió tIerra es funda.ental para los pueblos indísenas del conti-

nente. En nu.erosos patses existen resímenes especiales para las tle-

rras ind{genas. que dat.n desd~ la ipoca colonial. A partir del s1810

pasado el latifundio. la colonización dt pequeños propietarios 8esti-

ZOS v Das ~eciente.enteJ las plantaclo~es coaerciales y las eupresas

.ultlnacionales, han presiorado. todas ell~s. ~obre la pr~piedad eo.u-

nItacla ¡nafgena y han contrlbuído a reducir considerable.ente los re­

"cursos natllrales de las que pued~ disponer. Ast. Buchos pueblos indios

han perdido progresiva.ente sus tierras. quedando reducidos a colecti-

vidades carentes de una base ecológIca propia. con todas las miserias

que tal Situación provoca en el asro latinoaaerlcano. Es por ello, QU~

. ,
la hIstoria Independiente v Roderna de nu~~tro contInente esta profun-

da.ente warcada por las luchas agrarIas de los pueblos indios. A esta

situacI&n, algunos gobiernos (México, BoliVIa. Perú; en .enor grado

Ecuador. Venezuela, Col0.bla; y en alguna época, durante su VIda de8g-

les a los pueblo~ Indrgenas. ~obre todo en l~ Que ~e r~flere a la pro-

teccIón de la proputdad colectiva o COlllunal de -la~ cc.unIdade~ lndul!:t.



Otros países, 5in embargo, han optado por destruir la propiedad terri-

torial indígena y pro.over la constitución de la pequefta y ar&n propie­

dad privada de la tierra. De hecho, esto sucede incluso en aquellos

países que poseen alauna legIslación protectiv8 de las colectividades
~

indias, y es .otivo de fuerte~ conflictos sociales, jur[dlcos y pol{ti-

coso En a18unos estados, tales co.o Arsentina y Chile durante el rési­

~en de Pinochet, el ataque a la propiedad territorial tndíaena es

abierto y sin cuartel, recordando las legislaciones 81iberales· del

siglo pasado que tanto han contribuido a destruir y des•••bre~ a los

pueblos indios de Asérica. La legislación Que tiende a ·privatizar· la

pro.Jiedad colectiva de las COMunidades es considerada por los ind!ge-

nas como una de las principales amenazas a su sobreviveneia como colec-

tividades y cufturas con identIdad propia. A veees, como en el caso d.

Colombia, la situación es co~pleja. En este país, los indígenas r~cla-

~an el respeto a sus -resguardos· de orísen colonial. aunque ello les

slgnifique determinadas incapacIdades jurídicas, porque lo contrario,

el LevantaMiento de estas Incapacldades al ser considerados co.o 8c ivi-

1Izados·, ~ignificaría perder sus tierras colectivas de los res8uar-

dos. La mlsea lucha la llevan actual~ente los indios del Brasil, quie­
1

nes prefie en a.pararse a un defIciente y a.añado ·Estatuto do Indio·,

el que cuando menos les asegura e! acceso y disfrute de sus tierras

tradICionales, Que la eliminaCIón total de este Estatuto <co.o lo ha-

bía propuesto un rp.ciente gobierno braSileño) lo cual si bien los hu-

blera aSImIlado a la catesoría de ·bra~llelro·, los hubiera desposeído

definitiva_ente de sus tierras.

La Carta UnIversal de 105 Derechos HUManos reconoce el derecho a

la prOPiedad colectIva o IndIVidual. Muchas leSislaCiones latInoa.erl-

canas no reconocen la propIedad colectIva de la tIerra ~lnO por el con-

trafio. la nlesan. Sln embargo. para los pueblo~ 1nd1senas, la prople-

dad colectiva o CO.Uf ~l de la tierra e~ un ele.~nto funda.ental de SU
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ldentidad. La propiedad individualizada. con sus consecuentes procesos

de acu.ulación y concentración. por una parte. y de ato.izaci¿n y tras­

••ntación de Ja tierra por la otra. n~ representado un poderoso pro­

ceso destructivo de los sruPoslnd!8e~as del continente.

La~pol[tica educativa y cultural de los sobiernos latino••e~icanos

y , veces la lesislación respectiva na sido eainenteaente ·tntearaelo­

"ista e
• Sin toaar en consideración ni las características culturales

propias de las etnias indias ni sus anhelos y aspiraciones, la educa­

cidn 1ndCaena. Junto con la c~stellanlzaci6n oblia.toria, ha ¡apuesto

_odelos ·occidenta!es· que han sido calificados de _tnocidas porque 10­

~entan la acultureción y por ende la desintearación de los srupos indí­

genas. A raíz"del creciente cuestiona.ien~o de estas políticas educati­

vas. entre otros por los propios indísenas, alsunos aobiernos latlnoa­

~erícanos han declarado las len8uas indí8enas coa o idio.as nacionales,

disnos de ser preservados. y han proaovldo la educación bl11naüe y bl­

cultural. reclaa.da desQ~ hace tie.po por lasora.nizaciones india••

A1sunas disposiCIones le8islati~~s y adainistratlvas han 5ido to••das

en e~te sentIdo en eiertos países. V el Conareso Indisenista Intlra••­

:lcano reunido en Mérida. México. en 19&0. se hizo eco de esta nueva

~en~ncia v aprobó resoluciones qu~ apuntan en esta dirección. aunque

dichas resolu~iones no tensan hasta la fecha cate~9r(a de ley interna­

CIonal. Hasta Qué punto una pol{tica educatiya respetuosa de las cultu­

ras lnd{senas y que tienda a potencíalizar su desarrollo din•• lco,_ es

compatible con la idea aotriz de unidad y de~arrollo naclonal que es

la ideología do.1nant~ en los pa{ses latinoaaericenos, constituye uno

de los debates .ás agudos de las sociedades naCIonales latinoa.erica­

nas actualmente.¿Ha5ta Qué punto los derechos sociales y culturales
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de los pueblo~ consnsrados en los pacto~ y otros instruaento9 interna-

cionales pueden aplicarse a los srupo~ Ind{8enas del continente ~n

cuanto s~ reflere al derecho m recibir educaciJn en su propia lerJ8ua y

a la protección y respeto de su' cultura por el resto de la sociedad na-

clonal? La respuesta a esta ore8unta, alrededor de la cual aún no ex!s-
~ .

te consenso, tiene iaplicaciones para las legislaciones de nuestros

pa{ses. En un mundo cada vez .ás inte8rado y do.inado a escala univer­

sal por las tendencias hoaogeneizadoras de los uedios d~ co.untcació"

de uasas, los derechos culturales de los pueblos y de las colectlvlda-

des aparecen cada vez con .2yor insistencia eouo uno de los derechos
, . ,

humanos basicos o una de las 1Ibertaces funda.entales de esta epoca.

A este respecto, el debate se ha abl

,
Auerica Latina.

Si el derecho a la tierra y a la

to pero aun no ha concluído en

-opiedad y el derecho a la cultu-

ra propia aparecen (o no, seaún sea e caso) en las lesislaciones agra-

rlas y cultural-educativas, respectiva ~nte, la legUdación penal en

A.érlca Latina apunta hacia otro proble la, iaualllente si no es que .ás

co.pleJo que los anterIores. Nos referI os a la aplicabilIdad de nor-

mas Jurfdicas propias de una tradición ~ociopol{tica (la occidental) a

otrfs a.bientes culturales. Aquí se trata no sola.ente oel viejO pro­

bleua de la iaputabilidad y del á.bito dt aplicaci¿n de las ley~s de·

un estado, s1no de la v18encla en el ~arco del derecho pOSItivo esta-

~

tal del derecho consuetudinarIo. propIO de las ca.unIdades indl3enas.

Algunos CÓdlaOS penales en AmérIca Léltlna reconocen co.o á.bito espe-
, .

clal las ·costuabres· de los pueblos IndiOS; en otros casos la practl-

ca Jur{dIca e~ relatIvamente fleXible tratandose de los uso~ y costv.-

bres interno~ de la~ co.unldade~. Sin embargo. una denuncIa per.anente



de las or8anizacione~
'/

Indl8ena~ del continente sobre violaciones a los

derecho~ hu~ano~ de los indio~, se refIere a los innu.erables casos de

aplicación Becánica y rígida de las leyes (sobre todo de las leyes pe-

nales> en situaciones en que deberlan intervenir atenuantes de tipo

sociológico y cultural, con las conslguientes injusticias de las que

son v(ctiBas crónicas los indígenas. Pero .ás que la búsqueda de condi-

ciones atenuantes, el problema es saber si puede o debe existir el de-

recho de los pueblos indígenas a regir su vida social de acuerdo a sus

propias norBas de convivencia, y hasta qué punto éstas entran o no en

contradicción con las nor.as que impone el estado nacional.

Estrecha.ente ligado a este punto se encuentra un te.a de alcances

e importancIa aJn mayor, y es el de la representación y participación

de los indígenas en los sistemas pol[ticos. Salvo en los casos se"ala-

dos de la incapacidad jurídica impuesta par el estado a deter.inadas

poblaciones indígenas. en la mayor{a de los paIses latinoa_ericanos

los indIOS disfrutan en el papel de los 81sBos derechos cívicos y pol{-

ticos que el resto de los habitantes. Es decir, COBO ciudadanos,

~lenen derecho de particIpar polfticamente. CORO se ha señalado, sin

e.bargo. las 'or~as de discriminación contra los indios son .últlples

y pr¡fundas. de tal manera que en la mayoría de los países, los indios

están efectlva~ente marginados del proceso polftico. Aun cuando sus de­

echos políticos están consagrados en las constitUCIones y legislacio-

nes, estos les son efectlvamen~p ~scaQoteados, en priBera instancia co-

I

mo cludadanos y en ultIma lnstancla como etni~s. No exister, salvo

al8~nas excepCIones, ~ecanismos legales para que los grupos

particIpen co.o tales en los procesos pol[ticos. Es más. en la .ayoria

de los países se de~carta explíCItaMente esta pOSIbIlIdad ~n no.bre de

la doctrIna polítIca de la democraCi3 llb~ral Que rechaza toda foraa

de artIculaCIón polítIca no basada en la lIbre expresIón del Indlvlduo

lndependlente.ente de sus caracter¡stlca~ ~tnlcas u otros rasgos -ads-

critos.
I
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La teor(a liberal de la de.acracia fue diseñada para sociedades en
las cuales todos los individuos son efectivaaente -isuales· y en las

que las diferencias socio-econ6alcas que hubiere pU6den ser enfrenta-
\

das aediante poltticas sociales y econ4aicas. En ca.bl0, las diferen-

, ~ {cías de~ tipo etnico, o tenderan a desapareeer con poI tlcas de tipo in-

tegracionJsta o asi.ilacionista coao las que tradicional.ente se han

llevado a cabo en los países latinoa.6ricanos, o bien tendrán que dar

lusar a ••canis.os políticos diseñados para fortalecer el pluralisao
,
etnico y cultural. Estos .ecanisDos no existen aún en las lea!slacio-

nes latinos.ericanas. aunque se han hecho algunos liaeros avances en

este s~ntido (por eJe.plo. en Panaai y reciente.ente por el riai.en

sandinista de Nicaragua. después de haber tenido que enfrentar serios

proble.as con las poblaciones ind{senas de la costa atlántica.)

Hasta la fecha, las orsanizaciones indígenas se han ocupado poco

ce las cuestiones legislativas en sus palses, salvo en el .caso de ley-

es Que les afectan directaaente, coso por eJe.plo el Estatuto do Indio

en Brasil, la Ley de Co.unidades en Parasuay, la ley que privatiza las

tIerras de los mapuches en Chile, etc. Poco a P~CQ. s1n eabarso, estas

organizaciones han ido adquir1endo .ayor conciencia acerca de estas

Cu~stlone5 y co.ienzan a hacer planlea.ientos jur{diCos y políticos

que van .ás allá de las tradicionales peticiones al estado para que

preste .ayor atención a las necesidades econó.leas y sociales de las

co_unidades indias. Las crecient~s de.andas de tipo político de las

organizaCiones indígenas abarcan desde la representac1ón pol{t1ca has­

ta la autono.ta territorial y la autodeterNinac1Ón. Por lo aeneral los

­estados no han visto estas de.andas con ojos favorables y la poslc1on
,

do_inante es que los derechos ciViles. culturales y polltlcOS de los

grupos ind{genas pueden ser 5at1sfecho~ en el ~arco de los 51steBes po-

l{tlcoS eXlstentes sin neceSidad de ca~bl05 de estructura.



En la leaislació" internacional hay relativa.ente pocas disposiclo

nes especifica.ente referidas a las poblaciones indísenas. Los instru-

.entos aenerales de derechos hu.anos •. incluyendo la Carta de Derechos

Hu.anos. los Pactos de Derechos Clviles y Políticos y de Derechos Eco­

"Ó81c08. Soc1a1es y Culturales, así COBO alaunas resoluciones de la

As••bl •• Ceneral d. la ONU y de la UNESCO, son desde 1ueso pertinentes

• la situación d. las poblaciones indíaenas e~ el aarco de la pro te-
,

ccion .eneral de los derechos .hu.anos. pero no se refieren direct•••n-

te 8 ellas. De .ayor relevancia directa para los indíaenas .erla el

trata.tento que en el seno de la Sociedad do Naciones y de la ONU se

l. ha dado a las .inorlas nacionales. Pero la cuestión de las .lnOrra.
,

naclonalos se 11.1to esencial.ente a la situación en Europ. antes y
,

despues de la seaunda auerra .aundlal. y en todo caso la ONU nunca apro-
~

bó resoluci6n alauna de tipo aeneral sobre la cuestión de las .inorias

(salvo en lenauajo .uy ,eneral), que pudiera ser utilizada por los pue­

blos indios. En los debates sobre la cuestión de las .inorías, 108 re-

presentantes de los estados latinoa.ericanos sie.pre atiraaban que 8n

estos paises no existía tal ·probleaa, y se neGaban a identificar A.

proble.;tica de las poblaciones i"dl8enas del continente con la cues­

tión de las minorías. Fue sola.ento después de 8uchos años de haberse

planteado el probl ••a de las poblaciones ind{8enas en la Coaistln d•.
Derechos Hu.anos de la ONU. que el Consejo Econóaico y Social aprob¿

priaero la re.lizaci~n de un estudio sobre la discri.inaelón cont·ra

las poblaciones indlaenas, y lueao la creac!6n de un 8rupo de ~rabaJo

sobre este te.a, que se viene reuniendo sola.ente desde '981. aracia.

sobre todo a las presiones ejercidas por las oraanizaciones no auberna-

.entales indí,enas. De los oraanis.os especializados de! slste•• de

las Naciones Unidas, sólo la Oraanización Internacional del TrabaJO

.0IT> ~e ocup~ en alauna ocasión directa.ente de l~ cuestión indiaona



prlncipal.ente a tr&v~s del Convenio 107 de 1955. que plantea la nece-

sldad ue pro.over el desarrollo econó~lco y social de la población ln­

d{8ena. pero Que há sido calificado de "lntegraclonlsta& y por lo tan-

to es rechazado por las organizaciones indísenas. En el á~bito reaiona!

el Instituto Indiaenista Interaaericano. óraano lnteraubernaaental. es

el encaraado de ocuparse de la cuestión ind{aena, .as sus resoluciones

no tienen car'cter ni fuerza de ley internacional. En el seno d. 1.

Oraanización de E&tados AaericaMos. 18 Coa1sión I"tera.erican. d. O.re­

cnos Hu.anos h. tenido la ocasión de ocuparse de a1aJn aspecto de los

derechos ind{genas. Su aportaci6n .ás reciente ha SIdo el Infor.e sob-

1 ' d ..j 1 ll'# ••re a sltuaclon G un& parta ut ... ,J PODJ.8C.Oi¡ nl"cüca,."tin¡;.

1I1SkltO, publIcado en 1984. Curlosallente, la OEA ha evitado aparente-

~ ~ ~

~ente teda conSlderac!on a fondo de la cuestion lndlaena en su trata-

_lento de los derechos humanos en los pa{ses a8erlcanos. Desde hace al-

/
sun tlel'lpO SfJ "Vlene hablando de la necesidad de elaboracion de un pro-

toco~o adIcIonal al Pacto de San Jos' sobre los derechos hu.anos. pro-

toco!o Que lncluyera los derechos sociales,
,

ecano.leos y cul~ur.J.s.

Un anteproyecto de protocolo, elaborado por la secretar{a general de
, . ,

~a OEA, no nace nInguna referenCIa a la existencia de poblaeion ~dla.-

na en Am:rlca, lo cual deauestra la poca i.portan~la que a nivel lntar-

"nacIonal ie conceden los estados aDerl~anos a esta cuestl0n.
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Un recuento así sea somero de las denuncias de violaciones

a los derechos humanos cometidos en contra de individuos y co­

lectividades indígenas a 10 largo v ancho del continente es tC5­

timonio del hecho que los puehlos indígenas han sido excepcional­

mente vulnerables a estas violaciones. El panorama que se des­

prende de la lista casi interminable (y además cuán incompleta)

de denuncias de hechos violatcrios a las garantías individuales

y colectivas de los indios, es que no se trata de casos aislados

ni tampoco de hechos indistintos de otras violaciones a los de­

rechos humanos que, como se sabe, ocurren con demasiada frecuen­

cia en los países latinoamericanos, particularmente en los regí­

menes militares y represivos. Las violaciones de los derechos

humanos de los indios tienen que ver directamente, en la mayo­

ría de l~s casos, con su car1cter étnico. El indio es más vul­

nerable y está más exouesto a que sean violados sus derechos,

nrecisamente porque es indígena. El desprecio con que lo tra­

tan los representantes de la sociedao dominante, la facilidad

con la cual .se violan las leyes en perjuicio de los indígenas

cuando así conviene a los intereses de quienes deben aplicar­

las, la persistencia de mecanismos legales, administrativos o

simplemente políticos que son utilizados para despojar a los

indios de sus tierras, recursos y otros bienes, la particular

dureza de los mecanismos represivos del estado o de los grupos

o clases sociales poderosos en contra de las comunidades indt­

genas; las presiones sociales que se ejercen contra los indios

para que abandonen su lengua, su indumentaria, sus costumbres
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y sus modos de vida; todo ello conforma un panorama desolador

que contrasta con los altos ideales de progreso y democracia

que lQ-s gobiernos latinoamericanos proclaman en relación con

su política indigenista.

Existen, desde luego, países en los cuales se han hecho

progresos considerables en cuanto a esfuerzos de desarrollo

econ6mico y social de la población indígena, pero queda mucho

por hacer incluso en estas naciones. Existen otros patses en

los que queda todo por hacer, y en los cuales lo~ indígenas

luchan denodadamente por su supervivencia .física y cultural.

En los últimos años, la prensa internacional ha destacado no­

ticias relativas a violaciones de derechos humanos de grupos

indígenas en Brasil, Colombia, Chile, Guatemala, Nicaragua,

Paraguay y Perú, para no citar más que unos cuantos casos que

han retenido la atención del público. Algunos de estos casos

se detallan en los capítulos monográficos de esta obra. En

1980 se reunió en Holanda el Tribunal Permanente de los Pue­

blos (Tribunal Russell), una asociación privada, cuyos traba­

jos v scripdad han alcanzado renombre internacional. En aque­

lla sesión fueron analizados múltiples casos documentados de

violación masiva de los derechos humanos de 105 pueblos in­

di~s en varios países del continente. En 1983 el Tribunal se

reunió nuevamente en Madrid para estudiar la situación de los

derechos humanos en Guatemala. En ambas sesiones, fue cali­

ficado de genocidio de la población ind{gen~ la situación que

prevalece en ('se país. En Par:lclla\· se han dcnllnLi3do pl)r
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organismos internacionales de defensa de los pueblos indígenas

las matahzas cometidas contra ciertos grupos indios, lo cual

contrasta con la legislación aparentemente avanzada ~n materia

indigenIsta que prevalece allí. En Chile se han denunciado los

ataques contra el territorio y las tierras del pueblo mapuche.

En PerQ, actualmente, la población indígena es la que más sufre

de la violencia llevada a cabo por una parte por el movimiento

llamado Sendero Luminoso, y por la otra, por las fuerzas repre­

sivas del estado. En Nicaragua, la Comisí6n fnteramericana de

Derechos Humanos se ha ocupado de las denu~cias sobre violacio­

nes a los derechos de la poblaci6n indígena miskita cometidas

por el gobierno sandinista. Actualmente (abril 1985) continúan

las pláticas entre el gobierno y una organizaci6n indfgena en

el exilio acerca de las condiciones de llevar a cabo la autono­

mta del pueblo miskito (y de los pueblos sumo y rama) en el mar­

co del estado nacional nicaragUense.Desde luego, la sttuaci6n

en la costa atlántica de Nicaragua (regi6n en que habitan los

miskitos) no puede desvincularse del acoso internacional del

qu'; es víctima el gobierno de Nicaragua por parte de Estados

Unid)s.

Cada vez con mayor insistencia se e~cuchan las palabras

"autodeterminación" y "autonomía" de los pueblos indígenas, en

los congresos y declaraciones de las organizaciones indias, en

los foros nacionales e internacionales. ~os indígenas invocan

el artículo primero de los Pactos Internacionales de Derechos

Civiles y Políticos~ y de Derechos Económicos, Sociales y
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Culturales, aprobados en 1966 por la Asamblea General de la ONU,

sobre el' derecho de los pueblos a la 1 ibre determinaci6n. Los

gobiernos latinoamericanos, en cambio, temen que estas demandas
,

sean de tipo "separatista" y secesionista y les preocupa la sal-

vagua~da de la integridad nacional de sus estados. Un claro

ejemplo de esta delicada problemática la proporciona actualmen­

te el conflicto entre el gobierno de Ni~aragua y una de las or-

ganizaciones indígenas de los miskitos. En otros países, como
•

en México, por ejemplo, las autoridades se negaron du~ante mu-

chos años a admitir la pluriculturalidad de la nación y a adop-

tar una política pluricultural, aduciendo precisamente la nece-

saria "unidad nacional". Es probable que en los pr6ximos años

las sociedades latinoamericanas tendrán que enfrentarse cuida­

dosamente a estos planteamientos. A ello han contribuido tam­

bién los debates realizados en los Congresos Indigenistas Inter-

dmerlcanos (convocados por el Instituto Indigenista Interameri-

cano) y en el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indigenas de

la Comisión de Derechos Humanos de la ONU.

En resumen, resulta evidénte del an51isis realizado a lo .

largo de este trabajo que la situación de los derechos humanos

de las poblaciones indígenas de los países latinoamericanos es-

tá estrechamente vinculada 3 la legislación indfgena. No bas-

ta con proclamar y proteger los derechos individuales de tipo

universal. La problem5tica social, econ6mica y cultural de los

pue'blos indígenas es de tal manera específica que se pued~ ha­

blar sin lugar 3 dudas de los "Jcrclhos Ct)lcctivos" de estos
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puehlo~. El llegar estos derechos ha conducido en múltiples oca··

Slones, a la violación masiva de los derechos individuales bá-

~ I (: o <;. • !. a g r a n t a re:l por d(' 1;] n t e e sI;) de fin i ció n y e a r a c ter i -

:ación de los derechos colectivos de los grupos indígenas. En

esta tarea est5n involucraJos algunos gobiernos y numerosas or­

ganizaciones i ..dias, así como determinados organismos intergu­

bernamentales. Se trata de una tarea teórica y práctica al mis­

mo tiempo que s610 puede ser colectiva.

Por otra parte, el análisis de la legislación existente en

los paises latinoam~ricanos sugiere la nec~slJad de revisar es·

ta leglslación en función de los derechos individuales y colec­

tIVOS de los pueblos indios. Hay legIslaciones francamente dis­

crimlnatoriJi de lo::; indígenas (aún cuando aparecen como protec­

toras o tutelares), y existen legislaciones que al no prever un

tl·~tam:ento específico para los gru~os indfgenas contribuyen, de

l:cch'J . .J rcrpetuar situaciones de discriminación y de injusticia

cue se traducen en violaciones de facto de los derechos humanos

,;C l,s c:\úlOS. '::>c cOílsiJcra que la legislaclón agraria, penal y

educ.:n v'-...:ultural pudIera ser p.:ll"tlcularmenLe su~ceptible de

reVISión ~n este respecte. También h.:lY campo aquí para una ¿.­
pIla ~cci6n legislativa internacIonal. Los derechos humanos de

los lnJígenas no est5r1 hast.1 ahora protcgiJos, como tales, en

la legislación regional interrimerlC:llla sobre derechos humanos.

Esta es una laguna que deber;í llen:1rse en los pr6ximos años.

·\méric:l Latina podr5, además. ~of1tribulr ,1ctiv3mcntc a los. es­

fuerzvs que se hacen en el m:n'.... o Jo i.1 ONU (Sub-Comisión sobre
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Prevención de la Discriminación y Protección de Minorfasl en

relación' a las poblaciones indígenas, en donde la participa­

ción de los gobiernos latinoamericanos (en contraste con la
\

de las organizaciones indígenas) ha sido hasta ahora más bien

tímida. Igualmente urgente resulta la revisión del Convenío

107 de la OIT el cual, como se h~~ señalado, ha sido conside­

rado como discriminatorio en sus planteamientos y poco acor­

de con las realidades actuales.

La protección de los derechos humanos de los indígenas no

debe agotarse en el aspecto legislativo, yq sea nacional G in-

ternacional. El ~erecho procesal y la administraci6n de lUS-¿

ticia, asr r.omo las administ~aciones agrarias y laborales, cons-

tituyen campo factible para la elaboraci6n de mecanismos de

protección adecuada de los derechos humanos indígenas.

En este sentido, es notoria la falta de conocimiento ade-

cuado "de lo que pudiera llamarse el "derecho consuetudinario"

de las comunid3des indias. La antropología social se ha ocupa-

do algo de este tema, en sus estudios sobre la estructura social

y la c'..ll tura de los pueblos indios de América. Los estudiosos

del derecho se han ocupado muy poco de este asunto, y han oh-

servddo sobre todo los aspectos que incumben al derecho penal.

Al mismo tiempo que se promueven nuevos instrumentos legales de

protección a los derechos humanos de los indios, serta preciso

realizar un esfuerzo continental por conocer, en perspectiva

comparada e interdisciplinaria, el derecho consuetudinario de

los más de 400 grupos indigenas que han sido identificados en

América Latina.
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Por dltimo, es preciso sefialar el.bajo nivel de pa!ticipa-
\

ci6n política que han tenido tradicionalmente los grupos indfge-

nas en el continente, y que es la resultante de las condiciones
,
socio-hist6ricas ya seftaladas. Se ha dÍcho que si ~os pueblos

ind!genas tuvieran auténtica representaci6n polftica, serfa más

fácil el desarrollo de mer~,nismos para la e-fectiv8 protecci6n de

sus derechos humanos. En al~unos pafses, los ind!genas como ta­

les han comenzado a movil~zarse polftÍcamente y a participar en

su r~lidad de representantes de grupos indios en los procesos

electorales. En Brasil, hace pocos años, caus6 impacto inter­

nacional el que un ~ique indio hubiera sido electo a la cáma­

ra de diputados. En México y en Bolivia hay indtgenas que se­

sionan en el Congreso; en Panamá los grupos indígenas tienen re­

conocida voz política. Sin la posibilidad de -que los lndlgenas

participen demo~ráticamente en los procesos pollticos de sus

países, será remoto el que sean efectivamente protegidos sus

deTe~hos humanos.
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DBRECHOS HUMANOS Y SISTEMAS PENALES

EUGENIO RAUL ZAFFARONI

En el ámbito del Instituto Interamer.icano de Derechos Humanos se ha

llevado a cabo una investigación sobre "Sistemas Penales y Derechos

Humanos" cuyos res':lltados se materializan en las recomendaciones si­

guiente=s, que serán debatidas en noviembre próximo, en una reunión

abierta con asistencia de los expertos participantes y especialistas

de la región y de Europa y América del Norte.

El método seguido fue l,a discusión de un documento básico, que se

llevó a cabo en un seminario reunido en San José de Costa Rica en

1983, del cual surgió un extenso y detallado cuestionario, que debía

ser respondido por equipos especializados en cada país. Estos cues­

tionariop fueron respondidos por Brasil, COlombia, COsta Rica, Ecua­

dor, México, Panamá, Uruguay y Venezuela. Se ha recogido información

en forma directa en Argentina, Bolivia y Perú. Las respuestas a los

t~uestionarios fueron coordinadas por Heleno C. Fragoso (por comisión

de la Orden de Abogados de Brasil), Alfonso Reyes Echandía (Colom­

bia), Dora Guzmán (Costa Rica), Arturo Donoso Cortés (Ecuador), Luis

Rodríguez Manzanera (México), Aura Guerra de Villalaz (Panamá),

Rodolfo Schurmann Pacheco (Uruguay) y Lola Aniyar de Castro (Vene­

zuela) • La información argentina fue relevada por el coordinador

(E~genio Raúl Zaffaroni) y la de Bolivia y Perú por Luis Nifto. Ade­

más se incorporaron todos los datos disponibles en la región que se

estimaron conducentes y se elaboró un borrador con los resultados y "

recomendaciones, el que fue discutido y corregido en Buenos Aires,

en una reunión cerrada de expertos, en mayo de 1985, con la partici­

pación de René Ariel Dotti. Y José Henrique Pierangelli (Brasi!),

Eduardo Novoa Monreal y Jc.rge Mera (Chile), Alfonso Reyes Echanaíd

(Colombia), Lola Aniyar de castro (Venezuela), Rodolfo Schurmann

Pacheco (Uruguay), Elías Carranza (ILANUD) y el coordinador. Las
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recomendaciones que se reproducen a continuaci6n son las que corres­

ponden al documento revisado en esa reunión.

A. Recomendaciones correspondientes a legislación penal, en mate­

ria de. Declaraciones de garantías defectuosas o incompletas.

l. Que los textos constitucionales se armonicen con los docu­

mentos internacionales de Derechos Humanos, consagrando garan­

tías en el aspecto penal que no sean menores ni menos explícitas

que las establecidas en aquéllos.

2. Que los cÓdigos penales expliciten técnicamente los prin­

cipios fundamentales para la interpretación y aplicación de la

ley penal, al menos en lo que hace a las garantías de legalidad,

irretroactividad gravosa, retroactividad benigna, límite jurí­

dico (requerimiento de afectación del bien jurídico), culpabi­

lidad (exclusión de responsabilidad objetiva y requerimiento de

reproche jurídico), personalidad o intranscendencia, proporcio­

nalidad y racionalidad y humanidad de las penas y de cualquier

otra consecuencia jurídico-penal del delito.

3. Que el contenido de la legislación penal recepte la jerar­

quía axiológica impuesta por la consagración internacional y
t

constituciqnal de los Derechos Humanos sociales, económicos y

culturales.

4. Que la 'teoría penal y la j ur isprudencia se esfuercen, por

elaborar interpretaciones que en la medida en que lo permita la

legalidad se armonicen con la jerarquía axiológica seftalada.

Retroactividad de la ley penal más gravosa.

5. Que los cÓdigos penales establezcan expresamente la garan­

tía de retroactividad obligatoria de la ley penal más benigna.
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6. Que en las legislaciones que la contienen se eliminen las

excepciones o las limitaciones a la misma, si las hubiere.

7. Que se consagre que la vigencia de la nueva ley se opere

de pleno derecho y el trámite que fuere necesario se impulse de

oficio.

Leyes penales en blanco como delegaci6n de funciones legisla­

tivast

8. Que los órganos de control de constitucionalidad y los

jueces, mediante la correcta interpretación del derecho, vigilen

celosamente las disposiciones de los poderes ejecutivos que

completan leyes penales en blanco, para que por esta vía no se

introduzcan tipificaciones ajenas a la materia de la ley formal.

9. Que en las leyes se distingan nítidamente las disposiciones

penales y administrativas.

10. Que se excluya de la legislación toda posibiliaaa de que

organismos administrativos puedan establecer normativamente

conductas típicas, con cualquier pretexto que fuere.

Tipificaciones inciertas.

11. Extremar los recaudos técnicos para emplear el lenguaje

más depurado y preciso en la elaboración de los tipos.

12. Procurar la mayor precisión en el empleo del verbo típico,

evitar las fórmulas típicas que oculten el verbo o no lo expre­

sen con clar idad f las referencias descr iptivas semánticamente

equívocas, los elementos normativos éticos o jurídicos no bien

delimitados y los elementos subjetivos inciertos, reducir al
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mínimo las tipificaciones abiertas y eliminar o reducir las

enunciativas o ejemplificativas.

13. Propugnar por que la doctrina y la jurisprudencia se eri­

jan en guardiaCiPQ de la legalidad, forzando al legislador a

adaptarse a pautas de certeza semántica, 50 pena de que sus

tipos se~n declarados inconstitucionales y que, cuando sus lí­

mites sean inciertos, se los interprete invariablemente

conforme al mínimo de' punibilidad que la resistencia semántica

permita.

Lesi6n a la legalidad en las omisiones,

14. Que se trate de elaborar los tipos escritos de las omisio­

'es que hasta hoy no están escritas, conforme a un criterio de

racional necesidad político-criminal alimentado por la práctica

j ur isprudencial.

15. Que se interprete siempre restrictivamente el alcance de

las fuentes de la posición de garante consignadas en la ley, a

fin de evitar aplicaciones aberrantes de la teoría de la omi­

si6n.

Presunciones de dolo,

16. Que de lege lata se reduzca la interpretación de las

fórmulas legales que consagran la llamada ·presunción de dolo·

a meras repeticiones innecesarias de una regla de sana crítica

en la valoración de la prueba.

17. Que de lege felenda se propugne la derogación de tales

fórmulas legales, en razón de que las mismas, por equívocas e

innecesarias, dan lugar a interpretaciones aberrantes, que le­

sionan los principios de inocencia y de culpabilidad.
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Afectaciones del -nullum crimen sine actio-,

5

18•. De lege lata, reducir por vía de interpretación restr ic­

tiva estrictísima el ámbito de punibilidad de los delitos de

tenencia a la acción de adquirir la tenencia, y en los delitos

referidos a otros hechos, a la conducta más limitativa de la

punibilidad, siempre que no sea preferible considerarlos direc­

tamente inconstitucionales.

19. Postular la inadmisibilidad republicana de" cualquier delito

de expresiór., cuando resulte claro que la acción se descr ibe

únicamente como pretexto para l~ punición de una idea o pensa­

miento.

20. De lege ferenda, eliminar cualquier tipo en que se viole

el nullum crimen sine actio.

Delitos sin bien jurídico, abuso del peligro abstracto y los

llamados -delitos de desobediencia-,

21. Propugnar la inconstitucionalidad de todos los tipos en

que no aparezca un bien jurídico tutelado, por vía doctrinaria

y jurisprudencial.

22. Eliminar tales tipos por vía legislativa.

23. Interpretar todo tipo penal partiendo del entendimiento de

que el legislador tutela con ello un bien jurídico y, de este

modo, limitar su alcan<;e prohibitivo a esta tutela, salvo el

caso en que el Qien jurídico directamente no exista.

24. Rechazar tanto doctr inar ia, jur isprudencial como legisla­

tivamente la pretensión de que meras pautas morales o la sola

autoridad del estado puedan erigirse en bienes jurídicos.
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25. Rechazar toda posibilidad de presunción juria et de jure

o de ficción jurídica de afectación de bienes jurídicos.

26. Rechazar las tipificaciones en que la afectación al bien

jurídico se plantea por vía de un peligro remoto o en que el

juzgamiento del mismo dependa de una valoración sumamente sub­

jetiva o arbitraria.

27. Limitar y en cada caso analizar cuidadosamente las presun­

ciones juria tantum de afectación de bienes jurídicos por

peligro.

Clausura penal de espectáculos y de manifestaciones artísticas

e ideológicas I

28. Cuidar la redacción de los textos legales en materia de

exhibiciones obscenas y análogas, en forma que no queden dudas

de que su único objeto es tut~lar el sentimiento de pucior o

reserva frente a la percepción involuntaria de espectáculos que

lo afecten groseramente.

...
29. Proscribir cualquier forma de control de espectáculos des-

tinados a adultos.

30. Vigilar y denunciar cualquier acción del sistema penal que

intente mani~ular la interpretación de esos textos para imponer

paternalmente pautas morales.

31. Insistir doctrinariamente en una clara definición del bien

jurídico en estos delitos y del peligro que para la libre ex­

presión, la creatividad artística y la dinámica cultural implica

su distorsión.
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Posibles afectaciones a la ¡ibertad sexual y a la privacidad,

32. Cuidar canto en la acuftación de los tipos de abusos sexua­

les, contra incapaces, como en su interpretac.ión jllriscüpruC1en­

cial y en la elaboración doctrinaria, que la tutela del incapaz

no se convierta en una privación del derecpo del mismo a rela­

cionarse afectivamente y sexualmente •

•33. Observar la misma regla resp~cto de-los menores, especial-

mente en las legislaciones en que el límite de edad de la víc­

tima, en los delitos de cor~upción y an610gos, puede lesionar

la libertad sexual.

·Versari in re illicitaft y responsabilidad objetiva,

34. Propugnar que, en lo posible, el principio de culpabilidad

y la necesaria corresponaencia de la pena con los aspectos sub­

jetivos del delito se consagren constitucionalmente.

35. Propug.nar interpretaciones de los textos legales que lo

permiten, que en materia de embriaguez y de cualquier inimputa­

bilidad o inculpabilidad provocada no lesionen el principio de

que no puede haber delito sin dolo ni culpa.

36. Tener en cuenta que confundir el dolo del delito con la

voluntad de embriagarse o de ingerir un tóxico es una aplicación

del principio versari in re illicita y, por ende, de respon­

sabilidad objetiva.

37. Propugnar interpretac iones de la fórmula actio libera in

causa, en los textos que la consagran, que no se traduzcan en

manifestaciones de un derecho penal de ánimo.

..
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38. Rechazar la teoría de los llamados "'delitos calificados
-...
por el resultado· en la medida en que con ella se· entiende ~a

consagración de una forma de versari in ~e illicita.

Legítima defensa de la propiedad.

39. Que la doctrina y la jurisprudencia traten de compatibili­

zar las fórmulas de' la legítima defensa con el valor prioritario

que cobra la vida humana en los textos internacionales.

40. Que se procure el perfeccionamiento de las fórmulas lega­

les de la legítima detensa en el sentido sena lado.

Manifestaciones de excesos y errores en la defensa y en el de­

ber jurídico'

41. Que se revisen atentamente las fórmulas leqales y las

construcciones doctrinarias y jurisprudenciales respecto del

error vencible en relación al cualquier situación fáctica de

justificación o de la existencia o límites jurídicos de las

mismas, a efectos de no caer en una punición que por demasiaao

benigna deje desprotegidos bienes jurídicos fundamentales, par-

ticularment~ frente a los agentes del estado.

42. Que se procesa de la misma manera respecto del exceso o de

las eximentes incompletas.

43. Que se cuide muy especialmente, tanto en lo legal como en

lo doctrinario y lo jurisprudencial, que no se traduzcan en una

incalificable benigniaaa o impunidad para los agentes ael estaao

que afectan bienes jurídicos fundamentales de modo ilícito.

Obediencia jerárquica aberrantl!H

44. Cuidar la redacción de las fórmulas legales de la obedien­

cia jerárquica como eximente, en los casos en que se elija
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mantener su autonomía legislativa, en forma que no pueda nunca

amparar delitos aberrantes.

45. Denunciar corno violatoria de Derechos Humanos cualquier

tesis doctrinaria o jurisprudencial que permita que los crímenes

atroces puedan ampararse en la eximente de la obediencia jerár­

quica.

Arbitrariedad por vía del -error juris nocet-,

46. Que en los países en los cuales no se ha introducido la

derogación expresa del error jutis nocet, se 10 haga a la

brevedad.

47. Que la doctrina y la jurisprudencia se esfuercen por in­

terpretar sus leyes conforme a los Derechos Humanos, consagrando

la relevancia eximente de cualquier clase de error invencible

cuando otro criterio resulte lesivo del principio de culpabi­

lidad.

Inimputabilidad y lesi6n de garantías,

48. Fomentar la tendencia a elimina~ las llam.adas -medidas·

para inimputables de la legislación penal, en relación con el

establecimiento de una iegislación psiquiátrica rodeada de

garantías, que no ap~le a distinciones f~males que conllevan

el etiquetamiento de -peligroso· para cualquier paciente que

hubiese sido absuelto por inimputable.

49. En tanto ~ue las -medidas· pélra inimput~ble5 permanezcan

en las leyes penales, se limite su' aplicación a personas que

por su enfermedad requieren un tratamiento estricto y que hayan

protagonizado hechos de gravedad.
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so. La limitación temporal de las mismas a un períoao que no

exceda del término medio de la pena que le hubiese correspondido

a la persona en caso de ser imputable, sin perjuicio de ~ue si

permanece la enfermedad, pueda ser sometido al· régimen l4::1al

para enfermos mentales ordinarios.

51. La limitación mater ial de las medidas ptlra inimputables a

tratamientos que no importen el deterioro del ps.iquismo o pér­

dida de tejido nervioso o pe~igro serio de los mismos, ni sen­

saciones dolorosas intensas.

52. La limitación de la internación a lo que sea necesar io

para el tratamiento de la persona, permitiendo que el juez con­

certe con la institución responsable del tratam~ento las moaa­

lidades del mismo, conforme a la evolución del paciente.

53. Postular dichas limitaciones ele lege ferenda como tam­

bién de lege lata, propugnando una interpretación doctrinaria

y jurisprudencial en tal sentido, integrando dO";lllátlcamente la

ley penal con los textos constitucionales e internacionales de

mayor jerarquía normativa.

54. Cuidar que el sentido de estas Nmedidas", en tanto perma­

nezcan en la legislación penal, sea el de procurar un adecuado

tratamiento a la Persona, poniéndola a cubierto de los etectos

de una arbitraria asignación de "peligrosidad" por parte de

autoridades administrativas o sanitarias.

Inimputabilidad disminuida con consecuencias lesivas de garan­

tías.

55. Que las leyes penales contengan fórmulas que en cualquier

caso permitan adecuar la pena a la entidad de la culpabilidad.
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mantener su autonomía legislativa, en forma que no pueda nunca

amparar delitos aberrantes.

45. Denunciar como violatoria de Derechos Humanos cualquier

tesis doctrinaria o jurisprudencial que permita que los crímenes
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derogaci6n expresa 0:,1 error juris nocet, se lo haga ~ la
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47. Que la doctrina y la jurisprudencia se esfuercen por in­

terpretar sus leyes conforme a los Derechos Humanos, consagrando

la relevancia eximente de cualquier clase de error invencible

cuando otro criterio resulte lesivo del principio de culpabi­

lidad.

Inimputabilidad y lesi6n de garantíasI

48. Fomentar la tendencia a eliminar las llamadas -medidas·

para inimputables de la legislaci6n penal, en relación con el

establecimiento de una legislación psiquiátrica rodeada de

garantías, que no apele a distinciones formales que conllevan

el etiquetamiento de -peligroso- para cualquier paciente que

hubiese sido absuelto por inimputable.

49. En tanto que las -medidas· para inimp\1tables permanezcan

en las leyes penales, se limite !!IU aplicación a personas que

por su enfermedad requi6ren un tratamiento estricto y que hayan

protagonizado hechos de gravedad.
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56. Que en las legislaciones que contengan una fórmula de la

"imputabilidad disminuída", se entienda que, en los casos que

lo requieran, únicarrente, la pena aaecuaCía a la culpabilütad

pueda tener un contenido ejecutivo ar.álogo al de las medidas

para inimputables con todas las limitaciones seftalaaas para

éstas y que en ningún caso pueda exceder la pena impuesta en

concreto.

57. Que la doctrina y la jurisprudencia se esfuercen por cons­

truir dogmát~camente la teoría acerca de la llamada "imputabi­

lidad disminuída" y de sus consecuencias, conforme a estos

principios.

Desconocimiento de las culturas diferenciadasl

58. La supresión de cuelquier "medida" o llpena" que pretenda

sustraer forzadamente a una persona de las pautas de su grupo

cultural, salvo que se trate de pautas que ,atenten directaIn€r.te

contra la vida o la integridad tísica o la libertaa de las

personas.

59. La supresión de toda persecuclón o criminalización de

grupos culturctles o religiosos, sea en forma directa o con el

pretexto de tutelar otros bienes jurídicos, por vía penal o

policial.

60. La elaboración de conceptos doctrinarios que permitan con­

cluir en la inculpabilidad de cualquier persona que, debido a

)¿,[ ,autas de su propio grupo cultural, no pueda aJustar su

conduc~a a las pautas jUrídicas o culturales dominantes.

Desconocimiento de la co-culpabilldad,

61. La sanción legislativa de fórmulas que permitan valorar el

espacio social concreto de la persona y adecuar el reproche

jurídico al mismo.
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62. La sanción legislativa de fórmulas que permitan la reduc­

ción del mínimo de la escala legal del delito cuando a la cul­

pabilidad acorde con el espacio social corresponda una pena que

estuviese por debajo de ese mínimo y que, no obstante, no lle­

gase a configurar una necesidad eximente.

63. El desarrollo de la doctrina penal en el sentido de pro­

fundizar el concepto y alcance de la llamaaa co-cu]pabilidad (o

situaciones con escaso espacio social) y a perfeccionar su ela­

boración teórica.

El ·crimen culpae D
, la culpa jUI=ídica y las penas de algunos

delitos culpososl

64. La eliminación de las fórmulas del crimen culpae o culpa

jurídica que aún subsisten en Latinoamérica.

65. La revisión legislativa de las escalas penale'_ le1 homici­

dio y de las lesiones culposas, a efectos de ¡proveer una ade­

cuada protección jurídica a la vida y a la integridad física de

las Personas.

Deseol :::imiento de principios básicos en materia de tentativa

y participación,

66. Procurar, por vía legislativa e interpretativa, excluir

del ámbito de la tent.ativa los actos preparatorios, evitando

fórmulas e interpretaciones que extiendan el ámbito de lo puni­

ble a actos que no afectan bienes jurídicos.

67. Propugnar para la tentativa escalas penales atenuadas en

ferma obligatoria.

68. Pxcluir del ámbito punible las llamadas "tentativas ini­

dóneas" o "delito imposible", incluso mediante "medidas".
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69. Consignar en las fórmulas legales de la tentativa o erigir

en req'üsi::o de ésta por vía interpretativa, la idoneidad de la

misma.

70. Propugnar e~~calas penales obligatoriamente atenuadas para

los simples cómplices.

71. Promover la derogación de las fórmulas que consideran el

encubrimiento como forma de participación.

72. Cuidar que en las escalas penales para ·la tipificación

autónoma del encubrimiento en la forma simple, la pena no supe­

ra la ~ue correspondería a los autores y partícipes del delito

encubierto.

Problemática vinculada a la magnitud de las penasl

73. La abolición de la pena de muerte y de las penas perpétuas.

74. Una urgente revisión legislativa _y doctrinaria de los

límites máximos vigentes en la mayoría de los países para las

penas privativas de libertad a la luz de los fines que los ins­

trumentos de Derechos Humanos asignan a las mismas.

75. El establecimiento de límites máximos de privación de li­

bertad' que no excedan de aproximadamente veinte aftoso

Desigualdades en la concésión de benefioios y en algunas tipi­

cidadesl

76. Que en la __regulación legal de las condiciones para bene­

ficios y sustituciones y en su interpretación doctrinaria y

jurisprudencial se cuide evitar _meticulosamente cualquier afec­

tación al princi~io de igualdad o tendencia a criterios discri­

minatorios.
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77. Que se cons'ignen reglás claras en los textos que no las

tengan, conforme a las cuales toda pr ivación de libertad que

sufra la persona como consecuencia del delito, a título preven­

~ivo o cautelar, administrativo o judicial, se impute a la pena

a ra.zón de un día de privación de libertad ~r un día de pena

privativa de libertad corno mínimo.

•
78. Que se introduzcan con urgencia las reformas legislativas

necesarias en los textos que incurren en la grave consecuencia

de conminar penas más graves· para los particulares que para·los

funcionarios públicos que cometen delitos contra la libertad o

la dignidad de la persona humana.

ProblemÁtica de la individualización punitivaa

79. Rechazar cuidadosamente cualquier intento, abierto o encu­

bierto, de cuantificar o individualizar la pena en forma que

resulte lesiva de la culpabilidad de acto.

80. Insistir en la incompatibilidad conceptual e ideológica de

la peligrosidad en sentido tradicional y los Derechos Humanos.

81. Limitar los efectos de cualquier consideración fundada en

pronóstico de conducta o en la prevención especial a disminuir

eventualmente la cuantía máxima de la pena seftalada por la cul­

pabilidad del acto, pero nunca a aumentarla.

82. Rechazar argumentos de prevención general para la agrava­

ción de las penas o la denegación de cualquier beneficio o sus-

titución.

83. Promover un rápido desarrollo doctrinar io de la teoría o

derecho de cuantificación o individualización penal y un per-
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feccionamiento de las fórmulas legales que reauzca en la mayor

medida posible la arbitrariedad en este ámbito.

Multa e igualdad,

84. El establecimiento del sistema del "día de multa" conforme

al criterio de la renta potencial del capital, con estricta ob­

servancia de los principios de igualdad, intrascendencia o per­

sonalidad, humanidad y racionalidad.

85. El rechazo de la conversión automática en raz6n de la mera

insolvencia, como de cualquier otra situación que pueda dar

lugar a una injusticia tan notoria como la prisi6n por deudas.

86. El establecimiento de lírnites máximos a las privaciones de

libertad sustitutivas de la multa que guarden una razonable

proporción con las penas de esa naturaleza que la multa reem­

place en la respectiva legislación.

Inhabilitaciones accesorias a la privación de libertada

87. La urgente eliminación de cualquier medida o pena accesoria
"a la privación de la libertad, de contenido infamante.

88. El análisis particularizado de todas las inhabilitaciones

que acompanen a penas privativas de la libertad, a efectos de

establecer su carácter y rechazar las que respondan a objetivos

infamatoriC's.

Confiscaciones lesivas de la personalidad.

89. Insistir en el carácter violatorio de Oerechos Humanos de

las confiscaciones generales de bienes de las personas indivi-

duales.
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90. Advertir el carácter confiscatorio de la afectación de los

derechos previsionales de los penados y propugnar su derogación

legal. y su impugnación judicial.

91. Destacar el d~' ~r del estádo de evitar que el ahorro for­

zado del preso resulte ruinoso, regulándolo en forma tal que lo

preserve de la devaluación monetaria.

Regulación irracional de loa casos de concurso,

92. Que la fórmula para la pena del concurso ideal establezca

límites máximos más benignos que la del concurso reals

93. Que tanto en los casos de concurso real como en los de

unificación de penas se establezcan límites razonables en rela­

ción con el fin de la pena, rechazando la mera acumulación

matemática.

Reincidencia, multireincidencia, habitualidad y profesionalidad

como conceptos estigmatizantesl

940 Una seria reflexión acerca de la compatibiliaad de la

reincidencia con los Derechos Humanos y el rechazo de cualquier

consecuencia legal estigrnatizante.

95. El rechazo de conceptos jurídicos como el de habitualidad

y profesionalidad genéricos.

96. La reducción de cualquier consecuencia de un aelito que no

se halle en relacioo racionable con la entidad del mismo.

97. La regulación estricta de registros de conaenas y penas y

la eliminacién de cualquier anotación sobre condenas o penas

que se hayan extinguido.
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98. El establecimiento ~e penas y sanciones administrativas

para el funcionario que proporcione informes acerca de condenas

y penas extinguidas •.

Dispositivos legales que tornan incierto o arbitrario el límite

de la privación de libertad punitiva•
•

99. .>nr iderar violator ia de Derechos Humanos y, por enae,

ilegal la prolongaci,6n de cualquier consecuencia jurídica del

hecho punible privativa de derechos que no guarde relaci6n

racional con la magnitud del hecho punible cometido y de su

culpabilidad que no tenga un término cierto y se establezca

sobre la base de un presupuesto claramente definible, sea cual

fuere el argumento con que se pretenda racionalizar su imposi-

ci6n.

Insuficiente pn:visi6n de la reparación a inocentetu

100. Instrumentar procedimientos rápidos para que el estado

repare los perj uic ios sufr idos por las víctimas de' errores o

arbitrariedades judiciales, sin perjucio del derecho de repe­

tición que ,le pudiera caber respecto de sus funcionar íos o ter-

ceros.

101. Extender el recurso de revisi6n, en caso de fallecimiento

del penado, a cualquier persona que como consecuencia de la

condena errónea, vea perjudicado alguno de sus derechos.

102. Prever expresamente el derecho a reclamar del estado la

correspondiente reparac~ór. por parte de quienes fuesen absuel­

tos después de sufrir prisión o detención preventiva sin que el

estado pueda justificar In racionalidad de la misma.
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Otroa núcleos problemáticosl
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103. La adopción de penas resarcitorias del tipo de la llamada

"multa reparatoria", dejando a salvo el derecho del damnificado

a ejercer la acción civil por la parte que esa pena no le re-

pare.

104. Garantizar el ejercicio opcional de la acción civil en el

proceso penal mediante una simplificación del trámite y la po­

sibilidad de delegar su ejercicio en el minist~rio público.

105. Establecer mecanismos que permitan extinguir la acción pe­

nal en algunos delitos en que por su escasa entidad, por haber

sido reparado el perjuicio o por haber transcurrido excesivo

tiempo desde su comisión, la pena no cumple ninguna función

positiva.

106. Reconocer a la persona que alcance la mayoría de edad o

recupere su capacidad habiendo sido víctima de un delito no

juzgado y cuya acción haya sido iniciada por su representante

legal, el derecho a detener su curso.

lO? Considerar violatorias del principio de legalidad toaos

los conceptos equívocos referidos al co~ienzo, ínterrupclé:1 o

suspensión de los plazos de prescripción de las penas o de las
-acciones penales.

108. Establecer interrupciones o suspensiones del curso de la

prescripción de las acciones respecte de las personas que ocu­

pan funciones públicas, mientras las detentan en condiciones en

que les sea posible obstaculizar su ejercicio respecto de deli­

tos cometidos· en desempeno o· cuya impurliaad se ampare en su

ejercicio.
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109. Cons4grar la imprescriptibilidad de las acciones por .geno­

cidio y, en general, por cualquier delito de lesa humanidad.

T~nología y situaciones l{wite,

110. Proceder a la brevedad a la tipificación correcta y precisa

de actos ejecutivos y preparatorios y de delitos de peligro re­

feridos al uso de medios técnicos capaces de aniquilar masiva­

mente vidas humanas.

111. Tipific:ar las experimentaciones genéticas humanas yue se

sustraigan o violen las normas y control de un organismo aut6­

nomo con participación parlamentaria.

112. Tipificar las experiencias con fetos y embriones humanos y

la generación in vitro de embriones y su destrucción.

113. Rechazar y prevenir cualquier ideología que manifieste la

posibilidad de empleo de medios capaces de destruir masivamente

vidas humanas como pretexto para establecer un control social

que importe una violación generalizada de los Derechos Humanos.

114. Establecer una responsabilidad más grave para los autores

o partícipes que realicen tale~) actos valiéndose de sus conoci­

mientos técnicos o de sus posiciones de poder político o econ6­

mico.

llS. Recomendar a los organismos internacionales que vigilen

cercanamente la criminalización de tales actos y que postulen

las más graves sanciones internacionales para los gobiernos que

sean negligentes u omitan tal función.

116. Investigar la posibilidad y viabilidad de una jurisdicción

internacional para la punición de tales actos.
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117. Propugnar la participación y control parlamentario de los

organismos de información del estado.

Manipulación de las amnistías y de los indultos,

118. Considerar inexistentes como ley o fuente de derecho todo

acto que con el nombre de amnistía pretenda impedir la punición

de crímenes cometidos desde el poder con pretexto o justifica­

ción ideológica.

119. Considerar tales actos como delitos de encubrimiento, cuya

prescripción se interrumpa mientras el grupo permanezca en el

poder arbitrario.

Bases ideológicas de los códigos penales en general,

120. Promover las investigaciones filosóficas, históricas y de

derecho comparado que esclarezcan las ideologías originarias de

los códigos penales.

121. Promover las investigaciones de estas ideologías en los

problemas particulares de la teoría de la ley penal, del delito

y de la coerción penal, y su crítica mediante una profundización

y confrontación con la ideología de los Derechos Humanos.

9. Legislaci6n prccesal.

La vigencia inmediata de la ley procesal.

122. Que se profundice doctrinariamente la investigación Jurí­

dica en torno a la medida en que la vigencia inmediata de la

ley procesal puede afectar Derechos Humanos.
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123. Que al menos se rechace corno lesiva de Derechos Humanos la

retroactividad de una ley procesal 'penal que restringe el dere­

cho de defensa, el derecho a la excarcelación o a la libertad

provisoria, que suprima recursos o que los limite, que amplíe

las pruebas cargosas o altere las pautas par a valorat las am­

pliando las facultades judiciales al respecto.

124. Que se consagre expresamente la vigencia inmediata de la

ley procesal más benigna.

Violaciones al principio -non bis in idem-.

125. Considerar vio1atoria de Derechos Humanos cualquier conse­

cuencia jurídica negat.iva que para la persona pueda derivarse

de un sobreseimiento provisional o de un archivo de la causa.

126. Eliminar las previsiones legales o las prácticas que se

traduzcan en absoluciones o sobreseimientos provisionales por

falta de pruebas del hecho o de la culpabilidad, al menos en

los casos en que la suspensión que del mismo se deriva exceda

del tiempo razonablemente necesar io de duración de un proceso

penal.

La violación de la garantía del juez natural y los fueros es­

peciales.

•

127. Rechazar corno lesiva de Derechos Humanos cualquier someti­

miento de civiles al juicio de funcionar ios dependientes del

poder ejecutivo o de jueces o tribunales .carentes de· indepen-..
dencia.

128. Eliminar toda especialización judicial en materia de deli­

tos con directa yinculación política y propugnar en tales casos

el conocimiento de la competencia penal ordinaria.
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Jurisprudencia obligatorial
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129. Suprimir todas las disposi~iones que establecen la obliga­

toriedad de la jurisprudencia.

Nombramiento y amenaza a la independencia

integraciones de los tribunalesl

de los jueces e

130. Que se instrumenten sistemas racionales ·de se1ecclón y

ascenso de magistrados judiclales.

131. Que la carrera judicial· no se convierta en un mecanismo

burocrático o en una é1ite cerradél.

132. Que se tienda a independizar del poder ejecutivo la selec­

ción de los jueces, orientándose hacia el sistema de ·consejo·,

con representantes de las cámaras leglslativas, de los abogados,

del ministerio público, de las universidades, de las asociacio­

nes profesionales y sindicales y de los magistrados de cualquier

jerarquía, electos por sus propios colegas en forma democrática.

(En el curso de la discusión en Buenos Aires hubo opiniones

favorables a la integración de los tribunales con personas aje­

nas al poder judicial, con sistema de escabinaoo).

Independencia del Ministerio Públicol

133. Que se refuerce la autonomía e inoependencia del minis­

ter 10 público, en torma que 105 poderes ejecutivos no puedan

afectar la independencia judicial promoviendo u obstruyendo el

ejercicio de las acciones penales en forma arbitraria.

134. Que se otorguen garantías de nombramiento, promoción u es­

tabilidad a los miembros del ministerio público" análogas a las

de los jueces.
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135. Que, en lo posible, se organicen los cuerpos del minis­

terio público en forma autónoma del poder ejecutivo o como or­

ganismos autónQmos dentro de los poderes judiciales.

Declaraciones extra-judiciales y judiciales viciadas,

136. Establecer legislativamente la prohibición de consignar en

las actuaciones administrativas o policiales cualquier manifes­

tación de cargo de la persona presuntamente imputada.

137. Consignar que la única confesión procedente sea la rendida

ante el juez y en presenc ia de abogado y que tan,.<>co tiene valor

probator io de indicio ni de testimonio la declaración de fun­

cionar ios administrativos acerca de los dichos del prevenldo

consignados en actuaciones no judiciales.

138. Considerar nula cualquier manifestación en violación de

tales requisitos que pudiera tener contenido cargoso.

139. Considerar carente de valor probatorio de cargo cualquier

manifestación o declaración judicial con contenido incrimina­

torio, que fuese presenciada u oída por personal administrativo

o de seguridad o cuando el detenido, después de la declaración,

fuese puesto nuevamente bajo custodia de la autor ioad que pro­

cedió a su detención y custodia preliminares.

140. Considerar igualmente car.ente de valor probatorio de cargo

toda declaración efectuada por un detenido sometido a medios

físicos de seguridad, tales como esposas, grilletes o análogos.

141. Considerar violatoria de Derechos Humanos toda delegación

de la función de recibir decl,araciones o contesiones a la auto­

ridad policial o administrativa.
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1~2. Prescribir la necesidad de que al declarante se le imponga

previamente del contenido de la imputactén que se le forumule o

pretende formular y del derecho al silencio que le asíste, sin

que implique presunción alguna.en su contra.

Valor probatorio de evidencias obtenidas ilícitamente,

143. Restar cualquier valor de cargo a pruebas a las que se hu­

biesen obtenido mediante información obtenida por torturas,

apremios, amenazas o cualquier otro delito.

144. Proceder de igual modo en los casos en que mediante la

figura del agente provocador, del delito llamado experimental,

de los allanamientos, privaciones de libert~d y detenciones

ilegales o medios análogos, se hubiese obtenido información

como resultado de hechos delictivos o de actos groseramente

contrar ios al derecho o repugnantes a la ética elemental del

estado de derecho.

145. Descalificar el uso del detector de mentiras o polígrafo

como mecanismo probatorio de cargo, al igual que la declaración

obtenida mediante ardid, o engafto y prohibir por atentatorio a

la dignidad humana el narco-interrogatorio.

Libertad provisional o excarcelación,

146. Que el procesamiento de una persona sólo por excepción

fundada en la finalidad del proceso pueda acarrear la prisión

preventiva de la misma.

147. Que el procesamiento sin prisión o detención preventiva o

provisional sea previsto con car ácter general en las leg isla­

ciones pr cesales, sin excluir indiferenciadamente los delitos

dolosos o preterintencionales.
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148. Que en ningún caso ·la detención o prisión preventiva o

provisional pueda prolongarse más de do~ aftos o según la grave­

dad del hecho, sin que haya p.erspectiva más o menos inmec1Íata

d~. sentencia, si'esa demora. no es imputable al procesado.

149. Que ni siquiera pueda alcanzar ese tiempo cuanao implique

más de la mitad·de la pena que estimativamente pudiera corres­

ponderle en caso de condena.

150. Que no se mantenga cuahoo surgen probabilidades relevantes

de un resultado absolutorio en la causa en razón de evidencias

respecto de cualquier eximente.

151. Que no se imponga a nadie una cauci6n real v fianza, cuando

por sus medios sea claro 0ue no puec.e prestarla.

152. Que el criterio para dictar o no la prisi6n preventiva de

una pt:rsona sea siempre y únicc.mente la necesiaad de asegurar

su presencia en juicio y que er modo alguno se tomen en cuenta

criterios punitivos, t&les como la conducta anterior del impu­

tado o similares.

153. Que en modo alguno se hagar discriminaclones privileglantes

para funcionarios públicos.

154. Habilitar la vía de habea,j corpus y sus similares contra

las decisiones judiciales que c.ispongan pr ivaciones de libertad

procesales o la prolongación ce las mismas, sin perJulcio de lo

cual se posibilite la L-evisiór. de las resoluciones denegator ias

de excarcelación por toáas las instancias ordlnarias y extraor­

dinarias.

Amparo de la libertad y ~habeas corpus-s

155. Que se profundice la investigación de estos recursos,

acciones o jUicios, respetando las tradiCiones legislativas,
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pero cuidando que tanto dichas tradiciones como les enfoques

teóricos se inclinen siempre a una mayor urgencia y efectividad

práctica del instituto.

156. Que se cuide que su presentación sea siempre 10 más simple

e informal posible, suprimiendo todo obstáculo que pueda per­

turbar ~u eficacia, tales como firma letrada, sellados, nomen

juris, cauciones, etc.

157. Que se instrumente de forma que pueda valerse del m"smo

cualquier persona del pueblo y que el título para su valimiento

no sea otro que el simple interés por la libertad de un seme­

jante.

158. Que no se admitan cercenamientos por vías de intimidación,

tales como costas ejemplarizadoras u otros análogos.

Incomunicabilidad de la persona privada de libertad,

159. Establecer la comunicación de cualquier persona privada de

libertad con su abogado, garantizándole la llbre comunicación

desde el primer momento de la-detención.

160. Procurar la .supresión de tooa forma de incomunicación de
t

cualquier persona detenida, autorizárldola únicamente por reso-

lución juaicial, en los casos en que .fuese estrictamente nece­

sario para cun9plir los fines procesales, por un tiempo muy

breve -no más de uno' o dos días corr idos- y en ningún caso

opinible al abogado y de conformidad con todos los principios

humanitarios que deben imperar en la prisión o detención preven­

tiva o provisional.

Algunas características particulares de los procedimientos,

161. Que se procure la supresión del ser:::r.eto del sumario para

la defensa o que se la reduzca a un tiempo sumamente breve.
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162. Que se respeten los plazos legales para la conclusión de

la instrucci6n de una causa y que los IIlliSIDOS no excedan del

mínimo razonable.

163. Qce se fomente la forma de juicio o plenario oral y públi­

co, con concentración de toda la producción de pruebas, alegatos

y sentencia en una única audiencia o en sucesivas audiencias

continuadas.

164. Que se registren magnetofónicamente las audiencias de jui­

cio oral y se guarden los registros.

165. Que en los casos en que hay jurado de conciencia, se bus­

que la forma de integrar el mismo con personas provenientes de

todos los sectores sociales y no únicamente con profesionales,

comerciantes, rentistas o propietarios de clase media o alta.

Criterios de valoraci6n de pJ~uebas'

166. Exigir que la valoración de la pru1eba se haga en forma

razonada por parte del tribunal.

167. Eliminar las presunciones legales emergentes de anteceden­

tes o condenas anteriores del procesado.

168. Propugnar la eliminación del sistema de pruebas legales,

pero no admitirla sin la simultánea erradicación de la instruc­

ción inquisitoria.

Motivaci6n de la sentencia,

169. Establecer como requisito de validez de cualquier senten­

cia que permita el reconoci.miento del curso del razonamiento

del tribunal acerca de las cuestiones de hecho o de derecho que
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resuelve y que responda las argumentaciones medulares de las

partes y, en especial, de la defensa.

El derecho de defensa, las formas procesales y las condenas en

rebeldía.

170. Insistir, con carácter general, en que lo más congruente

con los Derechos Humanos es la intervención obligatoria de la

defensa de cualquier instancia o actuación que pueda acarrear

perjuicio a la persona o a los derechos de su defendido.

171. Cuidar que la jurisprudencia, so pretexto de cambio de ca­

lificación legal, no extienda esta facultad hasta hacer recaer

condenas sobre hechos que, total o parc ialmente, no estaban

abarcados por la acusación y, por ende, no fueron materia de

juicio ni del debido control defensivo.

172. Prescindir de cualquier declaración de nulidad fundada en

una violación de formas que no afecte garantías o que, en caso

concreto, sea perjudicial para las partes.

173. Promover la nulidad de cualquier defensa· que sólo cumpla

con los requisitos externos de la misma, pero que carezca de'

contenido defensivo, asegurándose la defensa sustancial meaiante

la retrotracción del proceso a la etapa que resulte necesario

para la garantía del efectivo ejercicio de ese derecho.

Ideologías de las leyes procesales penales.

174. Que el proceso penal se oriente ~acia una limitación de la

actividad instructoria destinada a establecer las convicciones

mínimas indispensables para justificar el mérito del juicio,

llevada a cabo con amplia intervenc::ión de las partes y en forma
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y por organismos o personas que no dependan ni funcional ni

administrativamente del poder ejecutivo.

"
l7~.,Establecer la particip~ción obligatoria de la defensa ¿es-

~e' el' primer momento de la detención o 'diligencia procedente en

los casos en que no. corresponda ¡a'detención•
•

176. Otorgar qarácter excepcional. a la detención o prisión pre­

ventiva.

177. Producir la totalidad de las pruebas en juicio público,

oral, contradictorio y contínuo, con considerables faculta.des

valorativas por par~e del tribunal.

c. Legislación contravencional, de peligrosidad y de policía.

Regulaci6n legal de la -menor cuantía-,

178. Promover el ordenamiento y la codificación racional de

toda legislación penal de menor cuantía, con iguales garantías

y principios que el resto de la legislación penal.

179. Reconocer como fuente de producción de esa legislación

únicamente a la misma que puede sancionar la legislación penal

restante o a la entidad que el derecho público interno deter­

mine, pero nunca al poder ejecutivo o a sus empleados. ,

180. Declarar violator ia" de Derechos Humanos cualquier atribu­

ción judir.ial punitiva, de la entidad que fuera, asumida por el

poder ejecutivo o sus empleados.
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181. Establecer un procedimiento contravencional jUdicial que

se atenga a las garantías y principios procesales básicos ampa­

raoos por los documentos internacionales de Derechos Humanos.

Estado peligroso sin delitos

182. Declarar enfáticamente que cualquier legislación de Nestado

peligroso sin delito· es violatoria de Derechos Humanos.

183. Que es igualmente violatorio de Derechos H~manos cualquier

manifestación encubierta del "estado peligroso sin delito· que,

en definitiva, permita privar de libertad o ele derechos funda­

mentales a una persona en razó~ de circunstancias que no cons­

tituyan una conducta típica perfectamente delimitada y cuya

prohibición sea compatible con la dignidad de la persona humana.

Principales características de las violaciones a Derechos Hu­

manos en las legislaciones contravencionales y de peligrosidad,

184. La urgente declaración de invalidez, por los medios idó­

neos conforme al derecho interno de cada país y la inmediata

revisión :legislativa de los tipos contravencionales de mera

sospecha, de las ~ipificacioned con límites imprecisos y arbi­

trarios, de las que desconozcan el principio de que no hay

delito sin con~cta, el de irr'etroactivi(lad de la ley más gra­

vosa y el de, retroacti,vidad de la más benigna como también de

las que importan un desconocimiento de la dignidad de la persona- .
humana en función de arbitrarias c~lificaciones o adjetivaciones

degradantes.

185. Que la dOctrina insista en- la investigación de estos tipos,

resaltando su inadmisibilidad y la permanente violación de

Derechos Humanos que importan.
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186. Que en todo momento se ponga de manifiesto que las legis­

laciones de menor cuantía en las condiciones mencionadas repre­

sentan una quiebra de todos los principios que deban regir un

estado de derecho.

Organización policial.

187. Eludir en lo posible la pluralidad innecesaria de organis­

mos policiales, que ponga en peligro la efectividad y la co­

rrección de sus actividades.

188. Es indispensable distinguir entre la policía de seguridad

y la judicial, huciendo depender la última, tanto funcional

como actministrativamente,' del poder judicial.

189. Declarar violatorias de Derechos Humanos las llamadas

-redadas· y la facultad policial de privar arbitrariamente de

libertad a cualquier persona con supuestos fines de identifica­

ción, de averiguación de antecedentes o con otro pretexto cual­

quiera.

190. Reglamentar el uso de armas de fuego en forma que sólo sea

autorizado cuando medie un peligro inminente para la vida o

grave amenaza a la integr~dad física propia o de un tercero.

191. Propugnar la participaclón legislativa y universitaria en

la programación, desarrollo y docencia de los cursos de forma­

ción de personal policial en todos sus niveles.

192. Cuidar la formación técnica del personal policial tanto

como la formación ética, jurídica y de Derechos Humanos.

193. Incorporar a las legi/31aciones policiales y a los progra­

mas de formación del personal los principios del código de con-
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ducta para funcionarios encargados de aplicar la ley de Naclones

Unidas.

194. Regular en forma estricta el funcionamlento y control de

las agencias u organizaciones de investigaciones privadas y

evitar, en cualquier caso y circunstancia, la privatización de

la función policial de seguridad, reivindicando su carácter de

potestad y deber indelegable del estado.

195. Limitar las intervenciones policiales sin orden judicial a

situaciones en que las mismas se impongan en forma ineludible,

conforme al general carácter de excepcionalidad de las mismas.

196. Recomendar a los organismos nacionales e internaclonales

vinculados a la materia, una estricta vigilancia sobre el número

de muertes causadas por la acción del sistema penal en cada

país e investigar sus causas.

Ideologías generales de estas legislacionesl

197. Que las legislaciones que en esta materia otorgan omnímodos

poderes al ejecutivo o al estado, en Latinoamerica se nutren de

una amalgama confusa de ideologías que no siempre se expresa

-puesto que el desprec io académico por la mater ia provoca la

falta de investigación orgánica al respecto- y que se integra

principalmente con elementos provenientes de la legislación

colonial espanola y portuguesa sobre vagos, de la teor ía del

derecho penal administrativo del imperio alemán, del positivismo

peligrosis lombrosiano, d~ la ideología de la "seguridad nacio­

nal", de consideraciones "prácticas" indefinibles ideológica­

mente y de una desjerarquización del principio de división de

poderes republicano. Lo que resulta evidente es que cada una

de estas ideologías aisladas o todas agrupadas, son francamente

contrarias a la que orienta los Derechus Humanos.
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D. Legislaci6n ~nitenciaria.

Oodi~icacl6n de' la legislacl6n penal ejecutiva.

33

198•.;Proveer a la unificaci6n de las diversas disposit:iones

referentes a la ejecuci6n penal en un c6digo o ley, dotando así

de la homogeneidad suficiente al subsegmento penitenciario.

199. Reformar, subsidiariamente, los' c6di90s penal y procesal

penal~ derogando' ~i8posiciones anacrónicas o contradictorias,
•

disponiendo en libro separado todo lo atinente al tema, y cui-

dando,. al legislador, que el ya indi8cutib~ -aunque saludable­

mente limitado- fin resocialinador de. ~a" pena se lo a¡iente en

el plano legal y reg1..ulentar 10, en lugar: de reducirse a una

vacua expresi6n'de des~s de los constitu~entes o legisladores.'

200. Que los principios d~ legalidad,. ~rsonal1d~, racionali~

dad f humanidad· de la pena, •• extien4an al ,'-bito de 'la 189i8­

lación y reglaaentaci6n ejecutiva••

Or.)ntrol judicial de la ejecucioo .P8I)a!:'

201.· Consagrar legalJDente la figura de'l -juez de .ejecuci6n ~"'.,
" .

nal- éOn amplias facultadl!s de' control del· régimen a que se
, .

som~ta a los penadC?8, de' sus posibillda(ies de liberaci6n anti-
. . ' .. .

cipada y .de todo lo atinente a la '~unci61) resocializadora de la '

pena.,
•

•202. Promover, siQ perjuicio "de. la an~rior reoomendaci6n, le-

gislaci60 tendíehte: a deamilitari;ar el. subsistema, c~ear

carr~ras de formaci6n del personal'en los países que carecen de .
• ó

ella y revertir la escala de valorea imperante en la ecuaci6n
, .

seguridad-resocialización.
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Infraestructura penitenciari61

34

203. Legislar en los códiqos de ejecución penal o en el libro

correspondiente de l?s c6digos penales, acerca de las condicio­

nes edilicias básicas para todo- establecimiento de prisión o

reciusi6n, fijando estrictos cupos' máximos de capacidad, de

manera tal que resul~e garaJlltizada, desde \a infraestructura,

la individualh:aci6n de la pena y preservada ta situación de

los ·presos sin condena-. •

204.' Adecuar los planes edilicios a una previa programación de

la PQlítica criminal y realizar tales inversiones como culmina­

ción de esa programación y no como primer paso de la misma.

205. Promover la óptima utilización de los edificios existentes

y adecuarlos en la medida -de las posibilidades a las demandas

que resulten de un sistema de penas que incorpore el mayor nú­

mero de alternativas a la privación de libertad y regímenes

como la semi-libertad y análogos.

206. Amparar mediante habeas corpus o vía procesal análoga

las garantías referidas a las condiciones de alojamiento hacen

a la dignidad humana de las personas privadas de libertad.

207. Responsabilizar persol'lal y funcionalmente a los jueces de

ejecución o de la causa por el control de las condiciones míni­

mas de seguridad e higiene de las personas privadas de libertad

y por las negligencias en que pudieran incurrir, imponiéndoles

el deber de clausurar todo establecimiento inadecuado o de dis­

poner la libertad de los presos -procesados o condenados- en

caso de no disponerse de otro alojamiento que reúna tales condi-
. , .

Cl.ones mlnlmas.
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Diagn6sticocriminol6gicos

35

208. Que la observación y clasificaci6n de los condenados se

lleve a cabo en un plazo razonablemente breve, con intervenci6n

de una comisi6n técnica multidisciplimu-ia, y con control del

juez de ejecuci6n penal, posibilitándose -desde esa misma

etapa- la intervenci6n del penado en la estructuraci6n del

programa a que ·se lo someta.

209. Que los informes de la8 comisiones de clasificaci6n se

absten'lan de. penetrar en aspectos concernientes a la esfera

íntima de la persona y se funden en modelos adecuados a las

características culturales de cada comunidad.

210. Que los profesionales y funcionarios intervinientes queden

sometidos a las re<Jlas del secreto profesional o funcional y

que sus informes no se,an' agregados indiscriminadamente a los

expedientes.

Ejecuci6n penal en general,

211. Incorporar a las le9islacio~e8 sobre ejecuci6n penal, pro­

gramas en que se pre~ea la progresividad del régime~, basada en

datos objetivos que permitan est:lmar los avances, desprovista

de rigideces programáticas y con efectivo control de la autori­

dad judicial encargada de la Illsma.

212. Reci'uu:a.r la callficaci6n por medio de la mera 'disciplina

interna tanto como la efectuada arbitrariamente por funcionarios

'del poder ejecutivo.

213. Reglamentar los cambios de establecimientos o traslados,

en forma que s610 pu~an ser dispuestos por la autoridad judi·

cial y con fundamento en pautas ciertas y no discrecionales.
... . ~ .
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~.lferencias relativas a edad, sexo y pron6eticoI

,..
21~ .. ~ Introducir en los c&li90S. o leyes penitenciarias o en el

libto correspondiente del código pe~al o procesal, disposicio­

nes tendientes a la conveniente separaci6n de los penados en

razón de sexo y de menor edad.

215. Propender a una clasificaci6n lo más diferenciada, a fin

de destinar a cada 'inte~no al establecimiento o~~cción de es­

tablecimiento que resulte más adecuada, atendiendo a la mayor

cantidad de pa~tas de evaluaci6n~

216. Omitir toda [efe~encia a primarios y reincidentes en cuanto

·a establecimientos penales y suprimir los estanlecimientos des­

tinados exclusivamente a Rreincidentes·.

217. Observar cuidadosamente la separaci6n de los estableci­

mientos destinados el condenados de aquéllos en que se alojen

personas que sufren prisión o detención preventiva o provisoria.

Educación y cultural

218. El dictaao de normas que garanticen a las personas priva­

das de su libertad 6ptimas condiciones de desenvolvimiento edu­

cacional y. cultural, teniendo principal consideración por sus

inquietudes existentes y su personalísima impronta vocacional.

219. La derogación de toda disposición que implique un avasa­

ll~~iento de la libertad de conciencia de los penados en aras a

su RmejoramientoR político, moral o religiosol y la reafirmación

consiguiente del limitado fin de la prevención especial.

220. Solicitar y apoyar a las distintas religiones o cultos,

sin interferencias ni intromisi.ones en sus estructuras, que
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preparen en forma especial a los ministros o encargados del

trato con personas privadas de "libertad y. evitar cualquier

mediatización d~ los sentimientos religiosos ~n el nivel carce­

lario.

Infor.ación y comunicación con el exterior,

221. Que las leyes y reglamentos no restrinjan la libertad de

información del preso, ni usen fórmulas difusas que lo permitan,

":! que garanticen el acceso a m¡aterial impresQ de libre circu­

1a.::ión.

222. Que no se restrinja la lectura de ning'~!'! libro;. salvo que

contenga instrucciones técnicas más o menos precísas para la

ofensividad física o material.

223. Que se supr ima el control de la. correspondencia de los

presos y se considere delito la violaci6n de la misma fuera de

los casos y condiciones procesalmente establecidos de intercep­

tación judicial de correspondencia.

224. Que se declare que la violación, supresión o intercepci6n

de cualquier carta, escrito o comunicación dirigidas. por un

preso al presidente, a un ministro equivalente, a juez, a un

legislador o a un miembro del ministerio público, a un organismo

internacional o a una comisión de familiares~ o que provenga de

los mismos, constituya delito de violación.de correspondencia.

225. Que se regule racionalmente y en detalle el número y fre­

cuencia de las visitas y que éstas no puedan ser limitadas por

características físicas, de veutimenta o de usos y modas, mien­

tras no pongan en peligro elementales pautas de higiene.

226. Que se regule un régimen razonable de visitas, entrevistas

y comunicación con representantes de comisiones de parientes y
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amigos de los presos que operen como organismos de Derechos Hu­

manos específicos en la materia.

227. Que se prohiba cualquier trato vejatorio o requisa que

pueda afectar la dignidad o intimidad del visi~ante.

228. Que se fomente la formaci6n de organi~aciones de parientes

y amlgos de presos, que puedan desempeft~r la funcién de víncu­

los con el exterior y de organiuaos específ icos de Derechos

Humanos.

Libertad sexual del penado.

229. Propender al establecimiento de regímenes en que el penado

pueda mantener una vinculación afectiva raclonal con su grupo

familiar, excediendo el limitado campo de lo sexual propiamente

dicho.

230. Subsidiariamente, prever sistemas de ·visita familiar-, en

las que el grupo primario de pertenencia del penado pueda per­

manecer en contacto con el mismo durante el fin de semana en

secciones o edificios destinados a tal fin.

231. Implementar el régimen de ·visita íntima· en los sistemas

que no lo consagren y modificar en los "existentes el carácter

de ·previo castigo· frecuentemente ostentado por esa institu­

ción, flexibilizando su implementación, de manera que su con­

cesi6n sea mínimamente igualitaria.

232. Evitar cuidadosamente cualquier tratamiento vejatorio o

humillante para la persona que acude a este género de visitas

en particular las requisas ínti"~s y el ingreso de la visita a

la vista del público o de los pr.~sos.
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!Tabajo de lus internos.

39

233. La adopci6n de políticas laborales qlleequiparen o procuren

equiparar las condiciones de trabajo, relDuneracioo y previsión

social de los presos condenados al trabajo libre y considerar

en cualquier caso que constituye una violación de Derechos Hu­

manos negar al preso procesado que trabaja voluntari~;~nte

exactamente los mismos beneficios que al trabajador libre.

234. Considerar violatoria de Derechos Humanos la privati2ación

a través de' concesiones o forlllas análogas del trabajo de los

pesos, reivindicando la indelegabilidad estatal de la ejecución

'penal.

235. Considerar violatoria de Derechos Humanos cualquier exi­

gencia de retr ibución de los gastos normales causados por el

preso, como también afectar parte de su salario al pago de los

mismos y más aún condicionar su libertad o cualquier béneficio

o derecho a la retribución de estos gastos.

Sistema de sancionesl

236. Incluir en la legislaci6n de eje~~cié~ penal e~ elenco bá­

sico de garantías procesales -legalidad, publicidad y audiencia

judicial previa, non bis in idea- para regir en toda aplica­

ción concr~ta de medidas disciplinarias.

237. Excluir del régimen de "anciones todas aquéllas que resul­

'ten mortificantes o pongan en peligro la integridad psico-física

del interno o de cualquier ~>do favorezcan la acentuaci6n de su

marglnllclón.

238. Excluir las medidas que redunden en l~rjuiicio de los de­

rechos y expectativas de fAlIliliares, alle<jados, aaigos y, en

general, de ter.ceroa.
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239. Excluir todas las medidas que agreguen limltaciones a la

relación del penado con el &Undo exterior.

Medid.. anticipadas y r¡giBen de pre-libertad,

240. Establecer, perfeccionar o aantener, según los casos el

régimen de salidas transitorias que facilite al condenado una

creciente y armoniosa reinstalacioo o creación de un aedio

familiar y social.

241. Poner. en manos de la autolridad judicial la facultad de

conceder la liberación condiconada de los penados, sin que esto

obste a eventuales facultades administrativas para disponer

-otras salidas transitorias o antlcipadas difer4entes y previas a

la libertad condicionada.

242. Establecer con la mayor precisi6n posible los requisitos

de concesiOO y revocación de Ir. libertad condicional,- procu­

rando eliminar toda irracionalidad y discrecionalidad de su

ámbito mediante un trámite expeditivo y objetivo.

243. Establecet' el despacho de los jueces de 4?jecuci6n en los

establecimientos de detención o en lugares contiguos a los mis­

mos, prescribiendo un régimen de entrevistas individuales, en

que el juez no pueda delegar su funci6n, sin .p:resencia o inter­

ferencia del personal administrativo ni de seguridad, en forma

que al menos una vez trimestralmente cada persona pueda tener

contacto personal con el juez.

Situación del liberado.

244. Remediar el vacío normativo exhibido por le mayoría de los

ordenamienLos consultados re~pecto de los individuos liberados

-anticipada o definitivamente- iLlstituyendo servicios sociales
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post-carcelarios oficiales y estableciendo con 'precisión l&s

ayuda~ que proporcionarán.

245. Que el estado asuma el deber de proveer fuentes de trabajo

o de subsistencia suficientes para cubrir las necesidades del

liberado.

246. Establecer un tipo de asistenci#l post-liberacional, fuera'

de los modos clásicos, que' preste eficaz apoyo material, jurí­

dico y psicológico contra la eventual acción. agresiva deseg­

mentos del propio sistema penal, que operlln acentuando _la ac­

ción estigmatizante de la pena o de la ~rfvaciónde-libertad.

247. Instituir la figura de la rehabilitación o cancelación de

antecedentes, en aquellas legislaciones'que no la conlengan, y

limitar los plazos previos a ,su otorgamiento y dotar de amplios

efectos a la consiguiente anulación de .antecedentes·r~9istrados,

en a~~ellos que ya la prevén.

E. Legislación tutelar.

Minaril.

Regulaciones sobre menores,

•

248. Propender a una legislaci.6n unitaria en materia de menores

de edad, que enfoque ese as~~to acuciante de la. realidad con

visión inte<]radora, prescindiendo de criterios diferenciadores

meramente jurídicos o formales.

249. Renu'lciar a las clasificaciones de los menores del tipo de

-abandonados-, -infractores- y otras igualmente carentes de

fundamento psico-sociológico.
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250. profundizar el análisis ideológico de las legislaciones de

menores, puesto que bajo la apariencia de desorganización, des­

cuido o paternalismo, suelen favorecer un proceso de destruc­

ción o condicionamiento precoz de la personalidad.

Menores abandonados, en estado de peligro e infractoreSI

251. Compensar la discrecionalidad de los magistrados especia­

lizados en la cuestión minoril instrumentando una vasta posibi­

lidad de actuación procesai en favor de los interesados y sus

repres~ntantes legales, que incluya una eficaz gama de recursos

frente a las decisiones de aquéllos.

252. Considerar violatoria de Derechos Humanos toda norma que

atribuya la potestad de dictar medidas de disposición de menores

a organismos administrativos, instituyendo la exclusividad del

magistrado especializado en ese terreno.

253. Proveer a la real especialización de magistrados, funcic­

narios y personal de los juzgados de menores, mediante la pIo­

gramación de cursos y ciclos de conferencias atinentes al tei'la

minoril, oQligatorios para su nombramiento y promoción.

254. Controlar estrechamente la ideología de los cursos o méto­

dos de entrenamiento del personal, cuidando su preparación en

antropología cultural y el trabajo de campo con convivencia con

sectores marginados.

255. Reformar la legislación sobre el rubro en punto al reper­

torio de medidas a adoptar respecto de los menores, en base a

los siguientes puntos:

a. abandono del tradicional criterio de clasificación entre

menores abandonados, en estado die peligro e infractores, en
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favor de criterios técnicos que provengan de una observación

exhaustiva y respetuosa de cada caso a los fines de la mayor

individualización de la eventual intervención estatal, de con­

formidad con las características personales del asistido)

b. preeminencia a las soluciones que impliquen la permanencia

del nifto en su núcleo de socialización primaria, con desarrollo

de los sistemas de control y apoyo, reduciendo al mínimo inelu­

dible los casos de institucionalización,

c. tratamiento legislativo coordinando la entrega de menores

a hogares sustitutos con el régimen de adopción,

d. prevención, en cualquier caso, de los vínculos con la fa­

milia natural, en la medida de lo posible.

e. desmantelamiento -a la brevedad posible- de loS' grandes

institutos destinados supu~stamente a la reeducación o reforma

de menores, de los orfanatos gigántes, proveyendo a su reemplazo

por pequeftos hogares, con las características de implantación y

funcionamiento anteriormente descriptas.

Edades para l1dquirir derechos y obligaciones.

256. Proveer las reformas legislativas del caso, tendientes a

uniformar la edad límite de la minoridad, con el fin de equipar

racionalmente la af".mci6n de cargas y obligaciones civiles y

políticas con la adquisición d.~ derechos.

257. Considerar violatorios de Derechos Bumanos las normas que

someten a adolescentes a la plena responsabilidad penal de los

adultos.
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Tutela del llenor en los diversos '-bito. del derecho,

258. Reformar las legislaciones en cuanto al incumplimiento de

los deberes de asistencia familiar en el sentido de proveer una

amplia y efectiva garantía a los menores.

259. Prever la revisi6n de la legislación en cuanto al maltra­

tamiento de menores, procurando solur:1.ones alternativas (tera­

peúticas, conciliatorias, asistenciales) y, salvo casos graves,

hacer defender el ejercicio de la acción penal de la represen­

taci6n de ~n organismo técnico que oiga a todos los sectores y

partes interesadas para que con BU participación valore las

ventajas e inconvenientes de la intervenci6n penal.

260. Promover una adecuada protección laboral del menor, la

preserve en forma efectiva frente a cualquier forma de explo­

taci6n, pero cuidando muy especialmente por falta de otras me­

didas, no promueva o facilite formas peores de explotación.

261. Considerar violatoria de Derechos Humanos cualquier men­

ción que califique la filiación en documentos de identidad o de

identificaci6n limitada o habilitantes, o que exija o requiera

datos o información en forma que permita deducirla.

262. Considerar violatoria de Derechos Humanos y convertir en

delito de acción pública la difusión de datos identificatorios

de mencres vinculados con hechos tipificados como del~tos o

faltas por la ley penal.

Psiquiátrica.

Internaci6ru

263. La elaboración o la breveaad de proyectos de legislación

que establezcan un estricto proced.Lmiento para la internación,
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diagn6stico y tratamiento de enfermos mentales; garantizandO el

control de la autoridad ·judic~al.

264. Considerar violatoria' de Derechos Humanos la administra­

ción indiscriminada de tratamientos que sean sumamente doloro­

sos, que afecten la integridad psíquica del paciente o que le

deterioren, sin instancias judiciales y permanentes de control.

265. En consecuencia con lo anterior, tender a la codificación•
de la legislaci6n sobre la base de un estricto contioljudicial

con el menor número posible de'internaoiones y de tratamientos

dolorosos o susceptibles de prod~ir efectos desintegradores o

deteriorantes.

266. En cualquier caso, establecer e~ más amplio deber de ex­

plicaci6n del médico al paciente (~ a su famiiia'en el' casO en

que aquél no eatuviese en condiciones de c~r~nderla) y el

consentimiento previo para la internación y el trataaiento.

Recursos y controles,

267. Estatuir, un sistema de controles apto para fiscalizar la

actividad terape6tica de todo establecimionto -pÚblico o pr i­

vado- que asista o aloje enfermos mentales, así como un eficaz

régimen impugnativo en favor del paciente psiquiátrico, pres­

cribiendo un trámite judicial en que el dictamen pericial no es

vinculante a 108 fines de su tBxternación.

268. BabilitlllC jurilprudencilllmente el haba.. corpu.. o re­

cursos análogos para los casellS referidos, en tanto no se provea

una legislación e.pecial y con recursos igualmente rápidos.
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Intervenciones médicas destinadas a modificar conductas,
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269. Considerar a las intervenciones médicas mutilantes y dete­

riorantes destinadas exclusivamente a producir modificaciones

en la conducta humana, como graves violaciones a Derechos Hu-

manos.

270. Tipificar penalmente su práctica e inhabilitar a los ma­

gistrados y funcionarios que las autoricen.

271. Exigir un amplio deber de explicaci6n del médico antes de

aplicar una técnica conductista o reflexológica y prohibir su

empleo sin que medie consentimiento libre del paciente posterior

a la comprensión de la correspondiente explicaci6n.

Tercera edad,

272. Que en cada caso de institucionalizaci6n de una persona de

la tercera edad, un organismo judicial constate el diagnóstico

y la necesidad o conveniencia de esa intervenci6n, con el obJe­

tivo general de reducir su número al mínimo indispensable.

273. Que los mismos recaudos formales y judiciales que recomen­

damoS respecto de los pacientes psiquiátricos se cumplan con

las personas de la tercera edad.

F. Legislación penal militar.

En general.

274. Que la doctrina preste una ma~ror atenci6n al derecho penal

militar y a su elaboración científica y armonización con los

principios constitucionales y jushumanitarios.
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275. Que se fomente el más enérgico lechazo de las teorías ju­

rídicas que encubren el fenáBeno mediante una minimizacióh y

desjerarquizaci6n del der'echo penal militar, reduciéndolo a una

ra~ del derecho administrativo o a un ordenamiento de inferior

importancia normativa.

276.•. Que se establezcan cátedras de derecho penal militar en

todos 106 cursos de post-grad\.laci6n.

Principios elel d,erecbo penal dw garantías en los códigos de
~

justicia ailitar •

.'.....
27~. 'Que se elaboren adecuados interpretaciones del derecho pe-..
nal militar, respetan~o los pripcipios fundamentales del dere-

cho penal garantizador, y las pautas constitucionales y de

Derechos Humanos.

278. QUe se promueva la introducci6n expresa de tales princi­

p~os en los textos legales.

279. Que las rno<lal idades propias del derecho penal militar se

interpreten siempre como variables, pero nunca como cancela­

ciones de los principios del derecho penal y, menos aún, del

derecho constitucional y de los Derechos Hwnanos.

Incorporación de sanciones e infracciones del derecho humani­

tario internacional.

280. La incorporaci6n a los restantes cÓdigos, estatutos o leyes

especiales, de 103 precept.os lcontenidos en convenios de Ginebra

y de los concordantes instrulUEmtos internacionales.

291. Que se interprete el derecho penal militar en cada. país

teniendo en cuenta la neceaÍir.lad de cOllllpa'tibilizar10 con tales
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instrumentos y considerando derogadas o limitadas las disposi­

ciones incompatibles de los mismos.

282. Que se entienda que las pautas mínimas garantizadoras que

esos convenios establecen para los prisioneros de guerra, deben

respetarse también como pautas mínimas) lara los nacionales.

Obediencia debidal

283. Que los cÓdigos militares regulen con precisión y conforme

a principios adecuados a los Derechos Humanos la obediencia

jerárquica.

284. Que bajo ningún concepto la obediencia jerárquica pueda

excluir la responsabilidad por delitos atroces, ajenos al ser­

vicio o que importen violaciones a los convenios de Ginebra.

285. Que se modifiquen urgentement~ las disposiciones que pare­

cen consagrar la regla de la ·obediencia ciegan.

286. Que se interprete como una gravísirta violación de Derechos

Humanos la aplicación textual e indiscriminada ;:ie la regla de

la ·obediencia ciega- en los casos de delitos que comprometan

seriamente bienes jurídicos no militares.

Ser~icio militar de los ciudadanosl

287. Que se introduzcan las reforméis legislativas tenaientes a

admitir la objeción de conciencia como obstáculo al servicio

militar.

288. Que se considere violatoria de Derechos Humanos la crimi­

nalizacién de quien formula una seria objeci6n de conciencia al

servicio militar, cuando la asignación de servicios auxiliare~
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no compromete la defensa nacional y la pena sólo ~ueQe responder·

a la mera violación de un deber.

289. Que en caso de conflicto entre los derechos inherentes a

la patria potestad y el deber de cumplimiento de servicio

militar de los hijos, se reconozca la prioridad de los

primeros, particularmente cuando el hijo comparte los puntos de

vista de sus padres.

290. Que se considere violatorio de Derechos Humanos el

reclutamiento indiscriminado de personas en tiempo de paz, so

pretexto de necesidades de la defensa nacional, lo cual,

obviamente,· nada tiene que ver co~ el deber de cualquier

ciudadano de recibir una elemental instrucción militar para

~~so de guerra o emergencia.

Tribunales militaresl

291. Considerar violator ia de Derechos Humanos la integración

de un tribunal con personas sometidas al poder disciplinario

del poder ejecutivo o al poder disciplinario militar, aún

cuando se garantice formalmente su autonomía de criterio y aún

cuando se trate de juzgar a personas con est~jo militar..

292. Considerar violatorio de Derechos Humal'los el sometimiento

de cualquier persona -milita.e o no militar- a un tribunal no

independiente, incluso en ocasión de guerra o catástrofe,

cuando no sea necesario en forma ineludiblte y por claro "imperio

de esas circunstancias.

293. Considerar violatoria de Derechos Humanos la restricción a

la libre elección de defensor en el ámbito militar, la imposi­

ción de un defensor o la privación de defensa letrada.
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294. COnsiderar violatoria de Derechos Humanos la privaci9n del

control de publicidad del proceso penal militar y cualquier

discriminación en la integración del tribunal en razón del

grado militar del procesado.

295. La arbitraria estipulación del principio de oportunidad

procesal en el derecho militar es violatoria de la igualdad

ante la ley, por lo tanto se hace imperioso limitarla jurispru­

dencialmente o regularla legislativamente en forma racional •

...
296. Recordar en todo momento la necesidad de refutar cuidadosa

y enérgicament.e la tesis que pretende justificar todas esas

violaciones a los Derechos Humanos por la vía de la pretendida

naturaleza administrativa del der~~ho penal militar.

G. OI8isiones legales y fácticas del sistema en rel,ación a la tutela

de Der.echos Humanos.

Derecbo pen~l econémico y ·cuello blanco·,

297. Consagrar en los códigos que no la prevén, la protección

penal del bien jurídico "economía nacional" o fÓrmula equiva­

lente, introduciendo las figuras que representen lesión o peli­

gro concreto de su incolumidad.

298. Regular jurídico-penalmente las actividades de las empresas

multinac;,onales, sin perjuicio de la futura elaboración de un

derecho penal internacional ende!:ezado al tópico, y prever la

aplicación extraterritorial de la ley penal nacional a los ilí­

c~cos de esa índole.

299. Compatibilizar la respuesta punitiva reservada a los deli­

tos de corrupción administrativa con las figuras de delincuencia
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convencional, homogeneizando las escalas penales de ilícitos de

magnitud comparable y eliminando eximentes o atenuantes dife­

renciales para los delitos cometiaos por funcionarios públicos.

300. Establecer escalas bien diferenciadas para los casos de

menor importancia y des incriminar los supuestos de bagatela.

Responsabilidad de directores y administradores de personas

jurídicas,

301. Asegurar la puni::ión de los directores y aaministrador.. s

de personas jurídicas, en la medida en que les quepa una "in­

tervención responsable" en la ejecución del hecho prohibido, es

decir, manteniendo la regla del nullum crimen sine culpa

frente a la adopción de otras que, como la strict liability,

tienden a desconocer el rol esencial de la culpabiliáad como

antecedente de la sanción penal.

302. Consagrar un sistema adecuado de sanciones a las personas

jurídicas, respetando la naturaleza jurídica de tales sanciones,

sin perjuic:io de instrumentar los mecanismos y órganos compe­

tentes en la medida en que resulten más eficaces para cada

supuesto.

Procedimiento en material penal econámico.

303. Instituir la especialización en lo eCQnÓlnico de un sector

de la justicia penal, en los países que carezcan del mismo,

proveyendo al rec' utamiento dE~ personal especializado a efectos

de que el conocimiento de los hechos llevados a proceso alcance

un nivel técnico acorde con la creciente complejidad del tema

decidendi, sin perjuicio de la existencia de órganos dedicados

a la prevención e investigación de los delitos econámicos, de-
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pendientes del poder judicial, a la manera de una "policía ju­

dicial en lo penal económico·.

304. Limitar las funciones de los órganos del poder ejecutivo a

las investigaciones que tengan únicamente efectos administra­

tivos.

vacíos de punibilidad en mate1:1a ecolél9ical

305. Actualizar el elenco de figuras penales relacionadas con

la protecci6n del medio amb:ente, unificando y homogenizando la

legislación existente y creando los nuevos tipos exigidos por

las tlansformaciones económicas y en particular por la anárquica

urbanización, la industrialización de áreas natur~les y la ex­

plo~~ación irracional de los recursos naturales, revalorizando

el contenido profundamente humanista de esa protección jurídica

frente al sobredimensionado fin d·e la riqueza económica y sus

posibilidades de explotación.

306. Tipificar o jerarquizar como delito, según los casos, la

figura de maltratamiento de animales.

307. Implementar los mecanismos que permiten una efectiva apli­

cación de la legislación.

Responsabilidades funcionales.

308. Asegurar la responsabilidad jurídico-penal de los funcio­

narios públicos y directivos de personas jurídicas respecto de

acciones que pongan en peligro o lesionen la salud pública o el

medio ambiente, sea tipificándolal; autónomamente, como infrac­

ción culposa -sin perjuicio, obvironente de las figuras dolosas-,

sea incorporando la agravante consistente en tales call.dades

personales, evitando, en cualquie.r caso, la estructuración de

formas de responsabilidad penal objetl.~a.
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309. Asegurar, sin perjuicio de lo anterior, la responsabiliaad

de la persona jurídica ante el -derecho administrativo y el

derecho ~rivado.

Violaciones a Derechos Humanos en la práctica médica,

310. Que se establezca un control sobre los medicamentos espe­

cíficos que no se encuentren a la venta en los mercados centra­

les a través de un cuerpo técnico especial, diferente del orga­

rismo de control ordinario de medicamentos, integrado por per­

sonas de reconocida autoridad científica en lo académico o uHi­

versitario.

311. Sancionar penalmente la contratación de personas con fines

de experimentación médica peligrosa· para la salud y la compra

de órganos.o tejidos humar.os.

312. Tipificar la conducta de tratamiento médico arbitrario.

313. Establecer la val idez die las d isposic iones de última

vo1unt itd que rechacen el uso de medios ~)I~traordinarios para

prolongar los signos vitales y se sancione la falta de acata­

miento a ~~ misma.

314. Que se reglamente el establecimiento de cuerpos periciales

médicos especialmente preparad()s para dictaminar en los casos

de posible negligencia médica, que se procur1e proporcionar for­

mación especializada a los jueces penales a este respecto, que

se promueva la organización técnica y jurídica a los afectados

por tales negligencias.
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8. Fenáaenos fácticos violatorios de! Delechos H\1JD4anoa.
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315. El fomento de todas las invl;.atigaciones elLpíricas y te6ri­

cas que contribuyan a poner de (Ii;mif iesto las funciones que en

la práctica cumplen los &istemas penales latinoamericanos y el

modo particular en que las cumplen ~n cada país. Ebto importa

el paralelo rechazo o puesta en duda de los meros discursos de

justificación forr·\1 y de cualquier reduccionismo metodol6gico

o tecnocrático qu~ pretanda des1/i"cularse de los datos de la

realidad.

316. Incentivar la investigaci6n econámica de l~s exportaciones

ilícitas y de las formas de economía ubterránea más negativas

y la planificación de su control y reaucción en forma armónica

con una r.eactivación ñel desarrollo.

317. Incluir en la p1.:.::~:icación del control de los fenómenos

de economía subterránea el mñyor número posible de aportes in­

terdisciplinar ios, a efectos de que el mismo pueda intentarse

con los menores costos sociales posibles.

318. Denunciar const<~nte.'1ente le: implantación o negligente con­

servación de lliétodos brut,lJ es de represión introducidos en los

sistemas penales en momentos de alta represión política directa.

319. Evita.. y desarticular los enfrentamiento:s artificialmente

fomentados entre sectores de la población penal, particularmente

entre ·presos comunes· y ·presos políticos·.

320. Fortale~er las campanas públicas y la acc:ión de todas l,~s

organizaciones que luchan contra todó.s las formas de 9E'nocidio

en la región, particularmente el indio y la desaparición fJLza-

da de peISOl'l'1S.
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321. Neutralizar por tOdos los medios posibles la manifestación

de la imagen de la cr iminalidad por los medios masivos, ten­

diente a generar inseguridad ciudadana. Instruir y alertar

constantemente a la población a este respecto y denunci~r

públicamente el sentido de estas manipulaciones.

322. Alertar a los estudiantes de la., universidades latinoame­

ricanas acerca del control ideológico a que los someten las

"tradiciones" intelectuales y las carencias de recursos para la

investigación empírica.

323. Encarar con la mayor urgencia posible la investigación

empírica de las muertes causadas po~ la acción del sistema pe­

nal y reclamar ante todos los organismos competentes, naciona­

les e internacionales, la adecuada investigación de todos los

casos dudosos J jel fenómeno general.

324. Insistir en la investigación científica, denuncia oficial

y pública de todas las formas. de torturas y profundizar la

investigación sobre el efecto psicolÓgico que dichas prácticas

provocan en las víctimas y en los victimarios directos •

....

325. Investigar las consecuencias del proceso de policización

para las personas que se somleten al mismo, sus riesgos físico y

psíquicos, sus relaciones félmiliares. y CC!lusas de morbilidad y

mortalidad.

326. Planificar tácticas de desburocratü~ación de los pobres

judiciales, a efectos de corlCoborar si las reforma'S institucio­

nales que se propongan neutralizar efectivamente ebtos fenóme­

nos o, por el contrario, los profundizan.

327. Proveer, por todos los medios posibles, la extensión de la

asistencia jurídica. a las capas más desfavorecidas de J.a pobla-
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ción y, especialmente, fomentar la formación de un "foro so­

eial ll
•

328. Denunciar todas las formas de discriminación en los siste­

mas penales y cooperar con las organizaciones que luchen contra

las mismas en contextos más amplios.

l. Situaci6n de facto y Derechos BUlUllOS en el siste.. penal.

329. El rephazo de cualquier teoría de facto que lleve a la

consecuencia paradojal de legitimar cualqui{~r desconocimiento

de leyes o de cosa juzgada constitucionales por parte de go-

. biernos de Derecho a reconocer el carácter de ley y de cosa

juzgada a los actos de fuerza del gobierno de facto.

330. Reconocer la situación de necesidad creada por las situa­

ciones de fuerza y asignar el valor de cosa juzgada o de leyes

a los actos de un gobierno de facto, cuando con ello se evite

el mal mayor de introducir un caos en las relaciones jurídicas.

331. Admitir que ese E:stado de necesidad cesa en los casos en

que la ficción anterior provocaría una grave crisis en la con­

fianza en el derecho, como .son las conductas pronunciadas en

abierta violación a las garantías procesalel; y los sobresei­

mientos y absoluciones en favor de personas que detentaban el

propio poder de facto.

332. Por iguales razones, hacer cesar la ficción de ley que

cubre a los actos normativos de fuerza cuandc) se hubiesen rea­

lizado para amparar o privilegiar a quienes ejercen esa fuerza.

333. Considerar interrumpido el curso de la prescripción de las

acciones penales durante toóo el término del imperio de la fuer-
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za, cuando la misma hubiese sido la causa de la inoperancia de

los'organismoa de investigaci6n o judiciales del estado.

334. Procurar la introducci6n de estos principios en los textos

constitucionales, como forma de defensa de su. propia vigencia.

335. Promovel la tipificaci6n de la conducta de quien asuma al­

tas funciones ejecutivas, legislativas o judiciales por desig­

nncibn de un gobierno de facto o contin6e desern~~ftándolas du­

rante su vigencia con reconocimiento de la autoridad de fuerza.



J'ltAN E. MEH>EZ .
D:i.red=or de la Oficina E.m \eshington
Americas Wltch



EL ROL DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES

l. CONCEPTO

La bibliografía existente sobre este tema es bastante escasa, y --al

menos por lo que nosotros pudimos encontrar~- relativamente. desactuali­

zada. La mayoría de los artículos mAs completos fueron escritos hacia

fines de la dAcada pasada, en un momento caracterizado por el inter6s en

108 derechos humanos despertado por la inclu~i6n explíci~a del tema en la

campafta electoral de Estados Unidos en 1976 y en el pro¡rama de política

exterior de Jimmy Carter. Tales artículos tienden a mirar con ·mucha

benevolencia a las ONG, y ademls, no reflejan !l cuestionamiento a que

han sido sometidas en aftos mAs recienteB. En esta presen~aci6n, enton­

ces, yo intentar' describir esa situaci6n actualizada. A mi juicio, el

funcionamiento de las ONG y la informaci6n que producen estAn hoy puestos

bajo una lupa de severa crítica, que obliga a las QNG la "cuidar sus flan­

cos" mucho más que antes. En ese proceso, algunas entidades sufrirán, a

menudo injustamente, per'... aquellas que están transitando esta experiencia

estAn saliendo fortalecidas, con sus metl:>dologías de trabajo refinadas y

con una comprensi6n más sofisticada del contexto en el que desarrollan su

trabajo.
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Antes de entrar en el tema, me parece importante precisar la defini-

~\6n de ONG que vamos a usar. La bibliografía consultada se refiere caSl

~on exclusividad a un tipo de ONG: las entidades privadas sin fines de

l\lcro, de composici6n mIs o menos trasnacional, que gozan de algún status

(ü~sultivo en relaci6n con los organismos intergubernamentales, especial-

m~nte con las Naciones Unidas. La raz6n princ ipal es que éstas son en

~oneral las entidades mAs antiguas en el campo de los derechos hurndnos.

DI! hecho, hasta fines de la década del '60, se puede decir que el rol de

lAS O~G era de "promoc16n", en el sentido de dirigir sus esfuerzos a la

~ reac i60 de íns t rumentos de derecho internac iona 1 que consagraran los

derechos humanos fundamentales. A partir de entonces; el énfasis se fue

camb iando hac ia la "pro~ecci6n" de los derechos humanos. Así, muchas

~l',idades se han concentrado en impulsar la creaci6n de mecanismos de

Lnvestigaci6n y denuncla a nivel de los organismos guberndrnentales, y aún

de mecanlsmos de protecci6n supl'cl-nacional, judiciales o cuasi-judicia-

l~s. Otras entidades, sin embargo, han buscado carnU¡"6 más expedltos

...
para asegurar la vigenc ia de los derechos humlianos, y hoy el campo de

Acc16n proplo de las organizaciones de derechos humanos va mucho más allá

d~ las Naciones Unidas.

Además, ha habido poca atenc i6n a las organiu.. c iones de defensa de

los derechos humanos que· cumplen su labor en sus prop ios países, a menudo

dn condiciones muy difíciles y peligrosas. Una excepci6n a esta regla es

el artículo de Laurie Wileberg y Harry Scoble en el volumen editado por

V.d P. Nanda y otros ("Global Humal1l Rights: Public Policies, C01Dparative

Heasures, snd NGO Strate¡ies", Westv iew Pres s, Bou lder, Colorado, 19ª1;
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Capítulo 15: "R&;ent Trends in the Expanding Universe of NGOs Dedicated

to the Protection of Human Rights", págs. 229 y 8gS.). Nosotros intenta­

remos referirnos a experiencias y problemas que se Rplican por igual a

eRtidades domésticas e internacionales.

Por último, la definición de ONG es también muy trabajosa porque hay

un gran número de organizaciones y asociaciones con otros fines, que

incursionan en el terreno de los derechos humanos con alguna frecuencia.

Nuestras apreciaciones se dirigen exclusivamente a entidades independien­

tefl. o bien afiliadas a iglesias, sindicatos u otras organizaciones, que

tienen un programa de investigación o de defensa de los derechos humanos,

ejecutado a través de personal rentado o voluntario, pero en todo caso

con alguna permanencia en el tiempo.
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11. DISTINTOS TIPOS DE ONG

No hay ninguna ONG que tenga la capacidad de ocuparse de todos los

derechos contenidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

En mayor o menor medida todas restringen su campo de acc i6n o su "manda­

to") algunas explícitamente y otras en la práctica,. En círculos conser­

vadores de los Estados Unidos ha vuelto a tomar curso la noción de que

los llamados "derechos econ6micos y soc iales" contenidos en los instru­

mentos internacionales no son propiamente "derechos" sino "aspiraciones",

ya que en el caso de los derechos, las normas son mandatos expresos diri­

gidos a los gobiernos para que se abstengan de determinadas acciones con­

tra los individuos, mientras que en el segundo caso, los "derechos econó­

micos y sociales" constituirían metas que se seftalan a los gobiernos para

que traten de alcanzarlas por medio de aCClones positivas. Esta distin­

ción no ha tenido mayor acept3ci6n explícita entre las organizaciones de

derechos humanos, pero es evidente que la preferencia de algunas de ellas

por los derechos llamados "civiles y políticos" tiene su origen en una

opc i6n ideo16gica a favor del modelo de democracia liberal de Europa

Occidental y Norte América. Por ejemplo, ha habido recientemente un

aumento de la atenci6n que se presta, en Estados Unidos, al hecho de que

en un país se celebren o no elecciones, como índice del grado de vigencia

de los derechos humanos, con exc lusi6n de otros ind icadores o por lo

menos con menor peso relativo a esos otros indicadores. Del mismo modo,

para entidades cuyo interés central es la libertad de expresión, la per­

secuci6n, tortura y asesinato de miles de personas puede ser de relativa

importancia mientras se tolere la existencia de empresas periodísticas

privadas.
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Las ONG que han hecho uu esfuerzo conscientí. por definir· su enfoque

y hacerlo explícito, como Amnistía Internacional por ejemplo, han aclara-

do a la vez que su opci6n es por motivos pragmáticos y no ideo16gicos, y

que raconocen que todos los derechos consagrados en la Declaraci6n Uni-

versal tienen la misma entidad e im.portancia. En el caso de Amnistía,

como en el de Americas Watch y muchas otras entidades, la definici6n de

un enfoque estrecho y limitado obedece a razones de espec ializac i6n y

experiencia de ¡JU personal, y también a razones de eficacia. En los
.

hechos, es indudable que la especifidad del mandato de estas entidades, y

su apego riguroso a esos límites, ha resultado en un Ieconocimiento de

que eltas son voces autorizadas en el tema de su especialidad. De todos

modos, la adopci6n de un mandato restringido no deja de ser una decisi6n

riesgosa, porque inevitablemente unos gobiernos u otros se verán mAs o

menos favorecidos según el parámetro que se utilice.

·Estrechamente vinculado a este tema es el problema de la universali-

dad de los derechos humanos, ya que estA claro que si la opción por un

·mandato restringido refleja una concepci6n ideológica sobre el modelo de

"'"sociedad ideal, las posibilidades de ser escuchado por quienes no compar-

ten ese modelo se reducen sustancialmente. En este sentido, hay entida-

des que no tienen ninguna pretensi6n de universalidad ideológica en su

concepci6n de los derechos humanos. Por ejemplo, el mapa mundial de la

libertad que anualmente produce Freeclom House es un ejercicio comparativo

defectuoso por muchas razones, pero en gran parte porque mide la libertad

por parámetros típicamente copiados de los principios y las prácticas
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de las democracias occidentales y desarrolladas. Aún así, alcanza resul­

tados sorprendentes. Uno de sus instrumentos de medici6n es 19 regulari­

dad de las . elecciones, pero además que hayan dos partidos (o más, pero

preferentemente dos) y que además estos partidos se alternen efectivamente

en el poder. Con estos criteríos, cuanco en Suecía los liberales despla­

zaron momentánea~ente a los socialistas del porler, después de más de 40

af'1os de gobiernos socialistas, Freedom House decret6 que Suecia era "mAs

libre" que antes.

Otras entidades se cleclaran abiertamente a favor de la universali­

dad, pero en su práctica concreta revelan cierta inclinación a ocuparse

de las violac~ones en unos país~s y no en otros, y a veces a ser franca­

mente defensivos de ciertos regímenes. Esta es una realidad atribuible a

muchos factores, algunos de mayor validez que otros. Por ejemplo, varias

entidades con sede en los Estados Unidos aducen que se interesan priori­

tari~mente por las violaciones que cometen aquellos países co~ los cuales

Estados Unidos mantiene vínculos estrechos, porque en ellos hay ur~ clara

responsabilidad notteamericana por esas violaciones. Hay países, además,

donde el acceso a información .razonablemente fidedigna es mucho más difí­

cil q~e en otros. De todos modos, en los últimos meses estas circunstan­

c ias han s ido aprovechadas, sobre todo en Es tados Unidos, para atacar a

estas entidades en forma totalmente desproporcionada a esa supuesta debi­

lidad en su trabajo. Tal vez el ataque más frontal en este sentido 10

protagonizó en agosto pasado el Subsecretario de Estado para Derechos

Humanos, Elliott Abrams, en un discurso en Palm Beach, Florida, donde

atacó a var1as personas e instituciones amer1canas, atribuyéndoles
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actitudes "anti-americanas ll y falta de patriotilimo, en virtud de lo que

él considera un silencio cómplice con re~pecto a Cuba.

También en el tema de la universalidad es donde Amnistía Internacio-

nal se encuentra a la vanguardia de los esfuerzos por alcanz3r un mayor

grado de ella en ID actividad cotidiana, no sólo depurando su mandatú de

cargas ideológicas para hacerlo, al menos en teoría, aceptable a todos

los regímenes riel mundo, S1no también procurando refle.'lr una mayor

diversidad cultural e ideológica en BU composición orgánica y en su mem-

bresía. Otra de las entidades de mayor prestigio E!n esta Area, el ~omité

Internacional de Juristas, con sede en Ginebra, ha avanzad~ significati-

vamente en este terreno. Fundado en 1952 en el contexto de la guerra

fría, para condenar exclusivamente a los países socialistas, el CIJ ha

refinado su concepción del lIestado de derecho" (rule of law) para promo-

ver su vigencia bajo cualquier forma de organizac ión soc ial, inc luícios

los estados unipartidistas del Tercer Mundo. En cuanto a su organización

interna, el CIJ también ha hecho esfuerzos por incorporar a sus cuerpos

directivos a j~ciDtas prestigiosos de diversos países y culturas.

En los últimos aftos se ha venido dando otro tipo de restricci6n

auto-impuesta al mandato de las ONG. En primer lugar, es mAs frecuente

en las creadas más recientemente restringir su acción a Areas geogr4ficas

definidas. Así, Helsinki Watch comenz6 en 1919, dedicada exclusivamente

a observar el cumplimiento del Acta Final de Helsinki (Tratado de Coope-

raci6n y Seguridad en Europa, de 1915) en los 35 países signatarios. En
.
1981, las mismas personas fundaron Americas Watch, que se ocupa solamente
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de países en A~rica Latiua y el Caribe. ~acia fines de los a~o~ ;0 hubo

un decidido impulso hacia la incorporaci6n de asociaciones de profesiona­

les, científicos e intelectuales para la defensa de los d~~echos de sus

colegas en todo el mundo. En general, las aeoe iac iones gremialec de

estas profesiones han respondido en forma ocasional, con dec laraciones,

resoluciones o en el mejor de los casos, la fr~ ~ci6n de 8ubcomit~s per­

manentes de voluntarios o el envío Je alg'J~la milii6n. Las funciones más

permanentes han quedado a cargo, ~l menos en Estj!idos Unidos, de .una ofí­

cina de la American Association for the Advancement of Science, que tiene

personal profesional empleado en la defensa de los derechos humanos de

los científicos. El Lawyers' Commi.ttee for Internacional Human Rights,

dPo Nueva York) actúa como una ent idad de derechos humanos con énfC'que

legal, pero no restringe sus actividades a la proteceit. de sus colegas

en otro países. Un grupo de creaci6n reciente, también con oficinas en

Nueva York, es ~l Committee to Protect Journalists. H~y también grupos

que combinan la especializaci6n por profesi6n con la especializaci6n por

país, como el Secretariado Internacional de Juristas por la Amnistía en

~~ugua (SIJAU), con sede en París y miembros en varios países de Europa y

América.

La relativa falta de respuesta por parte de las organ1zaclones cor­

porativas es un fen6meno generalizado en América Latina, donde esas enti­

dades han sido bastante renuentes a defender los derechos humanos, aún en

casos en que sus propios miembros eran blancos específicos de la persecu­

ci6n política. Una excepci6n notable a esta regla es la actitud de la
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Ordem dos A~vogados do Brasil, que desde hace muchJs aftus está al fre~te

de la lucha por los derechos humanos en ese país.

Por último, una tenden~ia reciente es la a"'arici6n de ~_. "dades de­

dicadas a la protecci6n y defensa de los derechos hu~an~8 de una catego­

ría espec í f ica de víct l~S, como las minorías étnir..:as, los n~ fugiados y

los "desaparecidos" o sus familiares" En algunos cas':"'.; so. treta de enti­

dades nuevas, organizadas en forma W~i s imilar a la& demás ONG. En

otros J son entidades conformadas con anterioridad J ya sea para defender

inrp.~~sas sectoriales proplos, como el Indiar. Treaty Council, o para

prestar servic ios asistellc iales o de promoc i6n de 1 desarrollo, y qUt por

necesida~ de los n6cleos a los que S1rven, han incorporado funciones per­

manentes de pr(.tecc i6n y defensa de los derechos humc:~~os de sus "e lien­

telas".

Este último grupo de entidades ha abierto considerablemente el pano­

rama de los derechos humanos, sobre todo en ~rica Latina, oi>ligando a

las ONG tradicionales a an,glizar situaciones y for.mas 3e vi.;>laci6n de los

derechos humanos que son distintas a las que ellas regularmente atienden.

En el caso de los refugia ~QS, varials ONG han podido ocuparse del temó,

restringiendo su análisi3 ti los problemas de seguridad que sufren los

refugiados, y a los riesgos de "refoulement ll o repatriaci6n i.nvoluntar ia

al país de donde el refugiado huye. Al concentrarse en estos aspectos,

llamados genáricamente IIde protecci6nll
, las ONG s'? desenti¡~nden en gran

~dida de otros problemas relativos n la política de !'~fugi3dosJ como la

admisib1.1idad, la asistencia y la 1~eubicaci6n en terce¡:os países. En

cuanto a las min.:>rías indígenas J los problemas q'iE: enfrentan las UNG sor.
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más serios, no sólo por la necea idad de contar c.on "background" lingüís-

tico t antropol ígico e his tórico, sino tambi~n po:rque l<'s conf lictos que

dan lugar a viola~iones -1e derechos humanos dI.' los indígenas tienen su

orig~n en complejos problemas de derecho a tierras ancestrales y de auto-

determinac i6n de los pueblos. Aunque hay ahora un esfuerzo por ....ncorpo-
•

ra~ plenamente el trato dispensado a la3 minorías índígenas al análisis y

a la acción en favor de los derechos humanos, queda mucho por hacer, tan-

to de parte de las ONG de derechos humanos como de parte de los grupos

:ndigenistas, para consolidar esfuerzos y estrategias y compartir herra-

mientas de análisis y formas de acci6n protectora.
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111. PROBLEMAS COMUNES A LAS ONG

El problema mAs serio que enfrentan hoy las ONG de derechos humanos

ea el at~que a su credibilidad. Esto es especialment~ cierto --y grave-­

para aquellas entidades que se dedican principalmente a la investigaci6n

y a la informaci6n pública sobre violaciones de derechos humanos. No es

un fen6meno totalmen~e nuevo, ya que siempre hubo reacciones, sobre todo

por parte de los gobiernos acusados o de sus agentes más o menos oficio­

sos en otros .países, tendientes a desacreditar la informaci6n publicada

por los organismos de derechos humanos. En general, esos ataques estaban

bastante mal orientados, con poco fundamento en los hechos y con apela­

ciones mAs o menos emocionales al principio de no ingerencia en los asun­

tos internos. De todos modos, esos ataques sirvieron para afinar la mira

de·las ONG y obligarlas.a cnequear más rigurosamente su informaci6n. Un

ejemplo reciente de este tipo de ataques lo dirigi6 la prensa oficialista

peruana en 1·983 c-ontra Amnistía. Al había publicado un excelente informe

sobre el Perú. que menc-ionaba el caso de una persona asesinada por fuer­

zas de seguridad.. Una revista peruana produjo una entrevista con la

persona dada por muerta. En realidad, había recibido seis balazos en el

cuerpo pero había sobrevivido.

Lo que me parece Clás preocupante es que en 101; últimos aftos el ata­

que se ha hecho más insistente y más sofisticado. Y los objetivos de los

críticos no son s610 las ONG internacionales sino también las domésticas.

Obviamente, en este último caso los ataques . son mucho mAs peligrosos

porque en no pocos países esas entidades trabajan con un marco de

legalidad tan precario, que las críticas formulad;,¡,s contra ellas pl!eden
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muy bien alentar a las fuerzas represivas o paramilitares a romper las

reglas de Juego y atacar físicamente a las personas que desarrollan esas

tareas.

En el origen de estos ataques está la actitud de la administraci6n

Reagan. Elliott Abrams se ha dedicado a justificar la política norteame­

ricana hac ia Centro América desde la 6ptica de los derechos humanos, y

toda informaci6n incongruente con sus planes, ya sea sobre Nicaragua o

sobre El Salvador, lo lleva no ya a discutir la sustancia de los datos

aportados, sino la credibilidad de~los que los producen.

En 1982, la embajada norteamericana en Guaten~la distribuy6 --8 tra­

v's del Departamento de Estado-- una respuesta detallada a un informe de

Amnistía, que acusaba a Amnistía de prestarse inconscientemente a la pro­

paganda guerrillera. En ese mismo ano, Abrams lanzó una serie de ataques

contra Socorro Jurídico, entonces la agencia de derechos humanos del

Arzobispado de San Salvador, diciendo que su información sobre muertes y

desapariciones a manos de las fuerzas de seguridad no era atendible por­

que Socorro Jurídico no investigaba similares violaciones por parte de la

guerrilla. La presión sobre el Socorro motivó que el Arzobispo eventual­

mente reestructurara su oficina de Justicia y Paz, creando una Oficina de

Tutela Legal y pasando el Socorro a trabajar en forma independiente del

Arzobispado. Abrams y otros anunciaron que SJ había sido "expulsado" de

la Iglesia por su inc linac ión a favor de las guerrillas. Lo cierto es

que Monsefior Rivera y Damas había dicho públicamente que su decisión no

implicaba que la informac ión produc ida en todos esos afios por SJ no era

correcta. Tutela Legal empezó en mayo de 1982 a producir información que
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incluía categorías sobre violaciones atribuibles a los grupos opositores.

Esto le slrvi6 de poco a los.planes de la administraci6n Reagan, porque

en la comparación, las fuerzas armadas 8alvadoreftao aparecían como infi­

nitaTRnte más propensas a las violaciones de los 'derechos humanos. El

embajador.Hinton dijo, ya en 1983, que la información de TL era "prejui­

ciada". Pero el ataque mAs sofisticado contra TL comenzó en 1984. La

embajada produjo --y el Departamento de Estado distribuyó-- varios infor­

mes "analizando" los dato~ de T~. La embajada sostiene que TL no tiene

información independiente sobre muertes en la población civil, y que su

metodología consiste simplemente en tomar los informes de las Fuerzas

Arm.das sobre bajas de los guerrilleros y convertirlos automáticamente en

muertos de la población no combatiente. TL ha' admitido un sólo error en

este tipo de hechos, y sostiene que su información está basada en infor­

mes independientes y corroborados. Ha ofrecido presentar testigos sobre

varios de estos episodios, si la embiljada les garantiza protección. El

ataque contra TL incluye, evidentemente, gestiones privadas ante dirigen­

tes eclesiásticos, tendientes a desacreditar la taréa. Además, el. ataque

no se circunscribe a la administración Reagan. ya que usando los ml.smos

argumentos ~ ignorando las respueetas de TL, miembrc>s del Congreso norte­

americano y publicaciones periodísticas, como el Wall Street Journal, se

suman al ataque a la credibilidad del principal organismo de derechos

humanos de El Salvador.

Otros organismos de derechos humanos están sometidos a críticas

parecidas. El Wall Street Journal publicó 5 editoriales contra Americas

Watch entre febrero y agosto de este afto. La revista The New Republic
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dedic6 un largo artículo a criticar al Senador Edward Kennedy por presi­

dir una audiencia en el Senado en la que declarnron tres Miskitos como

testigos del ataque de los grupos contrarrevolucionarios contra el asen­

tamiento de Sumubila. en la Costa AtlAntica de Nicaragua. Por suerte. un

efecto inmediato de estos ataques es que estos organ:smos afinan su meto­

dología de investigaci6n y de informaci6n. Por ejemplo. TL reve16 que en

julio de 1984 fuerzas del ~jército acosaron a civiles en unas 6 6 7 al­

deas del Departamento de Cabaftas. En esta ocasi6n. un investigador de TL

visit6 la región. obtuvo fotografías. entrevistó a sobrevivientes y vió

él mismo a varl.OS cad4veres. y compil6 una lista parcial de 68 asesina­

tos. con nombre. edad y lugar de origen. El último informe conjunto de

Americas Watch y el Lawyers Committee for International Human Rights

sobre ~l Salvador. contiene largas páginas de testimonios obtenidos

directamente por investigadores de ambas entidades. que tienden a "ratifi­

car la existencia de una prActica sistemAtica de bombardeos Aereos y

ataques terrestres indiscriminados contra la poblaci6n ·no combatiente. A

raíz de las críticas de la embajada norteamerican.s. TL modific6 en junio

de este afto la estructura de su informe mensual. usando categorías de

violac iones mAs claramente diferenc üldas.

La imparcialidad y el equilibrio son características que cada vez se

exigen mAs de las ONG. y constituyen un desafío que de una u otra manera

'debe enfrentarse. A menudo esta exi.gencia de imparcialidad y equilibrio

es lÚS un chantaje ideol6gico que otra cosa. y sle aplica muy selectiva­

mente. Por cierto, no se puede ni se! debe exigir que el militante de los

derechos humanos renuncie a tener \lO punto de vista político sobre la
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situac i6n de su país: no hay una, tIc ienc ia pura" de los derechos humanos

ni es deseable tampoco concebir a la actividad de las,ONG dp esa manera.

Por ot ra parte, tampoco se puede pedir a los part idos pol í t icos que se

abstengan de participar en cuestiones de derechos humanos, máxime cuando

en muchos países las únicas soluciones de fondo a las violaciones tendrán

que venir como consecuencia de cambios en el poder estatal. Pero sí es

posible que las ONG organicen y actúen con un alto grado de independencia

de los partidos y fuer~as políticas con los que simpati~an. Así, la exi­

geocia de independencia se satisface en los hechos en la medida en que

cada denuncia de la ONG se conciba y ejecute Sln sujeci6n al interés

coyuntural de esos partidos y fuer~as, aunque -\:laya un interés general

compartido en el tema. Debe quedar claro, sin embargo, que esto es sepa­

rable del problema de las fuentes de informaci6n spbre derechos humanos.

Muchas ONG son severamente criticadéis por usar informaci6n origit:lada en

grupos de oposición. Las ONG pueden y deben r~cibir y procesar informa­

ci6n de todos los orígenes, y la credibilidad de la ONG depe~derá de ~os

es fuerzos que hace para veri f icar los datos rec ibidos, no del hecho de

haberlos recibido de una fuente que tiene un interés político determinado

en el tema.

En cuanto al equilibrio, se trata de una exigencia dirigida espe­

cialmente a las ONG que trabajan sobre muchos países. Un crítico de

Amnistía Internacional lleg6 a contar los renglones dedicados en su

informe anual a cada país, pretendiendo demostrar UWl falta de equilibrio

en el tratamiento de gobiernos de distinto signo. En general, las ONG

internacionales han rechazado la tentaci6n de responder a esta exigencia

mediante la reacción simplemente numérica: tenemos que publicar un
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documento sobre Nicaragua porque acabamos de publ icar uno sobre

Guatemala. Por vía del "equilibrio", las ONG podrían caer en desviacio­

nes peligrosas de su rol de presentar una realidad desde ya difícil sin

distorsiones. Por eso es preferible utilizar el criterio de imparciali­

dad que el de equilibrio, en la medida en que los dos conceptos sean dis­

tinguibles.

A nuestro JUiCiO, el requisito de imparcialidad se satisface cuando

se es capaz de analizar hechos análogos en dos países gobernados por

regímenes distintos, aplicando a esos hechos los mismos principios. Por

ejemplo, si se comprueban casos de matanzas indiscriminadas de campesi­

nos, no debería importar la circunstancia de que el gobierno responsable

haya sido elegido democráticamente, o sea un gobierno militar o se origi-

ne en un hecho 'revoluc ionario. Este es un ejemplo en el que es fácil

coincidir, pero en los hechos, es mucho más difícil de lo que parece dar

a unos y otros gobiernos el mismo "beneficio de la duda" respecto de su

responsabi 1idad y aún respecto de la comprobación de los hechos mismos.

De la misma manera, hay que hacer un esfuerzo por aplicar uniformemente

los principios relativos a las circunstancias de excepción que hacen

derogables ciertos derechos. Por suerte, estos criterios son objet i vos

en su esencia, y el único problema real es aplicarlos racionalmente y

rigurosamente a los hechos.

Un factor importante en el grado de credibilidad de las ONG es la

metodología de investigaci6n que se use. Hasta h2ce poco era posible

mantener una reserva casi absoluta sobre el tema, fundada en la necesidad

de la protección de las fuentes de información. Lamentablemente, el

ataque dirigido contra las ONG sobre todo en Estéldos Unidos frecuentemente
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ha cuestionado esa confidencialidad. Sobre todo con relación a El

Salvador. la metodología de investigaci6n de los organismos de derechos

humanos ha sido sometida a un examen muy mlnuc lOSO. A nuestro juic io.

primero S~corro Jurídico y luego Tutela Legal han demostrado ampliamente

que su metodología es la mAs adecuada a las e ircunstanc ia8 y la más

seria. mientras que han conseguido. por ahora. mantener la confidencia-

lidad de sus fuentes permanentes.

En las formas· que asume el debate sobre estos temas en Estados

Unidos la metodología de estos organismos puede llegar a mistificarse por

un l~do. o por el otro a exigir un grado de comprobación incompatible con

la naturaleza de los hechos. En este sentido. es importante reivindicar

que. en materia de derechos humanos. la carga de la prueba de una viola-

ción está ori~)inariamente en el que denuncia. pero esa carga no es la

misma exigida en nuestros 8istemas'judi~iale8 para la aplicación de san-

ciones penales. Una vez establecida la existencia de un hecho violato-

rio. es permisible transferir la carga de la prueba al gobierno. que
...

tiene la responsabilidad de investigar, procesar y castigar a los respon-

sables, y de informar con amplitud a la opinión pública. AdemAs , los

métodos de investigaci6n serán mAs o menos confiables según la8 ~ondicio-

nes bajo las cuales las ONG desarrollan su trabajo. Y aquí se produce

otra transferencia de responsabilidades~ los gobiernoB tienen la obliga-

ci6n de facilitar el acceso a las fuentes de inf~rtIII&ci6n, incluído el

acceso físico al terreno de los hechos. en condicionen de seguridad para

los investigadores.

Uno de los temas en el que las ONG han aparecido a primera vista

como m4s vulnerables a la. crítica. es la actitud que adoptan con respecto
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a violaciones de derechos humanos cometidas por grupos armados de OpOS1-

ci6n. En el estado actu81 del derecho internacional, es posible afirmar

que, por definici6n. los derechos humanos s610 son susceptibles de viola­

ci6n por gobiernos: acciones similares por grupos de oposición constitu­

yen en realidad violaciones del derecho interno ante las cuales existe

recurso a la autoridad pdblica para la solución que restablezca el orden

social. Precisamente la falta de esos recu:t&o& cuando son las propias

autoridades las qu~ cometen o toleran las violaciones, ea lo que caracte­

riza a una violación de derechos humanos y motiva el consenso de la comu­

nidad internacional para actuar en el restable<: imiento de esos derechos.

Cuando los grupos opositores controlan territorio y población. en condi­

ciones en las que pueden de alguna manera ejercer autoridad e impartir

justicia, se considera que actúan como cuasi-estados, y en consecuencia

estln sujetos a las mismas responsabilidades que los gobiernos por actos

que violan los derechos fundamentales.

En general, las ONG internacionales se han ceftido a este criterio

impulsado mAs rigurosamente por los organismos intergubernamentales,

especialmente por la Comlsión Intetamericana de Derechos Humanos. En

realidad, han sido los organismos domésticos los que se han empezado a

apartar de ese criterio, comenzando con loa casos ya mencionados de

Socorro Jurídico y Tutela Legal en El Salvador. En el caso de Americas

Watch, nosotros hemos comenzado a incluir regularmente información sobre

violad ones atribuibles a grupos opositores en todos nuestros informes,

dentro de los princ ipics ya descritos. En el caso de Nicaragua, hemos

explicitado que nos ocupamos de acciones violatorias por parte de grupos

de oposición, a pesar de que éstos no controlan n1 población n1
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territorio, a causa de la responsabilidad especial asumida por el gobier­

no de Estados Unidos al financiar, entrenar y dirigir a esos grupos. En

este sentido, en julio pasado la Comisi6n Permanente de Derechos Humanos

de Nicaragua (CPDH) ha comenzado a incluir una categoría específica sobre

este tema en sus informes reensuales.

Ladecisi6n de intorffiQr sobre violaciones de derechos humanos come­

tidas por grupos opositores está, desde luego, llena de implicancias para

las ONG. Una es la dificultad real de obtener informaciÓn fehaciente y

de procesarla' adecuadamente. Otra es la posiblidad de tomar acciones

correctivas. En general, las ONG interpelan a los gobiernos para deman­

dar de, ellos las correcciones o las acciones punitivas que sean de

estricta just,icia. Al hacer lo mismo con los grupos de opos ic i6n se

contribuye a darles un "status" en el orden internacional que merece una

reflexión más profunda.

En los últimos aftos, en varlOB países de Am~rica se han intensifi­

cado las 'acciones de guerra irregular que resultan en violaciones de

derechos humanos de características distintas a las habituales. Las ONG

no han estado en general equipadas, ni con su experiencia anterior ni con

sus recursos humanos, para responder a las exigencias metodol6gicas deri­

vadas de estas situaciones. Las que se van aiaptsmdo a esta necesidad,

tanto en el orden local como en el internacional, tienen que utilizar un

conjunto de normAS de derecho internacional distinto del habitual. Afor­

tunadamente, el llamado der~cho humanitario internacional estA también

codificado en bastante deta lle _en las Convenciúnes de Ginebra de 1949 y

constituye tambi~n un cuerpo orgAnico de criterios objetivos para

analizar los hechos. Ello no resuelve, sin embargo, el problema de- las
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dificultades de investigación que en estos casos suelen ser muy grandes •
. "

Algunas ONG han comenzado a usar esos principios para determinar las
.

obligacio~es de las fuerzas beligerantes con relaci6n a la protecci6n de

la población civil, al trato de los prisioneros de guerra, al respeto a

la neutralidad del personal médico o asistencial y a la protección de las

personas desplazadas. Es sumamente difícil determinar, en los hechos, si

un ataque armado ha sido dirigido contra blancos legítimos o S1 se han

atacado a personas o material protegidos por las Con.venc iones. No hay,
n1nguna duda, por ejemplo. de que no se puede atacar al personal que no

parti~ipa activamente de acciones militares, aunque preste alguna colabo-

raci6n logística a una de la~ partes en conflicto. En los hechos concre-

tos, sin embargo, suele ser difícil determinar. si esas personas fueron

atacadas como blancoR aut6nomos o ai fueron heridas ~ muertas en el curso

de un ataque legítimo contra fuerzas armadas activas.
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IV. EL FUTURO INMEDIATO

El rol de las ONG se está profundizando y ampliando a la vez. Al

mismo tiempo, se hace también más difícil por el nivel de certeza que se

les exige y por las condiciones en que ese papel se debe cumplir.

Es posible que en el futuro algunas ONG empiecen a reflejar, en sus

publicaciones, algunas notas positivas sobre el progreso en materia de

derechos humanos que se haya obtenido. Ciertamente, algunos de nuestros

gobiernos necesitan y merecen apoyo en sus iniciativas en este campo.

Adt!más, aún en el caso de gobiernos con problemas actuales de derechos

humanos, es importante reconocer los avances que se produzcan, como forma

de alentar otros pasos en la misma dirección. El riesgo aquí es, obvia­

mente, confundir progresos y cambios de dirección reales con mejoras

puramente cosméticas. Un criterio bastante seguro en este sentido es el

de exigir en forma permanente que los estados asuman sus responsabilida­

des de inv~6tigar, procesar y sanCionar a los responsables de las viola­

ciones y de dar amplia publicidad a estos actos de gobierno. Aquí tam­

bién, sin embargo, se entra en una zona gris al analizar por qu~ métodos

internos se han de asumir esas responsabilidades y también en qu~ condi­

ciones se pueden dicta~ amnistías, indultos o conmutaciones que efectiva­

mente impidan el cumplimiento de esas responsabilidades. A modo de regla

general, las ONG deberían sostener el principio de la obligación de cas­

tigar las violaciones, pero dejar librado a las comunidades nacionales la

determinación de algunas excepciones exigidas por lllS circunstancias his­

t6ricas.

Para terminar, algunas reflexiones soore los contactos entre las ONG

internacionales y las dom~sticas. La comunicaci6n entre ellas, al menos
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en ~rica Latina se ha hecho mucho más fluída. En r1g~r. las ONG inter­

nacionales que tienen una presencÍél mAs activa y regular en la opini6n

p<iblica, con informaci6n más actualizada y confiable, son precisamente

las que han hecho un esfuerzo más sistemAtico por mantenerse en contacto

con sus colegas latinoamericanas. Entre 6stas ha comenzaclo, tambi6n, un

movimiento hacia compartir experiencias y ~iscutir metodologías, que

resulta muy estimulante. Un ejemplo prometedor en este sentido fue la

reuni6n auspiciada por el Instituto Intcramerica~no de Derechos Humanos,

en julio pasado, entre las ONG del 'rea centroamericana. Existen, ade­

mAs, algunos intentos federativos a nivel regional, como el de la Fed~ra­

ci6n de Comisiones de Familiares de Detenidos-Dc!saparecidos (FEDEFAN) e

inclusive una entidad regional de tipo tra~nacional, la Asociaci6n

Latinoamericana de Derechos Humanos (ALDHU). Por ahora e.tas entidades

no cuentan con capacidad de investigaci6n indep~I:diente, lo cual -tal vez

est6 senalando la necesidad de continL~r fortaleciendo las capacidades ~e

ese tipo en las organizaciones locales.

El contacto con la8 ONG interrulcionales revela no solamente la mutua

dependencia entre ellas y las locale., sino t_bi6n ciertos desfasajes

entre lo que se "produce" a nivel local y lo que S8 "consume" interna­

cionalmente. Así, hay entidades con un trabajo 8U1Naente rico que pasa

desapercibido internac ionalmente pol~ la relativa falta de inter6s en la

situaci6n de ese paíl, y paralelamente le exiae: de otrae entidades un

nivel de inf~rmaci6n y verificaci6n que no e.tan en condicione. materia­

lea de cumplir.
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Para las ONG internacionales, pen8&mO~ que eeto senala la necesidad

no ya de integr3~ formalmente a los organismos de ~a ~eriferia a estruc-

turas federativas, sino de profundizar los co~tactos regulares, formales

~ informales, que establezcan una relaci6n mAs fluida. En el caso de las

ONG más aVahzada~ en su estructura interna, el desafío --que Amnistía

Internacional por ejemplo ya está aceptando-- consiste en abrir sus puer-

tss a la integraci6n de personas de tedas las culturas, para que las en-

tidades reflejen en su composici6n ln "universalidad" que por ahora está

expresada más bien como aspiraci6n en los

actividad.

. ..
pr1.nc: l.pl.OS rectores de su
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INftOOtXCION

·Sl país que se pudiera hacer con
todos 105 exiliados y e~9rado.

forzosos de América Latina tendría
una poblaci6n más numerosa que
Noruega-. (Gabriel García Marquez,
Premio Nobel de Literatura, discurso
con motivo de la entrega del pr..io,
Estocolmo, 1982)

La preocupación por las personas que huyen de sus pa~ses por razones de

índole política ocupa nuevamente un lugar prioritario en el pensamiento

jurídico latinoamericano. Sin embargo, el tema vuelve sobre el tapete sin el

esplendor que caracterizó en el pasado al aporte de América Latina a la

COIBUnidad internacional -:anto en derecho positivo como en doctrina- en

materia de asilo diplomático y asilo territorial. Nuestros contemporáneos

adVierten que la valiosa tradición latinoamericana en la materia es ~tente

para contener los fenómenos actuales de refugiados, caracterizados por las

afluencias en gran escala. La crisis del sistema de asilo latinoamericano y

la necesidad de nuevas soluciones dominal' pues, hoy, el estudio del tema.

Prueba de este renovado y angust~ ~o interés fue el Coloquio sobre el

Asilo y la Protección Internacional de Refugia~~s que reunió en 1981 en México

a un destacado grupo de juristas "para ~xaminar los problemas más delicados y

sás inmediatos del asilo y de los refugiados en nuestro hemisferio y las

laqunas y carencias de orden jurídico internacional y del derecho interno de

los Es tados •• !I

El titulo del COloquio da cuenta df: la convergencia de dos ricas

tradiciones para enfrentar los nuevos problemas: la latinoamericana

consagrada en una serie de convenciones sobre el asilo y la extradición, y la

aniversal sobre los refuqiados basada fundamentalmente en la Convenci6n de

1951 y el Pro~lo de 1967 sobre el Estatuto de los l~fugiados. Las

conclusiones del Coloquio, lo veremos a lo largo de ente trabajo, son una

contribuci6n fundamental para el estudio contemporáneo del problema.

I



El pre.ente artículo procura sistematizar los diferentes aspectos

jurídicos que conciernen a los problemas de los refugiados v basándose en la

norTUtiva y las prácticas uni'l'!rsal y latinoamericana. Utilizamos el término

-Derecho Internacional de los Refugiados·, siguiendo a H. Gros Espiell que

afirma que .ste Derecho ·puede considerarse una rama del Derecho Internacional

de l~. Derechos Humanos latu sensu, ~ro DOsee, sin duda, caracteres....... -..--.- ....

especiales y requieren medios de aplicación específicos, que suponen

procedimientos y órganos propios-. ~I

¿Cuáles son las características de esta incipiente especialidad del

Derecho Internacional Público? ;

<a) Encuentra su génesis en los~rechos Rumanos.

En primer lugar el refugiado es un individuo que tiene temor fundado de

persecución por razones generalmente relacionadas con las ~iolaciones de los

derechos humanos. En segundo lugar, y consecuentemente, la protecci6n al

refugiado es parte específica de la protección de los derechos humanos en

9eneral. 5eftalemos, en este sentido, que en los instrumentos sobre derechos

humanos se ha prestado especial atenci6n al asilo como medio de protección de

loa derechos humanos y que la misma Convención de 1951 comienza en su

preiabulo invocando la Declaración Universal de Derechos Humanos del lO de

diciembre de 1948.

(b) Es de índole esencialmente social. huwanitario y apolítico.

18 evidente que los problemas de refugiados tienen generalmente su origen en

loe probl.... políticos y en los disturbios sociales. Es más, frecuentemente

's~ corren el riesgo de convertirse en problemas polí.ticos. Sin embargo,

paza poder alcanzar su objetivo, el Derecho de los Refugiados, debe mantener

un Clicicter estrictallWnte humanitario y apolítico. El citado preámbulo de la

COnvención sobre el EStatuto de 10B Refu9iados de 1951 dice, en SU3

considerando.: -Expresando el deseo de que todos los Estados, reconociendo

el car'eter social y humanit~rio del problema de ¡~S '~'~qiados. h~g3n c~anto

le se. poaible por evitar que este problema se convierta en causa de tirantez

entre loa Estados-. 1/ La Asamblea General de las Naciones Unijas, al

instituir un afta antes, en 1950, el ACNUR, consignó en su Estatuto que -la

labor del Alto Comisionado tendrá carácter enteramente apolítico; será
j



humanitaria y social••• •• ~ A mayor abundamiento en tan trascendental

cuestión, recordemos que la Declaración sobre el Asilo Territorial, aprobada

por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1967 reconoce que le

otorgamiento del asilo por un Estado wes un acto pacífico y humanitario y qu~,

como tal, no puede ser considerado inamistoso por ningún otro Estado·. 11

(e) Es un derecho en gestación. !I
Entre las fuentes escritas de naturaleza contractual debe mencionarse en

primer término la Convención de 1951 y el protocolo de 1967 sobre el Estatuto

de los Refugiados, Carta Magna del Derecho de Refugiados; y a nivel regional,

las Convenciones Interamericanas sobre Asilo y Extradición (7/) y la

Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José, 1969). Entre las

fuentes escritas de índole declarativa merecen mencionarse el artículo 14 de

la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, el artículo 27 de la

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 y, en

particular, la Declaración sobre ASilo Territorial de la Asamblea General de

1967.!1 Por último, otras fuentes escritas de naturaleza institucional son

las Resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas relativas al

undato del ACNUR, Resolución 428 (V») del 14 de diciembre de 1950 y otras

resoluciones que se suceden cada ano en la materia.!! Debe también

mencionarse por su autoridad moral las Conclusiones que el Comité Ejecutivo

del Programa del ACNUR aprueba a propuesta del sub-comité plenario sobre

protecci6n internacional. 10/ 'A las fuentes escritas se anaden las fuentes

consuetudinarias y los principios gene~ales tales como el derecho de los

Bstados de conceder asilo y el principio de no-devoluci6n.

(d) Cuenta oon un 6rgano internacional eSpecializado.

El Alto COmisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados fue instituído

en 1950 por la comunidad internacional para COOpe]~3r con los Gobiernos en la

protecci6n y 4sistencia a refugiados. 11/

(e> Afirmar qUé .::2. refugiado '2!: ~\.:jeto de ~c::e..::ho ii1~¿:cnacicnal es

aotivo de controversia, pues s i bien es cierto que! por un lado el refugiado es

ben~ficiario de la protección internacional y que las normas convencionales y

consuetudinarias pueden serle bajo ciertas condiciones aplicables directamente

bay que reconocer, por otra parte, que el ejercicio de esos derechos queda

supeditado, en buena medida, a la voluntad de los Estados. 12/



- 4 -

El presente trabajo consta de tres grandes secciones. En la primera, se

analizan los fundamentos del Derecho Internacional de Refugiados el Asilo,

el principio de la no devolución y la prQtección Internacional.· por lo que

ataRe al Asilo, babida cuenta de la importante bibliografía en la materia, no

nos deteneNOS en el estudio de las convenciones interamericanas sobre el asilo

territorial. En la segunda, sobre la condición del refugigdo, examinaremos

los problemas relativos a la definición del refugiado y a la determinación

formal de su condición de tal. Se nos objetará que esta precisión un tanto

académica se aviene mal con los angustiosos problemas act~3~es en los

campamentos de refugiados centroameri~anos. Sin embargo, consideramos que

este capítulo puede contribuir a esclarecer cuestiones, tales como la

naturaleza jurídica de la condición de refugiado, que se prestan a maloD

entendidos en la práctica. En la sección tercera, el Derecho Internacional de

los Refugiados en América Latina, estudiaInos los problemas de refugiados en

este continente y comprobamos la insuficiéncia del derecho regional vigente en

la materia. Las conclusiones tienen en cuenta la aguda crisis actual

suscitada por los movimientos masivos de refugiados y las distintas respuestas

que se van formulando para hacerle frente.

La experiencia del autor como funcionario internacional se transluce en

este trabajo. En este sentido, desea agradecer los intercambios de ideas con

otros coleq~s y, en particular, la valiosa colaboraci6n de GuilherMe da Cunha,

Chrlstopber B~in y Virginia Trimarco. No obstante, es menester puntualizar

que las opiniones vertidas son de responsabilidad exclusiva del autor.



r. FUNDAMENTOS DEL DERECHO DE REFUGIADOS

El Asilo Territorial

l. El asilo es la ·piedra angular de la p~otecci6n internacional de

refugiados·. W Es paradójico que, aunque tratándose de un elemento esencial

del derecho de los refugiados, y a pesar de su larga tradici6n histórica,

todavía no se haya definido claramente en derecho internacional su naturaleza

jurídica y su alcance. La nebulosa jurídica que recubre esta noción proviene

de la dificultad de encontrar puntos de concertación entre los Estados para

establecer una normativa completa, como qued6 evidenciado en el inconcluso

trabajo de la Conferencia Plenipotenciaria de Naciones Unidas sobre Asilo

Territorial, en 1977.

2. Ha habido, es cierto, numerosos esfuetzos a nivel regional y mundial

para establecer normas sobre el asilo territorial. América Latina desempefto

una tarea pionera en la materia mediante las convenciones sobre el asilo

territorial y la extradición, como también, a nivel nacional, las

disposiciones de jerarquía constitucional de algunos Estados. 14/ Citemos

además el artículo 27 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del

Hombre y el artículo 22, párrafo 7 de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos (Pacto de san José de 1969). A nivel mundial se consigna también esa

preocupación en declaraciones e instrumentos sobre los derechos humanos

a~ptados po~ l~ cO~U~i=3d internacional luego de la Segunda G~erra Mundial,

tales como la Declaración universal de Derechos Humanos en su artículo 14 y l~

Declaración sobre Asilo Territorial de 1967.



El derecho de aJmitir el una persona en su territorio.

El derecho de autorizarlo a permanecer.

El derecho de negarse a expulsarlo. •
El derecho a negarse a conceder la extradición hacia otro Estado.

3. César Sepúlveda senala los insuficientes resultados de estos esfuerzos

que, en su opinión, -no pueden traducirse en obligaciones rígidas para los

Estados, que explícitamente no admiten r.estricciones impuestas a su soberanía

y &610 se reconoce, en el fondo de tales convenciones internacionales, que el

asilo territorial es una institución humanitaria, que los Estados deberían

emplear sus mejores esfuerzos y que es menester adoptar medidas de solidaridad

internacional en favor de los refugiados·. ~I

4. ¿Podríamos entonces afirmar que el refugiado se encuentra jurídicamente

desproteqido? Un análisis de las funciones que el asilo cumple en la

práctica posiblemente arroje nueva luz en la cuesti6n.

5. Grahl-Madsen, se~ala que el derecho de asilo, en el sentido de derecho

estatal de concederlo, comprende los siguientes aspectos ~ 161

1)

2)

3)

4)

S) El derecho de no restringir su libertad por enjuiciamiento u otrae

medidas •

•
6. Creemos que los siguientes aspectos sintetizan 10 que llamamos la edoble

función del asilo·, desde la perspectiva de la protecci6n de refugiados;

a) amparo de la vida y de la libertad del refugiado.

b) base para la supervivencia del refugiado.

a) El asilo amoaro de la vida, la integridad física y la

libertad. Su garantía b'sica: el principio de la

no devoluci6n (non-refoulement)

7. Aaequcar protección a la vida, la integridad física y la libertad del

refugiado .a la funci6n primera y esenci¿ll del asilo. 17/ En este sentido, el

.silo significa simplemente que una víctima de persecuciones puede ponerse

fuera del alcance de sus perseguidores en el territorio de otro Estado que se
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convierte en tierra inviolable. El asilo diplomático cumple idéntica

func16n. Lo práctica nos muestra que los Estados asilantes han considerado

que tienen la facultad, de origen fundamentalmente humanitario que llegó a ser

nora. jurídica, d. dar asilo a personas cuya vida( integridad física o

libertad está en peligro. En virtud de este derecho de asilo del Estado

aatlante, éste puede oponer una. excepción a la reclamación del Estado que

eeel... al individuo.

8. Mucho se ha debatido la cuestión de la obligatoriedad jurídica de

asistir 4 personas en peligro, cuyo incumplimiento se considera frecuentemente

C~. delito en el derecho penal. por analogía pudiera entenderse que en

derecho internacional existe también una obliga~ión fundamental de salvar la

vida (o la integridad física, o la libertad) a u~a víctima que busca refugio.

En este sentido se acepta generalmente que la obligación primera y fundamental

del Estado asilante es la de no devolver al refugiado a sus perseguidores.

9. Esta funci6n del asilo como amparo de la vida y la libertad del

refugiado e~tá garantizada por el principio fundamental de la no-devolución

(non-refoulement). Afirma César Sepúlveda que -l~ctualemente se reconoce que

el -non refoulement- es un principio generalmente aceptado y ésta sea

posiblemente la más senalada conquista en este pl~oces('" evolutivo del asilo

territorial-. tal En efecto; el principio de la no-devoluci6n está

cristalizado en numerosos instrumentos internacionales, entre ellos, el

artículo 33 de la Convenci6n de 1951, bajo el título -Prohibici6n de expulsi6n

y de devoluci6n (-Refouleml... t-)-.

10. Bate principio está también recogido con matices diversos en los

intrumentos latinoamericanos sobre el asilo y la extradici6n. 1!1 El artículo

22, párIafo 8 de la COnvención Americana sobre Derechos Humanos, también lo

recoqe ampliándolo 4 los extranjeros en general ~ lQ/

-En "in~ún caso el extranj~tO puede ser expulsado o devueleo a otro
país, sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad
personal está en ries90 de violaci6n a causa de raza, nacionalidad,
religi6n, condición social o de sus opiniol'les políticas.·



11. ¿Alcanza el pr inciplo de 1\0 de'Jolucién solamente a las personas '.

han sido admitidas en el territorio de un Estado o se extiende también a 1,

que buscan asilo en la frontera? Si bien el artículo 33 de la Convención de

1951 no menciona el problema de la negativa de admisión (rechazo en la

frontera), este aspecto del principio de no devolución es reconocido entre

otros por la Declaración de la Asamblea General sobre Asilo Territorial de

1967 que en su artículo 3 sostiene que ninguna de las personas mencionadas en

el artículo 1 pueden ser objeto de medidas tales como la de negar la admisión

en el país en el que busca asilo-o El Coloquio de Mexico reafirmó que "tanto

el sistema universal como el regional de protección de los asilados y

refugiados reconocen como un principio básico del derecho internacional el de

la no-devolución, incluyendo dentro de este principio la prohibición del

rechazo en las fronteras". 21/

12. un nuevo progreso en 13 aceptación del principi.o de no-devolución se

advierte en su aplicación al grave problema de las afluencias en gran escala

de personas. En este sentido debe senalarse que la Declara~;ón sobre el Asilo ~

Territorial de fecha 14 de diciembre de 1967 (Resolución 2312 (XXII») autorizó

una excepción a la aplicación del principio de no-devolución en su artículo

3.2, que dice: ·Podrán hacerse excepciones al principio anterior sólo por

razones fundamentales de seguridad nacional o para salvaguardar a la

población, como en el casoAe una afluencia en masa de personas-o Sin

embarqo, a renglón seguido establece que, ·si un estado decide en cualquier

caso que está justificada una excepción al principio establecido en el párrafo

1 del presente artículo, considerará la posibilidad de conceder a la persona

interesada, en las condiciones que juzgue conveniente, una oportunidad, en

forma de asilo provisional o de otro modo, a fin de que pueda ir a otro

Estado·. Más recientemente, la dimensión del problema de la afluencia en qran

escala OC' rrido en los últimos a~os, llevó en 1981 a los Estados miembros del

Comité Ejecutivo del Alto Comisionado abocados al estudio de la cuestión de la

·protección de las personas que buscan asilo en situaciones de aflu~~cia en

-En situaciones de afluencia en gran 9scala, debe admitirse a las
personas en busca de asilo en el Estado donde buscaron refugio en primer
lU9~r, y si ese Estado no puede adrnitirlos durante un tiempo prolongado,
al menos debe admitirlos temporalmente, en todos los casos, y prestarlef



proteccicSn de canfor:'tH,Ll,; c)n ~,)::: :n ~nCt?b}:; eS::.lO~l'.::,it.:l)S !tl.3S .l.:JdJO.

Debe admitírselt=>s Sl:': Jl~;l:t ~:nl:1.)Cl,)r. 31~,m.l ?<-1C :natlvos de raza,
religión, Op1.nl0n F'():"l':.~,.·..i. :U":::l,~;1dl.j,l-.i, fJa:.s .1" v[1-;e:1'} incapacidad
física.

En todos
fundamen ta 1 de

,) =,~;e r V.H:eje é' :eje r ú ?ll~ ()~;.]íilen ~ e e 1 pe lnci p io
l:<,:~~l,~.· 'c'_ : • .J (eCh.3~0 en L1 f~ontera-. 22/

13. Refiriéndose en ~e~¿r.]l .] ~2~ extr3nJ~r0S, es Je ~drtic~13r importacia a

la luz de los hechos ~CU~=lJOS en Ni~ert'] en febrero de 19d3 el ?árrafo 9 del

artículo 22 de la Convenc~,-';:1 .\:ne. lC.ma saore D.~rectlO:; :¡Jm.3nos -Ss prohlbida la

14. La ConvenCión Je 19s~ or;:,tece. - t.am!nén .31 re:::uq~.3¿O c;:,nt:a la expulsión

arbitraria. El artículo 32 dice l0 SlSUten~e ~

-l. Lo~ ~~tados Contratantes no expulsarin a ~~fugiado alguno que se
halle legalmente en el territorlO j~ tales Estados, a no ser por razones
de seguridad nacicna: o de orjen ?úblico.

2. La expulsión ¿el refugiado únicamente se efectuará, en tal caso,
en virtud de una declsión turnada confor~e a los procedimientos legales
vigentes. A no ser que se opongan a ello razones imperiosas de
seguridad nacional, se deberá per~itir al refugiado presentar pruebas
exculpatorias, formular recurso de apelación y hacerse representar a
este efecto ante la autoridad competente o ante una o varias personas
especialmente design.,das por la autoridad competente.

3. Los Estados Contratantes concederán, en tal caso, al refugiado un
plazo razonable dentro del cual pueda gestionar su admisión legal en
o~'o país. Los Estados Contratantes se reservan el derecho a aplicar
dur~nte ese plazo las medidas de orden interior que estimen necesarias.-

15. Podelf.'s, pues, concluir este tema afirmando que en el estado actual del

derecho internacional de asilo territorial en su función protección de la

v.da, la integridad física y la libertad, comprendería por lo menos :

1> El derecho del Estado a otorgarlo a pesar de la oposición de terceros

Estados.

2; La obligaci6n por parte del Estado asilance de acimltir al refugiado en

S~J territorio aunque sea provisonalmente y de no devolverlo a un país en

donde pueda sufrir persecución.
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16. Este enfoque de la función del asilo para la prot~cción de la vida, de

la integridad física y la libertad de las personas, ~undado en normas que van

-gradu&lsente adquiriendo el carácter de imperatlvas-, (31/) per~itiría

avanzar en la consideración de la protección del derecho de asilo como parte

de los derechos humanos. En este sentido y refiriéndonos al ámbito ~e9ional

americano, nos parece pertinente la cuestón planteada por T. MaeKelt (~/)

sobre la validez y admisibilidad J~ las denunclas que en la materia puedan ser

elevadas ante los órganos ~revistos en la Convención de :o5ta Rica: la

Comisión 'j la Corte In teramer icc.na de Derechos Humanos. Si o:>ien es discutiklle

aceptar que puedan conocer de vio:aciones al der~cho al asilo, ~ien pudiera

reconocerse su competencia en la protección del pri~Cl?io de no-devolución,

componente e~encial del asilo. En este sentido, consideramos un hecho

importante qu~ en su último :nforme anual la Comisi6n Interamericana de

Derechos Humanos propone, entre- ot:as medidas, en la Asamblea General de la

crEA -que la organización de ~stados Americanos reafirme la obligación de los

Estados Miembros de reconocer y respetar el principie) de no-devolución

(non-refoulement) y q~e este principio sea respetado tanto en las áreas

fronterizas como en todo su territorio·, ~/

b) El aSllo como baso? ':laca la subsistencia del refugiado:

el trato aolicab:e.

17. Ona ~ez que su vida y libertad están a salvo gracias a la función amparo

del Asilo, el refugiado se plantea qué hacer con su vida durante ese período

cuyo fin no puede prever. La respuesta requiere seguridad sobre su

residencia, documentación en regla, posibilidades de ganarse la vida y todos

aquellos factores que le permitan recobrar su dignidad a pesar de las

carencias del exilio. No estamos ya frente a problemas de ·vida o muerte 8 que

se resuelven mediante la admisión y la consiguiente protecci6n contra la

devolución o expulsi6n arbitrari~s, sino a proolemas ~ás cotidianos, pero

taabin de hondo conter.ido humanitario, que se resuelven mediante un t~ato

jur!~ic:o ad~c:.:~dc pa=~ la perlilanencid del refugiado en el país de asilo. Esta

segunda y más moderna función del asilo, que adq'.JierE! importancia con el

caabio cualitativo de la condici6n social de L~s personas en busca de .asilo,
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~iene menos asidero jurídico que permlta afir~ar su :~erza ooligatoría. En

efecto, si bien el principio de no devolución implica el hecho que el

refugiado debe ser al menos admitido transitoriamente en otro :erritorio, no

se puede afirmnr que la per~anencia en ese territorio esté esti~ulada por el

dere~~o internacional act~al.

:~. La Convención de :351 no contiene dlS?Qsiciones que ooliguen al ~stado

asilan~e a conceder una estadía prolongaca. ~~ este 3e~:ido ccrresponde la

a~ir~ación de que no existe un derecho 5UCJ~t~vo ?Or el ~J~ el individuo ?u~¿e

reclamar aasilo-subsistencia-, del cual el de:echo a la ?er~anencla en el

territorio del Estado asilant~ es la condiclón sine c~a nen.
e

19. Sin embargo, una vez ~omada por e: Sstado la decisién de ~torgar el

asilo a un refugiado, en los paises que se han adherido a la Convención de

1951 Y al Protocolo de 1967, f 5Le~pre y ~uando que _~ alcance -:atio

personae·, el refugiado puede ~er.~f~ciarse de las dispos~ciones jU=ldi~as

previstas en tales inst=umen~os ccn la fi~alidad de permitirle rehacer su

vida. Como su título mismo lo indica, la Convención de 1951 esta~lece el

·estatuto· que los refugiaéos pueden obtener en ~us países de asilo

respectivo. La Convención de 1951 c~nsti~u!e la codifi~ación más completa q~e

se haya intentado hasta la fecha en el ~lano internacional. Estaolece nor~s

básicas ~inimas paca el tratamiento de los cefugiado~t sin pecjulcio que los

Estados les ot~rguen un tratam.:.ento , ~ . ,:nas _3voraO~e. Después de -::einta afios de

la adopción de la Convención de 1951, S~ texto sigue siendc la norma

contractual más amplia e~ la materia.

20. En lo que respec':.a a la aplicación de la Convención, det>e :nencionarse

que la mayor parte de las disposi::iones d~ la ~isnla sor. c':)mple,:as, o sea que

sus disposiciones pueden ser a~lic~ddS di=e':ta~en:e s~n ~ecesljdd de derec~o

interno complement3rio. s: ?r~ble:na de la aut~-eJecut~[le¿ad de~e

distinguirse de la incorporar::6n de los instL.liOert::;.5 e'1-::e:ecnc :"'l~er~e. O sea



Por supuesto, que la adopción de medidas legislativas o adminiscrativas en el

plano naciona.l son altamente convenient.es con illir~S ,3 una más eficaz

aplicación de tales instrumentos. POr la vía de las medidas i~tecnas, ~uchos

Estadofl, confieren en la práctica derechos mayores a los refugiados que

aquellos estipu;ados en la Convención. ~/

21. En los países que no son parte a los inst::,umen!::.os inter:'\acionales de los

refugiados, o que lo han hech~ cen reservas geográfic3s cen respecto a

refugiados no europeos, será necesario referirse a la legislación 1 a las

prácticas df' tos Estados, los que normalmente concedí~n a 1.05 refu.giados por lo

menos el trato mínimo conferido a los extranjeros. :~:l América Latina

general!!lente estas disposiciones encuentran su oc igel'l en el t:-ato acordado a

los wasilados- según el sistema de las convenClones ~nt.e~a:nericanas. E:
Coloquio de México advirtió que ur.o de los déficits :nayores del asilo y la

?rotección de refugiados eran las lagunas y carencias, tanto del derecho

internacional, -así como jel órien jurídico interno de 1')5 Estados para hacer

frente a los complejos proolemas le~31es, ~conómicos, sociales, culturales y

laborales de personas en ~usca de asilo·. 121 Varias conclusiones del

Coloquio apuntan a superar estas deficiencias buscando, al mismo tiempo,

armonizar -los aspectos más favorables de la tradición del sistema americano,

ccn los elementos que aporta el sistema universal de protección a refugiados y

asilados·. 28/

22. Los problemas de subsistencia, en caso de afluencia de personas en gran

escala, son de tal gravedad social que constituyen m<)tivos de gran

preocupaci6n de la comunidad inter::1acionaL Para estudiar el problema de la

protección de tales personas "1 siguiendo una recomendación del Comité

Ejecutivo de Programa del A~UR, se reunió en Ginebr¡t, del 21 al 24 de abril

de 1981, un Grupo de Expertos. Sobre la base del inJEor:ne preparado por tal

reunión, a cuy~s conclusiones adherió el Coloquio de México, el Comité

Ejecutivo aprobó una conclusión en 1981 sobre 'Protección de las personas que

respecta al principio de no devolución. Las conclusiones contie~en IJn

capitulo sobre el -trato a las personas en busca de asilo admitidas

temporalmente en un país a la espera de arreglos parél una solución durader.a-,

que dice lo siguiente:



-B. Trato a las personas en busca de aS110 admitidas ~empocal~ente en
un país a la espera de arreglos ~aca una 301Jción ¿uradec3

1. En el artículo 31 de la Convencién de 1951 de 1.as Naciones Unidas
sobre el Estatuto de los Re:Jglados ilguran v~rias disposiciones sobre
el trato a los refugiados que han entrado en un ?aís Sln autorización y
cuya situación en ese país todavía no s¿ n3 nor~~llzado. Las nor~as

definidas en ese .:irtículo no ,3barcan, s in embar 1o, todos les aspectos
del t!ato a las personas en =usca de aS110 en 31~~aClone3 ¿e afl~encla

en gran esca~a.

2. En consecuencia, es esencial que se ~ra:e a :as ?ersonas en busca
de asilo a~ltidas temporal~ente a la e5gera de a:reslos ~ara u~a

solución duradera de confor~~dad c~n las siguie~ltes ~or~as humanas
básicas mínimas:

a. No se les debe castigar o expo~er a tra:o desfavoraol~ por el ~e:c

hecho de considerar ilegal su presenCla en el país; nc deben imt>Qne:se
otras li~itaciones a sus mov:mientos más que las necesarias er. interés
de la salud pública y el orcen ?úblico¡

b. Deben disfc.1tar de ::'05 derech.,)s c¡viles f:mda:nentales reconocidos
interna~lonalmente, e;¡ ;?ar':icular los enunciados en la Declaración
universal de Derechos Hu~nos;

c. Deben recibir teda la aSistencia necesaria y deben satisfacerse
sus necesidades vi~ales oásicas, incluída la provisión de alimentos,
techo y servici~s básicos de ~igiene y salud; la ccmunidad lnternacional
debe amoldarse en este sen~ido ~ los ?rinci?ios de soli1ar:dad
internaciona: y 0~ d¡strloución de la carga;

d. Es preciso t=3~3r~es como pe~sonas cuya condición trágica requiere
una comprensión y solidaridad especlales. ~o se les deoe·someter a
trato cruel, inhu~ano o ¿es:a¿an~e¡

e. No debe haber dlSc:l~i~ación algu~a poc motivos de raza, religión,
opinión polític~, nacionalidad, ~d.{s de origen o inca?acidad física¡

f. Se les debe considerar personas ante la ley con libertad de acceso
a los tribunales y a ot=as autoridades administrativas com~;:entes¡

g. La ubicación de las ?ersona~ en busca de asilo debe deter~inarse

en razón de SJ següri~ad y blenest,ir y de las necesidcdes de seguridad
del Estado de acogida. ::n la medida de 1::> ~osible dece ubicarse a las
personas en busca de asilo a una distancia razonable de la frontera de
su país de origen. Esas personas ~o de~en participar en actividades
subversivas contra S~ ?als ~E ~r:;e~ ni con::3 s~3_q~ler otro ~stado:

h. Es preciso respetar _~ 'Jn'::::1ad fa::1iliar¡

i. Es preciso ?cestar~~s t~da ~3 ay~da posible ?ara la :ocalización
de familiares;



j. Deben adoptarse las ~edidas necesarias para proteger a los ~enores

y a los ni~os no acompanados¡

k. Se les debe permitir enVldr y recibir correspondencia;

l. Debe permitírseles que rec~ban ayuda material de amigos o
parientes;

~. Deben adoptarse las ~edidas adecuadas, en la medida de lo posib:e,
para el registro de nacimientos, muertes y n~trimonios;

n. Es preciso prestarles todos los serviclos necesarios que les
permitan conseguir una solución durable satlsfactorla;

o. se les debe permitir trasladar al ~aís en que hayar. conseguido la
soluci6n duradera los bienes que huoler3n traído al territorlO¡

p. Deben adoptarse todas las ~edida5 ?Qsibles pa~a facilitar la
repatriación voluntaria. a 291

23. ¿Cuáles son las ·soluciones duraderas" ~ las que hace ~ención la

mencionada conclusión? a) En primer lugar, debe citarse la repatriación

voluntaria, que es por ex~elencia la solución a los problemas de los

refugiados. Debe enfatizarse el caracter voluntari0 de la misma, de lo

contrato nos encontraríamos frente a casos de -refoulement R
• b) Cuanco no

haya condiciones en el país de origen que permitan la repatriación voluntaria,

los gobiernos en cooperación con el ACNUR intentan el asentamiento local de

los refugiados mediante proyectos de autosuficiencia urbanos o rurales. Esta

medida se practica con buenos resultados a través de proyectos en varios

países del mundo, incluyendo algunos en &~érica Latina. No obstante, en

varios países se tropieza con grandes dificultades, sobr~ todo de naturaleza

económica-social. La cooperación internacional, tanto técnica como

financlera, es muchas veces 'indispensable para la busca de soluciones

duraderas de integración local en países en vías de desarrollo. c) En casos

excepcionales, se recurre como última medida al reasentamiento en otros

países. Esta medida se encuentra limitada por las pos.ibilidades de asilo que

puedan conceder terceros países.

24. Las citadas concl~s:cr.~s del Comité Ej@cutivo d~l A~t~ incluye~ un

capítulo final sobre -la solidaridad internacional. distribución de la carqa y

deberes de los Estados-. Nos ryarece justo terminar el tratamiento de la

cuestión del asilo territorial con la invocación de tales principios básicos



de la comunidad inter~aClonal. Cerno dijera un Alto Comlslonado de las

Naciones Uniudas para los Kcfuglados: " rl f3Ut bie~ se cendre campte

qu'au-dela de toutes le5 notlons )uridlques, ~e sort des réfugiés, tout c~~T.e

l'efficacité de l'oeuvre de solldarité lnternationale en leur faveur,

continuera de clépendre avant tout de la oonne volont~ G~S gou~er~ements et des

peuples partout dans le monde". 30/

La Protección Internacional

25. El refugiado es un extranjero desprotegido. La idea de protec~ión

internacional es un corolario de la protección nacional, entendido corno :a

suma de responsibilidades que tiene el Estado para con sus ciJdadanos y la

idea de que los derecho consigulentes del individuo se podían ejercer tanto

fuera del país como dentro de él. III El concepto de protección internacional

de los refugiados surge entonces pa:a reemplazar la protección nacional

perdida.

26. El concepto de protección internaclonal se formaliza por primera vez en

el anexo de la Resolución 428 (V) de la Asamblea General del 14 de diciembre

de 1950. En dicho anexo que es el Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado

de las Naciones Unidas para los Refugiados, se !~ribuye al Alto Comisionado

·la fun~ión de proporcionar protección internacional bajo los auspicios de las

Naciones Unidas· 32/ a los refugiados que se encuentran bajo su mandato.

278 En el artículo 8 del Es ta tu to e 1 e jercicio de lél función de protecci6n

internacional está asegurada' por los siguientes medio!~ :

(a) Promoviendo la conclusión y ratificación de convenios internacionales
para proteger a los refugiados, vigilando su aplicación y proponiendo
modificac.iones a los mismos;

(b) Promoviendo, mediante acuerdos especiales con l()s gobiernos, la
ejecuci6n de todas las medidas destinadas a mejorar lel situación de los
refugiados y a reducir el número de los que requieren protección;

Ce) Asistiendo a los gobiernos y a los particulares en su esfuerzo para
fomentar la repatriación voluntaria de los refugiados o su asimilación en
nuevas comunidades nacionales;



(d) Pra.oviendo la admisión de refugiados, sin excluir a los de categorías
aá. de.aaparadas, en los territorios de los Estados;

(e) Tratando de obtener que se conceda a los refugiados permiso para
trasladar sus haberes y especialmente los necesarios para su reasentamiento)

(f) Obteniendo de los gobiernos información acerca del número i la situación
de los refugiados que se encuentran en sus territorios, y de las leyes y
reglaman~. que le. conciernen;

(g) MAnteniéndose en contacto permanente con los gobiernos y las
organizaciones intergubernamentales 'interesadas;

(h) Estableciendo contacto, en la forma que juzgue :uás conveniente, con las
organizaciones privadas que se ocupen de cuestiones de refugiados;

(1) Pacilitando la coordinación de los esfuerzos de las organizaciones
privadas que se ocupen del bienestar social de los refugiados.-

28. La protecci6n internacional estuvo en sus orígenes limitada a grupos

específicos de refugiados sea en razón de S~ origen nacional o geográfico.

33/ En efeeto, la protección internacional ejercida por el Alto Comisionado......
tiene un carácter universal puesto que se aplica a todos los refugiados

independientemente de su origen nacional o geogrÁfico. Por supuesto que el

ejercicio de tal función sólo puede ser llevado a cabo con el activo concurso

de los gobiernos.

•29. En el ejercioio de la función de protección internacional que realiza el

ACNUR ..rece de.tacarse la tarea de vigilancia de la aplicaci6n de los

lnatrua.ntos internacionales, la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967.

34/ Otro aspeoto importante de esta función de protección internacional e. la

tare. ae promoci6n de 108 derechos de refugiados a través del fomento de las

adhe.ione. a 10& instrumentos internacionales y del mejoramiento de la

.ituación legal de los mismos en el país de asilo a través de la aplicación de

instrumento. internacionales o en colaboración con las autoridades locales, a

fin de favorecer la adopción de medidas internas. 12/

30. En la ~rea cotidi~na la llamada protección ·direc~a· del ACNOR a los

r.fu9i~Qo. constste primordialmente en velar por la aplicación del princ~pio

de no devoluci6n, procurar regularizar su condición migratoria y protegerlos

contra la detención abusiva y la expulsión. El ACl~UR facilita tambi'n la



repatriación voluntaria y la reunión familiar de los refugiados en el país de

asilo. Naturalmente la función de protección internacional es siempre

complementaria a la protección que todo Estado otorga a los refugiados que se

encuentran legalmente en s~ territorio. En los Estados que aún no han

ratificado los instrumentos internacionales la protección internacional tiene

su fundamento legal en la Resolución 428 (V) Y las subsiguientes resoluciones

de la Asamblea General referidas al mandato del ACNUR. ~/

31. En los últimos anos el ejercicio de la protección internacional del

ACNUR se extendió por intermedio de la adopción de Resoluciones de la Asamblea

General referidas a situaciones que no estaban previstas origi~almente en el

estatuto de la Oficina del ACNUR. Dichas resoluciones hacen referencia a la

situación de personas desplazadas fuera de su país de origen en situaciones

similares a las de los refugiades, las cuales aún no cumpliendo con los

requisitos de la definición de refugiado tal como la establecida en el

artículo 1 de la Convención de 1951 son merece~oras de la protección

internacional.

32. En lo que respecta a la promoción y elaboración del derecho de los

refugiados merece especial mención la tarea realizada por el Comité Ejecutivo

del programa del ACSUR en el campo de la protección internacional. Nos

referimos a las recomendaciones ~e el sub-comité plenario sobre protección

internacional propone al Comité Ejecutivo para su aprobación. 12/

II. LA CONDICION DEL REFUGIADO

A. La oefinici6n Jurídica

33. El vocablo refugiado, para referirse al individuo sujeto de derecho

internacional en la materia, se ha abierto paso lentamente en América Latina,

y hasta el día de hoy su acepción no es unívoca. El término más corriente

para referirse a los beneficiarlos de la proteccié~ C~ ~~s~ ca p~rse~~~ié~

política, es el de -asilado·. No obstante, así com() en la mayoría de las

Convenciones Interamericanas existe una sinonimia entre el ·asilo R y el

-refugio-, también algunas de ellas establecen un pélralelismo entre el término

-asilados· y la expresión -refugiados políticos". 381



34. A nivel internacional, es recién con el Estatuto del A~UR aprobado en

1950 y con la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados que se

formuló, por primera vez, una definición del refugiado de carácter ge~eral. 39/

- Aspectos generales

35. La definición general de refugiado del artículo 1 de la Convención de

1951, similar en lo conceptual a 13 q~e figura en el Ss~~t~:~ de la Of:Cl~a

del ACNUR, es la siguience ~ "toda persona que, como r~s~l:ado de

acontecimiento~ ocurridos antes del : de enero de 1951 y de~i¿o a fundados

temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad,

pertenencia a determinado grupo so.~ial ~ opiniones políticas, se encuentre

fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no

quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de

nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del

país donde antes tuviera su residenci3 ~a~itual, no pueda o, a causa de dichos

~emores, no quiera regresar a él n
• Es~a ?arte de la definción contenida en la

letra A es generalmente llamada "cláusula de inclusión" y se complementa con

las -cláusulas de cesación- y -de exclusión".

36. El elemento fundamental de esta definición se encuentra en el concepto

"temor fundado de persecución" por ~na o más~e las causas establecidas por la

Convenci6n, -raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo

social u opiniones políticas n
•

37. El concepto de temor implica la existencia de un elemento subjetivo que

deberá ser evaluado en la persona que solicita ser reconocida como refugiado •.
A él la definición le agrega el calificativo de "fundado", es decir, lo

refiere a una situación objetiva. Es así que la definición establece dos

elementos, uno subjetivo y otro objetivo~ ambos deberán ser tomados en cuenta

para la determinación de la condición de refugiado. iQ/

38. En el análisis del elemento subjeti?o (el temor), la biografía y

personalidad del solicitante deberán ser tenidas en cuenta con vistas a

determinar el grado de credibilidad de sus declaraciones. Es decir, se

recabarán todas las informaciones necesarias que puedan servir para indicar

que el motivo predominante de su solicitud es -el temor de persecución".



39. La situación existente en el país de erigen del solicitante es un

ele..nto importante que ayudará a establecer en medida razonable si la

permanencia en el país de origen se había tornado intolerable y si sdría

igualmente intolerable regrc~ar a él. Asimismo, las leyes imperantes y en

particul~r su modo de aplicación son elementos pertinentes para el análisis

del elemento objetivo y en la apreciación de cada solicitud. No obstante,

cada caso debe examinarse según sus propios ~éritos.

40. La definición se refiere a un ·temor fundado de persec~ción-. A pesar

de no existir una definición unificada de ·persecución· se puede decir que

toda violaci6n a los derechos humanos, en especial la amenaza contra la vida y

la libertad de una persona por motivos de raza, religión, opinión política,

nacionalidad o pertenencia a un determinado grupo social constituye

persecución. Si bien ésta no es una enumeración exhaustiva, la evaluación de

la ·persecución- dependerá de un conjunto de circunstancias de caracter social

y político del caso de que se trate.

41. En el examen del concepto Rtemor fundado de persecución- referido en la

definición se debe tener en cuenta que el refugiado es una víctima o una

posible víctima de injusticia y no un fugitivo de la justicia. La persecución

que conlleva la determinación de la condición de refugiado no debe confundirse

con la sanción o castigo aplicable a un delito de derecho·común. La

distinción no es siempre clara, pues si bien una persona culpable de un delito

de derecho común no es normalmente considerada un refugiado, puede llegar a

serlo en caso de tener además -temores fundados de persecución- por los

motivos enumerados en la definición (raza, religi6n, nacionalidad, pertenencia

a un grupo social u opiniones políticas). No obstante, quedará aún por

examinar si la gravedad del delito cometido no i~plicará la aplicación de las

cláusulas de exclusi6n.

- ¿Quiénes no son refuaiados?

42. On examen de los grupos de personas no previstas en la definición de los

instrumentos internacionales ayudará a precisar el concepto ~ (a) las personas

que poseen dos o más nacionalidades; (b) migrantes económicos, víctimas de

catástrofes naturales y extranjeros por conveniencia propia; (c) víctimas de



violaciones de derechos humanos o desastres causados por el hombre, mientras

se encuentren en su país de origen; (d) refugiados susceptibles de aplicación

de las cláusulas de cesación; (e) personas susceptibles de aplicación de las

cláusulas de exclusi6n.

<a) Las personas que poseen dos o más nacionalidades~

~3. Las personas que gozan de dos o más nacionalidades no son considerados

como refugiados, a menos que puedan demostrar que es fundado su temor de

persecución con respecto a todos los países de las que son naciona~es y que

por consiguiente no pueden acogerse a la protección nacional de n~nguno de

ellos (Convención de 1951, artículo 1, párrafo 2 del segundo apartado de la

Sección A) •

(b) Migrantes económicos, víctimas de desastres naturales y

extranjeros oorconveniencia oersonal:

44. Las migraciones internacionales por razones económicas y de búsqueda de

mejores condiciones de trabajo son producto de agudas situaciones sociales y

conllevan desarraigo y sufrimiento. Sin embargo, los migrances económicos y

todo otro extranjero que no pueda fundar su temor de persecución de acuerdo a

las razones enumeradas en la definición no son refugiados puesto que guede

afirmarse que gozan de la protección de su país de origen. Lo ~ismo puede

decirse de las ví~timas de desastres naturales. No existe pues un ·refugiado

econ6mico·, término que suele usar la opini6n p~íblica.

45. Sin embargo, en algunos casos la distinción entre migrantes económicos y

refugiados es imprecisa pues detrás de medidas económicas que afectan los

medios de vida de una persona pueden ocultarse intenciones o propósitos de

orden racial, religioso o político dirigidos contra un grupo deter~inado. El

análisis de cada caso permitirá establecer si se trata de un refugiado o un

migrante económico.

46. Excepcionalmente puede suceder que una persona abandone su país motivado

por razones de índole estrictamente personal, pero que debido a

acontecimientos registrados durante su ausencia en su país de origen como por

ejemplo un cambio institucional por un golpe de estado, o como resultado de su



propia actividad por ejemplo declaraciones políticas, etc., se aduene de ella

un temor fundado. Merece ser tenido en cuenta en este sentido, que la

definición d~ refugiado vincula el temor fundado de persecuci6n a las

dificultades que la persona tiene de regresar a su país y no, a los motivos

que la impulsaron a salir del mismo. Las personas que se encuentran en estas

circuntancias son llamadas por la doctrina refugiados sur place.

(e) Víctimas de violaciones de derechos humanos o de desastres causados nor

el hombre, que se encuentran en su país de' origen

47. En el estado actual del derecho internacional no hay excepciones a la

regla de que la ~ersona debe encontrarse fuera del país de origen. La

protección internacional no puede actuar en tanto que la persona se encuentre

bajo la jurisdicción de su país de origen.

48. Tres situaciones particulares que imponen desplazamientos a personas por

razones similares a la de los refugiados, requieren frecu:ntemente la

intervención del ACNUR~

(i) desplazados internos por razones de violencia generali~ada o

graves distur~ios del orden público. Frecuentemente son llamados

también Mrefugiados· por la opini6n pública. En tanto que no

crucen las fronteras de su país no pueden beneficiarse de la

protección internacional~

(ii) los asilados diplomáticos. La instituci6n del asilo diplomático,

contribuci6n tan significativa de América Latina en materia de

protecci6n de los derechos humanos, no está prevista en principio

en la protección internacional de refugiados. El antiguo

concepto, basado en la ·ficci6n de extraterritorialidad de los

recintos diplomáticos·, ha sido substituido por el de la

"inmunida¿ da jüri~jicción" ilj. Por lo L~nto, no puede ~~i:~~rse

que el individuo se encuentre fuera de su país. Se trata, no

obstante, de una situación colidante a la de un refugiado por lo

que el autor se pregunta si no sería deseable, por razones

humanitarias, una tendencia más amplia que permita la actuación de



órganos int.ernacionales. Nos referimos aquí a los nacionales q~e

solicitan refugio en legaciones acreditadas e~ su propio país.

Una situación diferente es la de los extranjeros que por

circunstancias acaecidas en el país de primer asilo solicitan

asilo diplomático para poder salir a un tercer país, en este caso,

es evidente que estas personas pueden se: ~e~ecedoras de la

protección internacional. Es interesante recordar, en este

sentido, que luego de los acontecimientos acaecidos en C~ile en

1973, se habilitaron refugios especiales f~era de recintos

diplomáticos para los latinoamericanos en ~usca de prot~cción

internacional, a ellos, el gobierno chileno les otorgó

inviolabilidad;

(iii) personas que busca~ asilo, cero Que no ha:1 traspuesto ~a frontera

de su país. Las crónicas periodísticas registran a menudo hechos

dramáticcs en los que queda exluida la protecciór. internacional

por escasa distancia de una frontera.

~9. En toda esta materia el elemento fundamental es el debido respeto a la

soberanía de los Estados sobre su territorio. Como en otras cuestiones,

relativas a los derechos humanos, existe una tensión con otros principios

fundamentales de la comunidad internacional que anticipa posibilidades de

evoluci6n.

(d) Refugiados susceoti~les de aplicación de cláusulas de cesaci6n

50. En los instrl~entos internacionales figuran cláusulas de cesaci6n en las

que se estipulan las circunstancias y las condicione~ por las que un refugiado

deja de tener la calidad de tal y ya no se justifica la protección

internacional.

51. ~ 1~5 Fi=~!:j3 1) a ó) de la Secci6n ~C) deJ articulO 1 de la

Convención de 1951 (en relación con el segundo párrafo de la Sección (Al del

Estatuto del ACNUR) se enumeran las cláusulas de cesación en los términos

siguientes :



·C. En los casos que se enumeran a continuaci6n, esta Convenci6n
cesará de ser aplicable a toda persona comprendida en las
disposiciones de la sección A precedente :

1) S1 se ha acogido de nuevo, voluntariamente, a la protecci6n
del país de su naciona1idad~ o

2) Si, habiendo perdido su nacionalidad, la ha recobrado
voluntariamente; o

3) Si ha adquirido una nueva nacionalidad y disfruta de la
proteeei6n del país de su nueva nacionalidad) o

4) Si voluntariamente se ha establecido de nuevo en el país que
había abandonado o fuera del cual había permanecido por temor a
ser pers~uida; o

S) Si, por haber desaparecido las cir.cunstancias en virtud de
las cuales fue reconocida como refugiada, no puede continuar
negándose a acogerse a la protección de su país de naciona1idad~

Queda entendido, sin embargo, que las disposiciones del
presente párrafo no se aplicarán a los refugiados comprendidos en
81 Fárrafo 1 de la sección A del presente artículo que puedan
invocar r para negarse a acogerse a la protecci6n del país de su
nactona1idad~ condiciones imperiosas derivadas de persecuciones
anteriores)

6) Si se trata de una persona que no tiene nacionalidad y, por
haber desaparecido las circunstancias en vi~tud de las cualed fue
reconocida como refugiada, está en ~ondiciones de regresar al país
donde antes tenía su residencia habitual~

Queda entendido, sin embargo, que l~s disposiciones del
presente párrafo no se aplicarán a los refugiados comprendidos en
el párrafo 1 de la secci6n A del presente artículo que puedan
invocar, para negarse a acogerse a la protección del país donde
tenían su residencia habitual, razones imperiosas derivadas de
persecuciones anteriores.-

52. se advertirá que de las seis cláusulas de cesaci6n, las cuatro primeras

80ft con.ecuencia de un cambio en la situación del refugiado originado por el

mismo, en tanto que las dos últimas cláusulas se basan en la idea de que la

protección ya no se justifica, sea por razón de cambios registrados en el país

donde te8Ía ser P4rseguido, o porque han desaparecido los motivos que tenía

pera acogerse del estatuto de refugiado.

53. ~ igual que las cláusulas de exclusi6n y en virtud de la necesidad de

proporcionar una seguridad jurídica al refugiado, estas cláusulas deben ser

aplicadas de -.nera restrictiva y su enunciación debe considerarse como



exhaustiva. NO se podrá hacer cesar la condición de un refugiado por razones

otras que las enumeradas en los instrumentos internacionales. Es ésta otra

diferencia con respecto al régimen tradicional de asilo, que puede cesar por

ej..plo por violación de disposiciones de derecho interno. Se notará que, en

tale. circunstancias, el ':efugiado podrá perder el asi1.o, pero mantedrá su

caricter de refugiado 'j, pv" consiguiente, seguirá beneficiándose por lo

llenos, del derecho de no devolución a su país de origen.

54. Debe distinguirse la cesación de la condición de ref~giado de la

revocación del reconocimiento. La revocación nc está prevista explícitamente

en los instrumentos internacionales. Deriva de la aplicación de principios

fundamentales de derecho. Cabría una ~evocación del reconocimiento de la .

condición de refugiado cuando salgan a luz circuntancias que indiquen que una

persona no hubiera debido ser reconocida como refugiado si se hubieran

conocido tales circunstancias en el momento de la decisión.

(e)

ss.

Personas susceDtibles de aolicación de las cláusulas de exclusi6n :.

En estos casos, la persona queda excluida de los beneficios de los

instrumentos internacionales a pesar de que haya reunido los criterios de las

cláusulas de inclusión.

56. En las cláusulas de exclusión que figuran en lá Convención se prevéen

tre. tipo. diferentes de personas: los dos primeros (enumerados

re.pectivamente en las Secciones (O) y (E) del artículo 1 de la Convención de

1951) e.tán en estrecha relación con situaciones históricas de otras re9!ones

y sin aplicación práctica en América Latina:

(i) personas que ya reciben protección o asistencia de las Naciones Unidas
(artículo 1, apartado D). ~/

(li) personas a las que no se considera necesitadas de protección
internacional, ,-Esta Convenci6n no será aplicable a l~~ personas a qui@n9s
las autoridades competentes del país donde hayan fijado su residencia
reeonoacan los derechos y obliqaciones inherentes a la posesión de la
nacionalidad de tal país· (artículo 1, a,~rtado E). Está cláusula es de
aplicaci6n poco frecuente. 43/

(ii1) Personas a las que no se considera merecedoras de- la protección
internacional. Pigura en la secci6n (F) del artículo 1 de la Convención de
1951, que retoma con texto más claro las disposiciones del artículo 7 del
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Estatuto del ACNUR. OOs de ellas, los delitos de guerra y los actos
contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones Unidas, se
explican en el contexto de la postguerra. Las finalidades y principios de las
Nac1.ones oniJas constan en el preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la Carta
de las NaciJnes Unidas, en las que se detallan los principios fundamentales
que deben regir la conducta de sus miembros entre si y en relaci6n con la
comunidad internacional en general. Según la práctica observada por el ACNUR
en la aplicación de ~sta cláusula, para que se considere que un individuo ha
~tido un acto que transgrede tales principios tiene que haber ocupado
puestos de autoridad.

57. De mayvr interés práctico es la disposición de la Sección (F) b) del

artíc~lo 1 de la Convención de 1951 que excluye de la Convención a la persona

-que ha cometido un grave delito común, fuera del país de ref.~gio, antes de

ser admitida en él como refugiado·. 44/ Mediante esta cláusula de exclusi6n

la Convención establece una diferencia entre ~na persona que huye de su país,

vícti~a de injusticias, y que por lJ tanto puede acogerse a la protección

humanitaria, y otra que, por haber cometido delitos de orden común, huye de su

país para eludir la justicia. Se procura de esta manera, proteger la nueva

comunidad de la amenaza q~e significa la admisión de un delincuente.

58. Se ha de notar que la Convención coloca comc) condiciones para la

aplicación de esta cláusula de exclusión, a) que (!l crimen sea de naturaleza

grave, y b) que se haya cometldo fuera del país die asilo y con anterioridad ~

que la persona haya sido admitida en él.

59. La naturaleza grave del deli to queda librad,! a la apreciación del órgano

calificante. A este respecto, sobre la base de los criterios general3ente

aplicados por diversos países, el AC~UR entiende que debe tratarse de una

infracción castigada con penas muy graves. Se advertirá pues que se trata de

una apreciación sumamente delicada en la que rige el principio de la

presunci6n de la inocencia del derecho penal. Los problemas que conlleva la

aplicación de esta cláusula son aún más delicados en los casos de delitos

comunes cometidos con finalidades pjlíticas. Según la cáctica observada por

el ACNUR en la aplicación de esta cláusula, para determinar si un delito es

común o~ por ~l C?~~rario, político, debe tenerse en cuer.ta 3r.te toCO su

naturaleza y su finalidad, es decir, si se ha cometido por verdaderos motivos
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políticos y no simplemente por motivos personales o con ánimo de lucro. Debe

haber asimi~mo un nexo causal estrecho y directo entre el delito ~ometido y la

finalidad política invocada. ~emás, el aspecto político del delito debe

predominar sobre su carácter de delito de derecho común. NO es así cuando l(le

actos cometidos no guardan proporción con el objeti~o invocado.

60. La condición ?ara la aplicación de esta cláusula e5 que el delieo hAya

sido cometido fuera del país de refugio y con anterLoridad a la admislón de la

persona. Los delitos cometidos por un refugiado en el país de asilo no son'

causa de su exclusión del mismo de la condición de refugiado, sino que qued3n

sometidos a la justicia del país de asilo.

- La ampliación de la de:iníción de ref¡'qiado

61. La definición que hemos estado examinando se formuló en circunstancias

particulares relacionadas principalmente con acontecimientos en Europa. Sin

embargo, la amplitud, el nivel de la abstracción y la profundidad de los

el...ntos que incluye le dieron flexibilidad para su ,aplicación a refugiados

procedentes de otra3 continentes. Prueba de ello es su pertinencia para

numerosos casos de personas oriundas de América Latina. Esta definición

elaborada hace ya más de tres décadas, tiene actualidad aplicándose a las más

diversas situaciones de extranjeros car'entes de protección.

62. Sin embargo, el derecho internacional debe actualmente tener en cuenta

nuevos fenómenos o~iginados por situaciones de yiolenci~ o alteración del

orden social que son causa de desplazamiento3, generalmente masivos de

poblaci6n~ Precursores en la codificación de la mate!t'ia son los Est.a~~s

Africanos que aprobaron una Convención regional en la que figura una

~rtante ampliación de la definición de refugiado. Tras reiterar la

definición general de refugiado de la CIJnvenci6n de 1951 en el segundo

apartado 0.1 artículo 1 de la Convención de la Organización de la unidad

Africana del 10 de sep~iembre de 1969, <¡ue r19~ _~s aspectos específico~ del

probleaa de refugiados de Africa, establece que :
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-El téraino -refugiado· se aplicará también a toda persona que, a
CAusa de una a'lcesión, una ocupación o una dOlftinaciór¡ extranjera, o
.contec~ientos que perturben gravemente el orden público en una parte o
en la totalidad de su país de or.igen, o del país de su nacionalidad,
••t6 obligada a abandonar su residencia habitual para buscar refugio en
otro lugar fuera de su país de origen o del país de su nacionalidad.- ~

63. 11 n~evo concepto incluido en la definici6n de la O.U.A. tiene en cuenta

81tuacion•• objetivas en el país de origen de la persona. Se trata de

circunstancias excepcionales de violencia que afectan a toda la población, o a

partA de ella, causada por la acción humana, sin ·.¡ue se requiera un elelHnto

de persecuci6n individualizado. POr supuesto, esas situaciones tienen que

tener un ori94n político o institucional y colocar .en grave peligro el orden

público en una zona determinada o en I:odo un territ(:)rio. La vida cotidiA&~a de

la población en tales circunstancias se torna insopc)rtable y mal puede

hablarse entonces de protección cbjetiva del Estado a sus nacionales.

64. Debe &~ertirse que, salvo en Africa, no han habido modificaciones

eonvencionales de la definición. Sin embargo es muy importante subrayar que

la. , ..olucion•• de la ASamblea General de Naciones Unidas concernientes al

aandato del Alto Comisionado lo han eJetendido para incluir no sólo a los

ref\19iac50a ;~:r:!eto sensu, sino también a personas desplazadas en situaciones

siai1&r•• a los refugiados.

6S. En loa otros países y continentes no abarcados por la Convención

africana, todavía no se utiliza un vocablo único para definir esta nueva

situaci6n. Bl término IIrefugiado· se usa 9~neralmel'lte por extensi6n siguiendo

el ej.-plo africano, otros prefieren distinguir estas nuevas situaciones

-.diute el téraino -desplazados en circuntancias s:Lmilare. a loa refugiacS08-.

's. !apero, la. diferencias con el refugiado clásico, no son únicamente

._nticaa. COm belIOS visto en el ~lpítulo sobre ¡llilo, generallllente laa

poblaciones eS••plazadas -al lIen08 es nuestra expericmc:ia en Amérie:a Ccntral­

proca4en eSe loa sectores más indigenttts de la pobla<:ión, que suman su pobreza

a las 1Ds~ficiecci.. del desarrollo económico de las zonas que le dan refugio.

ori9inando prObl.... aociales que sólc) la generosidad humanitaria del país de

asilo y l. 80lidAridad internacional pueden ayudar a resolver.
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67. La irrupción brutal del problema de estos refugiados de nuevo cuno, con

la consiguiente atención que suscitó en la opinión pública, sorprendió

prematuramente la tímida aceptación del' término -refugiado-. Para algunos en

América Latina, actualment~. esta palabra se refiere a las nuevas situaciones,

en tanto que los anteriores s:.gu~n calificándose con el tradicional y más

elitista t'rmino de -asilado".

Análisis comDaratiqo de la definición de refugiado según los

instrumentos internacionales sobre los refugiados y la

definición de asilado según el Derecho Interamericano sobre el

Asilo Territorial

68. No hay una única definición de "asilado" según el derecho

interamericano. La más reciente es la de la Convención sobre Asilo

Territorial de Caracas de 1954, que en su artículo II considera beneficiarios

de la misma a "las personas que ingresan con procedencia de un Estado en donde

sean perseguidos por su creencias, opiniones o afiliación política o por actos

que puedan ser considerados como delitos políticos.

69. 5efta!a Gros Espiell en su seftera contribuci6n al estudio comparativo de

ambos sistemas que -En el derecho internacional americano el concepto de

refugiado, astablecido por las convenciones americanas o por otros tratados

latinoamericanos al respecto, es el mismo que el de asilado territorial. En

cambio, este concepto no coincide totalmente, aunque t,enga elementos análogos,

con el refugiado según la Convención de 1951". ~

70. En el mismo sentido Jorge Salvador Lara sostiene que -No obstante la

siailitud conceptual de las expresiones -asilado territorial" predominante ~n

el sistema interamericano, y "refugiado· que prevalece en el sistema mundial,

hay ..tices po~ los cuales la definición q~e en las Naciones Unidas se ha ido

elaborando, no sólo es más amplia sino té¡mbién más precisa que la

inter...ricana, por lo que quizás cumple de mejo~ :o¿o el pr?pó~ito

hu.anitario con que se ha procurado elaborar esa definici6n: hacer posible

el derecho de asilo territorial·. !11



71. Desde un punto de vista teórico observamos dos diferencias básicas: (a)

El elemento central de la definición de refugiado es el "temor fundado de

persecución- que se presta a una interpretaci6n más amplia y flexible que la

-persecucción efectiva" que sustancialmente pareciera surgir de los textos y

la práctica interamericanos. (b) En el sistema internacional se incluyen

otras causas además de la persecución política, tal corno raza, religión o

pertenencia a un determinado grupo social.

72. De acuerdo a ésto la gran mayoría de los casos un -asilado· reúne todos

los elementos para ser considerado como "refugiado·, en tanto que lo inverso

es menos habitual. !!I

73. Creemos que más importante que las diferencias provenientes de la

ex_gesis de los textos, son las que han surgido históricamente de sus

aplicaciones. En efecto, como afirmamos a lo largo de este trabajo, la

definición de refugiado pudo en su aplicación salvar el confinamiento de ~u

origen geográfico e histórico. No parece haber ocurrido lo mismo con su

análoga de -asilado". Es posible que mediante una interpretación liberal de

los instrumentos interamericanos del asilo territorial se hubiera podido

ampliar el número de beneficiarios a nuevas situaciones.

B. La Determinación Formal de la Condición de Refugiado

- Organos comoetentes

74. se denomina -determinación- al acto por el cual el órgano competente

examina las condiciones particulares de un individuo que afirma ser refugiado,

con el fin de establecer si posee tal condición. Se trata de un acto

jurídicamente sumamente delicado, cargado de gran responsibilidad humanitaria

por su incidencia en el destino del solicitante. Existen criterios elaborados

por el ACNOR sobre la base de la jurisprudencia de diversos países y la

práctica del ACNOR pn la materia.

75. ¿CUál es la autoridad competente para establecer la condición de

refugiado? En los paises contractantes de la Convención de 1951 y del

ProbocOlo de 1967 esta función es ej(~rcida por el órgano que el Estado

respectivo decida. Los refugiados reconocidos en tales casos se denominan



-refugiados de la Convención ft y gozan del régimen previsto en la misma. A tal

efecto, los estados contratantes generalmente dictan normas de derecho interno

para reglamentar el procedimiento a seguir y establecer el órgano competente

que v4cia de país en país. Frecuentemente se solicita a la Oficina respectiva

del ACNOR que participe, a veces en carácter de observador, proporcionando su

cpinión sobre el caso en cuestión. Esta tarea encuentra su funda~ento en el

artículo 3S de la Convenci6n d~ 1951 que le confiere al ACNUR la función de

·vigilar la aplicación de las disposiciones de esta Convención·.

76. En los países que no son parte de la Convención de 1951 y el Protocolo

de 1967, o cuando se trate de refugiados no eúropec~ si el país en euestion se

hubiera adherido con la reserva geográfica, corresportderá entonces al ACYUR,

en virtud de su mandato~ de examinar la petic\ón. Las personas así

reconocidas se llaman corrientemente ftrefugiados bajo mandato·. ~/

Obviamente estas personas no gozan del régimen previsto por la Convenci6n de

1951 y el Protocolo de 1967. No obstante, no están desamparados.

Generalmente los países de refugio les conceden, por razones humanitarias,

permisos de estadía y el régimen mínimo aplicable a ciertas categorías de

extranjeros. Por supuesto que se les aplican los principios generales de los

derechos humanos fundamentales y son beneficiarios de la· protección

internacional tales como la no devolución al país de origen, la unidad de la

familia, etc. y son beneficiarios de la asistencia otorgada por el ACNUR en
~

caso de ser necesario.

- Naturaleza jurídica del reconocimiento de la condición de

refugiado

77. En la práctica, mediante el mismo acto que reconoce la condición de

refugiado se otorga el asilo. Se trata pues de un acto que tiene dos fines

concretos, los que, aunque íntimamente ligados, son de naturaleza jurídica

diferente. Así es que se ·reconoce- la condición de refugiado y se ·concede­

el asilo. La condición de refugiado pre-existe a la deter~inaci6n formal del

mismo por la autoridad competente, por ello su reconocimiento es de carácter

declarativo y no constitutivo. Sostiene Paul weis que la decisión que

reconoce la condición de refugiado ftconstituye simplemente un reconocimiento

oficial del hecho que el interesado reúne las condiciones requiridas para

gozar del estatuto de refugiado ft • 50/
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78. Esta distinción es muy importante en la práctica. La experiencia

muestra que, en numerosos casos, muchas personas que califican para la

condición de refugiados, se integran en países de refugio por vías migratori~s

establecidas para los extranjeros en general, o permaneen en situación

irregular, sin prevalecerse de la ~ondición de refugiado y, por consiguiente,

sin solicitar asilo. il/ Volviendo al carácter declarativo de la

determinación forMal, interesa destacar con relaci6n a este hecho, que un

refugiado no reconocido se hará merecedor de algunas medidas de protección

internacional si surgieran circunstancias que lo exigieran, como por ojemplo,

una posibilidad de devolución forzada a un país donde puede temer

persecución. En estos casos, a su pedido, o al de la autoridad del país en

que se encuentra , el A~UR acostumbra emitir su opinión a fin de determinar

su condición de refugiado -a posteriori 8
• Es más, en ciertos casos extremos

que conllevan riesgos para la vida o integridad fisic~ de individuos (como por

ejemplo la posibilidad de ·refoulement-), el ACNUR suele interceder en fa"or

de personas no reconocidas formal~ente como refugiados, si en base a la

información disponible existen elementos que puedan permitir consieecarlA como

8r~fu91ado prima facie-. Por supuesto, tal determinación y las acciones

posteriores quedan supeditadas al examen exhaustivo de los méritos del caao

apenas se pueda proceder a realizarlo.

79. ena vez que se ha establecido la condición de r~fugiado, ésta mantiene

su carácte~ inalterable a menos que intervengan circunstancias que den lugar a

la aplicación de las clausulas de cesación o de exclusión, o que sean

descubiertas nuevas informaciones que conduzcan a la revocación de la

condición de refugiado. Examinando la cuestión de las consecuencias

extraterritoriales de la determinaci6n de la condición de refugiado, el Comité

Ej~utivo del Programa del ACNOR reconoció 81a conveniencia de que una vez que

un Estado contratante hubiera determinado la condición de refugiado, la

mantuviera sin interrupciones-o Consideró también que ·el prop6sito misao de

la Conve~ci6n de 1951 y del Protocolo de 1967 implicaba que la condición de

retu9iA~O d~terMi~~~ ?c: wn =3caóo e Jntratant~ fu~:~ :e=cnoci~~ taabi~n por

108 de~s Estados COntratantes 8• Por consiguiente, reconoció que ·un Estado

Contratante podía cuestionar la condición de refugiado determinada pn otro
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!atado Contratante únicamente en casos excepcionales en que f~era evidente que

la persona no cumplía con los requisitos de la Convención, es decir, si se

lleqara a .aber que las declaraciones formuladas inicialmente habían sido

fraudulentas o se demostrara que se aplicaba a la persona interesada una

disposición de cesación o exclusión de la Convención de 1951-. 52/

- Procedimiento para la determinación formal

80. Los procedimientos en países que se han adhe~ido a la Convención de 1951

y al Pro~lo de 1967 varian. Frecuentemente son parte de reglamentaciones

más amplias sobre el asilo. Algunos de ellos todavía no lo han reglamentado

an foe-a específica. En este sentido, es valioso hacer referencia a

conclusiones sobre la protección internacional de refugiados aprobada en 1977

por el ca.ité Ejecutivo del Progr3.ma del ACNUR por recomendación del

Sul>-<:oaité plenario sobre protección internacional, que tocan especíticamente

•• ta ..ter!a. 53/ En ellas se expresa la esperanza de que ·~odos los .stados

parte en la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 que todavía no lo

bubie••n hecho tomasen medidas para establecer esos procedi2ientos en un

futuro pcóximo y examinasen favorablemente la posibilidad de que el ACNOR

participa•• de tales procedimientos en la forma apropiada-. Las conclusiones

naQeft también recomendaciones detalladas sobre los requisitos a los cuales lo.

proeedimientos debieran ajustarse.

- Determinación individual y determinaci6n de grupos

81. Loo co-entarios basta aquí formulados son de aplicación directa en loa

CABOS de aolicitud•• individuales de reconocimiento de la condici6n de

refu9iado. En Aaérica Latina a partir de fines de la décaca del setenta, se

ban obaervado situaciones de desplazamientos masivos de personas que huyen de

au peta de origen, en esos casos es prácticamente imposible proceder a la

deterainaci6n individual de la condición de refugiado.

82. se procede entonces a un examen general de las razones que impulsan al

grupo en au conjunto a abandonar el país. Si se constatara que pueden

prevalecer en el grupo razones que justifiquen temores de persecuci6n por
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cauaaa de naturaleza política o racial, o de cualquier otro de los supuestos

ya estudiados, se reconocerá el caracter de refugiado en forma colectiva. Los

inteqrantes serán considerados orima facie como refugiados, a menos que pruebe

lo contrario.

111. LA APLlCACION DEL DERECHO INTERSACIONAL DE REFUGI~DOS ES ~~RICA LATINA

LOs Movimientos de Refuqiados en ~~érica Latina ~

Referencias Históricas

83. Los acontecimientos políticos en países latinoamericanos ocasionaron

frecuentemente, desplazamientos humanos hacia otros ?aíses. Sin embargo,

hasta hace relativamente poco tiempo, estos problemas pudieron ser resueltos

den tro del raarco es tr ictament.e reg ional gr ac ias a la tradición de asilo 'f a la

normativa que se elaboró sobre la materia.

84. América Latina, en c3mbio, fue tierra de asilo para contingentes

importantes de refugiados oriundos del Viejo Continente. Los republicanos

espaftoles fueron recibidos generosamente en varios países de América Latina.

Posteriormente, varios países latinoélmericanos ofrE!cieron asilo a cerca de

200,000 refugiados de or1gen europeo, desplazados de sus países como

consecuencia de la segunda Guerra ~undial o de las transformaciones políticas

que le siguieron en varios países europeos. La mayor ía de ellos se integró a

sus países de asilo gracias a la amplitud y generosidad de la política

aigratori.: de estos países, sin que se suscitaran mayores problemas de

protección. La cooperaci6n con los gobiernos respectivos de Amér iea La t.1:-4

para la asistencia a refugiados europeos fue la razón de ser del ACNUR en

Atlérica Latina en sus primeros al'ios de existencia Em este continente.

85. En 1911, a petición del Gobierno de Chile y principalmente como

cons.cuencia de los aconteci~iento5 en Bolivia, se requirieron los servicios

del ACNUR para pr.star ayuda matecidi d c~iugiacos ce origen lati~c~~~icano.

Con posterioridad a los aeontecimientos de Chile en 1973 y los que le

sucedieron en otros países del Cono Sud, el ACNUR se vió confrontado a

ingentes tareas de protección y asistencia, a través de su entonces Oficina

Regional para América Latina con sede en Buenos Aires. El ACNUR cooperó, ero
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l.4tinoa",,ecicanos q'Je :;e ~ 1"':011':[ Jt'an ~n _.~ ¡ ~t: ',:can,lc "it' req¡stro ~. -:3malO

inst.itu~lonal. ll, ..\sí. )d)C .~. hl3P:"":.,:,' Je~ :\C.'lLt;, J~IOS '"OOC re~uglados

latinoamericanos abandon.I:~n :~t:e ~nn Jest¡nc .3 ~J pai5es extcan 1 eros. El

ACNUR cooperó igualmente '~f1 L~ ?(JteCCl\Jfl :' 3s1stL'nl.."1i:: de :¿f.Jg14dos cnil.enol

que salieron haCla países li~ítrofes, par~ic.Jlarme'te ?erj y Argent~na.

Intervino tamtnén en f3V')f de r':'tügi3do,: u: Jy ..;ai'o~ ~ue bUSC3ro~ .ssilc en la

Argentina. Más tarde el \OlCR 5E.' ~C"-lpé t.3:n r l¿n d.. :-ef.;gué-'s Hgent::1os,

bollvianos y paraguayos \=,,1 [ ":'l~~r:ned10 I~e 5...:5 .)1:;,"1:'1.15 e'.:':'':r:)s pl\ises. 55/

86. Los =erugiados de es::e ?er:.:>do ~r.:>...:edlan en;_ ~: 1:1 ~d'!ccí3 de $ectores

Jr:>an05. incluyendo una Quen,) p=J~orc':'órl d~ J.rig'>'1::es ?O:'i~lCOS y 5~ndic31es,

profesionales e intelectuales. La oplnlón pÚ~11C3 Jlf c~~~:a en aquel

entonces de diversos incldentes en C1ertos ?dlses que ate,taban contra la

vida, la l~bertad y la integr;jdd fisic~ de :e~~g13dos. ~ :area de

protección del ACNOR fUe ;UMa~ente dellcada dado que, e, más de una ocasión,

rozaba aspectos que eran conslderados por las dutorldades del país de

recepción como relativos a la segurijad nacional. ?ara poder superar estos

graves problemas se recur:ió a 13 medida ext:ema del reasenta~i.nto de

numerosos refugiados en ter=eros ?d13eS, especialmente en Europa. que

respondió con la generosljad con q~¿ Arné:ica Latina haoía :ecibido

anteriormente personas procedentes del VleJo Contlnente.

87. sacia fines de la déc~da del setenta, los problemas de refugiados se

hacen us agudos en A"l1érica Cen~ral t.rasladándose allí el cent.ro de atención

del ACNOR. En primer lug3:, alg~nos g0biernos centroamericanos recurrieron al

ACNUR para cooperar en la asistencia de refugiados de origen nicaragüense

(alrededor de 100,000) que ~abían abandonado su país entre 1976 y 1979. Tras

la caída del ré~ imen de S0moz a I e 1 Acru~ cooper6 en la repa te iac ión y

reintegraci6n de esos re~ugiados a su país de origen. Pero, la~~ntablementE,

los problemas en América Cent:al no terminaron con este acontecl:1\iento sino

que se han ido multi~l~~~~d~ c~~ el correr de los meses. El A~"R as~stla ~n

febrero de 1983 a 80,000 refugiados aproximadamente en países de América

Central y en Mexico. ~I Es i~portante se~alar las diferencias en la

com~ici6n social de estos nuevos g:upos de refugiados, los que aon en su

sayoría de origen campesi~o, que huyen de la violencia generali%~~a que

conmueve a sus países.
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-oVia1.:-.tot.de c.f\...~:.tdQl ~n e: ':"'ltlTl~nlf~.
•

:,.hl'l. u,"ce r:f:¡'lIOf q'~etid(' ,.".1.1'

de Refugiados

~ac:ione!l Unidas en 1950 y 1.1 adopC16n de la C=:wen~'lé;'\ ¿e :9:>1 soore ej.

estatuto de lo. refuCjiados, constltJyen. :atos ~;1 ~: ;esarro~lo del Oerechv

InternAcional de los Refu9iados.

90. se .ntiend., a la luz de la evolución se~dlada ar.terior~ente y 11

i2portancia de la tradic:6n latinodmeric.lna ?a~3 resolver los ?roolemas ~ue ae

pre••nu~n, que los países de ~_1lé'lC3 L.1t:':-:a '10 estJvieron en la pri:1lera

línea ~e tales desarrollos nor~ativos. 57! En efecto, pocos países de ~.rlc~

Latina acr.ditaron representantes d la ConferenCia de Plenipotenciarios J •.
Nacione. Unidas .obre el es:atuto de ref..Jqiados y 106 apátridas que sere"unl6

en Ginebra, en la Oficina euro~ea d~ ~aciones Unidas, del 2 al 25 de juli~ de

1951. La Convenci6n tUYO en cuenta fundamentalmente los problemas de

refugiados de postguerra en Europa. Esto se reflejó en una óe las discusivnes

... inter••ant•• y ~s laboriosas de la Conferencia de Plenipotenciarios ~u•

• e reti.r. al alcanc. de la definición de refu~iados. Como dice Paul wei •• ~

-opiniones diverCjentes tueron expresadas en los órganos que elaboraron la

Convenci6n y el Estatuto, esto es en la ,uamblea General de la OrganizaCh'l\ Je

las Nacione. Unidas, en el Consejo Económico y Social, y en el Co~ité ES~\'l~l

pera lo. Retugiados y los proble!tL1s C"~nexos, ~:¡ lo que se refiere al a:C.ln,·f"

de la detinici6ft. Los puntos de vista ce 10& re?resentantes que preconiJ.A~\.an

una definici6n a.-plta de alcance universal y aquellos representantes GU~

estaban a tavor d. una definición ~ás limitada que tuviera en cuenta

categoría. e.pecíticas, eran de naturaleza anta9ónica-. 58/ Esta di5cu.L~r,
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tuvo incidencia tanto en la naturaleza de la definición (concepto abst:acto

versus enumeración de grupos), como en la vigencia geográfica y temporal de la

Convención. El texto aprobado de la Convención enuncia una definición generai

de alcance universal, que ya hemos analizado, pero también abarca

explícitamente a las categorías de refugiados ya existentes. En lo que se

refiere al origen geográfico de los refugiados, la fórmula adoptada prevé que

los refugiados pueden provenir de "acontecimientos ocurridos en Europa"

(reserva geográfica) o "en Europa o en otro lugar". Los Estados deben

expresar el alcance geográfico que quieren darle a la Convención, en el

momento del depósito de los instrumentos de ratificación. La limitación mayor

ratione personae cle la Convención es el alcance temporal de los hechOS que

pueden dar lugar al temor fundado, dado que la Convención se refie~e a hec~os

ocurridos con anterioridad a 1951. Gracias a la aprobación de la ~amblea

General de Naciones Unidas del protocolo de 1967 que este lí~ite temporal pudo

ser obviado. Entre 1951 y 19ó7, surgieron nuevas situaciones de refugiados en

ot=as partes del mundo, particularmente en Africa, que hicieron aconsejable el

levantamiento del límite temporal.

91. Retomando el tema del desarrollo del derecho de refugiados en América

Latina, comprobamos que entre la adopción de la Convención de 1951 y la

adopción del Protocolo de 1967, poc~s paises se adhieren a la Convención pero,

generalmente con reservas geográficas, esto es, limitando su alcance

estrictamente a refugiados provenientes de Europa. ~/

92. NOs parece ilustrativo, a los fines de mostrar el relativo impacto de la

Convención de 1951 en los anos setenta en América Latina, destacar que la

SCgunda Conferencia Interamericana Extraordinaria que tuvo lugar en Río de

Janeiro en 1965 recomendó al Comité Jurídico Interamericano de la Organización

de los Estados Americanos la preparación de un proyecto de Convención sobre

refugiados, teniendo en cuenta -la existencia de problemas complejos que

exigen medidas rápidas y eficaces". 60/ El Comité Jurídico Interamericano

abocado al estudio de la cues~ión, reconoce en S~ informe que la Ccr.ve~cién de

1951 constituye ·un considerable adelanto en la materia-o Sin embargo, afir~a

que, ·debido a que su campo de acción está limitado en el espacio y en el
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tiempo, por las motivaciones fác:icas que condicionaron su adopción no es

posible extenderla sin las debidas adaptaciones al ámbito americano ••• • y

agrega que hasta el momento -sólo cinco países americanos han ratificado dicho

instrumento por lo cual sus normas no son a?lica~lcs en todos los del sistema

interamericano·. ~

93. La Ora. T. Maekelt senala que con posterioridad al ci~ado inforilie del

Comité Jurídico Interamericano -han ocurrido dos hechos de la mayor

i~portancia para el problema de ref~giados: la aprobación del ?rotocol~ ¿e

1967 que levanta la restricción temporal de 1951 para la a?licación de la

Convención, y la aprobación y entrada en vigencia de la Cor.venciÓn americana

sobre Derechos Humanos que incluye una disposición q~e "?roteJe ei cerecno de

asilo territorial como un derecho humano". ~/

94. En efecto, a la excepción de uno, todos los países de ~~érica Latina que

se habían adherido a la Convención, lo hicieron más tarde al Prot~colo.

Además, en los últimos anos se han registrado ~n número considerable de

adhesiones a los instrumentos internacionales sobre refugiados, o bien de

levantamiento de la restric~ión geográfica. 63/

95. Vemos pues que, a pesar áe una primera limitada y restrictiva aceptación

de estos instrumentos en los países de ~~érica Latina, existe hoy en día una

clara tendencia positiva hacia su incorporación normativa. En este momento

son siete los países latinoamericanos que todavía no se han adherido a los

instrumentos internacionales.

96. Situaciones similares se han dado en otras regiones del mundo,

particu1~rmente en Africa, en donde las disposiciones principales de la

COnvención de 1951 se han incorporado a un texto regional. La Convención de

1951 pues superó con el correr de los afias los límites de los hechos que la

condicionaron históricamente y se ha convertido ,en la Carta Magna universal

del derecho de los refugiados.



CONCLUSIONES

97. ~l Coloquio de México d~ 1921 ~U'/O ~: ~¿=~to de ~a~er e~ di3gnós~ico ce

los problemas jurídicos ~xistentes y de 9'o~J~e= ,ías de acc16n.

98. Creemos que las conc:u51ones y recomer.Jacior.~s ~~l :~~ado ~o:oquio son de

lectura obligatoria para la cons~jer)ción del tema qJe ~os oc~pa. !i!

99. A ~enos de dos a~os ¿e S~ c~:ebración co~pr~ba~os que ,arias

r~comendaciones del Coloquio est3n en vías de ejecución. Por eje~?lo, en

primer lugar, debemos se~alar la c:eci~nte cooperacié~ de :3 SEA con el ~lCR

en la investigación jurídica para la realizac:ón de ~n es~~d:o com?ara~o de

las normas internas de los estados de ~~éric3 La~i~a soore ~3::a¿os y

:efugiados, en relación con la ?roblemática ~~e ?lantea :a real:dad actual y

la aplicación de los instr~mentos internacionales sobre la ~ateri3. Se~a¡amos

también, a nivel de la ensenanza jurídica, ~~e e: Co~ité Jurídico

Interamericano ha incluído en la temática ce sus valiosos Curses de Derec~o

Internacional de Río de Janeiro, el Derecho de los ~efugiados. Otro hec~o

auspicioso es el interés de la ~omisión Interamericana de Derechos Humanos por

los problemas de los refugiados. $ODre la base ce este infor~e la reciente

Asamblea de la OEA, que tuvo luga= en Was~i~g:~n e~ noviembre de 1982,

consideró que era necesario tomar es?ecial~ente en consideración -la nueva

realidad que ha surgido en materia de personas desplazadas y de refugiados en

los últimos aftas·, y que -la OEA adopte rápidas ~edi¿as para aliviar la

situación de las personas desplazadas de sus hogares 1 sin posibilidad de

protección de gobierno alguno-o 651

100. QUeda un largo y arduo camino por recor=er para lograr la plena

vigencia del derecho de los refugiados, pero es grato comprobar algunos

avances. Las mayores dificultades proceden, como hemos visto a lo largo de

este trabajo, de las deficiencias del régimen jurídico existente habida cuenta

de loa ~ctuales problemas ?la~~~~dos ~or los d~~?l~zamient~~ ~~S~··~= ~~

refugiados. Estos problemas no son exclusivos de k~érica Latina. La c~estión

ha sido el objeto de resoluciones de la Asamblea General y la Comisión de

Derechos Humanos de las Naciones Unidas con el objeto de investigar sobre sus

caUDaa y atenuar este -colosal y cada vez más complejo problema-. 66/
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101. Huelga decir que las deficiencias jurídicas seftaladas resultan de

la complejidad de problemas económicos, sociales y políticos que tales

de.plazaaiento8 masivos plantean a los países de asilo. Forman en buena

..4ida parte de los problemas de desarrollo en cuya soluci6n ~arecería qae la

comunidad internacional registra más frustraciones que progresos.

102. Volviendo a la noción clásica de refugiado como extranjero carente

de protecci6n, será conveniente tomar conc:.encia del desamparo del nuevo cipo

de r.fugiado, el -despalzado masivo por causa de la violeneia y las

conmociones sociales-. Este nuevo tipo de refugiado participa generalmente 4e

la pobreza estructual de su medio de origen, a la que se suman el miedo, la

incertidumbre del desarraigo y, a veces, la amenaza, de incursiones armadas de

SUB perseguidores. Pensamos que mientras no se solucionen los dramas sociales

que ca~san estos desplazamientos, habrá que actuar sobre las consecuencias.

En ••te sentido, tenemos la convicción de que existe en los países de Am~rica

Latina una concienci~ de la responsabilidad moral de asistencia al

d••protegido, una solidaridad humanitaria básica que es, más que la normativa

eft vigencia, el resorte que, a nuestro juicio, impulsa a los países de

recepción a sobrellevar los problemas ori9inad~s por las afluencias en gran

.Icala de refugiados, y a buscar, con la cooperación internacional, lolucloftes

tal•• que permitan a los refugiados recobrar su dignidad. Quizás en •• to -'a

que en normativas jurídicas reside la tradición latinoamericana del asilo. A

.u ve: eata actitud humanitaria y solidaria debiera ser el motor del

perfeccionamiento del derecho existente para adecuarla a las nuevas

situaciones. No sería extrano, entonces, que tales circunstancias generen

nuevas contribuciones pioneras en AméJ~ica Latina a la comunidad internAcional

en ..teria de asilo y protección a refugiados.'
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ordenamiento gracias a la disposición del artículo 1 (A) 1) de la Convención
de 19S1~ éstos son los así llamados ·refugiados estatutarios·.



!2/ NO obstante, cuando exista cierto grado de incertidumbre en los hechos
relatados por el solicitante y en su credibilidad, se deberá tener en cuenta
que el principio del beneficio de la duda se aplicará en favor del solicitante.

~ll cf. Moreno Quintana, Lucio M., Derecho de asilo, Buenos Aires, 1952,
página 3.

!al En ~sta disposición se tienen en cuenta dos grupos de personas: a)
beneficiarios del Organismo de las Naciones Unidas par.a la Reconstrucción de
Corea, y b) los refugiados de origen palestino que reciben protección o
asistencia del Organismo de Obras Públicas y Socorro de las Naciones Unidas
para los refugiados de Palestina en el Cercano Oriente (OOPS). Con respecto a
estas personas, cabe senalar que el OOPS sólo actúa en algunas zonas
determinadas de Medio Oriente. Una persona de origen palestino en otros
paises fuera de la competencia del OOPS, podría ser beneficiario de la
protección internacional al igual que cualquier otro refugiado, siempre y
cuando, por supuesto, que no recaigan sobre ella cláusulas de cesación o de
exclusión.

431 Fue formulada teniendo en cuenta a los refugiados de origen alemán,
IIegados a la República Federal de Alemania, y a quienes se les reconocieron
los derechos y las obligaciones del nacional de este último país.

441 -Este derecho (el asilo) no podrá ser invocado contra una acción
judicial realmente originada por delitos comunes ••• R

, Resolución de la
Asamblea General de las Naciones Unidas No. 2l7A (III) del 10.12.48, art.14,
párrafo 2. Véase también Estatuto del ACNUR (Resolución 428 (V)), artículo 7,
párrafo d in fine.

~I Naciones Unidas, Recooilación de Tratados, No. 14691, entró en vigor el
20 de junio de 1974.

~ Qp.cit. supra nota 1, pág. 65.

!11 Qp.cit. supra nota 1" pág.10l.

!!I A menos que no reúnan todos los elementos de la cláusula de inclusi6n, o
que recai9a sobre ellos alguna de las cláusulas de cesación o de exclusi6n.

49/ Esta denominación se refiere exclusivamente a la fuente de la decisión y
ñO significa que los ·refugiados de la Convención R no sean también
beneficiarios de la protección del ACNUR.

~ Véase Weiss, Paul, op. cit. supra nota 32, pág 220.

i!I Aunque por tales motivos no existan estadísticas precisas. Según
diversas fuentes, es evidente que en América Latina el número de refU9iado&
-no reconocidos· (o ·ce h~cho·, s~gún al;~~~z auto:cs europeos) es
considerablemente mayor que el de aquellos que han sido identificados.

52/ Conclusión No.l2 (XXIX), ·Consecuencias extraterritoriales de la
determinación de la condición de refugiado·, op.cit. supra nota 9.
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53/ Conclusión No.8 'X~JII:}, "oetermi~ación de la condlción de refuglado",-op.cit. supra nota 9.

i!/ Deben destacarse las innovaciones ~n la práctica relativa al asilo
diplomático en América Latina que significó el reconocimiento ofi~ial ~e los
·centros de acogida y hospedaje-, -lugares en que se daba alojamiento y
asistenci« a los refugiados, donde estarían en segurldad", El A~tU~ e~ ~l

decenio de 1970, Ginebra, 1980, pág.48.

~ Numerosas otras personas, las cuales a pesar de no haber solicitado la
protección o asistencia del ACNUR hubieran podido calificar para la condición
de refugiado, se integraron durante esos anos en varios ?disas de ~érica

Latina, particularmente en México y Venezuela y también numerosos en Espana~

56/ A pesar de que no existan estadísticas la mencionada cif:a no representa- .
la totalidad de refugiados y personas desplazadas en el área cuyo número
estimado sería superior a 300,000. La mayoría de ellos se integra
espontáneamente en los países de refugio sin solicitar ayuda a gobiernos,
fundamentalemente debido a la generosidad de la población.

í1I Un representante de un país de América Latina dijo: "En América Latina,
el término -refugiado- fue solamer.ce usado para re!erirse a refugiados
provenientes de Europa) si había casos aislados de personas exiladas de países
latinoamericanos por razoneS políticas u otras, esos casos constituían una
excepción y el problema que presentaban no se podía comparar al problema
causado por la existencia del gran número de refugiados europeos. Más aún, la
legislación de los países latinoamericanos incluía provisiones que les
permitían resolver el problema.- (Fuente en versi6n inglesa. Traducción del
autor.) - Conference of Plenipotentiaries on the St~tus of Refugees and
5tateless Persons - Summary Record of the Sineteenth Meetin~ - NU Doc.
A/CONP.2/SRe19, 26 de noviembre de 1951, pág. 25.

~ (Traducción del autor) Weiss, paul, -Les conceptes de réfugié en droit
international-, Journal de droit international r Mo.4, 1960, pág. 928 a 1001.

W Entre 1951 y 1967 los países que ratificaron la Convenci6n de 1951
fueron por orden cronológico: Ecuador el 17 de agosto de 1955) Brasil el
16 de noviembre de 1960; Colombia ellO de octubre de 1961) Argentina
el 15 de noviembre de 1961 y Perú el 21 de dic~embre de 1964. 5610 Colombia
ratificó la Convención de 1951 sin reserva geográfica; Ecuador y Perú
levantaron la reserva geográfica el 1 de febrero de 1972 y el
8 de diciembre de 1980 respectivamente.

!QI se refiere al éxodo de personas de origen cubano, en el que el ACNUR
cooper6 con los gobiernos en un progl~ama de reasentamiento, sobre la base de
buenos oficios.

!!I Comité Jurídico Interamericano, Documentos Oficiales, Vol. IX, pág.338.

!lI Qp.cit supra nota 1, pág. 169.
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63/ Los paises latinoamericanos que han ratificado la Convención de 195
el Protocolo de 1967 hasta el 31 de enero de 1983 son los siguientes:

Países

Argentina
Bolivia
Brasil
Chile
Colombia
Costa Rica
Ecuador
Nicaragua
Panamá
Paraguay
Perú
República Dominicana
Uruguay

Convención de 1951

15.11.61 •
9.2.82
16~l1.60 *
28.1.72
10.10.61
28.3e78
17.8.5·5
28.3.80
2.8.78
1. 4.70
21.12.64
4.1.78
22.9.70

Protocolo de 1967

6.12.67
9.2.82
7.4.72
27.4.72
4.3.80
28.3.78
6.3.69
28.3.80
2.8.78
1. 4.70

4.1.78
22.9.70

* Estos Estados han formulado una declaración de conformidad con el párra
de la sección B del artículo 1 da la Convención en el sentido de que por
palabras -acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951 ft

, que fi,
en la secci6n A de dicho artículo, deben entenderse -los acontecimientos
ocurridos en Europa antes del 1 de enero de 1951-. (ReServa geográfica).

!!I -Tomando en consideración:

La necesidad de adecuar la valiosa tradici6n del asilo en Amér
Latina a los problemas act~ales de la Regi6n, caracterizados por la
masificación de los desplazamientos y el incremento numérico de persl
en busca de asilo,

La conveniencia de superar determinadas lagunas y carencias, t.
del sistema universal cuanto del sistema interamericano, así como de
orden juríd~eo interno de los Estados para hacer frente a los comple
problemas legales, económicos, sociales, culturales y laborales, de I

personas,

La ralta de ratificaciones o adhesiones por parte de un cierto
número de países de la Región a los instrumentos universales y regiol
sobre la materia;

La necesidad de armonizar los princlplos, las normas y los
mecanismos de protecci6n de los asilados y refugiados en América Lat

Estimando asimismo que la protección de los asilados y refugiac
.a parte integrante del derecho humanitario y de la protección
internaci~nal de los de~echos humanü~;

Adopta las si9uientes~



Conclusiones:

l. Reafirmar que tanto el sistema universal como el regional de
protección de los asilados y refugiados reconocen como un princi?io
básico del derecho internacional el de la no-devolución, incluyendo
dentro de este principio la prohibición del rechazo en las fronteras;

2. Enfatizar el carácter humanitario y apolítico del
otorgamiento del asilo, tal como ha sido consagrado por la Declaración de
Asilo Territorial de las Naciones Unidas, que establ~ce que dicho
otorgamiento constituye un acto pacífico y que de ninguna manera debe ser
considerado como inamistoso entre los Estados, caracteres de los que
participa también el reconocimiento de la condiclón de cef~giados;

3. Se~alar la necesidad de realizar un esfuerzo, acorde con las
circunstancias por las que 3traviesa la Reg:ón, que per~ita conjugar los
aspectos más favorables de la tradición del sistema interamericano, con
los elementos que aporta el sistema universal de protección a refugiados
y asilados¡

4. Es necesario ~xtender en América Latina la protección q;Je
los instrumentos universales e interamericanos otorgan a refugiados y
asilados, a todas aquellas personas que huyen de su país a causa de
agresión, ocupación o dominación ext=anjeras, violación masiva de los
derechos humanos, o aconteci~ientos que alteren seriamente el orden
rúblico, en todo o parte del territorio del país de origen;

5. Promover a la sistematización de los principios y criterios
contenidos en cada uno ce los sistemas, con miras al perfeccionamiento de
su aplicación y a la formulación de normas que sean posteriormente
adoptadas por el ordenamiento interno de los Estados;

6. Reconocer que los regímenes relativos al estatuto jurídico
de asilados y refugiados, tanto el universal como el interamericano,
constituyen un sistema normativo adecuado de protección internacional,
cuya interpretaclón y aplicación se debe efectuar de acuerdo con los
principios generales del derecho internacional y la costumbre
internacional, y tomando en consideración el desarrollo progresivo que
sobre esta materia resulte de las resoluciones de las Asambleas Generales
de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos;

7. Reconocer y destacar la importante labor desarrollada por la
oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados,
en los diversos campos de su competencia y, en especial, en el ámbito de
la protecci6n interr.acional de los refugiados a través de sus
representaciones regionales en América Latina;

8. "dher ir se a la~ conclllS iones ado,?tadas por el gr upo de
expertos sobre el otolgamien~o de asilo ~emporal en situaciones de
movimientos masivos, convocado por el Alto Comisionado de las Naciones
unidas para los Refugiados en abril de 1981, según las cuales en tales
situaciones, debe concederse adecuada protección y tratamiento
humanitario mientras se buscan soluciones permanentes a tales problemas¡
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9. propiciar la coordinaci6n y l~ cooperación institucional de
los órganos competentes de la Organización de Estados Americanos con el
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, en materia
de protección internacional;

En vista de lo anterior, el Coloquio formula las siguientes:

Recomendaciones:

l. Exhortar a los Estados que todavía no lo han hecho a
ratificar o adherir a la Convención de las Naciones Unidas de 1951 y al
Protocolo de 1967, sobre el Estatuto de los Refugiados; a la Convenci6n
sobre Asilo Territorial (Caracas 1954), a la Convención Americana de los
Derechos Humanos de 1969 (Pacto de San José); y a la Convención sobre
Extradición (Caracas 1981) J y, asimismo, solicitar a los Estados del
Hemisferio su colaboración con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados en las acciones de su competencia;

2. Promover, en la América Latina, la divulgación, enseftanza e
investigación a nivel universitario y técnico, de las normas
internacionales sobre protección de asilados y refugiados, en el marco
del derecho internacional;

3. Pedir a la Organización de los Estados Americanos, a sus
6rganos competentes y a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
unidas para los Refugiados, que amplíen e intensifiquen su colaboración,
en la forma que consideren más conveniente, con mirals a lograr el
cumplimiento de las normas en materia de protección de asilados y
refugiados en América Latina;

4. Sugerir que se realice, por parte de la Oficina del ~to
Comisionado y los órganos competentes de la Organización de los Estados
Americanos, un estudio comparado de las normas internas de los Estados de
América Latina sobre asilados y refugiados, en telación con la
problemática que plantea la realidad actual y la aplicaci6n de los
instrumentos internacionales sobre la materia;

5. utilizar con mayor intensidad los órg~los competefites del
sistema Interamericano y sus mecanismos, y en especial la Comisi6n
Interamericana de Derechos Humanos, y, en su caso, la Corte Americana de
Derecho. Rumanos en el ámbito de su función consultiva, con el propósito
de complementar la protección internacional de refugiádos y asilados;

6. Instar a las or9anizaciones no gubernalllentales,
internacionales y nacionales, que han contribuido a la protecci6n de los
asilados y refugiados en América Latina, a que prosigan su encomiable
labor coordinando su acción, cuando seia del caso, con la Oficina del Alto
COlli~!onado de las N~r:i(')nes Uniti-'.z y ·~O!1 1.,:,,: 6r~ano:s competentes de 1,.
C'BAJ
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7. Pedir a la Secretaría General de la Organización de Estados
Americanos enviar, si lo tiene a bien, las presentes conclusiones y
recomendaciones a los Estados miembros, a la Comisi6n Interamericana de
Derechos Humanos, a la Corte Americana de Derechos Humanos y al Comité
Jurídico Interamericano~

8. Publicar un volumen que contenga los documentos, informes,
exposiciones y conclusiones de este Coloquio, a cuyo efecto s~ solicita
la valiosa colaboraci6n de la Universidad Nacional Autónoma de México.

Finalmente, el Coloquio expresó su más profundo agradecimiento a
las autoridades mexicanas y, en particular, al senor licenciado Jorge
Castafteda, Secretario de Relaciones Exteriores~ al Institu~o Matias
Romero de Estudios Diplomáticos de la Secretaría de Relaciones
Exteriores; al Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universi¿ad
Autónoma de México; y al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados, por la iniciativa y la realización del evento. Asimismo, el
COloquio rindi6 homenaje a la ganerosa tradición de asilo ?racticad~ por
el Gobierno y Pueblo de México. ft 09. cit. supra nota 1, pág. 205 a 208.

I OEA/Ser.L/V/II.57¡ Doc. 6 Rev. 1, 20 septiembre 1982, pág. 94.

I NU Doc. E/CN.4/l503, 31 de diciembre de 1981, Estudio sobre los Derechos
nanos y los Exodos Masivos, Relator Especial: Sadruddin Aga Khan,


